INDICE ALFABETICO POR MATERIAS 



ABOGADO (')• 

1. Atento lo dispuesto por el art. 2\ inc. 5*. de la ley 
13 031 no procede la inscripción en la matricula de abobados 
de la Corte Suprema anteriormente negada en virtud de o 
establecido en las leyes 934 y 1597, a quien sólo tiene titu o 
expedido por la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de 
la Universidad Católica de Buenos Aires. _ , „ o 
No obsta a dieba solución la invocación genérica de la Cons- 
titución Nacional vigente: p. 443. 

ABSOLUCION DEL ACUSADO. 

Ver: Impuestos Internos, 1, 3; Recurso extraordinario, 39. 

ACCIDENTES DEL TRABAJO. 

Ver: Recurso extraordinario, 9. 

ACCION DE REPETICION. 

Ver: Demanda, 1; Honorarios de abogados y procuradores, 
2; Impuesto a los réditos, 3. 

ACCION PENAL. 

Ver: Extradición, 2. 

ACORDADAS. 

Ver: Superintendencia, 1. 

ílTvTr tumliiín: Honorarios de abogado* y profturadores, 1, 2, 
3; rrcBcrincifin, 2. 
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ACUMULACION DE BENEFICIOS. 

Indemnizaciones provenientes de otras leyes. 

1, Los beneficios de las leyes tle jubilaciones y pensiones 
no so» excluyentes di» los concedidos por los leyes de derecho 
común, ya que unas y otras responden a necesidades y finali- 
dades diferentes. El otorgamiento de la jubilación extraordi- 
naria prevista por el art. 1» de la ley 4349 no excluye, pues, 
el derecho a la indemnización de la incapacidad producida por 
la enfermedad adquirida en el desempeño de las tareas; p. 329. 

ADMINISTRACION GENERAL DE VIALIDAD NACIONAL. 

Ver: llceurso ordinario de apelación, 2. 

■ 

ADUANA (% 

Importación. 

En general. 

1. Las autoridades del buque no son responsables con res- 
pecto a la entrega en la Aduana de lo (pie no están obli- 
gadas a incluir en la manifestación que se les exigí*, de lo 
cual están excluidos los equipajes: p. 422. 

Aforo. 

2. Kl art. 2» ine. 9* de la ley 11.281, establece un derecho 
atl valonm del 5 % para los flejes de procedencia extranjera 
sin distinguir entre los de hierro y los de acero. Esta norma 
no ha sido modificada por ta ley 11.823. aprobatoria del con- 
venio suscripto el 26 ¿le setiembre de 1933 entre el Gobierno 
Argentino y el de Oran Bretaña, cuyo alcance con respecto al 
derecho de importación de que aquí sn trata, sólo fué impedir 
que a los flejes de hierra de procedencia inglesa se le aplicara 
durante la vigencia del convenio un derecho mayor que el del 
5 % ? p. 112. 

Ubre de derechos. 

G«iutratidadet. 

3. f.a circunstancia de que la Aduana haya omitido hacer 
efectivos los derechos de importación correspondientes a mer- 



(l> Wr también; Constitución Nacional, 18; Recurso extraordi- 
nario, 4(1. 
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cederías introducidas con franquicia, mediante el cobro opor- 
tuno de la letra cauciona), no obsta para que loa cobre mediante 
el remate de los efectos importados y transferidos a un tercero 
en infracción a lo dispuesto por el art 36 de la ley 12.345: 
p. 50. 

Infracciones. 
Contrabando, 

4. Tocia forma de ocultación y todo acto tendiente a sustraer 
las mercaderías a la verificación de la Aduana es contrabando 
aunque no exista la posibilidad de un perjuicio fiscal. 
Incurre en tas infracciones previstas pnr los arts. 68 de la íey 
11.281 y 1037 de las Ordenanzas de Aduana quien al embar- 
carse en un puerto argentino con destino a otro omitió cumplir 
lo dispuesto por el art. 721 de d ¡fitas ordenanzas y al desem- 
barcar se abstuvo de presentar a revisación mercadería sujeta 
a ella: p. 120. 

Penalidad». 

5. Proeede aplicar la pena de comiso al infractor de los ar- 
tículos 721 y 1031 de las Ordenanzas de Aduana y del art.. 68 
de la ley 11.281, sin la atenuación prevista en el art. 1056 de 
aquel cuerpo legal por mediar deliberado ocultamiento de la 
mercadería trasportada: p. 120. 

Recursos. 

6. El recurso del art. 1063 de las Ordenanzas de Aduana 
comprende las resoluciones administrativas que imponen san- 
ciones punitorias, mas no lns que deciden haber lugar al pago 
de impuestos. Es, así. improcedente el recurso ordinario de 
apelación para ante la Corte Suprema contra la sentencia de 
una cámara federal que se limita a imponer al recurrente 
una multa de $ 3.000, sin perjuicio del pago de los derechos de 
aduana cuyo monto sumado al de aquella, excede de cinco mil 
pesos m/n. : p. 542. 

AGRAVANTES (>). 

1. No pueden tomarse en consideración como elementos de 
agravación de la pena aplicable a un homicida, las simples 



(i) Ver también: Homicidio, 3; Inmutabilidad, 1. 



Joú BANCO DR LA KáOlO» 

infracciones al Código Rural que registra su planilla de ante- 
cedentes, ni el delito correccional anterior preseripto, ni 
estado de excitación alcohólica del reo en grado no acreditado 
claramente y que no fué la causa determinante del homicidio: 

p. ¡m. 

ALEVOSIA. 

Ver: Homicidio, 5; Imputabilidad, 1. 
AUMENTOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 4, 13, 43. 

APREMIO. 

Ver: Costas, 1. 

ARRENDAMIENTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 28; Locación de rosas, 1¡ 
Recurso extraordinario, 8, 20. 

ATENUANTES ('). 

1. No bastan para configurar el estado de emoción violenta 
j menos el de legítima defensa, invocados a favor del homici- 
da, las circunstancias de haber mediado por parte de la víctima 
una provocación y agresión injustificadas que originaron la 
intervención de terceros para poner fin al incidente el cual se 
renovó pocos minutos después por el estado de excitación del 
agraviado» Las circunstancias deben, sin embargo, ser tenidas 
en cuenta para la graduación de la pena: p. 389, 

AUTARQUIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 26. 

B 

BANCO DE LA NACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 21. 



(i) Vr>r t.nmhiín: Aduana, íí. 
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BANCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 34. 

BUQUE. 

Ver: Aduana, 1; Recurso extraordinario, 19. 



Ver: Aduana, 6; Recurso extraordinario, 47; Superintenden- 
cia, 1. 

CAPITAL FEDERAL. 

Ver: Constitución Nacional, 6; Jurisdicción y competencia, 
18, 35, 36, 38, 42; Presupuesto, 1; Teléfonos, % 

COMERCIO INTERPROVINCTAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 18, 24. 

COMISO. \ 

Ver: Aduana, 5 f Recurso extraordinario, 40. 

COMPRAVENTA. 

Ver: Impuesto a los réditos, 3; Jurisdicción y competen- 
cía, 39. 

CONCESION. 

Ver: Constitución Nacional. 17; Expropiación, 2, 3; Recur- 
so extraordinario, 44; Telefonos, 1. 

CONCURSO DE DELITOS. 

Ver: Homicidio, 3. 

CONFESION, 

Ver: Homicidio, 3, 4: Prueba, 4. 

CONGRESO NACIONAL* 

Ver: Corte Supremta, í¿ 
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CONSTITUCION NACIONAL (')■ 
Principios generales, 

1. T.a Constitución Nacional vigente no impone necesaria- 
mente la caducidad de las disposiciones lépales existentes 
en tanto no se opongan u las normas que aquélla establece: 
p. 461. 

Derachu y garantías. 

Generalidades. 

2. Las garantías constitucionales de la propiedad, del do- 
micilio y del ejercicio del comercio lio son invocables en de- 
fensa de los actos realizados contra derecho: p. 246. 

Defensa en juicio. 

Principio» general™. 

3. La adopción de las medidas precautorias sin previo de- 
bate sobre su procedencia, concuerda con su naturaleza y 
no imperta lesión constitucional en tanto quede a los afec- 
tados por ellas la posibilidad de cuestionarlas después de 
dictadas; p. 246. 

Procedimiento y sentencia. 

4. Habiendo sido apelada por el infractor al art 35 de la 
ley 1*2-148 ta resolución judicial que transformé la mul- 
ta en prisión, la sentencia revocatoria de segunda instan- 
cia es constitucionalmente inobjetable porque fué dictada 
con jurisdicción por la cámara respectiva: p. 1ÍK). 

5. Por lo misino que la facultad de imponer multas atri- 
buida por algunas leyes a entidades administrativas sin re- 
curso a la justicia importa el ejercicio de atribuciones ana- 
lógicamente judie ¡ales, las actuaciones respectivas deben ase- 
gurar el derecho de defensa de aquél a quien se imputa la 
infracción. Por ello, corresponde revocar la resolución mu- 
nicipal por la que se condena al recurrente a pagar una 
multa por una supuesta infracción de tránsito, sin haberlo 
oído ni dado posibilidad alguna de invocar y probar los 



(li Ver también: Ahogado, tj Corte Suprema. 1, S; Jurisdicción 
V competen*!*, 3, í», 15, 10, 1». 32, 33, 34, 36; Ley, 4; Puro, 1; *«ur»o 
de eMáelfin. I : Recurso extraordinario, 2, 8, 10, 12, 20, 20, 30, 31, 32, 
33, 38, 42, 44. 4fl. 49, 82, «6, fift; Recomo ordinario de apelnoón, 1; 
KmoIucíoiim min Ínterin les, !■ Retroaetividna, Ij Telefono!, 1. 
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hechos conducentes a su defensa, debiendo volver los autos 
a ht repartición de procedencia para que se tramite el ex- 
pediente con arreglo a derecho: p. 449. 

íey anterior y jueces nat tírate». 

6. La garantía constitucional de loa jueces naturales que 
establece el art. 29 de la Constitución Nacional es ajena a la 
decisión de ta cuestión de saber si ante lo dispuesto por la 
ley 12.833 corresponde a los jueces federales o a los admi- 
nistrativos de la Capital conocer en las causas sobre in- 
fracciones a la ley 12.591, pues no se opone a que sea uno 
u otro de los. jaeces permanentes el que intervenga en la 
causa, con ari 'lo a la competencia que establezcan las 
leyes procesales. También es ajena al caso la cuestión re- 
ferente a la ley penal aplicable pues sólo se trata de resol- 
ver, por ahora, cual es el tribunal competente para conocer 
de la infracción imputada al procesado: p. 451. 

Dcncfeo d# propiedad* 

7. Probado que el importe miedlo de los gastos de cosecha 
y elaboración del vino que los productores tuvieron que en- 
tregar con arreglo al art. 13 de la ley 12.355, fue de ocho 
centavos el litro, y dado que el art. 15 fijó con carácter ge- 
neral una retribución de dos centavos por litro, debe con- 
cluirse que ha habido un desapoderamiento sin justa indem- 
nización que t oriza a demandar el pago de la diferencia 
entre ambo* timas, desde que otra forma de compensación 
se lia heno imposible por haberse derramado la mayor par- 
te del víik en el acto de la entrega: p. 207. 

Igualdad. 

8. La garantía constitucional de la igualdad uo resulta vio- 
lentada por la circunstancia de que la sentencia apelada 
se funde, entre otras, en una prueba que según el recu- 
rrente se ha incorporado irregularmeute a los autos: p. 246. 

Coiutítucionalidad e inconstitucional i dad. 
Leyes nacionales. 

Comunes. 

9. El art. 3? de la ley 13.198, en cuanto manda suspender 
los desalojos de predios rurales en todo el territorio de la 
República, hasta el 31 de mayo de 1949, aunque mediara 
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semencia firme que los ordene, no es violatorio de la Const. 
Nacional: p. 239. 

10. La ley 13.1í>8 interpretada en el sentido de que la pró- 
rroga queestablcec ambara al arrendatario de mi inmueble 
destinado a la explotación agropecuaria que no ha cum- 
plido su obligación de extirpar las placas de la afir ¡cultura, 
vulnera la propiedad no sólo en orden a la integridad del 
derecho del dueño sino también desde el punto de vista de 
la finalidad social o bien común a que debe subordinarse 
el uso de las cosas: p. 230. 

Administrativa*. 

11. La excepción prevista en el nrt. 14, l* parte, de la ley 
12.355 a favor dé las regiones "que al iniciarse el nuevo año 
vinícola en la fecha establceida en el art. 12 tengan un 
"stock" de vinos inferior a 150.000 hectolitros", creó una 
categoría arbitraria y repugnante a la igualdad, pues loa 
productores quedaban o no sometidos a la contribución por 
una razón ajena a su actividad de tales, es decir, al volu- 
men de su producción y al destino que le hubieran dado. 
Ello importó resolver problemas de orden regional^ mediante 
una contribución de carácter nacional contraviniendo cla- 
ramente lo dispuesto en los arta. 4 y 16 de la Constitución: 
p. 207. 

14. El art. 18 de la ley 13.264 entendido en el sentido que 
no impone el depósito total de la suma ofrecida en concep- 
to de indemnización, con carácter previo al desapodera- 
miento del expropiado, sino la consignación del monto de 
la tasación a los efectos de la contribución direeta, es cons- 
titucional mente inobjetable, porque para la salvaguardia del 
principio consagrado por el art. 17 de la Const. Nacional 
hasta el depósito de una suma cuyo monto no aparezca esta- 
blecido caprichosamente : p. 26!). 

tmpa*i titas. 
TulM. 

13. El art. 36 de la ley 12.345 no es violatorio del art. 17 
de la Const. Nacional en cuanto hace de la mercadería in- 
troducida con franquicia la garantía primera del pago de 
los derechos dispensados condicional mente aunque haya sido 
transferida a un tercero que tenía el medio de averiguar la 
verdadera condición de los efectos y tiene el recurso de diri- 
girse contra é introductor para reintegrarse el importe res- 
pect ivo : p. 50. 



WNHT1TUCION XACIONAL 



565 



Varia*. 

14. El art. 31 de In ley 13.264, en cuanto establece que 
en los juicios de expropiación de inmuebles en que no se 
hubiere dictado sentencia definitiva —en la acepción de 
fallo final del superior tribunal de la causa — correspon- 
derá al tribunal que He halle avocado al conocimiento de 
cada causa, requerir los informes a que se refiere el art. 14 
de la ley, es imperativo para los jueces y no importa atri- 
buir a dicha ley retroactivrdad incompatible con principio 
o garantía constitucional alguna: p. 336, 

Secretos nacionales. 

Vario». 

15. £1 art. 4* del decreto tP 32.347/44, en cuanto estable- 
ce la opción para demandar ante los jueces del domicilio 
del demandado, es constitucionalmtente válido: p. 32. 

impuesta y contrtbndonei provincial**. 

Patentes. 

18. La ley 4199 de la Provincia de Buenos Aires refor- 
mada por la ley 4283, en cuanto reduce con respecto a los 
corredores de las casas de comercio sujetas al impuesto lo- 
cal al comercio e industrias la patente de m$n, 300 que se 
establece para a todo corredor sin distinciones de modo que 
sólo es pagado íntegramente por los corredores de casas 
radicadas fuera del territorio de la provincia crea un gra- 
vamen diferencial violatorio de la Const. Nacional: p. 257. 

Vario*. 

17. El impuesto establecido por el art. 4» de la ley 3211 
de la Prov. de Buenos Aires que recae de un modo directo 
sobre el servicio telefónico en cuanto tal impuesto que gra- 
va con una cantidad mensual cada uno de los aparatos ins- 
talados en dicho Estado, mediante los cuales el servicio se 
presta, comporta una ingerencia en el ejercicio de la con- 
cesión y por ende en la prestación de aquel, patentemen- 
te capaz de destruirla o perturbarla y es violatorio de 
los arts. 10, 11, 12, 67, ines. 12 y 13 y 108 de la Constitu- 
ción Nacional reformada concordantes, en lo que se refiere 
al pleito, con tos arts. 10, 11, 12, 68. ines. 12 y 13 y 101 de 
la Constitución Nacional vipenle. La inconstitucional idad 
no depende del monto del tributo de referencia: p. 467. 
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&« solucione! administrativa. 

18. Lu resolución dictada por el Ministerio de Hacienda 
ej 3 de julio de 1940, en cuanto establece diferencias de 
trato der ada* del distinto material constitutivo de los 
flejes, conn.iría el art. 2», inc. 9\ de la ley 11.281 y es, 
por ello, inconstitucional: p. 112. 

CONTESTACION A LA DEMANDA 

Ver; Jurisdicción y competencia, 1, 33, 35, 36. 

CONTRABANDO. 

Ver: Aduana, 4, 

CONTRATO. 

Ver: Impuesto a los réditos, 3; Jurisdicción y competen- 
cia, 10, 12, 28; Locación de cosas, 1. 

CONTRIBUCION TERRITORIAL. 

Ver: Constitución Nacional, 12; Expropiación, 4. 

CORPORACION DE TRANSPORTES DE LA CIUDAD DE 
BUENOS AIRES. 

Ver: llecurso extraordinario, 27. 
CORTE SUPREMA ('), 

1. La jurisdicción apelada de la Corte Suprema se ejerce 
según las reglas y excepciones que prescriba el Congreso. 
No está instituida por el art. 100 de la Constitución, que 
contempla con carácter general la jurisdicción de los jueces 

nacionales; p. 268. 

2. Suprimido ol recurso ordinario de apelación agite la 



(i) Vor tnmbirn: Abobado, 1; Aduana, fi; Cosa juzgada, 1; Ex- 
nropiaríón, íi, H, 10; Itonorurioí, 1; Honorario* de fl bo^adoi y proeu- 
rndurei, 1; Jurisdicción y comiwtcncia, 2, 5, 6, 7, 8, 9, 28. 20» 30, 31, 
32, 33, 34, 35, 36, 37, 42; Medidas disciplinaria», 1; Notifif aelfin, 1; 
Viiao, 2, 3; í'ntronnto nncional, 1; Prueba, 4; Bc*unw de eameión, 1; 
««•curso de qurjn, 1, 2¡ Hccurao de reposición, 1; Becario de "> vi "™r 
1 ; ltecumo de revocatoria, 1 ; Recurso extraordinario, 1, 2, 7, 11, 17, 23, 
24. 37. :.£>. r,0, (SI, 63, 64, 6ÍÍ, 66, 67, 68; Becario orJlnario de apelación, 
t¡ Superintendencia, 1. 
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Corte Suprema por la Constitución actual y no reglamenta- 
do aún por la ley el recurso de casación, el conocimiento 
y decisión de las causas que versen sobre puntos regidos 
por la Constitución y por las leyes de la Nación, atribuido 
a la Corte Suprema por la primera parte del art 95 de U 
Constitución, sólo puede tener lugar por la vía del recurso 
extraordinario mencionado en el párrafo tercero del mismo 
artículo: p. 310. 

COSA JUZGADA. 

1» Denegado el recurso ordinario ele apelación interpuesto 
por el demandado sin que este ocurriera oportunamente 
en queja, debe concluirse que existe decisión firme en vir- 
tud ile la cual las alegaciones de aquél no pueden ser to- 
madas en consideración por la Corte Suprema: p, 80. 

C08TA8 ('). 
Resultado del litigio. 

1. No procede condenar en costas al actor en juicio de 
apremio que se allanó a la prescripción opuesta por el 
demandado: p. 256. 

2. Corresponde que sean pagadas en el orden causado las 
costas de secunda y de tercera instancias en un juicio de 
reivindicación eu el cual sólo han prosperado parcialmente 
las pretensiones de las partes: p. 80. 

OUESTIOH FEDERAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 50. 51, 52, 54, 59, 60. 
CULPA. 

Ver: Extradición. 1; Impuestos internos, 1; Recurso extra- 
ordinario, 29, 37. 



Ver: Jurisdicción y rom pe ten fia, 21. 



(I) Ver también: Ley do ícllos, 2; Rrfurso extraordinario, 15. 
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O 

DAftOg Y PERJUICIOS (>). 
Responsabilidad del litado. 
Oum varios. 

| No babíendo sido dotado el Hospital Naval do La Plata 
de lo» elementos indispensables para la protección sanita- 
ria de su personal, tanto más necesarios cnanto que la* 
tareas se desarrollaban en un medio propenso al contagio, 
la Nación debe indemnizar ni repostero de dicho estable 
cimiento !a incapacidad que le lia ocasionado la tubercu- 
losis cutánea adquirida en el desempeño de «na larcas: 
p. 329. 

Prueba. 

2. A falta de toda prueba del perjuicio invocado por el ac- 
tor como consecuencia de lo ocupación por el demandado 
de la fracción que aquél reivindica, no procede acordarle 
indemnización alpuna por esc concepto: p. 80. 

DEFENSA EN JUICIO. 

Ver- Constitución Nacional. 3, 4 t ó, 6; Recurso extraordi- 
nario. 29. 31. 32, 33. 46^49. 

DEFENSOB. 

Ver: Recurso extraordinario, 68. 
DEFRAUDACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 39, 40, 41. 
DELITOS. 

Ver: Agravantes. 1; Jurisdicción y competencia, 5, 18, 22, 
23. 24. 25, 2fi. 29, 38. 41 ; Ley, 4. 



(i\ Vi-r tíimbiín: Expropiación, 12; Jttrlidi«Mn y competencia, 
£2, 2fi. 
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DEMANDA (>). 
Reqtüxitot de la demanda. 
Docu&ratoii. 

1. Habiendo omitido el representante de la provincia de- 
mandada por repetición de impuestos acompañar las copias, 
que le fueron entregadas, de tas boletas agregadas a la 
demanda, de las cuales afirma (pie no corresponden a] ori- 
ginal, y tratándose de documentos tendientes a acreditar el 
pago del gravamen que no era obligatorio presentar con l¡i 
demanda, corresponde rctdiaüar el pedido de que se deje 
sin efecto el traslado de esta última: p. 207. 

DENEGACION DE JUSTICIA. 

Ver: Recurso extraordinario, D. 

DENUNCIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 3Í), 41. 
DEPOSITO. 

Ver: Constitución Nacional, 12; Expropiación, 4. 
DERECHO DE PROPIEDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 2, 7, 10, 12, 14; Pago, 1; Re- 
curso extraordinario, 8, 12, 26, 27, 30. 

DERECHOS ADQUIRIDOS. 

Ver: Pago, 1; Pensiones militares, 2. 

DERECHOS "AD VALOREM". 

Ver: Aduana, 2. 

DESALOJAMIENTO. 

Ver: Constitución Naeionnl, !>, 10; Jurisdicción y competen- 
cia, 34; Recurso extraordinario, 8, 20. 

DESPIDO. 

Ver: Pago, 1, 2; Recurso extraordinario, 12. 



<l) Ver tnmbiln: Impuesto a los rédito*, 3; Jurisdicción y com- 
potnnein, 1, 14, 33, .1J>, 3(5, 43; Pago, 1, 
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DIRECCION NACIONAL DE VIALIDAD. 

Ver: Recurso de queja, 2, 

DIVORCIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 30. 
DOLO. 

Ver; Impuestos ¡uteruos f L 
DOMICILIO. 

Ver: Constitución Nacional. 2, 15; Jurisdicción y competen- 
t-ia, 4, 12, 13; Notificación, 1; Recurso extraordinario, 30. 

DOMINIO. 

Ver: Constitución Nacional, 2, 7, 10, 12, 14; Recurso extra- 
ordinario, 8, 12, 26, 27, 30. 



EJECUCION DE SENTENCIA. 

Ver: Honorarios de abogados y procuradores, 2; Recurso 
extraordinario, 10. 

Ejército. 

Ver: Tensiones militares, I; Recurso extraordinario, 64. 

EMBARGO. 

Ver: Prescripción, 3. 

EMOCION VIOLENTA. 

Ver: Atenuantes. 1; Homicidio, 2. 

EMPLEADOS DE COMERCIO. 

Ver: Pago, 2. 

EMPLEADOS NACIONALES. 

Ver: Aeiimul ación de beneficios, 1. 
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EMPLEADOS PUBLICO*. 

Ver ; Acumulación de beneficios, 1 ; Jurisdicción y compe- 
tencia, 25. 

EMPRESTITO. 

Ver: Impuesto a los rfiditos, 2. 
ENDOSO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 21. 

ENTIDADES AUTABQUICAS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 26. 

EQUIPAJE. 

Ver: Aduana, 1. 

ERROB. x 

Verr Impuestos internos, 2, 3; Prueba, 2; Recurso extraor- 
dinario, 91, 57, 62. 

ESCRITURA PUBLICA, 

Ver: Mandato, 1. 

ESTADO. 

Ver : Jurisdicción y competencia, 32 j Ley, 5. 
ESTAFA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 21, 40. 

EXCEPCIONES. 

Ver: Recurso extraordinario, 36. 

EXHORTO O. 
Roquiaitof. 

1. Las comunicaciones a los agentes diplomáticos extranje- 
ros acreditados en el país deben hacerse por oficio dirigido 
al Ministerio de Relaciones Exteriores de la Nación: p. 280. 

(i) Ver también; Jurisdicción y competencia, 30, 38. 
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EXIMENTES. 

Ver: [inputnbitidad, 2. 

EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. 

Ver : líecurso extraordinario, 5. 

EXPROPIACION ('). 
Indemnización. 

Determinación del valor real. 

1. La ley 12.311, que creó la Corporación de Transportes de 
la Ciudad de Buenos Aires, no lia establecido un repina en 
de excepción para determinar el justo precio de las expro- 
piaciones <¡ue se realicen en cumplimiento de sus disposicio- 
nes. Tampoco cabe aplicar como por mandato lega), para 
las ex piop ¡aciones, el criterio que impone con carácter obli- 
gatorio el art. V r iue. e), de la mencionada ley — costo ori- 
ginal y efectivo menos depreciación por uso— para la fija- 
ción de los capitales de las empresas que voluntariamente 
se incorporen a la Corporación, aun cuando este criterio 
podría ser adoptado por el tribunal de la causa si lo creyera 
justo : ps ÍÍ;í7 y 3(14. 

2. Tkatándosé de la explotación de un servicio público me- 
diante autorizaciones que podrían ser dejadas sin efecto en 
cualquier momento sin derecho a reclamo alguno, como el 
prestado por los ómnibus en la Ciudad de Buenos Aires, no 
cabe considerar para la determinación del resarcimiento por 
la expropiación ordenada por la ley 12.311 la productividad 
del negocio; p. 3li4. 

3. En el caso de expropiación de la totalidad de los bienes 
que integran una empresa dq servicios públicos, no cabe 
prescindir de ta intervención dispuesta en la causa del Tri- 
bunal de Tasaciones, conforme a lo establecido por el art. 31 
de la ley 13.2ÍJ4. El dictamen respectivo debe referirse "al 
valor de* afectación que representaba para el titular anterior" 
el ron junto ríe los bienes expropiados: p. 500, 

Cobro de la ludemolxacldn, 

4. El art. 18 de la ley 13.2G4 no impone el depósito total de 

(i) Ver también: Constitución Nacional, 13, 14j JunarticciAn y 
competencia, 3fi, 37; l.itisconteiitiicifin, 1; Rocutío rfe revisión, 1; Re- 
t tirso lítraorjinario, 20, 27; Recurso otuiuiiíio de apelación, 2. 



EXTRADICION 



573 



la suma ofrecida en concepto de indemnización con carácter 
previo al desapoderamiento del expropiado. Basta la consig- 
nación del monto fie la tasación a los efectos de la contri- 
bución directa: p, 269. 

Procedimiento. 

Lej qa* rige el procedimiento. 

6, La ley federa] de expropiación es aplicable a los juicios 
radicados ante la Corte Suprema: p. 74. 

Procedimiento Judicial. 

6. Toda vez que el art. T4 de la ley 13.264 integra el 
Tribunal de Tasaciones, creado por decreto 33.405/44 — ley 
12.922 — con un representante del Ministerio de Obras Pú- 
blicas de la Nación y otro del expropiado, y atribuye al pe- 
rito del mencionado Ministerio la representación del expro- 
piador, no corresponde hacer lugar a la designación pedida 
por el apoderado provincial que, aparte de no estar fundada 
en la letra de la ley* importaría alterar la constitución del 
referido Tribunal de Tasaciones, con otro representante del 
expropindor, rompiendo el equilibrio que eon la composición 
de aquél se ha deseado establecer: p. 74. 

7. La expresión "sentencia definitiva" lia sido empleada en 
el art. 31 de la ley 1.1204 en el sentido de fallo final del 
superior tribunal del pleito: p. 187. 

8. Puesto que ln intervención del Tribunal de Tusationes 
en los términos de tos nrts. 14 y 31 de la ley 13.2t¡4 ha de 
referirse a cuestiones de hecho ajenas al recurso extraordi- 
nario, no procede acordársela corno trámite previo a Ja sen- 
tencia que la Corte Suprema debe pronunciar por esa vía: 
p. 187. 

9. Hallándose regido el procedimiento del juicio de expro- 
piación por la ley 13.2G4, que sólo autoriza la prueba peri- 
cial con respecto a los bienes que no sean raíces, debe 
desecharse la solicitud de ambas partes de que se designe 
perilo. fundada por una de ellas en la ley 5141 de la Prov. 
de Rueños Aires. Tampoco procede limitar a la determina- 
ción de] valor de lo expropiado la función atribuida al Tri- 
buna] de Tasaciones: p, 200. 

10. Habiendo resuelto la Corle Suprema requerir del Tribu- 
nal de Tasaciones los informes de los arts. 31 y 14 de la ley 
13.264, a cuyo fin se le remitió la causa con oficio, y es- 
tando vencido con exceso el plazo de treinta días señalado 



57i 



expíioiuacion 



en el mencionado art. 14 corresponde, ante el pedido del 
dueño del inmueble tendiente a urgir el procedimiento* pro- 
rrogar por igual término aquel plar.o y no hacer lugar al 
apercibimiento solicitado en el sentido de proseguir el trá- 
mite del juicio prescindiendo de dicho informe: p. 297. 
11, La naturaleza del juicio de expropiación no admite el 
planteo de incidencias en el curso del mismo, ni menos el 
de cuestiones de derecho susceptibles de proponerse en opor- 
tunidad procesal t p, Í500. 

13. La ley 13.264 excluye ta prueba de peritos respecto de 
Jas expropiaciones de bienes raíces, mas no la de oficios, cuyo 
valor probatorio debe ser oportunamente apreciado. 
La indemnización que los jueces deben fijar sobre la base 
de las actuaciones y det dictamen que elabore el Tribunal 
de Tasaciones creado por la ley 13.264, comprende el valor 
objetivo del bien y los daños que sean consecuencia directa 
e inmediata de la expropiación: p. 512. 

13, Toda vez que el art. 14 de la ley 13.264 integra el Tri- 
bunal de Tasaciones, creado por decreto 33.405/44 — ley 
12.022— con un represenl ante del Ministerio de Obras Pú- 
blicas de la Nación y otro del expropiado, y atribuye al 
perito del mencionado Ministerio la representación del ex- 
propiador, no corresponde hacer lucrar a la designación pe- 
dida por el apoderado provincial que. aparte de no estar 
fundada en la letra de la ley, alteraría la constitución del 
referido Tribunal, con otro representante del expropiador, 
rompiendo el equilibrio que con la composición de aquél se 
ha querido establecer: p. 514, 

14. Hallándose expropiante y expropiado representados an- 
te el Tribunal de Tasaciones establecido por el art. 14 de 
la ley 13.264 y debiendo referirse el dictamen que se reque- 
rirá del mismo "al valor de afectación que representaba 
pnra el titular anterior" el conjunto de los bienes expropia- 
dos, no cabe hacer lugar a la formulación de cuestionarios a 
tenor de los cuales ha de expedirse el mencionado Tribunal, 
solicitada por la demandada: p. 514. 

EXTRADICION (')- 

Extradición con paiiet extranjero!. 

OaomUdadM. 

1, No incumbe a los jueces de la Nación requerida de ex- 



(1) Ver tambiOn: Juriadiccián y competencia, 38. 



HOMICIDIO 



575 



tradición el ¿miramiento del fondo del proceso ni tic ta cul- 
pabilidad o inocencia del individuo reclamado: p. 32. 

Prescripción. 

2. Habiendo transcurrido según nuestras leyes el término 
de prescripción de la acción penal y atento lo dispuesto 
en el art. 9 del Tratado de Extradición con España de 
1881, no procede la extradición de un acusado de homi- 
cidio solicitada por las autoridades de dicho país: p. 32. 



r 

FALSEDAD. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 21, 23. 
FALTAS Y CONTRAVENCIONES. 

Ver: Iíccurso extraordinario, 3, 

FERROCARRILES. 

Ver: Juicio ordinario, 1; Jurisdicción y competencia, 1, 17, 
20; Recurso extraordinario, 11. 35; Reivindicación, 1. 



GRAVAMEN 

Ver: Recurso extraordinario. 11, 43. 



HOMICIDIO C). 
Homicidio limpie. 

1. Corresponde aplicar la pena de 25 años de prisión al 
autor del delito de homicidio simple, premeditado, y de ten- 
tativa de homicidio en la persona de la menor acompañada 

(i) Ver Umbién: A gravan ten, l; Extradición, 3; ImpuUbiU- 
d»d, 2. 
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por la víctima, tentativa f rus! nula por circunstancias ajena» 
a la voluntad del reo, que merece mal concepto: p. 269. 

2. A falta de prueba que acredite incuestionablemente el 
estado de eitioeión violenta, corresponde calificar el hecho co- 
mo homicidio simple, y reducir a nueve irnos de prisión la pena 
aplicada a su autor, que procedió en un grado de excitación 
inimpntable por la injustificada provocación y agresión pre- 
via por parle de la víctima, a lo (pie debe sumarse la rudi- 
mentaria cultura del homicida y c! medio en el cual actuaban 
los protagonistas, casi en el desierto: p. 38í>. 

3. Kcsulta inadmisible la calificación de homicidio en riña, 
si de la confesión de los tres procesados se desprende que 
la víciiina fué agredida con su propio cuchillo — única arma 

•le que disponía y que las heridas que le causaron la 

muerte le fueron inferidas por aquéllos cuando se hallaba sin 
anuas y en el suelo. A falta de prueba de que ef hecho haya 
sido cometido para robar a la víciiina, debe calificárselo como 
homicidio simple en las circunstancias agravantes menciona- 
das y en concurso real con el delito de liurtn calificado, 
por lo cual corresponde aplicar 2ó años de prwión a los pro- 
Cesados mayores y mantener la de quince años impuesta al 
menor por no ser posible aumentarla en razón de la falta 
• lo nvursii acusatorio: p. M7. 

4. Para ipie t nestadre la calificación ríe) delito en lo dis- 
puesto por el art, SO, inc 1" del Código Penal, no basta 
la confesión del reo y la declaración de testigos* sino que 
es necesario probar el vínculo de parentesco de conformi- 
dad con lo estatuido al respecto por el Código Civil. 
Corresponde graduar en quince años de prisión la pena apli- 
cable al autor de los delitos de homicidio simple y lesiones 
ííTiives — -nris. 7!> y Í'O del Código Penal — teniendo en cuenta 
los buenos antecedentes, los hábitos de trabajo del procesado 
y qne la lesión inferida a una de las víctimas puso en pcli- 
•rro Ja vida de esta: p. í>0-i. 

Homicidio en ocasión de robo. 

5. Demos! nulo QUé e] delito cometido no es el previsto cu 
el art. 95 sino en el art. 165 def GÓdigO Penal, qne el proce- 
sado procedió con alevosía, que registra dos condenas ante- 
riores y diversas entradas policiales y \m/i\ de mal concepto, 
corresponde imponerle la pena de veinte años de prisión: 
p. 207. 
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HONORARIOS. 

Regulación, 

1. Aun cuando antes de la reculación de los honorario» 
devengados en actuaciones judiciales seguidas ori^inuna- 
mente ante la Corte Suprema, es improcedente discutir a 
prescripción de los mismos, toda vea que cito no lio sitio 
objetado por la contraparte, procede decidir el articulo sm 
otra dilación: p. 71. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES (")• 

1. T,a circunstancia de une la Corle Suprema haya decla- 
rado improcedente el recurso concedido por el tribunal I ape- 
lado no exeluve la aplicación del art. 11 d | decrelo 30.430A44 
—lev 12.ÍW7— a efecto de re-rular los honorarios devengados 
ante aquélla: p. 255. t 

2. Elegida la vía de ejecución de sentencia para robrar el 
honorario regulado al perito agrónomo que intervino en 
uu inicio sobre repetición del impuesto indebidamente per- 
cibido por una provincia, la regulación de los honorarios 
correspondientes al letrado y apoderado de arpicl debe prac- 
ticara aplicando el art. 23 del decreto 30.430/44 : p. 2H3. 

3. Si Lien los honorarios de los trabajos realizados en la 
i nstnn.' i a del recurso extraordinario sustanciado ante La t or- 
le Suprema deben regularse con sujeción al arancel cstalile- 
t-ido por e! decreto 30.430/44, en las enusas provenientes 
de los tribunales del trabáfó de la Capital en cuya pinsdic- 
, ión no rige aquél, sino lo dispuesto por el art. 04 de decreto 
3* 347/44 I» aplicación del art. H del arancel debe Ha- 
cersc ateniéndose a la regulación firme de primera justan- 
cía, cu la que se ha aplicado la nornía pert inente del decreto 
de creación de lá justicia del trabajo: p. 301; 

HÜT.TO. 

Ver: Homicidio, 3. 



(t> \cr también! Pre*érlpc!6i!i '-. 
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IUCTJESTO A i -OS HÉD1TOS 



I 

IGUALDAD. 

Wr: Constitución Nacional, 8. 11; Recurso extraordina- 
rio» 37. 

IMPORTACION. 

Ver: Aduana. 1. 2, 3, 4; Constitución Nacional, 13; recurso 
extraordinario, 40, 

IMPUESTO (>). 
Principios generales. 

1. La contribución en vino establecida por el art. 13 de la 
ley 12.355 no era un impuesto pues no tenía por objeto alie- 
par recursos para proveer a los pastos de la Nación y ésta 
debía compensar a los contribuyentes el costo del producto 
entregado. Tampoco era una carpa pública, porque es de la 
esencia de estas no tener otra compensación que el benefi- 
cio que se sipuc de ellas para la comunidad: p. 207. 

IMPUESTO A LOS REDITOS. 
Exenciones. 

1. A Jos efectos del impuesto a los réditos, no cabe excluir 
de los balances fiscales presentados por la actora las sumas 
que, después de establecido el impuesto a los réditos, cobró 
por babersc hecbo carpo de la administración de la empresa 
de su deudor e imputó al papo de intereses de su crédito con 
iiiiteríoridad a la vigencia de la ley de réditos: p. 515. 

2. No corresponde abonar impuesto a los réditos sobre los 
intereses devengado por el empréstito autorizado por la 
ley 615 de la Provincia de Jujuy, del año 1924, toda vez que 
la frase del art, 1» "quedando esta operación (el contrato 
de empréstito) eximida de todo impuesto provincial" debe 
interpretarle como relativa a los impuestos que pudieran 
recaer sobre todo cuando es parte integrante de ta operación, 
con la única excepción -del de sellos aludido en e! art. 2\ y 



(i> Ver tnnitúín; AJu.mu, fl; Constitución Nacional, 13, 10, 17; 
Demnnd;i, L¡ Honorarios de ;i bogados y procuradores, 2; Recurso ex- 
traordinario. 44. 
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es incuestionable que loa intereses pactados integran la ope- 
ración de que se trata: p. 515. 

Deducciones. 
Comercio • industria. 

3. Si el contribuyente omitió probar que el produeto de ta 
emisión de debentures que realizó fué incorporado al piro 
comercial de su negocio y reconoció no haber demostrado 
en forma fehaciente que la totalidad del importe de ese prés- 
tamo se destinó a la compra de bienes —lo que implica ad- 
mitir que ésta y aquél estuvieron relacionados — y si» además, 
ambas operaciones fueron simultáneas, lo que permite afir- 
mar que la emisión de debentures respondió a la financia- 
ción de la compra de los bienes, corresponde aplicar el ar- 
tículo 127 de la ley 1 1,682 y rechazar la demanda tendiente 
a la devolución del impuesto a los réditos pagado como 
consecuencia de no haber admitido la deducción de las dife- 
rencias de cambio soportadas con motivo del rescate de los 
debentures: p. 515. 

Réditos del comercio, de la industria, profesiones, etc. 

4. Procede mantener la estimación de oficio practicada por 
las autoridades del impuesto a los réditos aceptando las ano* 
tacioues llevadas por el contribuyente en forma correcta y 
concordantes con otros elementos de juicio y desechando las 
que no llenan esas condiciones, para efectuar el cálculo con 
arreglo a coeficientes obtenidos por la experiencia respecto 
de la clase de negocio de que se trata y concordantes con 
manifestaciones formuladas por el contribuyente en oportu- 
nidades anteriores: p, 39. 

5. A efecto del cobro del impuesto a los réditos, la ley 11.G82 
't. o.) no toma en cuenta la forma de contabilizar las ganan- 
cias y pérdidas que usen los contribuyentes, sino los resul- 
tados del año fiscal: p. 515. 

Procedimiento y recursos. 

6. No es arbitrario el procedimiento seguido por las autori- 
dades del impuesto a. los réditos para practicar la estimación 
de oficio si. por una parte, el contribuyente manifestó en el 
acta labrada por los inspectores fiscales su conformidad con 
las observaciones formuladas por ellos >% P^ otra parte, 
antes de proceder a estimar la renta se notificó al interesado, 
conforme a lo dispuesto por la ley: p. 3!*. 
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IMPUESTO TERRITORIAL. 

Ver: Constitución Nacional, 12; Expropiación, 4. 

IMPUESTOS INTERNOS ('). 
Régimen represivo. 

Defraudación y simples infracciones. 

1. Si bien es indiferente la ausencia de dolo para la aplica- 
ción do las sanciones del orí, 37 de !a ley 3764 —28 del 
t. o. — esa doctrina debe completarse, como lo ha sido res- 
pecto del art. ¡10 de la ley mencionada — 20 del t. o. — con 
la consideración de que no impide la absolución del suma- 
riado que comprobara la inexistencia de culpa en la infrac- 
ción que se le acrimina. Habiendo mediado consulta a la 
administración, en circu nstan cías que permiten duda, no cabe 
prescindir de la contestación a la misma, para sancionar 
como infracción la conducta ilel sumariado ¡ p. 97. 

Vinos. 

2. Si bien con arre frío al art. í>2, del tít. Vil de la Refrla- 
ih J ent ación General de Inip. Internos, la toma de muestras 
no puede objetarse después de notificado, el resultado del 
análisis, ni éste impugnarse una vez vencido el plazo del 
art. o" del mismo título, de ello no se sigue que en la ins- 
tancia judicial no quepa comprobar el error en que pueda 
haberse incurrido en ambos, pues la demostración de la 
inexistencia de los estreñios lépales necesarios para la con- 
dena del contribuyente que de ello resultaría, impide la 
sanción penal del mismo, sobre la base de lo dispuesto en 
preceptos reglamentarios, que de no ser así, contrariarían el 
espíritu de la ley: p. 321. 

3. A falta de demostración de la infracción incriminada a 
los sumariados, o lo que es lo mismo, prueba directa o por 
presunciones legalmente bastantes, de la materialidad de 
la misma. la absolución de los acusados es de rigor y no 
puede ser ohstacla por ta existencia de otros procesos ante- 
riores. En ese sentido corresponde resolver el caso en (jne, 
según el informe de los peritos de amhas partes y del terce- 
ro fundados en las diferencias comprobables de los sucesivos 
análisis administrativos de control, estos corresponden a vi- 
nos distintos o adolecen de error, siendo lo primero resultado 



(1 i Y it tr.inl.ii'ii: Prurl)!», '2. 
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posible de la defectuosa extracción de las muestras respec- 
tivas: p. 321. _ 
4. Puesto que el vino destinado al uso personal de su fa- 
bricante está exento de impuestos internos, solución que no 
se modifica aunque se trate de una bebida artificial según 
los auá lisia oficiales, no procede aplicar al que lo elaboró 
la sn nción prevista por el art. 27 de la ley 3764 (t. o.) para 
los netos u omisiones tendiente» a defruudar el impuesto, por 
la circunstancia de que haya oinilido la autorización previa 
que exige el art. 69, ufó b) de la Reglamentación General: 
p. 427. 

IMPUTA Sí LH> Mí (>)■ 

1. A falta de elementos de juicio completamente concluyen- 
tes en cuanto a la alevosía y ensañamiento imputable al pro- 
cesado y aunque esté probada la premeditación, corresponde 
aplicar respecto de aquéllas la norma del art. 13 del Cód. 
de Procedimientos en lo Criminal; p. 269. 
% Corresponde declarar comprendido en la eximente que 
previ el ort. 34, inc. 1\ del Cód. Penal y for ello absolver 
e internar al autor del delito de homicidio calificado respec- 
to de quién, si bien los médicos que lo examinaron no se 
han expedido concretamente acerca de su estado mental y 
capacidad para delinquir en el momento del hecho, está com- 
probado que: 1» carece de antecedentes judiciales; 2 ? estuvo 
internado varios meses en el Hospicio de las Mercedes, del 
cual fuú dado de atta dos meses y medio antes del heeho, 
ante los insistentes pedidos de sus parientes sin haber cura- 
do totalmente de su episodio alcohólico, pues las ulterion- 
dades de su dolencia dependerían del régimen de vida que 
realizara; 8* no obró como persona normal en los momentos 
inmediatamente anteriores y posteriores al hecho; 4* dos 
meses después de cometido el delito fué internado nuevamen- 
te por presentar síntomas de enajenación mental, respecto 
de la cual los médicos determinaron casi un año después que 
había vuelto a la normalidad por haber pasado el acceso 
subngudo que podría reproducirse: 5» examinado nuevamen- 
te a raíz de una medida para mejor preveer dictada tiempo 
después, previo un largo período de observación, los médicos 
de los tribunales afirman que continua siendo un alienado. 
Todo ello, las circunstancias anteriores a1 hecho y la reac- 



fl) Ver tnmliiSti: Atenuantes, 1. 
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ción posterior e inmediata a él demuestran que el mismo fué 
consecuencia del delirio persecutorio y celotípico que actual* 
mente —a más de einco años del delito— acusa el procesado: 
p. 534. 

OCCIDENTES. 

Ver: Expropiación, 11; Jurisdicción y competencia, 43; Ley 
de sellos, 2. 

INHIBICION. 

Ver: Prescripción, 3. 

INMUEBLES. 

Ver: ('(institución Nacional, 10, 14: Expropiación. R, 10, 12; 
Jurisdicción y competencia, 34; Locación de cosas, 1. 

INSANIA. 

Ver: Imputabilidad, 2. 

INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL. 

Ver: Jubilación del personal del comercio, actividades afines 
y civiles, 1, 2; Recurso extraordinario, 16. 

INSTRUMENTOS PUBLICOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 23. 

INTENDENTE MUNICIPAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 3. 

INTERESES. 

Ver: Impuesto a los réditos, 1, 2. 

J 

JUBILACION T PENSION <•). 

1. Es principio ííeneral en imiteriii de pensiones que éstas 
dehen acordarse con arrezo a la situación existente al día 



(l) Vttr también: Aeamiitrtfióii «le Wneficio». 1. 
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del fallecimiento del causante. La* dudas que suscite un texto 
legal en cuanto a la oportunidad en que nace un derecho a 
pensión deben resolverse aplicando dicho principio; p. 231. 

JUBILACION DE EMPLEADOS PERRO VIAMOS. 

Jubilaciones. 
Determinación del monto. 

1. De los términos expresos del art. 2* de la ley 12.986 no 
resulta que las jubilaciones menores de quinientos pesos mo- 
neda nacional deban ser elevadas hasta un máximo de esa 
suma, sino que sólo se fija un aumento que para las menores 
es mfeyor y que decrece proporcionalmente a medida que el 
monto básico del beneficio se eleva; por lo que debe con- 
firmarse la sentencia apelada que decide que la jubilación 
del actor debe ser aumentada de $ 413.13 m/n. a $ 505,32 m/n. : 
p. 405. 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES. 

Ver: Acumulación de beneficios, 1. 

JUBILACION DEL PERSONAL DEL COMERCIO, ACTI- 
VIDADES AFINES Y CIVILES. 
Personas comprendidas. 

1. Conforme a Ion arts. 6' y 67 del decreto-ley 31.665/44, 
los socios de una sociedad de responsabilidad limitada que 
desempeñan simultáneamente carpos administrativos «"ja- 
dos en la misma, son por esta última circunstancia empicados 
de ella, con la consiguiente obligación de efectuar aportes al 
Instituto Nacional de Previsión Social: p. 508. 

2. Conforme a los arts. 6' y 67 del decreto-ley 31.665/44, 
los servicios prestados por el nf i liado en su condición de 
director v profesor de la academia mercantil de la que era 
oo-propie'tario, son computnbles a los fines de la jnbilncion 
dentro del régimen del decreto-ley 31.665/44, con Ja obli- 
gación de efectuar aportes al Instituto Nacional de Previsión 
Social: p. 511. 



Ver: Constitución Nacional. 6, 14, 15; Corte R "P™ mft - Y 

Extradición! 1; Jurisdicción y competencia. 6. 7, 8, 9, 10, 11, 
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j| 15, 18, 27, ¡ÍO; Ley, 2, ¡i; Pujío. 2; Prueba, 2, 4; Recurso 
extraordinario, 6 t 7, 0. 21; Superintendencia, 1. 

JUICIO DE APREMIO. 

Ver: Costas, 1. 

JUICIO EJECUTIVO. 

Ver; Recurso extraordinario, 44. 

JUICIO ORDINARIO. 

1. No puede imponerse a la provincia demandada la suspen- 
sión del juicio, solicitada por la aetnra y no admitirla por 
aquí' lia sobre la sola base de la existencia de una resolución 
ministerial relativa a la liquidación de los pleitos pendientes 
cutre la Nación y las empresas ferroviarias adquiridas por 
ésta, que, en todo caso, requiere el acuerdo de partes para la 
suspensión pedida: p. 447. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA ('). 
Principios generalas. 

1. A los efectos de la jurisdicción lia de atenderse al estado 
de cosas existente en et momento de la demanda y la contes- 
tación. La circunstancia alepada en calidad de "hecho nue- 
vo" después de resuelto el incidente sobre competencia, con- 
sistente eit la adquisición del ferrocarril demandado por el 
íiobierno Nacional con efecto retroactivo, no basta para in- 
vocar el fuero federal: p. 66. 

2. Son tribunales competentes para entender en un litigio 
los que lo eran conforme a la jurisprudencia imperante en 
el momento de trabarse la litis contestación. Siendo, pues, 
anterior a ésta en el caso de autos, la jurisprudencia de la 
Corte Suprema que declaró la competencia de los tribunales 
del trabajo de la Capital para conocer en juicios que antes 
correspondían a la justicia federal por razó» de la materia, 
procede confirmar la resolución por la cual esta última de- 
t lnra su incompetencia para conocer de la causa: p. 93, 

3. F^a circunstancia de que en la capital do la Repúblina to- 
dos los tribunales de justicia tensran carácter nacional, no 
obsta ¡i la aplicación de las normas lejrales vi-rentes en mste- 
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Ha de jurisdicción y competencia en ttuito no be opongan a 
los preceptos constitucionales, como no se oponen las que 
la distribuyen por razón de la materia: p. 451. 

Prórroga. 
Trámites judiciales. 

4. Si bien la presentación del demandado en el juicio soli- 
citando ser tenido por parte importa prórroga de jurisdic- 
ción, ello es así a falta de salvedad en contrario, porque 
aquella actitud demuestra la voluntad de actuar ante los 
tribunales del lugar en que se cumplen esas diligencias. Por 
ello, no ifüporta prorrogar la jurisdicción, sino todo lo con- 
trario, la presentación del demandado por la cual, en contes- 
tación a la vista que se le dió en un juicio por aumento de la 
cuota de alimentos, si bien pide el rechazo de la pretensión 
de la aetora, hace saber que lia promovido contienda de com- 
petencia por inhibitoria ante e! juez de su domicilio y^la 
mantiene expresamente agregando que por ello se abstiene 
do plantear la cuestión por declinatoria: p. 303. 

Cuestiones de competencia. 
Intervención de la Corta Suprema, 

5. No incumbe a ta Corte Suprema sino al juez que sea de- 
clarado competente por aquélla, dar la calificación legal co- 
rrespondiente a los hechos imputados en un proceso criminal: 
p, 274. 

6. Si bien es cierto que la Cámara de Apelaciones en lo 
Criminal y Correccional, como los demás tribunales de justi- 
cia de la Capital Federal, tienen carácter nacional, corres- 
ponde a la Corte Suprema decidir la contienda de competen- 
cia suscitada entre un juez federal y otro de instrucción en 
lo criminal de la Capital : p. 455. 

7. Aunque lodos los tribunales de justicia de la Capital Fe- 
deral tienen actualmente carácter nacional, incumbe a la 
Corto Suprema decidir la contienda de competencia susci- 
tada entre un juez federal en lo criminal y correccional y 
otro de instrucción en fo crinrínal de la Capital: p. 457. 

8. La circunstancia de que en la Capital de la República 
todos los tribunales de justicia tengan carácter nacional, no 
obsta a que una contienda de competencia trabada entre un 
juez federal de una provincia y un juez de paz letrado de la 
Capital Federal, sea resuelta por la Corte Supremo, de con- 
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fo rumiad con lo establecido por el art, 9*, inc. b) t de la 
ley 4055: p. 460. 

9. ÍJk bieu es cierto que la Cámara de Apelaciones en lo Cri- 
minal y Correccional, como los demás tribunales de justicia 
de la Capital Federal» tienen carácter nacional, corresponde 
a la Corte Suprema decidir, de acuerdo con lo dispuesto en 
el art. 9*, inc. b), de la ley 4055, la contienda de competencia 
iterativa trabada entre la Cámara de Apelaciones antes men- 
cionada y un juez federal en lo criminal y correccional de la 
Capital. 

La decisión por lii Corte Suprema de las contiendas de com- 
petencia entre los tribunales nacionales a que se refiere el 
art. 9*, inc. b), de la ley 4055 no es, en modo al truno, incom- 
patible con lo dispuesto por los arts. 89 y siguientes de la 
Constitución Nacional y, por el contrario, concuerda con la 
facultad de superintendencia que le atribuye el art. 94. 
Tampoco son ¡neonpruentes con la Constitución las normas 
legales que distribuyen la competencia entre los tribunales 
de la Capital por razón de la materia: p. 461. 

Competencia territorial, 
demiento* drtenni n s met , 

Lugar del cumplimiento de la obligación. 

10. Es juez competente para conocer del juicio en que se 
ejerce una acción personal, el del hipar convenido expresa 
o implícitamente para el cumplimiento del contrato. 

A falta de prueba de la (pie resulte haberse pactado expresa- 
mente acerca de Los tribunales competente» para decidir las 
cuestiones judiciales emergentes de la relación jurídiea exis- 
tente entre las partes — ya sea sociedad de hecho o mera 
administración de una casa de comercio — , debe concluirse 
que aquellas aceptaron implícitamente la de los jueces del 
liiííitr en que la pestión debía cumplirse; p. 414. 

11. A falta de prueba de la que resulte haberse pactado ex- 
presamente acerca de los tribunales competentes para decidir 
í;is riiesi iones jinlicinlcs emerpentes de la relación jurídica 
existente entre las partes, debe concluirse que éstas acepta- 
ron implícitamente la de los jueces del lupar en rpie el actor 
debía cumplir sus tareas como representante de la demanda- 
da: p. 460, 

l.itflar fhl (tomiritit* d* Ut» pnrtrs. 

12. Xo estando prohado en autos que se haya convenido 
expresa o implícitamente un lutrar para e! cumplimiento del 
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contrato, para lo cual no basla la presentación de documentos 
euva autenticidad no ha sido reconocida ni acreditada, la 
acción tendiente a obtener fu rescisión de dicho contrato debe 
tramitar ante el juez del domicilio del demandado, por tra- 
tarse de una acción personal : p. 3D. 

Alimentos. 

13. Por tratarse de una acción enfcrpente de las relaciones 
matrimoniales no es el domicilio del demandado sino el ul- 
timo domicilio conyugal el que determina la competencia de 
los tribunales para conocer de la demanda sobre alimentos 
promovida por la esposa contra su marido: p. 303. 

Competencia federal, 
principios Generales. 

14. Para la determinación de la competencia han de con- 
templarse los hechos en que la demanda se funda, lo pedido 
en la misma v el derecho aplicable al caso así configurado. 
La determinación del fuero no puede quedar librada a la 
sola apreciación de los preceptos que a juicio del actor ri- 
gen al supuesto, como tampoco a los que invocara en isual 
sentido el demandado, ni ni resultado de la prueba a produ- 
cirse: p. 103. 

15. Ni antes ni despiu'-s de la reforma de la Carta Funda- 
• mental de la Nación existía óbice constitucional para atribuir 

a los tribunales de la justicia del trabajo establecidos en las 
provincias el conocimiento de lus causas que, con anteriori- 
dad a su creación v al decreto 32.347/44, correspondían a 
los jueces federales por razón de. las personas o de la mate- 
ria El nrt. 3* del decreto 32.347/44. ni mismo tiempo que 
determinó la competencia de la nueva justicia del trabajo, 
restringió en ifrunl medida la ele los tribunales federales 
frente a aquélla, de tal modo que sólo a la primera incumbe 
el conocimiento de los asuntos del trnbnjo en las provincia» 
que la hayan establecido: p. 283. 

16 El nrt. inO de la Constitución anterior —reformado por 
el nrt. !K> de la actual— no obsta a la exehis>o,< de la com- 
peteneia federal en casos determinados justificados por ia 
índole de los asuntos: p. 451. 
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Por la mato rí a. 

i'anxa* regida* i»>r norma* f nitral? t. 

17. Corresponde a la justicia federal conocer de Iti demanda 
contra un ferrocarril nacional fundada en que éste al liqui- 
dar los fletes correspondientes a los aearreos que motivan el 
pleito, "aplicó tarifas unitarias superiores a las que en rea- 
lidad correspondían de acuerdo con las tarifas en vigencia", 
o, lo que es lo mismo, utilizó "tarifas que no correspondían", 
pues el pleito no versa sobre un error material de la empresa 
ferroviaria sino sobre la legalidad o procedencia de las tari- 
fas en si mismas: p. 103 

Cautas rJ-tÍMi'íftw ¡Ir la cumprtrnria fcdtral. 

18. Fai última parte del art. 18 de la ley 12.006 — sobre re- 
presión de los monopolios — en cuanto declara la competen- 
cia de los jueces del crimen del fuero ordinario, sólo se re- 
fiere a los delitos cometidos en el territorio de la Capital 
Federal sin afectar al comercio ínter jurisdiccional y no ex- 
cluye ja competencia de los jueces federales de dicha ciudad 
respecto de los delitos que afecten a ese comercio: p. 461. 

Par 1» personas. 

I>t*tinta ri'cinttatl. 

19. Conforme a los arts. 68, inc. 11, 95 y 96 de la Constit. 
Racional, la circunstancia de ser los litigantes vecinos de 
distintas provincias no determina la procedencia del fuero 
federal ; p. 283. 

A'ariÓH. 

20. Tratándose de un juicio contra dos demandados, una 
empresa ferro vi. tria y un particular, el último de los cuales 
no ha objetado la competencia, ni consta sea aforado, debe 
desestimarse la incidencia promovida por el apoderado de la 
primera para ipie la justicia de paz letrada se declare incom- 
petente, fundada en la circunstancia de que existe un hecho 
nuevo, consistente en la adquisición del ferrocarril deman- 
dado por el Gobierno Nacional con efecto retroactivo: p. 66. 

Causas penales. 

rur fl lugar. 

21. Corresponde a la justicia federal conocer en el proceso 
pur falsificación y estafa consistentes en haber obtenido do- 
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lasamente la entrega <lc un cheque a la orden de un tercero 
y haberlo depositado luego en otra cuenta en el ,a 
Nación Argentina mediante un endoso apóenfo; p. 202. 

Virítmióñ de norma* fedcrah». 

23 Resultando primo facíe de las circunstancias del hecho 
que no existió el propósito requerido por el art. 32 del 
decreto 53G/45 para la existencia del delito de sabotage, no 
compete a la justicia federal sino a la ordinaria el conoci- 
miento del proceso seguido contra dos obreros de una firma 
industrial que, con el objeto de que no fueran recargadas 
sus tareas del día, echaron dos arandelas en un motor eléc- 
trico utilizado en la fabricación de helados, produciéndole 
desperfectos que acarrearon su paralización durante vanos 
días; p. 107 

23. Corresponde a la justicia federal entender en el proce- 
so por falsificación de un documento nacional» cometido en 
una provincia mediante la preparación de una credencial que 
falsamente acreditara el carácter de empleado de la loheía 
Federal a efecto de cometer el delito de extorsión: p. ¿l<i. 

24. Compete a la justicia federal en'ender en el proceso en 
el cual Re imputa a los acusados la comisión fe^&gg 
previstos por los arts. r, 2*, ines. a), k) y !-) 4« te ,e > rt 1 ?f9 6 
sobre represión de trusts, fundada en hechos que prma /ocie, 
nuedeii hallarse comprendidos en las disposiciones legales de 
referencia tendientes, según el querellante, a suprimir la 
libre competencia en los transportes destinados al tráfico 
mcrlntil entre la Capital Federal y la ciudad de C iivilcoy 
— Prov. de Bs. Aires— que afectarían el comercio interjuris- 
diceional a que se refiere el art. 18 de la ley antes menciona- 
da: p. 461. 

Delito» que oUtruycn el normal fnncionanUent» de ¡a* Ís*liíww*M 
nacional?*, 

25 Corresponde a la justicia federal conocer en una causa 
sobre cohecho imputado a un . omercíante de la Capital con 
respecto a un auxiliar principal del Ministerio de Obras Pu- 
blicas que prestaba accidentalmente servicios en la Direc- 
ción de Abastecimientos de ta Policía Federal: p. 457. 

BelUtm en ptrjuicio de los bitnc* y rentas de la Nación ¡f de Mf re 
particionm autárqvicax. 

26 No corresponde a la justicia federal sino a la ordinaria, 
intervenir en tos sumarios instruidos en los casos en que la 
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Empresa do Teléfonos del Estado haya resultado perjudicada 

en forma i tic idea tal. como consecuencia de un hecho delic- 
tuoso; p. 455. 

Cato? varí a„ 

27. No corresponde a la justicia federal sino a la provincial 
la causa seguida por infracción al art. 4 g del decreto-ley 1740 • 
de la Provincia de Tueuninii, toda vez qué la circunstancia 
ile qüe la resolución que impone multa por infracción a tas 
leyes del trabajo emane de la Delegación Regional de la 
Secretaría do Trabajo y I 'revisión, no impide que, confor- 
me a 'íi legisl ación respectiva, sea recurrible ante los jue- 
ces de la provincia en (pie aquélla actúa: p. 512, 

Competencia originaria de la Corte Suprema. 

áfftnte» diplomático» tf e amulares. 
EmbíiJ adere* y mliiUtroi extranjeros. 

28. 1.a Corle Suprema carece fie jurisdicción para conocer 
originan amen te en la causa promovida por el Encargado 
de Negocios de una Legración extranjera, inipnlíiin de la 
ácmandadn - por consignación y pá§p de alquileres — toda 
vez (pie u o basta la iniciación del juicio por el representante 
diplomático de una Nación extranjera, en tanto que el de- 
recho que se jtitiga no sea propio del mismo ni la causa com- 
prometa su responsabilidad personal: p. 110. 

29. No correspondo a la jurisdicción originaria de la Corte 
Suprema el proceso referente a un delito común — lesiones 
al agregadp aeronáutico de tina embajada extranjera— en 
el «-nal m> interviene como parte persona alguna con carácter 
diplomático : p. 2(ifi. 

30. Nn procede la jurisdicción originaria de la Corlo Supre- 
ma en el exhorto en que. a pedido de mi juez provincial, otro 
de ta Capital Keder.il solicitó directamente a un ministro 
diplomático extranjero que prestara declaración testimonia! 
por oficio, y citó para que compareciera al Juzgado con igual 
Tin el agregado civil a la legación, obteniendo como respuesta 
una moa por la (pie se le hizo saber de acuerdo con los prin- 
cipios del derecho internacional que tanto el ministro como 
el agregado estaban dispuestos a prestar declaración por es- 
crito, siempre ipio el pedido respectivo fuera formulado por 
confínelo del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de 
la Nación: p. 280 
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Vavsaa en que té parte tina provincia. 
OmaralldtdH. 

31. El ejercicio de la jurisdicción originaria de la Corte 
Suprema en las chusas en que es parte un a provincia no estii 
subordinado al cumplimiento de requisitos establee idos por 
Ia legislación loen). Corresponde, pues, desestimar la defen- 
sa fundada en que la aflora debió elevar previamente su re- 
tíanlo administrativo basta la Suprema Corte de la Provincia 
ile lí uenos Aires: p. 257. 

32. Con arrejrlo al raimen del art 101 de la antipua Const. 
Xacioual, a los efectos tu la procedencia de la jurisdicción 
originaria de Ja Corle Suprema no es suficiente que una 
provincia tenca interés en el pleito, sino que es necesario 
que sea parte directa en el mismo. Es así como la iniciación 
de la causa por una repartición provincial no bastaba para 
justificar el fuero, mientras no se demostrara que aquélla 
carecía fie autonomía suficieule para estar en juicio como 
Actor A o demandada y de personal idad lefral distinta a la del 
Estado: p. 2ÍÍ4. 

Can* a» civiles. 

Distinta Ycrinilurt. 

33. El art, Í)G de Ia Const. Nacional no incluye entre las 
causas de la jurisdicción originaria de la Corte Suprema a 
aquellas en que fuesen partes, una provincia y los vecinos 
de otra o de la Capital Federal, e inunde dar curso a los jui- 
cios iniciados después del lfi de marzo de 1940, pero no ex- 
cluye del conocimiento del tribunal a los pleitos radicados en 
él con anterioridad a esa focha por demanda y contestación, 
ni a aquéllos en que, por vía de artículo, se ba declarado mi 
competencia por pronunciamiento expreso: p. 2!10, 

34. Ni sefíún las disposiciones de la Constitución anterior ni 
con arreglo a las de la actual podría corresponder n la ju- 
risdicción originaria de la Corte Suprema la demanda ini- 
ciada a nombre del Banco de la TYov. de ríñenos Aires y con 
poder otorgado par éste que. además, se dice dueño del in- 
mueble de cuyo parcial desalojo trata aquélla: p. 204, 

35. La Corte Suprema carece de competen fin para conocer 
originaria amule de las causas enlre una provincia y los ve- 
cinos de otra o de la Capital Federal, promovidas antes del 
16 de marzo de jMí) y no rrtnHcáflas a Míe aquella e 11 esa Techa, 
por demanda y pon test ación o por pronunciamiento expreso 
por vía de ¡irlíctdo. Lfl prnviJem-ia de trámite por la cual se 
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tiene por acreditada la compete nc ia de la Corte Suprema en 
cuanto hubiere lunar por derecho no iinporln dicho pronun- 
ciamiento: p. 421. 

36. El nrt, 96 de ta Constitución Nacional no incluye entre 
1 as causa* de la jurisdicción originaria de la Corte Suprema 
a aquéllas en que fuesen partes una provincia y los vecinos 
de otra o de la Capital Federal, pero no excluye del conoci- 
miento de! tribunal a los pleitos radicados en t't con anterio- 
ridad u la videncia de la nueva Constitución — lfi de marzo 
de 1Í»4Ü— por haberse declarado su competencia por vía de 
artículo o por haber quedado trabada la litis por demanda y 
i'outcstación. Esto no ocurre e:i el juicio de expropiación en 
el gi| no ha tenido lugar tu audiencia del nrt. 14 de la ley 
PÍ.2G4 aunque haya mediado respuesta condicionada y sub- 
sidiaria de la demanda : p. 499. 

Cjuisn* N'Bíüiis por M derecho común. 

37. La jurisdicción originaria de la Corte Suprema en las 
causas por expropiación seguidas por una provincia contra 
los vecinos de otra, se reduce a la apreciación del volor de 
los bienes expropiados, quedando excluid , toda discusión res- 
pecto de la procedencia y acierto de la expropiación dispues- 
ta. Por tanto, la Corte Suprema enreoe de competencia para 
decidir la cuestión referente a la caducidad de la ley 5101 de 
la Prov. de Buenos Aires, sobre expropiación y subdivisión 
de campos en el Pirtido de Lineólo: ps, 269 y 290. 

Competencia penal. 
FlnrilMad da delitos. 

38. Correspondiendo a los tribunales de la Capital Federal 
juzgar primero a la persona procesada ante ellos y ante los 
t ritmantes de una provincia por dos delitos distintos deben 
los últimos dar ciimpl i miento al pedido de extradición del 
ren formulado por los primeros, mediante el correspondiente 
exhorto: p. 395. 

Delitos en particular. 

¡irfrautiaciiín. 

39. Es competente para conocer en la e.iusu instruida con 
motivo de una denuncia sobre defraudación prevista en el 
nrt. 17:t. inc. V. del Código Penal, el juez del lngar donde 

liati ría utilizado el ardid o encaño en perjuicio del com- 
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prailor y se efectuó la entre j*a de los muebles de calidad 
inferior a la convenida por el misino eon el corredor del 
vendedor: p. 307. 

40. El jiiest del lujrar en que apnrcce rea Huirla la npropia- 
eión indebida imputada al proeestido por estafa — delito que 
so habría cometido mediante el cobro de los piros enviados 
al acusado para obtener el envío de los muestrarios que 
prometió y que minen remitió — es el competente para cono- 
cer en la respectiva cansa criminal: p. 3Í)3. 

41. El jnest del hipar en (pie el procesado se apropió de! di- 
nero qnc le entregó el deNunciiinte para que le obtuviera un 
automóvil, es el competente pura conocer en la cnusa instrui- 
da por el delito de defraudación: p. 4Í>5. 



43. Conforme a 'o dispuesto por el art. 22 de la ley 12.833 
y lo resuelto por la jurisprudencia de In Corte Suprema, co- 
rresponde a los tribunales de policía administrativa de la 
Capital Federal conocer de los sumarios en trámite nnte la 
Secretaría de Industria y Comercio con motivo de las infrac- 
ciones a la ley 12.59] y 12.830: p. 451. 

Incidentes y cuestiones conexas, 

VuttHL 

43. Mediando conexión direetn entre dos .inicios sucesivos, 
la iniciación del primero prormira la jurisdicción que pudo 
invocarse en el sepundo; rasón por la cual los tríbiwmles que 
fijaron la suma que el esposo debía pasnr a su cónyuge en 
eoneepto de alimentos, son los competentes para conocer de 
la demanda deducida después con el oljeto de obtener 
el aumento de aquella : p. 303. 

JURISPRUDENCIA. 

Ver: Jurisdicción y eompeteneia 2. 42: TV.ro 1, 2; Recurso 
de queja 2; Recurso extraordinario 2. 12, 17, 18, 

JUSTICIA DE PAZ. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 20. 



Vario». 



LEGITIMA DEFENSA. 

Ver: Atenuantes, 1, 
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LESIONES. 

Ver: Homicidio, 4; Jurisdicción y competencia, 29. 
LEY. <<) 

Principios generales. 

1- La eireuustaiicia de que una norma legal baya sido com- 
prendida en una sola sanción, eomo parle integrante de la 
materia de una ley. no impide qtie pueda ser autónoma e in- 
dependiente de las demás que ésta contiene. 
Si bien la inclusión de refereneia hace presumir la existen- 
cia de relación entre los distintos textos de la sanción legis- 
latívn, esa presunción eede ante la comprobación eon res- 
pecto a alguno o alpüiíos de ellos de una razón do ser propia 
«■ii virtud de 1« cual su aplicación no debe .subordinarse a la 
de «tras disposiciones, salvo que el legislador 1c liaya dado 
jil todo, en este punto, unidad formal mediante una norma 
expresa que fije fecha de vigencia pura ta totalidad de lo 
sancionado en el mismo acto. Mientras esto no suceda, las 
disposiciones de la ley que no contengan sobre el particular 
indicación especial distinta tendrán fuerza leiral. en la opor- 
t minia establecida por el art. 2* del CYul. Civil, y se aplicaran 
ii no a parlir de esa misma fecha, en tatito en cuanto el objeto 
ó finaltóad de lo dispuesto en cada precepto lo exija o lo 
consienta: P- 

Interpretación y aplicación. 

2, Los antecedentes administrativos sobre interpretación de 
las leyes no pueden sobreponerse al erileno judicial para la 
decisión de los liliirios: p. 'i*:!, 

3 Cuando los términos de la ley son claros no corresponde 
;i los ¡ucees apartarse de sus propósitos, so pretexto de evitar 
las deficiencias reales o presuntas que podrían resultar de 
su aplicación : p. 4(15. 

4. I.a semencia que se limita a determinar los requisitos 
«Ué a inicio del tribunal de la causa, son exigidos por el 
¿rticulO 196 .leí Oíd. Penal y por las disposiciones a que 
expresamente se refiere, para la extstci.cui del delito que 

u \'w. 2¡ PeaSnea milita*», 5; ™*™™> U R " urso cX ' 

trannlinnrin. S. 
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acpiúl prevé, no es violatoria de la cláusula del art. 29 de I» 
Constitución Nacional ipie prohibe ampliar por analogía ¡te 
incriminaciones legales o interpretar extensivamente la ley 
penal en contra del imputarlo: p. 489. 

5. Las normas del derecho fiscal no deben estar necesaria- 
mente sometidas a los preceptos del derecho privado pues, 
mientras éstos se aplican a las relaciones de personas de 
existencia ideal visible, entre sí o con terceros, aquél rijie 
solamente en orden al propósito impositivo del Estado y fija 
sus realas, teniendo sólo en cuenta fli mejor recaudación de 
sus recursos y la mayor justicia en ta distribución de las 
carcas (pie impone: p. 515. 

LEY DE SELLOS. (') 
Exencione», 

1. Las actuaciones originadas por la corrección disciplinaria 
aplicada al recurrente y motivadas por su actitud tendiente 
a eludirla, no revisten el caivu-tcr de una causa criminal y 
deben ser repuesias por a<pié| dentro de cinco días, bajn 
apercibimiento de multa: p. (¡4. 

2. Las provincias están obligadas a resarcir a ln parte con- 
traria el sellado de actuación empleado por éstn a raíz de 
los incidentes p rom ovillos y perdidos por aquéllas con cos- 
tas p. 71. 

LEYES FEDERALES. Ver: Recurso extraordinario, 2, 15. 
LEYES PROVINCIALES. Ver: Constitución Nacional, 16. 
17; Expropiación, 9; Recurso extraordinario, 3fi. 
LIQUIDACION. Ver: Recurso de reposición, 1. 
UTI8CONTE8TACION. 

l« En loa inicios sobre expropiación, la litiscontest ación se 
concreta en" la audiencia del nrt. 14 de la ley i:í.2«4: p. 499. 

LITISPENDENCIA. Ver: Re- irso extraordinario, 3G. 



(i) Ver himuicn: Notificación, 1. 
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LOCACION DE COSAS <") 

1. El uso a que la locación da derecho no lia de ser nunca 
abusivo, es decir, con perjuicio o desmedro del fin propio 
del bien arrendado. Este principio, que no ha sido modifi- 
cado por la ley 13.198, importa para el arrendatario de un 
inmueble destinado a la explotación agropecuaria, la obli- 
gación de extirpar las plagas de la agricultura: p. 239. 



MANDATO (*). 

1, A efecto de la representación en juicio ante los tribunales 
de la Xación los apoderados y procuradores deben, con arre- 
trio a lo dispuesto en et art. 5" de la ley 50» acreditar su 
calidad de tales con la pertinente escritura de poder, salvo 
que otra ley nacional los exima de esta exigencia. 
La ley 10.íí% no influye en la solución del caso, porque no 
reglamenta la forma de los instrumentos necesarios para el 
apode ra miento judicial: p. 413. 

MASCAS DK FABRICA Ver: Recurso extraordinario, 28. 
MATRICULA. Ver: Abogado, 1. 

MATRIMONIO. Ver: Jurisdicción y competencia, 13, 43. 
MEDIDAS DISCIPLINARIAS (*). 

1. Aunque la Corte Suprema, como todo tribunal, está ex- 
puesto a error, no procede pasar por alto tos argumentos 
que pueden envolver la imputación de su acogimiento de 
razones distintas a la juiciosa interpretación de las leyes, 
en el cumplimiento de su cometido, por lo que corresponde 
apercibir seriamente a los autores de dicha imputación: 
p. 2(¡6. 

MEDIDAS PARA MEJOR PROVEER. Ver: inmutabili- 
dad, 2. 



(I) Ver también: Constitución Nacional, 10; Jurisdicción y compe 
tt-nria, iS; Keenrso extraordinario, S, 20, 

(3) Ver también: Honoraria» de ahogado* y procuradores, t, 
jurisdicción v competencia, Ll, 34: Recurso de queja, 2. 
Ver tuml*¡ón: Ley de sellos, 1. 
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HEDIDAS PRECAUTORIAS. Ver: Constitución Nacional, 
3} Prescripción, 3; Recurso extraordinario, 25, 
MENOR DE EDAD. Ver: Homicidio, 1, 3. 
MILITARES. Ver: Pensiones militares, l; Recurso extra- 
ordinario, 64. 

MONOPOLIO. Ver: Jurisdicción y competencia, 18, 24. 

MULTAS Ver: Aduana, 6; Constitución Nacional, 4, 5; 
Jurisdicción y competencia, 27; Ley de sellos, 1; Prescrip- 
ción, 3; Recurso extraordinario, 3, 7, 10. 

M UHHH PATJDAPFff Ver: Constitución Nacional, 5; Re- 
curso extraordinario, 3, 11. 

i 

HOMBRE COMERCIAL. Ver: Recurso extraordinario, 28. 

notofioaoion o. 

1. Corresponde notificar en el asilo en que el interesado 
constituyó domicilio legal en el escrito de presentación ante 
la Corte Suprema, la providencia referente a la reposiciGn 
del sellado pendiente, aunque el ujier informe que el recu- 
rrente ya no vive en dicho lugar: p. 551. 



ORDENANZAS DE ADUANA. Ver: Aduana, 4, 5, 6. 

i 

P 

PAGO (-). 
Principio! generales. 

1. El cumplimiento de las obligaciones conforme f fcjjf 
y a la jurisprudencia vigentes en el lugar y tiempo del des- 



(l) V«r también: Impuesto a 1m réditos, 6; Ttout» cxtmoidiu- 

HO ' (5) 3 Vor también: Aduano, 6; Demando, 1? Honorarios de abo- 
pullos y [irocuriídow, S; Impuesto a los réditos, 3. 
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pido, libera definitivamente at deudor de aquéllas y de tos 
eventuales cambios de las mismas, provenientes de las modi- 
ficaciones sohreviuietitcs de ta interpretación judicial, que 
un podrían serle exigidas sin violencia de los arls. 14, 16 y 
17 de la Constitución Nacional, toda vez que se le privaría 
de un derecho adquirido. Por ello procede revocar ta sen- 
téneia que* fundada en ser la ley o jurisprudencia aplicable 
la imperante en el momento en que se ejerce el derecho, 
admite la demanda sobre indemnización por despido promo- 
vida por un obrero industrial que con arreglo a la jurispru- 
dencia vigente en el lugar y tiempo eu ipie fué despedido no 
tenía derecho a ser indemnizado: p. 34. 

2. El cumplimiento de la obligación conforme a la ley y a 
la jurisprudencia vigentes en esa oportunidnd libera defini- 
tivamente al deudor de mpmlla y de tas ulteriores modifica - 
ciones ile la interpretación judie i al. El patrón (pie payó a su 
empicado la indemnización establecida por In ley 1 1 .720, con 
el alcance que correspondía atribuírsele sepún la jurispru- 
dencia de la forte Suprema entonces vigente, no puede ser 
obligado a abonar tina cantidad adicional, nuntpie la justicia 
del trabajo se orientara en sentido opuesto y aquel Tribunal 
lo baya tieelio también ron posterioridad: p. 504, 

Pago indebido» 

Protesta. 

Oentralidaái *. 

3. A falta de impugnación de la protesta en las instancias 
anteriores es inadmisible la formulada por primera yes? ante 
In Corte ¡Suprema, con mayor razón si la reserva fué opor- 
tuna, explícita e inequívoca: p. 112. 

PAPEL SELLADO. Ver: Notificación. 1. 

PARENTESCO. Ver: Homicidio, 4. 

PATENTE O 

1, Los corredores^ destacados eu la Provincia de Bueno» Ai- 
res por una casa de comercio establecida fuera de su terri- 
torio no tienen derecho, eon arreglo a la ley 41011 reformada 
por la ley 428:$, a que sólo se les cobre 1a patente establecida 



O) Ver t;nt)í>it-n: Constitución Nocional, 
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p»ra aquellos que sólo actúan en el partido en que lft l ' sl . sa 
tiene su asiento, sino tpic deben pagar la que prava a quie- 
nes operan en un partido distinto del hipar en que so halla 
radicado el establecimiento: p. 257, 

PATENTE DE INVENCION. Ver: Recurso extraordina- 
rio, 45. 

PATRONATO NACIONAL. 

L No apareciendo afectados los derechos del patronato na- 
cional corresponde que, con la salvedad de los mismos, la 
Curte Suprema preste m uerdo para que el P. E. conceda el 
pase n las Huías por las cuales el Sumo Pontífice instituye 
canónica me nte Arzobispo de La Plata: p. fifí. 

PENA. Ver: Aduana, 5, G; Agravantes, 1; Atenuantes, 1; 
Homicidio. 1. 2, 4. ó; Impuestos internos. 1. 2, 4;; Ley, I; 
Prescripción. 3; Recurso extraordinario, 38, 40. 

PENSIONES MILITARES. 

Pensiones a deudos de militares. 

1 Con arreglo a la ley 4707 la incapacidad sobrevin lente al 
hijo mayor de edad, después del fallecimiento del causunte, 
no le da derecho a pensión: p. 231. 

Guerreros de la independencia. 

2 La ley 12.613 que no se refiere al territorio actual de la 
República Argentina, es incuestionablemente aclaratoria de 
la ley 11.412. que no especificó a quiénes debía considerarse 
guerrero» de la independencia. 

El decreto 22.174 '44 que sustituyó al flirt. 1» de la ley 12 613. 
para referir el requisito del territorio al que actualmente 
pertenece el país, no es aclaratorio sino modificatorio de 
dicha ley y no puede ser válidamente aplicado con erecto 
retroactivo" a los casos de pensiones otorgadas con arreglo 
a las leyes 11.412 y 12.013. 

El caso es distinto del resuelto por e! fallo publicado en e 
t 212 pá". 32Í). donde no mediaba pensión acordada y en el 
cual se mencionó el ¡irt. 4' del Cód. Civil tan sólo para aludir 
a que se trataba de un caso "no juzgado": p, 310. 

PERITOS. Ver: Expropiación, í). 12; Impuestos internos, 
3; Prueba, 2, 3; Recurso de revisión. 1. 
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PERSONAS JURIDICAS. Ver: Ley, 5. 

PODER DI POLICIA. Ver: 'IV U fónos. I. 

PODER EJECUTIVO. Ver: Patronato nacional, 1. 

POLICIA FEDERAL. Ver: Jurisdicción y competencia, 
23, 25. 

PRECIOS MAXIMOS, Ver: Constitución Nacional, 6; Re- 
curso extraordinario, 10, 53. 

PREMEDITACION. Ver: Inmutabilidad, 1. 

PRESCRIPCION O 
Principio* generales, 

1. Los preceptos referentes a prescripciones cortas son de 
interpretación estricta: p. 71. 

Gomienso. 

3. El plazo fiara la prescripción de los honorarios de abo- 
gado corre desde que feneció el pleito, por sentencia o 
transacción, o desde que aquel cesó en su ministerio. 
La circunstancia de tratarse de los honorarios correspon- 
dientes a una incidencia en el curso del juicio, no basta 
para (pie el termino se compute a partir de la decisión de la 
misma si el letrado continuó patrocinando al actor hasta el 
final del litigio; p. 71. 

Prescripción en materia penal. 

Interrupción. 

3. El concepto de los actos tic procedimiento interruptivos 
de la prescripción previsión cu el nrt. 3» tic la ley 11.585, 
comprende los realizados por el ministerio público para el 
adelantamiento de los trámites conducentes al cumplimiento 
tic la pena. Los pedidos de embargo y demás medidas pre- 
cautorias, la solicitud de informes al Registro de la Pro- 
piedad y «tros análogos no pierden el carácter de actos in- 
terruptivos por la circunstancia de que en la realidad de 
los hechos no lleven a la efectiva percepción de la multa 
aplicada. Lo mismo ocurre con la actividad fiscal tendiente 
a la tasación de bienes de los deudores, aunque en definitiva 



(i) Ver bunMóii; Contri», 1: Estnujieirtn, 2; Honorario», 1. 
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haya resultado ineficaz por habérselos valuado y vendido 
en otro juicio y haya tenido que proeederae por eso a la 
inhibición de aquéllos p. 190. 

PRK8UHCI0NEB. Ver; Impuestos internos, 3; Ley, 1. 
PRE8UPTJWTO. 

1. Si bien es obvio que el presupuesto sancionado para el 
año 1940 no se aplicaría hasta el V de enero del mismo, tuvo 
fuerza legal a partir del plazo establecido en el art. 2* del 
Cód. Civil, y con excepción de los preceptos que contienen 
disposición expresa distinta — arts. 9' y 10— la ley 12.599 
fué obligatoria en la Capital Federal al día siguiente de bu 
publicación. Esa obligatoriedad debía provenir desde enton- 
ces en cuanto a las normas de aplicación inmediata, una de 
las cuales es la del art 6 f por el cual se derogó un precepto 
que no tenía vigencia anual: p. 431. 

PREVISION SOCIAL- Ver: Acumulación de beneficios, 1; 
Jubilación y pensión, 1; Jubilación de empleados ferrovia- 
rios, 1; Jubilación del personal del comercio, actividades 
afines y civiles. 1, 2; Recurso extraordinario, 16, 

PRISION, Ver: Constitución Nacional, 4; Homicidio, 2, 
3, 5. 

PROCURADOR. Ver: Honorarios de abogados y procura- 
dores, 1, 2, 3; Jurisdicción y competencia, 20; Mandato, 1- 

PROVI1IGIAS. Ver: Constitución Nacional, 16, 17; De- 
manda, 1 ; Expropiación, 6, 9, 13 ; Honorarios de abogados y - 
procuradores, 2; Juicio ordinario, 1; Jurisdicción y compe- 
tencia, 15, 19, 23. 27, 31, 32. 33. 35, 36, 37, 38; Ley de se- 
llos, 2; Patente, 1; Recurso extraordinario, 6, 7, 9, 36, 44 f 
Teléfonos, 1. 

PRUEBA ('). 

J. Tor regla general, la pertinencia y eficacia de la prueba 

fi) Ver también: Constitución Nacional, 5, 7, 8; Diiflws y perjui 
cioi., 2; KxpropiafiÓa, I». 12; Homicidio, 2, 3, 4; Impacto ü loi rédito», 
3- Imimcstoít Interno», 2, .'i; Jurisdicción y cnm|ii;t<>ncia, 10, 11, 11, l*, 

tírrurüo de revisión, 1; tlci'MW i'xtraonHn:ir¡o, 22, 28, SO, 33; l*r- 
mino, 1. 



602 



I'l -HITO 



debe apreciarse al dictar sentencia, por lo que procede reci- 
bir la cpie versa sobre cuestión es que prima ftu-ie no pueden 
ser consideradas ajenas ni debate, aún cuando la contraparte 
la tache de inútil por referirse a hecho» inobjetables: p. 507. 

Peritos. 

2. Aunque los dictámenes periciales no impiden n los jue- 
ces apartarse de ellos por razones fundadas, no corresponde 
prescindir de las conclusiones de expertos insospechados y 
eoineidentes, sin otra base que la presunción de honorabi- 
lidad no discutida de los inspectores de Impuestos Internos, 
compatible con el error o la deficiencia en la extracción de 
las muestras de vinos, y la especializa ció n de los términos 
administrativos: p. 321- 

3. Carece de valor, a efecto de probar que el producto de 
la emisión de debentnres Ful incorporado al f. r iro comercial 
de la empresa, el informe del contador que, unte la falta 
ile contabilidad del contribuyente cuyos libros son llevados 
fuera del país, se funda tan sólo en el criterio técnico con- 
table del perito : p. f)li). 

Prueba en materia penal. 

4. A umpie no se haya pretendido probar que la declaración 
ñute la policía se obtuviese mediante violencia o intimida- 
ción — por lo cual no hay fundamento para dudar de la 
v Tac i 'huí ron que se la prestó, como no seo el desmentido 
de los propios autores ante el Juex — como para el valor 
probatorio de la confesión se requiere que sea prestada ante 
Juez competente, cuando en oportunidad de esta última el 
procesado altera su anterior declaración ante la policía, el 
rcüiiuen letra! no consiente que si otras pruebas de nulos no 
dan pie para ello se opte por esta última. Cuando las deci- 
siones de ln Corte Suprema han hecho prevalecer ln decla- 
ración prestada en la instrucción que las circunstancias 
obligaron encomendar a la autoridad policial fué en vista 
de ln existencia de ln prueba corroborante, o n cansa de la 
inverotdmiliiud o contradicción intrínseca de la confesión 
judicial en que la rertif marión se hizo: p. 417. 

m 

PUERTO. Ver: Aduana, 4. 
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Q 

QUIEBRA. Ver: ttccurso extraordinario, 2i>, 37. 



RECURSO DE CASACION (')• 

1 El recudo tic casación para ante la Corte Suprema es 
^procedente mientra, no se dicte la ley re^ameiUana que 
privó el art. 95 de la Constitución Nacional: p. 448. 

RECURSO DE NULIDAD. Ver: Recurso extraordinario, 
43, 58. 

RECURSO DE QUEJA <*>. 

1 Es improcedente la queja por denegación del recurso 
^trannl ario en la que se omite la necesaria referencia 
Th" hechos de la eatts! y u la relación que fardan ton las 
cuestiones «pie se desea someter al 'tribunal: p. ou. 
9 Si la dcne^aloria del recurso ordinario que motiva g 
Lh * ha un bu « en la doctrina do un pronuncaimento 
K lo rtfe la Corte Suprema con su actual eonstituoon 
la improcedencia del recudo ordinario de ape- 
la -Wn en tercera instancia en los juu-.os en que es parte 
Ti rección Nacional de Vialidad- es improcedente el re- 
urso <le hecho basado en la circunstancia de haberse inodi- 
So la con posición del Tribunal, pnra obtener la rev lS mn 
do s imprudencia anterior, une es reiterada y no ha 
podio inorarse por les representantes de la recurrente am 
evidente incuria: p, 2b'b\ 



RECURSO DE REPOSICION. 

1 Procede el recurso de reposición deducido en término 
¿mitra el nulo de la ( orle Suprema aprobatorio de una tiqu> 
C óiu i í-ta tuó presentada Ínterin n,m propuesta de 
os c ores de tul i.Aulo u ne se prestaba »l cepuvoco *,ue dice 
nb r mle,i<lo Ja demandada la cual no contesto la vista 
1 i e or una resolución de la Presidencia en la que 



(1) Ver tJífllWítll Corte fiii]trpma. 2. 

(i¡> Ver también: f 1 *"" 1 Í«W»4w « 
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no se precisó — como es de práctica — que diehii v ista se 
refería u la liquidación iiicncioiiada: p. 272, 

RECURSO DE REVISION. 

1. Es ¡ni prueei lente el recurso de revisión contra la resolu- 
ción de la Corte Suprema que., — ajustándose a lo dispuesto 
por la ley Y.l2tiA — , autoriza en el juicio de expropiación 
la prueba de oficios y no hace hipar a la designación de 
peritas pedida por la recurrente: p. 512. 

RECURSO DE REVOCATORIA. 

1. Las resoluciones de la Corte Suprema no son suscepti- 
bles de recurso de revocatoria: p. 2HÜ. 

RECURSO EXTRAORDINARIO ('). 
Principios generales. 

1. La importancia institucional, (pie a juicio del interesado 
tenga la cuestión en que funda el derecho que entiende 
asisilirle» no justifica la intervención de la Corte Suprema 
fuera de los supuestos a que su jurisdicción se extiende: 
p, 24ÍÍ. 

2. Si bien ni en la Constitución, ni en las leyes 48 y 4055 
figura la expresión "recurso extraordinario" y la Constitu- 
ción actual no lo define, una inveterada jurisprndeiieia y 
la doctrina pertinente sin excepciones la emplean para deno- 
minar al (pie exeepeionalmente se acuerda ante la Corte 
Suprema para asegurar la primacía de la Constitución y 
determinar la inteligencia de los tratados, las leyes federales 
y las comisiones ejercidas en nombre de la autoridad nacio- 
nal : p. 310. 

Requisitos comunes. 

Tribunal de justicia. 

3. Procede el recurso extraordinario fundado en haberse 
violado la defensa en juicio, contra la resolución inapelable 
de ta Intendencia Municipal de una provincia que, sobre la 
sola base de los constancias de la boleta comprobatoria de 
la contravención y sin audiencia alguna del supuesto infrae- 
tor, aplicó al recurrente una multa, por mal estoc ion amiento 
de su automóvil, p. 410. 

(n Ver trtmbWn: Curte Stiprcmii. '2: Expropiación. «; Hominirio* 
tlf ahoguíos y [trociirriflurcs, 3-, Rom r so queja, l. 
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4 El recurso extraordinario es irá procede» te respeto de 
ItófüeS que revisten carácter normal ..va. m¡¡¡ Ut 68 el 
ludo de He lepado Uegional de la Secretaría de Trabajo y 
W ón por el mal se fijan tos salarios, Ml<M^ 
leones de trabajo a los obreros textiles en los estable- 
en ? de una dudad. Dicfiá* resol liciones no son equijft- 
íníi en a los fallos judiciales, porque no es propio de sentón- 
^ de e«ía ínSole el establecimiento de « generales 
para regir supuestos no litigados: p. o4b. 
fi Fl recurso extraordinario es improcedente respeto de la 
iJueSTn «pié ronera la facultad de). Delegado Hegionn 
a ; la Se r tari, de Trabajo y Previsión P^.^ir el 
final en un ^^^^^^t 

lugar lo resuelto en la causa: p. o4H. 
Cuerti6a jostlcUbl*. 

SM^ta ÍÜ&SS*. 1 * j»üei¿ no dan .„ E ,r 
al recurso extraordinario: p. 108. 



7 No nrocede el recurso extraordinario fundado por el 

s la resolución de la mencionada repartición fue apel 
«» «inte el juez de instrucción de ln provincia en que 
fuella %á 7% de lo decidido por este últ uno W ae 
enlabia recurso ante la Corte Suprema: p .»0. 

8 La realización ante la Dirección de Arrendamientos v 
LilSSea Se las gestiones establecidas en la fcy 
M TS mra oE*ier él desojo .M demandado importo 
S1á««*Ító normas legales referentes a ta ínter- 

í v íínli* de di.ha repartición y, PJ^ns,; 
-n ente *ppnuneiop a la impugiun ión que luego se intentó en 
if^l?Írló de propiedad .,«* se pretende lesionado, 
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por lu que no procede el recurso extraordinario fundado en 
la inconstitucional i timl de difluís normas; p. ¡J88. 

9. Si la resolución upe) tula no importa dejar al actor sin 
jueces, pues no le impide proseguir las actuaciones sobre 
indemnización tle accidente del trabajo que anteriormente 
inició ante la respectiva Delegación Regional de !a Secreta- 
ría de Trabajo y Previsión, paralizadas por su propia actitud 
y cuya resol ución final puede ser llevada en apelación ante 
los tribunales de justicia provinciales, es improcedente el 
recurso extraordinario deducido por el recurrente sobre la 
btise de que lia mediado denegación de justicia: p. 450. 

10. Es improcedente el recurso extraordinario deducido en 
el procedimiento de ejecución de sentencia y fundado en las 
violaciones constitucionales que, según el recurrente, se ha- 
brían cometido en las actuaciones en las (pie se Je impuso 
nua multa l'intie por transgresión a las leyes sobre represión 
del ajrio: p. 500, 

Subsistencia de loa requisitos. 

11. Aunque haya sido declarada procedente la queja por 
denegación del recurso extraordinario corresponde resol- 
ver que éste no procede si en el me i norial presentado ante 
la Corte Suprema por el recurrente se formulan manifesta- 
ciones que importan el reconocimiento tle que i a resolución 
afielada no le ocasiona ya gravamen alguno. Tiene esc alcan- 
ce la declaración formulada por una empresa ferroviaria en 
pleito con una municipalidad en el sentido de ipie las conse- 
cuencia» del litigio recaerán sobre la Nación como consecuen- 
cia del convenio sobre adquisición de los ferrocarriles: p. 00. 

Requisitos propios. 
Cuestión federal. 

Cnt$tÍoné* fnh ruUs timplfí. 
Interpretación de U Constitución Nacional. 

12. Procede el recurso extraordinario fundado en que im- 
porla violación de la garantía constitucional de la propiedad 
acordar indemnización al obrero industrial despedido sin 
preavisn que. con arreglo a la jurisprudencia vigeuK en el 
lugar y tiempo del despido, carecía de aquél derecho por rio 
alcanzar a Ins obreros de la industria los beneficios de la 
ley 11.72!t: p. ¡U. 

Interpretación de lu !*yc» federal». 

13. Procede el recurso extraordinario emitía la sentencia 
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que, fundada en la inteligencia y alcance fíe disposiciones 
contenidas en el dée«to4ey :n.u(i5/44, soluciuna el caso en 
forma contraria a las pretensiones del recurrente, husadas en 
aquéllas: p. 511. 

Leyos federal» de @kt&tt$i procesal. 

14. El punto relativo a la ejecutor ¡edad de las sentencias es 
de naturaleza procesal y ajeno, en principio, al recurso ex- 
traordinario: p. lílf>, 

15. Las cuestiones referentes al régimen de las costas son de 
caráeter procesal y ajenas al recurso extraordinario aun- 
que se lo funde en 9a interpretación de una ley federal: 

p*. :m y :m. 

16. La interpretación del arl. ">:t del decreto 2JM7G/44 
— sobre creación y organización del Instituto Nacional de 
Previsión Social— constituye una cuestión nn -amenté pro- 
cesal insuficiente pura f mular el recurso extraordinario, 
pues se trataría de saber si la providencia de "autos" dic- 
tada pnr una Saja de ta Cámara de Apelaciones de la Jus- 
ticia del Trabajo puede ser notificada por luda: p. 440. 

Cuestiones no federales. . 

17. La jurisprudencia establecida en materia de sentencias 
insostenibles y arbitrarias que hagan procedente el recurso 
extraordinario, debe reducirse a los casos de decisiones evi- 
dente y explícitamente carentes de fundamento lejírtl de 
apoyo en los hechos comprobados en el juicio. No basta 
para fundar la intervención de la Corte Suprema su dis- 
crepancia con lij solución que se hubiere dado al juicio: 
p. 1f>8. 

Intert>rctactóH ¿t* n6f*i#$ y netos comían». 

18. Las sentencias fundadas en principios de origen juris- 
prudencial y doctrinario no son susceptibles do recurso ex- 
traordinario, en lauto aquél los versen sobre puntos de dere- 
cho local y común: p. 27fl. 

19. Es improcedente el recursn extraordinario fundado en 
la inlerpret ación del art. 1ÍW¡ del (Vid. Penal, aplicado con 
motivo de la varadura de un buque en un río ¡nterproyincial, 
pues trátase de una norma nacional de carácter común, que 
no pierde ese caráeter por la circunstancia de que la causa 
sea de competencia de la justicia federal : p. 48Í). 

20. Es improcedente el recurso extraordinario por el que no 
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si; cuestiona la cunstitucinnnlidad de la ley 13.198 — so- 
bro suspensión, de desalojos en casos de arrendamientos 
rurales— sino su inteligencia, pues aquella es una ley com- 
plementaria del derecho comuitj carácter que no pierde por 
ser de emergencia: p. 489. 

¡ntrrprt (aciún tic mmna* y afta» tooaUa en general. 

21. í.a interpretación del urt. 98 del decreto 32.347/44 —ra- 
tificado por la ley 12.94H— y de los tirts. 130. 140 y concór- 
denles del decreto 9432/44 —ratificado por la ley 12.922— 
a los fines de saher si. ii efecto de la procedencia del recurso 
ordinario de apelación interpuesto por el Fiscal de Sellos 
contra una resolución dictada por un .Fues fiel Trabajo, co- 
rrespondía expresar a ¡ira v ios en primera o en sejíiinda ins- 
tancia, rio basta pura sustentar el recurso extraordinario, 
lauto por ser Jas mencionadas normas de índole local, como 
por tratarse de una i uésfiÓn meramente procesal: p. 397. 

Intcr^rc-tai-iún do nnrmna Incaica do prorcdímipnlos. 

22. La cuestión relativa a saber si han sido o no cumplidas 
las normas procesales sobre recepción de la prueba no revis- 
te carácter federal : p. íiOO. 

H j-cl wíóh rio Ir» ntrttionr* ftf hecho. 

23. El recurso extraordinario no acuerda jurisdicción a la 
Torí Suprema para decidir respecto de las cuestiones de 
hecho propuestas en el pleito, sino en supuestos de excep- 
ción : p. 187. 

24. Tratándose de cues! iones de hecho y de derecho común 
o local, la jurisdicción de la Corte Suprema solamente po- 
dría corresponder en el supuesto excepcional de invocarse 
fundada y concretamente la arbitrariedad del fallo recurri- 
do : p. 24fi. 

25. Las providencias que acuerdan o deniegan medidas pre- 
ventivas no son susceptibles de recurso extraordinario, entre 
otras razones, porque en esos casos sólo se debaten cuestio- 
nes ile hecho y de derecho común o de procedimientos: 
p. 24fi, 

Expropiación. 

26. El punto referente a la determinación del precio de los 
bienes expropiados, es ajeno al recurso extraordinario en 
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tanto sólo se trate de emitir juit-io sobre el acierto con 
que los tribunales de la causa han apreciado la iiidem'ni- 
zaeión correspondiente al propietario, o sea, la exactitud de 
la equivalencia de la referida indemnización con el valor de 
lo expropiado más los daños: p. 187. 

27. El recurso extraordinario no autoriza a rever el criterio 
con cpie se lia hecho concretamente, en un juicio por expro- 
piación la determinación del justo precio por parte del tri- 
bunal apelado, sino a juzgar la inteligencia que este último 
ha atribuido a las normas legatos con sujeción n las Cuales 
haya debido hacerse la determinación, si estas eran de carác- 
ter federal. Aún ruando el tribunal de la causa pueda, si 
lo creyere justo, aplicar para la determinación de las indem- 
nizaciones por las expropiaciones que previ la ley 12.311, el 
criterio que el art. V, inc. e) de ella establece para la fija- 
ción de los capitales de las empresas que voluntariamente 
se incorporaren a la Corporación de Transportes, la presein- 
dencia de ól y la adopción de otro no puede dar lugar ai 
recurso extraordinario, ya que se trataría de rever el valor 
fijado a los bienes expropiados, cuestión ajena a dicho re- 
curso. Lo mismo debe decidirse en cnanto al punto referente 
a saher «i los gastos de organización deben o no ser incluidos 
en el precio a paparse por la expropiación : ps. '137 y 364. 

Miren f pitantes. 

28. No procede el recurso extraordinario contra la senten- 
cia que, fundada en la apreciación de los hechos debatidos 
en la causa v de la prueba reunida en el expediente, y par- 
tiendo de la' base de que el art. 43 de la ley de marcas de 
fábrica n* 3975 —cuya inteligencia no está en cuestión— no 
se opone al empleo de un nombre comercial susceptible de 
confusión con otro siempre que se utilice para designar ro- 
mos de explotación diferentes, rechaza la demanda por enten- 
der que de la prueba producida resulta que los ramos explo- 
tados por la actora y demandada son diferentes y que no 
pueden inducir en confusión al consumidor: p. 398. 

Relación directa. 

Horma* ertrañm at jumo. 
Art». 16 * 19 de 1* Conttttucifra. 

29. La circunstancia de que la sentencia de secunda instan- 
cia ha va calificado de culpable la quiebra sin haber sido 
aducida antes dicha causal y sin haberse corrido el tras- 
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lado previsto ¡»ft el art. 17. r > de la ley 11.710 no importa 
violación ite la defensa en juicio, si el Sindico no señaló 
en su informe actos cid pables de (a sociedad, cuya quie- 
bra estimó solamente casual. Tampoco se ha vulnerado 
dicha garantía por haberse omitido oír en primera instan- 
ciu a algunos de los directores de la sociedad si éstos tu- 
vieron oportunidad de defenderse unte la Cámara de Apela- 
ciones y no .ofrecieron ante ella pruebas de las tpie haya 
prescindido. Por b> tanto debe ser declarado improcedente 
el recurso extraordinario fundado e» Ja privación del dere- 
cho de defensa: 75. 

30. Es improcedente el recurso extraordinario que, funda- 
do en la ¿ra rail tía constitucional de la propiedad, del domici- 
lio y del ejercicio del comercio, deduce una sociedad contra 
la sentencia por la cual se decreta su intervención para su 
contralor y vigilancia sobre la base de la vinculación y de- 
pendencia* de la recurrente respecto del demandado en jui- 
cio de divorcio, cuyos bienes se trata de asegurar para que 
no resol ten hurlados los derechos patrimoniales de la ado- 
ra : p. 24<i. 

31. N'o basta para fundar el recurso extraordinario la in- 
vocación del art. 18 de la Constitución Nacional si no lia 
mediado en el caso privación ni restricción substancial de 
la defensa, sino tan sólo error de! recurrente en cuanto 
al procedimiento, se¿rún la interpretación dada por el tribunal 
d- la causa a las norma» míe lo rifren. irrevisihle por medio 
del recurso mencionado: p. .'Íu7, 

32. \n procede el recurso extraordinario fundado en la vio- 
lación dé la defensa en juicio por no haber notificado por 
- ■ dula la providencia de "autos" dictada en sejrmida ina- 
t a ti fia sí el apelante, notificado de la concesión del recurso, 
omitió comparecer ante el tribunal de apelación: p. 440. 

33. \*o procede el recurso extraordinario fundado en la vio- 
lación del derecho de defensa por no Imítente dado al recu- 
rrente oportunidad de comprobar si fueron 8 ¿Trepad as al 
expediente todas las pruebas que produjo, si el mismo no 
pretende que se haya omitido la agregación de al ¿runa de las 
que ofreció : p. óOO, 

VarUs. 

34. Es ajena a los arta. 14 y ló de la ley 48 la cuestión que 
no versa solí re los supuestos en que procede el recurso ex> 
trnordinario ni respecto de los requisitos necesarios para 
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ello, sino sobre el efecto suspensivo tic ta apelación, punto 
éste regidd por el urt. 7 de la ley -I0r>5 no mencionado en 
el eaerito de interposición : p. 195. 

.ScHtinrm* Mrt /i(ní/flfm «lo* *u fcdcralt* o fcilcraUtt rowtr titulo*. 

35. Es improcedente el recurso extraordinario fundado tan 
sólo en lu iiilprpretat'tóii del urt. 1!>3 del Hefrlaniento (ira), 
de Ferrocarriles contra la sentencia que lo declara inapli- 
cable ni caso de untos por considerar que la interpretación 
opuesta sería contraria a los arts. 50 de la ley 2873 y 
17f» del Cód. de Comercio, conclusión no cuestionada por el re- 
cúrrente: p. 31. 

Funda metí ton de orden local y procesal 

36. liediazadn la excepción de litis poidntciti sobre la base 
de fu ni lamentos no federales —interpretación de la ley 
4548 de I» l'rov. de Unenos Aires y alcance de lál res- 
pectivas aet naciones admití istr¡it ivas— suficientes para sus- 
tentar el folio apelado, no procede contra este el recurso 
extraordinario aunque se invoquen normas constitucionales, 
(pie carecen de relación directa e inmediata con lo resuelto 
en la cansa: p. 32, 

Fundamento! de bcclio. 

37. Siendo irrevisilde por la Corte Suprema }a eoiiclusión del 
tribu nal apelado según la «nal corresponde excluir de la 
calificación de la quiebra a dos directores por no baber 
tenido ingerencia en los liedlos cuestionados, no procede 
el recurso extraordinario fundado en qne por *er a nal opa 
la situación de tollos los directores se ha violado el prin- 
cipio de la igualdad al no extender a todos ellos la califi- 
cación de quiebra culpable: p. 75. 

38. Puesto que para la aplicación de bis pena lü la des previs- 
tas en el art. 36 de la ley 37(54 —27 del 1. o.— se requiere la 
intención de defraudar no proeéde el recurso extraordinario 
fondado en la inteligencia del art. 10H. ap. í>, im*. a) del t. o. 
contra la senl encía que absuelve al contribuyente por consi- 
derar que tío ha existido aquella intención: p. !>7. 

39. Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que funda la absolución del contribuyente, entre otras 
razones, en una circunstancia de liedlo, cual es la relacio- 
nada con la consulta formulada por el mismo a la adminis- 
tración, en circunstancias que admiten duda: p. 97, 
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40. No procede el recurso extraordinario fundado en la in- 
terpretación ile la partida n* 2877 del arancel aduanero con- 
tra la sentencia (pie, sobre la base de que el documentante 
manifestó las características tendientes, a individualizar la 
mercadería, de (pie la discrepancia sobre la clasificación es 
sólo una cuestión de aforo cuya determinación incumbía a ta 
Aduana y no al iniporiador, declara (pie no corresponde apli- 
car a este la sanción de comiso: p. 289. 

Resolución contraria 

41. La denegatoria del fuero federal invocado en los autos, 
es razón suficiente pura ta procedencia del recurso extra- 
ordinario: p, lp3¿ 

42. Por falta «le resolución contraria, no procede el recurso 
extraordinario respecto de sent encías (pie otorgan et fuero 
federal desee Kami» la coni potencia administrativa origina- 
ria, lo que también basta para la improcedencia de la apela- 
ción en cuanto el art. 18 de la anterior Constitución Nacio- 
nal carece de relación directa con ta mnteria del pronuncia- 
miento: p. 551. 

Sentencia definitiva. 

Cvwepto y tjtnfrahdtúlea. 

43. No es definitiva a los efectos del recurso extraordina- 
rio la resolución por la cual se desestima ta nulidad de las 
actuaciones promovida por los recurrentes, sin poner fin 
a la causa ni ocasionar a estos gravamen irreparable: p. 274. 

Br*olueio*r* anlrrUtres a /«i ttntrnña definitiva. 
Juicios da iprwle j ejecutiva. 

44. Aunque a los efectos de la procedencia del recurso extra- 
urdinario carece de eficacia el monto del litigio, corres- 
ponde admitir el (pie en la ejecución sobre cobro de im- 
puestos provinciales aplicados con nativo de sus actividades, 
ha interpuesto una empresa de servicios públicos nacionales 
fundada en la inexistencia e inconstitucionalidad del grava- 
men, en su cobro con una retroné! ¡viciad de diez años, y en 
la -ira n elevación de su monto — entre 12 y 17^ millones de 
pesos — , ante el riesgo patente de que la ejecución eause una 
perturbación del servicio público (pie constituiría un agravio 
irreparable: p. 4ti7. 
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M»dld*« prKintorlu. 

46, La resolución por la cual se exige la caución prevista en 
el art. 58, prim'era parte de la ley de patentes de invención 
tt» 111. no constituye sentencia definitiva a los efectos del 
recurso extraordinario; p. 254. 

46. La «aran tía de la inviolabilidad de la defensa en juicio 
que establece el nrt. 1H de la Const. Nacional, no autoriza 
la concesión del recurso extraordinario en cada oportunidad 
en (pie se arguya su violación, sin perjiiñio del que pueda 
interponerse contra la sentencia final de la causa: p. 274. 

47. La resolución por la cual ^ decide dar intervención al 
Triliun al de Tasaciones antes de pronunciar la sentencia de 
segunda instancia, no es definitiva pues no pone fin a la 
causa ni impide 8*1 continuación ni ocasiona gravamen irre- 
parable al «peíante — que tendría el derecho de imerponcr 
el requiso correspondiente contra la sentencia final de la 
Uámara Federal qné se fundase en el dictamen riel mencio- 
nado tribunal— por lo <pie no es susceptible de recurso ex- 
traordinario: p, 330. 

48. En principio no procede el recurso extraordinario con- 
tra el auto de prisión preventiva, pues no es sentencia defini- 
tiva. No habiéndose fundado debidamente el recurso extra- 
ordinario al interponerlo, no corresponde examinar si el mso 
de autos constituye una excepción al principio mencionado: 
p. 544. 

49* La invocación de la garantía de la inviolabilidad de la 
defensa en juicio no autoriza la concesión del recurso ex- 
traordinario en cualquier etapa del proceso, ni excusa la in- 
existencia de sentencia definitiva i p. 544. 

Requiiitoa formales. 
Introducción de I* cuestión federal. 
Oportunidad. 

50. La oportunidad en que haya sido introducida la cues- 
tión federal en el pleito es indiferente, a los efectos de la pro- 
eedeneta del recurso extraordinario, cuando el tribunal ape- 
lado la lia examinado y resuelto: p. 31. 

51. Aunque el recurso extraordinario se funda en ser arbi- 
traria la scnteni-ia apelada, no cabe prescindir del requisito 
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referente ti iu oportunidad del planteamiento de la cuestión 
federal base áé\ reeursu: p. 108. 

52. Kl principio de que lu cuestión federal debe ser opor- 
tuna ícente planteada, rijre también en los casos de proeedi- 
iiiictiios administrativos: p. 277. 

53. Ks i ni procedente el recurso extraordinario dediieido por 
quién citado iid ni iu isl ni ti vilmente paira fonniilar descargos ex- 
presó no tener nada que agregar a lo expuesto en el acta de 
infracción contra 61 labrada por alza de precios, y no ha 
pretendido que no le huya sido posible plantear en dicha opor- 
tunidad las defensas ipie después intentó ante los tribnnales 
de jitsticík. hn situación rió se modifica porque el tribunal 
apelado baya ettúmderado y rechazado a mayor ahondamien- 
to las defensas de referencia: p. 277. 

ttMoluclón «obre la oportunidad del planteamiento. 

64. La declaración expresa del tribunal apelado sobre la in- 
oportunidad del planteaiiiientn de la cuestión federal, :io es 
susceptible de revisión por la vía del recurso extraordina- 
rio, a menos que miné) la sea inexacta o IVusi ratoria del de- 
recho federal invocado: p. 277. 

Planteamiento en el escrito 44 Interposición del «curso extraordinario. 

55 Ks i ardía la lacha de arbitrariedad ronmilada por pri- 
mera vea contra el fallo del mbtmal de alzada en el escrito 
.1- interposición del recurso extraordinario, si la sentencia 
dé priratera instanéia era susceptible de amib^a impugna- 
cían. Kn esas condiciones, aquel pronunciamiento no puede 
(¡er considerado sorpresiva : p. 103. 

Int«n opción del recurso, 

T*'rnt¡n>i. 

56. Kl l'*riniii(> para interponer el recurso extraordinario 
corre a partir 'le la iiotifíéaeión de la sentencia final del 
superior tribunal de la causa y n« se interrumpe por la inter- 
posición ib 1 recursus improcedentes ante el mismo u otro tri- 
bunal bical : p. :10Ü. 

57. No es susceptible de revisión el auto del superior tribu- 
nal «le la causa que ¡pelara interpuesto fuera de término el 
recurso extraordinario, salvo lo* supuestos de error manifies- 
ta, ya leL'al víi de cómputo del plazo: p. :Wl 

58. Ks improcedente el recurso extraordinario interpuesto en 
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subsidio de una cuestión de nulidad* planteada por el ape- 
lante en primer término y para el supuesto de que no se 
hiciera lugar a ella: p. 440. 

Fundamenta 

59. El escrito en que se interpone el recurso extraordina- 
rio debe expresar la cuestión federal que se intenta someter 
a la Corte Suprema de manera clara y precisa y contener 
las enunciaciones necesarias para puntualizar la vincula- 
ción de aquélla con las cuestiones en litigio, de tal manera 
que su sola lectura permita apreeiar lo referente a la pro- 
cedencia del recurso y los puntos sobre que ha de versar el 
pronunciamiento de la Corte í ps. 24fi y 279. 

60. Es improcedente el recurso extraordinario cuando en el 
escrito de interposición del mismo se ha omitido la pertinen- 
te referencia a los hechos de la causa y a la vinculación que 
los mismos y las cuestiones discutidas en aquélla guardan 
con la cuestión federal que se pretende someter a ta deci- 
sión de la Corte Suprema; ps. 450 y 561. 




61. Aunque ia intervención de la Corte Suprema en la causa 
haya comenzado por vía de queja, si aquélla declaró mal de- 
negado el recurso extraordinario y confirmó la sentencia 
apelada, corresponde aplicar el régimen de las apelaciones 
procedentes, que acuerda efecto suspensivo al recurso men- 
cionado, salvo en el supuesto de excepción previsto en el 
arf. 7 de la ley 4055: p. lí)5. 

62. Concedido el recurso extraordinario las partes han de 
limitarse a la presentación oportuna de su raemwria, cuya 
ampliación o modificación después de \rcneido el término legal 
es improcedente. 

Si bien es de práctica la admisión, en circunstancias ex- 
cepcionales, de escritos tendientes a salvar algún error u 
omisión, en que, en el trámite, pudiera haberse incurrido, 
tales peticiones son improcedentes para la alegación de nue- 
vas cuestiones de derecho y. además, inútiles en lo que hace 
a ht mvticai'ión de los preceptos constitucionales reciente- 
mente sancionados, por ser de ta incumbencia del tribunal 
— juta nnvit curia — su aplicación ni cuso en el supuesto de 
ser la mísnlíl pertinente: p. 278. 
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Resolución. 

limites del pronnnclamlefito 

63. El pronunciamiento de la Corto Suprema debe limitarse 
a lns cuestiones propuestas por vía del recurso extraordi- 
nario deducido P nra t *" te °" a: P- 

94. Puesto que el recurso extraordinario limita la jurisdic- 
ción de la Corte Suprema a las euest iones sobre las cuales 
recae, no corresponde que se pronuncie sobre el alcance de 
normas — como las de la ley 12.013— invocadas por primera 
vez ante nquclla: p. 231. 

65. Las cuestiones con respecto a las cuales se ha omitido 
toda referencia en el escrito en que se interpuso el recurso 
extraordinario, son ajenas a la decisión que debe pronun- 
ciar tá Corte Suprema ¡ p. 337. / 

66. Toda ve?. que. la decisión del recurso extraordinario de- 
be ceñirse a las cuestiones oportunamente introducidas en 
la causa y que lian sido objeto de pronunciamiento en la sen- 
tencia recurrida, resulta improcedente considerar la apli- 
cación de la norma establecida en el art. 05 de la Constit. 
Nacional que entró en vigencia con posterioridad a la sen- 
tencia de que el recurso trata, y aún a la interposición, con- 
cesión y sitstanciaeión de este último: ps. 337 y 3ÍJ4. 

67. Tais cuestiones con respecto a las cuales se ha omitido 
toda referencia en el escrito en que se interpuso el recurso 
extraordinario, son ajenas a la decisión que debe pronun- 
ciar la Corte Suprema: p. 364. 

68. La decisión del recurso extraordinario debe limitarse a 
!¡is cuestiones oportunamente introducidas en la cansa e 
incluidas en el escrito de interposición de aquél, por lo que 
no corresponde tomar en consideración el punto referente 
a 1 » interpretación del art. 20 de la Constitución Nacional, 
planteado por primera vez en el memorial presentado ante la 
Corte Suprema por el Defensor Oficial: p. 489. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION ('). 
Tercera instancia. 

0*i»rnUd»de». . 

1. FT1 recurso ordinario de apelación para ante la Corte Su- 
prema ha sido suprimido por la Constitución actual. Ello 



(«1 Ver t.nnhith; Aduana, fi; Corto Suprema, 2; Coia juzgada, 1; 
IteeurRo de tiuejii, 2. 
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no impide que aquella eoúoiéa de dicho recurso cuando ,1ro- 

¿torgado con ^«^^^S&'S 
Constitución ni que. en el caso de haberlo sido desnuca el 
£££3 considere lo que fuere propio del recurso extraordi 
nario que habría podido interponer» en el caso de que no 
hubiera procedido el recurso ordinario: p. ¿l". 

jutdos *n que la Nación «s parte. 

2. La circunstancia alcpada de haberse violado el art. 31 de 
la lev 13.264 sobre expropiación en el juicio en que es parte 
£ Administración (lencral de Vialidad Nn^onal pudo <hr 
color de fundamento al recurso extraordinario, pero es aje- 
no al ordinario, que es improcedente: p. 2bi>. 

Can»*» criminales. 

3 Üm vez regularmente enlabiado y concedido el recurso 
] a potestad jurisdiccional del Tribunal, en materia penal, es 
amplia: p. 190. 

REGISTRO DE LA PROPIEDAD. 

Ver: Prescripción, 3. 
REIVINDICACION (*). 

I. Puesto que en la demanda sólo se reivindica la porción 
de "terreno anegadizo" de la costa entregada por la Nación 
a un ferrocarril y ocupada después por el demandado, que 
tomó posesión de ella, debe entenderse que uno de los li- 
mites de dicha fracción era la línea de ribera y que por 
tanto, no procede hacer hipar a la acción con respecto a 
los terrenos situados más allá de dicha linea: p. bu, 

REPRESENTACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 11, 20, 34; Mandato, 1; 
Recurso de queja, 2. 

RESCISION DE CONTRATO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 12. 



(i) Ver tamUíín: Co«tas ; 2; Daño» y perjuicios, 2. 
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RESOLUCIONES MINISTERIALES < l ). 

1. Las resoluciones ministeriales no son obligatorias sino en 
Ins límites de lo dispuesto por el art. 86 de la Constitución 
Karional, análogo al art. 8Í) de la anterior Constitución: 
p. 447. 

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. 

Ver: Danos y perjuicios, 1. 

RETRO ACTIVIDAD (■). 

1. Las normas modificatorias de la jurisdicción de los tri- 
bunales son de inmediato aplicables en las causas pendientes, 
salvo que importen privar de validez a los actos procesales 
cumplidos ron arreglo a la legislación anterior. Dicha sal- 
vedad es inoperante respecto de las noratos de la nueva Cons- 
titución, pero de ello no se sigue que su art. 96 debe apli- 
carse retroactivamente: p. 290. 



RIBERAS. 

Ver: Reivindicación. L 



S 



SECRETARIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 42. 

SECRETARIA DE TRABAJO Y PREVISION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 27; Recurso extraordina- 
rio. 4, 5. 7. í*. 

SENTENCIA (*). 
Ejecución. 

1. Las sentencia no son ejecutables en tanto no se euetien- 



,i, \,-r lambió..: Constituir-* Jíaci.mal, 1S: Jmrio nMinnrio, 1. 

Alicia, i. a?; pago, i; mm** m*tmi ~> ^ vvno < 3tl " i * rtii - 

U:irÍ %Í* V,r Inwlttn: Constituí *™\Wk ** % « M 

li tí, 1S, 39, 45, 46, 47. 4S, 4!>, tft 01, 00; Sui.or.ntfn.lcnm, 1. 
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tren consentidas o ejecutoriadas y haya vencido el plazo se- 
ñalado en las mismas para su cumplimiento: p. 195. 

SENTENCIA ARBITRARIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 51, 55. 

SERVICIOS PUBLICOS. 

Ver: Constitución Nacional, 17; Expropiación. 2. 3; Recurso 
extraordinario, 44; Telefonos, í. 

SOCIEDAD. 

Ver: Jubilación del personal del comercio, actividades afine* 
y civiles, 1; Jurisdicción y competencia, 10; Recurso extra- 
ordinario, 29. 

SUPERINTENDENCIA ('). 

1 El ejercicio de la superintendencia correspondiente a la 
Corte Suprema no comprende la revisión de resoluciones ju- 
diciales El conocimiento de los ensos particulares y concre- 
tos de superintendencia incumbe a las Cámaras Federales 
de Apelación y no a la Corte Snpreirfa. 
Corresponde a la Cñmnra Federal de Apelación de la Capital 
decidir la cuestión sobre turno trabada entre los jueces te- 
derales en lo Criminal y Correccional de dicha cuidad en 
virtud de la distinta interpretación «ue atribuyen a una acor- 
dada de la Corte Suprema: p. 497. 



TARIFAS. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 17. 
TELEFONOS (-). 

1. Los servicios telefónicos que ponen en comunicación una 
provincia con la Cupial Federal, otras provincias y países 
extranjeros están puestos por la Constitución Nacional Vi- 



ril Ver también: Juriídtcción y ramprtenrin, 0. 
¡2) Vor también: Constitución Nacional, 17; Jurisdicción y com- 
petencia, 26. 
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gente — lo misino que la anterior — bajo la jurisdicción del 
Gobierno Nacional, como uno de los raediog de "constituí» 
la unión nacional". Si bien esa jurisdicción es compatible 
con t*l ejercicio del poder de policía y de la potestad fiscal 
por parte de las provincias y de sus municipalidades, cuan- 
tío respecto a esto último la concesión nacional respectiva no 
contiene exención acordada en virtud de lo dispuesto en el 
art. 67, ine. 16 de la Constitución reformada concordante con 
el art. 68, inc. 16 de la actual, uno y otro ejercicio no deben 
condicionar de tal modo la prestación del servicio que pue- 
den obstruirlo o perturbarlo, directa o indirectamente. La 
determinación de esos modos no puede hacerse por vía de una 
enunciación general sino en cada caso concreto y dependeré 
de la forma y alcance con que se hayan ejercido las potes- 
tades aludidas, de las características particulares del medio 
de comunicación y de la clase de incidencia que tengan el 
acto de policía o el tributo en cuestión: p. 467. 

TENTATIVA. 

Ver: Homicidio, l, 

TERCEROS. 

Ver: Aduana, 3; Atenuantes, 1; Constitución Nacional, 13; 
Jurisdicción y competencia» 21 ; Ley, 5. 

TERMINO ('). 

1, Siendo días feriados los de Semana Santa no procede 
computarlos para establecer, si ha sido formulada en tér- 
mino la oposición a la prueba ofrecida por la parte con- 
traria: p. 507. 

TESTIGOS. 

Ver: Homicidio, 4; Jurisdicción y competencia, 30. 

TRANSACCION. 

Ver: Prescripción, 2. 



Wr tniiitiii'-ii: Ki(iro|tiiiciAn t 10; Impuestos Interno*, 2; Pret- 
prisión, '2; Pmutpucslii, I; Hccumo do reposición, l; Recurio oitra- 
onliiiarin, 69, 58; Sentencln» I. 



VISOS 



621 



TRANSPORTE. 

Ver: Expropiación, 1, 2; Jurisdicción y competencia, 24. 
TRASLADO. 

Ver: Demanda, 1; Recurso extraordinario, 29. 
TRATADOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 2. 
TRIBUNA!* DR TASACIONES. 

Ver: Expropiación, 3, 6, 8, 9, 10. 12, 13, 14; Recurso extra- 
ordinario, 47. 

TRIBUNALES DE POLICIA ADMINISTRATIVA, 

Ver: Jurisdicción y competencia, 42. 

TRIBUNALES DEL TRABAJO. 

Ver: Constitución Nacional. 15; Honorario* de abobados y 
procuradores, 3; Jurisdicción y competencia, 2, 15; Pago, 2; 
Recurso extraordinario, 16, 21. 

VINOS. 

Ver: Constitución Nacional, 7, 11; Impuesto, 1; Impuestos 
Internos. 2, 3, 4; Prueba, 2. 
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1949 POR EL SEÑOR PRESIDENTE DE LA CORTE 
SUPREMA, DOCTOR DON TOMAS D. CASARES, EN EL 
ACTO DE INICIACION DEL AÑO JUDICIAL. 



Excelentísimo Señor Presidente: 

La justicia no ha de ser sólo la obra de los jueces sino la 
de todos cuantos gobiernan a la comunidad. Gobernar es orde- 
nar y no hay otro orden pacífico que el que proviene de dar 
a cada uno lo suyo. Ello requiere sin duda justicia en las leyes 
con las cuales se anuncian los derechos y las obligaciones de 
todos en orden al bien común, y justicia en el acto de "decir" 
el derecho cuando las partes lo controvierten en las contiendas 
judiciales; pero eminentemente requiere justicia en el ápice de 
la autoridad, en el ejercicio del mando supremo. La distinción 
de las funciones gubernativas, no ha de hacer olvidar que la 
autoridad es siempre vita. Expresión real de ella es aquel a 
quien la Constitución llama "Jefe Supremo", por medio de 
cuya acción ejecutiva deben recibir acabado cumplimiento las 
leyes y las sentencia* y hacerse realidad el orden que se decla- 
ra en unas y otras. De ahí que la obra por excelencia de la 
justicia, que es la paz, según las palabras de las Escrituras 
(Isaías, XXXII, 17) no alcance su plenitud sólo por la virtud 
de las leyes y la actuación de los jueces sino también por la 
justicia con que el mando supremo es ejercido. Bien esta pues, 
señor que en compañía de vuestro Ministro de Justicia, quien 
tiene'orgullo de su progenie judicial, dispenséis a esta cere- 
monia el honor de presidirla, porque al representar en ella la 
superior unidad del Gobierno de la Nación, dais con vuestra 
presencia testimonio de que la voluntad de justicia que los 
jueces vamos a reiterar en esta iniciación solemne del año 
judicial de 1949 es la de todos cuantos tienen en el país respon- 
■abiliuad de mando, de tal modo que esa única gloria inmacu- 
lada que es para las naciones la de ser justas, son la gloria 
por excelencia de la Nación Argentina, 
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Señores Magistrado» Nacionales y Provinciales : 

En nombre de la Corte Suprema agradezco a cada uno de 
vosotros la presencia en este acto que adquiere con ella todo 
su sentido. Acabo de decir que tiene por objeto reiterar solem- 
nemente la voluntad de justicia que debe animarnos, renovando 
la conciencia de la responsabilidad que comporta la misión 
judicial. No estamos aquí para jactarnos de ella sino para 
confrontar nuestra pequenez con su altura, y es natural que 
este momento do comunidad en el cual se nos hace patente 
la fundamental unidad de la justicia de todo el país —porque 
ser juez es una misma cosa en todas las jurisdicciones, en to- 
dos los fueros v en todos los prados de la jerarquía .pirtieial— f 
lo primero qué sintnmos sea la confortación de estar juntos» 
confortación que suple muchas flaquezas porque el hombre es 
siempre, no importa cual sea la eminencia de su posición o su 
destino, un ser social. No hay fin que pueda alcanzar plena- 
mente fuera do la comunidad, y sobre todo — es natural--, 
fuer- del ámbito n que lo adscribe la función especial que le 
está encomendada. De esto que podríamos llamar la social i dad 
de 1». condición liumana sólo queda en el mundo actual el espec- 
tro de una abstracción porque los núcleos sociales se han di- 
suelto y las sociedades son como asnales en los que tanto da 
que cada uno estó donde está o en cualquier otra parte. 

La adscripción a que me refería es apenas la rúbrica de 
un esquema teórico, nunca un lazo vital. Y bien, esto no ocurre 
sin funestas emisccurneins, tanto para la sociedad como para 
cada uno de nosotros. Es taren de salvación reaccionar de 
todos modos. Confiemos en que esta reacción sea en to que 
nos concierne, uno de tos modos posibles y no por iierto do 
los menos fecundos si la comunidad viva cu que esta cere- 
monia convierte a la comunidad teórica consistente en tener 
un oficio común, fuera también capaz de engendrar amistades. 

Personal de la Justicia : 

También a vosotros llega en este día inicial de las tareas 
que os son propias el saludo de la Corte Suprema; también 
vosotras sois llamad es en él a renovar la con ciencia de la mi- 
sión v la responsabilidad de la justicia que tambiín están pues- 
tas en vuestras manos. La dignidad de la justicia depende do 
ta dignidad de cada uno de sus empleados y debe resplandecer 
por de pronto en vosotros, pues de vosotros recogen la primera 
experiencia de esa dignidad quienes acuden a su amparo. El 
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rigor de conducta que impone la función judicial, lo impone 
I cuantos tengan una tarea que realizar en ella. Esta función 
cVea como BÍngunT otra una solidaridad fundamental entre 
Jos nitrados y sus auxiliares. iGuay del Jne* que no pueda 
en la lealtad de todos sus aux liares, desde el máe 
íKato al más remoto l No hay diseip ios administrativa 
que ponpa a un Juez por completo a cubierto de esa mf.de- 
Udad P No importa tanto el daño que ello pueda causar U 
fama del Jues, que al fin Dios sabe la verdad y eso es lo único 
que cuenta, sino el que de ose modo le es católo a la obra 
misma de la Justicia. Ante semejante posibilidad no es tanto 
en el rigor de las sanciones en lo que ha de ponerse la mayor 
confianza cuanto en el sentido del honor de 
nen esa posibilidad al alcance de su mano y a quienes lia do 
reToXíc rSempre que cnanto concierne a la Justicia concierne 
de alffún modo al alma de la Nación. . ... 

Y ñor cierto que quienes llevamos vividos en la Justicia 
muv largos años podemos dar testimonio, sin que las excep- 
túes mS.ii capaces de desmentirnos de que esa apelncion al 
Mutido del honor nunca fue estéril. Reposamos en la W&M 
de los empleados y no fuimos desmentidos. Por eso este saludo 
es, al mismo tiempo, una expresión de reconocimiento. 

Señores Profesionales : 

Puesto que sois auxiliares de la Justicia este acto es ta» 
bión vTsti^ El orden judicial está indi spcnsnbl ernen te rnte- 
prado pnr vosotros. De vuestra conducta no depende menos 
que de In conducta de los jueces, una buena jurt .e.a B tffc 
!¡ eiert.» bajo el imperio de estos últimos, pero también lo es 
^e en a?ealidad de la vida judiéis, sois ^tulianamcnt^en 
tin cierto sentido moral de suma trascendencia, jueces de vues- 
tros inoecs Pero no es ni a lo UDfl ni a lo otro que qniero 
afilo a la posibilidad y aún mas, a la necesidad 
tic una convivencia orgánica en la que el ser unos auxdiarea 
yo Z ejecutores de la Justicia sea superado por la ern-d» 
ración de que unos v otros son sus serveres y que el servicio 
"mun crea una responsabilidad común que só o en común 
Xíc .eí asumida. Una buena estructura de la Just,cm no es 
KVweam una correlativa estructura ^m^ J^ 
«rnfPKinnw auxiliares Pero aun más, el ideal que sonamos 
Sara^ tendrá que ser la obra nmncomu- 

nada de Z profesionales y de los marrad « «™ 
del cuerpo social requiere que la parte de el integrada por 
unes >* om* »*euc a adquirir orgánica instituc.onahdad. 
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Señoril: 

Señorea: 

Cuando enjuiciamos nuestra condición do jueces lo que 
primero se nos hace manifiesto es, como acabo de decirlo, la 
desproporción que existe entre nuestra pequenez y la eminen- 
cia, de la mí sí fin que nos está confiada. Hay a cate respecto 
una responsabilidad de la sociedad que nos ha instituido jue- 
ces y otra que nos es incomunicablemente propia, Todo hom- 
bre esta" necesitndo de confortación y de confrontación en toda 
circunstancia ; lo uno le es debido por la comunidad de la que 
es miembro y lo otro ha de disponerlo esta última para su 
propio resguardo. La conciencia de les jueces respecto a su mi- 
sión tiene que ser, en su raíz —es obvio—, obra individual 
cumplida por cada uno en la intimidad de ru espíritu, Pero 
hay nna confortación de esa conciencia que puede y debe pro- 
venir de la organización institucional de la justicia. El esta- 
blecimiento de la carrera judicial, con todas las garantías pero 
también con todcs los rigores. La atribución de facultades 
onrónicas cuyo ejercicio baria directa e inmediatamente respon- 
sable a la propia justicia de las condiciones en que se desen- 
vuelve la vida judicial, un sistema de relaciones con las pro- 
fesiones auxiliares oficialmente colegial izadas para sus fines 
específicos, y un régimen de enjuiciamiento severo y áeil que 
libre al honer del Cuerpo judicial la sanción de los miembros 
que !n deshonren, comportarían sin dnda esa confortación con 
el doble sifmifieado de que favorecería y vigilaría el recto ejer- 
cicio de la función judicial que por distinguirse tan clarísiina- 
mente en la vida social como algo requerido per el orden 
natural de ella se le ha de constituir, como a- todo organismo 
institucional primario, de tal modo que, asegurada su subor- 
dinación a la unidad del todo, pueda y deba asumir plena- 
mente la rcspcnsabilidad de su propio gobierno. 

Pero de la justicia que le estft mandado hacer al juez, 
tiene que res^nnder ante Dios y la Patria, con una responsa- 
bilidad indeclinable, sean cuales fueren las condiciones en que 
fné puesto para el desempeño de su cargo. Vengamos, pues, 
a esa responsabilidad. 

Piénsese que la sentencia judicial sella el estado de cosa* 
juzgado. Verdad es que al sellarlo se estabiliza un cierto orden. 
La sentencia trae censigo esa seguridad. Pero lo estabilizado 
puede ser una injusticia, y en tal coso la seguridad que la 
sentencia traiga será lamentablemente la de que para esa injus- 
ticia ya no hay reparación posible en el orden vigente. Con lo 
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cual no sólo padece el derecho individual sino también el orden 
y el bien común, puesto que se produce algo así como un» 
radical inversión del fin propio de la autoridad de que esta- 
mos investidos. Tan extrema consecuencia de la sentencia in* 
justa —bien entendido cuando ello ocurre por error excusa- 
ble ; el prevaricato nada tiene que ver con lo que aquí consi- 
deramos—, da la medida de nuestra responsabilidad con más 
hiriente evidencia que cualesquiera consideraciones sobre la 
majestad de la Justicia. ¡Cómo alcanzar la altura de esa res- 
ponsabilidad t (Cómo puede ser moralmentc salvada y afian- 
zada la autoridad de una justicia a la que 1c es irremediable- 
mente inherente una tal fragilidad? 

Estamos en un orden de consideraciones por completo 
distinto de las que se refieren a los problemas teóricos del 
juicio judicial, ka inquisición de las respuestas obligara a re- 
ferirse de algún medo a («tos ítltimos, pero lo específico de 
las cuestiones que acabo de anunciar seguirá correspondiendo 
a otro orden. Me refiero a la concreta relación existente entre 
ciertos caracteres de la actuación judicial y esa disposición 
de acatamiento y de respeto de la comunidad hncia sus jueces 
que no se funda en los títulos institucionales de su autoridad 
ni proviene sólo del acierto de las sentencias; disposición vi- 
viente y espontánea de tal fuerza moral que cuando una justi- 
cia la ha conquistado es capaz de sopnrtar sin desmedro el 
contramine de loa propios desaciertos posibles. 

El Juez está sobre tas partes en nombre de la ley, para 
hacerle* justicia. Su misión mas ostensible es la desafianzar 
pnrtieuínrizadamente la preeminencia de la ley. esa ordena- 
ción de la razón para el híen cnmnn, promulgada por quien 
tiene el ponieran de Ta colectividad". Pero es de la esencia 
de la lev cierta generalidad y permanencia, y de la esencia de 
la vida sorinl el eptnr lucha de relaciones singulares y contin- 
gentes. La viíreneia efectiva de la ley comporta, pues, la exis- 
tencia de quienes han de decir con autoridad en cada eoso 
de qnó modo e«as relaciones particulares se conformaran con 
el orden superior v general une la ley enuncia. Ln autoridad 
de los jueces tiene su fuente inmediata en la autoridad propia 
de la íey, en cuanto ésta sea ordenamiento razonable para el 

bien común. . . , . , t 

Con todo, y supuesta la justicia de la ley, jen qué auto- 
ridad puedo ampararse la sentencia que aplica injustamente 
ana ley justa! Sin duda que en «na exigencia perentoria del 
requisito primero de toda justicia que es la estabilidad del 
orden. Pero vale la pena preguntarse hasta qué punto «ata 
razón formal do la autoridad de la cosa juzgada, con ser dea- 
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«iva, es por sE sola fundamento vivo del respeto y el acata- 
miento a que acabo de referirme. Las dos palabras — respeto y 
acatamiento — aluden a una inclinación o disposición espiri- 
tual que no proviene sólo de un discernimiento de la inteli- 
gencia respecto n lo que debe ser acatado, sino de una completa 
experiencia respecto a tas cualidades de una actuación. No sfl 
trata, pues, tanto de una evidencia cuanto de una vivencia; 
no de la autoridad que el Juez recibe y con la que es investido 
al asumir el cargo, sino de la que ha de ser luego obra suya, 
del reconocimiento que para esa autoridad rceibida tiene que 
conquistar. 

El juez es el legislador del caso que le está sometido. Por 
niíis que ese acto euyo, in negablemente normativo, este subor- 
dinado a la ley que "ha de aplicar, la aplicación no puede con- 
sistir sólo en remitirse a ella, pues la singularidad de cada 
caso es absoluta. Y como en esa singularidad está aquello sobre 
lo cual licué que recaer concretamente el aeto de justicia, hay 
un extremo de la decisión del juez que debe comunicar no ya 
con el texto de la ley, en cuya generalidad "o esta la particu- 
laridad juzgada, ni sólo con la intención del legislador en el 
caso especial de la ley aplicable, sino con esa superior inten- 
ción o finalidad de justicia, con ese propósito genérico de 
afianzar la preeminencia del bien común que es la mas honda 
vertiente de donde proviene la autoridad de las leyes. Pues 
ley del caso va a «er hi sentencia, y de to que hay en ella de 
regulación singularísima será intransferiblemente responsable 
el juez y no la fcy que aplique. Por lo cual para el concreto 
afianzamiento de su autoridad no basta la sujeción a las leyes; 
esa fidelidad tiene que estar incluida en una fidelidad más 
alta. 

Es verdad que la más inmediata inspiración de su volun- 
tad de justicia la recihen los jueces de las leyes. Por eso la 
sujeción a la ley es en ellos virtud tan primordial y por eso 
tienen también las leyes tan grande responsabilidad eu orden 
a la existencia de buena justicia. Cuando la prudencia legis* 
Latirá, dota a una comunidad con sobria lucidez, de leyes que 
sean para ésta como una columna vertebral porque sean la 
realización positiva del orden natural en ella, de leyes que 
muevan espontáneamente a la obediencia como un consejo pa- 
terno, y cuya virtud tutelar salga al encuentro de quienes 
sientan la tentación de violarlas como a Sócrates las leyes de 
Atenas criando los amibos le instaban a huir de la prisión, que 
sean normas, pero también, cuando es preciso, armas, hacedo- 
ras, en fin del bien común, dianas de ser amadas como la 
Patria de la que deben ser cspejo t esas leyes serán también, 
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por sus solas virtudes, hacedoras de una buena justicia. Sin 
embargo, sobre no tener siempre esas virtudes las leyes positi- 
vas uiin cutindo tas tengan la finalidad de justicia bacía la 
cual están tendidas se ha do consumar en la sentencia. Pién- 
sese en los trances de crisis, cuando el juez puede hallarse 
entre una legislación que corresponde a una realidad agoni- 
zante v una nueva realidad informe que todavía no ha sido 
expresada fielmente por las leyes y por lo cual recaerá sobre 
el juez la responsabilidad de sincronizar el ritmo del derecho 
positivo, del que se ha dicho que va menos de prisa que la 
vida con el fie ésta, pues ta sentencia, justicia en acto, opera 
sobre la singularidad concreta y contingente y tiene que ha- 
cerse carpo de ella sepún el afán que cada día trac consigo. 
E«tn explica que con la justicia de les jueces se suela ser mas 
exigente que ccn la justicio de las leyes. De la actuación del 
íuez es obvio que se espere que las virtudes propias de la ley 
se hagan efectivas, pero nún las virtualidades de justicia que 
m leves no tentran. o que se piensa que no tienen, se «pera 
que el acto judicial las ponera do algún modo al decidir el 
caso Y por fin tanto el discernimiento de la intención de jus- 
ticia qnc hav en el alma de toda tey. eomo el acto de darle 
existencia ccVereto. comportan ineludiblemente referencia a loa 
principios mismos del orden que las leyes enuncian y que- 
]ss sentencias deben hacer efectivo en onda caso. De ahí n e la 
fidelidad de los jueces a las leyes haya de estar ínclunia en 
una fidelidad más alta; que la identificación de la voluntad 
del juez con la voluntad de la ley tenca que hacerse a favor 
de upa pura y simple ¡dcitt i f ¡catión de la voluntad del jues 
con ta justicia. 

Vaga actitud se dirá, con la que pueden .Mistificarse tortas 
| RS arbitrariedades. Sin duda, ai la justicia a que la voluntad 
judicial se Ha de enderezar fuera algo equivoco y cambiante 
Porque lo fuesen a su vez el derecha de cada uno. que es Mi 
obicto y el bien común que es la superior finalidad a que toda 
regulación de la vida colectiva ha de ordenarse. El descon- 
certó de las disputas teóricas y los extremos a que han lle- 
gado en los hechas las cuerras contemporáneas, en las que las 
banderas ideológicas estuvieren a punto de sustituir a las ban- 
deras nacionales, parecen justificar aquel exceptieismo y hasta 
nue se lance el desafín de preguntar si hay alguien para quien 
tenga todavía un sentido positivo y concreto con validez uni- 
versal la expresión "voluntad de justicia", como no sea pre- 
tendiendo colocar la solución del problema en las estrellas. 

Es cierto que bis realidades temporales de que aquí m 
trata tienen problemas inconfundiblemente propios cuyo sen- 
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tido escapará a quien pretenda entenderlos con sólo mirar a 
las estreñí ; pero también 1 es que sin mirarlas todo con- 
cluye en una experiencia de tinieblas. 

Comencemos, sin embargo, por la experiencia inmediata 
de la vida judicial. Y bien, donde hay jueces la expresión, 
" voluntad de justicia" tiene para iodos sentido positivo y con- 
creto y valor de universalidad. Quiero decir que tiene para el 
hombre que ha de ser juzgado tanto como para el que ha de 
juzgar, si se trata de una justicia que esté sobre las partes 
eon intrínseca autoridad y no porque la haya puesto allí sólo 
nna fuerza o un pacto. Hay dos experiencias extremas de 
cómo actúa esta conciencia según la autoridad del juez ante 
el cual se halle: una es la del derecho internacional contem- 
poráneo sin otra ley y otra justicia que la que impone en cada 
caso la victoria, por lo cual la complejidad de las convenciones 
y los sistemas de equilibrio que apenas disimulan el juego de 
fuerza» a que obedecen, son incapaces de obtener para las deci- 
siones de sus órganos jurisdiccionales un acatamiento de con- 
ciencia. Otra es la secreta experiencia del remordimiento, mis- 
teriosa confesión que el hombre se hace a sí mismo de la exis- 
tencia de una ley soberana o inmutablemente sobrepuesta a 
todo arbitrio y de un Juez cuya justicia es infalible e invio- 
lable. Entiv wno y otro extremo la experiencia inmemorial 
de que Ja convivencia en sociedad requiere jueces, pues no es 
seffún este ultimo reconocimiento interior nne el hombre vive 
comúnmente, sino según la ley de la ambición, que erige a sus 
victorias — no importa cómo fueran cbtenidas — , en senten- 
cias. 11 No hago el bien que amo — ctiimtiba San Pablo—-, sino 
antes o! mal qn^ aborrezco eso lo hagtí" (Rom. VII, 15). 

"Mas por lo mismo que hago lo que no amo — agrega el 
Apóstol—, reconozco la ley como bueno". Ante el Supremo 
Juez, en la intimidad de la propia conciencia se le hace mani- 
fiesta ni hombre la exigencia de una ley inmutable con cuyo 
cumplimiento su libertad sería perfecta, vislumbra la justicia 
arqnetípica del orden natural en la que esta la razón de las 
leyes, v sabe a ciencia cierta que quiere decir 4 'ser justo", 
tener " voluntad de justicia". No deja de saberlo cuando 
disputa eon los semejantes sobre su deber y su derecho^ pero 
ants jueces y leyes que no son inviolables la ambición se 
sobrepone en é\ a la conciencia en la medida en que aparees 
la posibilidad de someterse a aquel con quien disputa. Que es 
Jo que ocurre en lo internacional cuando una ambición es sufi- 
cientemente fuerte. Pero la posibilidad no existe cuando sobre 
quienes disputan estft instituida una justicia. Que es lo que 
ocurre en el orden interno de las naciones donde la justicia 
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integra esencialmente la institucional itlad a la que están acó- 
gidas y sometidas tas partes como a condición vital de su exis- 
tencia. Cuando no hay posibilidad de hacerse juez de la propia 
causa, porque la existencia de la institución de Ta Justicia está 
condicionando inexorablemente la existencia propia, emerge, 
aunque sólo sea por instinto de conservación el recou.ee i miento 
del valor y el sentido de la expresión "ser .insto". 

Mientrns todo es removido por las controversias teóricas, 
y las legislaciones atrav^an una de las más hondas crisis de 
que b;.ya memoria en la historia del derecho positivo, la insti- 
tución de la justicio sigue significando algo «obre cuyo valor 
y fraseen ciencia todos coinciden cuando se trata de su con- 
creto amparo y por lo cual, no obstante las controversias y las 
crisis, todos, hasta lus que viven eludiéndola maliciosamente 
y serían capaces de tratar de corromperla, la exigen en defi- 
nitiva y por iírufil que sea justa como aquella justicia con que 
el remordimiento nos encara, con la recóndita ecnviceión co- 
mún de que hay una medida de lo justo absoluta e inmuta- 
blemente sobrepuesta a todas las medidas humanas. Por estar 
en disposición de per testigo fiel de ella, y no sólo en razón de 
su título constitucional ni menos de la fuerza coactiva que le 
asiste a fin juicio, se reconoce al jnez la autoridad de estar 
sobre las partes. Cuando en la actuación del juez se hace 
patente, a través de un triple amor: a la justicia, a los seme- 
jantes y a la patria que lo hizo pilar de orden y sn paz, 
la voluntad de subordinarse en las rafees ti tinas de su ser a Is 
inmutable rectitud y la ini'cneible firmeza tíe esa medida, para 
que esta subordinación lo levante sobre las cotí fusiones y la 
flaqueza y no sea en su persona — capuz de todas las miserias 
como el peor de sus enjuiciados — en la que hoyan de poner 
la esperanza y la confianza quienes están bajo su imperio, sino 
en la eminencia de la medida a que se subordina, su justicia 
no eeni para nadie un disimulo de la fuerza. TTabrá para ella 
un acatamiento que salvaguardará su autoridad de Tos propios 
errores y mi respeto que cubrirá generosamente la multitud 
de sus defectos. Porque cuando el acto de justicia obedece & 
esa medida, su virtud reparadora, que es sn virtud propia, 
será acogida como un bien hasta por aquellos sobre quienes 
recaiga el rigor de sus sanciones. 

Señores : 

Cuando so dice en el Preámbulo de la Constitución 
que Pin» es fuente de toda justicia se nnuneia o un mismo 
tiempo que Su Ley es lo medida que está sobre toda medida 
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▼ da a cuanto» se ajustan a ella la virtud de medir con justi- 
cia* que a la lux de ella ha de manifestársenos la suprema 
finalidad del ordenamiento legal euya aplicación nos ha sido 
confiada, y que en la justicia de Dios, hija de Su misericordia, 
esto es de Su amor a los hombres, está el modelo hacia el que 
■e ha de levantar la nuestra. Todo esto quiere decir la subor- 
dinación a que acabo de referirme. Viniendo de esa Fuente 
tiene la justicia humana virtud reparadora, porque comienza 
por hacerle al hombre la justicia de no olvidar los dos signos 
de su filiación: la espiritualidad de su naturaleza y la inmor. 
talidad de su destino, y no cae sobre él como un rigor inmise- 
ricorde. sólo impuesto por "el orden'* y "la seguridad dei- 
dades sin alma cuando no están en relación de dependencia 
ostensible, viviente y entrañable con el destino supremo de 
quien ha de sometérseles. 

Si el acto judicial tiene que comunicar, como dijut , con 
la razón primera de las leyes, que es el bien común, consta- 
tente en un >rdennmicnto de la sociedad que corresponda a la 
naturaleza y el destino del hombre y lo levante hacia él, puea 
la evistenein humana está insuperablemente condicionada por 
la comunidad en que transcurre, no existe la posibilidad de que 
el juez quede ajeno a estos entremos decisivos. Se ^fWW 
o no también se está decidiendo en sus sentencias. Ello podna 
pasarle desapercibido en tiempos de estabilidad y de unidad 
espiritual ¡ pero nuestro tiempo no es de esos. 

Cuando en medio de un entenebrecido desconcierto se 
destaca con tanta claridad y con inconfundible entonación de 
voz de orden la exclamación de Prometeo; odio a todos los 
dioses, *'cl apostrofe -son palabras de Marx, reveladoras del 
corazón de m doctrina y el signo de su bandera-, que se i diri- 
girá siempre contra todos los dioses del cielo y de la tierra 
que no reconocen a la conciencia humana como la mas alta 
divinidad 1 *, es deber de Tos jueces detener la reflexión en el 
apostrofe constitucional con el que Dios es invocado como 
fuente de toda justicia, pues corresponderá o no Wf£% Jg¡ 
ticia al alma y el destino de la Patria, a la dignidad de nues- 
tro* semejantes sometidos a su imperio y a la majestad de au 
misión según beba o no en las aguas vivas de esa fuente. 
Si bebe en ellas obrará la paz. 
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ACORDADA SOBRE VISITA DE INSPECCION A LOS 
JUZGADOS LETRADOS DE LOS TERRITORIOS NA* 

CIONALES 

En Buenos Aires, a cinco de noviembre de mil novecien- 
tos cuarenta y ocho, reunidos en su Sala de Acuerdos e! señor 
Presidente de la Corte Suprema de .Justicia de la Nación, doc- 
tor don Tomás D. Casares y los señores Ministros doctorea 
don Felipe S. Pérez, don Luis R. Longhi, don Justo L. Alvarez 
Rodríguez y don Rodolfo G. Valenzuela, con asistencia del 
señor Procurador General de la Nación, doctor don Carlos 
G, Dclfinn. el señor Presidente expresó la conveniencia que a 
su juicio habría de realizar una visita de inspección a los Juz- 
gados Letrados de Tos Territorios Nacionales tanto para cono- 
cer de un modo directo las condiciones de su funcionamiento 
y, las necesidades judiciales de las zonas de sus respectiva* 
jurisdicciones, cuanto para impartir, con inmediato y personal 
conccimicnto de causa, instrucciones tendientes a procurar den- 
tro de lo posible su mejor organización, dando al mismo tiempo 
al foro y en general a Ta población de los lugares en que estos 
jucffadns tienen su asiento oportunidad de comunicación in- 
mediata v efectiva con esta Corte respecto a Tas necesidades 
judiciales aludidas de cuya debida atención es, por sus fun- 
ciones dp superintendencia, en ciprta medida responsable. 

Oído lo cual el Tribunal decidió aprobar lo expuesto por 
el señor Presidente y librar a su decisión !a forma y oportu- 
nidad de llevarla a la práctica. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase v registrase en el libro correspondiente por ante mí de 
que doy fe. — Ton As D. Casares. — Feltfe S. Pérez. — 
Luis R. Lonchi. — Justo L. Alvares Rodríguez. — Konot ro 
G. V monédela. — Carlos G. Delpino. — Ramón T. Mén- 
dez, Seo. 



ACORDADA SOBRE LA INICIACION DEL AÑO JUDI- 
CIAL CON UN ACTO PUBLICO 

En Buenos Aires, a diecisiete diaa del mes de diciembre 
de mil novecientos cuarenta y ocho reunidos en su Sala de 
Acuerdos el señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia 
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de la Nación, Doctor don Tomás D. Casares y los señores Mi- 
nistro» doctores Don Felipe S. Peres. Dor Luis R. Lon<?ln, 
Don Justo L. Alvares Rodríguez y Don JUMto G. Valen- 
suela, con asistencia del señor Procurador General de la Na- 
ción dector Doró Carlos Gabriel Delf i no, acordaron : 

Iniciar anualmente el año judicial con un acto público 
y solemne que se realizará en la Sala de Audiencias del Tribu- 
nal el primer día hábil del mes de febrera, cuya iniciación 
incumbirá ni señor Presidente; encomendar al mismo el dis- 
«urso que se ba de pronunciar con este motivo el primero de 
febrero de mil novecientos cuarenta y nueve y dispener que 
ene día, en los tribunales fetlernles de la Capital las activi- 
dades judiciales se inicien a las once horas. 

Con ío que terminó el acto, ordenando se comunicase y 
registrase en el Hbrn correspondiente, por ante mí de (pie doy 
fe — Tomas D. Casabes. — Felipe S. Pérez. — Luis U. 
Longhl — Justo L, Alvares Rooríuuez. — Rodolfo G. Va- 
LE\'zri:LA. — Carias Gadriel Delfino. — Ramón T. Mén- 
dez, Sec. 



ACORDADA SOBRE LTKTA DE CONJUECES PARA 

EL AÑO 194Í» 

En Dueños Aire* a diecisiete días del mes de diciembre 
de mil novecientos cuarenta y ocho reunidos en su Sala de 
Acuerdos el señor Presidente de la Cnrte Snprcmr de Justi- 
cia de Ta Nación, doeter «lm Tomás D, Casares y los señorea 
Ministros doctores don Felipe S. P"'rcz. dnn Luis R. Loneni, 
don Justo L. Alvsrez Rndrisnrz y don RodolTo O, Valenzuela 
con el fin de formar para el año mil poveeíniitcs cuarenta y 
nueve la lista dn cotí jueces pera e*tn Corte Suprema a oue se 
refiere el art. 23 de la ley n° 4tC>2. la cual es extensiva a la 
Cámara Federa! de Apelación de la Capital fine 3» dH art 2 
de la misma ley>. como también la lista d" eon.i ñecos para las 
Cámaras Federales de Apelneión de La Plata. Rabia TVanea, 
Paraná. Córrlnha. Ro«nrin. Mendoza v TiieíttMu Hr»e *» del 
art. 2 de la lev 41fi2). y finalmente Ta li«ta de ahogados q«e 
con arrpTln ti ln Vv (IH ? ft de ««tíemto-e rV 1«7í* rielan "^nolir 
en el nróximo año a los jueces federales de ñeeriñn líHrn'mente 
imnerlidos n recusados v ejercer las funciona rV fiscales 
ad-hnr, se nrnetíearon la» respectivas insaculaciones, resul- 
tando designados para la: 
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Corte Suprema t Cámara Federal de la Capital: 

Los doctorea Alfonso Poccard, Láznro Trevisan, Gustavo 
Martínez Zuviría, Javier López. Luis Quemes, Juan Luis Al- 
varado, Rodrigo Amorortu, José Manuel AsHjruetft. Rafael 
Mantilla. Carlos María Lascano, Julio M. Laffitte. Jorpe Ca- 
bra! Tcxo. Cirilo Pavón, Justo Berpada Mujiea. Roberto A, 
Sumía Graclls. Faustino J. Lepón, Eduardo Elpruera. César 
Amejrbino. Emilio F. Ciinlenas. Mipnet O, Méndez. Juan A. 
Moyano, Gilberto Mípuez, Arturo Seeber, Matías Mackinlay 
Zapíola y Juan F\ Beltrán. 

CAmara Federal de la Plata: 

Doctores Julio P. Arnmburíi. Dalmiro E. ATsina, Ceferino 
P, Melbilhaa, Emilia Molina Carranza, Lucio J. Florio, Euri- 
oue Rivarola. Pedro Sá>nz. David Lascano, Víctor J. Paulucci 
Cornejo y Dionisio Ondarra. 

CAmara Federal de Batiía Blanca: 

Doctores Florentino Ayestan'in. Josc Aralda, Jorpe Ber- 
múdez. Santiago Berpó Vita, Juan E. Corrc<re. Santiapo Ceno», 
Joaouín López Jóurcgui, Gustavo Perramón, Roberto 8. Volpe 
y César G. Long. 

CAmara Federal de ParanA : 

Doctores Juan Ramón Alvarez Prado, Abraliam Barto- 
lón i Ferro. Filemón Díaz de Vivar. Ramón C. Forreira, 
Ediiardn F. Garbino Guerra. Manuel Ruiz Moreno (h), José 
F, Llcrcn*. Eduardo Saldado, José M. Valdés Cora y Ber- 
nardo Defíani. 

CAmara Federal de Córdoba; 

Doctore* Elíseo Alvares!, José" María Cresno. Carlos A. 
Díaz. Luis Garzón Funes. David Linares (10 , Mario R. Mar- 
tínez Casas, Carlos R. Meló, Lísardo Novillo Saravía, Néstor 
A. Pizarro y Luis Ví-Iez. 

CAmara Federal de Rosario: 

Doctores Juan J. Colrmbo Berra, Juan Luis Houreade, 
Manuel De Juano, Miguel Angel Martínez, Camilo J. Munuv 
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garría, Carlos Ortiz Grognet, Francisco 8, Oliva, Celio Spi- 
randelli, Horacio B. Tedy y José de la Vega. 

Cámara Federal de Mendoza: 

Doctore» .fosé R. Báez, Alberto D. Cano, Pedro Cascalla- 
res, Julio H. Lasmartrés, Emilio Jofrc, Pedro Morctti, Ramón 
P. O'Donell, Salvador Luis Reta, Roberto Videln Zapata y 
Juan B. Vitale Nocera. 

Cámara FeperaL de TüCUMÁN: 

Doctores Miguel de !a Rosa, Luis Palacio. Carlos Páez de 
la Torre, Román A. Aria, Edmundo Mena, «Toso Bulacio Gó- 
mez, Ernesto C. Gutiérrez, Julio César Ibarreche, Felipe B. 
Lirondo y Juan Felipe Gancedo. 

Juzgados FederaiíEs de la Capital ¡ 

Doctores Pedro C. Breuer Moreno, Carlos Fontán Pales- 
tra, César O. Liprotti Ernesto Padilla (h). Josfi La «riman, 
Ismael Mercado, Rodolfo Ortega Velarde, Mario Williams t 
Alberto A. Gándara y Friel O'Farrell. 

Juzgado Federal de La Plata: 

Doctcres Roberto Hurtado, Carlos Oossío. Dionisio On- 
darra, Mareo Aurelio Pessagnn Espora. David Kraisclbtird, 
Fulgencio Romero, Víctor E. Ri varóla, Jorge Isla, Francisco 
Larra n y Alberto Ripa Alberdi. 

Juzgado Federal de Bahía Blanca 

Doctores Florentino Ayestarán, Roberto J. Carpinteti, 
Santiago Ceno*. Leónidas Cnlapinto, Juan E. Corrcgc. Julio 
Cesar Díaz, Eduardo González (h), Adolfo Plincr, Antonio 
Tridenti y Alfredo J, Viglizzo. 

Juzgado Federal ce Mercedes 

Doctorea Santiago L. Balado, Enrique L Cores, Eugenio 
F. Cozzi, Atüio R. Dagnino Ipbar, Horacio Oscar Dcluca, 
Amor A. Iriart, Cesar Mariano Lagos. Roberto A. La sala, 
Juan B. Mescagorri y Edmundo M. Rúa. 
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Juzoado Federal de Azul: 

Doctores Julio Oscar Paraina, ILVtor Ricardo Soler, Da- 
vid Cordeviola. Carlos A. Leiva, Bartolomé J. Ronco, Roberto 
Do tire, Emilio S. Puente, Rodolfo Prat, Nicanor B. Allende y 
Enrique C. Souiru. 

Juzoado Federal de San Nicolás : 

Doctores Juan Luciano, Miguel C. O'Brien, Luis A. Pa- 
saglia, Celestino Sierra, A mí lea r C. Sierra. Arturo E. Por* 
thc, José Ch Pérez Galarrnga, Jorge H. Balado, Guillermo 
Ball Limu y Mateo M. Cabales. 

Juzgado Federal de Rosario : 

Doctores Enrique Rossi, Félix R. Alonso, FrancUeo Ri- 
nesi, Angel J. Borzone. Pedro Carrillo, Frnncisco Cateura, 
Orestes A. D'Alo, Salvador Echeguray, Aníbal A. González y 
Kelmcn G. Muro, 

Juzga i o Federal de Santa Fe: 

Doctores Mareos Artiaga Sola, Andrés V. Mathnrin, Faus- 
tino Ppnn, Adolfo Lopes Dommffiirz. Aldo P. Santueei. Ber- 
nardo A. Albornos, Luis A. Candioti, Jorgp J. Christe, Ben- 
jamín W. Recaman y Mauricio A. Venturini. 

Juzoado Federal de Paran* : 

Doctores Juan A. Qcdoy, Miguel M. Sitárez, Manuel 
Aceval. Fermín Uzín Olieron. Rohertn R. Quinorloz, Miguel 
J. Ruiz. Emilio Z. Cnstoíl Tort, Oscar E. Godoy, Reinaldo 
Barbagelata y Julio Calderón. 

Juzoado Federal de Concepción del Uruguay: 

Doctores Enrique M. Cor! ¡na. Juan C. Ceretti, Meiaés Co- 
sarinsky, José M. Gallmo, Carlos D. Girard. Lucilo López Me. 
yer, Ernesto A, Maxit, Delio Panizza, Héctor Rodríguez 
Monzón y Luía María Rodríguez. 

Juzoado Fe eral de Corrientes : 

Doctores Angel Tosetti, Julio César Izaguirre. Roberto 
Antonio Billingburst, Cecilio Hanabria, Francisco F. Contte, 
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José R Mohando, Juan J. Ortiz, Raúl F. Arballo, Pedro G. 
de la Fuente (h) y Juan Carlos Mendiondo. 
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Juzgado Federal de Córdoba: 

Dcctores Roberto A. Ruteler, David M. Carreras, Mo 
Carrara Moroni, Carlos P. Dcheza, Maréelo $ Espinosa, Mi- 

Suel A Ferrer Deheza, Arturo Oran ¡lio, Saúl A. C.onzalez, 
orge Moreira Dernan y Roberto Peralta Pérez. 

JuzoAro Federal de Bell Ville : 1 

Doctores Luis M, Alia-a Ororte<iiii t Tibaldo Vergallj An- 
drade. SéverO Cercz Padilla. Huso Lconelli. Emilio P. MflüB». 
Salvador Milla uro. Guillermo E. Reunís, José L. Rodríguez, 
Scin M. Rndrt*niC7: y Jofié Luis Veseo. 

Juzgado Federal du Río Cuarto: 

Doctores .Julio W. Alonso. Juan M. Cassiry, Montenegro 
Paz Julio Glineur Berne, Ricardo González (10, Noel Muiioz 
Grandi, Miguel C. Paséale, Juan F. Pressaceo. Eduardo Rizzo 
Falco, Antonio L. Subirachs y Teobaldo Zavala Ortiz. 



Juzgado Federal de Santiago del EsterJ) : 



Doctores A trust ín ArpiHay, Rodolfo Arnedo. Antonio Cas- 
tilllione, Juan Delibano Chazarreta, Luciano Fiírueroa Emi- 
1Ío Christi'nsen, Anselmo Luna, Vietorio PernigotU, Eduardo 
Retundo y Benjamín Zavalla (h). 
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Juzgado Federal de Tucuman ¡ 

Doctore» Adriano E. Boureruiffno. Hubo Pisa Luia A. 
Mena, Ramón ViU^r.i Delpado. Juan A. Toledo fj^M* 
Ricardo Colombres. Humberto Casadci, Antonio Bulaeio Nu- 
fiez, Raúl D. Mendilaharzu y Horacio Poviña. 

Juzgado Federal ue San Juan i 

Doctores Sebastián R. Alvo, Emar Aeosta, Armando R. 
Amato. Francisco Aftuilar, Carlos Barrera, Ricardo Cotonibo, 
Hugo L. Correa Mnyano, Bernardo Ivanic, Luía M. Mulljady 
y Rubén D. Sarmiento, 
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Juzgado Federal de San Luis: 

Doctores Francisco M, Tula, Alfredo Zavala Ortiz. Ernes- 
to N, Vital, Alfredo F. Bertín, Vicente A. Zupo, Raúl Sar- 
miento, Juan Carta» Sáa, Dnlmiro Pérez, Audelino Torrou- 
tegui y Alberto Domenieoni. 

Juzgado Federal de Mendoza : 

Calí Américo, Pedro Capmloni, Alberto Corti Vi déla, 
Alberto Chacón, Horacio Dny. Rrdolfn T, Gómpz R. ; Jor^e 
Laliun, Faustino Lorcntc, Ramón T. Lucero y noracio Miri. 

Juzoaiio Federal de San R\pael: 

Doctores Luis Julián Affiiero, Manlio Ardípó. Elias "Boa- 
knin. Luis Rústelo, Alfredo R. Cunrtara. Emilio García, 
Francisco J, Gallardo. Armando O. Pérez Pesee, Daniel M. J. 
Rejullés y Emilio José Reynnud. 

Juzgado Federal pe La Rioja : 

Doctores Tsaae A. Carmona Valmtini, Oscar N. Vera 
Barros. Ancel M. Afrüero. Rno,ue J, Roldan. Ranulfo R. J. 
Bazán Díívila. Maurieio C. de la Fuente, .Torpe E. Granillo 
Fernández. Gustavo Adolfo Castellanos, Salvador de Jesííf* 
Ferreira y Ramón L. Oro, 

Juzgado Federal de Catamarca: 

Doctores Guillermo E. Maldonado Revero Vera, Saturni- 
no Gutiérrez. Osvaldo Gómez Aeníía. Pablo E. Robledo, Adol- 
fo R. Castellanos, Lilis A. Alt limada. Eduardo Acuña, Gui- 
llermo Franco y Luis A. Ahumada Herrera, 

Juzgado Federal de Salta; 

Doctores Marcos R. Zorrilla. Ernesto Paz Chain, Raúl 
Fiore. Arturo M. Fifrueroa. José F. Arias Almapro, Justo 
Aguilar Zapata. Anpel M. Fipueroa, Ernesto Sansón, Ernesto 
L. Lauta if y Angel J. Usandivaras, 

Juzgado Federal de Jujut; 

Doctores Edmundo Silvano Méndez. Greporio II. Guzman, 
Luis S. Cuñado, Eduardo üriondo Toehón, Hugo G. Brizuela, 
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Fatviciano Colp.i (h.), RoI»*>. Corte ««Sé Contólo* Up«, 
Arturo A. Sánete Moia y Mario Biisistnani. 

Todo lo eual dispusioron y mandaron ordonnndo 8» rogia- 

de U do, fe; - ^^1^1^ 
G Valenzvela. - T. 



tmnnvnv qop.WR EL KEíMMEN DE PASES Y 
Tl^NOS nEFEREKTES A LOS 41TH1 AOOS FEDERALES 
EN 1Í0 ITIIMINAL DE IiA CAPITAL 

Fu Hílenos Aires, a veintisirtn do dieiombro do mltTlwre- 
oi ontl ™ rTnta'y o,-l,o. munidos r„ su «KKM g 
p^iilMitn de la Orto Suprema de ■ , " st ^VÍ Si 

L. Alvarez Rodríguez y Don RodolFo O. \ aléñatela. 
Considerando : 

Qn" la ley 13.278 dispone en m aft. Y 'croar un .lujado 
Federal en «Capital de la República. estahW.cndo en el nr - 
SS V m<**r\ solamente en los delitos preveo, por el M 
id Penal v las leves complementaria,, con ipoal .p.r^cemn 
^ e et JuLdo dé Sección en lo Criminal y Correcemnal ac- 

mated" contencioso administrativa n tos dos nuevo. .Tuertos 
SSeii es errados en la ley de Presupuesto gejMjUj W 
para 1918 disponiendo también el pase de ^.-retarías > Pro- 
K^tarÍM de los .luzearlo* existentes a los «nevos y «tribu- 
2Ü S i tí Cnrte fnmllad de reglamentar ta forma en que 
han de dis tribníire los asuntos en trámite y los fc^J*Jf 
crecer í" Cuevas así eomo la ^ n ^^¡ 

zara el funcionamiento de los tribunales creado», una vez que 

'^Ve^roíct del P. B. * fecha 19 de noviembre de 
mX SSi W el Juez 

„* 2 en lo Criminal y Correccional, no habiéndose basta el pre 
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«ente nombrado les titulares de lo* Juzgados Contencioso- 

Administrativos. . - ■ i *. 

Que se hace así necesario reglamentar proviHionaimenw 
el régimen de pases y turnos a que se refieren los arta. 7* y 10 
de la !ey 13.278, teniendo presente que la reducción dn la com- 
petencia del Juzgado que en la ley lleva el n* 1 a la ap"**- 
eión del Código Penal y las leyes complementarias, ceta sub- 
ordinada en el plan de la ley de que se trata a la instalación 
de los Jugados que se destinan a lo Contenciosc-Administra- 
tivo, por lo cual, en las actuales circunstancias ese Juzgado 
conserva la competencia con que actuaba. 

Que la desigualdad de trabajo entre loe Juzgados 1 y ¿ 
mientras el 1 no quede eon la competencia restringida qne la 
ley le asigna al transferir ln Contencioso- Administrativo y lo» 
sumarios de las leyes especiales a los nuevos Juzgados 3 y 4 
debe compensarse en el régimen de turnos. 

Por tanto se resuelve: 

F Que la ¡Secretaría a cargo del Dr. Reyna del Juzgado 
u» 1 en lo Criminal y Ccrreeeional, pasa a formar parte del 
Juzgado n» 2 que recibirá también los .inicios radicados en ella 
en el estado en que se encuentren, debiendo continuar por 
ahora dependiendo «VI Jnz&ado n* 1 las demás sentarías 
que actualmente tiene, entre las cuales están comprendidas las 
dedicadas a leyes especiales y la Prosecretaría a que se refiere 

el art. 7* de la ley. , 

2* Que basta nueva disposición estar:i exclusivamente de 
turno el Juagado n* 2 para el fruncimiento de todas las cansas 
sobre delitos previstos por el Códice Penal y leyes complemen- 
tarias que se inicien a partir del 1* de enero de 1949. 

3» Que el Juzgado n° 1 continuara conociendo en todas 
las causas que actualmente tramitan ante él y de las qne se 
inicien con anterioridad al l 9 de enero de 1Í»4Í», así como de 
las referentes a leyes especiales que se promuevan después de 

esa fecba. . . . 

4* Comunicar al P. E. la presente Acordada, pomenflo 
además en su conocimiento (pie de resolverse la ¡nstaíaetftn de 
los Juzgados 3 y 4 a onc se rofiere la ley 13.278 se disprne 
para ello de los lóenles necesarios. 

Todo fn cual dispusieron y mandaron ordenando se comu- 
nicase, publicase v registrare en el libro correspondiente. — 
TowAs I>. Casares. — Feltpr 8, Peres. — Litis It. F^Nnni 

— JlTBTO T>. ALVAHE» KODRfoUEZ, — RODOLFO G. VaLENZUELA. 

Ramón T. Méndez, Sec. 
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ACORDADA SORBE REFORMAS AL REGLAMENTO 
PARA LA JUSTICIA FEDERAL Y LETRADA DE LOS 
TERRITORIOS NACIONALES 

En Buenos Aires a veintinueve dios del me» de diciembre 
de mil novecientos cuarenta y oebo, reunidos en tm Sala de 
Acuerdos el señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación, doctor Don Tomás D. Casares, y los señorea 
Ministros, doctores Don Felipe S. Pérez. Don Luis R. Longhi, 
Don Justo L. Alvnrez Rodríguez y Don Rodolfo O. Valónamela, 
con asistencia del señor Procurador General de la Nación, 
doctor Don Carlos fí. Del fino, 

Considerando : 

Que por resolución dictada el 15 del corriente en las ac- 
tuacicnes de superintendencia, letra P, n* 10. año 1948. titu- 
ladas "Presidente de la Corte Suprema de Justicia de lo Na- 
ción doctor Don Tomás D, Casares sobro informe referente al 
resultado de la inspección que renl izara en los Juzgados Le- 
trados de los Territorios Nor males de Misiones, Chaco y 
Formosa {Acordada del 5 de noviembre de 19481 se dispuso: 
"l p Encomendar al Secretorio doctor Rey que proyecte opor- 
tunamente los libros y planillas del movimiento de los Juzga- 
dos. Fiscalías y Defensorías de la Justicia Letrado de los Te- 
rritorios Naeionalcs que se ¡mplantarfm y proveerán en todo 
ella con carácter uniforme, y <;ue realice las írestiones necesa- 
rias ante los correspondientes dependeneias del Ministerio de 
Justicia e Instrucción Púhlir'a para nnifnrmar las estadísticas 
que los juoere y funcionario!* de In justicia mencionada deben 
enviar a riicho* Ministerio, a la Cámara bajo cuya inmediata 
superintendencia se liallan y a esta Corte". 

Que diclio proyecto, en lo referente a las estadísticas de 
los juzjrados federales y letrados, y de las cámaras de apela- 
ciones, ha sido presentado el 27 del corriente y o?reprado a las 
actuaciones mencionadas, con una lióla del señor Subsecreta- 
rio de Justicia de la Nación. Don Rafael Ribero, por la cual 
se hace saber la conformidad del Ministerio con dicho proyec- 
to, requerida a efecto de unificar el criterio aplicable en esa 
materia. 

' Que las modificaciones propuestas establecen un sistema 
uniforme en punto a estadísticas que responde a las necesida- 
des actuales y permitirá conocer y fiscalizar mejor la labor de 
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los tribunales federales y letrados; al mismo tiempo que sim- 
plificará las tareas de preparación fie aquéllas mediante la 
provisión de las plan i lina correspondientes por la Corte Su- 
prema. 

Que es, asimismo, conven imite adoptar las otras medida* 
propuestas con el objeto de fiscalizar y tidivar la tramitación 
de les causas criminales y correccionales así cómo la resolución 
de todas Ins que kc hallen en condiciones de ser falladas, de 
formar en los justados refríst rrs de sn propia jurisprudencia 
y de la cpie siente la respectiva cámara de apelación, y de dis- 
tribuir y fiscalizar adecuadamente la publicación de edictos 
en los casos en que no media propuesta de partes. 

Que también corresponde incorporar al Rc<rlnmonto lo 
dispuesto en la Acordado del 2f> de marzo de 10-12 con respec- 
to a la reposición del sellado en tos expedientes enviados a esta 
Corte Suprema por tribunales no federales, supliendo así la 
omisión en qué se lia incurrido, 

Tí csol vieron : 

1* Sustituyese el actual art, 34 del Iíe¡ílnmento para la 
Justicia Federal y Letrada de los Territorios Nacionales por 
el siguiente: 

" Artículo 34. — En fehrero df» cada aún los jueces fede- 
Ics y letrados remitirán al Pnder Ejecutivo de la Nación» a la 
Corte Suprema y a la Cámara de Apelación respectiva, la es- 
tadística correspondiente al año anterior, a cuyo efecto la 
Corte Suprema les proveerá de las planillas necesarias. 

Las cámaras de apelación enviarán las estadísticas de su 
labor al Poder Ejecutivo de lo Nación y u la Corte Suprema. 

A) En la estadística Je los juzgados federales se con- 
signará : 

1 ? El número de causas entradas y falladas, mes 
por mes, enn arreglo a la siguiente clasificación: 

a) Los juicios en que es parle la Nación o nna 
repartición autárquiea. distinguiéndose sepa- 
damente las ejecuciones por contribuciones, 
los juicios ordinarios sobre repetición de las 
mismas, los eontenciesos especiales que auto- 
ricen Tas leyes impositivas, los de expropia- 
ción, las causas (pie versen sobre jubilaciones 
y pensiones, y las demás cansas no compren* 
"didos en esta enumeración dehiendo indicarse 
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respecto de esto» últimas en nota al pie de la 
planilla y en términos generales sobre qué 
han versado. 

b) Las causas sobre habeos corpiut, extradición, 
ciudadanía y natural ilación, enrolamiento y 
servicio militar, infracciones a leyes electora* 
Ips. e infracciones a otras leyes federales, re* 
fi riéndose por separado a cada una de esas 
piases. En nota al pie de la planilla se indi- 
cará en términos pen erales a qué leyes se han 
referido las infracciones mencionadas en úl- 
timo término. 

e) Los juicios criminales por delitos comunes. 
A) Los jnieins correccionales por delitos comunes. 

c) Los pleitos entre particulares o personas ju- 
rídicas, distinguiéndose los ordinarios, los eje- 
cutivos y de apremio, los voluntarios, y las 
dcmiís camas, debiendo indicarse respecto de 
éstas últimas en nota al pie de la planilla y 
en términos peñérales «obre qué Han versado, 

f) Los exhorto*. 

írl Lns pilmas no comprendidas en los incisos 
precedentes, debiendo indicarse en nota at píe 
de la planilla y en términos peñérales sobre 
qué lian verendo. 
2* El número de causas pendientes de sentencia, 

determinando sn naturaleza de acuerdo enn la 

'lasíficacién anterior. 
3* La cantidad de causas pendientes de sentencia 

respeeto de las enales hayan transcurrido los 

pinzas lépales dentro de los que debieron ser 

falladas. 

B) La estadística de los juzgados letrados especificará: 

1* El número de causas entradas y falladas, mes 
por mes, con arreglo a Ja .siguiente clasificación i 

ñ) Los .iti icios en epto es parte la Nación o una 
repartición antárquica, distinguiéndose sepa- 
radamente las ejecuciones por contribuciones, 
los juicios ordinarios sobre repetición de las 
mismas. los contenciosos especiales que auto- 
ricen las leyes impositivas, los de expropia- 
ción, lns cansas que versen sobre jubilaciones 
y pensiones y lns demás cansas no comprendí- 
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das en esta enumeración, debiendo indicarse 
respecto de estas últimas en nota al pie de la 
planilla y en términos generales eobre qué 
han versado. 

b) Las causas sobre hahra* rorpv*, extradición, 
eittdiiflattía y natnraliziieiéii, enrolamiento y 
servicio militar, infracciones a leyes electora- 
les, o infracciones a otras leyes federales» re- 
firu-ndoso par separarlo a caria unn de esas 
Masos. En nota al pie de la planilla se indi- 
cará en tt'r minos generales a que leyes se han 
rrf crido las infracciones mencionadas en úl- 
timo término. 

e) Los .inicios criminales per delitos comunes. 

d) Los juicios correccionales por delitos comunes, 

e) Les exliovtos. . t 

f) Tias ca usas sobre inscripción en el Registro 

Civil, . . 

g) Los inicios sobro ratificación de partidas del 

Tíeu-istro Civil. 

h) Las informaciones, debiendo indicarse en no- 
to al pie de la planilla y en termine* peñéra- 
la solnv qué lian versado. 

i) Los plcitns entre particulares o personas Ju- 
rídicas. distingni'Uidn loa ordinarios, los eje- 
cutivos, y de apremio, las sucesiones, los con* 
enrsrs. las quiebras, los referentes al contrato 
de trabajo, y las demás nansas, debiendo in- 
dicarse respecto do estas últimas en nota al 
pío de la planilla y en términos generales, 
sobre qué ban versado. 

j) Las cansas provenientes de la justicia de paz. 

ÍO Las causas no comprendida* en los incisos 
precedentes, debiendo indicarse en nota al pie 
de la planilla y en términos generales sobre 
qué hall versado, 
oo YA número de causas pendientes de sentencia, 

determinando su naturaleza de acuerdo con Ja 

clarificación anterior. 
3» La cantidad de causas, excepto las provenientes 

de la justicia de paz, pendientes de sentencia, 

respecto do las cuales hayan transcurrido los 

plazos legales dentro de los que debieron ser 

falladas. 
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4* La cantidad de causan prevenientes de la justicia 
de paz pendiente» de sentencia respecto de las 
cuales hayan transcurrido los plazos legales den* 
t,o de los cuales debieron ser fallados. 

C) Las cámaras federales que sólo ejerzan superinten- 
dencia sobre juzgados federales enviarán al Poder 
Ejecutivo de la Nación y a la Corte Suprema, en la 
época establecida, una estadística en la forma pro- 
vista en ei inciso A). 

D) Las cámaras federales que ejerzan superintendencia 
sobre juzgados federales y letrados, y las cámaras de 
apelaciones del Norte y del Sur enviarán al Poder 
Ejecutivo de la Nación y a la Corte Suprema, en la 
época establecida, una estadística en la forma previs- 
ta en el inciso B), con exclusión de los renglones 
referentes a las cansías provenientes de los juzgados 
de paz. 

E) Los jueces federales y los letrados enviaran, ademas, 
en la oportunidad indicada en la primera parte de 
esto artículo, a las autoridades que allí se mencionan, 
una planilla, que la Corte Suprema les remitirá, en 
h\ míe indicaran mes por mes el numero de los autos 
interlccutorios y de las providencias de trámite dic- 
ta'dos, de las audiencias realizadas incluidas las in- 
dagatorias y Ins cargos, de los oficios, mandamiento» 
y cédulas diligenciados, de los testimonios, certifica- 
dos e informes expedidos por Secretaría, de los che- 
ques libradrs y de las legal iza fiónos pf rehuidas. En 
planillas correspondientes a los jueces letrados de los 
territorios nacionales se especificará, nde ais, el mi* 
mero de libros rubricados y el de inscripciones en la 
matrícula de comen-iantcs en el Rcjristro Público de 
Comercio y en el Registro do lia adates, separada* 
mente, 

P) Las cámaras redórales y las de apelaciones del Norte 
y del Sur enviarán igualmente al Poder Ejecutivo 
lio la Nación y a la Corte Suprema, una planilla aná- 
loga con los datos correspondientes a ella; ArVmá», 
consignarán en otra planilla el n niñero de relució- 
nos confirmadas y el de revocadas con respecto a 
cada uno de los jueces. 

Ci) A efecto de la preparación de Jas estadísticas a que 
se refieren los incisos procedentes se anotará diaria- 
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mente por Secretaría tanto en las Cámaras como en 
les Juzgados, en planillas que la Corte suministrará, 
las cifras correspondientes, que serán sumadas men- 
sual mente y presentadas por Secretaría al magistrado 
de quien dependa". 

2* Ine»rpóranse ni Reglamento la» siguientes disposi- 
ciones : 

a) Art. 34 bis. — Los juzgados federales y le- 
trados y las cámaras de apelación llevarán 
un registro de los expedientes en estado de 
sor resueltos clasificados, por una parte, por 
orden cronológico de entrada a sentencia, y, 
por otra, por la índole de la causa con arre* 
glo a la distribución cstableeirln en los inci- 
sos A) y I?) del art. 34 modificado, según 
sea el caso. En esta segunda parte del regis- 
tro serán especialmente señaladas las causas 
comprendidas en la enumeración del art. 35. 

b) Art. 32. — Agrégasele al final lo siguiente i 
"Los juzgados enviarán, además, a In respec- 
tiva cámara de apelación, un duplicado de la 
nómina que eleven a la Corte Suprema". 

c) Art. 32 bis. — Los juzgados llevarán un re- 
gistro público en el que se agentarán las de- 
«limaciones de diarios, periódicos o revistas 
efectuadas por e! juez para la publicación, do 
edictos sin que baya mediado propuesta espe- 
cia 1 de parte. "En este registro se indicará, 
además, el nombre de la cama, su naturaleza 
y monto. Trimestralmente se elevará a la Cor- 
te Suprema y a !- respectiva cámara de ape- 
lación una nómina de esas designaciones con 
íns menciones expresadas. 

d) Art. 32 ter. — Cada juzgado letrado llevará 
un registro de la jurisprudencia de la cámara 
de apelación respectiva, a cuyo efecto cada 
unn de éstas enviará a los juzgados que de- 
pendan de ella, copia de los fallos de especial 
interés une dü'ten en lo sucesivo. 

e) Art. 173 bis. — Cada juzgado, federal o le- 
trado, enviará trimestralmente a la cámara 
de apelación respectiva una planilla referente 
a las pausas de índole criminal o correccional 
en trámite en la cual se indicará el número 
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de cada expediento, la fecha de su iniciación 
en el juagado, el delito o la infracción impu- 
tados, el estado de la causa, ai el procesado 
se halla preso o no, y se anotarán las obser- 
vaciones que el juet considere pertinentes, 
f ) Art, 116 bis. — Ls reposición del sellado en 
los expedientes remitidos a la Corte Suprema 
por tribunales federales o no deberá efectuar- 
se una ves devueltos aquéllo», en el tribunal 
de donde procedieron. A esc efecto se comu- 
nicará por Secretaría, en cada caso, al pro- 
curador fiscal federal de la jurisdicción res- 
pective, la devolución de los expedientes en 
esas condiciones. 
3» Las disposiciones precedentes serAn aplicadas de in- 
mediato, sin perjuicio de la oportuna remisión por 
esta Core Suprema de las planillas que en ellas se 

mencionan. '■■ . t «- 

4 9 Remítase copia de esta Acordada al Ministerio de 
Justina e Instrucción Pública de la Nación, a los 
juzgados federales y letrados de tos territorios nació- 
les y a las respetivas cámana de apelación. 

Todo lo eual dispusieron, ordenando se comunicase y pu- 
blicase, registrándose en el libro correspondiente. — Tomas 
T> Casares. — Felipe S. Pérez. — Luw R. LoNam. — Justo 
L Alvarez Rodríguez. — Rodolfo O. Valenzuela. — C ar 
los O. Del fin o. — Ramón T, Méndez, See. 
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Año 1949 — Febrero 



JOSE A. GERINO v. FERROCARRIL DE BUENOS 
AIRES AL PACIFICO 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitas fórmale*. Introduc- 
ción de ta cuestión federal. Oportunidad. 

La oportunidad en que haya sido introducida la cuestión 
federal en el pleito es indiferente, a los efectos de la pro- 
cedencia del recurso extraordinario, cuando el tribunal 
apelado la lia examinado y resuelto. (' ) 

RECURSO EXTRAORDINARIO'. Requisito* propia». Relación 
directa. Sentencias con fundamentos no federales o fedérate» con' 
sentidos. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado tan 
bó!o en la interpretación del art. 193 del Reglamento Oral, 
de Ferrocarriles contra la sentencia que lo declara inapli- 
cable al caso de autos por considerar que la interpreta- 
ción opuesta sería contraria a los arts. 50 de la ley 
n* 2873 y 179 del Cód. de Comercio, conclusión no 
cuestionada por el recurrente. 



O) T fie febrero do 1940- FaJloi; "U6, 80; 188, 482; 204, ,106; 
200, 274. 
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ANTONIO GONZALEZ v. CIA. DE SEGUROS LA 
EQUITATIVA DEL PLATA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
neta. Sentencia con fundamentos no federales o federales consen- 
tidos. Fundamento* de orden local y proceml. 

Rechazada la excepción de tttü pendencia sobre la base 
de fundamentos no fedérale» —interpretación de la ley 
N* 4548 de la Prov. de Bueno* Aire» y alcance de las 
respectivas actuaciones administrativa-'— suficientes pa- 
ra sustentar el fallo apelado, no procede contra cate el 
recurro extraordinario aunque se invoquen normas cons- 
titucionales, que careeen de relación directa c inmediata 
con lo resuelto en la cansa. (*) 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconstitucio- 
nal triad. Decretos nacionales. Varios. 

El art 4* del decreto n* 32.347/44, en cnanto establece 
la opción para demandar ante loa jueces del domicilio 
del demandado, es constitucional mente válido. (*) 



ANTONIO PAJARO DOBALO 
EXTRADICION: Extradición con países extranjeros. Prescripción. 

ITahiendo transcurrido scirím nuestras leyes el termino 
de prescripción de la acción nenal y atento lo dismiesto 
en el art. 9 del Tratado de Extradición cen España d« 
1881, nn procede la extradición de un acusado de homi- 
cidio solicitada por las autoridades de dicho país. 

EXTRADICION: Extradición con países extranjero». Ganerali- 
dades. 

No incumbe a los jueces de la Nación requerida de ex- 
tradición el jnüírnmiento del fotvM del proceso ni de lft 
culpabilidad o inocencia del individuo reclamado. 



(1) 7 Ae Ubrera fte líMÍ». Pallo»: 201, 588. 

(2) Fallm: £07, 21«; 208, 97; 210, 893. 



- 

DI JUSTICIA DE LA XACIÓH 13 

* 

FALLO DE LA COCTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de febrero de 1949. 

Vistos los autos *' Pájaro Do balo Antonio — Exhor- 
to de España, solicitando la extradición *% en los que 
se ha concedido a fs. 42 el recurso ordinario de apela- 
ción. 

Y considerando : 

Que como lo establece el auto de fs* 18 t confirmado 
por sus fundamentos a fs. 40, ha transcurrido en la 
especie con exceso el termino de la prescripción de la 
acción penal, con arreglo a lo preceptuado en el art 
62, inc. 2 del Código de la materia. 

Que en presencia de lo dispuesto en el art, 9 del 
Tratado de Extradición con España de 1881, el pronun- 
ciamiento recurrido debe ser confirmado. 

Que a juicio de esta Corte la sentencia de fs. 91 
del expediente agregado por cuerda no tiene más alcan- 
ce que la comprobación de la inexistencia de los recau- 
dos necesarios para la extradición en el procedimiento 
anterior, de acuerdo con la doctrina, reiterada a fs. 36 
de estos autos, según la cual no incumbe a los jueces de 
la Nación requerida el juzgamiento del fondo del proce- 
so, ni en particular de la culpabilidad o inocencia del in- 
dividuo reclamado, Ello, sin embargo, no modifica el 
pronunciamiento a dictar, con arreglo a lo expresado 
en el primer considerando. 

Eu su mérito se confirma la sentencia apelada de 
fs. 40. 

Tomás D. Casares — Fbljsq S. 
Pérez — Luis R, Loxghi — 
Justo L. Alvakez Rodríguez 
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LUIS PESCI v, THE PATENT KNITTING CO. S. A. 

RECURSO EXTRAORDWARtO: Requisito* propio*. Cne»t¡4» fe- 
deral Cuettiane» fedérale» «implen. Interpretación de la Constitu- 
ción Nacional. 

Procede el recurso extraordinario fundado en que im- 
perta violación de la pnrantía constitucional de la pro- 
piedad acordar indemnización al obrero industrial des- 
pedido sin prcaviso que, con arreplo a la jurisprudencia 
vipente en el lupar y tiempo del despido, earceia de 
aquel derecho por no alcanzar a los obreros de la industria 
los beneficios de la ley 11.729. 

PAGO'. Principio* aenefates. 

El cumplimiento de las obl ¡paciones conforme a la ley y 
a la jurisprudencia vipentes en el tupar y tiempo del 
despid». libera definitivamente al deudor de aquellas 
y de los eventuales cambios de las mismas, provenientes 
de las modificaciones sobrevinienteu de la intcrprctacioji 
judicial que no podrían serle exipidas sin violencia de 
los arts. 14, 16 v 17 de la Constitución Xaeional, toda 
vez que se le privaría de un derecho adquirido. Por ello 
procede revocar la sentencia que. fundada en ser la ley 
o jurisprudencia aplicable la imperante en el momento 
en que se ejerce el derecho, admite la demanda sobre 
indemnización por despido promovida por un obrero in- 
dustrial que con arreplo a la jurisprudencia vipentc en 
el Inpnr y tiempo en que fué despedido no teníu derecho 
a ser indemnizado. 

Sentencia del Juez dei. Tiiabajo 

Buenos Aires, octubre 19 de 1948. 

Y vistes; resultando: 

A) Que a fs. 2 comparece IX Luis Pesci por su propio 
derecho, promoviendo demanda contra The Patent Knitting 
Co R. A., por cobro de $ 320 m/n. Manifiesta que inpresó a 
trabajar para la demandada como tejedor, con un salario 
diario de $ 6,40 m/n. en fecha 23 de aposto de 1987 'hasta el 
15 de febrero de 1939, feeha esta ultima en que fué despedido 
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sin abonársele indemnización. Funda su derecho en las dispo* 
siciones de la ley 11.729. Pide costas. 

^ B) A fs. 25 contesta la demandada neptunio los hechos 
articulado» en la demanda, en enanto no coinciden con las 
afirmaciones expresas que formula. Man i fiesta que el actor 
ingreso a la fábrica fie la demandada en fecha 23 de agosto 
de 1£>37 hasta el 15 de febrero de 193Í). trabajando a destajo 
y que el total percibido durante los 18 meses que aproxima- 
damente trabajó fui 1 de $ 1.815,10 m/n., lo que significa un 
promedio mensual de $ 100, 83 m/n. Opone la incompetencia 
de jurisdicción y alega la inconstitucionahdad del art. A 9 de 
la ley 12.ÍM8 por considerar que los Tribunales dol Trabajo 
de ta Capital Federal son incompetentes para entender en el 
CafiO, totla vez que el contrato de trabajo fué concertado y 
tuvo ejecución en Berisso (Provincia de Buenos Aires), de- 
jando planteado el caso federa) para recurrir a la Corte Su- 
prema de Justicia en virtud de lo dispuesto por el art, 14, 
inc. 2°. de la ley 48. Agrega que el actor no tiene derecho al 
reclamo que formula por cnanto de acuerdo n la jurispru- 
dencia plcuaria del tribunal competente a la época que trahajó, 
en su caso la Suprcmn Corte de la Provincia de Bueno* Aires, 
como obrero de la industria míe fué no esífiha amparado en 
forma alpiinn por la ley 1.1.720. y no habiéndose dado el pre- 
aviso en base a ello, se pretende ahora una indemnización por 
falta del mismo cuando es evidente que tlíngfuna responsa- 
bilidad puede recaer sobre la demandada por la falta de dicho 
prca viso. Pide el rechazo de la demanda con cestas. 

Vencido el término deí art. <10 de la ley 12.048, correspon- 
dió a este juzgado conocer en el presente según constancia de 
/s. 41 vta. A fs, 42, corre el dictamen fisenl que aconseja 
rechazar la excepción de incompetencia de jurisdicción opuesta. 
A fa. 42 vta., se dictó la resolución citando a las partes 
conforme dispone el art, f>i> de la ley citada precedentemente 
y a fs. 46 se realiza la audiencia correspondiente con la sola 
asistencia de la demandada, quién solicita se resuelva la ex- 
cepción opuesta al dictar sentencia y hace nso del derecho 
de alegar. 

Y considerando: 

I. Que atento lo expresado por la demandada a fs. 46; 
la excepción opuesta por la misma debe sor considerada eemo 
defensa de fondo, To que así se declara. 

II. Visto !o dictaminado por el Sr. Representante Fis- 
cal a fs. 42, cuyos términos comparto, atento lo resuelto por 
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la Suprema Corte de Justicia de ta Nación en les auto» que 
cita el pre-aludido dictamen y !o resucito por c! suscripto en 
caeos análogos, resuelvo rechazar la incompetencia de juris- 
dicción, por inconstitucional idad del art. 4* de la ley 12.948, 
opuesta por la accionada, declarando que conferme lo ha 
declarado el Tribunal Superior, la citada disposición legal no 
vulnera ley o traranlía alguna siendo en su consecuencia cons- 
titucional y declarando la competencia del suscripto para 
entender en loa presentes autos. 

III, Que habiendo reconocido la demandada en su res- 
ponde la rescisión del contrato de trabajo, argumentando para 
justificar m falta do prca vis» que no estaba obligado a darlo, 
debe considerarse que este punto de la litis, es decir el des- 
pido, s=e encuentra acreditado y se hn producido por voluntad 
de dicha parte. 

IV, Estos tribunales lian declarado en forma reiterada 
que la ley o jurisprudencia aplicnhle a los casos que no han 
sido pactados o liquif'ado* legalmente, es la imperante en el 
momento que se ejercita el derecho que se invoca. 

En tal sentido se ha pronunciado el suscripto entre otros 
casos in té "Saraeho .T. L. v. Celulosa Anr. H. A. exp. n* 1965/ 
47", confirmándose la sentencia pertinente por la Excma. 
Cóm. de Apelaciones. Sala II. en feehn 28/5/48. y a sus fun- 
damentes se remite brevitatis musa. 

En el eosn de autos, la defensa esgrimida pnr la necio- 
nada, nn tiene asidero le^al. ya que en fnrma unilateral 
procedió a In resolución del contrato d" trabajo, basado según 
ella, en la jurisprudencia interpretativa de Tos Tribunales de 
la Provincia de Buenos Aires, acerca de la ley 11.729 y en 
que su sola actitud haría cosa jugada al respecto. 

Es evidente que el actor conforme los normas aplicables, 
pude como lo ha hecho y mientras su derecho no prescribiera 
por el transcurso del termino enrrespnndicnte, aguardar para 
iniciar la acción pertinente a fin de losrrnr el pago de U 
inderanizjieión que estima le corresponde y siendo de aplicación 
la jurisprudencia imperante que declara comprendidos a loa 
obrero* de la industria en el beneficio de las indemnizaciones 
preseriptfm per el art. 157 del Cód. de Om. corresponde sea 
indemnizado por el despido arbitrario producido, lo que asi 
se declara. 

V, Atento la forma en qne filé contestada la demanda y 
no habiendo ninfcuna de las partes aportado elementa para 
la estimación exacta del promedio mensual ce ^respondiente al 
reclamante, el suscripto considera equitativo fijarlo en $ 130 
moneda nacional. 
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Así resuelto, la accionada deberá pagar al actor: Por fal- 
ta de p reaviso, $ 130. — m/n., y por antigüedad, $ 130. — m/n. 

Por las consideraciones espuestas y conforme las dispo- 
siciones del art. 4* de la ley 12.948 y 157 del Cód. de Com., 
fallo: Haciendo lucrar a la demanda instaurada por D. Luis 
Pese i contra The Patent Knitting Co. S. A. y condenando a 
la demandada a pagar al actor la cantidad de $ 2G0. — m/n., 
dentro de los 5 días de notificada, con cestas. — Elias A t 
Arambarri. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Al contestar la demanda el hoy recurrente sostuvo 
qnc el despido del actor, obrero industrial que presta- 
ba servicios en la Provincia de Buenos Aires, por la 
época en que se produjo — 1939— no acordaba a éste 
derecho a indemnización, y que la ventaja o beneficio 
que para el demandado suponía esa falta de obligación 
a indemnizar, constituía para él un derecho de propie- 
dad de! que no podía ser privado por aplicación de una 
jurisprudencia muy posterior (fs. 26/27 de los autos 
principales). 

En tales condiciones, habiendo desestimado el fa- 
llo de fs. 47 tal pretensión, el recurso extraordinario 
interpuesto a fs. 52 ha sido mal denegado a fs. 55 vta. 
y así corresponde que lo declare V. E. — Bs. Aires, di- 
ciembre 31 de 1948. — Carlos G. Delfim. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 7 de febrero de 1949, 

Vistos los autos "Recurso de Hecho deducido por 
la demandada en los autos Pesci Luis o./ The Patent 
Knitting Co. S* A.", para decidir sobre su procedencia, 
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Y Considerando : 

Que en circunstancias similares a las tle autos — Fa- 
llos: lili, U'Trt y los allí citarlos— esta Corte lia decla- 
rado procedente el recurso extraordinario. 

En su mérito y |>or los funda meatos del dietamen 
del Sr. Procurador General se declara mal denegado 
el recurso extraordinario a fs, 55 vta. del principal. 

Y considerando en cnanto al fondo del asunto por 
no ser necesaria más substanciación : 

Que lii demandada lia sostenido — f& 25, núm. 4 — 
que Pesei carece tic derecho a reclama r lo ijue pide 
— niín, ltiO por taha de preaviso y in$n. 1G0 por anti- 
güedad — porque con a r reírlo a la jurisprudencia vi- 
gente en t*l ingaí y tiempo del despido, no le alcanzaban 
los beneficio* tle la ley 11.7-í), Ks,,i circunstancia no so 
desconoce por la sentencia apelada — fs» 47 — que ad- 
mite la demanda sobre la base de que la ley o jurispru- 
dencia aplicable es la imperante cu el momento que se 
ejercita el derecho, la que declara comprendidos en el 
régimen de la ley 11.7:íí>, a Jos obreros de la industria. 

Que tal decisión es contraria a la doctrina de la 
sentencia de esta Corte transcripta en Fallos: 211, 1278 
y de los precedentes (pie allí se mencionan y con arre* 
glo a la cual el cumplimiento de las obligaciones con- 
forme a la ley y a la jurisprudencia vigentes, en opor- 
tunidad del pago, — no desconocido en la especie — li- 
bera definitivamente al deudor de aquéllas y de los 
eventunles cambios de las mismas, provenientes de las 
modificaciones sobrevinienles de la interpretación ju- 
dicial, que no podrían serlo exigidas sin violencia de 
Jos nrts. Í4, líi y 17 de la Const. Nacional. 

Que corresponde así revocar la sentencia apelada 
en lo que lia sido objeto del recurso. 
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En su mérito se revoca la sentencia apelada de ffl. 
47 en lo que lia sido objeto de recurso extraordinario. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 

PÉREZ — LlTlS B. LONGUI — 

Justo L. Alvarez Rodríguez. 



JTAX PEDRO I1BMMIX0KEN v. "PALMAT", IMPOR- 
TACION, EXPORTACION Y 1ÍEPRESEXT AL' IONES 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia territorial. EU- 
mentos determinantes ln<w del ñamhilio * J' ,s P»rtes. 

No estando nroiíftdó en autos que se baya convenido ex- 
presa n i^plídtamentc un lagar, pura el cumplimiento 
áél contrato, para lo cual un basta la presentación de 
documentos enva áüteüticfftacl no lia sido reconocida m 
acreditad», la «ceión tendiente n obtener la rescisión de 
dicho intrato debe tramitar ante el juez del dnmieilio del 
demandado, por tratarse de una acción personal. ( ) 



LUIS HAS I LE v. DIRECCION í; EN ERAL DEL 
p PC ESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS REDITOS i Procedimiento tf reettno. 

Xo es arbitrario el procedimiento seguido por las a ut ori- 
lles del impuesto a los réditos para practicar la estimación 
de oficio si, por una parte, el con tribuyen le ma infestó en 
ei acta labrada por los inspectores fiscales su conformidad 
con las observaciones formuladas por ellos y, por otra 
parte, antes de proceder a estimar la renta se notificó al 
interesado, conforme a lo dispuesto por la ley. 

(l) 7 de febrera de 1949. FuIIob: 187, 031; 105, 322¡ 196, 256. 
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IMPUESTO A 108 REDITOS: Rédito* del comer do, de te ¡ndut- 

Procede mantener la estimación de oficio practicada por 
las autoridades del impuesto a los réditos aceptando las 
anotaciones llevadas por el contribuyente en ferma correc- 
ta y concordantes con otros elementos de juicio y dese- 
chando las que no llenan esas condiciones, para efectuar 
el cálculo con arreglo a coeficientes obtenidos por la 
experiencia respecto de la clase de negocio de que se 
trata y concordantes con manifestaciones formuladas por 
el contribuyente en oportunidades anteriores. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, 28 de agosto de 1047. 

Y vistos: Para resolver estos autos caratulados "Basile 
Luis e/Gobierno de la dación s/repet¡cíón'\ de los que resulta: 

Que a fs. 3, D, Enrique López Rivarola, en representa* 
eión de D. Luis Basile promueve demanda contra el Fisco 
Nacional por repetición de la suma de $ 20.000. — m/n., o la 
que mis o menos surja de la prueba de autos, indebidamente 
abonadas por impuesto a los réditos, el 20 de marzo de 1944, 
como resultado de la estimación de oficio del 21 de octubre 
de 1942, confirmada por resolución del 11 de febrero de 1044. 

Manifiesta que interpuso el debido reclamo administrativo 
de repetición. 

Da como fundamento de la demanda los siguientes hechos. 
Que la fiscalización impositiva impugnó las declaraciones ju- 
radas presentadas voluntariamente por su representado y de 
oficio estableció un presunto saldo deudor de $ 22.144,58 m/n. f 
correspondiente a los períodes comprendidos entre el 1* de 
enero de 1037 y 30 de junio de 1942. Que esa cantidad por 
prescripción ee redujo a $ 20,66000. Que la Dirección Ge- 
neral, se fundó -ti que las anotaciones de lo* libros de conta- 
bilidad del con tribuyen te carecen de docnmentRción necesaria; 
que la consijrnarión de cifras plobides imposibilita el análisis 
de loa precies de venta: que los ingresos por el negocio de 
peluquería y los gastos de los establecimientos comerciales se 
han aceptado por tener ta necesaria documentación; que las 
denuncias nanearías de bienes son insuficientes para estable- 
cer el producido de los mismos; que la campaña periodística 
que se da como causa de la disminución de utilidades se 
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refiere a la último jugada de 1941; que en una publicación 
de varios comerciantes del 26 de marzo de 1943, entre loa 
cuales se encuentra el recurrente, se denunciaron coeficientes 
análogos a los fijados en la estimación de oficio. 

Sostiene, expuestos estos antecedentes; a) que et proce- 
dimiento observado en la determinación del impuesto es nulo. 
En el acta labrada el 5 de ectubre de 1942, el empleado de 
réditos dejó constancia del buen estado fie conservación de los 
objetas amortiza bles, y fijó una amortización del 6 % anual, 
refiriéndose a los bienes de distintos establecimientos de pro- 
piedad del actor, cuando se limitó a practicar la inspección 
y levantar un arta en la casa de comercio de la calle Callao 
246. Que el coeficiente de amortización es antojadizo. Que 
los funcionarías de réditos no formularon el emplazamiento 
dispuesto por el art. 6 de la ley 11,683, siendo per ello nula 
la estimación de oficio; b) que la Dirección al pronunciarse 
en el recimo de reconsideración prescindió de los elementos 
de prueba ofrecidos. Que en la estimación se aceptó en parte 
las anotaciones contables. Que se rechazaron respecto de las 
ventas de billetes de lotería. Que la eontabilización de esas 
operaciones se ba efectuado por jugadas, no pudiendo consi- 
derarse global sino individual, no siendo aceptable la anota- 
ción por cada venta particular de loterías. Que los libros 
debieron aceptarse o rechazarse de plano. Que las declara- 
ciones de bienes a las instituciones banca rías ban sido injus- 
tamente rechazadas como prueba de les beneficios ebtenidos 
del comercio. Que la campaña periodística no se concretó a 
una sala jn irada. Que se negó la Dirección a admitir el 
testtmnnío de otros vendedores de lotería*, no obstante ser 
admisible la prueba testimonial. Que la pnhlicación del 16 de 
marzo denunciando porcentajes de beneficios, es real, pero 
se deja de lado oue tales coeficientes se fundamentan en el 
decreto del nno 1943, posterior al perínno nue comprende la 
estimación de oficio; c) que la liquidación del gravamen por 
la Dirección General no se funda en hecho» conestentes. Que 
se aceptaron las anotaciones de compra de billetes y no las 
de venta, sin una presunta inexactitud de los libros. Que 
la presunción fiscal se aplicó en la forma mós severa por 
coeficientes de carácter general que no responden a los alti- 
bajos de comercio de lotería. Que las coeficientes emnlcados 
por Ta Dirección son a veces inferiores a los que resultan de 
las anotaciones de ventas del actor. Que en el año 1940 
hubo anulación de jugadas, de series y rebaja de emisiones. 
Que en el año 1941 por circunstancias que destaca hubo dis- 
minución en los porcentajes del producido de las ventas. 
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Solicita i rite rosos y costas, 

A fs. 21 contesta la demanda 1n Dirección General del 
Impuesto a les Réditos. Sostiene qnc corresponde su rechazo» 
con costas, porque los procedimientos en cuy» virtud se de- 
terminó el impuesto son válidos, habiendo prestado el Sr. 
Tínsile expresa conformidad con los miemew, crino resulta del 
acta que se levanté con tal motivo. Que la Dirección estmw 
de oficio, de acuerdo a las fáetiltadéi que le con fiero el art, tí 
de la ley t o., sin violar sih normes en nminin mo- 

mento, y que en el reeuí8o de reconsideración se tomaron on 
Ctleiita debidamente los datos aportada per aqw'T. habiéndose 
desestimado en Forma fon Inda. Que en cu mil o :i )íi liquidación 
del jrravameri no es podblc admitir las afirmaciones del ae-tor 
de que U* funcionario de rédibs ¡mnuírnaron cierta contabi- 
lidad v un otra, no-s do !ns nntr<-rdcii1r>¡ acumulados residía 
que no llevaba libros de comerció por partida doblo y .*í sola- 
mente libros de cu t radas y salidas y esto sólo en tYrma .¿labal. 
Que es Wftimu que so haya aceptad» solamente el monto de 
las compra íí y «pie f:>s anotaciones une el contribuyente preten- 
dió hacer valer hó <e liaban respaldadas por los comprobantes 
coi responcl ¡entes, Que las declaraciones de bienes constituyan 
simples manifestaciones ele estadn patrimonial, extrañas a las 
tíosibles ganancias v que cu una publicación del Tfi de marzo 

de 1ÍH3 el recurrente v otros comerciantes dejara». I'h-mmi- 

tcs de utilidad bruta similares n los aplicados por la Dirección 
General. 

Considerando i 

1" Que en ¿«anta a la primera cuestión neo plantea la 
totora — la nulidad <1<'1 nroeecíimieíltíí de inspección fiscal — 
ella carree de toda razón y andero fegjá: Resulta de autos* 
claramente establecido, (pie la inspección se íealiíÓ en el nego- 
cio de la calle Callao líííí y nó en las sm-n reales *' debido a que 
1n contabilidad se éuctícotrn mniráimfa m k casa central 
„ ludida donde ¡os fnneioTiarios de la IVíi.l.lí. compulsaren 
tarhttt los ei-m probantes" — test, de la aepua. fs. ó:t vía, — . 
Atrretra el test 'ero "que el Se. Mhn funcionario de ta DCJ.I.IÍ. 
estuvo unas diez veces y el Sr. Bweaplia. también funcionario 
de la lXf¡ 1.1?.. una sola vez, durando rada visrtu unas dm llo- 
ras"; con lo ciíal se certifica que no lia Paitado diligencia, ni 
se ha preséindldio de las fuentes de información necesarias 
paro iuzííiír de la veracidad de las declaraciones juradas pre- 
sentadas por el contribuyente. El cxiwrn de las anotaciones y 
comprobantes se hizo dontle se encontraban centralizadas, en 
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cnanto a la falta de comprobación de) estado de los efectos a 
los fines de la amortización, tampoco es eficaz lo impugnación 
del actor. El empleado Albo utilizó para establecer el coefi- 
ciente la declaración del contribuyente que presta plena con- 
formidad con el 6 fo como cuota anual de amortización (ver 
acta de fs, 18 del expediente de estimación de oficio). Por 
otra parte no lia deán Miado en autos *pie dicho coeficiente no 
sea el que garres ponda, ni este hecho constituye la causa fun- 
damental del agravio y la razón de este juicio, ni que se haya 
prescindido de la documentación del Cfint rihnyente. 

2 V Desestimada la impugnación basada en la nulidad del 
procedimiento fiscal, corresponde juzgar de la impugnación 
(pie se hace al criterio que para la intimación de oiiein empleó 
ln Dirección (¡enera!, circunstancia qué constituye el argu- 
mento hás»en de ln acción de repetición, 

Ke sostiene la indivisibilidad de la información documen- 
tal, pero elle, mn ni f ¡estamento; éóló podría sustentarse si el 
contribuyente, qué ejerce el comercio, hubiera llevado una 
contabilidad con ¡as debidas normas legales — art 6? de la ley 
11.6S3 — (ver pericia con (a ble n fs. 117). 

Pe Iiih ¡mol aciones llevadas per el áetqr del giro de su 
comercio, se h:i separado a los efoctrs de hi formación del bn- 
lauce fiscal, los ingresos por el negocio de peluquería, y sub- 
loeneión, así eomo les eírrcsus para el susteniiMÍentn de los 
establee í míen tos de su propiedad y previsión de billetes de 
lotería, de loe ín«Trsrs producidos por la venta de hs mismos. 

La aceptación parcial fie las anotreiones, está debidamente 
fundada cu razones que el suscripto considera pertinentes. Se 
exponen n IV. IT 4 de los mitos ampliando las consideraciones 
qi e aí respecto se bae m por la iurpeeeíón a fs. 32 del expe- 
diente de estimación de oficio. So expresa en cimillo al valor 
de compra de tos billetes de lotería, "qtíé las anotaciones de 

compra de los billetes han sido aceptadas per la Dir úón por 

considerar que los precios de compra prc^eiitail una mayor 
uniformidad ffU" h^ de venta y por ser posible cualquier con- 
tralor al ¡respecto con las constancias «pie lleva la Administra- 
ción Nacional de Lotería". 

La impugnación de las anclar iones de las ventas de. bille- 
tes y su estimación de oficio, punto capital de este pleito, re- 
conoce las siguientes razones; La primera, que dichas anota- 
ciones no se han hecho por operaciones o bien por día. en 
forma que permitiera fiscalizarse las fluctuaciones tpic se pro- 
ducían per la libre especulación en los precios de venta. La 
segunda, de orden substancial y determinante de la presunción 
de fraude, que las utilidades brutas declaradas por las venta» 
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de billetes no guarda relación con los estudios realizados en 
el ramo. 

Como se ve, explicativa y satisfactoria es la discriminación 
que se lince en las anotaciones «leí actor, Se impugna el rubro 
en el cual cabe el ocult amiento, que está fuera de la documen- 
tación por comprobantes, como los pastos de manutención del 
negocio, y loe ingresos de peluquería y por subtncación, o sus- 
ceptibles' de cnntrol. como la adquisición de los billetes de lo- 
tería. Y el Acuitamiento de los verdaderos ingresos en la venta 
d> billetes se desprende de la ce nfront ación de los que fueron 
denunciados, con los que resultan de aplicación los coeficientes 
que la Dirección lia obtenido de las verificaciones en comercios 
análogos. Se trata de uno referencia estadística, autorizada 
por el art, 6°, apartado 2*. de la ley Jl.fi83. En la estimación 
de oficio puede acudir la Dirección, como lo lia hcclio en este 
caso, a dates o elemente* de juicios que obren en su poder, como 
ser los que 1c proporciona la experiencia en la recaudación. 

Ahora bien, a los coeficientes obtenidos por la experiencia 
de la Dirección General en las comprobaciones impositivas 
efectuadas en negocios similares, se agregan algunas circuns- 
tancias que permiten considerar que la estimación se ba pro- 
ducid» en una esfera de razonable apreciación. Se señala en el 
informe dr inspección de fs, 64 del expte. 5190 que "el P. E. 
fijó los precios de venta al público por parte de los revende- 
dores y el sobrecargo representa exactamente la cifra tomada 
como la base para la liquidación, habiéndose dictado ese de- 
creto al solo efecto de evitar que los agencieros eleven los 
precios". 

Afirma también la Dirección General en su resolución del 
11 de febrero de 1Í»44 (fs, G5) que. *'en su escrito publicado en 
los periódicos, el 2fi de marzo de 1913, a solicitud de varios co- 
merciantes, entre los que se contaba el recurrente, se declaro- 
ron coeficientes de utilidad bruta, en distintas formas de ope- 
rar, similares a les aplicados por la Dirección General. El 
actor no lia negado dicha publicación — ver escrito de deman- 
da a fs. 8 vta. y posición 3" a fs. 108 y art 115 de la ley 50—, 
limitándose a destacar (pie rlir-lia publicación es posterior a la 
sanción del decreto 111.132/43. modificatorio del répimen de 
venta de billetes de loterías; licclio que no afecta su utilización 
por ta Dirección General como un medio de verificar la ade- 
cuada estimación de los réditos del actor, puesto que, como lo 
afirmó el inspector, los coeficientes de utilidades reconocidos 
por la Dirección General y aplicados en la estimación de los 
réditos brutos del Sr. Basile, provenientes de las ventas de 
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loterías, representan exactamente el sobrecargo autorizado por 
el decreto de supresión del agio. 

Que la resol lición de la Dirección General que estima de 
oficio los ré ti i tos del Sr. Rastle, por los años 1937 a 1941, in- 
clusive, se ha dictado el 21 de octubre de 1942, utilizando a 
esa f celia "los índices de los estudios efectuados ante contri- 
buyentes que explotan negocies de naturaleza análoga" (fs, 1, 
expíe, do reconsideración). Queda, por consiguiente, compren- 
dido en l:i estimación de oficio, la circunstancia de haberse 
anulado algunas seríes de loterías en el aro 1940 o la campana 
que contra el agióse hizo en periódicos para la última .jugada 
de 1941, hechos cuya real influencio no está demostrada por 
procedimiento alguno. Teniendo en cuenta la clase de negocio 
del tutor, no encuentro que las denuncias de bienes formula- 
das a W bancos, puedan constituir índices de los réditos obte- 
nidos. No hay relación, en esta especié de actividad, entre el 
valor de las instalaciones y medios d^ producción y el tuero. 

De autos se desprende que ta Diremón General hizo jus- 
tificado uso del poder que te atribuye la ley para estimar de 
oficio las rentas del contribuyente; que la estimación a que 
llecra. amparada per una favorable presunción legal (Fallos, 
205. 31). es razonable en cnanto al precedí miento y conclusio- 
nes, en consideración a tos elementos de convicción que se han 
utilizado; que et demandante se ha circunscripto a impugnar 
la validez y mérito de ta actividad fiscal, aunque infructuosa- 
mente en opinión del suscripto, qnc considera que se ha pro- 
cedido en este caso conforme o derecho y haciendo adecuado 
uso de los poderes de recaudación, ya que así rrsnlte no sólo 
del arátisi*í de los procedimientos empicado» por la Dirección 
General, einr de la ausencia de toda prueba que permita una 
eficaz objeción. 

Por las precedentes considera eiones, fallo rechazando la 
demanda instaurada p^r Tam Basile contra el Superior Go- 
hierno de la Nación ( Dirección General del Impuesto a loa 
Réditos) sobre repetición. Con costas. — Saturnino F. Funes. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, octubre 20 de 1943. 

Considerando: 

Que el actor al iniciar la demanda de fs. 3, pretende Ta 
devolución de Tas sumas que, afirma pagó de más en base 
de I«s hechos que relata y del derecho que invoca. 
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La base de su reclamo es su discrepancia con la estima- 
ción «le oficio de la Dirección General del Impuesto a los Ré- 
dito-?. <le focha 21 de octubre de 1Q42 (fs. 1 del espediente 
sobre "Recurso de reconsideración", confirmado en fecha 11 
do febrero de 1!M4. fs. fift del expediente "Recurso de repe- 
tición", ágtégaclo por cuerda). 

Tal discrepancia se limita a los importes de venta de 
billetes de lotería que no Turrón aceptados por la Dirección 
General del Impuesto a los Réditos, no obstante haber aecp- 
tado Tos de compra. 

El actor molíante las defensas proscriptas pnr la* 1 oyes 
impositivas, no buró modificar el criterio de la Dirección de 
Réditos para liaber practicado la estimación dé oficio de las 
rentas de aqm'l. pnr las razones que fundamentan detalla- 
damente bis rosobn-iruos recurridas. 

Resulta de las constancias do autos, que se trata rlc un 
comerciante con 'i' 1 capital etinsiderabjé; qtie no lleva libros 
comerciáis rubricados y que los que lleva, además de s 'r in- 
eficacia lejía!, adolecen de deficiencias señaladas pnr el perito 
desiirnadn rlt* oficio, en su pericia de fs. 117. reoptada jmr 
et mi mo actor con su silencio al respecto y él otro sí de 
fs. ITS. 

N T o existe en el *«7j-j«díc<í, prueba a favor del recurrente, 
que respalde la sinceridad do mis anotaciones snbre ventas de 
billetes do lotería y que destruya lw fundaimMitfis dadns pnr 
ta Dirección General del Impuesto a Ins R'-ditos. expuestos 
a fa. 10 del expediente 8á7 letra 10 y a fs. 63 del expediente 
"Recurso ríe reemisideración" sobre los que se basa el mantc- 
nimiento de la resolución ctiési tonada. 

La expresión do aeravios de fs¿ 14$, un contiene riilL- 
puna doren-a que no haya considerado el Rr. Juez a-ijno 
debidamente puní llegar Jil rcídiazp de la acción, limitándose 
a sostener desdo diversos puntos do vieta la nulidad do la 
estimación do oficie practicada pnr la Gerencia; pero no a 
demostrar la fnltn de rezennhilidad de la misma, que era lo 
que correspondía. . 

Por último, cabe señalar especialmente que en una publi- 
cación a que se lia referido la Dirección del Impuesto, que 
el contribuyente lia reconocido a fs. 148 vta.. en kii expresión 
de apravios, bajo fa firma del actor, se declaraban porcen- 
tajes de utilidad en la venta de billetes de lotería coiticidentcs 
con les que se establecieron en fa aludida estimación de oficio. 
El hecho de que la publicación fuera posterior al decreto 
141.192/43, no tiene la sipníficnoión que le atrihnve el deman- 
dante; por lo contrarío, ello refirma la razonabilidad de loa 
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porcentajes aplicado* en Ib estimación de oficio, pues luí hiendo 
ten ¡de pnr objeto (lidio decreto reprimir el opfio en la venta 
de bi! leles de Ioterfn (fs. 103), es lópico suponer que antea 
de fu np'ionetón, les aírencieros obtuvieran un mayor porcen- 
taje V b-nrfíeio que después de la misma. 

En su mérito y por sus fu mi tímenlos, se confirma la sen- 
tenc'a recurrida de fs. Iflñ, que rechaza la demanda, con 
costas. — lloredo (Jarcio Jiam.*. — Carlos Herrera. — Maxi- 
miliano Cansoli (con su voto). 



Voto del Dr. Maximiliano Cu» noli 
Considerando: 

Que el .f uzeado de Primera Instiincía no hizo lti¡rar, con 
costas, a la demanda instaurada por don Luis ííasile contra 
la Dirección General del Impuesto a los Réditos, prr devo- 
lución de 1n suma de $ '¿O.OfM m/n. Corresponde confirmar 
dicha sentencia, por bis siguientes razones: 

í*) En cuanto al valor de la ext ¡moción tic oficio tic los 
rédito* del contribuyen Je. la D. G. I. ajustó sus procedimien- 
tos n lo dispuesto por el art. (P de la ley ll.fiftl t. o. Es de 
hacer notar que con fecha 5 de octubre de !í)4L\ ni Sr. Basile 
prestó ecinfnrmiibid ni aeta levantada por el Inspector de 
Réditos, firmando las fs. 17 y 18 del expediente administra- 
tivo. 

Los comprobantes presentados por el actor en la sus- 
taiiciac.ióii del recurso de reconsidérale ¡ó», fueron tomados en 
cuenta por la Dirección de Réditos, como se desprende de la 
resolución de la Gerencia, que obra a fs. (¡5 y GG del preci- 
tado expediente administrativo, y en la que se exponen en 
forma metódica y minuciosa las razones con que se funda- 
mentara su rechazo. 

Respecto de la liquidación del gravamen, resulta 
inexacta la afirmación del recurrente, al pretender une Rédi- 
tos ha verificado impugnación parcial de Ta contabilidad, en 
que se registraban las ventas de tetería. En realidad, el con- 
tribuyente, en vez de llevar libros por el sistema de partida 
doble, so limitó a ennsipnar en forma plobal las entradas y 
salidas correspondientes a dichos operaciones. 

4 V ) En cuanto a los informes requeridos por el actor a 
tos Bancos y a la Administración de la Lotería de Benefi- 
cencia Nacional, por sn carácter unilateral, no tienen la gra- 
vitación que les atribuye aquél, ya que constituyen simple» 
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manifestaciones de] estado patrimonial del contribuyente, 
extrañas a las posibles ganancias y utilidades, sobre las que 
incide el impuesto a los réditos. 

5*) Las anotaciones de las ventas de billetes han sido 
impugnadas por Réditos en razón de o»« el beneficio bruto 
no armonizaba con 'a realidad del negocio. Es por ello que 
la D. G. I. ajustó las ventas computadles para la liquidación 
del impuesto sobre la base de las compras efectuadas en la 
medida de los coeficientes de utilidad bruta de negocios de 
naturaleza similar. 

6 fl ) La pruobii pericial (fs. 117 a US) establece que: 
a) e! actor no llevaba una contabilidad fehaciente; b) el aetor 
carecía de comprobantes; c) el procedimiento de la Dirección 
de Réditos, del punto de vista contable, es exacto. 

En su im'rito, se confirma !a sentencia recurrida, con 
costas. — Maximiliano Consoli. 
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B*. Airas, H do febrero de 1949. 

Vistos los autos "Ensilo Luis c./ Gobierno de la 
Nación s./ repetición (Réditos)", en los que se lia con- 
cedido a fs. lu'íi vtn. el recurso ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que en el memorial presentado por la aetora ante 
esta Corte Suprema se funda esencialmente el agravio 
contra la sentencia de la Cámara Federal en la afirma- 
ción de haberse violado, por la Dirección General del 
Impuesto a los Réditos, el art. G» de la ley 11.683 T. O.; 
con el agregado de quo en el fallo recurrido omitióse 
un pronunciamiento categórico sobre este principal fun- 
damento de la acción. 

Que contra el último supuesto, cabe señalar el con- 
siderando coarto de la sentencia donde se sostiene que 
el actor, mediante laa defensas proscriptas por las leyes 
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impositivas, no logró modificar el criterio de la Direc- 
ción de Réditos para haber practicado la estimación 
de oficio de las rentas, por las razones que fundamentan 
detalladamente las resoluciones recurridas. Relacionan- 
do este considerando con todo el fallo no puede tener 
otra interpretación que la de declarar au solidaridad 
con los argumentos de la parte demandada cuando de- 
cido practicar la estimación de oficio en la forma y con- 
diciones en que lo ha hecho. 

Que en el acta corriente a fs. 17 y 18 del expedien- 
te administrativo y que lleva fecha 5 de octubre de 1942, 
en la que la inspección del Impuesto a los Réditos for- 
mula observaciones a las declaraciones juradas de la 
actora, consta que D. Luis Basilc y su contador D. Al- 
fredo Bozza manifestaron conformidad con las mismas, 
todo lo cual revela la inexistencia de un procedimiento 
arbitrario y, también que dióse noticias al contribuyente 
antes de resolver la estimación de oficio de la renta, 
tal como lo autoriza la ley respectiva. La firma del acta 
ha sido reconocida por Basile en la absolución de po- 
siciones de fs. 108. 

Que en cuanto a lo sostenido en el memorial respec- 
to a que la demandada contestó evasivamente cuando 
se le pregunta, por oficio, si cumplió con el art. 6* de 
la ley 11,663 T. O., este Tribunal no puede aceptar tal 
interpretación pues lo que contesta es que la pregunta 
se refiere a hechos documentados en los antecedentes 
administrativos agregados a los autos judiciales en cum- 
plimiento del art. 42, in fine, de la ley 11.683 T. O., y 
que la Dirección no tiene en su poder otros anteceden- 
tes, por lo que no puede sino remitirse a los señalados; 
fs. 114 vta., punto b. 

Que en cuanto a las demás cuestiones, ellas se en- 
cuentran debidamente examinadas én la sentencia por 
lo que corresponde confirmarla por sus fundamentos. 



so 



FALLOS DI LA COR* E SUPREMA 



For tanto» so confirma la ^sentencia en toda» sus 
partes, con costas. 

Tomas D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonoiu — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela. 



ISIDORO WEIL Y CIA. v. NACION ARGENTINA 
ADUANA: Importación. Libre de derechos. Generalidades. 

La circunstancia de que la Aduana haya emitido hacer 
efectivos Tos derechos de importación correspondientes 
a mercaderías introducidas con franquicia, mediante el 
cobro oportuno de la letra eaueional, no obsta para que 
los cobre mediante el remate de lej efretos importados 
y transferidos a un tercero en in fracción a lo dispuesto 
por el art. 36 de la ley 12.345. 

CONSTITUCION NACIONAL: ConsUtucionaUdad e inconstitucio- 
wmtidad. Lenes nacionales. I mpnxitii-as. Varias. 

El art. 3fi de la ley 12.345 no en violatorio del art. 17 de 
la Const. Nacional en cuanto hace de la mercadería in- 
troducida con franquicia la «Tarantín primera del paso 
de los derechos dispensados condieionnlmente. aunque 
baya sido transferida a un tercero que tenía el medio de 
averiguar, la verdadera condición de los efectos y tiene 
et recurso de dirifrirse contra el introductor para reinte- 
grarse el importe respectivo. 

Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, 3 de mayo de 1946. 

Y vtetos: Para resolver estos autog caratulado* "Weil, 
Isidoro y Cía. v. Gobierno de la Nación s/repetieión ' \ de tos 
que resulta: • . . , - . 

1° Que a Is. 13 se presenta la actora deduciendo formal 
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demanda contra el Superior Gobierno de la Nación por devo- 
lución de la suma de $ 17 896.95 m/n., que le ha exigido inde- 
bidamente la Aduana de la Capital, cu mérito de las siguien- 
tes consideraciones. 

Dice que el 18 de mayo de 1938 compró a Don Jorge 
Kappuhn un conjunto de máquinas usadas para destilería de 
aceite, pagando el importe correspondiente. Que meses des- 
pués, esas máquinas fueron embargadas por la Aduana de la 
Capital, en cuya oportunidad tomaron conocimiento del mo- 
tivo de ta) medida. Agrega que según así resulta de esos 
obrados, los Sros. Martens y Cía., despachantes de aduana soli- 
citaron liberación de derecho para las maquinarias objeto de 
este juicio en razón de su destino. 

Que caá solicitud fué despachada de conformidad me- 
diante Ea firma de unas letras cauciónales por el importe 
de ios derechos, documentos que fueron firmados conjunta- 
mente con el Sr. Kappuhn. Que varios n.eses despufe de ven- 
cidos esos documentos y cuando esos derecho» debieron ser 
pagados, los Sres, Martens y Cía. se presentaron ant^ la 
Aduana haciendo la denuncia respecto a la infracción en que 
se encontraba la maquinaria mencionada. Que a raíz de esa 
denuncia se formó el sumario 248-F-38 por el que rp condenó 
al Sr. Kappuhn al pago de los derechos más un 10 % del 
valor de la mercadería. Que esa resolución le fué notificada 
y ante la inminencia del remate, se procedió a efectuar el 
pago de la suma bajo protesta. Se sostiene que el pago de la 
suma cuestionada, se ha debido n una negligencia inexpli- 
cable por parte de la Aduana, quien no hizo efectivo en tiem- 
po útil el rnbro de los documentos cauciónales. Agrega asi- 
mismo que el embargo de esas oniquinas «e hizo en base a lo 
dispuesto por el art. 36 de la ley 12.345. cuya inconstitncio- 
nalidad se pone de manifiesto, en cuanto viola Ta garantía 
de propiedad (art. 17 de la Const. Xacional) respecto al com- 
prador de buena fe. Tínce on este sentido una serie de consi- 
deraciones tendientes a demostrar su falta de responsabilidad 
frente a la deuda que se le ha exigido y pide en definitiva 
que se haga lugar a la repetición intentada, con intereses y 
costas. 

2" Declarada la competencia del Juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda al P. E. por intermedio del Ministerio 
del ramo, a fs. 28 se presenta el Sr. Procurador Fiscal con- 
testando y dice: 

Que la demanda es improcedente. Afirma en primer lu- 
gar que existe al respecto cosa juzgada, toda vez que de la 
resolución condenatoria de la Aduana la actora interpuso» 
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aunque fuera de término, recurso ante el Juez Federal, re- 
curso que fué desestimado, por la razón señalado, en todas 
las instancias. Nicpa la impugnación de orden constituye nal 
que hace la presentante respecto » la ley 12.345 (art. 6 ), y 
pide en definitiva el rechazo de la acción con costas. 

Considerando : 

I. Que la defensa de cosa jileada quo entre otras ar- 
ticula la demandada en su escrito de responde {fs. 28), debe 
prosperar sin ninguno duda, en la parte relativa a ta multa 
que conjuntamente con los dcrei'hos. se pretcnte repetir en 

fcfil j O ICIO 

En efecto, sepíin así resulta del sumario n* 24fi-F-1fl38 
agriado por cuerda floja, la actora en conocí miento de la 
resolución condenatoria interpuso ante la Aduana deja Capi- 
tal el correspondiente recurso (ver fs. ¡Mí, 41 y 48 expíe, 
citado) el que fué denegado por haber sido prrf enfade fuera 
de termina, dicha resolución fué a su vez apelaba v confir- 
mada por el Juez Federal y ln Exorna. Cámara Federal (ver 
fs. 66 y 74, espte. ciU, resolución esta última que quedó 
consentida (ver. fs. 7ñ vta.). 

Como puede advertirse los recursos legales que !n ley 
pone en manos de lo* enntrihnvcnte s pn el suplíoste de autos 
han quedado asotados (arts. lOítt y WIÍ4 OO. de Aduana) y 
consecuentemente, ninfriina acción puede volver a poner en 
tela de juicio ante Ta justicia lo que ha sido motivo de su 
anterior conoei miente. 

Cabe asimismo atrapar que la repetición mp Ta multa en 
la forma intentada, no nuede tampoco prosperar, do acuerdo 
con lo resuelto por la jurisprudencia en casos análogos (ver 

& C. t. 1R4, p. 1R2). , 1M . . 

IT Que en cuanto linee al frndn do la enestmn deba- 
tida, esto es. la parte relativa a la repetición del paso de los 
derechos abonados por el aetor. tamnnen puede seguir mejor 
suerte que el rubro (matizado anteriormente. 

En primer término, debe destacarse que el presentante 
no ha aducido en su fnvnr el hecho fie que Ta merendó-ría en 
cuestión esté amporadn por el privileirio de la liberación fie 
derechos lo oue imnlícitamente inmorta reconocer la proce- 
dencia del enbro fi«ca!, Tal posición despoja el argumento 
de todo asidero !o?aT y consecuentemente no iHWte nniífuna 
razón seria que fundamente la pretendida acción de repe- 

tlC,6 y en cuanto a la impugnación de orden constitucional 
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planteada respecto a la !oy en la parte que hace extensiva 
la responsabilidad por el impuesto a los poseedores de la mer- 
cadería gravada, tampoco merece mayores consideraciones 
para demostrar su improcedencia. 

El recordado art. 36 no impone en rigor ninguna limi- 
tación al derecho de propiedad que pueda considerarse como 
violatoria a ia garantía prevista en el art. 17 de la Constitu- 
ción Nacional, La norma contenida en el recordado precepto 
legal fiólo tiende a crear en favor del fisco una garantía res- 
pecto al cobró de los derechos, cuya acción debe contar con 
la paran tía necesaria a los efectos de no tornar ilusoria la 
recaudación de los fondos que constituyen el erario público. 

En este orden de copa 4 ;. lógino es concluir que tos privi- 
legios creados per la ley a esos fines no pueden bajo ningún 
punto de vista considerarse como violatorios al derecho de 
propiedad, máxime si se tiene en cuenta la finalidad de orden 
público que ella constituye. 

Tampoco puede modificar el criterio señalado, la cita de 
jurisprudencia que se hace en el alegato de fs. 66 (ver J. A- 
1944-T, p. 184), toda vez que ella contempla una situación 
extraña a la que motiva este pronunciamiento. 

Por las precedentes consideraciones, fallo: rechazando la 
demanda instaurada por la mam sopinl Isidoro Weil y Cía. 
contra el Gobierno de la Nación, sin costas. — Bclisano Gaché 
Pirán. IB 



Sentencia i>e la Cámara Federal 

Hncnos Aires, julio 30 de 1948. 

Vistos estos autos scpnidns por "Weil. Isidoro y Cía, con- 
tra la Nación s/repetición" venidos en apelación en virtud 
del recurso interpuesto a fs, 76 contra la sentencia de fs, 73, 
el tribuna] planteó las siguientes cuestiones a resolver: 

¿Es justa la sentencia apelada! 

Sobre esta cuestión, el Sr, Juez Dr. Carlos JIcrrera, dijo: 

Que el art, 36 de la ley 12.345 (74 del fc. o. de la ley de 
Aduana) establece que los efectos que est<*n exonerados de 
derechos de importación por razón de su destino, no podrán 
hallarse fuera del sitio o condición en que naturalmente de- 
berían encontrarse, ni en lugar, estado, condición o utiliza- 
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ción que implique una transgresión al motivo de Ta franqui' 
eia ; y que loa poseedores e importadcrcs de las mercaderías 
halladas en las circunstancias antedichas, serán pasibles de 
una multa, sin perjuicio de exigirse el inmediato pago de los 
derechos dispensados y el comisa de la mercadería. 

Que en el presente caso, el introductor de las maquina- 
rias fué condenado al pago de una multa, sin perjuicio del 
de los derechos correspondiente», estableciéndose en la reso- 
lución (fs. 30 y 31 del espediente n* 248-F del Juzgado Fe- 
deral agregado con las actuaciones administrativas) que si no 
lo hiciera efectivo, se procedería a la venta en pública subasta 
de las maquinarias en cuestión, debiendo darse conocimiento 
de esa resolución a la firma Isidoro Weil y Cía., que era la 
poseedora de los efectos, la cual en definitiva, tuvo que pagar 
dicho impuesto y multa para evitar el remate. 

Que !a actora sostiene que el art. 74 citado del t. o. de 
la ley de Aduana es inconstitucional porque permite hacer 
efectivo, aun sobre los bienes de un poseedor de buena fe, los 
derechos y las inultas adeudadas por el introductor. Tal argu- 
mentación no es admisible. La Corte Suprema tiene declarado 
(Fallos: 184, 417) que en materia de aduana existe una res- 
poiisabilidad penal suigencrís que se funda en el carácter 
especial de sus infracciones y en el propósito fiscal que las ori- 
gina; v que una de las principales consecuencias de estos 
principios, es la ex'-epción a la resla general de que la res- 
ponsabilidad penal es personal y fiólo son imputable» los actos 
propios, creándose, así. una responsabilidad penal fundada 
en una presunción jnm rt de jure de participación en las 
infracciones para cierta cías 1 de personas. El art. 36 de la 
ley 12.34;") at declarar responsables de la multa y de los dere- 
chos adeudados, no solamente a quien introdujo la mercade- 
ría, sino también al proceder de ln misma, participa de ese 
carácter especial de la legislación aduanera señalado por la 
Corte Suprema. Es indiferente al efcéto del cobro de los dere- 
chos v de las multas que el poseedor de la mercadería en 
infracción sea de buena o de mala fe. Esa podrá ser una 
circunstancia a tenerle en cuenta para graduar la sanción, 
pero no para eludir la responsabilidad legal. 

Que cu cuanto al aspecto constitucional de la cuestión 
también cabe declarar, como ya lo hizo la Cámara cu el caso 
de "Quedes y Mieulet" en sentencia del 19 de octubre de 
1945, que no ha mediado violación alguna al precepto del 
art. 17 de la Const. Nocional que garantiza el derecho de 
propiedad, ya que éste no es absoluto y ha de ejercerse sin 
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perjuicio y con arreglo a lae leyes que reglamenten su ejer- 
cicio. 

Por to expuesto» considero debe confirmarse la sentencia 
recurrida, en cuanto a lo principal que decide y modificár- 
sela en cuanto a las costas, que deben declararse en ambas 
instancias a cargo de la acto ra. 

Por tanto, voto per la afirmativa sobre la cuestión pro- 
puesta. 

El Sr. Juez Dr. Horacio García Raras adhirió por sus 
fundamentos al voto precedente. 

'Sohre dicho cuestión, el Sr. Juez Dr. Maximiliano Con- 
soli, dijo: 

Des son las cuestiones fundo mentales que se plantean en 
el sub-judicc y que el a*f}un resuelve en favor de la deman- 
dada, rechazando la demando instaurada por ía razón social 
Isidoro Weíl y Cía. sin costas. 

La primera se refiere a la defensa de cosa juzgada a la 
que hace htirar la sentencio en la parte relativa a la multa 
y los derechos que la recurrente repite en eí presente juicio* 

De acuerdo con lo dispuesto prr los arta. 72 y 73 de la 
ley 11.281. nrt. 38 de la ley 12.345 y arts. 1063. 1064 y corre- 
lativos de las Ordenanzas de Aduano, las resoluciones de la 
Administración General de Aduana pueden ser apeladas 
dentro del plazo perentorio de tres días, T$\ art 1064 preci- 
tado estatuve que, una vea vencido este término, se. con in- 
ri era la resolución consentida y tiene fuerza de cosa jwpada. 

A raíz de haber importado Don Jorge Koppujin librea 
de derechos aduanero** algunas máquinas para refinería de 
aceites, la Aduana, ante la infracción cometida por Kappnhn, 
le impuso el pago de la multa y derechos de importación, con 
orden de subastar las máquinas objeto de la defraudación, 
conforme a lo dispuesto por el art. 36 de lo ley 12.34¡V Loa 
Sres Weil v Cía. fueren notificados de esa resolución el 9 da 
febrero de" 1939. Vencido con esceso el plazo de tres días, 
en fecha 16 de febrero, se hace parte en el expediente la fir- 
ma prenombrada y entabla en fechas 4 y 30 de marzo de 
1939, recurso de apelación que le fué denegado por haber 
sido interpuesto fuera de termino. 

Ocurrió, mediante el recurso de queja, al Juzgado Fede- 
ral en lo Criminal y Correccional, que desestimé dicho re- 
curso, en mérito a que la resolución administrativa de ft. SO 
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había quedado consten tula. Esta Cámara confirmó dicho pro- 
nunciamiento. Ltt aetora apeló ante la Suprema Corte, són- 
dele denegado este último recurso; quedando, así, definiti- 
vamente firme la resolución administrativa. La aetora abonó 
los derechos aduanero» y la multa impuesta, bajo protesta. 

E! pago efectuado por Isidoro Weil y Cía. de la multa 
aplicada a .Torpe Kappuhn a fin de evitar la subasta pública 
de las máquinas en infracción, no mejora su situación lepa!, 
en cuanto a la multa y derechos. aduaneirs debidos al fisco. 

El recurrente afirmó en su escrito inicial, n fs. 15. que 
la Aduana í4 no lleva ningún registro público ríe mercaderías 
o maquinarían importadas con liberación de derretios en razón 
de su destino, para poder saber si han sido pagados o no". 
Sin embargo, la prueba rendida, a su petición, medíante el 
oficio que corre «groando a fs. 40. Ic lia resnltado totalmente 
adversa, según las constancias que se registran a fs. 49 
▼ta. y 50. 

De manera que la aetora, mediante vita ditíacnria mí- 
nima de *it parte, pudo verificar en los lihros de ln Aduana, 
«i las maquinarias que adquiría habían o no satisfecho loa 
derechos de importación. La recurrente que no efectuó esto 
diligencia ton elemental, no puede ahora — y menea después 
de consentida la resolución administrativa — pretextar *a 
buena, fe. cerno única enusul de su falta de responsabilidad 
frente a ln inf ración aduanera sancionada por el Pisco. 

La segunda cuestión planteada versa sobre la impugna- 
ción de orden constitucional, en cnanto el art. 36 de la ley 
12.345 hoce extensiva la responsabilidad por el impuesto a los 
poseedores de la maquinaría gravada. Desde este punto de 
vista, la aetora se reconoce cerno poseedora de las maquina- 
rias en infracción, ya que estaban en su poder y no en el lu- 
gar de destino declarado al pedirse la liberación de derechos 
aduaneros. 

En realidad, el art. 36 de ln ley 12.345 concreta una 
garantía no finiamente de carácter fiscal, asegurando la per- 
cepción del impuesto, en sn caso, sino tomhiín el rfectiro 
eHmptimirnta tfe la finalidad social que persigne Ta liberación 
de los derechos aduaneros, a saber: fomentar y proteger las 
nuevas industrias nue se establezcan en el país y que Utilicen 
materia prima nacional. 

De consiguiente, ln disposición legal, que se tacha de 
inconstitucional, lejos de lesionar el derecho de propiedad, 
tntela los legítimos derechos del Fisco ante los que infringen 
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la finalidad de la ley y, a la vez convierten la franquicia 
aduanera en un beneficio propio. 

A mérito de lo precedentemente expresado, debe confir- 
marse la sentencia apelada, con costas, y las de esta instancia 
a la recurrente. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo 
que antecede, se confirmo la sentencia apelada de fs. 73 en 
cuanto rechaza la demanda instaurada por la razón social 
Isidoro Weil y Cía. contra la Nación, y se la modifica en 
cnanto a las costas, que se declaran en atnhas instancias a 
carpro de la aetora. — Horacio García tianix. — Carlos He- 
rrera. — Maximiliano Consoli. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Airos, 11 de febrero de 1949. 

Vistos los autos "Weil y Oía. Isidoro v. Fisro Na- 
eionul s./ devolución", en ios que se ha concedido a fs. 
93 vta. el recurso ordinario do apelación. 

Considerando: 

Que en el memorial de fs. 99 la recurrente sostiene 
que su principa] defensa consiste en el hecho de que los 
derechos adeudados a la Aduana de la Capital se en- 
contraban no sólo afianzados sino pagados mediante 
la entrega dé una letra caucional, y si la Aduana no hizo 
efectiva esta última oportunamente luego do compro- 
bar que ta mercadería no bahía recibido el destino que 
bc invocó para obtener la liberación do derechos fué por 
su negligencia, lo cual la inhabilitaba para ponerse a 
cubierto de ella cobrando luego estos últimos y ta mul- 
ta consiguiente a la firma acto ra adqui rente de buena 
fe de las mercaderías en infracción. 

Que no es esta, sin embargo, la cuestión que se ha 
de examinar en primer término, sino la que concierne 
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a la aplicación del art. 36 de la ley 12.345 pues fué en 
virtud de lo dispuesto en él que se exigió el pago a la 
acto ra, poseedora de las mercaderías, cuando se com- 
probó que estas se hallaban fuera del sitio o condición 
en que debían encontrarse a causa de la exención. En 
efecto, enterada la Aduana de que la mercadería en 
cuestión no había tenido el destino que se invocó para 
obtener la liberación de los derechos, — lo cual no es 
negado por los recurrentes — , y en ejercicio de la fa- 
cultad que le acuerda el precepto legal citado resolvió 
hacer efectivo el impuesto y la multa procediendo al 
remate de la mercadería con prcscindcncia de quien 
fuera su poseedor en esc momento, Y no cabe duda que 
el art, 3fí de la ley 112.345 la autorizaba a proceder así 
sin supeditar esa autorización a ningún requisito ni 
salvedad. En otras palabras, que el haber podido ha- 
cer efectivos los derechos de otra manera, — cobro opor- 
tuno de la letra cauciona] — , y no haberlo hecho no ener- 
vaba su derecho a proceder cerno procedió. 

Que, en consecuencia, la única alegación do la ac- 
toru capaz, si fuera admisible, tív sustentar su deman- 
da ora la de ser violatorio del derecho de propiedad el 
precepto en cuestión. Poro como bien lo decide la sen- 
tei.cia apelada, no lo es, Y porque la actora pudo co- 
nocer la condición de esta mercadería en orden al pago 
de los derechos de aduana (informo de fs. 4Í> vta.), y 
puesto que la ley respectiva hace de dicha mercadería 
la garantía primera de! pago de los derechos menciona- 
dos, debió hacer Ja averiguación correspondiente antes 
de consumar la operación de compra, tanto nnis cuan- 
to que la actora es una f i fina importadora que tione 
especial conocimiento del régimen (le que se trata según 
propia confesión, y 2 9 porque nada le impido dirigir 
su acción contra el introductor y el despachante que, 
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según ella, serían los responsables directos de los de* 
reclios y de la multa. 

Por tanto y sus propios fundamentos se confirma 
en todas sus partes la sentencia de fs. 89, con costas 
también en esta instancia. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonohi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo O. Valenzuela. 



LUIS PASCUAL KNRTCO 
RECURSO EXTRA ORDINARIO : Requinto» comunes. Gravamen, 

No procede el recurso extraordinario fundado por el re- 
currente en habérsele aricado de sus jueces naturales al 
imponérsele una multa por un organismo nacional — De- 
le«rn(*ión Rcfriona! de la Secretaría de Trabajo — que a su 
juicio invade atribución re privativas del gobierno pro- 
vincial, si ta resolución de la mencionada repartición fué 
apelada para anle el juez de instrucción de ia provincia 
en que aquélla actíia y es de lo decidido por este último 
que se entabla recurso ante la Corte Suprema. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Sostiene el recurrente «pie los arts. 12 y siguientes 
del decreto n» 15.074/43 (posteriormente ratificado por 
la ley 12.921), cu virtud de !os cuales los Departamen- 
tos Provinciales del Trabajo fueron transformados en 
Delegaciones Regionales de ta Secretaría de Trabajo 
y Previsión, son violatorios de las atribuciones conferí- 
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das a las Provincias por los arts. 67, inc. 11» 104 y 105 
de la Constitución Nacional; y de ello, deriva que la in- 
tervención de la Delegación Regional de Tucumán en 
estas actuaciones configura un agravio a la garantía 
do los "jueces naturales" establecida en el art. 18. 

No rain parto la doctrina sentada por ese Tribunal 
en 204,23 acerca de la inconstitucionalidad de las men- 
cionadas Delegaciones. Considero, en efecto, que el Go- 
bierno Nacional ha podido validamente disponer la crea- 
ción de dichos organismos para "proveer lo conducen- 
te... al bienestar de todas las Provincias" (atribución 
conferida al Congreso por el art. 67, inc. 16), bienestar 
que se hubiera visto amenazado por la reacción deriva- 
da de la insuficiente protección acordada a la masa 
traba fado ra de no mediar la oportuna acción de las au- 
toridades nacionales en el sentido de conjurar los peli- 
gros de una guerra social que el atraso de las institu- 
ciones liahría liectio justa. V. K. lia reconocido en 208, 
497 que bajo el antiguo régimen do ficticia libertad con- 
tractual, "la relación entre empleadores y asalariados 
vino a convertirse en un estado de tensión o permanen- 
te beligerancia potencial incompatible con el orden y 
la paz sociales". 

Era, entonces, imprescindible la acción general y 
uniforme, en la Nación entera, de un organismo que por 
bu estructura y dinamismo respondiera a las necesida- 
des y urgencias de la nueva legislación del trabajo, que 
en su amplitud de miras resultaba inédita para el país. 
Y tan ello es así, que lian sido las mismas Provincias, 
es decir las más directamente inlcresadas en evitar una 
posible extralimitación del Gobierno Central, qnicnes 
se apresuraron a aceptar la acción de las Delegaciones 
Regionales. Es que, en realidad, si las Provincias basta 
ese moi nenio ejercieron con amplitud sus facultades 
jurisdiccionales y de legislación en materia de trabajo, 
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ello se debió a la relativa ausencia de disposiciones de 
carácter nacional (salvo las que se contienen en el CócL 
Civil y algunas leyes particulares). Concurren, en efec- 
to, sobre el punto las facultades de la Nación y las Pro- 
vincias y, por ello, como dijo V. E. en el ya citado caso 
del 208, 497, "todo cuanto puede ser regulado por las 
legislaciones provinciales en materia de trabajo lo ha 
de ser mientras no fuere objeto de regulación por parte 
del Congreso Nacional o, caso de haberlo sido, en ar- 
monía non ella, puesto que proviniendo dicha facultad 
de lo dispuesto en el art. 107 de la Constitución es pa- 
tento que no se trata de una facultad privativa sino 
compartida con el Gobierno Nacional al cual le es atri- 
buida, basta con los mismos términos, en el inc. 16 del 
nrt. 67. Pero está en el orden natural que una tal con- 
currencia, tratándose de legislaciones que no pueden 
alcanzar sus respectivas finalidades sino disponiéndo- 
se según la relación de la parte con el todo, impone el 
reconocimiento de la primacía de la legislación del to- 
do". 

Por otra parte, considero que no es posible encua- 
drar actualmente la legislación del trabajo en el marco 
do aquélla a que se refiere el art. 67, inc. 11. Ello pudo 
sor posible hasta tanto el contrato de trabajo se estimó 
como una mera locación de servicios, pero no a partir 
del momento en que el Estado, frente a la evidente in- 
justicia que representaba la presunción de igualdad en- 
tre las partes contratantes — base de los contratos del 
derecho privado — se vio en la impostergable necesidad 
de intervenir en la regulación de las relaciones entre 
patrones y obreros, fijando condiciones irrcnuncinbles 
en variados y cada vez mayores aspectos del contrato. 
Además, esta materia participa en muchos puntos de 
las características del derecho público, como lo ha re- 
cordado también V. E. en 208, 497 (por ej,, todo lo que 
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se refiere a policía del trabajo). De modo, pues, que, 
en verdad y sin temor a errar, puede afirmarse que nos 
encontramos en presencia de una nueva rama del dere- 
cho, híbrida quizás en cuanto a la diferente naturaleza 
de los elementos que la integran, pero sin duda con una 
tan evidente preponderancia de su faz económico-social 
que la aleja cada día más del ámbito del derecho pri- 
vado. 

Kn consecuencia, opino que no sólo asiste al Go- 
bierno Central la facultad de legislar en materia del 
trabajo para todo el país, sino que la aplicación de la 
misma no está necesariamente librada a las autorida- 
des locales (ello ocurrirá —y ha ocurrido— en ausen- 
cia de legislación nacional al respecto), puesto que la 
limitación del art. 07, inc. 11 no abarca esta nueva ra- 
ma de derecho cuyo origen y justificación constitucio- 
nal se encuentran en ei art. 07, inc. Ib" (concordante con 
los ines. 'J* y 1- de la misma disposición). 

En mérito de todo lo expuesto, estimo que, si V. E. 
llegase a declarar procedente la apelación interpuesta, 
correspondería confirmar el fallo apelado. 

Sin embargo, no creo que sea el caso de entrar a 
conocer del fondo del asunto. En efecto, el agravio fun- 
damental invocado por el recurrente —privación do la 
garantía de los jueces naturales—, que de subsistir 
podría configura r el supuesto que contempla el art. 14, 
inc. 3 ff de la ley 48, ha desaparecido en la actualidad, 
al haber obtenido el interesado —mediante él trámite 
de la apelación que dedujera para ante el juez local 
(ver í£ 1)— oportunidad de ser juzgado, en definitiva, 
por la justicia que reputara con jurisdicción para in- 
tervenir en estas actuaciones. 

Procede, pues, en mi opinión, declarar mal conce- 
dido a fs. 31 el recurso extraordinario do fs. 29, por 
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insubsistencia de agravio suficiente para sustentarlo. 
— Bs. Aires, diciembre 22 de 1948. — Carlos G. Delfina. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 14 de febrero de 1949. 

Vistos los autos "Luis Pascual Enrico — Apela- 
ción de multa impuesta por la Delegación Regional de 
la Secretaría de Trabajo y Previsión", en los que se ha 
concedido a fs. 31 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que como lo observa el Sr. Procurador General y 
resulta do la interposición del recurso extraordinario 
a fs. 29, éste se funda en que se ha sacudo al recurrente 
de lus jueces naturales pues la multa le fué impuesta 
por un organismo nacional que a su juicio invade atri- 
buciones privativas del gobierno provincial. 

Que la resolución de la Delegación Regional de la 
Secretaría de Trabajo fué apelada para ante el juez de 
instrucción de la provincia en que la Delegación actúa. 
Y es de lo decidido por este último que se (rae recurso. 
Lo que quiere decir que la multa ha sido impuesta en 
definitiva por un magistrado de la jurisdicción pro- 
vincial, esto es, por lo que el recurrente considera que 
debe ser en el caso su juez natural. En consecuencia 
no existe el agravio constitucional en que se funda el 
recurso concedido a fs. 31. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General se lo declara improcedente. 

Feupb S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Justo L. Alvarez Ro- 
dríguez. 
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EMILIO GARDEY v. ADRIANO DITIIURBIDE Y OTRO 

LEY DE SELLOS: Exenciones. 

Lbb actuaciones originadas por la corrección disciplina- 
ria aplicada al recurrente y motivadas por cu actitud 
tendiente a eludirla, no revisten el carácter de una causa 
criminal y deben ser repuestas por aquél dentro do cinco 
día», bajo apercibimiento de multa. 



Dictamen del PnocuRAwm General 

Suprema Corte: 

YA cumplimiento do Ins medidas «liseiplinarias apli- 
cadas por \\ E. a fs. 77 al recurre uto Dr. Fernando 
Méndez Calzada, ba motivado las actuaciones de fs. 89, 
90, 91, 96, t<&i 10'J, 103, 104 y 105 que, eompreadídaB 
en la liquidación general de fs. 106, fueron separadas 
de acuerdo al dictamen de esta Procuración General de 
fs. 109 para ser reclamada su reposición por parte de 
quien las produjo, el expresado Dr. Méndez Calzada. 

Se trata de actuaciones judiciales no exentas por 
sn naturaleza y finalidad, como piezas de expedientes 
del impuesto de papel sellado nacional. 

La circunstancia de referirse dichas actuaciones a 
la ejecución de medidas disciplinarias no da a aquéllas 
carácter de causa criminal como erróneamente lo afir- 
ma el recurrente para invocar dicha exención (Doctri- 
na de la Corle Suprema en 127, '286; concordante con 
lo resuelto expresamente por V. K. en esta misma cau- 
sa a fs. 85; y reiterada últimamente, de acuerdo a lo 
dictaminado por el suscripto, en causa "Siva Aníbal 
—recurso de hecho** S. 347, sentenciada el 23 de di- 
ciembre del ano ppdo.). 

Corresponde, pues, desestimar los reparos opues- 
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tos por el interesado a la liquidación de fs, 106, aprobar 
ésla en la parte pertinente, o intimarle la reposición de 
la misma dont ro del término de cinco días ; bajo apercibi- 
miento de multa (nrts. 92, 116 y 145 de la ley de papel 
sellado en vigencia). — lis. Aires, diciembre 13 de 1948. 
— Carlos G. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 14 de febrero de 1949. 
Autos y Vistos: Considerando: 

Que las actuaciones de fs. 89, 90, 91, 96, 101, 102, 
103, 104 y 105, tienen su origen en la corrección disci- 
plinaria aplicada al Dr. Fernando Méndez Calzada y 
fueron motivadas por su actitud tendiente a eludirla. 
Son por lo demás comunicaciones al Tribunal, indepen- 
dientes del sumario instruido por evasión y, en con- 
secuencia, deben ser repuestas por el citado profesio- 
nal —nrts. S9, 90 y 91 de la ley de sellos—. 

Que la exención del inc. 28 del art. 103 del decre- 
to 9432/44 invocada en el escrito de fs. 115 os improce- 
dente conforme a las razones del precedente dictamen 
del Sr. Procurador General. Cabe agregar a ellas la do 
que, en todo caso, dielia exención sería inaplicable puesto 
que la ley la condiciona a la circunstancia de no mediar 
condena, la que, en el supuesto de equiparar las situa- 
ciones, se habría producido en autos al imponerse la 
corrección. 

En su mérito y conforme a lo solicitado por el Sr. 
Procurador General, apruébase en lo pertinente la li- 
quidación de fs. 10fi, y pu consecuencia intímese al in- 
teresado la reposición de la suma de cuarenta y cinco 
pesos, como asimismo la que correspondiere por las ac- 
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tuaciones que por ser posteriores no se lian incluido en 
dicha liquidación, dentro del término de cinco días y 
bajo apercibimiento de multa. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R, Lonoik. 



MUNICIPALIDAD DE RUENOS AlHES v. P. C. O. 
Y O, MINCIAUELLl 

RECVÍisO DE QUEJA. 

Es improcedente lo queja por denegación del recurso 
extraordinario eti 1» que m? omite la necesaria referencia 
a )us heelios de la en usa y a la relación que guardan fon 
las cuestiones que se desea someter al Tribunal. 

JURISDICCION Y ( OMPETESCIA: Principios genérate*. 

A los efectos de la jurisdicción ha de atenderse al estado 
de cosas existente en el momento de la demanda y la 
contestación. La circunstancia alegada en calidad de "he- 
cho niievo" después de resuelto el incidente sebre com- 
petencia, consistente en la adquisición del ferrocarril 
deniandadn por el Gobierno ííaeional con efecto retroac- 
tivo, no hasta para invocar él fuero federal, 

JURISUfCCIOS Y COMPETENCIA : Competencia federal. Por 
la* personas. Sacinn. 

Tratándose de un juicio contra dos demandados, una 
empresa ferroviaria y un particular, el último de los 
cuales no ha objetado la competencia, ni consta sea afo- 
rado, debe desestimarse la incidencia promovida por el 
apoderado de la primera para que la justicia de paz 
letrada se declare incompetente, fundada cu la circuns- 
tancia de que existe un hecho nuevo, consistente en la 
adquisición del ferrocarril demandado por el Gobierno 
Nacional con efecto retroactivo. 
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Dictamen del PhoCURADQ» Uknkiial 
Suprema Corte: 

Si V. E. considera que la queja deducida está fun- 
dada en los términos que lo exige la reiterada interpre- 
tación que ha dado ai art. 15 do la ley 48 procedería 
hacer Jugar a la misma, declarando mal denegado el 
recurso extraordinario interpuesto, toda vez que el pro- 
nunciamiento apelado es contnir' n la pretensión que 
el interesado basa en disposiciones constitucionales y 
de carácter federal. — Bs. Aires, febrero 2 de 1949. — 
Carlos 0. Dclfino, 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Bs. Aires, 14 de fehroro de 1949. 

Vistos los autos "Recurso de hecho deducido por 
la demandada en los autos Municipalidad de Buenos 
Aires v. F. C. O. y O. Minciarelii", para decidir sobre 
su procedencia. 

Y Considerando; 

Que la queja que antecede omite la necesaria refe- 
rencia a los hechos de la causa y a la relación que ellos 
guardan con las cuestiones que se desea someter al Tri- 
bunal. Con arreglo a lo resuelto en ensns análogos ello 
basta para que deba ser desechada —Fallos: 210, 336, 
211, 4fi2 y otros—. 

Que a mayor abundamiento cabe sin embargo agre- 
gar, que de acuerdo a !a jurisprudencia de esta Corte 
—Fallos: 181* 137; 201, 186— es principio general que 
a los efectos de la jurisdicción ha de atenderse al esta- 
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do de cosas existente en el momento de la demanda y la 
con testación. La circunstancia alegada después de re- 
suelto el incidente sobre competencia — fs, 4(> y 61 del 
principal— en calidad do "hecho nuevo" y consistente 
en la adquisición del ferrocarril demandado por el Gu* 
bienio Nacional, con efecto retroactivo, no autoriza así 
la invocación del fuero federal en ia especio — conf, Doc. 
concordante de Fallos: 2C@ t 441; causas: "Pereyra Fe- 
liciano c./ Cía. Ar<?. de Petróleos Astra, S. A." y "Diain 
de traites, Susana B< c./ Fifi Secundino s./ accidente" 
falladas en *20 de noviembre de lí>48 y 7 de febrero del 
cte. año respectivamente — . 

Que puede todavía añadirse que la jurisprudencia 
'citada responde a evidentes razones de conveniencia, 
nm'doerns a las contempladas por el art. 87 del Cód. do 
Procedimientos Supletorio, y aun que por tratarse en 
la especie de un juicio contra dos demandados, uno de 
los cuales no lia objetada la competencia — D. Octavio 
Miueinrelli, fs, 9 del principal— ni consta sea aforado, 
la incidencia promovida a fs. 70 lia debido de cualquier 
modo desestimarse — doct. Fallos: lo6, 281; 181, 85 y 
465; ISfí, 330; -210, 835 y otros, 

Kn su mérito y habiendo dictaminado ei Sr. Pro- 
curador General se desestima la precedente queja. 

Tomás D, Casares — Felipe S. Pé- 
rez — j iri s T£. Loxoiii — Jus- 
to L. xVlvahez Rouiuouez. 
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BULAS INSTITUYENDO ARZOBISPO DE LA PLATA 
A MONSEÑOR TOMAS JUAN SOLARI 

PA TliONA TO NA CIONA L. 

No apareciendo afectados los derechos del patronato na- 
cional corresponde que, con la salvedad de los mismos ( 
la Corle Suprema preste acuerdo para que el P. E. con- 
ceda el pase a las Huías por las i-uales el Sumo Pontífice 
instituye canónicamente Arzobispo de La Plata. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Con fecha 27 de octubre ppdo, V. E. prestó acuer- 
do para que el Poder Ejecutivo Naeiona] concediese el 
pase al pedido formulado por el Sr. Nuncio Apostólico 
referente al nombramiento que Su Santidad el Papa Pío 
XII había hecho del Sr. Obispo Titular de Aulón, Auxi- 
liar y V icario General del Sr, Arzobispo de Buenos 
Aires, Dr. Tomás J. Solari como Arzobispo Titular 
de La Plata; sin perjuicio de la oportuna presentación 
de la Bula respectiva. 

Ha sido ésta remitida ya y el P. E, acompaña tra- 
durción de !;: misma, así como de otras dirigidas a los 
Srcs. Obispos Sufragáneos de la Iglesia Metropolitana 
Platease, al Cabildo, el Clero y pueblo de dicha Arquidió- 
cesis. 

Dado que en nada aparecen afectados los derechos 
del Patronato Nacional en los preíndícados documen- 
tos, no encuentro inconveniente para que V. E. con las 
reservas de práctica que cmniuin de la Constitución y 
leyes vi árenles sobre la materia, acuerde el pase que se 
solicita, manteniendo el pronunciamiento expedido en 
las circunstancias precifadas. — Bs. Aires, dieiemure 
29 de 1948. — Carlos O. Del fino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Autos y Vistos: Considerando: 

Bs. Aires, 14 do febrero de 1949. 

(¿no el Esemo. Sr. Presidente de la Nación someto 
a la considerar-ión de esta Corte Suprema, a los finca 
expresados en el ¡no. 0* del art. 86 de la Constitución 
Nacional, las Bulas cuya traducción adjunta, destina- 
das al Arzobispo de La Plata, al Cabildo, clero y pue- 
blo de la Arquidiócesis y a los Obispos Sufragáneos do 
la misma con las cuales S. S. Pío XII instituye canóni- 
camente Arzobispo de La Plata al Uxeiuo. y líevdmo. 
Monseñor Dr. Tomás .Juan Soluri, hasta entonces Obis- 
po Titular de Aulón y Auxiliar del Bt. Arzobispo de 
Buenos Aires, quien fué oportunamente presentado por 
el Poder Ejecutivo a la Santa Sede para tal designa- 
ción. 

(Jue corresponde prestar el acuerdo requerido, con 
arreglo a la jurisprudencia de esta Corto mencionada 
en la resolución del 27 de octubre del año ppdo. —autos 
**R 37!) : Bula de S. S. Pío XII" — con la salvedad do 
los derechos del Patronato Nacional a que se hace re- 
ferencia en los precedentes indicados en la decisión ci- 
tada. 

En su mérito, do conformidad con lo dictaminado 
por el Si\ Procurador (íeneral la Corte Suprema do 
Justicia de la Nación presta su acuerdo para que el 
Exorno. Sr, Presidente de la Nación conceda el pase a 
las Hutas con las cuales el Sumo Pontífice instituye 
canónicamente Arzobispo de La Plata a Monseñor Dr. 
Tomás Juan Soiari hasta entonces Obispo Titular de 
Aulón y Auxiliar del Sf. Arzobispo de Buenos Aires, 
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con las reservas que emanan de la Constitución y de 
las leyes dictadas con arreglo a ellas sobre el patrona- 
to. Devuélvanse las actuaciones al Poder Ejecutivo con 
el correspondiente oficio. 

Tomás D. Casares (en disidencia) 
Fklipe S. Pérez — Luía R, 
LoNiuii — Justo L, Alvarez 
Rodhíouez. 

Voto del Su. Presides íte Dr. D. Tomás D. Casares 
Autos y Victos: Considerando : 

Que por las razones expuestas por el suscripto en 
su voló transcripto en Fallos: 211, 104 —que son de 
aplicación al caso— correspondo decidir que nada obsta 
a que en la especie le sen prestada a la Silla Apostóli- 
ca la cooperación temporal que pueda ser requerida 
para que la inútil lición a que las bulas acompañadas se 
refieren, tenga pleno efecto. 

Por tanto y oído el Sr. Procurador General resuél- 
vese comunicarlo así al Poder Ejecutivo con transcrip- 
ción del pronunciamiento. 

Tomas D. Casares. 



EUSEBIO ALBINA v, PROVINCIA DE liUENOS AIRES 

// OXO RA 11 IOS: RvijnUn Un. 

Aun cuando nutra do ln refniliieión ele los lionera ríos 
devengados cu actuaciones judiciales KCfruidna origina- 
riamente ante la Cuite Suprema, es improcedente <Iis- 
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cutir la prescripción de ks mismos, toda vez que ello no 
ha wdo objetado por la contraparte, procede decidir el 
artículo sin otra dilación. 

PRESCRIPCION ', Comiendo. 

El plazo para 1» prescripción do k« honorarios de abo- 
pado corre desde que feneció < l pleito, por sentencia o 
transacción, o desde que aquél cesó en su ministerio. 
La circunstancia de trátársé de tos honorarios corres- 
pondientes a una incidencia en el curso del juicio, no 
bít-ta para que el termino se compute o pnrtír de la deci- 
sión de ta mVma si el lotrad" ecntinuó patrocinando al 
actor hasta el final del litigio, 

PRESCRIPCION : Principia tirnertil?*, 

Los preceptos referentes a prescripciones cortas son de 
interpretación estricta. 

LKY OE SELLOS: Exmnonr*. 

Las provincias están obligadas n resarcir a la parte con- 
traría el sellado de actuación empleado por esta n raíz 
de Ins incidentes pronuvidos y perdidos por aquéllas con 
costas. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

lis. Aires, 14 do febrero de 194ÍI. 

Vistos los milos "Albina TCnsohio v. Buenos Aires, 
la Provincia sobre inoonstitucinnalidnd de las leyes 
4Í25 y I117'\ pura decidir respecto de las cuestiones 
propuestas a fs. H¡2 y fs. lf»7. 

Y Considerando: 

Que aun cuntido la prescripción invocada a fs. 162 
lo ha sido fuera de oportunidad — Fallos: 1% T 10í> — 
toda vea liUu la misma no lia sido objetada por la con- 
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t ra parte, razones do economía procesal aconsejan deci- 
dir el artículo sin otra dilación. 

Que con arreglo a lo dispuesto por el nrt. 40,12 del 
Código Civil, el tiempo para la prescripción de los lio- 
norarios de los abogados corre desde que feneció el 
pleito, por sentencia o transacción; o desde que el aho- 
gado cesó en su ministerio. 

Que la circunstancia do tratarse de los honorarios 
correspondientes a una incidencia en el curso del jui- 
cio, no basta para que el término se compute a partir 
de la decisión dn la misma, en cuanto de autos resalta 
que el Dr. Lcgris lia continuado patrocinando al actor 
basta el final del litigio. Por lo demás lns preceptos re- 
ferentes a prescripciones cortas son de interpretación 
estricta. 

Que los sellos de fs. 52, 53, 54, 55 y 58 —por un 
total de m$u. 7.50— lian sido correctamente incluidos 
en la liquidación de fs. 164. Trátase del sellado de ac- 
tuación de la adora a raíz del incidente promovido por 
la demandada a fs. 43, y que ésta perdió con costas. La 
provincia está pues, obligada a resarcir las que ese in- 
cidente lia producido a la contraria, entre las que sin 
duda figura el sellado de actuación — Fallos: 187, 634 
y otros — y a lo que no obsta lo resuelto cu la causa 
"Gilardi v. Buenos Aires". Y toda vez que las fojas 51, 
56, 57, 59, 60, til, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69 y 71 corres- 
ponden al mismo incidente, están igualmente bien li- 
quidadas a fs. 164 basta la suma de mSu. 23.5(1, con tan- 
ta más razón cnanto que son reposiciones anteriores 
a la sentencia en la cansa "Oilardi v. Buenos Aires", 

t Que los sellos de fs, 41, 42 y 74 —que alcanzan a 
mf n. 4.50 — ajenas a la excepción de incompetencia, de- 
ben deducirse de la referida liquidación. 

En su mérito se decide rechuzar la prescripción 
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opuesta a fs. 162 y aprobar la liquidación de fs. 164, 
con deducción de la suma de m$n. 4.50. Con costas a la 
demandada. m 

Tomás D. ^Aj&atss — Fblipe S. 
Péhez - Luis B. Lonohi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez. 



FEDERICO O. BEMBEItCJ Y OTRA % PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES 

EXPROPIACION : ProtttUmhnto. Procedimiento judicial 

Toda .<£ que el art. 14 de ta ley ii" 13. 264 intepra el 
Tribunal de Tasaciones, creado por decreto 33.405/44 
—ley 12.022 — con un representante del Ministerio de 
Obras Publica* de la Nación y otro del expropiado, y 
atribuye al perito del mencionado Ministerio la reprc- 
sentaiióu del expropiador, no corresponde hacer tugar 
a la designación pedida por el aprderado provincial (pie, 
aparte de no estar fundada en la letra de la ley, impor- 
taría alterar ta constitución del referido Tribunal de 
Tasaciones, con otro representante del expropiador, rom- 
piendo el equilibrio fpie con la composición de aquél se 
ha deseado establecer 

EXPROPlACfOS : pnu?<Hmi<'nt<i. f.fif qne rige el provettimiento. 

La ley federal de expropiación es aplicable a los juicios 
radicados ante la Corte Suprema ( a ). 
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CERVECERIA "EL HALCON" S. A. COMERCIAL 
E INDUSTRIAL, QUIEBRA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Riqtimtoa propios. Relación 
directa. Hormas extraña* ni juicio. /lrí*\ 16 a V> de la Conutitudón. 

La circunstancia de que la sentencia de secunda instan- 
cia haya calificado de culpable Ta quiebra sin haber sido 
ad nc ida antes dicha causal y sin haberse corrida el tras- 
lado previsto en el art. 175 de la ley 11710 no importa 
violación de la defensa en juicio, si el Síndico no señaló 
en su informe actos culpables de la sociedad, cuya quie- 
bra estimó solamente casual, Tnmpceo ee ha vulnerado 
dicha garantía por haberse omitido oír en primera ins- 
tancia a algunos ríe le.s directores fie la sociedad bí éstos 
tuvieron oportunidad de defenderse ante la Cámara de 
Apelnctones y no ofrecieron ante ella pruehíis de las que 
haya prescindido. Per lo tanto debe ser declarado impro- 
cedente el recurro cxtrnordiiiario fundado en la priva*- 
eión del derecho de defensa, 

fít:rri;Sf) EX TfíAOItDfXA fífO : lienipsito* propio*. Relación 
direrto. SénténcittS coa fundamento* no fedérale* o federales con- 
sentido*. Fundamento* de hecho* 

Picudo irrcví^ble prr la Corte Suprema ln conclusión del 
tribunal apelado sc<rím la cual corresponde excluir de la 
calificación de la quiebra a dos directores por no haber 
tenido inferencia en l<*s hechos cuestionados, no procede 
el recurso extraordinario fundado en qup por ser análoga 
la situación de todos los directores se ha violado el prin- 
cipio de la igualdad al no extender a todos ellos la califi- 
cación de quiebra culpable, 
- 

Dictamen* DEL Fiscal de OAmaka 
Exma. Cámara: 

I 

No hay en autos, a juicio del suscrito, causas que justi- 
fiquen el recurso de nulidad, y son ineficaces al efecto las 
de fs. 2G3/41. por lo siguiente: 

a) la primera —no Imber oído a todos los ex directo- 
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res — e 9 vprdftd, pero intrascendente, porque la hipótesis de 
fs. 236, pcnult. op„ ae desvanece ante la inacción posterior 
de tos no cídos; además, el informe del síndico, por favorable, 
no daba lugar a expresar el "dcscurgo" que supone la ley 
11.71!» (art. 175) ; 

b) la secunda, si bien concierne a .inicios o expresiones 
que en el pronunc i amiento recurrido están fuera de Instar, 
como no se incorporan a la parte dispositiva carecen de inte- 
rés; per otra parte, todo eso. así contó tas causales creerá y 
cuarta, constituyen extremos ajenos a los fundamentos lega- 
les del recurso en examen. 

II 

Se justifica en cambio el recurso de apelación porque, 
aparte de to expuesto bajo cap. 1 1 T. snn inaplicables Jas dts- 
posieiones invocadas para calificar esta quiebra (v. fs. 241/6). 

El art. l(r¡>, ínc. 5*, ley 11.71Í». atañe, en efecto, a pastos 
de familia y ne funciona para suciedades anónimas, sin con- 
tar que. dada la índole del csunto, tampoco es extensibte al 

caso ñor analogía. 

El art. lfiM, 12'. id., supone libros irregufarmente lleva- 
dos, punto sobre el cual los de la deudora, en donde se tes 
objeto, tienen amnnro de sobreseimiento definitivo que impide 
remover lo juzgado. 

en he aún el art. 17í>. B* id., por cnanto, aparte 
de existir los libros indispensables, rubricados todos, nodic 
atribuye su ocultación a la fallida, ni que los presentara 
truncos o falsificados. 

Sin desconocer, ademas de la presentación tardía «na 
posible l¡gerezn e impericia o eXccsO de optimismo, nada de 
ello encuadra en los textos que rigen el easo y deben ser res- 
trictivamente interpretados, 

III 

liada la limitación de sn ingerencia en los negocios so- 
ciales según se explica a fs. 19 V7. deben quedar exentes de 
responsabilidad Im ex directores Rafael Castellanos y Ro- 
berto del Castillo. 

A mérito de lo cual el sr. -cripta opina que enrresponde 
declarar casual esta quiebra y sin responsabilidad en ella n los 
ex directores RaTad Castellanos y Tínberte del Castillo, revo- 
cando en consecuencia el auto de fs. 131 /!> y «ni ampliación 
fe. 140. — Mayo 19 de 1D4S. — Juan J t Britos. 
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SCNTEÍÍCIA DE LA C.ÍMARA COM RACIAL 

t 

Buenos Aires, agosta 25 de 1948. 

Y vistos; De los propios fundamentos del auto de califi- 
cación, como de Tos que sustentan el dictamen del Sr. Fiscal, 
se desprende que fu presente quiebra, si bien no puede juz- 
garse casual. Fcgíín opinión del Sindico < fs. I incid.) y del 
Ministerio Fiscal, tampoco es dable, con loa elementos de jui- 
cio que obran en autos, calificarla de fraudulenta. La califi- 
cación que le corresponde es la de "culpable", con sujeción 
al art. lfií), inc. 3 P de Ja ley 11.710 y conforme a laa tiernas 
de apreciación que señala el art. 174 de dicha ley. Por consi- 
guiente, oído el Sr. Fiscal, se resuelve no bncer lugar a la 
nulidad acusada por no existir causal para ello y su modifica 
el auto recurrido declarando culpable la conducta de esta 
quiebra y excluyendo de tal calificación a los Sres. Rafael 
Castellanos y lírberto del Castillo, por no tener intrereneia 
en los hcehos cuestionados. — Santa* S. Faré, — Francisco 
A. García. — Vicente Rodrigues Ribas. 



Dictamen del Pnocuiwi>oR Okneual 

Suprema Corto: 

El recurso extraordinario deducido n fs. 271 no 
está fundado cu los términos que In ex i se la i nt o rp ro- 
tación que reiteradamente lia dado V. 13. al art. 15 de 
la ley 48. 

Correspondería en consecuencia, y sin entrar en 
otras consideraciones declarar que lia sido mal conce- 
dido a fs. 273. 

En cuanto al ínter puesto n fs. 2C&"2G$. estimo que 
solamente está su ficicn tomento fundado respecto do 
ta alegación que formulan dos de sus firmantes, D. Mi- 
pniel Uoins y D. Eduardo Sánchez Torrero, acerca de 
que so habría vulnerado la garantía de la defensa en 
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juicio ut no haber sido ellos oídos en ningún momento 
anlcs del auto de calificación de primera instancia. 

Del art. 175 de 1» ley de quiebras resulta que del 
informe del síndico sobre las causas de la quiebra debe 
correrse traslado por cinco días al interesado para que 
este efectúe su descargo. 

El determinar si la inobservancia do tal disposición 
comporta o no restricción substancial de la defensa, que 
au lo rice a considerar ausente alguno de los requisitos 
que V, K. ha estimado esenciales a los efectos del res- 
peto debido a la piran! ía del art. 1S de la Constitución 
Nocional (aousm-ión, defensa, prueba y sentencia 125: 
10; 127:36-, 188:120 192:240 y :í08; 19:i:40S; 210:035), 
es cuestión que dependo de una apreciación de hecho 
ajena a mi dictamen y librada al prudente arbitrio de 
V. E. (doctrina concordante del dictamen de esta Pro 
curación publicado en 196:604 y los casos allí citados). 
Buenos Aires, Diciembre 14 de 1948. — Carlos G. Dci- 
fino, 

FALLO DE LA COIiTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de febrero de 1949. 

Vistos, los autos "Cervecería "El Halcón" S. A. 
Comercial e Industrial —Quiebra— calificación quie- 
bra", en los que se ha concedido a fs. 273 los recursos 
extraordinarios deducidos a fs. 2tií> y 271. 



Considerando : 

Respecta del primero: Que se funda: l 9 ) en la cir- 
cunstancia de que al calificarse de culpable la quiebra 
por aplicación dol art. ICO ine. 3* do la ley 11.719, sin 
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babor sitio nduoida ni discutida dicha causal antes de la 
decisión de la Cámara, se ha vulnerado la garantía cons- 
titucional do la inviolabilidad de la defensa en juicio; 
2*) en que tal garantía aparecería asimismo vulnerada 
en el caso de dos ex directores que no fueron oídos en 
ningún momento con anterioridad a la calificación de 
la quiebra efectuada en Ira. instancia; 3*) en que al no 
incluirse a otros ex directores cuya situación era aná- 
loga a la de los recurrentes, se violo asimismo la garan- 
tía de igualdad ante la ley. 

Que en su informe de fs. 1 el Síndico no señaló ac- 
tos culpables de la sociedad, cuya quiebra estimó sola- 
mente casual (ver fs. 45 vta.). En tales condiciones no 
era procedente el traslado del art. 175 de la ley 11.719. 
No hubo, pues, en este punto, violación del derecho de 
defensa, tanto menos cuanto que la oportunidad de ser 
oídos y expresar descargos la tuvieron los recurrentes 
en su presentación ante la Cámara — fs. 23G — , en la 
cual, por lo demás, no se hizo ofrecimiento de pruebas 
que dicho Irihumd haya omitido tomar en considera- 
ción. (Conf. Fallos: 1í)5, 1MJ; 104, 220; 103 y 264, 408 y 
487; lítt, SOS; 191, 85, etc.). 

Que por último, en lo que se refiere a la pretendida 
violación de la garantía de igualdad ante la ley ha de 
observarse que la Cámara da a fs. 258 el motivo de la 
exclusión. Que éste sea o no atendible y esté o no debi- 
damente fundado es cuestión que no puede ser objeto 
de pronunciamiento por parte de esta Corte porque se 
trata de una cuestión de hecho y de derecho común cuya 
decisión es privativa de la justicia locnl (art. 67 inc. 11 
de la Consl. Nac). 

Idénticas razones son aplicables al recurso dedu- 
cido a ta. 271 (conf. notif. de fs. 235 en segunda ins- 
tancia). 
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Por ello y de acuerdo a lo dictaminado precédeme- 
mente por e] Sr. Procurador General, se desestiman 
los recursos interpuestos. 

Tomás D. Casares. — Felipe S. 
Pkhkz — Luis R. Lohoiti — 
Justo L. Alvabez Rouríuuez. 



NACION ARGENTINA v. HECTOR AMOROSI Y CIA. 

COSA JUZGADA. 

Denegado el recurso ordinario de apelación interpuesto 
por el demandado sin que éste ocurriera ^ oportuna mente 
en queja, debe erncluirpe que existe decisión firme en vir- 
tud de la cual las alegaciones de aquél nn pueden *cr to- 
madas en ennírideración por la Corte Suprema. 

REIVINDICACION. 

Puesto que en ln demanda sólo se mi vindica la porción de 
"terreno anegadizo" de ta costa entregada por !a NnnAn 
n un ferrocarril y ocupada después por el demandado, que 
tnmó pr sesión de ella, debe en1cnder*e que uno de loa lí- 
mite* fie dh'hn fracción era la línea de ribera y que. por 
tanto, no preeed" hacer lu^nr a la acción con respecto a 
1, s terrenos -i*u;id<- s más atlá de dicha lírica. 

DAtiOS Y PKTiJriCtOS: Pruí&tí. 

A falta de toda prueba del perjuicio invocado p*r el PC- 
tnr enmn cen ccircncia de la neunat-ión p<~r el demendado 
de la frarción oue aoti''! reivindica, no proeede acordarle 
indemnización alguna por ose concepto. 

COSTAS; RmtUadn (1*1 Ktirjin. 

Cí^rf^nrnidr* ntu» yean ni'íradíi« en ni erden 0au«»'to 1» 
f .,u-^í ,ip «cvirtindn v d ft tercera instancia!* en nn juicio de 
r^vituTirneN n en e' en«d «-ólo hm prrüperado parcial- 
mente las pretenMon^s de las partes. 
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Sentencia del Juez Federal 

Huenos Aires, noviembre 24 de 1947. 

Y visto» • Para sentencia estos autos seguidos por la Na- 
ción contra Héctor Amor*. si y Cía. «/reivindicación, de Toa 
qne resulta: 

I. Que con arresto a lo depuesto en e] ¡ne. e) de la 
ley 5092. el Gobierno Nacional concedió ni Ferrocarril Pací- 
fico la oeupie : ón de una «nnerficie de 17.830 m 2 de terreno* 
anegadizos de dominio público. 

Qne Tos Sres, Híetor Amorosi y Cía. se lian posesionado 
indebidamente desde el año 1Í>37 de una fracción de 1124 ra* 
que forma parte de los aludido**, terrenos. 

Que por tal motivo y fundando su derecbo en los arta. 
2578. 2783. 2342 ine. r. 2572. 2328. 23 *0. 2510. 2516. 2772, 
275fi y concordantes del Código Civil pide la actora que se 
condene a ITíVtor Amorosi y Oía. a la entrega del terreno 
que se reivindica o lo que más o menos resulte de la dili- 
gencia pericial probatoria y a satisfacer lrs dañes producido! 
en concepto de frutos, intereses, etc. desde la fecha de la 
ocupación ilegal y las costas del juicio. 

II, Qne a fs. 9 contesta la demanda I>. Alfredo Amo- 
rosi manifestando que la acción está mal dirigida, pues el 
propietario del terreno en disputa es él v no la razón social 
Héetcr Amorosi y Cía., la nuc sólo tiene él carácter de locata- 
ria, Asnme por lo tanto el carácter de demandado y luego 
de negar todos los hechos, expresa nne el terreno que la ac- 
tora nretende reivindicar no es ni ha sido minea propiedad 
del rtobierno Nacional, Agreda que d?oho terreno envas me- 
didas, forma y linderos no son lo<¡ indíeadns en el plano qua 
ae peo moa ña a la demanda. lo ndntiiríó por escritora otor- 
gada ante el escribano ManiH F. Biblia no ecn fecha 18 de 
noviembre de 1938. de cuya escritura resulta nne D. Alfonso 
fíraffiüna Te^ cedió y transfirió f¡in reserva alguna ln« dere- 
chos posesorios a dirho terreno qne onecía desde haeía más 
de treinta años en forma quieta, pacífica y de buena fe. 

Qne en tales condiciones, aun en el sumiesto rte nne el 
F'sco nrobarn nne el terreno en disnuta le perteneció en pro- 
piedad, no sería pervierte «tt re¡vím1jrac ; ón desde que con- 
forme a lo* nrts 4015 y ¿nifi d"i Có<l¡*ro Civil quien ha no- 
seídn durante mAs de treinta años prescribe la propiedad a 
ku favor. 

ITace notar ademas que dichos bienes fueron propiedad 
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de I> Epifanía Caatex de Aubain, como se acreditará con la 
respectiva pericia y que por lo tanto el Fisco no puede fundar 
•u calidad de propietario en el art. 2342, me. ft del Código 
Civil 

Niega por último en forma expresa que In ocupación del 
aludido terreno haya producido perjuicios al Fisco y en mé- 
rilo a todo lo expuesto pide el rechazo de la demanda, con 



Y considerando: 

I Que el Estado, por acto solemne, como es la sanción 
y promulfración de una ley, declaró en el año 1907, ser del 
dominio público los terrenos anegadizo* situados entre la linea 
del Ferrocarril Pacífico, la del Ferrocarril ni Rosario (noy 
Central Argentino), el límite Sud del Parque 3 de Febrero 

y la calle Tapie. . , A . 

Ese acto fué la sanción por el Confrreeo Nacional <íe la 
ley 5092, por cuyo art. 2*, inc. e>, se concedió n la empresa 
del Ferrocarril Pacífico la ocupación de 17.830 mts- de esos 

^^Está declaración oficial no fuó impugnada ni conte-dada 
ñor ninffwna persona que invocara derechos de dominio o po- 
sesión Bobre la zona así delimitada y en cumplimiento de lo 
que ella dispone, el Ferrocarril PacíFieo entró en posesión 

de esas tierras. ■ - tMM . , 

Esta lev complementaba así a la n» 4012. sanción arta en 
acostó 29 de 1901. que en su art. 2*. inc. e), autorizaba a la 
misma empresa a ejecutar las obras provisorios que se requie- 
ran entre el límite de su zma y el muro de contención cons- 
truido por el Ferrocarril de Buenos Aires y Rosario, a fin 
de poder desastar y mantener en seco el espacio comprendido 

entre ambas líneas. 

Queda así evidenciado por actos públicos y ciertos que, 
como ya se ha dicho, no fueron nunca impugnados por nadie 
que invocara mejores derechos, que la fracción comprendida 
entre los límites arriba indicad™ estaba constituida pnr te- 
rrenos que se anepaban en el finjo de las apuas del Plata, 
es decir, que formaban parte de sus playas y como tales, inte 
eraban el dominio púhlico di la Nación, confrrme a lo dis- 
puesto por el art. 2340. inc. 4» del CódiRO Civil 

El Estado, por decreto del Poder Ejecutivo de mayo 31 
de 1895 ha fnndo la cota de la línea de ribera que separa 
la propiedad pública de la particular en Mmm ™ i 
da la Plata y por decreto de febrero 29 .le 1896, aprobó el 
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plano con el trazado de la línea de ribera en la zona corres- 
pondiente a los terrenos que aquí se reivindican. Si bien cae 
plano no ha podido sor hallado, como lo expresan en bu in- 
forme los tres peritfs ingenieros, esta agregado a fa, 63 del 
expte. administrativo n* °12.]42-P~1938, que corre por cuerda 
separada, el plano de replanteo de la traza del P. C. de Rue- 
ño» Aires y Rosario y determinación ríe la linca de ribera 
entre los Kms. 2.831 y 5,300 que pnr la focha, en parte borro- 
sa, qno ostenta, parece ser el do febrero 29 de 1890. 

Según esa línea de ribern que los peritos han trasladado 
al plano por ellos levantado y que corre a fs. 78 do estes 
autos, ta mayor parte de la fracción en litigio estaba situada 
en la zona anegadiza. 

IT. Que resultaría así de los Antecedentes expuestos que, 
o bien los terrenos comprendida dentro rio los límites oue 
enumera el art. 2'. ine, e> de la ley ííflfl2 se anegaban total- 
mente en las más altas mareas, o sólo quedaban cnbirrtos 
por la» aguas los situados al Este dé fa línea de ribera f i inda 
por e! decreto de febrero 29 de 1W6, En este último esso, 
sólo una pequeña parte de la fracción en litigio liabrín estado 
fuera de la línea de ribera, es decir, en tierra firme. 

En el primer caso esos terrenos, entre los cuales están 
los que aquí se reivindican, son hienes núMicos del Estado 
y como tales, son imprescriptibles fnrts. 2340. ine. 4*. y 3H51 
del Oódiero Civil). Como consecuencia, el demandndo nc ha- 
bría podido adquirir nunca el dominio de ellra por su pose- 
sión continuada durante treinta nFms. nnn cuando hubiera 
probado en fnrmn inequívoca esa posesión. 

En el segundo, estarían en la mi*mn sit unción les terre- 
nos situados al Este de la línea de ribera y en cnanto a los 
que estaban al Oeste de la misma, rs decir, en tierra firme, 
ellos formaban porte del patrimonio Privado del Estado, de 
acuerdo con el art. 2342. ine. 1* del Código Civil. 

Tlf. Que el demandado pretende oponerse a la ace'ón 
reivindicatoría sosteniendo que eí Estado no ha presentado 
títulos que acrediten su deminio: qitp las tierras en cuestión 
fueron de propiedad partición r. como one T> n rte necio ron n la 
sucesión de doña Epifanía Castex de Anhain, y que por su 
parte, ha poseído opon tierras, ñor sí y sus anteriores, pnr 
mñn de treinta años. lo que nsí ba quedado acreditado en la 
respectiva información producida ante la Justicia Civil de 
esta Capital, 

La primera de esas defensas debe ser desestimada de 
ptsno. porone como antes se ha visto, el dominio del Estado 
emana de disposiciones legales claras y precisas. Ya sea que 
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k considere a esas tierras como bienes público- o como bla« 

Grivados del Estado, en ambo» caso» bu dominio «urge de la 
v y su f" jlo es así indiscutible. 
y Vn cuanto a la segunda defensa, no ha pasado de ser 
una mera afirmación del demandado ya que ninguna prueba 
Z traído a los autos de que la sucesión Aubain haya sido pro- 
¡toaría de todo o parte de la fracción en d-l^tay» por 
consiguiente, que en ningún momento haya salido é*ta del 

to !&í wnSÍV considerar la posesión treintañal i* 

cate respecto es necesario dejar previamente estable- 
cido que, tanto en esa información como en 
demandado invoca derechos de posesión sobre dos 
de terreno, contiguas, que esta n perfectam^tc delim tadas 
en el nlano levantado por los peritos a fs. 78. tomo la «e- 
SVnV vería exclusivamente sebre la segunda de esas frac- 
5¿Z es únicamente en cnanto a ella se refiere que carrea- 
™á> analizar el mérito de la información y de la prueba 
Sa Tm autos, que consiste simplemente en una repetí 
ción de la ofrecida en aquellas actuaciones. UKra(1 . 

A fs. 26 corre un testimonio de eseri tura P«bh« labrada 
el 18 de noviembre de 1938, por la cual Alfonso Orafftgna 
cede y transfiere a Alfredo Amorosi -los derechos posesorios 
Tnnl fracción de terreno que se ubica a los 
propiedad de den Alfredo Amorosi. situada en la ™lle Can- 
5m Sil, fracción de forma irregular y que wffl« 
«pírficie aproximada de dos mil doscientos 
cuadrados, dentro de los siguientes Untemjl JJ*** 
propiedad de Alfredo Amorosi, antes Oraff.gna y Bamil. «1 
Bud Oeste y Snd Este, la anticua línea de la ribera hoy 
Fer^arHl Pacífico y al Nord Este cor , vi ya de, Fer = l 
Central Argentino". A continuación. Ora ffigna maní rtesta 
Sr en pXsión quieta y pacífica de ,a m*^*™*** 
£da, desde hace más de treinta ritos, presión 
Sor actos de dominio que ha ejercido en forma publica Este 
KsmVÍestimonio de escritura pública estuvo agregado a a 
Información producida ante los tribunales civ.lcs de esta 

C * P El\erreno esta as! debidamente individualizado, no exis- 
tiendo al respecto divergencia entre las partes, y ^a 
y precisamente ubicado por los peritos en ^»^Jyg 
íin qne tampoco haya surgido a este respecto observación 

* l,ÍU De la delimitación que del mismo se hace en la escritura 
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de referencia, resulta con toda claridad que está situado den- 
tro d" la zona delimitada por el art. 2*, ine. e), de la ley 5092. 

Ninguna importancia tiene, entonces, para Ta decisión de esta 
pleito, que no haya podido ubicarse en el terreno ta fracción 
concedida al Ferrocarril al Pacífico, por las razones que al 
respecto dan los peritos injren teros en su informe. Quien rei- 
vindica no es el Ferrocarril sino el Estado y su título da 
dominio, no sólo sobre esa fracción sino sobre todas las tie- 
rras comprendidas dentro de los limites indicados en el art. 2?, 
inc. el. de la ley 50Í12 es indiscutible como que surge de la 
ley, s*t!Ún notes se ha demostrado. 

Ornf i miando con el análisis de la prueba de la posesión 
invocxida por Amorosi. se observa que en la escritura de fs. 26, 
Graff¡«?nn afirma rstar en posesión de esas tierras desde haco 
más de treinta afina, pero no menciona ninguna prueba ni 
antecedente que corrobrren esa enfática afirmación. 

Tanto en esa información como en estos autns, Amorosi 
hn ofrecido el testimonio de Francisco Croaeet, Segundo Pa- 
dova v .TrFÍ Nnsi. quienes afirman en sus decía r neones que 
Graff ; !*na primero y Amorrsi después, han ocunado esos te- 
rrenos pnr espado de m*s de treinta años y justifican sus 
dichos enn ln afirmación de nue conreen tales hechos por ha- 
ber v ! vido en esc barrio durante todo ese tiempo. 

Estas declame iones «en insuficientes por sí sol na para 
probar la posesión que sp invoca, primero porque no se ba 
acreditado en ninguna forma que sea cierto on rt los tres tes- 
tigos han retado domiciliados en las tnmediaeienos de ese 
terreno y Fecundo pornue enn n^m't'CTirln la ver fiad de SUS 
dichos y por consiguiente, que Graffigna ha va ocupado esos 
terrenos pn* espacio do tantos añ>s como d^en los testigos, 
no hnv prueba de uno esa reupaeión ha va sido con Animo de 
du^ño. requisito esencial nara que pueda adquirirse el do- 
minio por pr^seripción. Ningún elemento de juicio suminis- 
tran esos testiffos oue demuestre que Graffiirna obraba como 
dueño de esos terrenos y el demandado tampoco ha aportado 
nin«*i'nn prueba en ese sentirlo. En cambio, de las actuaciones 
administrativas agregados surge lo contrario. De ellas resulta 
que el Fcrroenrril Pacífico estuvo en pnsesión de esas tierras 
has+a el año lílítt en que empezaron a spr ocupadas per Amo- 
rosi: oue como consecuencia de esta oennación. la empresa 
ferroviaria denunció el hecho a la Dirección General de Fe- 
rrocarriles, dando n*í origen a e^ns actuaciones y posterior- 
mente a la demanda y que cuando se labró la escritura ptt- 
bliea de ee*ión do derechos de Graffigna a Amrmsi. óste tenia 
pleno conocimiento de las protestas y reclamos hechos por el 
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Ferrocarril, no fiólo por las inspecciones realizados en el te- 
rreno por técnicos oficiales sino por ta correspondencia epis- 
tolar y telegráfica cursada entre ambos con anterioridad. Todo 

tito quita valor probatorio al testimonio de las tres personas 
nombradas y pone en evidencia que Amorosi ha preparado 
nna prueba defensiva mediante la cesión de derechos, para 
Unir a su ijcsesión una pretendida posesión anterior de Graf- 
figna. 

Teniendo el Estado el tita lo de dominio indiscutible sobre 
esas tierra», la prueba que presen tu quien pretende discutirle 
ene dominio debe ser clara, precisa y convincente, lo que dista 
mucho de ocurrir en este caso, per las razones antes expuestas. 
La demanda debe entonces prosperiir. 

Por estos fundamentos, fallo: Condenando a Alfredo 
Amorosi a devolver a la Nación el terreno que indebidamente 
ocupa, señalado en el plano de fs. 78 eomo segunda fracción 
que forma un polígono irresular delimitado con las letras C- 
H-fl-F-E. con una superficie total de dos mil doscientos 
cincuenta y seis metros trecientos ochenta y dos milímetros 
cuadrados y que linda al Norte Oeste, en su costado C-H eon 
Alfredo Amorosi en una extensión do treinta y dos metros 
setenta y cinco centímetros y con el Ferrocarril al Paeífieo 
en una extensión de d ; ez y nuevo metro** prívenla y oebo centí- 
metros; al S. O. y R. E. en sus la.ks Tl-0 fie veintiún metros 
cincuenta y euatro centímetros. ÍT-F de veintisiete metros 
veintiocho centímetros y F-E de treinta y do* metro* ochenta 
y seis centímetros, eon el Ferroi arril Paeífieo y n! N. E. en 
sil costado C-E de sesenta y eineo metros treinta y eineo cen- 
tímetros, enn las vífs ñ>l Ferrrearril Central Argentino. Con 
costas. — E. A. Ortiz fíasualtlo. 



Sejítfncia ir la Cámara Federal 

Buenos Aires. 31 de agosto de lí)48. 

Vistos estos autos promnviflos por el Fisco Nacional eon t ra 
Héctor Amrrosi y Cía., snhre reivindicación : pnrn conocer 
del reenrso concedido a fs. í>0 vta.. contra la sentencie de 
fe, 84 y siguientes, el Sr. Juez Dr. Saturnino F. Funes, dijo i 

Considerando: 

I. La ley 7)092 en su art. 2'. inc. e), concedió al Ferro- 
carril Pacífico la ocupación de 17,830 mts. de terreno anega- 
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dizo, ubicados entre su línea y la del Ferrocarril Rosario. 
La construcción de esta última línea separó esos terrenos, que 
fueron parte de la ribera del Río de la Plata, de au cauce, 
en forma permanente. 

A causa (Je dicha obra. 17.830 mts. de ribera pertene- 
cientes al dominio pública del Estado (art. 2340, ¡no. 4" del 
Córt. Civil), desafectados de su destino natural, se incorpo- 
raron a su patrimonio privado (art. 2342. inc. 1* del miwmo 
Código) 

Lo que se reivindica, pasó del dominio público al dominio 
privado estatal, al dejar de ser ribera del río para transfor- 
marse en terreno anegadizo, definitivamente segregado del 
cauce v excluido de las utilidades propias de la navegación 
(art. 2340, ines, 3 y 4 del Cód. Civil). 

Por consiguiente, si como dominio público fué impres- 
criptible el terreno reivindicado, comprendido en los 17.830 
mts. concedidos en uso al Ferrocarril Pacífico, al formar 
parte del dominio privado, bien pudo adquirirse por usuca- 
pión, de mediar ef lapso necesario desde que ocurrió su des- 
efeetaeinn ( Fallos: 175, 138). 

II. Fijada lu naturaleza del bien reivindicad» con rela- 
ción al derecho de las partes, corresponde elucidar en primer 
término lo cuestión que plantea la demandada, poseedora del 
inmueble, al desconocer título al flohternn Nacional, por no 
estar demostrado, según dice, que hubiera pertenecido al do- 
minio público, lieelio que es orieen de su derecho de propie- 
dad y futid» mentó <V la acción instaura ta que nace del domi- 
nio que eadn uno t'.ne ríe cosas particnlan-s. por la cual el 
propietario que ha perdido la posesión la reclama y la reivin- 
dica centra aquel nue se encuentra en posesión de ella (art. 
2758 del Cid. Civil). 

La prueba del dominio es amplia en cuanto a lew? medros 
de demostrarlo, puesto que el título resultará de que la frac- 
ción reivindicarla haya formado pnrle de los 17.830 mts. de 
terreno anegadizo, antes ribera del líío de la Plata, que fue- 
ran cedidos al Ferrocarril Pacífico por la ley 5002. 

Se vincula el hecho en forma inmediata n la determina- 
ción de lo que fué línea de ribera, límite natural de los terre- 
nos anesadtzos. 

Efectivamente, como lo señala el demandado, consultadas 
distintas reparticiones públicos, no pudieron dar informes 
sobre la ubicación de la línea de ribera en esa zona. En este 
sentido se espidieron. Obras de Puerto Nuevo, a fs. 53, Tie- 
rras y Colonias, a fs. 58 y la Municipalidad de la Capital, 
a fs. 65 del expediente administrativo. No obstante ello y en 
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Tizón de haber otras fuentes de información^ puede afirmarse, 
como implícitamente lo aceptó el Sr. Jues, que la prueba Jel 
dominio es convincente. 

A fs 52 del expediente administrativo, la Inspección 
Oenern! buscando los documentos que pueden servir par» 
eatab'eecr el derecho fii?cal. halla los planns 2107 y 2107 A., 
con leyenda "modificación prepuesta pnr la ley 4012. recla- 
mación de terrenos, etc." y el plano sin número, con leyenda 
"Replanteo de ía trara riel Ferrocarril de Buenos Aires y 
Rose rio y determinación de la linea de ribera del km, 2 
+ 831 55 al km, 5 + 300". de los cuales este último sólo está 
•prohado, "uyns copias se apresan a fs. 61, 62 y 63. 

Pe este último plano se sirven preferentemente los peri- 
to» ingenieros para espedirse en favor fiel reconocimiento del 
título d*d fínhierno Nacional sobre la mayor parte de la frac- 
ción reivindicada. 

Refiriéndole a su valor nrnhn torio, dicen les peritos, one 
fí.iadA ía eofa ecnsMcrnda limitativa de la línea de ribera 
por decreto del 3T de mayo d" 1895 se hizo un trazado, apro- 
bado ñor decreto del 2°. de febrero de 1896. onc si bien se 
modificó prr otro tmzndo señalado en el n'ano 108 bis. apro- 
bado ñor decreto del 8 op octubre de 1897. lo fní en lo míe 
respeta el trazado de 'a línea de ribera de los terrenos lin- 
deros al parque 3 de febrero. El plano TOft bis. no pudo ser 
©btPTiido. nTf> ermo modifica al an* n rior en la parte de ribera 
enr'^nno^ieute al pai tío 3 de Febrero, el p'nno eprobado 
el 29 dé febrero do lflOfi queda subsistente en lo demás y el 
que fi"iirn a fe, K3 del e*mediewt¿ jirtm'n^trnt'vn di con los 
pericos, pardee ?"r rrnr la fecha borrosa ntic eon«¡fa en ól — 29 
de f^h^ere de I89fí — el nnrohido c/l °9 de fehrern de 1896. 

P^r otra parte este platin ha st vicio para el señalamiento 
de la línea de ribera en los p'anns no anrobados 2107 y 
2107 A., one llevan un «oiTn fcHui'lor de T1 de mavo de 1906. 
S«*i testimonio* enn enmnT*Tn"ntar'os del nue aperta el plano 
oficial, confuyendo a clnridnr el derecho de propiedad del 
Gobierno Nacional. 

T>e esta prueba enrfre. preferentemente que el terreno 
reivindicado, en su mayor parte, está incluido en los 17.830 
mtp. * ln +»""pne anegadizo, cedido al Ferrocarril Pacífico por 
la ley 5092. 

El tierno de que en el título de propiedad de la que se 
denomnm fracción número uno de los demandados, se señale 
a travos de distintas transacciones (escrituras de fs. 14 y 
sietes.), como lindero en el límite N. E, ocupado por la frac- 
ción que se reivindica, a la Sra. Castex de Aubain y no a> 
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tierras fiscales, no tiene incidencia eficaz para enervar laa 

conclusirnoa que se desprend.n de \m planes examinador, por 
provenir esa decía ración de Jas partes interesadas intervinien- 
tes en las transferencias y no fie un examen de los títulos de 
la Sra. de Aubain y su ubicación en el terrena. 

Los peritos establecen la línea de ribera . demostrando 
(Tróficamente su curso en el esquema de fs. 54 y piano de 
fs. 78. En ambo», se la pcñafa avanzando sobre la fracción 
reivindicada, cubriéndola en su mayor parte, si bien no esta- 
blecen en la pericia cuantitativamente la parte que era de 
propiedad fiscal, por estar incluida dentro de la línea de ri- 
bera. 

Corresponde aceptar el título de propiednrl del Atoado 
hasta el trazado de la iínea de ribera y no en la totalidad 
de la superficie reivindicada, porque en la demanda, de eon- 
fnrmidnd con los antecedentes administrativos, se reclama lo 
que fnrt dominio público, la percibo de terreno anesradizo 
entrejrado en uso ni Ferrocarril Pacífico en posesión del 
demandado. Tal es el título que se invoca para fundar el 
dominio. 

TFT. Admitido el derecbo de propiedad del ííobierno 
Nacienal sobre la mayor parte del inmueble reivindicado, 
corresponde considerar, si el demandado, como lo sostiene en 
sil defama, adnnirin «*1 dominio nnr i'-ne"n¡nti. ' lri senado 
al derecho que le confieren los arts. 3947, 3948, 3051 y 4016 
del Cód. Civil. 

A partir de la construcción de la línea del Ferrocarril 
a líosa rio que separó permanentemente parte de la ribera del 
cauee del río. modificando su condición jurídica, ba mediado 
un lapso de tiempo, si bien no cierto en cuanto a la fecbn de 
origen, suficiente como para que la prescripción adquisitiva 
se consumara, scsnln los antecedentes que obran en las actua- 
ciones administrativas en los autos. 

/ El éxito de la defensa, reside, por consternen te, en el 
mérito de la prueba. la que debe ser plena frente a! título 
indiscutible de propiedad del actor, ya que toda duda sobre 
la materialidad de la posesión y sobre el oniniK* tltmini. debe 
resel verse en su contra en razón de !a perpetuidad que la ley 
reconoce al dominio — art. 2510 del Cód, Civil. 

Finca su prueba en el dicho de los testigos que deponen 
a fs. 37. 38 y SO de los autos, reiterando lo declarado en el 
expediente de información treintenaria, Justa es la aprecia- 
ción que de ella bace el Sr. Juez a-qvo. No surge de la misma 
con exactitud, claridad y precisión la demostración terminante 
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y explícita de la posesión con Animo de tener la cosa para sí, 
como lo requiere el art. 2351 del Cód. Civil. 

Sugiere el examen de esta prueba, en sí y muy particu- 
larmente con tos demás elementos probatorios, lo que ya se 
ha exproiado en cosos análegos: "que los testigos presentado! 
para acreditar Ta posesión treintena rin o título de dueño, no 
expresan circunstancia albina especial que haga verosímil sus 
declaraciones, porque no es bastante decir que saben y lea 
consta que aquél o el causante ha estado en la tierra, la ha 
cultivado, etc. para inducir necesariamente que lo hacia a 
título de dueño, pues, tale» tictes son comunes a otras causas 
de ocupación" — R. C. : J. A., t. II, ps. 570 y 560; Fallos: 
153. 310; 131, 155: 122.114 y otros. 

Las demás pruebas, como se expone en el párrafo ante- 
rior, le son adversas «I demandado. 

El Ferrocarril Pacífico denuncia la ocupación con cons- 
tniccicncs. de los terrenos que le fueron cedidos por la ley 
5092 {fs. 1 a 5, 12. 31 y 32 del expediente administrativo 
KffreyniM, y acredita con la correspondencia de fs. 92 del 
expediente mencionado, que le dirigiera el apoderado de la 
firma Amornsi v Cía., que esa sociedad, con sus instalaciones 
contiguas ni Sr. Crnffigna. a quien pura más adquirió la 
fracción señalada con el n° 1 donde aquéllas se encuentran 
(ver plano de fs, 7 y escrituras de fs. 24), no tenía el 
Sr. Grnffigna como propietario, sino como mero ocupante de 
la fracción reivindicada, mostrando así. la falta de certidum- 
bre pública acerca de la existencia de una posesión cierta. 

El mismo ílraf fiema, cuando en el año 1934. cen Romil 
del Río, vende a Amornsi y Oía. (ver escritura de fs. 24), 
en la transferencia designa el terreno reivindicado, que era 
lindero del que vendía, como de propiedad do D» Epifanía 
Castex ríe Aubain. no obstante tener ya cumplida la pres- 
cripción, a e^tar a Tos phmos declarados por lrs testigos, que 
la demandada ofreció en este juicio. 

Corresponde agregar sobre e«te capitulo, que si ambas 
partes pudieron ahondar la prueba neerea del hecho posesión, 
cada un:i se^óu sil posición en el juicio, la* deficiencias, cu 
razón de las consideraciones hechas sobre el criterio de apre- 
eiación de la prueba, no redundan en modo alguno en bene- 
ficio de la demandada, sino del actor, que ha probado satis- 
factoriamente el dominio, 

IV. Por último, declarándole en parte procedente la rei- 
vindicación, ha de juzgarse si corresponde aceptar el agravio 
que contra la sentencia de primera instancia, expresa el 
Sr Procurador Fiscal de Cámara en bu escrito de fs. 108, 
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por haberse desestimado la condena que se demandó por el 
actor de danos que le hubiera ocasionado el hecho de la ocu- 
pación indebida. 

Considero justa la sentencia sobre el punto. 

La fracción reivindicada fue cedida al Ferrocarril Paci- 
fico para su ocupación y uso. Por tal circunstancia y en de- 
fecto de toda prueba de perjuicio y no aducirse nuevos he- 
chos, es preciso resolver que no hay daño alguno que reparar 
respecto del reivindicante. 

Por las precedentes consideraciones, soy de opinión que 
corresponde confirmar en lo principal. la sentencia en recurso 
de fs. 84 y siptes. modifiei'nidosela en cuanto debe hacerse 
lupar a la reivindicación de la zona comprendida por la línea 
de riVra trazada en el plano de fs. 78, a fijarse al cumplirse. 
Las costas de esta instancia, atento ai resultado de sendas 
apelaciones, por su orden. 

Lost señores Jueces, Dres. Ricardo Villar Palacio y Juan 
A. González Calderón, adhirieron a las premíenles censí de- 
raciones. 

En su mírito. se confirma en ío principal, la sentencia 
en roenrso modificándosela en cuanto debe hacerse lugar a la 
reivindicación de ta zona comprendida por la línea de ribera 
trazada en el plano de fs. 78, a fijarse al cumplirse. Las coa- 
tas de esta instancia, atento al resoltado de sondas apelacio- 
nes, per su orden. — líirarda Villar Palacio. — Juan A. 
González Calderón.' — Saturnino F. Funes. 



VALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 do febrero de 1949. 

Vistos los autos: "Fisco Nacional v. Amorosi y 
Cía., Héctor sobre reivindicación*' en los que se ha con- 
cedido a fs. 121 el recurso ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que el recurso interpuesto por el demandado le fué 
denegado a f& 121 sin que interpusiera a^ raíz de ello, 
en tiempo oportuno, la queja pertinente si entendía que 
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le liftbía sido mal denegado. Hay, pues, sobre el punto 
decisión firme en virtud de la cual las alegaciones del 
demandado no pueden ser tomadas en consideración en 
esta instancia. 

Que el Sr. Procurador General en representación 
del Pisco Nacional solicita que se revoque la sentencia 
apelada y se haga lugar a la demanda en todas sus 
partes. 

Que respecto ni al canee do la reivindicación, que en 
la sentencia de la Cámara se limita a la parlo del terre- 
no ocupado por el demandado que traspasa la línea 
de ribera señalada en el plano de fs. 78, el Sr. Procura- 
dor General observa que la argument ación de dicha 
sentencia según la cual lo reivindicado no era dominio 
público sino privado del Estado está contradicha por la 
declaración do la ley 5002, la cual debe prevalecer en 
lo que a esta tierra se refiere, sobre las pertinentes dis- 
posiciones del Código Civil. Pero es de observar que la 
decisión del punto carece de influencia sobre lo que es 
objeto de este pronunciamiento, pues si bien en la sen- 
tencia de la Cámara se llega a la conclusión de que lo 
reivindicado era prescriptible, también se llega a la de 
que la prescripción no se operó a favor del demandado. 
Y si excluye de la reivindicación una parte del terreno 
ocupado por este último, que se ubiea y delimita en el 
plano de fs, 78, no es porque considere que esa porción 
fué adquirida por prescripción, sino porque la considera 
excluida de lo que se demandó pues M en la demanda, 
de conformidad con los antecedentes administrativos, se 
reclama lo que fué dominio público, la porción de terreno 
anegadizo entregado en uso al Ferrocarril Pacífico, en 
posesión del demandado" (fs. 114). Y en la sentencia 
citada se establece que uno de los límites de esa porción 
es la línea de ribera marcada con color amarillo en el 
plano de f s. 73, —que complementa la pericia de f s. 64—, 
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por lo cual lo que de la fracción señalada con el núm. 2 
está liucia adentro a partir de esa línea no es tierra 
comprendida en la demanda. Y es así, pues, la demanda 
y la ley 5002 aluden a terrenos anegadizos de la costa 
que son 11 los que las olas bañan y desocupan en las más 
altas mareas" (nrt 2340, inc. 4°, del Código Civil). Lo 
que quiere decir que uno de sus límites era la línea de 
ribera a que se ha hecho referencia. Corresponde, pues, 
mantener esta parte de la sentencia. 

Que tampoco lia de hacerse lugar al recurso en 
lo relativo a la restitución de frutos, indemnización de 
daños o intereses y exención de costas de segunda ins- 
tancia por las razones dadas en la sentencia apelada y 
que la parte recurrente no lia intentado rebatir. 

Por tanto se confirma en todas sus partes la sen- 
tencia de fs. 112. Las costas de esta instancia se paga- 
rán en el orden causado en razón del resultado de los 
recursos. 

Tomás D. Casahes — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonohi — 
Justo L. Alvabbz Rodríguez, 



ISIDRO B. ALMA DA v. ZUCCOLI Y CIA., S. R. LTDA. 
JURISDICCION Y COMPETENCIA : Principios genérate*. 

Son tribunales competentes para entender en nn litigio 
los que lo eran conforme a la jurisprudencia imperante 
en el momento de trabarse la litis contestación. Siendo, 
pues, anterior a ésta en el caso de autos, la jurispru- 
dencia de la Corte Suprema que declaró la competencia 
de Ira tribunales del trabajo de la Capital para conocer 
en juicios que antes correspondían a la justicia federal 
por razón de la materia, procede confirmo r la r elución 
por la cual esta última declara su incompetencia para 
eonocer de la causa. 
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Dictamen del Pjiocuíiador Okxuhai, 
Suprema Corto: 

Con fecha 29 de noviembre de 1948 V. E> declaró — 
" Pe rey ra v. Cía. Argentina de Petróleo Astra S. A.'* — 
que la circunstancia de que» conforme a la jurispruden- 
cia de Fallos 210:404 ; 211 y otros posteriores, corres- 
ponda a los tribunales de la justicia del trabajo conocer 
en causas como la presente, no impide que la justicia 
federal continúe en el conocimiento de las mismas» co- 
mo se resolvió en el caso análogo publicado en el t. 202, 
pág. 441 tic la respectiva colección cuyos fundamentos 
se dan por reproducidos. 

En dichos fundamentos, el tribunal se remite a la 
doctrina do la Corle Suprema según la cual son tribu- 
nales conéctenles pura conocer en nn litigio los que lo 
eran de acuerdo con la jurisprudencia imperante en el 
momento de trabarse la litis-contestación, aunque baya 
cambiado después orientándose en sentido opuesto. 

Y bien, al trabarse la litis en este juicio el 16 de 
marzo de 1048 con la contestación de la demanda obran- 
te a fs. 10, ya V. E. había dictado el fallo del t. 210, p. 
404 a que hice referencia más arriba, en el que se esta- 
bleció la competencia do la justicia del trabajo en pleitos 
como el actual. 

Procede, en consecuencia, confirmar el fallo apelado 
que así lo declara. Buenos Aires, febrero 10 de 1949. — 
Carlos G. Del fino. 
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Buenos Aires, 21 de febrero de 1949. 

Vistos los autos "Almada Isidro B. v. Zuccoli y 
Cía. S. R, Ltda. a.| cobro de pesos", en los que se ha con- 
cedido a fs. 28 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que de acuerdo con la doctrina sustentada por esta 
Corte Suprema en reiteradas oportunidades (Fallos: 
181, 137; 201, 186; 202, 441 ; sentencias del 29 de noviem- 
bre ppdo. en la causa: "Pcrcyra v. Cía. Arg. de Petró- 
leo Astra", y de fecha 7 y 14 del corriente en los juicios 
"Biain de Uhalles v. Elfi S." y "Municipalidad de Bs. 
Aires v. F, C. O. y otro", respectivamente) son tribuna- 
les competentes para entender en un litigio los que lo 
eran conforme a la jurisprudencia imperante en el mo- 
mento de trabarse la litis contestación. 

Que como bien dice el Sr. Procurador General en 
su dictamen, la jurisprudencia de este Tribunal que de- 
claró la competencia de los tribunales de la justicia del 
trabajo para conocer en causas como la presente es an- 
terior a la fecha en que se trabó la litis contestación, 
por lo cual corresponde a aquéllos conocer de este juicio. 

Por tanto y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General confírmase la sentencia apelada en lo que ha 
sido materia del recurso. 

Tomas D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Lui9 R t Lonoht — 
Justo L. Alvares Rodríguez. 
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MUNICIPALIDAD DE SAN ISIDRO v. FERROCARRIL 
CENTRAL ARGENTINO 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requmto» comune*. Subsisten** 
«{• los requénto§. 

Aunque haya sido declarada procedente la queja por 
denegación del recurso extraordinario corresncmlc resol- 
ver que ¿te no procede si en el memorial presentado 
ante la. Corte Suprema por el recurrente se formulan 
manifestaciones que importan el reconocimiento úo que 
la resolución apelada no le rersiona ya gravamen albino. 
Tiene cae alcance la declaración formulada por una em- 
presa ferroviaria en pleito con una municipalidad en el 
sentido de que las consecuencias del litisio rccrerñn sobre 
la Nación como consecuencia del convenio sobre adqui- 
sición de los ferrocarril». 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Las mnnífestneiones que formula el apelante en el 
memorial de fs. 68 con relación a la? consecuencias que, 
a su .juicio, se derivarían para la presente cansa de las 
estipulaciones contenidas en el convenio celebrado en- 
tre el Gobierno Argentino y los empresas ferroviaria» 
de propiedad británica, importan un desistimiento del 
recurso deducido. 

Corresponde así declararlo, de acuerdo con lo re- 
suelto el í* de setiembre ppdo. in re "Ferrocarril Oeste 
— Adnana-184-L-1¡>44". BuenOB Aires, febrero 8 de 
1948. — Carlos O. Detfim. 
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Buenos Aires, de febrero do 194». 

Vistos los antos "Municipalidad de San Isidro c| 
Ferrocarril Central Argentino o quien resulte propio* 
(ario s.| Apremio'*, en los que a fs. 60 esta Corte de- 
claró procedente el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que las manifestaciones formuladas por el recu- 
rrente en el memorial de fs. 68 importan el reconocimien- 
to de que la resolución apelada no le ocasiona ya gra- 
vamen alguno; es decir, que lia desaparecido uno de los 
requisitos necesarios para la procedencia del recurso 
extraordinario (Fallos: 209, 341). 

Por ello y lo dictaminado por el Sr, Procurador 
General a i's. 70 se declara improcedente el recurso ex- 
traordinario en esta causa. 

Tomás D. Casares — Felipe S, 
Pérez — Luis R. Lonoiii — 
Justo L. Alvaukz Rodríguez. 



OIONIS CIIARALAMBE v. IMPUESTOS INTERNOS 

RECURSO EXTRAORDtXARfOi Requisitos propios. líéUñóm 
directa. Sentencias con fundamentos no federales o federales con- 
sentidos. Fundamentas de hecho. 

Puesto que para la aplicación de las penalidades previs- 
tas en el art. 36 de la ley 3764 —27 del t. o.— se requiere 
la intención de defraudar no procede el recurso extra- 
ordinario fundado en la inteligencia del art. IOS, ap. 9, 
inc. a) del t. o. contra la sentencia que absuelve al con- 
tribuyente por considerar que no ha existido aquella 
intención. 
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IMPUESTOS INTRUSOS; Régimen represivo. Defraudación y 
Ümptt$ infracciones. 

Si bien es indiferente la ausencia de dolo, pnrn ta apli* 
caeión de las sanciones del art. 37 de la ley 3764 —28 
¿ e \ t, o.— «a doctrina debe completarse, como lo ha sido 
respecto del art. 30 de la ley mencionada —20 del t. o.—- 
con la consideración de que no impide la absolución del 
sumariado que comprobara la inexistencia de culpa en la 
infracción qnc se le acrimina. Habiendo mediado consulta 
a la administración, en circunstancias que permiten 
duda, no cabe prescindir do Ta contestación a la misma, 
para sancionar como infracción la conducta del suma* 
riado. 

nSCVnSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propia*. RelaeiAn 
éirtetm. Sentencia* con fundamentas no fedérate* o fedérate» coi** 
ftffttúfat. Fundamentos de hecho. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que funda la absolución del contribuyente, entre 
otras rasónos, en una circunstancia de hecbo t cusí es la 
relacionada con la consulta formulada por el mismo a la 
administración, en circunstancias que admiten duda. 



Sentencia del Jutas Federal 

Buenos Aires, junio 2 de 1947. 

Vistos y considerando: Que la Administración OenTal 
da Impuestos Internos, hoy Dirección General Imprsitiva, 

rr resolución de fe. 44. impuso al apelante una multa de 
403,20 m/n., equivalente al décuplo del impuesto exigido 
en 1* misma, por haberse comprobado en un local separado 
del "laboratorio" la existencia de 9 envases del producto de 
ni elaboración "Express Yonys". de 1 litro, careciendo de 
estampillado fiscal, como resulta de las actuaciones adminis- 
trativa* precedentes y asimismo por haber vendido con ante- 
rioridad 55 fraseos mas. {fs. 6 a 9 y 17 vta.). 

Que, en primer lugar, en lo referente a lea 9 frascos 
bailados en infracción, no obstante lo sostenido en la expre- 
tion de agravios, atento lo informado a fs. 36 por la Dirección 
Nacional de Salud Publica, teniendo en cuenta los resultados 
da loa analista practicados en autos, el uso a que se destina 
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ÉJS W to cuestionado y su mismo rotulado, debe coulde- 

aSístl o5 t, - Ul0 í« aprendido en el art. 108 

apartado 9* inc. a ) {t. o.). A este respecto aon atinadas 1» 
tmm que invcca el apoderado de la IWión OríeíaTl " 
positiva en el traslado contestado a fs. 62, en cuanta no « 

de la infinidad de productos ex Btentcs, siendo suficiente la 

Znf^ 6n f C 1 " tí 7 Sad ° s h «<" 'as consultas eorr^- 
ESÍTÍ^L' ,a «^"S^ administrativa en lo, caaci) nne 
ocurran par» evitar hallarse en infracción, como el ipclante 

Sffi Cntem SUStentodo W ■« ¿"Aprudencia eT22 
Que en lo que respecta a los ñ!> envase* de? r-n- 

.,™«- 1 j 0n T° a í «P*»** y contenido, que habrían «ido 
«péndulos sin tributar impuesto desde Jo feclia de sn fa- 

SÉ*? M% h Ín¡ ° Í,,CÍ6n de ,as asunciones admint 
tISn.TÜ'i U ?" en . cnei,ta s« conocimiento h n rm£ 
d> ve„t„L^r a K^ ta i e rr d *' t íí,te ™do | & talonarios 

eatf JZZ PTUÓ ' nC \** rpite r a<ta ^ ^ considerado 
«ta situación en que el comerciante anrta en sus libros la 

2? mS?a fe dSf!. „ d * **** f * int<meií ' n d * *ftttfl 
ni mata fe, desde que, como ocurre en el caso de autos de 

mJteWm* y declaración^ esnontánrament* SKSta 
cuitado el conocimiento de la presunta infracción Bn coiirc 

íiSri» 3 d ; d0 ' , J e0 ", anterioridad a la mwieimi, no ha 
bSf rln^í^ Ud TÍ n í" 6 ee T * im P ,,ta al «Piante, de! 
taria P hecho 001110 nna ínfr aceidn reclamen. 

f^ii«?Lr t n Cín " SÍ í; ra í íon - s * W^ tti Aplicar al apelante 
Charalambc Gronn (T. I. „• 6299-0.1945) nnr loa 9 fraseos 

de una ¿SffVt S*?*? "¡ Íin * do v ^"^"«río a» pai 
oe una multa de $ 2n de j(nial moneda por la infracción 
mencionada quedando así medicada la relnJo^^S 
da f«. 44. Con costas. - Osear D. Palma Belirán, 




FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Sentencia de la Cámara Federal 



Buenos Airea, 29 de octubre de 1948. 



Considerando : 




Que la instrucción sumaria! y la mayor parte de las 
actuaciones administrativa* han girado en torno de una 
confusión padecida por los inspectores que labraron el acta 
interviniendo el producto elaborado por Gionis. Betos cre- 
yeron que el contenido de las botellas de un litro, que halla- 
ron en un salón continuo al laboratorio del sumariado, corres- 
pondían al "Fijador Aut acatar Yonys'% registrado en la 
Administración de Impuestos Internos, bajo el n* 1433, al 
punto de hacer constar en dicha acta que el producto inter- 
venido es igual al declarado y aprobado por la Adminis- 
tración. 

Al practicarse los análisis se vuelve a caer en un error 
que acentúa y ratifica la equivocación inicial. Por dos veces 
consecutivas se analiza el contenido de las botellas interve- 
nidas, basta que el propio sumariado hace notar la inexpli- 
cable ' confusión en que incurre el Departamento de Inspec- 
ción. Se ordena el análisis del fijador registrado en Impuestos 
Internos y se compmeha que éste es diferente del producto 
intervenida {análisis oficial de fs. 33). 

Ante tal comprobación. Impuestos Internos «e dirige a la 
Dirección Nacional de Salud Pública solicitando dictamine 
si el producto es considerado artículo de tocador; y en cuco 
afirmativo, dentro de qu£ inciso y apartado del art. 108 
(t. o.) corresponde incluirlo. 

La repartición consultarla dictamina que el producto 
puede considerarse artículo de tocador, pero no está clasifi- 
cado en ninauna de las denominaciones drl art. 108 (í. *».). 

Producidos dichos informes. Impuestos Internos debió 
tomar en eonsiílerrriÓTi las manifestaciones del sumariado, 
envn buena f* nanita evidente, máxime *i se computa su 
afirmar Ym —no desmentida por la Direeeión fie Tmniiectos 
Internos— de que "cuando se instaló. «=e presentó n ln Oficina 
de Informes con el mismo líquido, solicitando si correspondía 
permiso y <u popaba impuesto, habiéndosete contestado que no. 
Que Ta consulta la formuló no obstante conocer mnchns rasas 
en la Capital que fahnr-ahan dicho líquido, sin pagar impuesto 
y sin permiso especial". 

Sin embargo, se le aplicó a Gionis una multa de $ 403,20 
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m/n„ sobre la totalidad de las botellas encontradas en poder 
de aquél o vendidas hasta la focha de la incautación del pro- 
ducto. 

La sentencia reduce la sanción administrativa al papo del 
impuesto correspondiente a las nueve botella» de líquido para 
permanentes o sea $ 56,70 m/n. y a abonar la suma de $ 25 
m/n. por la infracción mencionada. 

Tratándose de un artículo que no se expende al detalle, 
como lo hace el sumariado ecn el "Fijador Autocalor Yonye", 
registrado bajo el n' 1435; no hallándose incluido en ninguna 
de las denominaciones del art. 108 (t. o.), y resultando verosí- 
miles y aceptables las explicaciones y antecedentes aportados 
per el presunto infractor, se revoca la sentencia recurrida de 
fs, 68 y se absuelve a Chara lambe Gionts de toda sanción 
punitiva. — TI ora ño (Sarcia Rúms. — Cadas Herrera. — 
Maximiliano Cúnsoli, 

> 

Dictamen del Pnocuiunou General 

Suprema Corte : 

En aquellos ensos en que las cuestiones de hecho 
tienen vinculación directa y estrecha con los puntos de 
derecho federal materia del pleito, V. E. ha admitido 
procedencia del recurso extraordinario {112:136 v 189: 
170). 

Por aplicación de dicha doctrina, correspondería, 
pues, hacer luprar a la queja interpuesta. Buenos Aires, 
febrero 2 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de febrero de 1949. 

Vistos los autos 4, fíccurso de hecho deducido por 
la Dirección General Impositiva en los autos Gionis 
Cha m lambo v. Impuestos Internos —5299-1-1945—", 
para decidir sobre su procedencia. 
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Y Considerando: 

Que cualquiera sea la inteligencia del art 108, ap. 
9, inc. a) del t. o. os lo cierto que el recurso extraordi- 
nario no es susceptible de fundarse en la absolución del 
procesado respecto de las penalidades del art 27 del 
mismo t. o. porque la aplicación de aquéllas requiere la 
existencia do intención de defraudar, que a tenor de la 
sentencia apelada no lia existido en la especie — conf. 
Fallos: 211, 1173 y los allí citados—. 

Que por to que hace a las sanciones del art. 23, es 
cierto que esta Corto ha declarado que es a su respecto 
indiferente la ausencia de dolo —Fallos: 197, 3tí3 — más 
esa doctrina lia de completarse, como lo ha sido respecto 
del art 30 de la ley 3764 —20 del t o.; Fallos: 198, 
307 — con la consideración de que no impide ta absolu- 
ción del sumariado que comprobara además, positiva- 
mente, In inexistencia de culpa en la infracción que se 
le acrimina. 

Que sería en efecto inadmisible que habiendo me- 
diado consulta, en circunstancias que permiten duda, a 
la administración, cupiera prescindir do la contestación 
a la misma, para sancionar como infracción la conducta 
del sumariado. Por esa razón, sin duda, expresóse por 
el apoderado de la Dirección General Impositiva en el 
escrito en que la apelación ha sido deducida — fs. 80 
del principal— y en la queja ante esta Corte, que **no 
se aceptó como cierto que el actor haya consultado a 
mi mandante sobre Ja procedencia del gravamen pero 
ea patente que lo resuelto al respecto por la sentencia 
recurrida — fs. 78— es irrevisiblc por la vía del art. 14 
do la ley 48, por versar sobre una circunstancia do 
hecho. 

Que en tales condiciones el recurso extraordinario 
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deducido a fs. 80, ha sido bien denegado a fs. 82 del 
principal. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador Generut se desestima la precedente queja. 

Tomás D. Casares — Felipe S, 
Pérez — Luis B. Lonobi — 
Justo L. Alvabez Romiíouiz. 



MONTERO UNOS. LTDA. v. P. C. OESTE 
DE BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO'. Reqaisitos propios. Resolución 
contraria. m 

La denegatoria de! fuero federal invocado en los autos, 
en razón suficiente para la procedencia del recurso extra- 
ordinario. 

c 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Prin- 
cipios generales. 

Para la determinación de la competencia han de contem- 
plante los hechos en que la demanda «e funda, lo pedido 
en la mí ama y el derecho aplicable al caso así configurado. 
La determinación del fuero no puede quedar librada a la 
«ola apreciación de los preceptos que a juicio del actor 
ripen al supuesto, como tampoco a los que invocara en 
igual sentido el demandado, ni a] resultado de la prueba 
a producirse. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Por 
ta materia. Causas regidas por normas federales. 

Corresponde a la justicia federal conocer de la demanda 
contra un ferrocarril nacional fundada en que éste al li- 
quidar los fletes correspondientes a los acarreos que mo- 
tivan el pleito, "aplicó tarifas unitarias superiores a las 
que en realidad correspondían de acuerdo con las tarifas 
en vigencia", o, lo que es lo mismo, utilizó "tarifas quo 
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no correspondían", pues el pleito no versa sobre un error 
material de la empresa ferroviaria sino sobre la legalidad 
o procedencia de la* tarifas on sí mismas. 



Dictamen del Agente Fiscal 

Buenos Aires, mayo 14 de 1948. 

Señor Juez: 

l 9 La demandada opone la excepción de incompetencia 
de jurisdicción fundada en la circunstancia de debatirse en 
en ton autos ln aplica tul ¡dad de determinadas tarifas ferrovia- 
rias a los transportes consignudoR a los actores; estando la 
causa regida por las disposiciones de los arta. 33 t 44 y concor- 
dantes de la ley nacional 2873, su conocimiento corresponde a 
la Justicia Federal. 

A su vez la actnra sostiene que la disensión versa exclusi- 
vamente sobre la aplicación errónea de tarifas por parte de la 
demandada, lo que equivale a aceptar que la acción tiene por 
origen ttn error material del ferrocarril y no la legalidad o 
procedencia de las tarifas en sí mismas, por lo que no encen- 
trándose en jiifíjo las arte. 33 y 44 de la ley de ferrocarriles, 
■61o deben aplicarse los principios del derecho común que 
oportunamente se invocaron. 

2* En concepto de este Ministerio, es necesario dejar pre- 
viamente establecido (v. Cámara Federal : Jurisprudencia Ar- 
gentina, t. 58, p. 38) que la procedencia del fuero federal debe 
determinarse no pnr los fundamentos legales aducidos por el 
recurrente, sino por los puntos sobro los que versa el litigio, 
es decir, por los hechos que lo motivan ya que de otro modo 
la elección del fuero quedaría al arbitrio de las partes. 

3* Del análisis de los hechos cuestionados se deduce que 
la demnnda se concreta a obtener ta devolución de los di f eren - 
ciaa —que en su entender — ha abonado de más por error, al 
aplicar la empresa tarifas unitarias superiores que las que en 
realidad le correspondían conforme las tarifas en vigencia, sin 
alegar en parte alguna la ilegalidad o improcedencia de tal o 
cual clausula de la ley 2873 de ferrocarriles, invocando inci- 
dental mente el Reglamento General. 

Siendo ello así y habiendo ta Corte Suprema Nacional 
resuelto que la mención en términos generales a la ley de fe- 
rrocarriles no basta para que surta el fuero federal por razón 
de la materia, cuando no resulta que se reclame ta indemniza' 
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«6n de un perjuicio causado por violación de algún precepto 
de la ley citada sino (pie por el contrario la demanda <*e finida 
en las disposiciones del Código que se indican (Ccrte Suprema 
Nacional, *'La Ley", t. 19, p. 694), y no apareciendo por lo 
demás, que se afecte en alguna medida el régimen de los fe- 
rrocarriles ni la jurisdicción nacional sobre los misnins, este 
Ministerio opina que la excepción opuesta debe ser rechazada. 
— Conmdo Díaz Molina. 



Autos y vistos: 

Por las claras y precisas razones que fundamentan el dic- 
tamen del Sr. Agente Pisen I y que el Juzgado nom parte y da 
por reproducidas brevitatis causa, resuelvo: Rechazar la in- 
competencia de .íurisditeTníi alegada por la demandada» con 
costas. — Joaquín J, Darquier. 



Suprema Corto: 

El fallo contra el cual se interpone recurso extraor- 
dinario os contrario a las pretensiones que el interesado 
funda en disposiciones constitucionales y de carácter 
federal. 

Pienso, por lo lanío, que dicho recurso es proce- 
dente y que habiendo sido desestimado corresponde ha- 
cer lugar a la queja deducida por su denegatoria. Bue- 
nos Aires, febrero 2 de 1ÍJ40. — Carlos G, Del fino. 



S; 




cía del Juez de Paz Letrado 



Buenos Aires, mayo 18 de 1948. 



Dictamen del Procurador General 



m 
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Buenos Aires, 21 de febrero de 1949. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
el demandado en los autos Montero Hnos. Ltda. c.| F. 
C. Oeste de Buenos Aires M , para decidir sobre su pro- 
cedencia. 

T Considerando: 

Que con arreglo a reiterada jurisprudencia la de- 
negatoria del fuero federal invocado en los autos, es 
razón suficiente para la procedencia del recurso extraor- 
dinario interpuesto a fs. 6S del principal. Fallos: 207, 
100 y otros. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General se declara mal denegado el 
recurso extraordinario a fs. 69 vta. de los autos prin- 
cipales. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto por 
no ser necesaria más substanciación: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, 
para la determinación de la competencia han de contem- 
plarse los hechos en que la demanda se funda, lo pedido 
en la misma, —Faltos: 200, 44 — y el derecho aplicable 
ai caso así configurado. —Fallos: 203, 402; doct. Fallos: 
178, 304; 197, 204 y otros—. Y ello porque la determina- 
ción del fuero no puede quedar librada a la sola aprecia- 
ción de los preceptos que a juicio del actor rigen al su- 
puesto, como tampoco a los que invocara en igual sen- 
tido, el demandado, —Fallos i 210, 715— ni al resultado 
de la prueba a producirse. 

Que como lo admite la sentencia apelada, — fs. 66 — 
la demanda de que en la especie se trata se fundó — fs. 
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4— en que el transportador — F, C. O. de Buenos Aires 
Ltda. — al liquidar los fletes correspondientes a los aca- 
rreos que motivan el pleUo, ° aplicó tarifas unitarias 
superiores a las que en re Mdad correspondían de acuer- 
do con las tarifas en vigencia" o lo que viene a ser lo 
mismo utilizó "tarifas que no correspondían" — fs. 63 
vta. in fine — . 

Que no es así exacto que el pleito verse sobre un 
error material del Ferrocarril y no se trate de la lega- 
lidad o procedencia de las tarifas en sí mismas, porque 
precisamente el error se hace finen r en la aplicación de 
una tarifa que se dice impertinente, calificación que con 
detalle contesta la demandada, — fs. 47— y que es en 
definitiva, materia fed^al, por estar sujeta al régimen 
del art. 44 de la ley 28? 

En su mérito «e revoca la sentencia apelada de fs. 
,66 en lo que ha sido objeto de recurso extraordinario. 

Tomás D. Casares — Fempb S. 
Pérez — Luis B. Lonohi — 
Justo L. Alvabez Rodríguez. 



FRANCISCO FERNANDEZ Y MIGUEL RUGA 

JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA: Competencia federal. Com* 
■ai pénale». Violación de norma» federales. 

Resultando prima facit de las circunstancias del hecho 
que no existió el propósito requerido por et art. 32 del 
decreto 536/45 para la existencia del delito de sabotage» 
no compete a la justicia federal sino a la ordinaria el co- 
nocimiento del proceso seguido centra dos obreros de una 
firma industrial que, con el objeto de que no fueran re- 
carga ds* sus tareas del día, echaron dos arandelas en na 
motor eléctrico utilizado en la fabricación de helados» pro- 
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ducfóndole desperfectos que acarrearon su paralización 
durante varios días. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corto: 

El 14 do enero ppdo. dos obreros de la firma Saint 
Hnos. t con el objeto de no ver recargadas sus tarcas del 
día, echaron dos arandelas en un motor eléctrico utili- 
zado en la fabricación de helados, produciéndole des- 
perfectos que acarrearon una paralización durante va- 
rios días para su arreglo. 

Con tal motivo, se instruyó el pertinente proceso, 
que ha dado lugar a la presente contienda negativa de 
competencia entre un juez federal y otro de instrucción, 
ambos de esta Capital. Toca a V. E. dirimirla, atento 
lo dispuesto en el art. 9* de la ley 4055. 

Débese resolver si el caso encuadra o no en lo pros- 
cripto por el art. 32 del decreto-ley N* ;>36|45, cuyo art. 
47 atribuye a la justicia federal el conocimiento de los 
delitos especificados en el mismo. 

Mi opinión se inclina por la negativa: la circunstan- 
cia de tratarse de un hecho aislado, la escasa entidad 
del misino, y el móvil prima facie perseguido por sus 
autores, son elementos que descartan, basta el presente, 
la presunción de que el caso sea do aquellos que, con 
miras a la protección de la economía nacional, incrimina 
el decreto 536 ¡45 en igual plano que los que provocan 
tendenciosamente huelgas o perturbaciones similares 
v 1 el trabajo colectivo. 

Considero, en consecuencia, que a estar a lo hasta 
aquí actuado, la disposición aplicable es, en todo caso, 
la del art. 183 del Código Penal, correspondiendo dicha 
aplicación a la justicia ordinaria, a cuyo favor debe di- 
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rimirsc la contienda. Buenos Aires, febrero 18 da 1949. 
— Carlos G. Del fino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de febrero de 1949. 
Autos y vistos, considerando: 

Que el art. 183 del Código Penal reprime con pri- 
sión de quince días a un año a quien "destruyere, inuti- 
lizare, luciere desaparecer o de cualquier modo dañare 
una cosa mueble o inmueble o un animal, total o parcial- 
mente ajeno, siempre que el hecho no constituya otro 
delito más severamente penado". 

Que según el art. 32, V parte, del decreto 536|45 
"será reprimido con prisión de dos meses a tres años 
el que realizara cualquier acto no previsto especialmente 
en el Código Penal con el propósito de impedir o dis- 
minuir el rendimiento de la producción industrial o a 
desaprovechar o destruir la energía» las materias pri- 
mas o las maquinarias". 

Que, con prescindeneia de la cuestión referente a sa- 
ber si el hecho acriminado debe considerarse "no pre- 
visto especialmente en el Código Penal", como reza la 
norma transcripta en el anterior considerando, aprecia- 
das "prima facie**, conforme a lo que dispono el art, 
34 del Código de Procedimientos en lo Criminal, las 
circunstancias en que el dnño se produjo, a las cuales 
se refiere el Sr. Procurador General a fs. 63, debe con- 
cluirse que no resulta haber mediado en el sub-judice el 
propósito requerido por el art. 32 del decreto 536¡45 
para la existencia del delito que reprime; con mayor 
razón desde que no habría habido motivos para realizar 
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loa actos do sabotage que la norma en cuestión contem- 
pla (ver declaraciones de fs. II vía., 55 y 56). 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, se declara que el conocimiento 
de esta causa seguida contra Francisco Fernández y 
Miguel Ruga, corresponde al Sr. Juez de Instrucción 
de la Capital, a quien se remitirá el expediente, hacién- 
dose saber al Sr. Juez Federal en la forma de estilo. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Luis R. LoNom — 
Justo L* Alvarez Rodríguez. 



OEORGES KAPSAMRELI8 v. ASOCIACION CULTURAL 
Y DE BENEFICENCIA FEMENINA DAMAS DE LA 

ASUNCION 

JURISDICCION Y COMPUTEN C¡ Ai Competen** federal. Com- 
petencia originaria de ta Corte Suprema. Agente* diplomático* 
y confiares. Embajadores y Miniitros extranjero*. 

La Corte Suprema carece de jurisdicción para conocer 
originariamente en la causa promovida por el Encargado 
de Negocios de una Legación extranjera, inqmhna de la 

demandada por consignación y pago de alquileres— 

toda vea que no basta la iniciación del juicio per el repre- 
sentante diplomático do nna Nación e*traniera. en tanto 
qne el derecho que se litiga no ses propio del miento ni la 
causa comprometa su responsabilidad personal. 

Dictamen del Püocurador General 

Suprema Corte: 

De lo» términos del escrito de demanda obrante 
a fs. 10 f resulta que la acción por consignación y pago 
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de alquileres ta inició la Real Legación de Grecia, in- 
quilina de la demandada, por intermedio de m Encar- 
gado do Negocios, carácter que lia sido acreditado con 
el certificado de fs. 6, expedido por el Jefe Superior 
del Ceremonial del Estado. 

Planteada la litis en esa forma, es indudable que la 
causa, a pesar de haber sido promovida por el represen- 
tante diplomático de una nación extranjera, no versa 
sobre un asunto concerniente al mismo en su carácter 
de tal, sino a la personalidad jurídica de derecho pri- 
vado del Estado en cuyo nombre suscribió el contrato 
de locación. 

En tales condiciones, y de acuerdo con reiterada 
doctrina, V. E. carece de jurisdicción para conocer ori- 
jrinariamento en el pleito (210:789, los allí citados e 
i*-re; Leeper Reginald A. t Embajador de S. M. Britá- 
nica v. Corporación de Transportes de la Ciudad de 
Buenos Aires y Hernández Rufino" — Exp. L. 202 — , 
fallo del 27 de Septiembre ppdo.). —Así corresponde de- 
clararse. Buenos Aires, febrero 2 de 1949. — Carlos G. 
Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de febrero de 1949, 

Vistos los autos: "Kapsambelis Georges, Encar- 
gado de Negocios del Reino de Grecia c.| Asociación 
Cultural y de Beneficencia Femenina Damas de la Asun- 
ción s.| consignación y pago de alquileres". 

Y considerando; 

Que en los precedentes que menciona en su dicta- 
men el Sr. Procurador General esta Corte ha tenido oca- 
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sión de decidir que no basta a loa efectos de la proceden- 
cia de su jurisdicción originaria la iniciación de la causa 
por el representante diplomático de una Nación extran- 
jera, en tanto que el derecho que se litiga no sea propio 
del mismo ni el juicio comprometa su responsabilidad 
personal. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Kr. Procurador General se declara que esta causa 
no es de la competencia de la Corte Suprema de Justi- 
cia, Y de la nota de Secretaría al documento de fs. 1 dése 
vista al Sr. Procurador General. 

Tomás 1). Casabes — Felipb S. 
Pérez — Luis B. LoNcni — 
Justo h. Alvaeez RodbÍouex. 



COLIN M. CAMPBELL v. NACION ARGENTINA 

PAGO: Pago imdebido. Protesta. Generalidades. 

A falta de impugnación de la protesta en las instancias 
anteriores ea inadmisible la formulada por primera vea 
ante la Corte Suprema, cen mayor razón si la reserva fué 
oportuna, eiplícita e inequívoca. 

ADUANA: Importación. Aforo. 

El art, 2*, ¡nc. 9» de la ley 11.281, establece un derecho 
ad vafarem del 5 % para los nejes de procedencia extran- 
jera sin distinguir entre los de hierro y loa de acero. Bita 
norma no ha sido modificada por la ley 11.823, aproba- 
toria del convenio suscripto el 26 de septiembre de 1933 
entre el Gobierno Argentino y el de Gran Bretaña, cuyo 
alcance con respecto al derecho de importación de que 
aquí se trata, sólo fué impedir nue a tos flejes de hierro 
de procedencia inglesa se les aplieara durante la vigencia 
del convenio un derecho mayor que et del 5 %, 
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CONSTITUCION NACIONAL: Con»titucum*\idaá # HponttÜucio- 
mtlidad. Rttolwñmn «dminútrtiva,. 

La resolución dictada par el Ministerio de Hacienda el 3 
de julio de 1940, en cuanto establee* diferencias de trato 
derivadas del distinto material constitutivo de los flejes, 
contraría et art. 3", inc. 9», de la ley 11.281 y es, por ello, 
inconstitucional. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, marco de 1947. 

Y vistos: Para sentencia este juicio seguido por don Colin 
M. Campbell contra la Nación sobre devolución de derechos 
de aduana y, 

Resultando : 

I. Que el nctrr demanda al Pisco Nacional por cobro de 
la suma de I 37.050,70 m/n. abonada en concepto de derechos 
de aduana, con mas sus intereses y coatas. 

Dice que el 12 de enero de 1942 presentó en la Aduana 
de la Capital el manifiesto 2173 por el cual solicitó a despacho 
una partida de acero en flejes, sin trabajar, cuya mercadería 
fui finalmente aforada en un valor total de t 60.379,06 m/n. 

Una ves verificada dicha mercadería por la Dirección de 
Vistas, se aplicó a la misma el derecho general del 25 %, con 
más las adicionales correspondientes, que prescribe el art. 2?, 
inc. 5* de la ley 11.281 para todas las mercaderías que no 
figuren con derecho especial. 

t Disconforme con el derecho referido, que considera mal 
aplicado, reclamó ante la Aduana alegando que el que corres- 
pondía era el derecho básico del 5 fa. 

A esta solicitud no hizo lugar la Aduana, por lo que se 
vió obligado a pagar el impuesto que se le exigía, lo cual hizo 
bajo protesta. 

Funda su derecho en lo dispuesto en el art 2 o , ine. 9*, ley 
11,281 y en la propia interpretación que diera la Aduana a 
dicho precepto legal, con posterioridad al pago, y que motivó 
el decreto del P. E. del 17 de abril de 1942 y por todo ello 
pide se haga lugar a su demanda. 

II. Que el Sr. Procurador Fiscal, al contestar la deman- 
y por lo que hace al ine. 9» del art. 2< de la ley 11.281 en 
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que et actor la funda, dice que dicho inciso expresa estricta- 
mente "fleje*" y lo manifestado es "acero en Wmm tra " 
bajar, para «so Wffl&RK cosa, por cierto bien distinta, no 
teniendo por tanto aplicación la dicha disposición legal. 

Por otra parte, el P. E. por decreto de diciembre 30 de 
1938 aprobó la Tarifa de Avalúos, entrando en esta aproba- 
ción "la tarifa, advertencia, notas y disposiciones complemen- 
tarías que la intpjrrnn" y entre estas últimas, se establece en 
el rubro ¡r) del título II que abonarán el 25 % ad vahrem 
todas las mercaderías que no figuren con derecho especial y 
en el m) con 5 % de derechos "flejes de hierro sin trabajar 
por lo que debe concluirse que abonan este ultimo derecho úni- 
camente los flejes de hierro nuevo y no los de acero. 

Nie^a tueco todos los hechos que no reconozca expresa- 
mente y por lo expuesto pide el rechazo de la acción, con 
costas. 

Considerando : 

T Que todos los hechos expuestos en la demanda se en- 
cuentran debidamente probados, por lo qn<» procede pronun- 
ciarse directamente sobre el derecho en que se sustenta. 

IT Que en la fecha de introducción de las mercaderías 
de que* se trata y el pago de sus derechos respectivos, reiría la 
lev 11.281 que. en su art. 2*, inc. ft*. fija el derecho del 5 % 
nil vatorcm a loa flejes, sin haber distingo alguno entre los de 
"hierro" y los de "acero". . 

Que, en cambio, la ley anterior sólo se refería a los flejes 
de "hierro dulce", por lo que habrá que concluir por «na re- 
írla elemental de hermenéutica jurídica, que la ley 11.281, con 
un criterio mAs liberal, ha fijado el 5 % de derechos de impor- 
tación ad válorem para toda elase de flejes. 

Y así lo ha debido entender el propio Ministerio de Ha- 
cienda, cuando por resolución del 17 de abril de 1941 (R. V. 
205) modificó su anterior de fecha 3 de jumo de 194», que 
establecía otro aforo para el despacho de nejes de acero. 

La circunstancia de estar vigente en la fecha del despacho 
de la mercadería cuestionada la resolución del Ministerio de 
Hacienda de fecha 3 de junio de 1M0. que establecía para loa 
"flejes de acero" un derecho del 25 %. no cambia el aspecto 
de ta cuestión, pues tal resolución, al alterar las disposiciones 

de la ley, carece de valor legal 

Otro tanto cabe decir del decreto 357 de diciembre 30 de 
1938, por el cual el P. B. aprobó la Tarifa de Avalúos y en 
«uya tarifa se establecen derechos diferenciales para los flejes 



Ufl JUSTICIA DE LA NACIÓN 1ÍS 

y en éste tanto más, cnanto que el art. 44 de lo ley 12 345 
autoriza efectivamente ni P. E. cerno lo dice el Sr. Procurador 
fiscal, a la. ordenu^ ()n en un solo cuerpo de [ a $ leyca de ira- 
puestos, entre ellas las de Aduana, estableciendo una nueva 
numeración de sus artículos, pero ello ha de ser según Ira pro- 
pios términos de dicho articule, sin introducir en su texto nin- 
guna modificación, salvo las gramaticales indispensables 

Por estas consideraciones, fallo: Declarando que la Nación 
debe devolver a don Coliu Campbell en concepto de derechos 
* o?A=«l n rt que inílebi damcnte le fueron cobrados, la suma de 
f 37.050,70 m/n„ cen intereses estilo Banco de la Nación desde 
la notificación de la demanda y laa costas del juicio. — E. A. 
Vrtis Bnsuatdo. 

Aclaratoria. 

Autos y vistos : 

, rt 1 Qu 1 e !L dicta [ ,a P™ce<lente sentencia de fecha 28 de mar- 
zo de 1947, ee ha om.tido involuntariamente, considerar la 
cesión i ^ transferencia de derechos efectuada por escritura, 
cuyo testimonio corre agregado a fs, 49. 

i v P °I e ü°L ac j ftr<,ndo dich * sentencia, fallo: Declarando qne 
Nación debe devolver a "Gillette Argentina 8. A. Comercial 
e Industrial" y no a D. Colin M. Campbell la suma a que ha 
B a/X C ° n 108 intereses y Ias costas. — E. A. Ortit 



Sentencia de la Cámara Feceral 

Buenos Airea, octubre 6 de 1940. 

i« lY^? a . ut08 J se »¥ id0 « P or "™m M. Campbell con- 
tra ía Nación, «obre devolución de derechos de Aduana" 
venidos en apelación en virtud del recurso interpuesto a f«! 
64 yta. contra la sentencia de fa. 61, el Tribunal planteó 
la siguiente cuestión a resolver: F 

¿Es jusU la sentencia apelada f 

Sobre esta cuestión, el Sr. Ju« Dr. Carlos Herrera, dijo: 

...fe f introdujo una partida de acero en 

obluándole la Aduana a pagar el 25 % y loa adiciónale 
10 y el 7 % sobre el valor declarado, eu lugar del 5 % y 
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eional del JO % que e! I demandante m .tiene qw lj« 
día abonar. El pago se efectuó bajo protesta (fe. 18) y en , este 
juicio ee repite ta diferencia entre la cantidad de $ 2o.3.>9.I9 
íro aellado, importe de aquel, y la de $ 9.0a6.8a de la misma 
moneda, o sea la suma de * 16.302,34 oro sellado, equivalente 
a $ 37.050.70 moneda nacional. 

La acción se basa en que el inc. 9» del art * de la ley 
11 281 ¡ticinfa 1"* flejes entre las mercaderías que debían tri- 
butar el 5 %, sin hacer distinción de ninguna clase ; y en que, 
por lo tanto, la norma de despacho ac R un la cual los que pa- 
Mban ese derecho eran solamente los de hierro debiendo api i- 
came el de 25 % a los de acero, era contraria al texto de Ja ley 
y violatoria del precepto del art 8fi inc 2^, de la Oonstitiicmn 
Nacional, que si bien otorga al P. E. lo facultad de reglamen- 
tar las leyes, le impone la obligación de no altcrnr su espíritu 
con excepciones. „ , _ , 

Que el jnea a.-quo ha admitido la demanda y el Tribunal 
«atima que es lo que corresponde ante la claridad del problema 
planteado. E! texto legal no hacia distingo alguno entre los 
flejes de acero y loa de hierro, de manera que es indudable 
«me el poder administrador excedió sus facultades al introdu- 
cir esa diferencia por vía de reglamentación y al consagrarla 
en la tarifa de avalúos, ya que la autorización qnc se le acor- 
dara para ordenarla no puede en manera alguna justificar que 
la alterara o modificara. , 

Que la expresión de agravios de fs. 73 pretende ampa- 
rarse en la conocida doctrina de que las normas de despecho 
aólo ri<*on para el futuro, no pudíendo comprender n las mer- 
cadería ya documentadas. No se trata de eso en el presente 
«tac. Es cierto que el Ministerio de Hacienda, reconociendo la 
neón que asistía a los importadores, cambió su criterio a par- 
ttrdel 17 de abril de 1042, por la R. V. 205, con posterioridad 
a la introducción de los flejes de que aquí se trata; pero no 
ea en eaa variación de norma que el actor hace fincar si» de- 
rechos, sino en el texto de la ley. que estatuye claramente un 
tributo para los flejes, sin la diferenciación que establecía la 
norma que después fuó derogada. \ • 

Que, por otra parte, que el art. 2>. inc. 0*. de la ley 1 1.281. 
no h«f. distinciones, ya fu¿ admitido por la Cámara Federal 
en el caso de la Compañía Swift de La Plata, expte. C. 5905, 
resucito el 6 de mayo de 1M8, y este ínhuv^.V oonsapró la 
Sma doctrina en el caso idéntico al presen* de Borre, Agus- 
tín. el 1» de mayo ppdc, cuyos fundamentes se dan por re- 
productor ^ fo ^ m reclama y manda 
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?» eV ^™ ? rd , íflinef,te 3&*#¡tf& Por el .Ministerio Fiscal en 
Ja expresión cíe agravios a que se lia hecho referencia ™ «t 
que corresponde. No hay ninguna rosón que 35 £ que «1 

Z¡T*A I8 A r a - y í 9 en eI Ínfo ™ 3e '« Sección LÍu!! 

STT/w ¿í ^ . na ' la - V'S 1 ? xpw,a " l,e ,a can * if '«C arría 
ofs. 14.302 Según el parcial de importación de fe 13 se abo- 

éS * fin ?7« I 7 - so í re el vaíor de ,fl '"«cadería que era 
de # 60.379,06 de , ff «al moneda. Lo qne correspondía pagar 
m$J 10 % »bw dicho valor. Una simple oración 
.ritmet.ca demuestra que la diferencia es de * 16.302.04 órS 
«liado o sea J 37.030,70 moneda nacional, tal como se pidió 
en la demanda y se acordó por el fallo recurrido 

** pue ? t0 ' *°: v í le «Pintó» Q«e d'be confirmara een 

Sílí - Sen,í ' n * , . a apCÍaíIa ' a8Í como ,as «gulacíones de ho- 
nornnos que contiene. 

puesta^ tant ° VOt ° P ° r la nfirmativa sobre la cuestión -pro- 

Los Sres. Jueces Dres. Horacio García Rams v Maximí- 
too Consol, adhirieron por sus fundamentos "Ti voto ] pl 

aue S^?^J f * U? r de Ia VOtad6n m ¿ Acuerdo 

que antecede, se confirma con costas, In sentencia apelada a 

Nación V£ f arat ° na t fs . 63 en declaran que la 

pación debe devolver a la cesionaria "Gillette Argentina 8 

na' ftXESS 6 ; ml «jtrial» en concepto de derecho^ Adua-* 
b °. m/n v 60 " l <* 'n eresee desde la notificación de 
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Buenos Aires, 24 de febrero de 1949. 

Vistos los autos "Campbell Colín M. v . ] a Xactón 
Btl Devolución de derechos de Aduana por $ 37 050 70 
m|n. , en los que se ha concedido a fs. 86 el recurso or- 
dinario de apelación. 



di FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Considerando : 

Q„e no se h. hecho cuestión de la protesta cu nin- 
„„. oportunidad de las instancias antenotes, por ta 
Sri no es admisible Ii qoe se promnev. a fs. 91. Alo 

W ha, que agregar qoe la gi*^j¡¡* ^ 
tuna y suficientemente explícita-, con» resulta de su 
texto, cuj^. sentido está además, inequívocamente due- 
ndo por 1. actuación 

Q„o como se reconoce en el ^"'°" a ¿ de J f, ! ; 1 ^ 
untado ñor el Fisco recurrente, el art. 2% me. JT, oo la 
C ll Xstablectó como derecho de importación par. 

el del 5 *. Que haya sido asi por omisión, como alU 
mismo 8C pretende, o por otro motivo, e, cuestón i que 
r p «ede influir en la «pUcación del 

autorizar uno rectificación o remedio de ello median- 
iSZZ reglamentarias . M £ 
«.tiñn auc se hace a fs. 93 de la ley 11.823 pone en cvi 
Snd. que a propia parto recurrente reconoce que era 

con el cual se hace lugar a 1» demanda en la. dos .nstan- 

0Í "£ e ta7ey 11.823, sancionada el 30 de «Hembra 
.„ «Sí «, r la cual se aprueba el convenio suplemen- 

y anexo snxcriptp, el f 
de 1933 entre el Gobierno Argentino , el de Gran , Bre- 
tato/no modifica los término, de ^^.^ 
prende en el memorial de fs. 91, Condese la invoca 

por primer. v«. Porque es» ley «^3S^ 
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fuesen otros o más elevados" que los especificados en 
los anexos respectivos—, los "flejes de hierro sin tra- 
bajar *% no puede pretenderse que la disposición gene- 
ral de la ley 11.281, en la cual no se distingue en ma- 
teria de flejes sin trabajar entre los de acero y los Je» 
hierro, quedó modificada en el sentido de qne el dere- 
cho del 5 % del art. 2* había de aplicarse sólo a los fle- 
jes de hierro. La ley 11.823 no tuvo más alcance con 
respecto al derecho de importación de que aquí se trata 
que el de impedir que a los flejes de hierro de proce- 
dencia inglesa mencionados en uno de los anexos, se 
les aplicara durante la vigencia del convenio un dere- 
cho mayor que el del 5 % precisamente, pues era el 
que regía en esc momento por disposición de la ley 
11.281. Prueba corroborante de ello es que, no obstante 
la ley 11.823, el Ministerio de Hacienda modificó el 17 
de abril de 1041 la resolución del 3 de junio de 1940 es- 
tableciendo que toda clase de flejes pagarán un dere- 
cho del 5 %. . 

Por tanto y sus propios fundamentos, y la jurispru- 
dencia sentada por esta Corte Suprema en el fallo dic- 
tado el 22 de noviembre de 1948 en la causa "Borré 
Agustín v. Gobierno de la Nación", se confirma con cos- 
tas la sentencia apelada. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pkrez — Luis B. Lohohi — 
Rodolfo G. Valenzuela, 
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FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 



FELIX OSCAR TULLIO 



ADUANA: Infracciones. Con'.rabnndo. 

Toda forma de ocultación y todo acto tendiente a sustraer 
laa mercadería» a la verificación de la Aduana es contra- 
bando aunque no exista la posibilidad de un perjuicio 
fiscal. 

Incurre en las infracciones previstas por Ira arts. 68 de 
la ley 11281 y 1037 de tas Ordenanzas de Aduana quien 
ni embárcele cu un ptiertb argentino con fíes tiro a otro 
omitió cumplir lo dispuesto por el art, 721 de dichas or- 
denanzas y al desembarcar se abstuvo de presentar a re- 
vi «ición mercadería sujeta a ella. 

ADUANA-. Ptmalidtidn. 

Procede aplicar la pena de cemieo ni infractor de los arts. 
721 y 1031 ríe lns Ordenanzas de Atlmma y del art. 68 de 
la ley 11,281,. sin la atenuación prevista en el art. 1056 
de aquel cuerpo legal por mediar deliberado ocultamicnto 
de la mercadería transportada. 

Resolución del A dm inistr a roa de Aduana de Corrientes 

Vistas las presentes actuaciones y de lo que resulta: 

Que el día 17 de junio ppdo., a ta llegada a puerto del 
b/m. '*E1 Dorado", de bandera argentina, con procedencia de 
Posadas y escalas, se presentó a la sala de "Revisión de equi- 
pajes", entre otros pjisajcrcs. el Sr. Félix Osear Tullio, argen- 
tino» casado, de 51 años, alfabeto, do p-ofesión comerciante, 



varias maletas siendn atendido por T o<i fJtinrrlrrs de <?ervieio, 
Auxiliares 6* Sres. Mario Fermín Fripp y Dionisio E. Saave- 
dra, q ni mes después de examinarlas y comprobar que conte- 
ntan ropas y efectos d* uso pcrscnal. lo despacharon conforme, 
pero previamente a ello y como es de práctica, lo interrogaron 
si no tenía más equipajes, eontestnii''o míe no: 

Que, después de esto, el Sr. Félix Osear Tul lio en lugar 
de dirigirse a la calle de salida, lo hizo hacia un costado del 
muelle, donde pe encontraba fondeado el B/m. "Expreso Ita- 
ti" que hace un servicio regular de pasajeros entre este puerto 
yel de Barranqueras, donde dejó hu maletas, y luego se diri- 
gió a] buque *'El Dorado" de donde descendió llevando en 
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nos mano una valija ebiea y en Ja otra un Imito oculto ñor 
un poncho y se encaminó hacia «1 buque "Expreso Itati". 
Todo» estos movimientos fueron observados por el Ayudante V 
(Guardacostas) D. Raúl D'Stéfano, que se encontraba de ser* 
vicio, per lo que dirigiéndose al encuentro de Tnllio, lo inte- 
rrogó con respecto a esos bultos y, al comprobar que no habían 
pasado por Ta inspección, lo condujo a la Sala de Revisión da 
Equipajes, donde atendidos por los Guardas Mario F. Fripp 
y Dionisio B. Saavedra, se constató que la valija y el paquete 
contenían relojes de diferentes calidades y marcas y alhajas 
en general. Al ser interrogado Tullio por el motivo de no ha- 
berlos traído anteriormente, manifestó que no lo había hecho, 
por no tenerlos documentados; 

Que, con tal motivo, los empleados pasaron el porte de fs. 
1, denunciando el hecho y procedieron a labrar un acta con 
el detalle de las alhajas secuestradas que corre a f«. 3/12; 

Que dispuesta la instrucción del sumario respectivo, y 
hecha la comunicación telegráfica a la Dirección General da 
Adueñas, se procede a inventariar, clasificar y aforar, según 
Tarifa, los efectos detenidos con la intervención de los intera- 
liados y de los empleados de esta Aduana, señores Auxiliares 6* 
don Héctor Alvarea y Juan Pedro Groglío, *>n el carácter da 
Vistas, resultando relojes y alhajas por un valor de $ 2.835.72 
oro sellado, como, lo informa la planilla agregada a fs. 44/47; 

Que al ser interrogado el mencionado Félix Oscar Tullid 
expresa que al llegar a este puerto, no condujo la valija y el 
paquete con las alhajas a la sala de revisión, en la creencia que 
no era necesario, pero que al tratar de subir a un vaporcito 
que estaba en el muelle, para dirigirse a Barranqueras, fué 
detenido por un guardacostas, que le indicó que también debía 
hacer revisar esos bultos, cosa que obedeció. Que no traía do- 
cumentos aduaneros del puerto de origen, porque no había 
tenido tiempo de Focarlos en el pnertn de Posadas y que. ade- 
más, poroue no lo creyó imprescindible desde que las alhaiaa 
que conducía son argentinas, pues provienen de Joyería y Re- 
lojería "El Palacio de las Joyas", situada en Rueños Airea, 
píiHe Río Pfimba 452 v* cuyo nmpiefnrío es el scñnr Sun tingo 
Eohan, siendo el vendedor viajero desde el o ño 1939 para 1* 
roña de loa Territorios Nacionales. Que la procedencia argen- 
tina de Tas alhajas, la puede certificar la Oficina de Impues- 
tos Internos de la Nación, donde la casa comunica mensual- 
mente las ventas efectuadas, ademas de llevar los libros rubri- 
cado* que marca la ley. A una pregunta, contesta que no llevó 
a la revisión la valija y el paquete con las alhajas, porque 
tenía entendido que al venir de puerto argentino, únicamente 
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U revisarían laa valija* grandes y luego, a otra, dice que pan 
snayor seguridad las había dejado en et camarote del vapor 
"mí Dorado" en que venia viajando, y una vea que le fueron 
raspada* las valijas con efectos neríonales, ln« hajó y cuando 
ae dirivfa al vaporcito, para dirigirse a Barranqueras, fué 
detenido; 

Que, en un escrito presentado por el 8r. Filis O. Tulho, 
adjunta divenas facturas, que te fueron remitidas por la casa 

3ne representa, a efectos de probar la procedencia argentina 
• tan alhajas: adjuntando, asimismo, certificado de la Admi- 
niat ración de Impuestos Internos de la Nación, expedido el 28 
de enero de 1943. en oue ae le autoriza hacer ventas en todo 
el territorio de la República, conforme al expediente 251295- 
K/943 de esa Administración, y qne corre agregado a fs. 40; y 

Considerando : 

Oue todas las operaciones que ae realicen entre puer- 
tea argentinos, deben ajustarse a lo determinado en el Capítu- 
lo IV, párrafos I y IT. de la Sección II de las Ordenanzas de 
Aduana. Por el art, 721. se determina que los equipajes que- 
dan sujetos a su embarque en los buques de cabotaje, a laa 
dkpcsiciones establecidas para las que se destinan al extran- 
jero en los arta. 600 y siguientes de las mencionadas Ordenan* 
ana, con la única diferencia que los efectos que a su introduc- 
ción en la Aduana de destino pueden adeudar derechos de 
entrada, deberán embarcarse con un permiso o guía que acre- 
dite an calidad de removido; de acuerdo con esta disposición 
y en consonancia ern la variación que sufre el concepto de 
equipa íes cuando se trata de operación** de exportación, según 
ha tenido onortunidad de declararlo el Ministerio de Hacienda 
en los considerandos de la H. P. 69. de julio 11 de 1934 (B. O, 
12.075) el Sr. Félix Oscar Tullto. debió embarcar en el puerto 
de Posadas las valijas y paquetes, que dieron motivo a estos 
autos, como equipaje; ya nne no es aplicable, en este caso f 
laa diaposiciones del art. 201 de las Ordenanzas ; por cuya 
«ansa, al no proveerse de loa documentos comprobatorios otor- 
gados por la Aduana de oriiren, corresponde exigir el pago de 
loa derechos como lo determina el art. 722 del mencionado tex- 
to legal, va que en este caso no sería de aplicación lo estable- 
cido en el art. 723. es decir, considerar a las mercaderías de- 
tenidas como expreso de carga por haberse embarcado sin 
permiso, en razón de que éstas no se encuentran en el caso 
presen nto por el art. 615. 

Que loa documentos agregados a fs. 23/30 —facturas de 
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la caía Santiago Kohan y certificado de Impuestos Interno» — 
ce n forme al ort. 1058 de tas citadas Ordenanzas, sólo hacen 
prueba en cuanto se refieran al hecho de la infracción en sí 

mífmo. en rste caso, .íu^ti furria que las meread prisa no adeu- 
daban derechos de importación y. por consiguiente, que no se 
encuentran en el enso del art. 615 y, por ende, que están en 
las condiciones de equipaje. 

Que los descargos que pretende hacer el Sr. Félix O^ear 
Tullio. no pueden mejorar su situación; pues, el hecho de no 
documentarse en Posadas — por frita de tiempo — no es acep- 
ta b'e. ya qne pudo hacerlo en días anteriores; más aun, sa- 
biendo que a dichas mercaderías debe cubrirlas un premiso 
oficia!, no lo hace "por no perder el vaper", pero expone 
elevados valores a las contingencias de la intervención de las 
autor¡dadrs aduaneras. 

Que no tiene explicación el hecho de sacar pasaie para el 
puerto de Barranqueras y luego desembarcar en Corrientes 
para tomar e! "Expreso Itotf" (ver informe de la Snbpref ro- 
tura a fs. 19/21 y 50/51) para Ucear a su destino, cuando el 
buque qwe lo conducía desde Posadas, partió para Barranque- 
ras con anterioridad al "Expreso TtatP* (informe fs. 49) que 
tampoco es aceptable el descargo de no llevar las valijas con 
las alhajas a revisaetón "por trotarse de bultos pequeños *\ 
cuando el valor de fotos es sumamente mayor que el i epresen- 
tado por su equipaje particular; no explicandrse. tampoco, 
que pueda deiar*e mercadería de ton alto valor. ma«i que no 
eran de su propiedad, a bordo del bunne cuando lógico y co- 
rrecto es une en ningún momento estuvieran alejados de su 
directo control. 

Que trdo esto, tiene su explicación en que el interesado 
sabía que debía venir documentado en forma y que al no ha- 
berlo hecho, tendría dificultades para su desembarco, por cuya 
cansa, y a fin de saldarlas, trató de sustraerlas de la revisa- 
ción aduanera, procedimiento que consideró más factible al 
estimar que la mayor vigilancia se ejercería si salía a la calle 
y no si lo bsffa nuevamente en direceión al muelle. 

Que el hecho de haber viajado por diferentes puertos de 
la República, sin haberse munido de la documentación legal, 
no puede sentar ningún precedente favorable, por lo contra- 
rio, la repetición de un hecho que no fué castigado, por haber 
pasado desapercibido, debe juzgarse con mayor severidad, ya 
que de no ser así, crearía un ambiente propicio para que se 
tratara de burlar las leyes, enervando la acción ejemplariaa- 
dora que, con su contenido ¿tico, tienen esencialmente, las 
sancione* estatuidas por las Ordenanzas de Aduana. 
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0» dicto uxto íegd r l **#££¡'£ 

iii#iini*tán «mi la* de carácter formal» sienao pw 

^a toda operación que quiera efectuar**, tmlo acto realuad© 
Sf !J^3t " tiene presunción de fraude y por consiguiente 
«teri«7e pW. no importando que hay. existido o no la lu- 
ición dd££-V Por otra parte ta Corte Sup^ma.en ta 
¡Sm« rÜxxXVI ha dejado establecido que, ai loa errores m 
§afWK ser motivo de atenuaeion 

£„a disposición autorisa esa «t"^*™^* ^ * 
U wtaeioVTda lan leyes por malicia o ignorancia. 

Por estas consideraciones y en nao de ta ¡Íf^|¡^ 

imiia±^ 

del fisco. — Corrientes, julio 22 de 1943. — Benito If. «w* 

(Administrador). 

Sumario 17/943-Ad. Ctee. 

Resolución dki. Ministro de Hacienda 

Buenos Airea, julio 21 de 1944. 

B. F. S4S. 

Vistos y considerando: 

Que los empleados de la Aduana de Corrientes . »«■ 
río Fermín Fripn. Dionisio E. Saawlra y Raúl D St< «Mo, 
apelan Tl fallo'dictado por la 

¿ario 17 de 1943, en cuanto impene al Sr. Félix Oscar TuHio, 
3 ¡aV de los derechos de importación corres ponentes ^a una 

partida de alhajas en general y ^^TJu^le 
Mlidüdes oue conducta conjuntamente con su equipaje, 
Whd Qu?la qP Aduana de Corrientes ha joydnel hecho eon| 
derñndolo como el caso previsto en los gfta^JT Mt^ 
Ordenan** de Aduana y «ta mentó a ello ¡™P™ £ sumarm 
do. como única sanción, el pa*> de los derechos Vjmporta 
Son en virtud de no haber embarcado os aludidos efectos 
mtdianíe U íiía que acreditara su calidad de removido; 
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Que, a inicio de la Dirección General de Aduane», diehea 
efecto* ñor ni cantidad y naturaleza no pueden consideran» 
muestras ni equipajes, ni está probado que se trate de mnea- 
trario para viajantes, puesto que debe prescmdirse de loa ele- 
mento» de prueba aportados con tal fin, por no emanar da 
documentos aduaneros; 

Que de acuerdo con ese criterio, corresponde imponer en 
autos la pena de comiso. 

Por tanto y oído el Sr. Procurador del Tesoro, el Ministro 
dé Haciende resuelve i 

Refórmase el fallo apelado, imponiéndose la penn de co- 
miso. Pase a la Dirección General de Aduanas a sus efectos. — 
Amegkino. 



Sentencia del Juez Federal de Corrientes 

Corrientes, 29 de diciembre do 1045. 

Y vistos: Estos autos para resolver sobre el recurro de 
apelación interpuesto a fs. 72 contra las resoluciones de fs, 64 
y fs. 80 dictadas, rea peeti va mente, por el Administrador de 
Aduana de esta Capital y el Ministro de Hacienda de la No- 
cida, y 

Considerando : 

Que la relación de hechos y antecedentes formulada por 
el Sr. Administrador de Aduana en la citada resolución de 
fs. 64, se ajusta estrictamente a las constancias de entes obra- 
dos, por lo que el infrascripto, por razones de brevedad, la da 
por reproducida. 

Que de los elementos de juicio reunidas He establece que 
el apelante embarco en Posadas en el va per "El Dorado " (ra. 
53 y 54), desembarcando en el puerto de Corrientes, donde 
intentó ocultar una valija y un paquete conteniendo las alha- 
jas cuyo detalle obre de fs. 3 a 12, 

Que con el certificado glosado a fs. 40 expedido por la 
Administración de Impuestos Internos, se acredita que Félix 
Osear Tullio es vendedor de alhaias. por cuenta de Santiago 
Kohan, establecido en la Capital Federal, con autorización 
para hacer ventas en todo el territorio de la República. 

Que de lo expuesto y circunstancias particulares del caso, 
puede afirmarse, como lo puntualiza la resolución del Adra** 
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nistrador de Aduana, que las mereaderíaa interveniclM no se 
encuentran comprendida! en la disposición del art. 615 de laa 
O, de Aduana, ya que laa misma» no se hallan sujetas a dere- 
chos de importación, . . . 

Que el embarque de equipaje* en los buques de cabotaje, 
está sometido a Ion mismos requisitos que los que se destinan 
si extranjero, con la úniea diferencia de que los efectos que s 
en introducción en la Aduana de su destino puedan adeudar 
derechos de entrada, deberán embarcarse ceti permiso o con 
una ffuía <1«* acredite su calidad de removido en la Afinaría 
a que se destinan, serrun la disposición del art. 721 de laa Or- 
denanzas citadas. No habiéndose munido TuMio de dichos re- 
caudo*, es de aplicación lo estatuido en el art. 722 de las Or- 
denaba*, o sea el papo de los derechos de importación^ La 
disposición de la ley 10.606 citada en el escrito de fs. 84, no 

riere el caso de autos. , 

Por ello y fundamentos de la decisión de fa. 64, resuelvo: 
Revocar el fallo de fe. «0, manteniendo en todas sus partes ei 
pronunciado por el Administrador de la Aduana de esta Ca- 
pitel, obrante de fe. 64 a 66 vta. Con costas, - Oscar V. /, 
Berlingeri, 



Sentencia pe la Cámara Federal 

Paraná, 8 de julio de 1948. 

T vistos : 

Los autos ■ "Pulió Félix Osear, apela una resolución ad- 
minutrativa*' venidos por apelación y nulidad concedidos a 
fa. 97 vta. y 98 vta. contra la sentencia de fs. 95 y vta., y 

Considerando : 

En cuanto a la nulidad: 

Que no ha sido sostenida unte esta instancia, ni existe 
mérito para declararla de oficio, por lo que corresponde deses- 
timarla y así se resuelve. 

En cuanto a la apelación ¡ 

Que el interesado D. Tulio Félix Osear a fe 72 entabló 
recurso judicial contra Is resolución de Isa autoridades adua- 
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ñeras a fs. 61 a 63 que lo ¿ondena al pago da loa derechos de 
importación de la mercadería reputada en infracción. 

Que por otra parte lea denunciantes entablan recurso con- 
tra la misma resolución para ante el Ministerio de Hacienda 
de la Nación el que resuelve a fe. 80 y vta. declarando en co- 
miso la misma mercadería. 

Que la relación de tas circunstancias en que loa hechos se 
han producido, resultaría redundante, pues ha sido hecha con 
acopio de detalles en los autos, y de todo ello resulta evidente 
que, contrariamente a lo sostenido por el presunto infractor, 1» 
mercadería no era parte integrante de su equipaje, y aunque 
materialmente lo fuera, el valor y la cantidad de las alhajas 
intervenidas no las caracterizan como de uso personal, estando 
por lo demás obligado a denunciarlas a las autoridades adua- 
neros y documentarla en forma legal conforme a los arta. 723 
y 985 de las Ordenanzas de Aduana, no siendo suficientes a 
los fines requeridos por 1a ley, les documentos que pudieran 
tener su origen en otra repartición que no sea la aduanera; 
que es la que debe controlar el tráfico de la mercadería, vigi- 
lando el comercio con el exterior. 



Que la falta de los requisitos legalea en el embarque y 
transporte <V esta mercadería, art. 4 # decreto 63.452 (83) de 
julio de 1935 es susceptible de sanción, y si a ello se agrega 
1a actHnd <*e oenltpnvettto one snnre de autos, adoptada por el 
infractor, la procedencia de las sanciones legales se manifiesta 
aún con mayor fuerza y surge con más certeza la aplicación 
de los arta. 1037 y 1038 de las 00. de A. y art. 68 de la ley 
11.281 ít. o.) por haber existido «abstracción de mercadería 
a la verificación de Tas autoridades aduaneras, sin considerar 
para ello, si se demostró o no perjuicio fiscal bastando la po- 
sibilidad de la existencia de ese prejuicio. 

Que por otra parte no hay en autos motivos valederos 
para hacer uso de las facultades de atenuación de pena esta* 
blecidrs en el art. 1056 de las 00. de A. 

Por ello y concordes del 8r. Fiscal de Cámara de fs. IOS 
y vta., se revoca la r*«olució« de fs. 95 y vta. confirmando 
en cambio la resolución ministerial de fs. 80 que declara 
caM* en comiso la mercadería intervenida, con costas al in- 
fractor. 
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CALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de febrero de 194ÍK 

Vistos los autos "Tullto Félix Oscar — Apela una 
resolución administrativa", en los que a fs. 138 esta 
Corte Suprema declaró procedentes los recursos ordi- 
nario de apelación y nulidad. 

Considerando: 

Que por disposición del art. 721 de las OÓ. de Adua- 
na "los ranchos, encomiendas, muestras, equipajes y 
moneda metúlica quedan sujetos n su embarque en bu- 
ques de cabotaje, a las disposiciones establecidas en el 
párrafo 3* capítulo 3* de esta sección, para el embarco 
de iguales mercaderías con destino al extranjero, con 
la única diferencia de que los efectos que a su introduc- 
ción en la Aduana de su destino puedan adeudar dere- 
chos de entrada, deberán embarcarse con un permiso 
o con una guía que acredite su calidad de removidos en 
la Aduana a que se destinan". El art. 722 agrega que 
"los equipajes, muestras o encomiendas que se carguen 
sin este requisito y que se encuentren en el caso del ar- 
tículo anterior quedan sujetos en el punto de desem- 
barque al pago de derechos de importación". "Las mer- 
cader tas que se hayan cargado... sin permiso serán 
consideradas como exceso de carga" (arl. 723) , El art. 
614 del párrafo 3* del Capítulo 3* establece que "antes 
de cargar los equipajes, encomiendas, muestras y mone- 
da metálica, deberá el interesado dar aviso al Resguar- 
do para que permita e inspeccione la operación, pudicn- 
do abrir y verificar los bultos que crea conveniente". 
Y por fin el art. 68 de la ley 11,281 T. O. considera 
contrabando, —"sin perjuicio de lo dispuesto en el art 
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1037 de Ub Ordenanzas de Aduana" que define las 
operaciones fraudulentas—, "toda forma de oculta- 
ción. . . y en general todo acto tendiente a sustraer las 
mercaderías a la verificación de la Aduana". 

Que el recurrente reconoce haber omitido, al em- 
barcarse en Posadas, el cumplimiento de la obligación 
impuesta por el art. 721 de las ordenanzas citadas (fs. 
16 vta. y 17 vta.). 

Que también reconoce no haber presentado a revi- 
sación en Corrientes los bultob que corten íau las alha- 
jas y relojes decomisados (fs. 16 vta. y 18). 

Que, en consecuencia, si bien la primera omisión 
sólo hubiera podido determinar el cobro de derechos 
de importación o que se considerara a las mercaderías 
de que se trata como exceso de carga (arts. 722 y 723 
de las Ordenanzas) la segunda, por completo indiscul- 
pable pues el recurrente sometió a revisación todo lo 
demás que llevaba consigo, caracteriza el contrabando 
definido en el art. 68 de la ley 11.281 T. O. cuya exis- 
tencia no depende de que la operación hayajipodido "dis- 
minuir la renta o aumentar la responsabpldad del Fis- 
co" (art. 1037 de las Ordenanzas), pues comprende 
lisa y llanamente "toda foimn de ocultación" y "todo 
acto tendiente a substraer las mercaderías a la verifi- 
cación de la Aduana", que es precisamente lo que ha 
ocurrido en este caso. Debiéndose agregar, por lo de- 
más, que siguiéndose de la omisión en que Be incurrió 
en el Puerto do Posadas, el pago de ciertos derechos 
(arts. 722 y 723 de las Ordenanzas) se dan también en 
el caso las condiciones establecidas en el art. 1037 de las 
mismas para que baya operación fraudulenta: opera- 
ciones practicadas en infracción a las ordenanzas y 
que hubieran podido disminuir la renta. 

Que en cuanto a la sanción, corresponde el comiso 
que impone la sentencia apeladia, sea que se considere 
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al caso regido por el art. 723 de las Ordenanzas y se lo 
trate como excoso de carga (art. 985) sea que se apli- 
que el art. 102C según el cual "todo hecho que tienda 
a disminuir indebidamente la renta. . . será penado con 
la pena do comiso si la defraudación se intenta sobre 
la cantidad o la especie de las mercaderías f \ pues si 
el haber omitido la obtención del permiso cu Posadas 
pudo considerarse sólo como una infracción formal, el 
ocult amiento en que se incurrió en Corrientes, median- 
te el cual se eludía el pago de los derechos a que aquella 
infracción dnha lugar, coloca al hecho en los supuestos 
contemplados por los preceptos que se acaban de citar, 
V no con ■ os pondo ejercer la facultad de atenuación que 
acuerda el art. 1056 de las ordenanzas por mediar el 
deliberado ocultamiento de que se ha hecho mención. 

Que estando configurado en este caso el delito adua- 
nero definido por el art. 68 de la ley 11.281 T. O. no 
es de aplicación lo dispuesto cu el 108 de la ley 12.964 
invocado por el recurrente a fs. 147. 

Por tanto se confirma con costas la sentencia ape- 
lada de fs. 111. 

Tomas D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonohi — 
Rodolfo G. Valenzxirla, 



MEMORIA CORRESPONDIENTE AL AÑO 194» 
ENVIADA POR LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
AL PODER EJECUTIVO 0) 



Dos son las funciono* que constitucional y legal 
mente incumbían a la Corte Suprema en el tiempo que 
comprende esta memoria (año 1948): la decisión de las 
causas comprendidas en su jurisdicción ordinaria y ex- 
traordinaria y la superintendencia de la Justicia Fe- 
deral y de la Justicia Letrada de los Territorios Na- 
cionales. Pero la posición de esta Corte con respecto a 
la Justicia toda del país, con la cual comunica mediante 
el recurso extraordinario, y la responsabilidad inherente 
a su jerarquía le crean la obligación moral de tomar en 
consideración de alguna manera todos tos problemas 
orgánicos del orden judicial y a espresar su juicio sobre 
ellos. Esta Memoria, dispuesta en el artículo 77 del Re- 
glamento General, ofrece la oportunidad de dar esa opi- 
nión al cabo de cada año. Tres serán, en consecuencia, 
los capítulos de ella: desenvolvimiento de las activida- 
des del Tribunal en su función específicamente judicial ; 
ejercicio de la superintendencia, y juicios generales so- 
bre algunos problemas actuales de la organización ju- 
dicial. 

I 

La actividad judicial de la Corte durante el año 
1948 está expresada en las respectivas planillas esta- 
dísticas que son parte integrante de esta memoria. Aquí 
sólo importa dejar constancia de las siguientes cifras: 

(i) Ver en 1» püg. 1M la acordad» que la aprob6. 
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1») Expedienta* pendientes de sentencia el 1* de 
enero de 1ÍH8 * • • » * 

2*) Expedientes entrados h sentencia desde el l 9 de 
enero de 1ÍMH hasta el íll de diciembre de 1948 
(excluidos los recursos de hecho y las causas de 
superintendencia, que pasan directamente a re- 
solución) 

U*) Sentencias dictadas durante el año lí>48 (inclui- 
dos los recursos de hecho y las chiishs de su per- 
intendencia) ■ • ■ ■ 

4') Expedientes pendientes de sentencia el 31 de di- 
ciembre de VMH (excUiííhs los recurso* de hecho 

v las causas de superintendencia) 

De estos 4¡i expedientes, líi se encontraban 
detenidos por trámites diversos y 27 estaban en 
condiciones de ser fallados, de lo* cuales sólo 4 lo 
estaban con anterioridad al mes de diciembre. 

Conviene agregar, además, que, durante el año 1H48 
fueron iniciados en In Corte Suprema o llegaron a ella 
por apelación, 1470* juicios nuevos, según resulta do In 
planilla de expediente» entrados que forma parte de* 
apéndice X- 1 

La magnitud do esta tarea, que disminuyó sensible- 
metite por halla rse ni día el despacho de las causas, lia 
sido reducida en parte por la reciente reforma consti- 
tucional, que limita los casos de competencia originaria 
del Tribunal y suprime la tercera instancia ordinaria 
reglamentada por los arts. íl y 4 de la ley 4055. 

n 

Merece capítulo aparte el desempeño de la función 
de superintendencia, facultad mediante la cual la jus- 
ticia asume la responsabilidad de vigilarse y gobernarse 
a sí misma. Delicada tarea que requiere especial dedica- 
ción para lograr el debido y orgánico desenvolvimiento 
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(i) Ver páp. US. 
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de la vida judicial, cuya actividad debe observar cons- 
tantemente la Corte Suprema en todo el úmbito de su 
jurisdicción. 

En ejercicio de sus atribuciones de superintenden- 
cia esta Corto sancionó el 3 de marzo de 1048 un Regla- 
mento General para la Justicia Federal y Letrada do 
los Territorios Nacionales, compilando, ordenando, com- 
pletando y actualizando de esc modo las disposiciones 
contenidas en las acordadas que el Tribunal dictara pa- 
ra estos mismos fines desde el año 1863. 

Se lia creado un registro del personal de los Juz- 
gados Federales y Letrados mediante el cual se tiene 
en todo momento constancia precisa de cuanto concierne 
a la situación y condiciones de cada uno de los emplea- 
dos. Como apéndice se agrega una explicación esquemá- 
tica de la forma y contenido de este registro (*). Sobre 
la base de él será posible extender las normas generales 
existentes para los ascensos (art. 2*3 del Reglamento) 
de modo que, por de pronto, el personal de cada centro 
judicial sea tomado en consideración en cualquiera de 
los ascensos que deba producirse en dicho centro, trátese 
o no de vacante producida en la dependencia a que per- 
tenece. Sin embargo, la atencióu debida a tales objetivos 
se ve resentida por la que actualmente requiere una 
tarea de minucias (licencias, nombramientos, etc. del 
personal correspondiente a los tribunales inferiores de 
su dependencia) y que obliga además a la Corte a deci- 
dir tales gestiones sin el inmediato conocimiento de cau- 
sa, que sólo puede» tener lus Cámaras bajo cuya directa 
superintendencia están los funcionarios y empleados 
de que se trata. 

De lo dicho surge la necesidad de algunas reformas 
legales, a las cuales se aludirá en seguida. Después se 
luirá especial referencia a las conclusiones que surgen 



(1) Wr p%. 146. 
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do las estadísticas elevadas a la Corte Suprema por lo» 
distintos tribunales que le estaban sometidos y las que 
han revelado las giras do inspección llevadas a cabo en 
los Juzgados Letrados de los Territorios Nacionales. 
Por último, se dará cuenta de las disposiciones adop- 
tadas en ejercicio de la superintendencia de que se trata. 

L A este respecto son indispensables tres refor- 
mas legales: a) Atribuir a las propias autoridades ju- 
diciales las designaciones del personal do la Justicia Le- 
trada, actualmente a cargo del Poder Ejecutivo; b) En- 
comendar diebas designaciones a las respectivas Cá- 
maras Federales, las cuales actuarán con sujeción a 
las normas dictadas por esta Corte; c) Encomendar asi- 
mismo a dichas Cámaras, también con sujeción a las 
reglamentaciones que establezca la Corte Suprema, lo 
relativo a licencias, sa aciones y remociones ele dicho per- 
sonal, todo lo cual recae actualmente sobre este Tribu- 
nal insumiéndole mi tiempo requerido por sus funcio- 
nes esenciales y obligándole n actuar sin el inmediato 
conocimiento de causa que sólo las Cámaras, bajo cuya 
directa superintendencia están los funcionarios y em- 
pleados de que se trata, pueden tener. En todos los casos 
deja ríase abierta la posibilidad de un recurso de repo- 
sición unto la Corte reglamentado por ella misma. 

II. Las estadísticas de las Cámaras Federales y de 
los Juzgados Federales y Letrados cuya síntesis consti- 
tuye otro apéndice de esta memoria (*), ponen de mnni 
fiesto; a) Que la creciente actividad do los Juzgados 
Letrados del Norte produjo una congestión de trabajo 
en la Cámara Federal de Paraná, problema que ya ha 
recibido comienzo de solución con la creación de la Cá- 
mara del norte, pero que no la tendrá completa sino a 
condición de que los Juzgados Letrados de Misiones 



<i> Ver ruadrwi agregados a continuación de 1* p4g. 145, 
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sean vueltos a la jurisdicción de la Cámara de Paraná, 
pues de lo contrario el problema se trasladará, sin re- 
solverse, a la nueva Cámara del Norte, b) Que tenían 
asimismo una afluencia grande de trabajo las Cámaras 
Federales de La Plata y Bahía Blanca, pero también en 
este punto ha llegado ya la solución con el establecimien- 
to de la Cámara del Sud, aunque es preciso, como en el 
anterior, modificar la jurisdicción de los dos tribunales 
primeramente mencionados para equilibrar sus activi- 
dades, pues el alivio de la nueva creación favorece casi 
exclusivamente a la Cámara de La Plata. Dos pueden 
ser las soluciones: 1 ) O hieu substrayendo a la jurisdic- 
ción de la Cámara Federal de Bahía Blanca e incorpo- 
rando a la de La Plata los Juzgados Letrados del Terri- 
torio de La Pampa ; 2) O bien haciendo depender de la 
Cámara de Apelaciones del Sur los Juzgados Letrados 
de Río Negro, y de la Cámara Federal de La Plata el 
Juzgado Federal del Azul, c) Que sin perjuicio del re- 
fuerzo general de la Justicia Letrada de los Territorios, 
de que se tratará más adelante, es preciso proveer con 
urgencia el nuevo Juzgado creado en Sáeuz Peña y crear 
otro Juzgado para el Territorio de Misiones, d) Que la 
jurisdicción territorial de los Juzgados Federales de 
la Provincia de Buenos Aires no está bien distribuida, 
pues mientras soportan un trabajo excesivo los* dos de la 
La Plata es sumamente menor el de los que tienen asien- 
to en Sun Nicolás y Mercedes, tanto que con sólo agregar 
una Secretaría a uno de estos últimos puede atender la 
jurisdicción de ambos, con lo cual el otro podría ser 
trasladado a La Plata, c) Que de la intensidad de tra- 
bajo en la Capital Federal ya se ha hecho cargo la ley 
que crea tres nuevos Juzgados en ella, f) Que la expe- 
riencia demuestra no ser necesario ni conveniente qne 
las Cámaras Federales tengan más de tres miembros. 
Si la magnitud del trabajo lo requiere, convendrá, en 
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todo caso, establecer, como en la de la Capital, Sala» de 
tres miembros. Sería, pues, razonable, uniformar la or- 
ganización en este punto modificando la constitución de 
la Cámara de La Plata, que es la única excepción. 

III. Por acordada del 5 de noviembre de 1948 que 
so agrega a esta memoria pomo apéndice ( ! ), la Corte de- 
cidió una inspección de los Juzgados Letrados por las 
razones y para los fines que en la misma se expresan. 
El resultado do las que se han realizado 1 insta ka fecha 
consta en los dos informes presentados por el Presiden- 
te al Tribunal y cuyas copias se agregan como apéndi- 
ces de esta Memoria, del mismo modo que las resolu- 
ciones adoptadas por la Corte a raíz de ellos (==). Baste 
dejar constancia aquí de que estas visitas han permitido 
comprobar con directo conocimiento de la realidad: a) 
La necesidad de mejorar la instalación y completar la 
dotación de la mayoría de los Juzgados visitados; b) 
la urgencia, ya recordada, de crear un nuevo Juzgado 
en Misiones y prever el que ya está creado para Snenz 
Peña ; c) la conveniencia de que, en términos generales 
todos los centros judiciales de los Territorios Naciona- 
les tengan por lo monos dos Juzgados, dos Fiscalías y 
dos Dcfensonas; d) la necesidad de contemplar el des- 
empeño de la función judicial eu estos Territorios me- 
diante el establecimiento de normas para el desenvol- 
vimiento de la carrera judicial en ellos, un adecuado 
escalafón del personal, por zonas, y un reajuste de suel- 
dos que tome en consideración las condiciones de vida 
en estas regiones; e) una indispensable reorganización 
de la Justicia de Paz que la convierta en efectiva y res- 
ponsable prolongación de la Justicia Letrada en toda la 
extensión de cada Territorio; f) la necesidad de medios 
propios de movilidad para estos jueces, cada uno de los 

(l) Vvr imfT. HS. 

<*) \\t pft, Hfl * 170. 
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cuales tiene una dilatadísima jurisdicción territorial; 
g) ta falta de biblioteca, — instrumento de trabajo esen- 
cial—, en todos los Juzgados, falta que no puede suplirse 
recurriendo a bibliotecas públicas de las respectivas lo- 
calidades porque de la especialidad correspondiente no 
tas hay en casi ninguna de ellas; h) la conveniencia de 
constituir de modo orgánico, con las responsabilidades 
legales consiguientes, a los foro» de estos centros ju- 
diciales. De cstus comprobaciones se sigue, en suma, fu 
urgente necesidad de jerarquizar, vigorizar y dotar de- 
bidamente a lu Justicia de que ge trata para que el 
amparo judicial esté en los Territorios Nacionales a ta 
altura de la necesidad que tienen de él estas regiones sin 
raíces de tradición, tan dificultosamente comunicadas 
con la Capital Federal, y que se bailan en un proceso de 
vertiginoso crecimiento económico. Es deber de esta 
Corte dirigir su atención de un modo especial hacia este 
sector de la Justicia cuyas bases legales orgánicas no 
corresponden de ninguna manera a la realidad actual. 
No cabe duda que también es inactual en más de un punto 
Ja organización do la Justicia Federal en las Provincias, 
pero no lo es tanto. Por lo demás las condiciones en 
que debe actuar una y otra Justicia y la distinta ampli- 
tud de sus jurisdicciones, —pues la Letrada de los Te- 
rritorios es en ellos la única Justicia—, hacen que los 
problemas de esta última deban ser atendidos con par- 
ticular preocupación. 

Consecuencia inmediata de las comprobaciones he- 
chas en la primera visita de inspección a los Juzgados 
de los Territorios del Norte, fné la resolución de fecha 
29 de diciembre de 1948 por la que, de acuerdo con el 
Ministerio de Justicia» se estableció un sistema unifor- 
me de estadísticas para todos los tribunales federales 
y letrados, a los cuales se ha suministrado ya tas plani- 
llas respectivas, debidamente impresas. 



m 



w¿~* m la onm suprema 



Igualmente se proveyó por dicha acordada a la ne- 
cesidad de hacer llegar a conocimiento de los Jaeces 
Letrados la jurisprudencia de las respectivas Cáma- 
ras de Apelación sobre las cuestiones que revistan in- 
terés para aquéllos. 

Con la realización de la visita de inspección a los 
Juzgados de los Territorios del centro y del oeste se 
completará lu información, con la cual se podrán pro- 
yectar los libros uniformes para todos los Juzgados 
Letrados, Fiscalías y Defcnsorías, uniformidad indis- 
pensable para su mejor organización y funcionamiento. 

Cabe, sin embargo, anticipar que para la obtención 
del propósito enunciado será necesario suministrar a 
los Juzgados los libros de referencia, ya sea por inter- 
medio del P. E. de la Nación o de esta Corte Suprema, 
asignándole en tal caso los recursos necesarios para ello. 

IV. Se lia dispuesto y comenzado el envío regu- 
lar de la publicación oficial de los Fallos de esta Corte 
a los Tribunales Superiores de todas las Naciones Ame- 
ricanas y de algunas Naciones Europeas y se procura 
a la vez obtener que sean remitidas a esta Corte las 
publicaciones oficiales de jurisprudencia de esos mis- 
mos países. 

Mediante la partida que el decreto del P. E. del 31 
de diciembre de 1947 puso a disposición de la Corte 
para adquisición de libros, muebles y útiles para su 
biblioteca y reimpresión de Fallos, se La iniciado la 
adquisición paulatina y metódica de los libros y revis- 
tas más directamente vinculados con las cuestiones de 
derecho público que son lus que con mayor frecuencia 
debe tratar el Tribunal, y de colecciones do jurispru- 
dencia y legislación extranjera. En punto a organiza- 
ción se está realizando por de pronto un inventario de- 
tallado de los libros existentes, se ha adoptado un sis- 
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tema de clasificación con sujeción al cual serán ficha- 
dos todos y se ha comenzado a desplegar el contenido 
de las revistas. Por otra parte, se ha iniciado la pre- 
paración de un fichero de las leyes nacionales con las 
respectivas disensiones parlamentarías y la hibliogra- 
fío pertinente. 

Todo esto tiene por objeto constituir una biblioteca 
que responda funeionn luiente a las necesidades del Tri- 
bunal. Pero es preciso considerar la instalación de una 
biblioteca central del Palacio de Justicia que preste 
servicios a todas las dependencias judiciales. Estos tie- 
ne que procurárselos hasta ahora cada tribunal por sus 
propios medios» lo cual comporta el doble inconvenien- 
te de que limita las posibilidades de cada uno y hace 
que muchas veces se repita innecesariamente la adqui- 
sición de una misma obra. 

Con ese objeto esta Corte se ha puesto en comuni- 
cación con todas las Cámaras de Justicia de la Capital 
invitándolas a un entendimiento en virtud del cual con 
el fondo actual de libros que posee cada una de ellas 
y el de esta Corte, mientras permanezca en el Palacio, 
y con el personal que las mismas y esta Corte tienen 
destinado a sus respectivas bibliotecas, se inicie la alu- 
dida biblioteca central y se establezca una comunicación 
de ella rápida y cómoda con todas las dependencias 
judiciales de la Capital, hállense o no instaladas en el 
Palacio. 

La unificación comportaría de inmediato el bene- 
ficio de que cada tribunal vendría a disponer de las 
bibliotecas que poseen actualmente todos los demás, y 
por otra parte la concentración del personal y de los 
recursos permitiría una organización eficiente y un 
rápido enriquecimiento del acervo con que se la cons- 
tituya. 
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V. El Archivo Federal ha cumplido este afío las 
tareas que ilustran los datos estadísticos que se con- 
signan en seguida. Para ello ha contado, además de su 
personal estable, con el concurso de siete soldados ofi- 
cinistas cuya colaboración gestionó y obtuvo esta Corte 
del Ministerio de la Guerra, en razón del aumento con- 
siderable de la» tareas. En esas condiciones realizó los 
siguientes trabajos; 

Expedientes entrados 1)0.765 

„ remitidos . . 284 

Pichas confeccionad!» , 40.783 

Testimonios expedidos 321 

Oficios ............ 3P7 

Recepción, revisión. oiyimizaeión, « te. de 347 protocolos 
de Escríbanos de Marina . 

Recepción de 742 lejrnjos, aproximadamente con 20.000 
expedientes, prneedentes del Archivo Oiieral de loa Tribuna- 
les. 

Reor¿ranizaL'iórt del ordenamiento de 8">48 recursos de he- 
cho (Corte Suprema) y confección de los índices y fichas 
correspondientes. 

Revisión y depuración de legajos de actuaciones de super- 
intendencia de la Corte Suprema, tarea que continúa en el año 
1949. 

Interesa señalar que la reciente reforma constitu- 
cional, al disponer la unificación de fueros en ta Capi- 
tal, impone la necesidad fie contemplar la refundición 
del Archivo Federal y del Archivo General de los Tri- 
bunales de la Capital, con las consiguientes ventajas. 

VI. La intensidad de las tareas que ha debido cum- 
plir el Tribunal durante el año 1948, de que da cuenta 
la estadística mencionada al principio y ln precedente 
enunciación de las actividades de superintendencia, ta- 
rea cumplida sin más aumento en el personal que el de 
seis cargos, con lo cual el número de los funcionarios y 
empleados de las tres Secretarías y la Prosecretaría 
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Administrativa —que comprende la Habilitación y el 
Registro de Procuradores— era dnrante el tiempo a que 
se refiere esta memoria de veintinueve, impidió que se 
iniciara In reimpresión de Fallos y Digestos, pues se 
trata de un trabajo delicado que requiere por de pron- 
to la confrontación y en buena parto la complementa- 
ron de los sumarios de los seis primeros tomos del Di- 
gesto qne es preciso reimprimir. 

Mtuitiénese, en cambio, rigurosamente al día la pu- 
blicación de loa Fallos y el Digesto cuyo tomo 9°, corres- 
pondiente a los cinco últimos años, está en prensa. 

VIL El ejercicio de la policía del Palacio de Jus- 
ticia por parte del Presidente de la Corte (ley 1893, 
art. 104) y el de la correspondiente a otros edificios en 
los cuales funcionan dependencias judiciales, encomen- 
dado en el decreto del 23 de octubre de 1948, pone a 
esta Corte en conocimiento directo del gravísimo pro- 
blema que comporta actualmente In instalación de di- 
chas dependencias. 

Todo lo que está instalado en el Palacio de Justicia 
lo está con suma estrechez, y ya funcionan fuera de él 
toda la Justicia de Paz y del Trabajo, tres Juzgados 
Correccionales, cinco Juzgados Civiles, todas laB Fis- 
calías en lo Federal, Civil y Comercial y la mayoría 
del fuero criminal, todas las Defensorías Civiles y to- 
das las Criminales. La totalidad de los edificios a los 
cuales ha debido recurrirse para estas instalaciones son 
inadecuados pues se trata de casas de familia o de es- 
critorios dificultosamente adaptados a su nuevo destino. 
Tan es así que debió precederse a retirar del edificio 
Lavalle 1212 e instalar en el Palacio, trasladando a la 
calle Lavalle la Cámara de Paz y dependencias del 
Ministerio Público, los cuatro Juzgados de Familia que 
tienen extraordinaria concurrencia de público y cuya 
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permanencia en aquellos locales se había hecho inso- 
portable. 

Si se consideran además las deficiencias e insufi- 
ciencias que padecen las oficinas instaladas en el propio 
Palacio y que el Presidente de esta Corte puntualizó 
en la comunicación hecha al P. 12. el 26 de noviembre 
de 1947, de la cual se agrega copia como apéndice de es- 
ta memoria ('), se comprende la urgente necesidad de 
encarar una inmediata solución orgánica de este proble- 
ma, nbierta además a las necesidades futuras para que 
la situación actual no se reproduzca del mismo modo a 
breve plazo. 

Parece, pues, razonable encarar un plan de construc- 
ciones judiciales que instale independientemente y con 
posibilidades de ampliación previstas en las estructuras 
arquitectónicas respectivas, por una parte el fuero ci- 
vil y comercial, lo que es aetuulmcute justicia federal 
de esos mi sino?; fueros y la justicia de paz, que tiene 
competencia en la misma materia, en otra el fuero cri- 
minal y en una tercera el fuero del trabajo. El actual 
Palacio de Justicia sería exclusivamente destinado a los 
Tribunales de Apelación de todos los fueros y a aquellas 
dependencias judiciales que sean comunes a todos ellos. 
Todo intento de solución parcial que se desentienda de 
ta totalidad del problema será insatisfactorio y creará 
a poco andar nuevos problemas. 

Estaría fuera de lugar en esta memoria entrar en 
los detalles de lo que se ha dispuesto en los edificios 
colocados bajo la policía de esta Corte, para lograr una 
más orgánica distribución de las dependencias judicia- 
les. Se hace mención de ello por separado en uno de los 
apéndices (*). 



<i) Ver pág. m. 
Ver pflif. 1B3, 
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VIII. Para concluir este capítulo relativo a la Su- 
perintendencia cabe dejar constancia de que por acor- 
dada del 17 de diciembre de 1948 esta Corte resolvió 
abrir en lo sucesivo el año judicial con una ceremonia 
solemne a realizarse el 1« de febrero. El acto se efectuó 
como estaba previsto. El Excmo. señor Presidente de la 
Nación le dispensó el honor de presidirlo, Y además de 
la presencio de los señores magistrados y funcionarios 
de la Justicia Federal y la ordinaria de Ja Capital con- 
tó asimismo con la de los señores Presidentes de los 
Superiores Tribunales de las Provincias especialmente 
invitados con el objeto de que el acto diera oportunidad 
para reunir a representantes de toda la Justicia del 
país iniciando con ello una comunicación que esta Corte 
se propone mantener y estrechar convencida de que 
por ese medio puede ilustrarse la consideración y favo- 
recerse la solución de muchos problemas relativos a la 
organización y la actividad de la Justicia. 

ni 

PROBLEMAS ACTUALES DE LA OJtÜANIÜAClON .JUDICIAL 

Tres problemas quo ocupaban la atención del Tri- 
bunal han qnedado resueltos en la reforma constitucio- 
nal que acaba de sancionarse. En efecto, la unificación 
de fueros de la Capital, el establecimiento de la Casa- 
ción y lo referente a la competencia originaria de la 
Corte Suprema y a la supresión de la tercera instancia - 
ordinaria, han encontrado adecuada solución en la nue- 
va Constitución Nacional. Falta ahora proyectar y san- 
cionar las normas legales orgánicas y sobre la base de 
ellas dictar las reglamentarias que esta Corte juzgue 
pertinentes para proporcionar al nuevo ordenamiento 
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los instrumentos que le son necesarios para su eficacia. 

Corresponde, en cambio, dejar constancia de qno 
esta Corte considera necesa rias las siguientes reformas 
legislativas en materia de procedimiento y organización 
judicial : 

lf) La del art. 2, inc. 2, de la ley 48, para puntua- 
lizar claramente qué se entiende por causa civil, 

2*) La del art 14 de la ley 48 con el objeto de su- 
primir la exigencia de la resolución contraria para Ja 
procedencia del recurso extraordinario que impide in- 
justificadamente a este último alcanzar por completo 
su finalidad. 

3*) La del art. 45 de la ley 1532 relativo a designa- 
ciones v remociones en el personal de la .lusticui Letra- 
da de Territorios que a juicio de esta Corte debe enco- 
mendársele a las respectivas Cámaras. 

4») La del art. 45 de la ley 1532 para atribuir a 
estas mismas el nombramiento y remoción del personal 
de los Juzgados, Fiscalías y Defcnsorías de la Justicia 
Federal 

5') * La del art. 11, inc. 5, de la ley 4055 para re- 
levar a esta Corte du la intervención que actualmente 
tiene en las licencias de todo el personal de la Justicia 
Federal y de la de Territorios y encomendar esa fun- 
ción a las respectivas Cámaras. 

Estas funciones de las Cámaras habrán de ejercer- 
se como se dijo al principio, con sujeción a las normas 
generales que ya tiene establecidas y las demás que en 
adelante establezca esta Corte. 

6') La del art 42 de la ley 1532 para suprimir en 
la Justicia Letrada de los Territorios el procedimiento 
de la consnlta a las Cámaras que en las condiciones ac- 
tuales de dicha Justicia no está justificado. 

7') La del art. 2 de los decretos-leyes 42o6/45 y 
4*57 /45 que crean las Cámaras de Apelaciones del Ñor- 
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le y del Sur, para distribuir del modo que se explicó al 
principio la jurisdicción de las Cámaras Federales de 
La Plata, Paraná y Bahía Blanca. 

8») La de las leyes de creación de los Juzgados 
Federales de Mercedes, San Nicolás y La Plata para 
trasladar a La Plata a uno de los dos primeros y asig- 
nar al restante la jurisdicción territorial del que se tras- 
lade. 

9°) La del art. 2 de la ley 8575 para que los jue- 
ces letrados de los Territorios gocen de la misma per- 
manencia y estén sometidos a las mismas formas de re- 
moción que todos los demás Jueces de la Nación. 

Esta Corte expíela, por fin, el anhelo de que se 
establezca legalmente: V la organización de la Carrera 
Judicial a partir del cargo de Secretario; 2 o el escalafón 
del personal de la Justicia, y 3' la Colegialización de las 
profesiones auxiliares. Todo ello es perentoriamente 
indispensable parn el afianzamiento de la Justicia e in- 
tegraría la reorganización de ella que impone el régi- 
men estableado en Ja nueva Constitución, el cual le 
liará asumir al Poder Judicial la plena responsabilidad 
de su función propia. 



14* 
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Jt KM' M EN 

Expedientes entrador ■ ■ * 1.47b 

Expediento^ faltado» 1-714 

Expodientes que se hallan a sentencia ('t 43 
Expediente» originarios — 

Juicio*» parnl izados : 

Recursos de hecho , MW 

Expedientes iirijíinanos .. - ■■ 

Juicios archivados: 

Recursos de hecho 277 

Bj. Aiivd, ai Jt» muño de lflf». 

(1) He cnt:t cantidad uñía ¿7 cxprdkíiiU's Miaban en condicione* do 
aer f&lliidus, pnei 10 «f h:tll¡iKin triinsitcrto mente detenido* por trAmitea 
djfwnoti 



ORGANIZACION DEL "FICHERO PERSONAL ^ DÉ LA JUSTICIA 
FEDERAL Y LKTKADA DE LOS TERRITORIOS NACIONALES 

En el año 1948 y de acuerdo eon lo dispuesto por 
el art. 07 del Regí amonto se dispuso la organización del 
"Pichero Personal" de toda la Justicia Federal y Le- 
trada de los Territorios Nacionales. En dicho Fichero 
que periódica mente se actualiza se agregan loa antece- 
dentes administrativos de magistrados, funcionarios y 
personal superior y subalterno de la Justicia Federal 
y Letrada, 

A las funciones especiales que la aludida oficina 
realiza se agregaron las siguientes: contralor de la re- 
misión de inventarios, estadísticas y su análisis, nómi- 
na de conjueces, designaciones de oficio de peritos, nom- 
bramientos, licencias, etc., que so especifica en diversos 
artículos del Reglamento para la Justicia Federal y 
Letrada. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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JUZGADOS FEDERALES DE LA PROVINCIA PE BCENO» AIRES 
(Dato» ertadiMicü» del afi© 3948) 

EXPEDIENTES 

Entrado! fUUdo> 

La PUta (n' 1) -1947- 8 071 3.375 

La Plata <n' 2) 5.748 4.134 

Mercas - MM *B! 

AíuI 1732 720 

Bahía Blanca - 221 i :í8 J 

Han Acojas • 1959 1659 

CÁMARAS FEDERALES 

{Dotan de lo rrtndistiea de 1948) 

EXPEDIENTES 

Entrado* F«lWa» 

Bahía Blan^n 1-866 í|g 

Córdoba ,||§ 

La Plata - 1-92J 1 ¡69 

Mendoza 1H2 «53 

Paraná -1947- 1928 .1.781 

Rosario .. ~ im *m 

Tucmnán 



ACORDADA REFERENTE A LA INSPECCION DE LOS JUZGADOS 
LETRADOS DE LOS TERRITORIOS NACIONALES 

En Bueno» Aires» a cinco de noviembre de mil no- 
vecientos cuarenta y ocho, reunidos en su Sala de Acuer- 
dos el señor Presidente de In Corte Suprema de Jus- 
ticia de la Nación, doctor don Tomás D. Casares y los 
señores Ministros doctores don Felipe S. Pérez, don 
Luis R. Longhi, don Justo L. Alvarez Rodríguez y don 
Rodolfo O. Valenzuela, con asistencia del señor Pro 
curador General de la Nación, doctor don Carlos O. 
Del fino, el señor Presidente expresó la conveniencia 
que a su juicio habría de realizar una visita de inspec- 
ción a los Juzgados Letrados de los Territorios Naeio- 
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nales, tanto para conocer de un modo directo las con- 
diciones de su funcionamiento y las necesidades judi- 
ciales de las zonas de sus respectivas jurisdicciones, 
cuanto para impartir, con inmediato y personal cono- 
cimiento de causa, instrucciones tendientes a procurar, 
dentro de lo posible su mejor organización, dando al 
mismo tiempo oí foro y en general a la población de los 
lugares en que estos juzgados tienen su asiento oportu- 
nidad de comunicación inmediata y efectiva con esta 
Corte respecto n las necesidades judiciales aludidas de 
cuya debida atención es, por sus funciones de superin- 
tendencia, en cierta medida responsable. 

Oído lo cual el Tribunal decidió aprobar lo pro- 
puesto por el señor Presidente y librar a su decisión la 
forma y oportunidad de llevarla a la práctica. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se 
comunicase y registrase en el libro correspondiente, por 
ante mí de que doy fe. — T. D. Casabes, Felipe S. Pérez, 
Litis R. Lonohi, J. L. Alvabez Roduíguez, Rodolfo G. 
Valenzuela, Cablos O. Üelfino, Ramón T. Méndez, 
Secretario. 



INFORME Y RESOLUCION SOBRE LA INSPECCION OE LOS JV?. 
QADOS LETRADOS PE MISIONES, CHACO Y TORMOSA 

CAPÍTULO l 
CONSIDERACIONES OKKEIULEK 

Capítulo LJ 

INSTALACIÓN DB LAS DEPENDENCIA» JUDICIALES 

T, Deficiencias de los edificios. Plan fundamental v remedios 
inmediatos. 

2. Insuficiencia y deficiencia de los muebles y útiles. Exi- 
güidad de la partida de gastos. 
3 Necesidad de bibliotecas en todos lus centros judiciales, 



I» 
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CAPÍTULO III 

RELACION RK QUE ESTA EL HOMERO DE JCZOAPOS T D« FUNCIONARIO» 
DEL MI KISTES lO PUBLICO CON KL TRABAJO A MU CARGO 
CÜND1CI4JÍ ¥ HÚMERO DE LOS EMPLEADOS 

1. Necesidad inmediata de un nuevo Juzgado en Misione* y 
de proveer el Juzgado ya creado en Séenz Peña y la nueva 
Fiscalía de Posadas. Insuficiencia del personal de la» Se- 
cretarías, Fiscalías y Defensorias. 

2 Conveniencia de que la función de los Defensores de po 
bree y menores sea exclusivamente judicial y necesidad de 
crear organismos de asistencia social para loa menores. 

3. Registro de sueldos. 

4. Atribución de las designaciones y remociones de todo el 
personal de esta justicia a las autoridades judiciales. 

5. El establecimiento de la carrera judicial y el escalafón del 
personal. Supresión del régimen de duración temporaria 
de los Jueces de Territorios. Procedimiento de remoción 
por la propia justicia. .-- 

6. Ciclos periódicos de estudios para la justicia da Terri- 
torios. 

Capítulo IV 
r*<»imkn intehno de organización del trabajo 

Capítulo V 

PROBLEMA* QUE PLANTEA LA RELACION DE ESTOS JUZGADOS 
CON SU TRIBUNAL DE ALZADA 

1. Modificación de la jurisdicción de las Cámaras de Paraná 
y del Norte. 

2. Supresión del régimen de la consulta. 

3. Creación de un registro de la jurisprudencia de las < « 
maras. 

Capítulo VI 

1. Necesidad de medios propios de movilidad para los juz- 

2. Rdaliones de la Gendarmería y la Policía de Territorios 
coa los jueces. 
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3, Reorganización indispensable de la Justicia de Paz y vincu- 
laciones de ella con la Justicia Letrada. 



Excelentísima Corte Suprema: 

Someto a vuestra eonsi deración el informe refe- 
rente ai resultado de la inspección que realizara en los 
Juzgados Letrados de los Territorios de Misiones, Cha- 
eo y Formosa, en cumplimiento de 1n Acordada del 5 de 
noviembre ppdo. 

r. COXaiDEJlACIONgH DEN ERA LES, 

La justicia de los territorios nacionales representa 
en ellos un papel de importancia singular. Se trata de 
partes del país en trance de incorporación a la existen- 
cia nacional. Porque no se opera allí sobre fundamentos 
tradicionales y casi todo es improvisación apresurada 
en la cual el factor decisivo lo constituyen las posibili- 
dades económicas, a lo cual se agrega que la población 
que las realiza proviene de todos los extremos del mun- 
do, se comprende que el afianzamiento de la justicia sea 
una de las condiciones primeras de la incorporación a 
que me Ue referido, pues de él depende primordialmen- 
te la instauración del orden jurídico nacional en estas 
porciones nacientes del país. 

Por otra parte, no se ignora las difíciles condicio- 
ne* en que esa justicia tiene que ser ejercida. Oonsidé- 




Capítulo VIII 

TlftfJIllEN CAUCE LAItlÜ 



INFORUR 



Bs. Aires, 26 de noviembre de 1948. 
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resé la enorme extensión de su jurisdicción territorial ; 
la difícil comunicación con todos los puntos de ella ; la 
incipiencia de los centros de población en que muchos 
juzgados tienen su asiento ; la gran distancia a que casi 
todos están de esta Capital y aun de cualquiera otras 
ciudades importantes; la difícil comunicación con los 
tribunales de apelación que deben ejercer la superinten- 
dencia, y por fin la multiplicidad de las materias que 
comprendo su competencia. A quienes desempeñan fun- 
ciones judiciales en esas circunstancias debo ponérseles 
en condiciones de ejercerla teniendo presente que han 
de bastarse a sí mismos casi totalmente, pues es, por 
lo común, muy poca la colaboración que las colectivida- 
des donde actúan pueden prestarles para su misión es- 
pecífica y son muchos los riesgos y las dificultados a 
que los expone el desamparo y las duras y a veces bra- 
vias condiciones de existencia en estos extremos del país. 

No era necesaria la visita realizada para saber que 
todo esto ocurría, pero lo era para saber rówo ocurría. 
Sólo el conocimiento directo y personal, ta experiencia 
viviente por breve que sea, procura el conocimiento 
cabal de ta fisonomía que hoy tiene aquella realidad y 
de las concretas condiciones en que la función judicial 
está cumpliéndose en clin. Además» la trascendencia 
atribuida a la visita no sólo por los magistrados, fun- 
cionarios y empleados judiciales, sino también por sus 
respectivos foros y por la población toda, prueba su 
importancia moral consistente en el estímulo que signi- 
fica el interés puesto por la Corte Suprema en la aten- 
ción de aquellas necesidades» y proveniente, además, de 
que estas visitas demuestran una voluntad ele superin- 
tendencia y vigilancia efectivas. 

Relatare el fruto de esta experiencia refiriéndome 
en el orden en que voy a mencionarlos, a los siguientes 
puntos: condiciones materiales de instalación e imtru 



IV JVXTWÍA DK LA NACTÓM 1S| 

meatos de trabajo; relación en que está el número de 
juzgados y de funcionarios del Ministerio publico con 
la magnitud de tas tareas a su cargo; condición y nú- 
mero de empleados; régimen interno de organización 
del trabajo; problemas que plantea la relación de estos 
juzgados con su tribunal de alzada; posible movilidad 
de ellos t»ara estar en contacto con todos los puntos de 
su jurisdicción territorial; colaboración de la justicia 
de paz; de la Gendarmería y de la Policía de territorios 
en este último punto; situación del foro en los asientos 
judiciales visitados; régimen carcelario. 

Va por separado el informe del Secretario Dr. Rey, 
sobre las comprobaciones hechas en la detallada inspec- 
ción de las Secretarías y en cuerpo aparte los memoria 
les que me fueron entregados por los señores magis- 
trados, el foro y los colegios de abobados en algunas 
de las localidades visitadas. 

H. INSTALACIÓN DE LA8 PBPEN líKNC í A S .iflJlCIALKB. 

t Los dos juzgados de Posadas, los de Resisten- 
cia y Sácnz Peña que acaban de crearse, y el de Formo- 
sa, no cuentan con locales propios y los alquilados de 
que disponen los dos primeros y el último tienen defi- 
ciencias gravísimas. Parece indudable que la justicia 
debe ser instalada en todas partes con decoro y debo 
decir que no lo tienen las dependencias judiciales a que 
estoy refiriéndome. 

La solución de fondo consiste en 1111 plan general 
de construcciones — que está en la mente del P. E. y que 

en algunos casos lia tenido comienzo de realización 

con el eanl se resuelva, teniendo en vista el rapidísimo 
crecimiento de estas regiones, no sólo la adecuada insta- 
lación de las oficinas sino también la residencia de jue- 
ces, funcionarios y empleados, pues el necesario esta- 
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Metimiento de un escalafón por zonas» que dará mayo- 
res perspectivas de progreso a este personal, puede 
requerir su desplazamiento, por razón de los ascensos, 
que cree en cada caso a los interesados serios problemas 
de instalación pues es sabida la insuficiencia de locales 
para ese objeto en muchas de las ciudades donde estos 
tribunales tienen su asiento. 

A este respecto la experiencia recogida en los lo- 
cales expresamente construidos para este objeto en la 
ciudad de Resistencia (pues el de Súenz Peña, aunque 
construido también especialmente, es de propiedad par- 
ticular) puede ser sumamente ilustrativa, 

Pero entiendo que a esta Corte lia de preocuparle 
por de pronto el remedio inmediato de Ins gravísimas 
deficiencias observadas, remedio que puede obtenerse 
sin perjuicio do afrontar la solución do fondo a que aca- 
bo de referirme. En este orden juzgo indispensable 
solicitar al Poder Ejecutivo que se procure para los 
dos juzgados do Posadas una nueva instalación, porquo 
no parece posible que ni siquiera con muy serias re- 
formas las casas que actualmente ocupan se pongan en 
tas debidas condiciones. A ello se agrega que los repre- 
sentantes del Ministerio Público en esta ciudad no tie- 
nen instalaciones propias. Las que ocupan los lian sido 
cedidas por los juzgados a costa do su comodidad indis- 
pensable, y son por completo insuficientes. El edificio 
del juzgado do FormOsa es, aunque muy antiguo, apto. 
Pero está en muy mutas condiciones de conservación. 
No parece posible pretender que el propietario lo re- 
pare mientras se pague por él, coinu se paga, un alqui- 
ler de $ 150 mensuales, A pesar de todo pedí a su dueño 
las refecciones indispensables y debo decir que encontré 
en él la mejor disposición. Es, sin embargo, <V justicia, 
contemplar el ajuste del alquiler aludido con el compro- 
miso do qu* 1 dichas refecciones se hagan efe «-tivas. Aquí 
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también los ministerios públicos ocupan dependencias 
del edificio del juzgado indispensables para éste e in- 
suficientes para el destino que se Ies lia dado. 

Ni en el juzgado n* 2 do Posadas ni en el n* 3 de 
Resistencia ni en el de Farinosa hay residencia particu- 
lar para el juez. Para el resto del personal de In justieia 
no la hay en ninguna de las ciudades visitadas. 

2. Los muebles y útiles son extremadamente insu- 
ficientes y deficientes en casi todos los locales visitados. 
Muchos de los muebles ban sido obtenidos en préstamo 
de otras dependencias nacionales y aun de los propios 
empleados, y en numerosos casos los mostradores y es- 
tanterías debieron improvisarse del modo más preca- 
rio. En esas condiciones el debido ordenamiento de los 
expedientes se hace imposible y falta para su guarda 
toda seguridad. He comprobado que lo que se expresa 
en los memorándums que requerí sobre el particular 
a los jueces y funcionarios del ministerio público tra- 
duce fielmente esta realidad. 

En cuanto a los instrumentos de ira ha jo — libros 
de secretaría, útiles y máquinas— la insuficiencia es 
también muy grave e imposible de remediar con la ac- 
tual partida de gastos que es en cada juzgado de $ 300 
mensuales. 

3. En aquellos lugares la biblioteca es un instru- 
mento de trabajo que si el juzgado no lo tiene es, por 
lo general, casi imposible poderlo hallar fuera de éX Está 
demás encarecer la importancia de un instrumento se- 
mejante. Sin embargo, todos los juzgados carecen por 
completo de él, salvo los casos en que los jueces ban 
puesto a su servicio la biblioteca particular de que dis- 
ponen. Es de suma importancia poner remedio a este 
estado de cosas porque de ello depende en buena parte 
la jerarquía del trabajo jurídico realizado por los jue- 
ces. Por lo demás, estas bibliotecas podrán funcionar 



156 PALU» tm lii OOtTV SUNDU 

como un servicio público en las respectivas localidades 
y es probable que, organizadas de ese modo, el foro 
contribuyera también con buena voluntad a su enri 
queci miento. Bastará, como es natural, que baya una 
biblioteca en cada asiento judicial aunque sean vario» 
los juzgados. Es, ante todo, indispensable que se reci- 
ban en ellas regularmente las principales publicaciones 
de jurisprudencia, las más importuntes revistas jurí 
dicas nacionales y algunas extranjeras para dar oportu- 
nidad a estos jueces de mantener al día su información 
jurídica. Quizás el mejor procedimiento en este punto 
sería contratar desde aquí las suscripciones indispen- 
sables y ordenar su remisión requiriendo periódica- 
mente del juez (pie tenga a su cargo cada biblioteca el 
inventario correspondiente. No creo que hubiese difi- 
cultad en obtener además, también desde aquí y por 
pedido de esta Corte, que las Facultades de Derecho del 
país remitieran a cada una de estas bibliotecas todas 
sus publicaciones oficiales. Ante todo, deberá proveér- 
seles de una colección completa de leyes nacionales, en 
lo posible con sus respectivos decretos reglamentarios, 
I» mejor publicación dedicada a mantener una infor- 
mación actual en este punto y solicitar al Congreso Na- 
cional (|ÉB reinita sistemó ticamente para estas biblio- 
tecas la publicación oficial de Tas leyes sancionadas 
cada año. A todo ello deberá ag reliarse, eomo es obvio, 
un con junt» b.isieu de obras do consulta relativas a 
cada una tle las materias .¡ue comprendo la competen- 
cia de estos jueces. 

itl KEI.AflrtN KK QUE ESTA Kt. NÚMEkO Olí JUíOADOfi Y 1>E KDHCIO 
HARTOS itfci, MINISTERIO ptllMCO CON EL TI1AHA.IO A SI' CARGO. 
CONOICtrtN V NlWIKUO DE LOS KM l't.KAIJOS. 

1. Me lie referido con insistencia a que muchos de 
los problemas de que vengo tratando provienen del 
Crecimiento acelerado do los territorios nacionales, a 
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cansa del cual lo previsto para ello» hace tiempo que 
ha resultado insuficiente» y como todo conduce a pen- 
sar que este ritmo de progreso se mantendrá, es preciso 
procurar una adecuación a él de las instituciones de tal 
modo que no sea necesaria una modificación frecuente 
en sn composición. Las estadísticas de todos los juz- 
gados visitados correspondientes al año 11*47 y las com- 
probaciones hechas en la visita sobre el movimiento de 
este año 1948, son por sí solas demostrativas de la in- 
suficiencia de los juzgados existentes hasta el mes de 
octubre y que eran dos en Misiones, tres en el Chaco y 
uno en Formosa. Dos creaciones recientes han modifi- 
cado este estado de cosas pues ahora luí y en el Chaco 
cinco juzgados (3 en Resistencia y '2 en Sácnz Peña). 
Con ello y la simultánea creación de la Cámara del 
Norte el problema ha recibido solución en el Territorio 
que se acaba fie nombrar, pero sigue requi riéndola en 
los de Misiones y Po riñosa. Si además de to que dicen 
las estadísticas se considera ct crecimiento de la pobla- 
ción en estos dos territorios, desde que se creó el se- 
gundo juzgado en el primero y el único que existe en el 
segundo, se hace patente la necesidad de instalar uno 
más, de inmediato, en Misiones y en Pormosa, La ne- 
cesidad es más apremiante en el primero pero creo que 
la experiencia y la prudencia aconsejan no esperar a 
que el problema se agudice para pro porción a ríe solu- 
ción en c] segundo. Si esa creación fuera de inmediato 
imposible habría que recurrir por de pronto al aumento 
de una secretaría cu cada uno de estos tres juzgados. 
Es además también indispensable ia pronto provisión 
de la nueva fiscalía creada en Misiones. 

El personal actual, de tres empicado* por secreta- 
ría, no es suficiente. Con el aumento de uno y las crea- 
ciones precedentemente sugeridas se estaría en condi- 
ciones de atender í*oii puntualidad el trabajo existente. 
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Es por completo insuficiente para los fiscales y de- 
fensores el único empicado tic que ahora disponen, a 
lo cual se lia de agregar que estos funcionarios no tie- 
nen partida de gastos. Deben, pues, proveer de su pecu- 
lio todos los elementos de trabajo o ha de suministrár- 
selos el juzgado cuya partida de gastos es para él mismo 
precaria. 

2. He podido comprobar que la complejidad de la 
tarea encomendada a los Defensores, que son aquí de- 
fensores judiciales de los menores y de los pobres, ase- 
sores de menores c incapaces en materia civil y comer- 
cial y defensores extrajudieinlcs de menores, es decir 
funcionarios encargados do la asistencia y protección 
de aquéllos que no se hallan bajo patria potestad ni tu- 
tela, aconseja separar esta última función, que no es 
necesariamente propia de letrados, de todas las demás. 
Con ello se lograría que la defensa judicial de los po- 
bres tan digna de atención, se realizara mejor y qne 
la asistencia social de los menores abandonados tomara 
todo el vuelo requerido por la extraordinaria importan 
eia del problema que se trata de resolver mediante ella. 
Esta asistencia no es un problema judicial sino por 
accidente, cuando la atención de los menores es deter- 
minada por la participación que hayan tenido en hechos 
en ios cuales ha actuado la justicia. Por lo mismo acabo 
de decir que desde ningún punto de vista es necesario 
ser letrado p;ira desempeñar el cargo. Por otra parte, 
dicha asistencia tiene que complementarse con un sis- 
tema de inspección y con la actuación de patronatos 
todo lo cual no podría hacerse recaer sobre los actuales 
defensores sin menosenho de todas las demás funciones 
que tienen a su cargo, tina vez más observo aquí que el 
problema presenta caracteres propios en tos territorios 
nacionales,puesto que en las localidades donde estas de- 
fensorías tienen su asiento no hay que contar, como en 
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muchos otros centros urbanos del país, con la contri- 
bución que para la defensa de los pobres y la asistencia 
social de los menores pueden prestar en el primer caso 
los foros numerosos y en el segundo las instituciones 
privadas y públicas que se ocupan de la asistencia alu- 
dida. 

3. El afianzamiento de la justicia de territorios 
que debe uctuar en tan arduas circunstancias requiere, 
a mt juicio, si no la equiparación lisa y llana de sus 
sueldos con los de la Capital Federal, un sensible au- 
mento de todos ellos —desdo el de los jueces hasta el 
de los ordenanzas — para poner a este personal a cubier- 
to de dificultades y dependencias económicas que en el 
caso de la función judicial comprometen su debido cum- 
plimiento más qnc en ningún otro. Se lia de tener pre- 
sente que la vida de territorios es más sencilla y desde 
este punto de vista menos costosa que la de la Capital, 
pero no es, en términos generales, menos cara. 

4. lia dejado de tener razón que el personal de la 
justicia de territorios liaga excepción, en cuanto a su 
nombramiento y remoción, al régimen propio de todo 
el resto de la justicia nacional y que es, por lo demás, 
el que corresponde a la autonomía de la institución ju- 
dicial. Es patentemente anómalo el hecho de que esta 
Corte ejerza superintendencia sobre este personal y 
sea, sin em burgo, ajena a su designación y remoción. * 

5. La administración de justicia tiene una espe- 
cificidad acentuadísima y requiere por parte de cuan- 
tos la tieneu a su cargo condiciones de estabilidad y 
perspectivas seguras de progreso, en la medida de la 
eficiencia acreditada, que constituyan a un mismo tiem- 
po riguroso contralor de la independencia con que la 
tarea debe ser desempeñada y estímulo para la abne- 
gación que su recto desempeño requiere tan particular- 
mente en estos apartados tugares de la República. Por 
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otra parte, eJ establecimiento del escalafón con una ra- 
zonable distribución de zonas, permitiría además am- 
pliar lúe perspectivas de progreso para estos empleados, 
circunscriptas hoy, por lo general al estrechísimo ám- 
bito de cada juzgado. El punto incluye la situación en 
que se bailan no sólo los empleados sino también los 
funcionarios y los nmgistrados de esta justicia. De las 
particularidades que el problema de la organización de 
la carrera judicial en todas las jurisdicciones del orden 
nacional tiene en la justicia de territorios, baste refe- 
rirse aquí a la conveniencia de derogar la disposición 
legal qnc limita a cuatro años el período de estos jueces. 
La estabilidad de] juez mientras dure su idoneidad y 
su rertn conducta es condición de una buena justicia, 
[ja precaución que en el año 18í)7 inspiró el precepto 
legal aludido ha dejado de tener razón de ser, del mismo 
modo que el régimen de la consulta dispuesto en el art. 
42 de la ley líEfcí. Hs ya tiempo de substituirlo por un 
sistema de estabilidad que incluya un régimen de en- 
juiciamiento severo y ágil. Estabilidad que deberá ser 
compatible con un plan de traslados progresivos que 
representen par» estos magistrados otros tantos pasos 
hacia los centros judiciales de mayor importancia, de 
tal modo (pie en los destinos más arduos y sacrificados 
se lenga siempre, si la función es cumplida como Dios 
manda, el estímulo de una promoción cierta. 

tí. Y refiriéndome siempre a las especiales circuns- 
tancias cu cpie ios magistrados de los territorios y los 
foros respectivos tienen que desempeñarse diré que ta 
experiencia re -ogida en esta visita me confirma en la 
necesidad de hallar el o los modos de promover la acti- 
vidad intelectual de estos magistrados que a diferencia 
de quienes actúan en centros con tradición de cultura 
y vida intelectual activa, o próximos a ellos, no reciben 
de su ambiente —sobro todo en punto a estudios jnrí- 
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dtcoft— , estímulo alguno, ni hallan en él lo» elementos 
de trabajo indispensable. De ahí la importancia que 
atribuyo a la creación de las bibliotecas. Pero no basta 
ron ellas; es preciso recurrir a modos que podríamos 
llamar vivientes de reactivación intelectual como se- 
rían, por ejemplo, breves ciclos intensivos de lecciones 
especializada* y simultáneas reuniones tcórico-prácti- 
cas de estudio sobre temas determinados con la anterio- 
ridad necesaria para que los participantes puedan ob- 
tener de ellas ol mayor provecho. Los principales centro* 
de cultura del país tienen esu obligación de solidaridad 
nacional con aquellos extremos de ¿I donde una función 
pública como la judicial, que impone una intensa acli- 
vidad intelectual, tiene que desempeñarse en las condi- 
ciones a que me lie referido. 

IV ItfiOIMKN IXTEJÍNO DE OKlM M¡ÍA*.'If).V DKfc TKAIIAJf. 

Sobre este régimen bástame remitirme al informe 
del Secretario ]>r. Rey, que tuvo a su cargo una minu- 
ciosa inspección de todas las dependencias. Sólo desta- 
caré aquí ta indudable conveniencia, señalada por él t de 
que esH Torte proyecte sobre la base de la experiencia 
recogida, un sistema uniforme de organización, regis- 
tros y contralores, indique el modelo de los libros in- 
ternos que deben ser llevados y de ser posible obtenga 
del Poder Ejecutivo los recursos necesarios para pro- 
veerlos desde aquí a cada uno de los juzgados on la me- 
dida de sus necesidades. 

Estas normas de organización deberán comprender 
lo concerniente ni archivo, que convendrá unificar en 
todas las localidades donde hay más de un juzgado. 
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Y- PROBLEMAS QUE l" LA NTEA LA RELACION HE ESTOS JUKUADOH CON 
BU TRIBUNAL DE ALZAIU. 

Sobre este particular corresponde observar: 
V) Que la creación cíe la Cámara del Norte pone, 
sin duda, remedio a un estado de cosas que se hacía in- 
sostenible, pues la Cámara de Paran», actual tribunal 
de alzada, venta soportando un trabajo imposible de 
sobrellevar con regularidad. Pero si la nueva Cámara 
ha de ser tribunal de apelación para la totalidad de los 
juzgados letrados del norte, el problema que soportaba 
la de Paraná se trasladará a ella, con lo cual se habrán 
frustrado en buena parte los frutos de tan beneficioso 
acto de gobierno. La solución consistiría en mantener, 
hasta por razones geográficas, dependiendo de la Cá- 
mara de Paraná a los juzgados de Misiones. Tanto más 
cuanto que la comunicación es más rápida con Paraná 
que con Kesiwtencin* Facilidad que ha de tenerse muy 
en cuenta porque la dilación de los juicios en los terri- 
torios proviene en buena parte de las demoras que esa 
comunicación produce en cada apelación y cada con- 
sulta. 

El régimen de la consulta establecido por el 
art. 42 de la ley 1532 ha dejado de tener razón de ser. 
Es, pues, sólo una remora. La primera instancia de la 
justicia de territorios ofrece hoy, en términos generales, 
suficientes garantías como para que este procedimiento 
sea suprimido por completo sin riesgo alguno. Por lo 
demás, la creación de tribunales de apelación más pró- 
ximos a los juzgados que van a quedar bajo su depen- 
dencia hará que la superintendencia sobre estos últimos 
se ejerza de un modo eficaz y cumpla muy ventajosa- 
mente la finalidad que se tuvo en vista al establecer 
hace i'A años el sistema de la consulta. 

3*) Es indispensable que las respectivas Cámaras 
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de apelación creen un registro de su jurisprudencia de 
tal manera que todas aquellas sentencias Buyas de va- 
lor general e interés permanente sean comunicadas a 
todos los juzgados comprendidos en la jurisdicción de 
dicha Cámara. Son pocos los fallos de ellas que se pu- 
blican en las colecciones de jurisprudencia. Sucede en- 
tonces que Jas sentencias a que me he referido, con las 
cuales va definiendo cada Cámara su criterio interpre- 
tativo en puntos sometidos con frecuencia a la decisión 
de los respectivos jueces, no son conocidas por estos 
últimos sino con motivo de planteárseles uno de dichos 
puutos y después de haberlo fallado. Cuando en una 
localidad hay más .le un juez bastará que la Cámara 
envíe copia de la sentencia respectiva al juzgado n* 1 
que tendríu la obligación de hacerla conocer a todos los 
demás. Si a esto se agrega el intercambio de esa juris- 
prudencia entre todas las Cámaras se lograría una 
colaboración sumamente fructífera y se tendría una 
base para la paulatina uniformación de ella. 

V1, íí^j".^" ííE ÉSPl íP*¿*j*0Í l'AKA KHTAR KM COXTAOTO CON 
TODOS LOS T UNTOS ItF. SU JUKISMCUIÓN TKHttlTOHlAf,. COLA 110 

!,A VOl.U'ÍA J>K TtiltlilTORIOS EN EST8 CLTIMO VVHTQ. 

1. Es necesario dotar a los juzgados de territo- 
rios de algún medio propio de movilidad. 

Los numerosísimos súmanos criminales requieren 
muchas veces ln presencia personal del juez en sitios 
distantes y no es razonable que ello esté supeditado en 
cada caso a gestiones especiales y a la voluntad de cola- 
boración de otras reparticiones. 

2. Las grandes distancias y la insuficiencia de 
personal hacen que la instrucción de los sumarios tenga 
que ser en la mayoría do los casos totalmente delegada, 
en la Policía de territorios y en la Gendarmería. La 
colaboración que prestan estas dos reparticiones es a- - 
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tuabnentc satisfactoria y sus relaciones con los jueces 
no han suscitado dificultades de importancia en ningu- 
no de los. asientos judiciales que he visitado. Es preciso, 
sin embargo, determinar con detalle y claridad la rela- 
ción de dependencia en que se encuentran con respecto 
a los jueces en materia sumurial y las facultades de 
estos últimos no sólo para tomar disposiciones en el caso 
particular de cada sumario —lo que está fnera de dis- 
cusión—, sino también para impartir instrucciones ge- 
nerales. Este punto deberá ser tratado con las autori- 
dades superiores de cada uno de estos organismos, las 
cuales lian demostrado siempre, repito, la mejor volun- 
tad de colaboración. Kn ese trato se habrá de conside- 
rar también lo relativo a la instrucción teórica y prác- 
tica del personal do cada uno de ellos [tara los fines a 
que vengo refiriéndome. 

3. La justicia de paz de los territorios nacionales 
es el medio indicado para prolongar liasta todos sus 
extremos la presencia de la justicia nacional de la que 
son titulares principales los jueces letrados. Pero es 
obvio que no basta para ello la relación que los jueces 
de paz tienen en la actualidad eou los jueces letrados, 
bajo cuya superintendencia se bailan; ni bastaría con 
Hjustar esa subordinación. Es preciso una reorganiza 
eión fundamental de la justicia de paz que la haga ver- 
dadera justicia y la ponga con ello en condiciones de ser 
colaboradora efectiva y necesaria de los jueces letra- 
dos. Esa reorganización habrá de referirse a la crea- 
ción de nuevos juzgados eu los lugares en que es nece- 
sario, a la forma de designación, a la estabilidad de 
los nombrados, a una estricta y directa sulrord i nación a 
los jueces letrados, a una retribución justa que asegure 
su indispensable independencia económica (boy ganan 
los jueces de paz í 270 mensuales), a la dotación de nn 
personal (hoy carecen por completo de él) y a la res- 
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trieción de sus funciones a lo específicamente judicial 
(pues hoy tienen a su cargo además tic esta última otra» 
numerosas tarcas de la más diversa especie). La impor- 
tancia que hau cobrado las capitales de los territorios 
y a veces algunas otras ciudades importantes parece 
aconsejar el establecimiento en ellas |e nueces t | e paz 
letrados, con una más amplia competencia que los jue- 
ces legos, —aunque sin llevarla a límites que desnatu- 
raliza rían esta justicia—, con lo cual se aliviaría el 
trabajo de los jueces letrados. 

Vil. MlTl Ar jflS OKL FOltÜ EN KsTOS ASIENTOS J l'DH lALKtf. 

En las cuatro ciudades visitadas convoqué a una 
reunión colectiva a todos los miembros del foro que 
actúan en ellas. En esa reunión recibí observaciones y 
sugestiones útiles con respecto a los problemas de la 
actividad judicial que allí se desenvuelve. Debo, ante 
todo, dejar constancia del recto espíritu con que esta 
colaboración me fué prestada. En algunos casos los res- 
pectivos colegios de abogudos me entregaron constan- 
cia escrita de ellas en sendos memoriales que forman 
parte de la documentación con que se integra este infor- 
me. Lo que se expresa en ellos corrobora las comproba- 
ciones hechas durante la inspección y constituyen un 
fundamento más de cuanto lie puntualizado y sugerido 
en el curso de esta exposición. En algún caso —el del 
foro de Sáenz Peña— la exposición contempla proble- 
mas do procedimiento qne son por cierto muy dignos de 
consideración. Y si bien se trata en muchos casos de 
interpretaciones de la ley que están libradas a los jueces 
respectivos, podrá ser útil poner de todos modos estos 
comentarios en conocimiento de los jueces porque com- 
portan una contribución respetable en orden a la mejor 
administración de Ja justicia que no está sólo a cargo de 
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tos magistrados, funcionarios y empleados judiciales, 
büio también de loa foros respectivos. El ideal de una 
buena justicia requiere el entendimiento de quienes la 
administran con quienes tienen a su cargo la defensa 
de los derechos que se controvierten ante ella. Es, pues, 
indispensable perfeccionar estas relaciones organizan- 
do institucionalmcnte a la totalidad de los abogado* 
que ejercen su profesión en cada asiento judicial me- 
diante su colegialización oficial, sin perjuicio de las 
agrupaciones privadas que los mismos tengan interés 
ei* constituir, pues sólo así este gremio estará en con- 
dición de asumir la dirección de la matrícula respectiva 
y la disciplina profesional y de mantener una comuni- 
cación con los órganos judiciales mediante la cual la 
solución de lo» problemas que suscite la administración 
de la justicia cuente con una información eu la que ten- 
gan parte estas dos fuentes de opinión orgánicamente 
relacionadas. La opinión de todos los foros con los que 
tuve oportunidad de comunicarme fué unánimemente 
favorable a la colegialización aludida. Trátase de obser- 
vaciones válidas con respecto a la actuación de todos 
los foros del país, pero tienen sin embargo especial im- 
portancia con respecto a colectividades incipientes don- 
de la debida estructuración social es tan indispensable 
para evitar las deformidades de todo orden que produ- 
ciría un acelerado crecimiento inorgánico de ellas. 

VIII. RftOIVEN CABCEIiARIO 

Si bien esta Corte es por completo ajena al régimen 
carcelario, la relación en que las funciones judiciales 
en lo criminal están con él me movió a visitar las de- 
pendencias respectivas, con la satisfacción de compro- 
bar que las cárceles búllanse en todos los lugares visi- 
tados en muy buenas y ana excelentes condiciones de 
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orden, conservación e higiene, dentro de lo que permiten 
las comodidades y el estado de sus" edificios que en 
Posadas y Formosa son antiguos c insuficientes. No 
sucede lo mismo con los depósitos de encausados en la 
primera de estas ciudades y en Sácnz Peña. El de esta 
última ciudad adolece de deficiencias inenarr« "*les. Tan- 
to que, a pesar de haberse encarado el problema por 
parte de la autoridad correspondiente e iniciado, según 
creo, algunos trabajos, la condición de estos encausados 
es tal que requiere un inmediato remedio de emergen- 
cia por precario que sea. Y considero que el ejercicio 
do la superintendencia le impone a esta Corte, tra- 
tándose como se trata de la situación de quienes están 
sometidos a proceso, bajo el imperio de jueces nacio- 
nales el deber de interesarse por el pronto remedio a 
que acabo de aludir. 

Algunas de las observaciones hechas en el curso 
de este informe udeluntan, en realidad, una opinión que 
no puede ser definitiva con respecto a la totalidad de 
la Justicia Letrada de Territorios hasta que se naya 
realizado la inspección de los juzgados que tienen 
asiento en las demás gobernaciones. Las he anticipado, 
sin embargo, tanto para que se las pueda tener pre- 
sente, con el objeto de confrontarlas, cuando se realice 
el resto de la inspección, cuanto porque valen, de todos 
modos, para toda la zona visitada. 

Es cuanto tengo que informar a V. E. a quien Dios 
guarde. 

Tomás D. Casares. 
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RESOLUCION !»£ LA CORTE SUPREMA 

B». Aires, 15 do diciembre de 1948. 

Visto el precedente informe se resuelve: 

1. Encomendar ni secretario Dr; Rey que pro- 
yecte oportunamente los libros y planillas del movi- 
miento de los Juzgados, Fiscalías y Dcfensorías de la 
Justicia Letrada de los Territorios Nacionales que se 
implantarán y proveerán en toda ella con carácter uni- 
forme! y ijuc realice las gestiones necesarias ante las 
correspondientes dependencias del Ministerio de Justi- 
cia c Instrucción Pública para uniformar las estadísti- 
cas que los jueces y funcionarios de la justicia mencio- 
nada deben enviar a dicho Ministerio, a la Cámara bajo 
cuya inmediata superintendencia se haltnn y a esta 
Corte. 

2. Proyectar un escalafón para el personal de 
empleados de la Justicia Federal y Letrada de Territo- 
rios Nacionales, para lo cual el Presidente preparará 
un anteproyecto con la colaboración que juzgue nece 
sariu. 

3. Proyectar del mismo modo las bases para la 
creación y el funcionamiento de bibliotecas y realiza- 
ción de ciclos periódicos de estudio en las localidades 
que son asiento de la Justicia Letrada de los Territo- 
rios Nacionales. 

4. Solicitar al P. E.: 

a) La provisión a los Juzgados, Fiscalías y De- 
fensorías de Posadas, Resistencia, Sáenz Peña y For~ 
mosa do los muebles y útiles que se indican en la plani 
Ua adjunta. 

b) T*a asignación de una partida cuya aplicación 
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se encomiende a la Cámara de Apelaciones del Norte, 
para contratar en cada lugar la construcción de mostra- 
dores y estanterías indispensables, 

< ) Que sen aumentada la partida para alquileres 
correspondiente a los Juagados de Posadas y Formosa. 
se autorice a los primeros a procurar una instalación 
más adecuada, al segundo a convenir con el propietario 
las refecciones y adaptaciones indispensables, y a las 
Fiscalías y Def enserias de estas ciudades para hacer 
una instalación independiente de sus oficinas. 

d) La creación inmediata de una nueva Secreta- 
ría en cada uno de los Juzgados de Posadas y Formosa, 
la cual pasaría a formar parte de los nuevos juzgados 
que so crearan en estos territorios y que esta Corte 
considera necesarios; necesidad que es mayor y más 
argente en el Territorio de Misiones. 

e) La creación de una empleado más en cada Fis- 
calía y Defensoría de la Justicia Tetrada. 

/) La asignación de una partida de gastos a los 
Fiscales y Defensores de esta justicia. 

g) Que se destine una partida para iniciar de 
inmediato» sobre las bases que esta Corte proyectará, 
la instalación y el funcionamiento de bibliotecas jurí- 
dicas en todos los asientos judiciales de los Territorios 
Nacionales. 

h) Un aumento proporcional de todos Jos sueldos 
de la Justicia Letrada de Territorios. 

5. Propiciar las siguientes reformas legislativas: 
a) Derogación del régimen de consulta <art. 42 
de- la ley 1532). 

h) Modificación del sistema de -nombramiento, re- 
moción y licencias del personal de la Justicia Letrada 
de Territorios de modo que le sea atribuido a las respec- 
tivas Cámaras, las cuales procederán con sujeción a las 
normas reglamentarias sancionadas por esta Corte. 
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c) Modificación de la jurisdicción de la Cámara 
del Norte, de la que se excluirán los Juzgados del Terri- 
torio de Misiones para incluirlo» en la jurisdicción de la 
Cámara Federal de Paraná, 

d) Reorganización de la Justicia de Paz de los 
Territorios Nacionales. La Corte propondrá con este 
objeto las bases que son a su juicio pertinentes. 

6. Diferir para cuando se baya concluido la ins- 
pección de la Justicia Letrada de Territorios, la consi- 
deración de los siguientes problemas: 

a) Organización do la carrera judicial en ellos. 

b) Colegialización oficializada de los foros res- 
pectivos. 

c) Estabilidad y procedí miento de remoción de 
los jueces let rudos de los territorios nacionales. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Longui — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
Rodolfo G. Valen'züela. 
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CapÍtfi.o I 

1. Iteficieneia de la instalación de. Km Juzgado* de Viedma y 
Rawaon. 

2. El problema del asiento del Juzgado do Kawsoa. 

3. Partida esperta! para calefacción. 

4. Redistribución de la jurisdicción de las ( Vi ma ras de La 
Plata y Bahía Blanca. 
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Capítulo U 

1. Conveniencia de que en cada asiento judicial hnya por lo 
menos dos Juzgados, dos Fiscalías y dos Defensorías. 

2. Conveniencia de coneentrnr a la Justicia Letrada en las 
capitales de los Territorios. 

3. Reiteración de las observaciones hechas en la visita ji los 
.Juzgados de los Territorios del Norte. 



Bs. Aires, H Je febrero de 1949. 

Excelentísima Corte Suprema: 

Ln visita que, en cumplimiento de lo «cordado por 
esta Corte el íi de noviembre de 1948 realicé a los Juz- 
gados Letrados de Victima, Ra w son y Río Gallegos, 
del 2 al 8 de enero ppdo., en compañía del Secretario 
del Tribunal doctor Ricardo Rey, me confirmó funda- 
mentalmente, en las observaciones expuestas a V, E. 
el 28 de noviembre, a raíz de la inspección efectuada en 
los Juzgados do fas Gobernaciones de Misiones, Chaco 
y Formosa. 

Aunque ln fisonomía social, geográfica y económi- 
ca de los Territorios recién visitados es tan distinta de 
la de estos últimos se observa en ellos el mismo proceso 
de crecimiento con el que es indispensable que se ponga 
a tono ln Justicia para que ese desarrollo económico en 
regiones que carecen de tradición civilizadora no sea 
anárquico desenvolvimiento de una factoría sino pro- 
greso cumplido en los cauces del orden. Afronta allí 
la Justicia el mismo problema de una dilatadísima 
jurisdicción territorial. Los tres Juzgados visitados 
padecen las mismas deficiencias de instalación y de 
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elementos de trabajo. La vida es en estos Territorios 
igualmente cara» y el desempeño de las funcionen judi 
cíales en ellos comporta sacrificios, por lo cual también 
con respecto a estos centros vale la observación ante- 
rior de que es necesario organizar en ellos la carrera 
judicial y el escalafón del personal y las retribuciones 
deben ser mejoradas. Las deficiencias de la Justicia de 
Paz son las mismas que en los Territorios del Norte. 
Cabe repetir exactamente aquí lo expuesto anterior- 
mente sobre la actuación de 1n Policía de Territorios y 
la Gendarmería en los sumarios de los juicios crimina- 
les,, y podría reproducir, en fin, lo dicho entonces res- 
pecto a los foros de estas localidades que recibieron la 
visita con sumo interés y consideración. 

En consecuencia, fuera de remitirme en términos 
generales a cuanto expuse en el informe del 26 de no 
viembre me limitaré a dos breves capítulos de observa- 
ciones, el primero relativo a las particulares necesida- 
des de estos Juzgados y el segundo a una consideración 
general, fundada en las experiencias concordantes de 
las dos inspecciones, sobre el modo de afianzar la Jus- 
ticia en los Territorios Nacionales, tanto en razón de 
las necesidades, cuanto en vista del rápido crecimiento 
a que aludí. 

I 

La instalación de los Juzgados en Viodnia y Rawson 
es deficienttsima. Mientras no se afronte la solución 
de construcciones especiales adecuadas es indispensa- 
ble aumentar la partida de alquileres para procurar 
edificios más apropiados o por lo menos y por de pron- 
to autorizar refecciones imprescindibles en los edifi- 
cios actuales para ponerlos en condiciones mínimamen- 
te apropiadas y decorosas. 
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Respecto a la instalación del Juzgado de Rawson 
debe tenerse presente que es preciso resolver ante todo 
cuál lia de ser su definitiva ubicación, si en la ciudad ca- 
pital nombrada o en la de Trelew a la cual se dispuso 
que fuera traslado en el decreto ley N* 4257 del 23 de 
febrero de 1945 que creó ta Cámara de Apelaciones del 
Sur, traslado Jieeho efectivo pero dejado luego sin efec- 
to por decreto 23.802 del 4 de agosto de 1947. Es 
patento que no se trata sólo de la ubicación del Juzgado 
Letrado .sino del problema relativo at asiento de la 
Capital del Territorio pues es gravemente anómalo 
que las dependencias del Gobierno Nacional no estén 
concentradas en uim de las dos ciudades que acabo de 
mencionar. La desconexión conspira contra el buen ser- 
vicio público y contra el regular desenvolvimiento de 
la Capital del Territorio. Pero ¿ate es un problema de 
gobierno que está obviamente fuera del objeto de este 
informe y de la superintendencia de esta Corte. Me he 
referido a él porque la situación del Juzgado Letrado es 
uno de los elementos de juicio que el Gobierno Nacional 
habrá de tener cu cuenta en una solución integral. De 
ella dependerá que entre o no de inmediato en vías de 
ejecución el edificio que lia sido proyectado y para el 
cual se destinó una partida de $ 325.396 en el decreto 
N* 5932 del año 1947* 

ÍC1 Juzgado de Río Gallegos está instalado en un 
edificio que se construyó especialmente para esc objeto. 
No es adecuado para el clima de la región pero con algu- 
nas adaptaciones puede prestar buenos servicios si la 
calefacción es debidamente mantenida durante el largo 
invierno del lugar. 

Es indispensable que se asigne a estos tres Juzga- 
dos una partida especial para este último objeto, pues 
representa en ellos un gasto extraordinario que han de- 
bido atender, sin embargo, con la partida general. 



174 



FAIX09 !>E LA COftTB SUPREMA 



Respecto a instalaciones c instrumentos de trabajo 
rae remito a los memoriales que me entregaron los res- 
pectivos jueces y que corresponden a necesidades cuya 
realidad y urgencia pude comprobar en cada caso. 

La necesidad de bibliotecas en los centros judiciales 
que comprendió esta segunda inspección es tan apre- 
miante como en los Territorios del Norte porque como 
en las ciudades de estos últimos donde los Juzgados tie- 
nen su asiento no bay bibliotecas públicas con especiali- 
zación jurídica a las que se pueda recurrir. 

Sobre la organización interna el señor Secretario 
Dr. Rey ha preparado el informe adjunto a esta memo- 
ria. Se impartieron las instrucciones pertinentes y se 
completó la información recogida en la gira anterior pa- 
ra proyectar, previa audiencia de todos los señores Jue- 
ces Letrados, los libros y registros respectivos con el uso 
de los cnales la organización a que me refiero quedará 
satisfactoriamente ajustada, como lo lia sido ya el régi- 
men de las estadísticas mediante la Acordada del 29 de 
diciembre ppdo. y la confección y reparto de las plani- 
llas correspondientes que quedará concluido en el co- 
rriente mes. 

£1 despacho dé trámite está al día en los tres Juz- 
gados visitados y no hay demoras en los fallos de las 
causas, salvo la que el secretario Dr. Bey señala en el 
Juzgado de Vicdma y que no es imputable a sn actual 
Juez, 

También en estos Territorios es patente la necesidad 
de organizar aparte la Asistencia Social de los Meno- 
res dejando a cargo de los Defensores sólo la defensa 
judicial, con lo cual esta última función, que es también 
de suma importancia social, podría ser atendida debida- 
mente. 

En cuanto a la distribución de jurisdicciones de los 
tres tribunales de apelación de que dependen los Juzga- 
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dos Letrados de los Territorios del Sur, observo que lo 
dispuesto bu el decreto ley del 23 de febrero de 1945 
creando la Cámara del Sur ron asiento en Comodoro Ri- 
vadavia traerá una desigual repartición del trabajo en- 
tre las actuales Cámaras de La Plata y Bahía Blanca, 
pnes mientras la primera sólo recibirá las causas de cua- 
tro Juzgados Federales {dos de La Plata y los de Mer- 
cedes y San Nicolás), la de Bahía Blanca conserva bajo 
su jurisdicción a los Juzgados Federales de Bahía Blan- 
ca y Azul y a los Juzgados Letrados de Viedma, Santa 
Bosa (dos), General Pico, General Roca y Neuqucn, con 
el agravante de que la Cámara de La Plata tiene cinco 
miembros y sólo tres la de Bahía Blanca. 

Respecto a esto ultimo considero que no es necesa- 
rio ni convincente aumentar el número de miembros de 
las Cámaras Federales que actualmente tienen tres. Y 
en cuanto a la desigualdad apuntada se la remedia subs- 
trayendo a la jurisdicción de la Cámara de Bahía Blanca 
e incorporando a la de La Plata los Juzgados Letrados 
de la Gobernación de La Pampa. Lo cual está además 
justificado por razones geográficas y de inús fácil y rápi- 
da comunicación. 

En punto n régimen carcelario sólo debo observar 
que es de suma urgencia la habilitación de la colonia pe- 
nal de Rawson, prácticamente concluida. La cárcel ac- 
tual situada en la ciudad está en condiciones deplorables 
a pesar del gran empeño puesto por su Director para re- 
mediar sus innumerables deficiencias. 



n 

El afianzamiento de la Justicia Nacional en las Go- 
bernaciones, cuya importancia señalé en mi primer in- 
forme requiere, a mi juicio; 1') que en cada asiento jadi- 
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ciat haya por lo menos dos Juzgados, dos Fiscalías y dos 
Defensorios: 2°) que se mejore la retribución del perso- 
nal; 3») que se organice la carrera judicial en dichos Te- 
rritorios de modo que el sacrificio que comporta el 
desempeño de la función en algunas de ellos sea compen- 
sado por la esperanza cierta de un progreso en la me- 
dida en que se acredite la debida idoneidad; 4 o ) que se 
establezca el escalafón del personal y se provea lo nece- 
sario para su debida formación pues son muy restrin- 
gidas las posibilidades de elección en estos asientos judi- 
ciales; 5*) dotar debidamente a estos Juzgados no sólo 
en razón de las necesidades del servicio, sino también 
porque a la Justicia Nacional no debe faltarle nunca el 
condigno decoro; 6») organizar lo que concierne a la ins- 
trucción de los sumarios para que la indispensable dele- 
gación que de sus funciones propias deben hacer los Jue- 
ces en esta materia se realice con la mayor garantía; 7*) 
proveer a cada centro judicial de medios propios de mo- 
vilidad para que los jueces puedan tener la más frecuen- 
te comunicación posible con todos los puntos de su juris- 
dicción ; 8 P ) reorganizar la Justicia de Paz de los Terri- 
torios (jen virtiéndola en una efectiva prolongación de 
los Juzgados Letrados. 

ta existencia de por lo menos dos Juzgados en cada 
centro judicial es requerida, l v ) por el rápido creci- 
miento de las Gobernaciones, pues la Justicia no debe ir 
a la zaga de el sino adelantársele para que quienes afron- 
tan los riesgos y sacrificios de radicarse en estos extre- 
mos del país cuenten desde que llegan con la seguridad 
de una adeeuada protección judicial ; 2") porque la actua- 
ción de un solo Juzgado hace que la ausencia del único 
Juez — por vacancia, por enfermedad, por licencia ordi- 
naria, por haberse tenido que trasladar a otro punto para 
la dirección de un sumario, etc. — cree problemas de 
substitución, pues el Fiscal y el Defensor que son los 
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substitutos deben excusarse cu las cansas en que han in- 
tervenido, lo cual obliga a remitirlas a otro centro judi- 
cial, situado a veces i? muy larga distancia; y 3») porque 
la existencia de dos Juzgados y consiguientemente de 
dos Fiscalías y dos Def casonas comporta para todos los 
funcionarios una confortación, un estímulo y un recípro- 
co contralor, todo lo cual tendría efectos sumamente sa- 
ludables dadas las muy particulares circunstancias en 
que la justicia tiene que ser ejercida en estas regiones 
del país, como lo puntualicé en mi primer informe. 

A este respecto debo agregar que parece convenien- 
te concentrar a la Justicia Letrada en la Capital de los 
Territorios y, a lo sumo, en ciudades de equivalente im- 
portancia pues una buena Justicia requiere un foro or- 
gánicamente constituido y la diseminación de los Juzga- 
dos produce la diseminación de los profesionales e impi- 
de la formación y consolidación de verdaderos foros. El 
problema de la extensa jurisdicción territorial de estos 
Juzgados 110 se resuelve sino aparentemente distribu- 
yéndolos en cada Gobernación. El remedio efectivo se 
obtendrá reorganizando la Justicia de Paz. 

La organización de la carrera judicial, habida cuen- 
ta de las particularidades de la Justicia de Territorios, 
el escalafón de su personal y el aumento de Ins retribu* 
ciones, son requisitos del afianzamiento a que estoy refi- 
riéndome porque sólo mediante todo ello el cuerpo de 
magistrados, funcionarios y empleados, tendrá las ga- 
rantías y los estímulos que son en este caso tan singular- 
mente necesarios y el ejercicio de la superintendencia 
podrá hacerse con todo el rigor que impone la naturale- 
za y trascendencia de la función judicial. 

Nada debo agregar respecto a la decorosa instala- 
ción y la suficiente dotación de elementos de trabajo. 

Para que la delegación de las funciones sumariales 
ofrezca las debidas garantías y tenga de veras el enrác- 
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ter de «na actuación judicial os necesario que la depen- 
dencia de los sumariantes — trátese de funcionarios poli- 
ciales o de la gendarmería— con respecto a los jueces 
sea clara y precisamente establecida acordándosele a es- 
tos últimos facultades reglamentarias y disciplinarias 
equivalentes a las que tienen sobre su propio personal. 
Si a ello se agrega una reforma legal que autorice al Juez 
a encomendar la dirección de algunos sumarios que de- 
ben hacerse fuera del asiento del Juzgado, a un Fiscal, 
un Defensor o un Secretario, y se dota a cada centro 
judicial de medios propios de movilidad que permitan a 
los jueces la intervención personal más frecuente posible 
sin tener que abandonnr sino por brevísimo tiempo el 
asiento del Juzgado, las garantías a que aludí se obten- 
drían en muy amplia medida. 

Sobre la reorganización de la Justicia de Paz bás- 
teme, por ahora, remitirme a lo que expuse en el primer 
informe. La experiencia de esta segunda gira me con- 
firma en la convicción de que se trata de algo c senda- 
lisimo para el afianzamiento de la garantía judicial en 
los Territorios) Nacionales. Tanto que sin ello todo lo 
que se lioga será insuperablemente insuficiente. 

Es cuanto tengo que informar a V. E., a quien Dios 
guarde. 

Tomás D. Casares 



RESOLUCION 1>K LA COKTE SUPREMA 

Tís. Aires, 17 de marzo de 1949. 

Visto el precedente informe, se resuelve: 

Tener presente aquello de él para cuya definitiva 
consideración es necesario que la inspección dispuesta 
en la acordada del 5 de noviembre llegue a término, reí- 
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tetar lo decidido el lü de diciembre ppdo. a raíz de la 
inspección en los Juzgados Letrados del Norte y comu- 
nicarlo así al Poder Ejecutivo remitiéndole copia del 
informe al que se agregarán los memorándums entrega- 
dos por los señores Jueces con la constancia de lo que 
con más a premio requiera la dotación de sus respecti- 
vas depon deudas cuyas necesidades ha comprobado el 
Presidente. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Rodolfo O. Va- 
lenzuela. 



COMUNICACION DEL PRESIDENTE DE LA CORTE SUPREMA AL 
PODER EJECUTIVO DE LA NACION, SOBRE INSTALACION DE 
LAS DEPENDENCIAS JUDICIALES EN EL PALACIO DE JUSTI- 
CIA DE LA CAPITAL FEDERAL 

Bs. Aires, 26 de noviembre de 1947. 
Exorno. Señor Presidente de la Nación. 

General Don Juan D. Perón. 

Tengo el honor de dirigirme al Excmo. Señor Pre- 
sidente en cumplimiento de deberes propios de la poli- 
cía del Palacio de Justicia de la que soy responsable 
por disposición del art. 104 de la Ley de Organización 
de los Tribunales. 

Trátase de las gravísimas deficiencias de que ado- 
lece la instalación de algunas dependencias judiciales 
que funcionan en el Palacio. No están todas ellas bajo 
la Superintendencia de la Corte Suprema, pero la po- 
licía del edificio que el Presidente de esta última tiene 
a su cargo no comprende sólo el mantenimiento del or- 
den sino también la obligación de obtener para las de- 
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pendencias que en él funcionan condiciones de instala* 
ctón adecuadas a sus necesidades y que reúnan asimismo 
requisitos de higiene y seguridad. 

Prescindiendo do las dificultades menores prove- 
nientes de la insuficiencia actual del Palacio de Justi- 
cia no sólo para la totalidad de las dependencias judi- 
ciales, muchas de las cuales funcionan ya fuera de él, 
hay tres problemas do gravedad y urgencia sumas en 
las instalaciones actuales del Palacio de Justicia. £1 
primero de los tres es del Archivo General de los Tri- 
bunales. La insuficiencia de los locales de que dispone 
ha traído cuatro consecuencias funestas: la de tener 
que aprovechar esos locales de todos modos, ocupando 
desmedidamente no sólo los sitios adecuados para el 
depósito de expedientes sino todos los espacios libres, 
inclusive los pasillos; la de que el personal tenga que 
trabajar en condiciones verdaderamente deplorables de 
insalubridad c incomodidad ; la de que los Juzgados no 
puedan remitir al Archivo todos los expedientes que es- 
tán en condiciones de ser enviados, lo cual ha producido 
una congestión de sus respectivas oficinas que agrava 
extremadamente su insuficiencia actual ; y por fin, la de 
que el servicio público para el cual existe el Archivo pa- 
dezca suma deficiencia. 

La ley 12.997 que dispone la incineración de muchos 
expedientas dcscongestionará el Archivo, pero a largo 
plazo. La gravedad de las consecuencias que derivan de 
su actual instalación requieren un remedio inmediato. 
No cabe, pues, remitirse a los efectos de la ley de inci- 
neración ni a la solución definitiva y fundamental de un 
edificio especialmente construido para esta dependen- 
cia. A juicio del suscripto la solución inmediata posible 
es asignarle al Archivo General la totalidad del subsue- 
lo del Palacio, —en parte del cual funciona ahora— , 
salvo lo ocupado por la Alcaidía que no puede trasla- 
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darse porque Ja comunicación de los detenidos en ella 
con los Juzgados a cuya disposición están tiene que rea- 
lizarse deutro del edificio. 

Para asignar al Archivo el resto del subsuelo hay 
que trasladar de él a la Secretaría y Pichero Electoral, 
a la Secretaría Federal que tiene a su caigo las cartas 
de ciudadanía y a los Médicos de los Tribunales. Ahora 
bien, tanto la Secretaría Electoral como la Oficina Mé- 
dica de Tribunales hállnnso también actualmente en lo- 
cales sumamente insuficientes y deficientes. Basta re- 
cordar que cuando los médicos forenses se instalaron 
allí eran 12y boy son 22 y que al crecimiento ordinario 
del padrón que lia ido agravando la insuficiencia de los 
loca es del Pichero de Enrolados, se agregará ahora la 
duplicación producida por el padrón femenino, duplica- 
cion a ta que es absolutamente imposible dar cabida en 
las dependencias actuales que ya sou gravemente ina- 
decuadas. 

Con el traslado de estas dos dependencias, urgente- 
mente requerido por ellas mismas, y el de una sucursal 
de Correos y Telecomunicaciones que puede tener ubica- 
ción igualmente adecuada en cualquier local de las inme- 
diaciones del Palacio, todo el subsuelo salvo lo ocupado 
por la Alcaidía, quedará a disposición del Archivo que 
podría instalarse entonces en forma que resolviese de 
inmediato y para un futuro sensiblemente largo las fu- 
nestas consecuencias de la instalación actual explicadas 
al principio. 

El traslado de los médicos forenses y de la Secreta- 
ria Electoral y Pichero de Enrolados puede hacerse en 
una de estas dos formas: a los locales ocupados actual- 
mente por el Registro de la Propiedad que es necesario 
trasladar porque esas dependencias del Palacio aon ac- 
tualmente indispensables para oficinas específicamente 
judiciales, o a otros que habilitar» al efecto el P. E. en 
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un edificio de la calle Tuoumúu, situado frente al Pala- 
cio, propiedad del Estado y que aún no ha recibido des 
tino. Con cualquiera de estas dos soluciones estas dos 
oficinas conservarían ta inmediata vinculación con el 
núcleo principal de las dependencias judiciales, lo cual 
es especialmente necesario en el caso de la Secretaría 
Electoral que esta bajo la dependencia de un Juzgado 
Federal instnlado en el Palacio. 

Quedó dicho precedentemente que el traslado del 
Registro de la Propiedad, dependiente ahora del Minia 
terio de Hacienda es, de todos modos indispensable. No 
to es sólo porque ello pudiera contribuir a resolver el 
problema de los dos traslados de qne se ha hecho men- 
ción, sino también porque, supuesta la instalación de los 
médicos forenses y de la Secretaría Electoral fuera del 
Palacio, el espacio que deje el Registro de la Propiedad 
tendrá inmediato destino pues ya hay muchas y perento- 
rias necesidades de dependencias judiciales que es, sin 
embargo imposible atender actualmente en el Palacio. 

Si V. E. halla atendibles las rasiones expuestas rué- 
gole se digne disponer lo necesario con intervención de 
los señores Ministros de Justicia y Hacienda para que 
se habilite convenientemente el edificio de que se hizo 
mención, sito en la calle Tucumán entre Talcahuano y 
Uruguay, y se disponga que el Registro de la Propiedad 
sea retirado del Palacio de Justicia. 

Las situaciones a las que se trata de poner remedio 
—permítame V. E. este reiterado encarecimiento— lo 
requieren con suma urgencia tanto del punto de vista del 
buen servicio público como de las condiciones en que 
desempeñan sus tareas los funcionarios y empleados que 
lo tienen a su cargo. 

Dios guarde al Excmo. Señor Presidente. 



Tomás D. Casare*. 
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DISPOSICIONES ADOPTADAS POR LA PRESIDENCIA DE LA 
CORTE Sl'PItEMA CON RESPECTO A LOS EDIFICIOS COLOCADOS 

BAJO SV POLICIA 

Con motivo de haber dictado el P. E. Nacional el 
decreto 32,980, que coloca bajo la superintendencia de 
la Corte Suprema de Justicia» diversos inmuebles ad- 
quiridos en los últimos tiempos con destino a «lepen- 
ciencias del Poder Judicial, el Presidente del Tribunal 
adoptó diversas medidas tendientes a resolver algunos 
de los problemas que plantean las deficientes instala- 
ciones judiciales; soluciones condicionadas, como es 
natural, a las posibilidades que ofrecen las muy relati- 
vas comodidades de los locales de que se dispone, 

Por resolución dictada el 27 de noviembre de 1948, 
se comenzó por disponer con intervención de la Cámara 
respectiva el traslado al inmueble de la calle Tucumán 
1381 de uno de los juzgados correccionales con sede en 
el Palacio, destinando sus actuales dependencias al 
nuevo Juzgado Federal en lo Criminal, que necesaria- 
mente, en razón do sus funciones, debe instalarse en 
ese lugar. Por otro decreto del O de diciembre del mis- 
mo año se dispuso el traslado de los juzgados de fami- 
lia a los tócales que en el Palacio ocupaban entonces lu 
Cámara de Paz y las dependencias del Ministerio Pú- 
blico ubicadas en el quinto piso de aquél. Para asiento 
de la secunda instancia de la jnsticia de paz letrada se 
destinaron 22 locales del inmueble La valle 1212, cuyas 
comodidades se estiman adecuadas a las i^cesidades 
de «lidio tribunal de alzada. En cnanto a las Fiscalías 
y Dcfcnsorías se resolvió ubicarlas en los edificios con- 
tiguos al central de Tribunales, concentrándose en la 
calle f, avalle 1212 las Fiscalías Civiles; en el Palacio 
las Asesorías de Menores para que se bailen en inme- 
diata comunicación con los Juzgados de familia, en la 
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sección de la calle Uruguay del edificio "Pasaje Funes" 
las Fiscalías Federales y en los edificios de la calle 
Tucumán las Fiscalías y Defcnsorías en lo Criminal. 
Esto último permite ampliar en alguna medida la insu- 
ficiente instalación de las Cámaras y los Juzgados que 
tienen su asiento en el Palacio. 

Por último, teniendo en cuenta la necesidad de dis- 
poner de la totalidad de los edificios destinados al Po 
der Judicial, se comunicó a las instituciones privadas 
que disponían de locales en tales inmuebles, que debían 
desocuparlos en un plazo prudencial. 

ACORDADA REFERENTE A LA APROBACION DE LA 
MEMORIA DE LA CORTE SUPREMA 

En Buenos Aires, a treinta y uno de marzo de mil 
novecientos cuarenta y nuevo, reunidos en su Sala de 
Acuerdos el Sr. Presidente de la Corte Suprema do 
Justicia de la Nación Doctor Don Felipe Santiago Pérez 
y los Señores Ministros, doctores don Luis B. Longlii, 
don Justo L. Alvarcz Rodríguez, don Rodolfo O. Valen- 
zuela y don Tomíis D. Casares, habiendo examinado el 
proyecto de memoria de la Corte Suprema correspon- 
diente a mil novecientos cuarenta y ocho redactado por 
el Sr. Ministro Doctor don Tomás D. Casnres de acuer- 
do con lo dispuesto por el art. 77 del Reglamento para la 
Justicia Federal y Letrada de los Territorios Naciona- 
les, resolvieron aprobarlo, elevar copia de la memoria 
,y sus anexos al Poder Ejecutivo de la Nación y publi- 
carla en su oportunidad. Con ello terminó el acto, orde- 
nando se registrase en el libro correspondiente, por ante 
mí de que doy fe. Felipe Saxtiaoo Pérez — Luis R. 
Longhl — Justo L. Alvarrz Rodkíouez — Rodolfo O. 
Vale azuela — Tomás D. Casabes — Ramón T. Mén- 
dez (Sec). 



DB JUSTICIA im I.A tf ACIÓN 



m 



ACORDADA REFERENTE A LA SUPERINTENDENCIA 
SOBRE LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA DE LA CAPI- 
TAL FEDERAL 

En Buenos Aires, a treinta y un días del mes de 
marzo de 1949, reunidos en Acuerdo extraordinario en 
la Sala de Acuerdos el señor presidente de la Corte Su- 
prema de Justicia de la Nación, Dr. D. Felipe Santiago 
Pérez, y los señores ministros doctores D. Luis R. Lon- 
gbi, D. Justo Lucas Alvarez Rodríguez, D. Rodolfo G* 
Valenzuela y D. Tomas D. Casares, con asistencia del 
señor Procurador General de la Nación, Dr. D. Carlos 
G. Delfino. 

Considerando : 

1. Que la sanción de la nueva Constitución Nacio- 
nal da origen a diversos problemas referentes a la su- 
perintendencia del Tribunal, a su competencia origina- 
ría y apelada, a la de los tribunales de la Capital, a la 
organización y funcionamiento de éstos y al procedi- 
miento a segnirse en ellos. 

2. Que de esas cuestiones, las atinentes a la su- 
perintendencia del Tribunal son susceptibles de ser 
provisionalmente resueltas por vía de acordada con 
fundamento en las atribuciones que le otorga el art. 94 
de la Carta Fundamental y los arts, 18 de la ley 48 y 
10 de la ley 4055. 

3. Que el art, 16 de la Constitución Nacional vi- 
gente al disponer que "el Congreso promoverá la re- 
forma de la actual legislación en todos sus ramos, con 
el fin de adaptarla a esta Constitución", no impone ne- 
cesariamente la caducidad de las leyes vigentes mien- 
tras no sean incompatibles con aquélla. 
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4. Que en ese orden de ideas corresponde recor- 
dar la distinción aceptada por la doctrina y la juris- 
prudencia (Cooley, I, págs. 68|í> y 165, Fallo dictado 
por esta Corte Suprema el 15 do diciembre de lí)48 en 
la cuusn "Nación Argentina v. Avaca IV) entre las 
cláusulas constitucionales directamente operativas y 
aquellas que no Jo son por requerir la correspondiente 
legislación suplementaria, 

5. Que el art. í*4 de la Constitución Nacional, en 
cuanto dispone que esta Corte ejercerá superintenden- 
cia sobre los tribunales que iulegrun la Justicia de la 
Nación, no los priva necesariamente de la superinten- 
dencia directa que con arreglo a las leyes de su organi- 
zación les corresponde, mientras uc> se disponga lo con- 
trario. 

Resoi.viehos : La superintendencia di recta a que 
hacen referencia los considerandos precedentes debe 
continuar ejerciéndose por los tribunales de refetcncia 
hasta tanto se reforme la legislación vigente y sin per- 
juicio de la facultad que el art. !>4 de la Constitución 
Nacional acuerda a esta Corte Suprema. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando 
se comunicase, publicase y registrase en el libro corres- 
pondiente, por ante mí, que doy fe. Felice Santiago 
* Pérez, Luis R. Lonüiii, Jtsto Lw.vs Alvauez Rodul- 
oltsz, Rodolfo G. Valeszuela, Tomás D. Casares, Cak- 
losG. Delfino, Ramón T. Mvmit-z (Secretario). 
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CORPORACION DE TRANSPORTES DE LA CIUDAD DE 
BUENOS AIRES v. CU. DE OMNIBUS "LA CAPITAL" 

EXPROPIACION : Procedimiento. Procedimiento judicial 

La expresión "sentencia definitiva" ha sido empleada en 
el art. 31 de la ley 13.264 en el sentido de falto final del 
superior tribunal del pleito. 
NECVRSO EXTRAORDINARIO ; Requisitos propio». CucsUottes no 
federales. Exclusión de los cuestiones de hecho. Regios generales. 

El recurso extraordinario no «cuerda jurisdicción a la 
Corte Suprema para decidir respecto de las cuestiones de 
hecho propuestas en el pleito, sino en supuestos de ex- 
cepción. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestionen no 
federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Expropiación. 

El punto referente a la determi nación del precio de los 
bienes expropiados, es ajeno al recurso extraordinario en 
tanto sólo se trate de emitir juicio sobre el acierto con 
que los tribunales «te la causa han apreciado la inderoni- 
¡tueión correspondiente al propietario, o sea, la exactitud de 
la equivalencia de la referida indemnización con el valor 
de lo expropiado más los daños. 
EXPROPIACION: Procedimiento. Procedimiento judicial. 

Puesto que la intervención del Tribunal de Tasaciones en 
los términos de los arls. 14 y 31 de la ley 13.264 ha de 
referirse a cuestiones de hecho ajenas al recurso extraor- 
dinario, no procede acordársela como trámite previo a la 
sentencia que ta Corte Suprema debe pronunciar por 
esa vía. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 3 de marzo de 1949. 

Visto» los autos: "Corporación de Transportes de 
la Ciudad de Buenos Aires contra Cía. de Ómnibus "La 
Capital " aobre expropiación *% para decidir la cuestión 
planteada a fs. 1678 y fs. 1681, 

T considerando : 

Que en los autos "Ministerio de Obras Públicas de 
la Nación v. Esteban Avaca sobre expropiación" — sen- 
tencia del 10 de noviembre de lí>48 — esta Corte tuvo 
ocasión de decidir que "si bien técnicamente la expre- 
sión sentencia definitiva corresponde tanto a la qne 
pone fin al juicio en primera instancin como en las de 
alzad», es también usual emplearla con la acepción de 
fallo final del superior tribunal del pleito, sentido con 
que sin duda lia sido insertada en el art. 31 de la ley 
13*264, en cuanto encomienda el requerimiento de tos 
informes" al tribunal que se hnlle avocado al conoci- 
miento de cada causa "y no al juez de primer grado 
antes de dictar su fallo". 

Qne con arreglo a jurisprudencia que es ya tradi- 
cional, el recurso extraordinario no acuerda jurisdic- 
ción a esta Corte Suprema para decidir respecto de las 
cuestiones de bocho propuestas en el pleito, sino en su- 
puestos de excepción a que np es del coso liacer aquí 
referencia. —Fallos: 211, 1173 y otros—. Por aplica- 
ción de esta doctrina liase también decidido que el punto 
referente a la determinación del precio de los bienes 
expropiados, es ajeno al recurso extraordinario en tan- 
to sólo se trate de emitir juicio sobre el acierto con que 
los tribunales de la causa han apreciado la indemniza- 



DI JUSTICIA DB LA NACIÓN 



eio« correspondiente al propietario» o sea la exactitud 
de la equivalencia de la referida indemnización con el 
valor de lo expropiado más los daños. —Fallos: 182, 
375; 187, 231 ; 193, 511 ; 196, 604. 

Que sígnese de lo expuesto que en las causas de ex* 
proplación en que esta Corte ha de conocer por vía de 
recurso extraordinario existe "sentencia definitiva" 
irrevisible por el tribunal, en lo referente al punto que 
menciona el anterior considerando, p lo que no es óbice 
que la decisión de las cuestiones federales en que la ape- 
lación se funda, pueda conducir, por razones siempre 
distintas a la simple apreciación de valores, a la modi- 
ficación del monti de la condena o aún a la reapertura 
de las instancias ordinarias sobre los demás aspectos 
del pleito. 

Que como quiera que la intervención del Tribunal 
de Tasaciones, en los términos de los arts. 14 y 31 de la 
ley 13.264, precisamente lia de referirse a las cuestiones 
qne con arreglo a lo expresado, son extrañas al pronun- 
ciamiento del Tribunal, es indudable que es improceden- 
te como trámite previo a la sentencia de esta Corte. 

En su mérito se decide que no procede la interven- 
ción del Tribunal de Tasaciones en esta instancia ex- 
traordinaria. Y rran los autos según su estado. Tén- 
gase por presidiado, por parte y por constituido el do- 
micilio del acoderado de la actora. Déjese en autos tes- 
timonio del poder. 

Atento la altura del procedimiento no ha lugar a 
la nueva vista pedida al Sr. Procurador General. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Luía B. Lonohi. 
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FISCAL v. AMBROSIO MARTIN Y .fOSE IWGOS 
O 3V m MARCH 

PRESCRIPCION : Pr?xrrtprwn étt malfritt /irimf. 1 Mferrtí pcivn. 

El concepto de los actos de procedimiento interruptivos 
ile la prescripción previstos cu el art. 3'-' de la ley 11.585, 
comprende los realizados por el ministerio público para el 
adelantamiento de los trámites conducentes al cumpli- 
miento de ta pena. Los pedidos de embargo y demás me- 
didas precautorias, la solicitud de informes id Registro de 
la Propiedad y otros análogos no pierden el carácter de 
actos interruptivos por la circunstancia de que en la reali- 
dad de los hechos no lleven a la efectiva percepción de la 
multa aplicada. Lo mismo ocurre con la actividad fiscal 
tendiente a la tasación de bienes de los deudores, aunque 
en definitiva haya residía do ineficaz por habérselos valua- 
do y vendido en utro jafci y baya tenido o,uc proeederse. 
por eso a la inhibición de aquéllos. 

CONSTITUCION NACIONAL: Drrrcho* ji ynrantía*. Defttm *» 

juicio. Proccdimieuto i/ aentúuria. 

Habiendo nido apelada por el infractor al art. :í¡> de la 
ley n* 12.148 la resolución judicial que transformó la mul- 
ta en prisión, lu sentencia revocatoria «le segunda ínslan- 
eia es eonstitucinmilmeiite inobjetable porque fué dictada 
con jurisdicción por la cámara respectiva, 

RECURSO QRDtXAH/O DÉ A I'EL AVION: Twra iuxtancin. 

Cautas ffímíwa/w. 

ITna vez regida miente entablado y cunee*! i do el recurso la 
potestad jurisdiccional del Tribuna?, en materia penal, es 
amplia. 



Sl.NTfcXi'IA m i, .Jütfc Fkukiíai. 

Mcudo/a. junio 17 de .1948. 

Autos y vistos: Los presentes caratulada* "Fiscal v. Am- 
brosio Martín y José Bugos o Juan March, por infracción al 
art. 33 de la ley 12,148 para resolver la medida solicitada 
por el Sr. Procurador Fiscnl a fs. IfiS. 
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I. El representante «leí Ministerio Público se presenta 
h fs. U>8 expresando que el deudor José Dugos o Francisco 
March, no lia hecho efectiva la multa que se le impusiera por 
sentencia de fs. 101, siendo, ademán, insolvente, por io que de 
conformidad con lo preseripto en el art. 21 del Oód. Penal, 
solicita se convierta dicha pena en prisión, 

II. Que por sentencia firme de fs. 88/91 se condenó a 
José Bustos o Juan Mnrch (h.) o Francisco Mareh a oblar en 
concepto de inulta, la suma de 5.000 mSn. como autor respon- 
sable de la infracción prevista en los arR 35 y 42 de la 
ley 12,148. 

III. Que de las actuaciones de fs. 110, 112 vta., 115 v., 
131 v., 138, 142 y 167, tendientes a obtener el cobro de la multa 
impuesta, surge la insolvencia del deudor y por ende la impo- 
sibilidad de que aquella se haga efectiva, por lo que deben 
considerarse agotadas las medidas previstas en el art. 21 del 
Cód, Penal. 

IV. Que es jurisprudencia constante de la Corte Supre- 
ma de Justicia de la- Nación que las multas por infracciones 
a las leyes de Impuestos Internos, son de carácter penal (Fa- 
llos: 160, 13; 170, 149; 182, 364; 183, 383 y precedentes allí 
citados). En tal virtud corresponde acceder a ta petición fiscal 
a mérito de lo dispuesto en los art». 21, 22 y 24 del Cód. Penal 
y lo resuelto por aquel Superior Tribunal en el Fallo regis- 
trado al t. 206, p. 76 de su colección. 

V. Que para regular la nueva penalidad, deberá descon- 
tarse el tiempo de privación efectiva de libertad sufrida por 
el condenado, excepción hecha de que conjuntamente, se hu- 
biesen sancionado penas de multa y privación de la libertad, 
con aplicación efectiva de esta última, en cuyo caso el tiempo 
de detención y prisión preventiva, no se computará a los fines 
de reducir la multa impuesta y convertida en prisión; fijando 
el tribunal en la suma de diez pesos diarios la escala de reduc- 
ción de la multa, conforme lo dispuesto en el recordado artícu- 
lo 24 de la ley represiva y con la limitación contenida en el 
art. 21 de dicho cuerpo legal. 

Por lo expuesto, resuelvo : transformar la sanción de mul- 
ta de $ 5.000 impuesta a José Dugos o Juan March (h.) o 
Francisco March de conocida filiación en autos, por 1 año, 
4 meses y 25 días de prisión, que deberá cumplir eu la Peni- 
tenciaría Provincial, previa deducción del tiempo de detención 
efectiva y de acuerdo a lo manifestado en el considerando V. 
A tal efecto, decrétase la detención del nombrado, oficiándose 
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a la Delegación Mendosa de la Policía Federal para en cap- 
tura y una vez habido se le pondrá a disposición del suscripto 
en carácter de incomunicado. — Octavio Gil, 



SEK "VCIA DB LA CAMARA FEDERAL 

Mendoza, noviembre 4 de 1948. 

Y vistos: Considerando: 

Que el defensor del condenado Francisco Mareh Font, so- 
licita en esta instancia que se revoque la resolución «pelada, 
alegando que, cuando se transformó la multa en prisión, se 
encontraba preseripta la multa, con arreglo a lo dispuesto por 
el art. 36, T. O. de las leyes de Impuestos Internos. 

Que según resulta de las consta ne ¡as de autos, por senten- 
cia de fecha 8 de febrero de 1941, se impuso a Mareh la pena 
de un año y medio de prisión, doble de inhabilitación, comiso 
del aparato de destilación y una multa de 5.000 m|n. 

Que firme y ejecutoriado dicho pronunciamiento, el 
Sr. Procurador Fiscal, con fecha J9 de junio del mismo año, 
solicitó que se librara mandamiento de ejecución y embargo, 
el que decretado de conformidad a fs. 110, fué diligenciado con 
multado negativo, después de lo cual el mismo representante 
del Fisco, solicitó que se le citara de remate, y habiendo el 
deudor opuesto excepciones, se sentenció la causa con fecha 
17 de abril de 1942, ordenando se siga adelante la ejecución 
hasta hacerse íntegro pago de la multa impuesta —fu. 131— 
sentencia que quedó a su vez firme, al haberse denegado a 
Mareh el recurso que interpusiera. 

Que a fs. 136, con fecha 3 de setiembre de 1942, el Sr. Pro- 
curador Fiseal solicitó que se designara audiencia para que 
concurran los partes a proponer perito por el Juzgado al 
8r. Alberto Nieto, con fecha 6 de noviembre de 1942. 

Que a fs. 162 vta., con fecha 3 de diciembre de 1945, el 
Sr. Procurador Fiscal solicita que se modifique al perito la 
designación efectuada, y no habiendo aceptado éste el cargo, el 
mismo funcionario solicita que se designe cu su reemplazo a 
otro. 

Que a fs. 166, con fecha 4 de diciembre de 1946, el Sr. Proc. 
Fiscal expresa que, encontrándose tasada la propiedad embar- 
gada, en autos n* 71.201, solicita que se deje sin efecto el 
decreto de fs. 140, por el que se designaba perito tasador al nom- 
brado Sr. Nieto; y a fs. 165 vta. con fecha 21 de agosto de 
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1947, pide que se decrete inhibición general, a fin de garan- 
tizar el crédito de su representada en razón de haberse subas- 
tado en los mismos autos mencionados la propiedad embargada, 
medida que se decreta con fecha 23 de agosto, cumplimentan, 
dose ella el 1* de septiembre, según resulta del oficio agregado 
a fs. 167. 

Que los arts. 36 y ÍÍ8 del T. O. de fas leyes de Impuestos 
Internos, establecen que las multas se prescriben a loa cinco 
años, y que en laa causas por infracciones a las leyes de im- 
puestos, los actos de procedimiento judicial, interrumpen el 
término de la prescripción de la acción y de la pena. 

Que habiéndose dictado sentencia de trance y remate con- 
tra March el 17 de abril de 1942, la que quedó ejecutoriada 
el 29 de mayo del mismo año, el término para que se opere 
la prescripción de Ja multa, debe empezar a contarse desde 
esta última fecha. 

Que dicho término quedó sin embargo interrumpido con 
laa distintas peticiones formuladas por el Sr, Procurador Fis- 
cal, de que se ha hecho referencia detalladamente, pues estando 
la causa en estado de ejecución de sentencia, todas ellas ten- 
dían a asegurar su cumplimiento y demuestran en forma in- 
equívoca, la manifiesta intención de no hacer abandono de sus 
derechos, cualquiera haya sido su resultado; y siendo ello as!, 
mal puede sostenerse que tales actos no hayan tenido por vir- 
tud interrumpir el termino de la prescripción, por lo que se 
debe desestimar la defensa alegada. 

Que no obstante ello, corresponde revocar ta resolución 
•pelada, que convierte la multa en prisión, pues la Corte Su- 
prema de la Nación, en reciente pronunciamiento, recaído en 
la causa seguida contra Manuel Ducás, ha modificado la ju- 
risprudencia sentada por el mismo Tribunal en Fallos : 206, 76, 
declarando que no corresponde aquella conversión en casos co- 
mo el *ub júdicc; y ya que es un deber de los tribunales infe- 
riores «justar sus fallos a los del superior, especialmente en 
materias revisibles por el mismo. 

En su mérito, se resuelve : no hacer lugar a la prescrip- 
ción de la pena alegada por Mareh ; revocar el auto apelado de 
fs. 169 y en consecuencia no hacer lugar a lo peticionado por 
el Sr. Procurador Fiscal en el escrito de fs. 168, — Aguttin 
de la Reta. — Jorffe Vera VaÜtfa. — Jové Elias Rodrí- 
guez Sáa. 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Ai ros, ti de marzo de 1949. 

Vistos Jos autos: "Fiscal contra Ambrosio Martín 
y José Bugos o Juan March, por infrac. art. ÍÍ5 de la ley 
12.148", en los que se lia concedido a fs. 100 el recurso 
extraordinario. 

Y considerando: 

Que con arreglo ni concepto dado por esta Corte 
de los actos de procedimiento ínter rupti vos de la pres- 
cripción del art, 3 de la ley 11.685 —Fallos: 211, 308 y 
otros — son tales los realizados por el ministerio públi- 
co para el adelantamiento de los trámites conducentes 
al cumplimiento de la pena. Se ha decidido así que tie- 
nen ese carácter los pedidos de embargo y demás me- 
didas precautorias, la solicitud de informes al Registro 
de la Propiedad y otros análogos. 

Que tales actos no dejan de ser conducentes al cum- 
plimiento de la pena pecuniaria! en los términos de la 
jurisprudencia a «me se tía hecho mención, por la cir- 
cunstancia de que en la realidad de los hechos no llevan 
a su efectiva percepción. Así, se ha considerado que si- 
guen siendo interruptivos de la prescripción, los pedi- 
dos de embargo que no se lineen efectivos por falta de 
fondos y los informes negativos del Registro de la 
Propiedad, etc. 

Que de igual manera la actividad fiscal tendiente 
a la tasación de bienes de los deudores, aunque en defi- 
nitiva ineficaz por haberse los mismos valuado y ven- 
dido en otro juicio, y sustituida por esta razón, por la 
inhibición de aquéllos, importó, sin emita rgo, la petición 
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de medidas conducentes a la ejecución de la sentencia y 
como tales interruptívas de la prescripción. 

Que corresponde en consecuencia confirmar la re- 
solución de fs. 188, «u cuanto decide no hacer lugar a la 
prescripción de la pena pedida. 

Que habiendo sido apelada por March la resolución 
de fs. 169, en cuanto la misma transforma la multa en 
prisión, como efectivamente lo fué — fs. 17íi — la sen- 
tencia de fs. 188, que en esta parte la revoca, fué dic- 
tada con jurisdicción por la Cámara apelada, y era así 
inobjetable desde el punto de vista constitucional. 

Que a este efecto cabe observar además que el de- 
pósito de fs. 174 fué hecho bajo protesta y no descarta 
la apelación deducida a f i. 176, y que de acuerdo con la 
jurisprudencia de esta Corte, — doc. de Fallos : 184, 
684; 186, 297— una vez regularmente entablado y con- 
cedido el recurso la potestad jurisdiccional del tribunal, 
en materia penal, es amplia. 

En su mérito se confirman las sentencias de fs. 188 
v 190 en lo que han podido ser objeto de recurso extra- 
ordinario. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R, Lonohl 



NACION ARGENTINA V. DHUICQUE Y Cía. A. 

fíECVRSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios, Relación éi- 
rerta. Normas extraña» al jttfcio. Varia». 

Es ajena a los arts. 14 y 15 de la ley 48 la cuestión que 
no vena sobre los supuestos en qne procede el recurso ex- 
traordinario ni respecto de los requisitos necesarios para 
ello, sino sobre el efecto suspensivo de la apelación, punto 
éste repido por el art 7 de la ley 4055 no mencionado en 
el escrito de interposición. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Trámite. 

Aunque la intervención de la Corte Suprema en la causa 
haya comenzado por vía de queja, si aquélla declaró mal 
denegado el recurso extraordinario y confirmó la senten- 
cia apelada, corresponde aplicar el régimen de las apela- 
ciones procedentes, que acuerda efecto suspensivo al re- 
curso mencionado, salvo en el supuesto de excepción pre- 
visto en el art. 7 de la ley 4055. 

SEVTF.XCIA: Ejecución. 

Las sentencias no son ejecutables en tanto no se encuen- 
tren consentidas o ejecutoriadas y haya vencido el plato 
señalado en las mismas para su cumplimiento. 

RECURSO EXTRAORDIXARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestione» federales simples. Interpretación de las leyes fedé- 
rate*. Leyes fedérale» de carácter procesal. 

El punto relativo a la ejeciitoricdad de las sentencias es 
de naturaleza procesal y ajeno, en principio, al recurso ex- 
traordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución, limites del pronun- 
ciamiento. 

El pronunciamiento de la Corte Suprema debe limitarse 
a las cuestiones propuestas por vía del recurso extraordi- 
nario deducido pAra ante ella. 



Resolución del Juez Federal' 

Buenos Aires, enero 1ÍÍ de 1949. 
Autos y vistos: «onsiderando : 

l) Que, de acuerdo a lo resuelto en forma expresa por 
la Corte Suprema de Justicia — fs. 45— ha quedado firme, 
en todos sus términos la sentencia del Sr. Juess de 1» instan- 
cia de fs. 17, por tanto y no habiendo sido modificado el plazo 
de sesenta días para el lanzamiento establecido por el Sr. Juez 
a quo t corresponde estar al mismo. 

2} Cabe señalar que, por haber la Corte Suprema de Jus- 
ticia habilitado la instancia, al declarar procedente el recurso 
extraordinario interpuesto (fs, 45) el que es ealífieado por 
la lev 48 arts. 14 y 15. de apelación, se sigue que, de acuerdo 
a lo *pr<wP tuado por el art. 48 del Cód. de Proc. Supletorio, 
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no ha corrido el placo de 60 día» que se menciona, con anterio- 
ridad a la devolución de los autos de primera instancia, pues 
elJos fueron elevado» en ambos efectos. 

3) En razón de la habilitación de feria ordenada por el 
más alto Tribunal, a fs. 47 vta., catando notificada a ambas 
partes la providencia de fs. 51 vta., ha comenzado & correr el 
plazo de referencia, a partir de la última notificación (fs. 52), 
siendo de toda evidencia que el mismo no ha fenecido aún. 
Por tanto, resuelvo: no hacer lugar a lo solicitado en el escrito 
de fs. 53 y corran los autos según tta estado. — Miguel J. Rivaa 
Arguello. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

. Buenos Aires, 3 de marzo de 1949. 

Vistos los autos 14 Fisco Nacional e.| d'Huicquo y 
Cía. A. s.| desalojo", en los que se fan concedido a fs. 
58 el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que la cuestión decidida a fs, 54 es ajena a los 
arta. 14 y 15 de la ley 48, en cuanto no versa sobre los 
supuestos en que el recurso extraordinario procede ni 
respecto de los requisitos necesarios al efecto, legisla- 
dos en los referidos preceptos, sino sobre el efecto sus- 
pensivo de la apelación, punto este regido por el art. 
7 de la ley 4055, al que no se hace mención en el escrito 
de fs. 56. 

Que por lo demás, la circunstancia de que la inter- 
vención de esta Corte en la cansa haya comenzado por 
vía de queja — fs, 38 — no hace aplicable ni caso la ju- 
risprudencia de Fallos: 193, 138, en cuanto el Tribunal 
declaró mal denegado el recurso extraordinario — fs. 
45— y confirmó la sentencia apelada de fs. 17. De mane- 
ra que es el régimen de las apelaciones procedentes el 
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que gobierna el caso, y éste acuerda efectivamente efec- 
tos suspensivos al recurso extraordinario salvo el su- 
puesto de excepción también previsto en el art, 7 de la 
ley 4055, que no es el de autos. A lo que caite agregar 
que es claro que las sentencias no son ejecutables en 
tanto no se encuentren consentidas o ejecutoriadas y 
baya vencida el plazo señalado en Ins mismns para su 
cumplimiento —art. 535 del Cod. Supletorio— y que el 
punto es de naturaleza procesal y ajeno, en consecuen- 
cia y como principio, al recurso extraordinario — doct. 
Fallos: 198, 182 y 463; 208, 25 y otros—. 

Que por último lo resuelto a fs. 54 en nada afecta 
la sentencia del tribunal de fs. 45 que ha considerado y 
decidido puntos ajenos a los contemplados por el fallo 
en recurso, y debiendo limitarse el pronunciamiento de 
esta Corte a las cuestiones propuestas por vía del re- 
curso extraordinario deducido para ante ella, no cabe 
decisión alguna respecto de la nulidad pedida a fs. 69. 

En su mérito se declara mal concedido el recurso 
extraordinario a fs. 58. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonohi. 



ENRIQUE RAVEGLIA Y JAEGGI v. ScC. JUAN FUENTES 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rtqnitito* fórmate». Introducción 
dt la cuestión federal. Oportunidad. 

Aunque el recurso extraordinario se funda on «* i r arbitra- 
ria la sentencia apelada, no cabe prescindir del requisito 
referente a la oportunidad del planteamiento de la. cuestión 
federal base del recurso. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* formales. Introducción 
de la cuestión federal. Oportunidad. Manteamiento r» el escrito de 
interposición del recae- o extraordinario. 

Es tardía la tacha <lo arbitrariedad formulada por prime- 
ra vez contra el fallo del tribunal de alzada en el escrito 
de interposición det recurso extraordinario, si la sentencia 
de primera instancia era susceptible de an/iloga impugna- 
ción. En esas condiciones, aquel pronunciamiento no pue- 
de ser considerado sorpresivo. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propio,*. Cuestiones no 
federales. 

La jurisprudencia establecida en materia de sentencias in- 
sostenibles y arbitrarias que hagan procedente el recurso 
extraordinario, debe reducirse a los casos de dimisiones evi- 
dente y explícitamente carentes de fundamento legal o de 
apoyo en los hechos comprobados en el juicio. No basta 
para fundar la intervención de la Corte Suprema su dis- 
crepancia con la solución que se hubiere dado al juicio. 

RECURSO EXTRA ODINARIO : Requisitos comunes. Cuentión 
tíeiable. 

Las cuestiones referentes a la transgresión que pudiera exis- 
tir, por parte de los jueces provinciales, de las normas que 
gobiernan la administración de justicia» no dan lugar al 
recurso extraordinario. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto en estos au- 
tos, por cuya denegatoria se deduce queja, se funda en 
que la sentencia apelada es arbitraria, como desprovis- 
ta de todo apoyo legal y fundada tan sólo en la voluntad 
de los jueces que la dictaron. Todos los argumentos 
formulados por el interesado se encaminan, en defini- 
tiva, hacia esa demostración. 

En consecuencia, el examen del agravio invocado 
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es ajeno a mi dictamen y queda reservado al prudente 
criterio do V. E. — Buenos Aires, febrero 2 de 1049. — 
Carlos G. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de marzo de 1ÍM9. 

Vistos los autos: "Recurso do hecho deducido por 
los actores en los autos Raveglia y Jaeggi Enrique c.| 
Suc Juan Fuentes", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que ni aún tratándose de la arbitrariedad de la 
sentencia apelada cabe prescindir de la consideración 
de lo referente a la oportunidad del planteamiento de 
la cuestión federal, base del recurso extrordinario, toda 
vea que se trata de un requisito formal necesario para 
la procedencia del mismo, que no puede descuidarse — 
en tanto la solución del punto incumba a esta Corte; — 
sin riesgo de exceder la jurisdicción del Tribunal, me- 
noscabando en igual medida la autonomía constitucio- 
nal de los jueces provinciales. — Fallos: 188, 482; 211, 
462; causa *' Lámela de Gil c.j Gil", fallada en 17 de 
febrero del corriente año — . 

Que cou arreglo a la doctrina de los citados prece- 
dentes, siendo susceptible de análoga taeha de arbitra- 
riedad la sentencia do primera instancia, es tardía la 
que se formula respecto del fallo de la alzada. Porque 
entonces ocurre que el punto no ha sido propuesto en 
la primera oportunidad en que pudo serlo, impidién- 
dose además por tal vía su consideración por los tribu- 
nales ordinarios del pleito. Y no es, desde luego, disculpa 
la circunstancia alegada de no ser previsible la solución 
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deficiente acordada al litigio, porque en las condiciones 
anotadas, la excusa aparecería contradicha por los he- 
chos, y porque, en definitiva, el resultado adverso del 
recurso en la segunda instancia, es una eventualidad que 
pudo y debió prever el recurrente. 

Que en tales condiciones, que son las de autos según 
se lo expresa en la queja y en los recaudos acompañados 
a la misma, no cabe admitir la existencia de pronuncia- 
miento sorpresivo alguno capaz de hacer viable el plan- 
teamiento, por vez primera, de la cuestión federal en 
que el recurso extraordinario aparece fundado, en la 
oportunidad de la interposición del mismo, lo que basta 
para justificar la denegatoria de aquél. 

Que, por otra parte, la jurisprudencia establecida 
en materia de sentencias insostenibles y arbitrarias, 
debe reducirse a los casos de decisiones evidente y ex- 
plícitamente carentes de fundamento legal o de apoyo 
en los hechos comprobados en el juicio. Porque es claro 
que el Tribunal no podría fundar en aquella doctrina 
la posibilidad de su intervención en los juicios cuya 
decisión no le corresponde, sobre la base de su discre- 
pancia con la solución que se les hubiere acordado, ni 
aún en el extremo supuesto de que pudiera existir trans- 
gresión, por parte de los jueces provinciales, de las nor- 
mas que gobiernan la administración de justicia, porque 
según se lo ha decidido reiteradamente — Fallos : 206, 
21 y los allí citados— tampoco esta última es cuestión 
que incumba a la Corte Suprema decidir. 

Cu su mérito y habiendo dictaminado el Sr, Procu- 
rador General se desestima la precedente queja. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis B. Lonohi. 
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NEREO PAGAÜIZABAL Y JUAN JOSE NOAILLES POR 
ESTAFA A LUIS GERONIMO BRENNAN 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Cau»a$ 
penal**. Por el Imgar, 

Corresponde a Ja justicia federal conocer en el proceso por 
falsificación y estafa consistentes en haber obtenido dolo- 
samente la entrega de un cheque a la orden de un tercero 
y haberlo depositado luego en otra cuenta en el Banco de la 
Nación Argentina mediante un endono apócrifo. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, 1* de junio de 1948. 

Autos y vistos : para resolver la cuestión de incompetencia 
planteada por el querellante a fs, 63 de estos autos caratulados 
"359/48 Pagadizábal Nereo — NoaUlés Juan José — estafa" y 

Considerando : 

Que los hechos ocurridos para entrar en posesión del che- 
que a la orden de una persona que no eran los procesados, en 
el caso de probarse, no serían sino netos preparatorios, ya que la 
consumación o perfección del delito, en caso de existir se ha- 
bría producido al hacer efectivo el importe del cheque en la ins- 
titución bancaria, en este caso el Banco «le ta Nación Argentina, 
En atención a ello y tratándose de un lugar de exclusiva juris- 
dicción nacional, el conocimiento de los hechos que se investigan 
corresponden a este juzgado. 

Por ello, de conformidad con lo depuesto en tos arts. 3, 
ínc. 4* ley 48 y 23 del Cód. de Proeds, en lo Criminal y oído 
el Procurador Fiscal, resuelvo: no hacer lugar* con eostaa, a la 
excepción de incompetencia promovida, manteniendo así la com- 
petencia del proveyente para entender en esta cansa. Notifique* 
se y sigan los autos según su estado. — Osear D. Palma Brttrán. 



Sententia de ka Cámara Federal 

Buenos Aires, agosto 23 de 1948. 

Y considerando ; 

El detito por el cual se instauró este sumario, se habría 
llevado a cobo en el escritorio particular del denunciante, 
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Sr. Brenan al hacer entrega al procesado de Ja suw\ de $ 2.500, 
superior en 2.250 a la que debería abonar a otro letrado, 

La entrega de esos 2.250 de más, heeha mediante ardid 
o engaño significa en el instante mismo de la entrega del che- 
que, que su librador, el Sr. Brenan, restaba para sus nepneios la 
suma de 2.250 que, al salir de su cuenta corriente, aparejaba una 
lesión real a su patrimonio, de manera que el delito de defrau- 
dación y sus posibles consecuencias se hubieran finiquitado en 
el mismo acto. En el escritorio del denunciante quedaron ago- 
tados todos los presupuestos, de la firma delietnal ".e la defrau- 
dación del art. 173, inc 3» en caso de haber existido. 

En cuanto at otro delito imputado, o sea al del art. 292 
que pune al que hiciere, en todo o en parte, un documento falso 
o adulterare uno verdadero de modo que pueda resultar per- 
juicio, como acertadamente lo expresa el Sr. Procurador Fiscal 
a fs. 3, no resultaría acreditado, en el estado actual del proceso, 
que el mismo se haya consumado en lugar de exclusiva juris- 
dicción nacional, por lo que siendo el fuero federal de excep- 
ción, como reiteradamente lo ha declarado la Corte Suprema, 
corresponde intervenir a la Justicia ordinaria de la Capital. 

Por ello, se declara la incompetencia de la Justicia Federal 
revocando, en tal sentido, el auto apelado. — Agustín Ñores 
Martines. José R. Irttsta Carnet. — Maximiliano Comoli. 



Sentencia del Juez de Instmicciún en lo criminal 

Buenos Aires, octubre 21 de 1948. 
Autos y vistos: considerando: 

Que de acuerdo a las constancias sumariales, los hechos 
imputados eu caso de haber sido cometidos, configurarían a jui- 
cio del proveyente la estafa que prevé el art. 173, inc. 3* de) 
C. Penal, en concurso formal con la falsificación de documen- 
tos equiparada — en cuanto a la penalidad — a la de moneda 
en el art. 285 del mismo cuerpo legal. 

Que este articulo sanciona hasta con 15 años de prisión 
o reclusión, la hechura del endoso apócrifo. Que dicha falsifi- 
cación a pesar de tratarse de un delito medio tendiente a posi- 
bilitar la consumación de la estafa, de acuerdo a la pena con que 
es reprimida, es la que debe prevalecer al resolverse la cues- 
tión de competencia. En la sucursal Belgrano del Banco de la 
Nación Argentina se consumó el delito más grave y en dicho 
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locar ejercen exclusiva jurisdicción los tribunales nacionales, 
corresponde entonces juzgar ambos delitos, al Sr. Juez Federal 
que previno. 

Por ello, oído el Sr. Agente Fiscal» en aplicación de lo pre- 
ceptuado en los arta. 54, 173, inc. 3», 282 y 285 del C. Penal, 19, 
23, inc. 4* y 25 del de Procedimientos en lo Criminal y de 
acuerdo a lo establecido en el art. 9\ inc. a) de la ley 4055 
del 11 de enero de 1902, resuelvo declarar la incompetencia 
del juzgado para seguir entendiendo en la presente querella y 
remitirla sin más trámite a la Exenta. Cámara de Apelaciones 
en lo Federal de la Capital invitando a dicho Tribunal a que, 
en caso de disconformidad eleve los autos a la Suprema Corte 
de Justieia de la Nación a fin de que dirima la cuestión de 
competencia trabada, sirviendo este proveído de muy atento ofi- 
cio de remisión. — Manuel Rodríguez Ocampo. 



sentesria 1>k la camara de apelaciones en ix) criminal it 

Correccional 

Buenos Aires, noviembre 23 de 1948. 

Y vistos: De conformidad con lo resuelto por la Sala l 4 
de este Tribunal cu el caso Etchegoyen Rodolfo y otros de 
junio 17 de 1936, apoyado en el fallo de la Corte Suprema, 
registrado en el tomo 157, pág. 578 y jurisprudencia allí citada, 
se confirma el auto apelado de fs. 93 que declara la incompe- 
tencia de la justicia ordinaria de esta Capital para entender 
en esta causa. — Al ¡lio Pessagno. — Rodolfo Mcdma. — Ja- 
cinto A. Malbrán. 



Sentencia de la ('Amara Federal 

Buenos Aires, diciembre 16 de 1948. 

Autos y vistos : 

Atento lo resuelto por este tribunal a fs. 87 y lo decidido 
por la Eseraa. Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correc- 
cional a fs. 99, elévense los mitos a la Corte Suprema de Justi- 
cia de la Nación a fin de que ^riina la cuestión de competencia 
trabada. — Juan Carlos Romero Jharra. — Agustín Non» Mar- 
tínez. — R . Inula Cornet. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Según se desprende de lo actuado, el acusado Dr. 
Nereo Pagadizúbal mediante maniobras engañosas rea- 
lizadas en el escritorio del denunciante Luis Gerónimo 
Bren na n, habría logrado que éste abonara a su letrado 
patrocinante Dr. Teodoro Méndez, en un juicio que por 
divorcio le seguía su esposa, la cantidad de $ 2.500 m|n., 
suma muy superior a la que en realidad requería dicho 
profesional por la prestación de sus servicios. Como 
Brennan efectuara el pago en cheque a la orden de Mén- 
dez sobre el Banco de la Nación Argentina, sucursal 
Bclgrano, y lo entregara a Pagadizúbal, éste mediante 
nn primer endoso apócrifo, lo hizo depositar en la cuenta 
del último endosante, empleado de su estudio, entregan- 
do posteriormente a Méndez en efectivo, la cantidad de 
$ 250 m|n. que resultó ser el verdadero importe de sus 
honorarios. 

De lo precedentemente expuesto surge que en autos 
se habría cometido el delito de estafa {Cód. Penal, art. 
173, inc. 3*), consumado en el escritorio particular del 
damnificado, en concurso ideal con el de falsificación 
de documento, equiparada a la de moneda en cuanto a 
su penalidad (Cód. Penal, arts. 54, 282 y 285), delito 
éste qu^ por aplicación de la doctrina sostenida por 
V. E. cu lí>7 : 378 se habría perfeccionado en el Banco 
de la Nación Argentina, al hacer uso Pagadizábal del 
cheque falsificado, lugar donde la Nación ejerce juris- 
dicción con carácter de exclusiva. 

Por las razones alegadas, y de conformidad con la 
regla contenida en el art. 28 de la ley de forma, opino 
que la presente contienda negativa trabada entre la 
justicia federal y ordinaria de la Capital, debe ser di- 
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rimida en favor de la competencia del señor Jnea de 
Sección. — Buenos Aires, febrero 25 de 1949. — Carlos 
G. Velfino. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de marzo de 1949. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que, con arreglo a lo que "prima facie" resulta de 
las constancias de autos, los delitos de falsificación y 
estafa atribuidos a los procesados, en el caso de haberse 
cometido, se habrían consumado mediante el depósito 
del cheque en el Banco de la Nación Argentina, oportu- 
nidad en la cual se hizo uso del documento falsificado 
y se consumó el desapoderamiento en perjuicio del pa- 
trimonio del querellante. 

Por elle y tratarse de un lugar sometido a la ju- 
risdicción exclusiva del Gobierno de la Nación (Fallos: 
157, 378) se declara que, como dictamina el Sr. Procura- 
dor General, corresponde a la justicia federal conocer 
de la presente causa seguida eontra No reo Pagadizá- 
bal y Juan José Noailles. En consecuencia, remítansele 
los autos y hágase saber al Sr. Juez de Instrucción de la 
Capital en la forma de estilo. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Luis B, Losoul 
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TEOFILO M. PEREYRA Y ELEUTERIA 1)1' ARTE 

HOMICIDIO : Homicidio tn ocasió» rfr robo. 

Demostrado que el delito cometido no es el previsto en el 
art. 95 sitio en el art. 165 del Código Penal, que el proce- 
sado procedió con alevosía, que registra dos condenas ante- 
riores y diversas entradas policiales y goza de mal concep- 
to, corresponde imponerle la pena de veinte años de pri- 
sión 



INES MACCHI COBO DE CAMPELLO v. PROVINCIA 

T)E CORDOBA 

DEMANDA: Requisito» dú la demanda, Documentan, 

Habiendo omitido el representante de la provincia deman- 
dada por repetición de impuestos acompañar las copias, que 
le fueron entregadas, de las boletas agregadas a la deman- 
da, de tas cuales afirma que no por responden al original, y 
tratándose de documentos tendientes a acreditar el pago 
del gravamen que no era obligatorio presentar con la de- 
manda, corresponde rechazar el pedido de qué se deje sin 
efecto el traslado de esta última ( a ). 



GUTIERREZ Y DE LA FUENTE Ltda. v. NACION 

ARGENTINA 

IMPUESTO: Principios generalen. 

La contribución en vino establecida por el art. 13 de la 
ley 12.355 no era un impuesto pues no tenía por objeto 
allegar recursos para proveer a los gastos de la Nación y 

0) 3 de marzo <!<• 1940. 

(3) 3 de mar» áe 1940: Fallos: 188, 393: 189, 295; 192, 37ft; 
202, 443. 
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ésta debía compensar a loa contribuyentes el costo del pro- 
ducto entregado. Tampoco era una carga pública, porque 
m de la esencia de éstas no tener otra compensación que el 
beneficio que se sigue de ellas para la comunidad. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e ¡nconutitudona- 

tufad. Ley** nacionales. Administrativa*. 

La excepción prevista en el art. 14, I* parte, de la ley 12.355 
a favor de las regiones "que al iniciarse el nuevo año viní- 
cola en la fecha establecida en el art 12 tengan un ' 'stock " 
de vinos inferior a 150.000 hectolitros", creó una categoría 
arbitraria y repugnante a la igualdad, pues los productores 
quedaban o no sometido» a la contribución por una razón 
ajena a su actividad de tales, es decir, al volumen de su 
producción y al destino que le hubieran dado. Ello im- 
portó resolver problemas de orden regional mediante una 
contribución de carácter nacional contraviniendo claramen- 
te lo dispuesto en los arta. 4 y 16 de la Constitución. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Derecho de 
propiedad. 

Probado que el importe medio de los gastos de cosecha y 
elaboración del vino que los productores tuvieron que en- 
tregar con arreglo al art. 13 de la ley 12.355, fué de ocho 
centavos el litro, y dado que el art. 15 fijó con carácter gene, 
ral una retribución de dos centavos por litro, debe concluir- 
se que ha habido un desapoderamiento sin justa indemni- 
zación que autoriza a demandar el pago de la diferencia 
entre ambas sumas, desde que otra forma de compensación 
se ha hecho imposible por haberse derramado la mayor 
parte del vino en el acto de la entrega. 



SKVTENC1A DES, JüBS FeDEBAI, 

Buenos Aires, noviembre 8 de 1946. 

Y vistos: Este juicio seguido por la S. A. Vitivinícola y 
Comercial "Gutiérrez y de la Fuente Ltda." contra la Nación, 
sobre devolución de productos o cobro de pesos y resultando : 

I, Que la aetora demanda a la Nación por devolución de 
515.220 litros de vino, de la misma especie y catidad que los 
entregados por ella a ta Junta Kepiladora de Vinos, reembol- 
sando a su vez el importe de pesos 10.304.40, recibido como 
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compensación, o en su defecto, el pago de Ja diferencia de pre- 
cio entre lo abonado por la Junta y el precio corriente a la 
fecha del derrame, que estima en $ 44.876, con más sus inte- 
reses y costas. 

Dice que en setiembre de 1938 fué notificada por el geren- 
te de la Junta Reguladora de Vinos, que le correspondía abonar, 
en concepto de contribución en especie, la cantidad de 515.220 
litros de vino. El 21 de noviembre del mismo ano, no obstante 
su formal protesta, empleados de la Junta Reguladora proce- 
dieron al derrame del vino. 

Con fecha 30 de mayo de 1939, dicha repartición liquidó 
a su favor la suma de $ 10.304,40 importe del vino derramado, 
a razón de $ 0,02 el litro. 

La contribución en especie establecida en la ley 12.355, es 
inconstitucional. No puede ser considerada como un impuesto 
válido porque el impuesto debe tener por objeto subvenir loa 
gastos del Estado, residiendo en esta circunstancia su justifica- 
ción jurídica y la contribución que impugna no constituye una 
fuente de ingreso para el Tesoro Nacional, siendo, por el contra- 
rio, causa de quebrantos. Se trata de riqueza que se toma con 
el solo objeto de destruirla, lo que es contrario a la verdadera 
esencia del impuesto. 

Infringe el principio de igualdad establecido en el art. 16 
de la Constitución, pues los bodegueros no contribuyen de acuer- 
do a sus propios stocks de vino, sino de acuerdo al stock existen' 
te en la provincia o territorio donde trabajan, lo que crea una 
irritante desigualdad contra los bodegueros de San Juan y 
Mendoza, únicos que prácticamente contribuyen. 

Aun cuando la ley eonsidera esa contribución como un 
impuesto, se asemeja más a una verdadera expropiación, pero 
como tal no cumple el requisito del art. 17 de la Constitución, 
en cuanto exige para ello la previa indemnización; la ley 
12.355 reconoce expresamente que el importe de $ 0,02 por 
litro con que se indemniza a los bodeguero», sólo compensan tos 
gastos de cosecha y elaboración, no constituyendo pues el valor 
del bien expropiado, ya que faltaría el costo de la materia 
prima. 

Por todo lo expuesto, solicita se haga lugar a su demanda, 

II. Que la demanda fué contestada por el entonces procu- 
rador fiscal Dr. Alfonso E. Poccard, quien negó todos los hechos 
alegados por la actora, que no estén expresamente reconocidos 
en el expediente administrativo y de un modo expreso, los 
valorea atribuidos en la demanda al vino en cuestión. 



»' 
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Sostiene la validez constitucional del art. 13 de la ley 
12.355. Los recurso» arbitrados por esta ley y por la 12.137 
han sido un medio de regulación económica del que fué provis- 
to el Gobierno para acudir en auxilio de una industria que se 
encontraba en crisis por efecto de una superproducción desme- 
dida y cuya aplicación demandó a la Nación ingentes sumas de 
dinero. Después de Itaber utilizado los otros medios previstos 
por esas leves —extirpación de viñedos, adquisición de exce- 
dentes de uva, préstamos a largo plazo y bojo interés— sin ha- 
ber conseguido dominar la crisis imperante y ante la cuantía 
de la nueva cosecha, que amenazaba por su volumen, precipitar 
sloa precios a niveles inferiores al costo de producción, el Poder 
Ejecutivo por decreto de 16 de agosto de 1038, resolvió apli- 
car la medida autorizada por el art. 13 de la ley 12,355, auto- 
rizando al mismo tiempo a la Junta, para vender por el precio 
de costo los vinos que recibiere por la contribución en especie, 
a los bodegueros que se compromet tesen a emplearlos en^ la 
elaboración de subprod netos. La Junta hiw> pública la posibi- 
lidad de readquirir esos vinos por el precio de $ 0,02 el litro, 
siempre que se los destinase a la exportación^ a la destilación 
de cognacs o elaboración de vinagres y demás subproductos. 
De 1.334.830 hectolitros entregados en concepto de contribu- 
ción, sólo readqn i rieron los bodegueros la cantidad de 145.234 
hectolitros. El resto, al no tener destino útil, fué derramado, 
costando así al Estado la suma de S 2.370.214. Fué una contri- 
bución mucho más gravosa para el Estado que para los bode- 
gueros, ya qnc éstos pudieron disponer sin gastos, del vino que 
habían 'entregado, siempre que lo destinaran a los fines pre- 
vistos y se beneficiaran con la limitación de la oferta y orde- 
nación* del mercado, que fué consecuencia de la medida, logran- 
do para sus productos cotizaciones altamente remunerativa». 

Sí la aetora no usó de su derecho de recompra y prefirió 
entregar el vino para su derrame, pereibiendo por él S 2 por 
hectolitro, por ello no puede concluirse que la medida haya 
significado una expropiación o confiscación, pues ella, en su 
forma, aplicación y finalidad, representó sólo una restricción, 
una limitación del* derecho en el modo de usar una propiedad, 
impuesta en beneficio peneral y compatible en un todo con los 
principios y fin esencial de las garantías de lu Constitución. 

Transcribe, a continuación, el extenso dictamen que pro- 
dujo en las actuaciones administrativas el asesor letrado de la 
Junta Reguladora de Vinos, a cuyos fundamentos se remite 
y solicita que se desestime con costas la acción deducida. 
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Considerando; 

V Que lo que esta demanda persigue es la devolución 
de 515.220 litros de vino de la misma especie y calidad que los 
que la actora entregara a la Junta Reguladora de Vinos, devo- 
lución que se pretende corresponde por ser inconstitucional la 
contribución en especie establecida por la ley 12.355. No se 
trata pues en mudo alguno de una acción por daños y perjuicios 
como lo sostiene el procurador fiscal en su alegato para opo- 
ner la prescripción de un año que fija el art. 4037 del Cód. 
Civil, defensa que por tanto se declara improcedente. 

2" Que ante la negativa general de hechos que se haco 
al contestar la demanda y de un modo particular, la referente 
a los valores atribuidos al vino entregado por la actora, en 
concepto de contribución en especie, corresponde examinar, en 
primer término, si han sido debidamente probados los hechos 
en que se funda la acción entablada 

Las constancias del expte. adm. núm. 12.976, año 1943, 
del Ministerio de Agricultura, prueban que la actora entregó, 
en concepto de contribución en especie, un total de 515.220 
litros de vino blanco, de las existencias que tenía en tres bo- 
degas de su propiedad y que de esos vinos se sacaron muestras 
generales, al ser ofrecido el vino a entregar y luego, al recibirse 
ese vino para ser derramado, resultando ser vino genuino, apto 
para el consumo. 

Resulta igualmente probado, con los informes producidos 
en el citado expediente, que la sociedad actora protestó formal- 
mente por el derrame do ese vino, por considerar inconstitucio- 
nal la ley 12.355, protesta que reiteró al recibir la suma de 
dinero que se le entregó en concepto de total indemnización. 

El punto más espinoso es el referente al valor del litro 
de vino entregado para el derrame. 

Como lo expresa el perito contador a fs. 139, la actora 
elabora distintos tipos de vinos blancos, tintos y generosos y 
de distintas calidades dentro de tos diversos tipos. Esos vinos 
se elaboran en conjunto y no separadamente cada uno de ellos 
y luego se seleccionan y se hacen cortes con vinos añejos, me- 
jorándose también parte de los vinos comunes por otros proce- 
dimientos enológicos. De ahí resulta que no es posible indivi- 
dualizar cada partida de vino y sepuíria en las distintas etapas 
de su elaboración, estableciendo si fué elaborada con uva pro- 
pia o comprada a terceros o sí fué con uva de ambas proce- 
dencias y, en este caso, en qué proporción entró cada una de 
ellas. Por ello es imposible determinar exactamente el precio de 
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¿orto de cada tipo de Tino, situación en que ae encuentra la 
partida que fué entregada para el derrame. 

Teniendo en cuenta la» circunstancias expuestas, el perito 
ka obtenido como precio de coato medio del total del vino ela- 
borado por la actora, la de $ 0,16 el litro, cantidad a la que 
llega dividiendo el costo tolal de elaboración por la cantidad 
total del vino elaborado. 

Del estudio que ha hecho de la contabilidad de la actora, 
informa también que, desde marzo de 1938 a febrero de 1939, 
ésta adquirió diversas partidas de vino blanco de traslado, 
para llenar necesidades de su clientela, cuyos costos oscilaron 
entre $ 0,0H5 y $ 0,13, resultando uu promedio de $ 0,1057 el 
litro. 

De todos esos datos, el perito acepta como razonable el 
precio de costo de $ 0,10 el litro, que la actora asigna en su 
demanda al vino entregado. 

El proveyente encuentra aceptable que no pueda demos- 
trarse matemáticamente el costo de la partida de vino entre- 
gada por la actora para ser derramado, por las razones que al 
efecto da el perito contador y que no son sólo atinentes a la 
situación particular de la actora, sino que corresponden en 
general a las particularidades propias de esta industria, lo que 
hace que deba establecerse un precio aproximado de cosió, 
pero considera que el precio que debe admitirse a los efectos 
de la indemnización que se reclama debe ser algo más bajo 
que el fijado por el perito. 

Como se expresa con lógica evidente en el dictamen de 
ft. 12 y sigta. del asesor letrado de la Junta Reguladora de 
Vinos, los bodegueros contribuyentes han cumplido con las 
exigencias impuestas, haciendo entrega a la Junta de tos vinos 
de inferior calidad entre los que tenían en existencia, los que, 
siempre que reunieran las condiciones establecidas, debían ser 
aceptados por la Junta. Si la elección del vino a entregar la 
bacía el propio contribuyente, es natural que éste entregara el 
más inferior para tratar que la contribución en especie le re- 
sultara lo menos gravosa posible. Parece innecesario abundar 
en consideraciones al respecto y si bien la actor jí en su alepato 
pretende que a la demandada correspondía probar que el vino 
que entregó como contribución era de la calidad pobre que la 
Junta atribuye a la generalidad, olvida que el cargo de la 
prueba corresponde a quien afirma o sostiene un hecho y si 
ella pretendía que el vino que entregó, fuera en todo o en par- 
te de calidad superior a la general de la contribución, era a 
ella y no a la Junta a la que le correspondía jimba r la existen- 
cia de ese hecho de excepción. 
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Admitido así que el vino entregado ha sido de calidad 
inferior, no hay ninguna razón para asignarle un precio igual 
al promedio de los que elaboró la actora ni al de los vinos 
blancos de traslado que ésta compró ese año, puesto que tam- 
poco consta en autos cuál era la calidad de ese vino con rela- 
ción al derramado ni se ha traído al respecto ninguna prueba. 
Parece más razonable admitir comu precio del vino, a los efec- 
tos de la indemnización, el de $ 0,08 el litro, por ser éste el 
precio medio del vino de traslado en el mercado durante el 
año 1938, según se expresa a fs. 12 de la memoria de la Junta 
Reguladora de Vinos que corre a fs, 109. 

3" Resueltas así las cuestiones de hecho planteadas en la 
litis, corresponde analizar !oh fundamentos jurídicos de la de- 
manda. 

La actora impugna la contribución en especie, como con- 
traria a diversas garantías consagradas en la Constitución Na- 
cional. La primera de ellas que considera que se ha violado 
es la que establece la igualdad como base del impuesto y las 
cargas públicas. 

A este respecto debe señalarse que la ley 12.355, en su 
art 13 dispone que; "con el fin de eliminar el excedente de- 
terminado conforme al artículo anterior, establécese con carác- 
ter de emergencia y durante 5 años una contribución en vino, 
de índole regulatoria de la producción, que será exigida en 
igual proporción a todos los productores de vinos del país, con 
ta excepción especificada en el artículo siguiente". Esta excep- 
ción es la que consagra el art. 14, que díee: "a los efectos de 
la contribución en especie, las provincias y los territorios 
nacionales del país, serán considerados como regiones vitivi- 
nícolas distintas y quedarán exceptuados de dicho gravamen 
las regiones que al iniciarse el nuevo año vitivinícola en la 
fecha establecida en el art, 12, tenga un stock de vinos inferior 
a 150.000 hectolitros. La contribución en vino que se exigirá a 
los elaboradores de las demás regiones, no podrá exceder del 
15 % de bu producción total, pero dentro de este límite debe- 
rá absorber el excedente anual fijado conforme a las normas 
del art 12, mediante un porcentaje igual para cada contribu- 
yente". 

Como se ve, la ley se preocupa de mantener el principio 
de igualdad en cuanto al porcentaje de la contribución que 
debe abonar cada contribuyente que elabore vino dentro de 
una misma zona o región determinada, pero se aparta de él 
en cuanto libera o grava a los industriales que efectúen eaa 
elaboración en distintas zonas. Prescindiendo de los motivos de 
orden económico que hayan inspirado esa medida, por ser su 
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consideración ajena a la función de loe jueces, lo cierto es que 
ella ha introducido un distingo entre Ion habitantes del pan 

Sie infringe el principio'" de igualdad como base impositiva, 
o se ha tenido en cuenta para gravar o liberar de contribu- 
ción a un bodeguero, la cantidad de vino que tuviera en exis- 
tencU sino el stock existente en la región en donde está situada 
su bodega. 

Por aplicación de esos principios de la ley, la 4 unta Regu- 
ladora de Vine», por resolución de junio 25 de 1938, propuso 
al Poder Ejecutivo que se fijaru como excedente de vinos de 
ese «fio la cantidad de 2.830.500 hectolitros y que se fijara 
en un 15 % de la producción del año. la contribución cu vino 
que debían entregar los productores de Mendoza y San Juau 
únicamente, por ser las únicas regiones en que la existencia 
era superior a la cantidad prevista en el art. 14 cié la ley. El 
Poder Ejecutivo adoptó las normas aconsejadas por la Junta, 
dictando el respectivo decreto 7236 con fecha junio 28 de 1938. 

De ello resulta que si dos bodegueros tenían igual cantidad 
de vino en existencia, uno en San Juan o Mendoza y el otro en 
cualquier otra provincia o territorio del país, sólo el primero 
estaba obligado a entregar la cuota de vino. La desigualdad es 
evidente. No St trata aquí de nna contribución tendiente a 
obtener mejoras para una zona determinada en cuanto -a pre- 
cios o calidades, sino que ella tendía a obtener una regulación 
y mejora general de precios en el mercado de vinos que com- 
prende a los de todo el país, evitando las consecuencias de una 
crisis económica que. lógicamente, incidía sobre todos los pro- 
ductores. Así pues, tratándose de una medida de carácter ge- 
neral en cuanto a los beneficios que con ella se perseguían, ha 
debido ser de aplicación uniforme en el país, en relación a la 
situación económica e industrial de cada bodeguero. En cambio, 
se la ha hecho recaer en forma desigual, puesto que de dos 
bodegueros que tuvieran igual cantidad de vinos en esistencia 
y cuyos stocks al volcarse en el mercado incidirían por igual 
en la desvalorizaeión general dH producto, sólo ha tenido que 
contribuir, por imperio de la ley, uno de ellos, si tenía sus 
bodegas en San Juan o Mendosa, mientras* el otro quedaba 
libre de toda contribución si sus vinos Ion tenía fuera de aque- 
llas provincias. Se ha violado «sí, con la aplicación en este caso 
de las disposiciones de la ley 12.355. el art. 16 de la Const. 
Nacional al prescindir del principio básico de la igualdad en 
la aplicación de la contribución en especie. 

tas razones expuestas son suficientes para hacer prospe- 
rar la demanda, por lo que es innecesario analizar las otras 
defensas invocadas. 



Por estos fundamentos» fallo declarando que la Nación 
debe devolver a la Soc. An. Vitivinícola y Comercial Gutiérrez 
y de la Fuente Ltda., la suma de $ 30.913.20 a que asciende 
Ta diferencia entre el valor que se fija al vino derramado y la 
compensación que se entregó a la actora, con intereses a estilo 
de los que cobra el Banco de la Nación, desde la fecha de la 
notificación de la demanda. Sin costas, dado que la Nación 
pudo considerarse con derecho para litigar por haber obrado 
en cumplimiento de una ley del Congreso. — Eduardo A, 
Orííí Basualda. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Bs, Aires, octubre 29 de 1948. 

Vistos cales autos seguidos por la S. A. Vitivinícola y 
Comercial " Gutiérrez y de la Fuente Ltda." contra la Nación, 
sobre devolución de productos o cobro de pesos, venidos en 
apelación en virtud del recurso interpuesto a fs. 164 contra la 
sentencia de fs. 168, el tribunal planteó la siguiente cuestión 
a resolven 

¡Es justa la sentencia recurrida? 

Sobre dicha cuestión, el Sr. Juez Dr. Garúa Hams dijo: 

Que la parte actora ha solicitado que se declare inconsti- 
tucional la ley 12.355 en cuanto establece la contribución en 
«specie y que, en su consecuencia, se condene a la Nación a 
devolverle igual cantidad de vino de tas que la Junta Regula- 
dora procedió a bu derrame, en cumplimiento de dicha ley t 
de la misma especie y calidad, previo reembolso de la suma de 
| 10.. 304.40 recibida en ese concepto, o en m defecto al pago 
de la diferencia entre el precio de $ 0,02 por litro abonado por 
la Junta y el corriente en plaza en i»sa época, que estima en 
un mínimum de $ 0,10 el litro. 

Sostiene que la contribución en especie es atentatoria al 
derecho de propiedad reconocido por el art. 17 de la Const. 
Nacional, por cuanto no es un impuesto, dado que no tiene 
por objeto subvenir a los gastos del Estado, ni ha constituido 
una fuente de ingreso para el Tesoro de la Nación, siendo su 
única finalidad destruir, sin la debida compensación, ana 
fuente de riqueza privada, para retirarla del mercado y porque 
fal como está establecida en la ley, viola el principio de equi- 
dad que sanciona el art. 16. como base de los impuestos y de 
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las cargas públicos, al eximir de ella a los bodeguero» radicados 
en 1m zonta donde el stock de vinos fuera inferior a 150.000 
hectolitros. 

Que de los antecedentes legislativos resulta que el Poder 
Ejecutivo, en 18 de setiembre de 1936. solicitó la sanción do 
dicha ley, haciendo presente en su mensaje al Congreso y 
demostrándolo con datos estadísticos, que la industria vitivi- 
nícola del país se encontraba en un período de honda crisis 
económica, motivada principalmente por exceso de producción 
con relación aí consumo, por lo que consideraba urgente y de 
absoluta necesidad, restablecer el equilibrio mediante los arbi- 
trios que indicaba, uno de los cuales era imponer a los pro- 
ductores la contribución en especie. 

Que el Congreso sancionó entonces la ley 12.355 en la que 
dispone (art. 12) que antes del 30 de junio de cada año. ^el 
Poder Ejecutivo, a propuesta de la Junta Heguladora de Y t- 
noa, establecerá el excedente anual de vinos, cuya afluencia 
al mercado interno fuera conveniente evitar para no sobrepa- 
sar su capacidad de absorción. Con el fin de eliminar ese exce- 
dente, se estableció (art. 13), con carácter de emergencia y du- 
rante 5 años, una contribución en vino de índole regulatoria de 
la producción, que no podía exceder del 15 % de la produc- 
ción total y que sería exigida mediante un porcentaje igual 
a cada uno de los contribuyentes situados en las zonas donde 
el stock de vinos excediera de 150.000 hectolitros, a cuyo efecto 
las provincias y territorios serían considerados como zonas 
distintas v se declara que a esa contribución en especie, le se- 
rán aplicables las disposiciones legales relativas al privilegio 
del Estado en materia de impuestos. 

Que dispone también que esa contribución será entregada 
a la Junta Reguladora en la forma y fechas que el Podor 
Ejecutivo determine y que este compensará los gastos de cose- 
eha y elaboración, abonando a los industriales contribuyentes. 
$ 0,02 p«r cada litro de vino que entreguen como contribución, 
especificando que el elaborado (art. 16) podrá satisfacer el 
gravamen entregando la variedad de vino que prefiera, siempre 
que sea genuino v que su graduación alcohólica no baje de 
12 % grados o del término medio que tengan las exisl encías 
de su bodega. 

Finalmente el ;i rt. 18 autoriza a la Junta -i desprenderse, 
con autorización del Poder Ejecutivo, de los vinos que reciba 
en concepto de contribución en especie, sea por venta a precio 
de costo, incluidos los gastos de conservación, cuando ellos 
se destinaran a la exportación, a la destilación para obtener 
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cognac o a la elaboración de vinagre u otros producto» apaleo- - 
hólieos ; por derrame cuando no se les hubiera obtenido ningún 
destino útil* y resultare inconveniente su conservación y úni- 
camente por venta para el comercio interno, a los precios de 
plaza, en el caso eu que por accidentes climatéricos u otras cau- 
sas fortuitas, la producción resultare inferior a las necesida- 
des del consumo. 

Sancionada en tales términos la lev, os evidente que la 
contribución en especie, no ha tenido otra finalidad que res- 
tringir la producción o sea la oferta para equilibrarla con 
el consumo. 

No puede considerarse que ella constituya un impuesto, 
porque sólo son tales, como lo hn dicho la Corte Suprema, los 
que ingresen al Tesoro de la Nación y tengan por finalidad 
costear los gastos de la Administración Pública. 

Tampoco puede ser considerada como una expropiación 
desde que ella no tiene por finalidad privar de sus bienes a 
los particulares para incorporarlos ut patrimonio del Estado, 
tanto mas en este caso en que los actores han reconocido que 
la Junta procedió al derrame de los vinos de m propiedad, 
entregados en pago del gravamen. 

No puede igualmente considerarse como una confiscación, 
puesto que como lo lia expresado la Corte Suprema, lo que 
prohibe el art. 17 de la C'onst. Nacional, smi la* medidas de 
carácter personal impuestas como pena, por las que se dea- 
apodera a un ciudadano de sus bienes, no así las contribu- 
ciones que para fines públicos y de conveniencia general 
pueda sancionar el Congreso, salvo que ellas fueran a todas 
luces arbitrarias o inspiradas en un espíritu manifiesto de 
hostilidad (Fallos, t. 105, p. 70). 

Tal como ha sido establecido el gravamen en ^ ta citada 
ley y sobre todo teniendo en cuenta que ha dependido en ex- 
clusivo de la voluntad del propio contribuyente readquirir 
sus vinos al mismo precio en que los había entregado i en sa- 
tisfacción del gravamen, sin otra obligación o condición que 
la de no poder expenderlos como vino en el comercio local, es 
forzoso considerar que la contribución en especie, sólo ha 
constituido una restricción al dominio en uno de sus atri- 
butos o sea el de poder usar y disponer libremente de sus 
bienes ; restricción impuesta por el Congreso, en el porcen- 
taje expresado, con fines regulatorios de la producción res- 
pondiendo a una evidente necesidad de orden social y eco- 
nómica, y en beneficio exclusivo de loa intereses de la indus- 
tria y, por consiguiente, de los propios elaboradores. 

El art. 14 de la Const. Nacional prescribe que el derecho 
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de ejercer ana industria lícita, como todos loe demás que 
ella consagra, incluso el de propiedad» están sujetos a las 
leyes que reglamenten su ejercicio. 

El propio codificador en su nota ni art. 2508 del Cód. 
Civil, expresa: " cuando establecemos que el dominio es ex- 
clusivo, es con la reserva de que no existe con ese carácter 
sino en los límites y bajo las condiciones determinados por la 
ley, por una consideración esencial a I» sociedad; el predo- 
minio, para el mayor bien de todos y de cada uno del interés 
general y colectivo, sobre el interés individual". 

Ka Corte Suprema ha reconocido la facultad del Con- 
greso Nacional para regular la industria, el comercio, y el 
derecho de propiedad en los diversos casos que se le han 
sometido a su consideración, especialmente al tratar la Jey 
de Alquileres, de moratoria hipotecaria, de repulncióii del 
comercio de carne y de precios máximos (Fallos, t. 171, págs. 
355 y 366 ; t. 172, paga. 21 y 291 ; t. 136, pág. 170). 

Como lo espresó el Sr. Proe. Oral, de la Nación, en el 
dictamen de pág. 349 de) t. 171, la restricción por el Con- 
greso de los derecho» individuales, se funda en la necesidad 
de tutelar los intereses generales que son, dentro de ja orga- 
n ilación del Estado, superiores a los intereses individuales 
y por ello el art. 67, inc. 28 de la Const. Nacional, le confía 
la facultad de dictar todas las leyes y reglamentos que sean 
convenientes para poner en ejereiem tos poderes atribuidos 
al Gobierno de la Nación, lo que justifica la reglamentación 
que entraña la ley 11.226, a la que se refiere, en la cual la 
libertad de ejercer una industria lícita, ha sido restringida 
por razones de utilidad general, debidamente calificada por 
el Congreso. El límite de esas restricciones está en que sean 
razonables las condiciones que se imponen para el ejercicio 
de los derechos, en forma que éste no pueda desnaturalizarlo. 

Al estudiar la ley 11.157 (Fallos, t 136, pág. 170) la 
Corte Suprema, dijo: "dos Hon las cuestiones fundamentales 
que ha suscitado la aplicación de dicha ley: a) si la limita* 
ción que ella impone al alquiler o renta de la propiedad 
privada, es compatible con el derecho de usar y de disponer 
de la misma, que reconoce a todos los habitantes el urt. 17 
de la Const. Nacional, y b) si tal situaeión importa una pri- 
vación de la propiedad sin sentencia y sin la correspondiente 
indemnización que prohibe el mismo artículo expresando al 
respecto, "que el derecho de usar y disponer n la propiedad» 
ni ningún otro derecho reconocido por la Constitución reviste 
el carácter de absoluto". Un derecho ilimitado sería una 
concepción antisocial. Ka reglamentación o limitación del ejer- 
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eicio de loa derechos individuales es una necesidad derivad* 
de la convivencia social. Reglamentar un derecho, es limitarlo, 
es hacerlo compatible con el derecho de los demás, dentro "de 
la comunidad y con los derechas superiores de ella. La misma 
Constitución ha consignad» limitaciones especíale» respecto de 
algunos derechos, pero no siendo posible prever ni establecer 
en ella, todas las condiciones a que sería menester subordi- 
narlos para hacerlos adaptables a la vida de relación, ha 
confiado al Poder Legislativo la misión de reglamentar su 
ejercicio, poniendo ni mismo tiempo cu loa arts. 14 y 28, un 
límite a esa facultad reguladora". 

En el caso de autos, dado la situación en que se eneon- 
traba la industria vitivinícola y Iuk fines perseguidos por ta 
ley 12.355, no se puede sostener con justicia que las medidas 
regulatorias establecidas en ella, especialmente la contribn- 
ción en especie, fueran arbitrarias o excesivas. 

Por ello considero que dicha ley no viola las garantías 
qne consagran los arts. 14 y 17 de la Const. Nacional. 

Que también se ha impugnado por considerarse que ella 
es violatoria del art. 16 de la misma Constitución — que esta- 
blece que la igualdad en la base de los impuestos y de las 
cargas públicas — , al declarar aplicable la contribución en 
especie, únicamente a los elnboradores situados en las zonas 
que tengan un stock de vinos superior a 150.000 hectolitros. 

La Corte Suprema ha declarado que la igualdad ante la 
ley establecida por la clausula constitucional citada, sólo im- 
porta la consecuencia de que las personas sujetas a una le- 
gislación determinada, sean tratada» del mismo modo, siempre 
que se encuentren en las mismas condiciones y circunstancias 
f Fallos, t. 208. p. 333), principio que no aparece vulnerado 
por la ley 12.355. 

También ha expresado la Corte Suprema, que nomo con- 
secuencia de lo expuesto, la norma constitucional en cuestión, 
no excluye la facultad del legislador de establecer distinciones 
o formar categorías de contribuyentes, siempre que tales cla- 
sificaciones no revistan el carácter de arbitrarias o demuestren 
nn propósito manifiesto de hostilidad contra determinadas per- 
sonas o clases (Fallos, t. 115, pág. 111 y t, 132, pág. 402), ea 
decir siempre que las distinciones se apoyen en una base ra- 
zonable o respondan a una finalidad económica o social. 

Como lo expresó el P. E.. en el mensaje de referencia, el 
cálculo y aplicación por regiones del gravamen en especie, se 
justifica por muchas razones. Como arbitrio de carácter legis- 
lativo, estima que debe aplicarse de acuerdo con las necesida- 
des de cada zona. El propósito primordial de la medida de 
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emergencia, es eliminar loa excedentes que deprecien el valor 
de tas cosechas y por consiguiente, solo debe regir en las zonas 
afectadas por la superproducción, desde que éstas serán las 
directamente beneficiadas con la medida. Agrega que conside- 
ra que el sistema que propone es el más equitativo, porque 
evita la repercusión del gravamen sobre regiones cuya produc- 
ción normal o deficitaria no ba contribuido al excedente y 
corrige «61» la excesiva abundancia de cosecha de otras regio- 
nes. Finalmente expresa que en esa forma, no se confundirán 
eu la maja general» los distintos tipos o variedades de vinos 
producidos en diversas zonas del país, los cuales en ta prác- 
tica no pueden ser sustituidos o compensados unos con otros- 

Habiendo sido la finalidad del gravamen combatir la 
superproducción, resulta lógico que sólo se luciera obligatorio 
en laa lonas donde se había producido ese fenómeno económico 
y desde el momento en que f-1 se ha aplicado en la misma pro- 
porción a todos los elaboradores situados en esas zonas, no 
aparece violada la igualdad ante la ley que prescribe el art. Ib" 
de la Const. Nacional. 

Desestimadas las causales de inconstitucional ¡dad de la 
ley 12.355 invocadas, que son en los que se funda la proce- 
dencia de la acción deducida, carece de objeto entrar a consi- 
derar las demás cuestiones articuladas en la litis. 

En su mérito, considero que corresponde revocar la sen- 
tencia apelada, rechazando la demanda interpuesta, con las 
costas de ambas instancias por su orden en atención u la natu- 
raleza de las cuestiones debatidas. Por tanto voto por la nega- 
tiva sobre la cuestión propuesta. 

Sobre dicha cuestión el Sr. Juez Dr. Maximiliano t'onsoli, 
dijo : 

Que obligada la actora por la Junta Reguladora de Vinos 
a abonar, en concepto de contribución en especie, la cantidad 
de 515.220 litros de vino, por cuyn aporte se liquidó a su favor 
la suma de $ 10.304,40 a razón de $ 0,02 el litro, la recu- 
rrente demandó a la Nación por la devolución de igual can- 
tidad de vino de la misma especie y calidad (pie los entregados 
por ella, con entrega de su parte del importe recibido, o en 
an defecto, el pago de la diferencia de precio entre lo abonado 
por la Junta y el precio real que tenía el producto derramado. 
Sostuvo que ía contribución en especie establecida en la ley 
12.355 era inconstitucional, en razón de infringir el principio 
de igualdad establecido en el art. 16 de la Constitución y que 
aún cuando la ley considere esa contribución como un ímpues- 
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to, ésta se asemeja nías a una expropiación, en la que tampoco 
se habría cumplido el requisito del art. 17 de la Const. Na- 
cional. 

El Sr. Proc. Fiscal, en representación de la Nación de- 
mandada sostuvo la constitucional idad del art. 13 de la ley 
12.355 que establecía con carácter de emergencia una contri- 
bución de vino, de índole rcgulatoria de la producción que 
sería exigida en igual proporción a todos los productores de 
vino del país, quedando exceptuada de dicho gravamen las re- 
giones que tengan nn stock de vino inferior a 150.000 hecto- 
litros. La contribución en vino a exigirse a los elaboradores 
de las demás rcfrioncs, según el art. 14 de tlicba ley, nn podía 
exceder del 15 % de su producción total. 

La sentencia recurrida, después de plantear y resolver las 
cuestiones de hecho, hizo lujrar a la demanda y, analizando los 
fundamentos jurídicos de la misma, llegó a la conclusión de 
que la aplicación de las disposiciones de la ley 12,355 viola- 
ban el art. 16 de la Constitución Nacional ni prescindir del 
principio básico de la igualdad e.onftflgrado en la referida dis- 
posición constitucional. 

En efecto, dice el a quo que la ley se aparta del principio 
de igualdad al liberar o gravar a los industriales según la zona 
en que efectúan la elaboración del vino, no teniendo en cuenta 
la cantidad de vino en poder de cada hodeguero contribuyente, 
sino el stock existente en la región en donde está situada su 
bodega. 

En cuanto a los beneficios a obtenerse mediante una re- 
gulación general de precios en el mercado de viuos, debían 
alcanzar a todos los productores, cualquiera fuese la región 
donde se elaborara dicho producto. Tal circunstancia traía 
aparejada la uniforme aplicación del tributo en el país, de 
acuerdo a la capacidad económica e industrial de cada bode- 
guero. En cambio, por imperio de la ley. se ha hecho recaer 
la contribución en especie en forma desigual, al punto que dos 
bodegueros con igual cantidad de vino en existencia, según el 
lugar de elaboración, queda comprendido en la categoría de 
contribuyente o en el privilegio de ser exceptuado :le dicho 

gravamen. _ . 

En realidad, la naturaleza del gravamen creado por la 
ley 12 355, por más que el art. 13 le atribuya el privilegio que 
tiene el Estado en materia de impuestos, no encaja dentro del 
alcance que corresponde al concepto de impuesto. En efecto, 
recalca Otto M ayer, en su texto clásico de Derecho Admnu- 
traiivo, t. II, p. 18». que «1 impuesto es una obligación de 
derecho público, determinando la imposición según una regla 
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confiante y aereca que el Poder Público podría prescindir de 
tal reglo, mediante una ley especial o en virtud de autoriza- 
ciones conferidas ni Gobierno a tal efecto, pero "una impo- 
sición de pairos aislados de esta naturaleza ikó sería un impues- 
to" y de acuerdo con Bluntschij y Waoneh, insistiendo so- 
bre el carneree de "permanencia", como elemento esencial de la 
noción de impuesto, sostiene que la contribución de guerra, 
por ejemplo, no sería una verdadera contribución, es decir nn 
impuesto. 

El fundamento jurídico de la imposición, finea en la fun- 
ción del Estado de mantener los servicios públicos que, a su 
v« genera la obligación (pie tienen los ciudadanos de contri- 
buir con el pago de los impuestos. 

En el caso " su b -examen", el gravamen satisfecho por la 
firma recurrente, no reúne ninguno de los requisitos que ca- 
racterizan «d fundamento jurídico del impuesto. En efecto, no 
se trata de aportar recursos para satisfacer necesidades esta- 
tales, ni tampoco para poner en ejercicio funciones propias del 
Poder Público. 

Es por ello, que la Corte Suprema, tiene establecido con 
reiteración "que no es verdadero impuesto el tributo que no tie- 
ne en mira costear gastos de la administración pública, sino acor- 
dar privilegios a determinadas personas o instituciones priva- 
das dentro de una industria lícita que puede ser libremente 
ejercida" (t. 128, p. 454; t. 131. p. 228; t. 1:17, p. 245). 

Ni siquiera puede argumentarse en favor de la contribu- 
ción en especie que establece ta ley 12.055 ipie reviste el carác- 
ter do retribución de servicios o de ga-tos efectuados para me- 
joras de obras realizadas cu beneficio inmediato de los contri- 
buyentes. 

La referida ley ha sido duramente censurada no^ sólo del 
punto de vista jurídico y constitucional, sino también al ser 
considerada en el terreno económico, que pretendía regular en 
beneficio de los productores de vinn en el país y en defensa 
de un sector privilegiado de la organización cap ¡tal íst tea, que 
caracterizaba el desenvolvimiento de la economía nacional, Al 
respecto, el profosnr Rieiíía — />. Adminfotratiro, t. III. p. 
493, edie. 3*— ha dicho: "Por la ley 12.137. de 20 do diciem- 
bre de 1034, se estableció una sobretasa en el impuesto al vino 
(art. 4») y se creó un organismo regulador de la producción, 
etcétera. Éste sistema se completó luego con las disposiciones de 
la ley 12.3 ">"> de 22 de enero de l!>37, que para limitar la pro- 
ducción de vino, impone a los productores una contribución de 
eliminación; pero esa contribución les es compensada (pagada) 
en dinero. Trátase de un régimen censurable por lo antieeonó- 
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mico y restrictivo del consumo; además, ¿l es antijurídico en 
punto a delegación de atribuciones, pues una de las caracte- 
risticas de estas leyes (y otras análogas} , es que ellas dan al 
Poder Ejecutivo atribuciones tales que lo erigen en árbitro de 
situaciones que el propio Congreso hubiera debido considerar 
con reservas, si él las hubiera reglado sin delegarlas". 

En la sesión del 12 de enero de 1937, al considerarse en 
la Cámara de Diputados, el Despacho de la comisión — Diario 
de Sesiones, 1936, t. IV, ps. 291 y 292 — se planteó una cues- 
tión constitucional, que involucra la solución del caso sub jh- 
dice. En efecto, al someterse a consideración el art. 6« de la 
ley, el diputado Cúceres, propuso una modificación, a fin do 
que fueran exceptuada» las conos cuya producción no alcan- 
zase a 150.000 hectolitros, fundado en que las provincias de 
producción limitada, habían resultado perjudicadas con la 
aplicación de estas leyes de emergencia. Aludió a la situación 
económica de los bodegueros de la provincia de La Rio ja, seña- 
lando que la producción de dicha zona no incidía mayormente 
en la sobreproducción vitivinícola y que la sobretasa del art, 6' 
perjudicaba a dicha provincia que nada tenía qne ver con el 
problema. 

El diputado Oodoy, miembro informante del Despacho, se 
opuso a la modificación propuesta, manifestando que: "En- 
tiendo que este agregado vulneraría en forma muy grave la 
economía de la ley, porque transformaría dicha sobretasa en 
un impuesto inconstitucional" y contestando de inmediato una 
referencia del prenombrado diputado Cáceres en el sentido de 
que muchas disposiciones de esta ley habían sido tachadas de 
inconstitucionales, agregó: "Habrán sido tachadas de incons- 
titucionales, pero basta ahora no existe ningún pronunciamien- 
to de los tribunales en ese sentido. En cambio es casi seguro 
que habría un pronunciamiento favorable a la ineonstitueiona- 
lidad no bien se introdujera la modificación propuesta, porque 
la cláusula constitucional pertinente establece que todo im- 
puesto debe ser igual para todos los habitantes de la Nación. 
Evidentemente, los contribuyentes de las regiones que perma- 
nezcan gravadas, harán la cuestión judicial y, con toda segu- 
ridad, saldrán ganando el pleito". Tal fue la exógesis consti- 
tucional que determinó la subsistencia de la sobretasa adicional 
establecida en el art. 4* de la ley 12.137 y su aplicación uni- 
forme a la producción de vino "de todas las regiones del país". 
En cambio, en lo que respecta a la contribución en especie, se 
adoptó un criterio diferente, es decir, el propuesto por el dipu- 
tado Cáceres que la cámara desechó por ser contrario a la igual- 
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dad del impuesto, estatuida por el art. 16 de la Constitución 

Nacional. . 

Por lo expuesto, soy de opinión, fpie corresponde confir* 
mar la sentencia recurrida en toda» su» partes y sin costas, 
por la razón invocada en dicha sentencia de que la Nación 
pudo considerarse con derecho para litigar por haber obrado 
en cumplimiento ^c una ley del Conpreso. Por tanto, voto por 
la afirmativa. 

El doctor üerrera. adhirió por sus fundamentos al voto 
del doctor García Itams. 

Por lo <jue resulta de la votación que instruye el acuerdo 
que antecede, se revoca la sentencia apelada y se rechaza en 
ronsecueneia la demanda interpuesta por la "Sociedad Anóni- 
ma Vitivinícola y l'omcrcial «Gutiérrez y de la Fncnte Ltda.» 
contra la Nación sobre devolución de productos o cobro de pe- 
sos M . Las costas de ambas instancias por su orden, en atención 
a la naturaleza de las cuestiones debatidas. — florado García 
Ram¡t t — Carlos //erre ra. — Maximiliano Consol i, en disi- 
dencia. 
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Buenos Aires, 7 de marzo de lí>49. 

Vistos los autos rj Gutiérrez y de la Fuente Ltda. 
c./ Gobierno de la Nación s./ cobro de pesos % en los 
que se lia concedido n fs. lí>2 vía. el recurso ordinario 
tic apelación. 

Considerando: 

Que el régimen de la ley en cuestión — n* 12.356 — , 
W Ja parte de ella que concierne a esta causa, hállase 
establecido por los nrts. 12 a 15 y 18, me, a) que dicen 
así: 

" Jrf. 12. — Kl Poder Ejecutivo, nntes del 30 de 
junio de cada año y a propuesta de la Junta Reírulado- 
ra de Vinos, establecerá el excedente anual de vinos 
cuya afluencia al mercado de consumo convenga evitar 
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para no sobrepasar su capacidad de absorción. Bicho 
excedente se determinará teniendo en cuenta: el stock 
de vinos provenientes de las vendimias anteriores; la 
elaboración de la última cosecba ; la tendencia probable 
del consumo durante el nuevo año vinícola, contado des- 
de la fcclrn antes indicada; y que la existencia total, 
do vinos viejos y nuevos, a mantener disponible para 
el consumo durante esc mismo año, debe aproximarse 
a las salidas expedidas en los últimos doce meses, más 
una reserva hasta el 15 % de este monto. 

"Art, 13. — Con el fin de eliminar el excedente 
determinado conforme al artículo anterior, establécese 
con carácter de emergencia y durante cinco años, una 
contribución en vino, de índole regulatoria de la pro- 
ducción, que será exigida en igual proporción a todos 
los productores de vinos del país, con In excepción es- 
pecificada en el artículo siguiente. Serán aplicables a 
esta contribución en especie las disposiciones legales re- 
lativas al privilegio del Estado en materia de impuestos. 

"Art. Mi — A los efectos de la contribución en es- 
pecie, las provincias y los territorios nacionales del 
país serán considerados como regiones vinícolas dis- 
tintas ; y quedarán exceptuadas de dicho gravamen las 
regiones que al iniciarse el nuevo año vinícola en la 
fecha establecida en el artículo 12 tengan un stock de 
vinos inferior a 130.000 hectolitros. La contribución en 
vino que se exigirá a los ota horado res de las demás 
regiones no podrá exceder del lá % de su producción 
total, pero dentro de este límite deberá absorber el 
excedente anual fijado conforme a las normas del ar- 
tículo 12, mediante un porcentaje igual para cada con- 
tribuyente. Tíos productores entregarán su contribu- 
ción a la Junta Reguladora de Vinos, en la forma y en 
la fecha que determinará el Poder Ejecutivo, a pro- 
puesta de la junta, debiendo ser retirada de la bodega 
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del contribuyente, por la junta reguladora, antes del 
30 de octubre de cada año. 

"Art. 15. — El Poder Ejecutivo, por intermedio 
de !n ¿tinta Reguladora de Vinos» compensará los gas- 
tos de cosecha y elaboración, abonando a los industria- 
les contribuyentes exclusivamente, dos centavos moneda 
nacional por cada litro de vino que estos entreguen co- 
mo contribución. 

"Art. 18. — - Además de las facultades acordadas 
por la ley, la Juntu Reguladora de Vinos podrá, previa 
autorización del Poder Ejecutivo, realizar los siguien- 
tes netos: a) Desprenderse de los vinos que reciba por 
concepto de la contribución en especie por venta a pre- 
cio de costo, incluidos los gastos de conservación, cuan- 
do se destinen do inmediato a la exportación fuera del 
país, o a la destilación para elaborar cognac, o a la ela- 
boración de vinagro o demás productos analcohólicos ; 
por venta a precio de plaza, cuando se destinen al con- 
sumo interno y únicamente en el caso de que por acci- 
dentes climatéricos u otra causa fortuita la producción 
resulte inferior a las necesidades del consumo; por de- 
rrame, cuando no les hubiera conseguido ningún destino 
útil y resultare inconveniente su conservación ulte- 
rior". 

Que como resulta de los textos legales transcriptos 
tratábase de substraer al mercado de consumo la parte 
de la producción anual de vinos que sobrepasaba la ca- 
pacidad de absorción de este último. El procedimiento 
consistía en lo que en el art. 13 se llama "una contri- 
bución en vino, de índole regulntoria de la producción". 
Pero el art. 15 y el inc. a) del art. 18 ponen de mani- 
fiesto que no se está ante un impuesto, pues la contri- 
bución no tenía por objeto allegar recursos al Tesoro 
Nacional y el costo del vino entregado eu cumplimiento 
de ello debía ser compensado a los industriales contri- 
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buyontcs por el P. E. Nacional como se dispone en el 
art.. 15. En suma, se intentó impedir que el precio del 
vino en el mercado de consumo estuviera por debajo 
del costo y entre los procedimientos elegidos estaba el 
que aquí se considera, consistente en que hasta el 15 % 
de la producción de aquellas provincias y territorios 
donde el "stock'* ora de míis de 150.000 hectolitros fue- 
ra absorbido por el Gobierno Nacional al que debía en- 
tregársele con el cargo de compensar los gastos de co- 
secha y elaboración abonando dos centavos por cada 
litro de vino entregado. 

Que está fuera de lugar en esta sentencia toda con- 
sideración sobre la bondad o inconveniencia del pro- 
cedimiento elegido. Sólo interesa discernir la natura- 
leza de la contribución en que consiste dicho procedi- 
miento para juzgar las tres objeciones hechas a su 
constitucionalidad; 1* que no es un impuesto constitu- 
ctonalmentc válido; 2» que, en todo caso, era desigual 
pues estaban eximidos de ella los bodegueros de las 
zonas cuyo "stock" fuera inferior a 150.000 hectolitros, 
y 3» que se trata en realidad de una expropiación en la 
que falta sin embargo el justo precio pues no lo es el de 
dos centavos por litro de vino entregado. 

Que excluida como fué en el 2° considerando la ca- 
lificación de impuesto en sentido propio y clásico y con- 
forme a lo enunciado en el art. 4' de la Constitución Na- 
cional, pues la contribución no tenía por objeto proveer 
a los gastos de la Nación, queda por saber si constituyó 
una "carga pública" justificada por la emergencia a 
que se aludió en el mensaje del Poder Ejecutivo y en 
el debate parlamentario, que habría tenido por objeto 
resguardar el interés general de los productores a quie- 
nes les fué impuesta. 

Que es de la esencia de las cargas publicas el no te- 
ner compensación, como no sea la que consiste en el 
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beneficio que se signe de ella para la comunidad, y aquí 
la tiene por disposición expresa del art. 15 de la ley. 
Es verdad qne se priva al productor de comerciar con 
esa parte de su producción, pero no se le obliga a des- 
hacerse de ella sin compensación. "El Poder Ejecuti- 
vo. . . compensará los gastos de coscclia y elaboración. . . 
a los industriales contribuyentes. . . " (art, 15). Integra 
compensación en la emergencia puesto que de no haber- 
se substraído al mercado la parte de vino entregado, el 
precio en este último linhría sido inferior al costo. 

Que, por lo demás, en el supuesto de que se haya 
tratado de una carga pública, faltó patentemente el re- 
quisito de la igualdad positivamente sancionado en el 
art. 16 de la Constitución Nacional. La excepción que 
contiene la primera parte del art. 14 a favor de las re- 
giones "que al iniciarse ol nuevo año vinícola en la 
fecha establecida en el art. 12 tengan un "stock" de 
vinos inferior a 150.000 hectolitros", crea una catego- 
ría arbitraria, pues los productores vienen n quedar 
o no sometidos a la contribución por una razón que na- 
da tiene que ver con su actividad de tales, es decir, con 
el volumen de su producción ni con el destino que le 
hayan dado. La propia ley enumera la norma con su- 
jeción a la cual una carga de esta especie podía ser 
constitucionalmcntc válida en orden a la igualdad: que 
fnera exigida "en igual proporción a todos los produc- 
tores de vino del país" (art. 13). Xo se ve como puede 
hacerse una legítima excepción a dicha norma conside- 
rando a las provincias y territorios nacionales "como 
regiones vinícolas distintas", y haciendo que una con- 
tribución, cuyo objeto es resolver un problema nacio- 
nal, recaiga o deje de recaer sobre los productores, no 
en vista de la incidencia que la producción de cada uno 
haya tenido en el problema, sino en razón del "stock" 
de vino existente en la región en que está radicada su 
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industria. Se argumenta que ello obedece a que la super- 
producción tuvo lugar especialmente en determinadas 
regiones y la distinción se propuso hacer actuar el re- 
medio sobie todo en ellas* Con otra clase de remedios 
es posible que se pueda resolver el carácter regional 
de ciertos problemas, pero no con el que consista en 
una contribución o carga pública de carácter nacional, 
porque se opone a ello claramente lo dispuesto en los 
arts. 4 y 10 de la Constitución Nacional. 

Que, por otra parte, si como lo establece en el art. 
15, el Gobierno Nacional debe compensar a los indus- 
triales contribuyentes los gastos de cosecha y elabora- 
ción del vino que éstos entreguen, hay aquí la obliga- 
ción de entregar la. cantidad de vino que la ley fija por 
una determinada retribución. Pero si la retribución que 
la ley establece con carácter general a razón de dos cen- 
tavos por litro no es en el caso íntegramente compensa- 
toria, la obligación de que se trata tendría que ser 
considerada como una carga. Y en tal concepto se acaba 
de explicar que estaría invalidada por su desigualdad. 
Para que no se la juzgue como carga la compensación 
debe ser íntegra, y de la prueba de autos resulta que 
en este caso no lo es pues el importe medio de los gastos 
de cosecha y elaboración habrían sido, según la sen- 
tencia de primera instancia que en este punto no ha 
sido objeto de rectificación en ninguna de las dos ins- 
tancias anteriores, de ocho centavos por litro. Hubo 
entonces un desapoderamiento sin justa indemnización 
que autoriza a demandar el pago de la diferencia entre 
los dos centavos abonados y los ocho a que se acaba 
de hacer referencia, dado que otra forma de compensa- 
ción se ha hecho imposible pues consta que la mayor 
parte del vino en cuestión fué derramado en el aeto 
mismo de la entrega. 

Que según la demandada se trata en este caso de 
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una regulación económica, de una restricción o limita- 
ción al derecho en el modo de usar una propiedad, im- 
puesta en beneficio general y compatible con las garan- 
tías de la Constitución. La sentencia recurrida menciona 
pronunciamientos de esta Corte Suprema en los que se 
ha reconocido la facultad del Congreso para dictar le- 
yes reguladoras de la industria, el comercio y, en ge- 
neral, del derecho de propiedad, teniendo en cuenta qnc 
la reglamentación o limitación del ejercicio de los dere- 
chos individuales está impuesta por el orden de la con- 
vivencia social en la que el interés general y colectivo 
debe prevalecer sobre el interés particular. Pero el 
presente caso no tiene ninguna relación cou los que mo- 
tivaron esos fallos, pues aquí el acto regulatorio con- 
sistió en apropiarse de una determinada cantidad de 
vino producido sin transgredir ninguna restricción, pa- 
gando a los productores un precio fijado por la ley 
que se lia probado no ser compensatorio de los gastos 
de cosecha y elaboración que esta última reconoce de- 
berles ser abonados a los industriales productores. 

Por tanto se revoca la sentencia apelada y se de- 
clara que el Gobierno Nacional debe pagar a los acto- 
res la cantidad do $ 30.913,20 mln, con intereses a estilo 
de los que cobra el Banco de la Nación. Sin costas en 
ninguna de las instancias en razón de la naturaleza 
de las cuestiones debatidas. 

Tomas D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis B. Lotfoni — 
Justo L. Alvarez Rodríguez. 
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JORGE MONTENEGRO PAZ v. NACION ARGENTINA 

JUBILACION Y PENSION. 

Es principio general en materia de pensiones que éstas de- ' 
ben acordarse con arreglo a la situación existente al día 
del fallecimiento del ra usante. Las dudas que suscite un 
texto legal eu cuanto a la oportunidad en que nace un de- 
rechu a pensión deben resolverse aplicando dicho prin- 
cipio. 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Resolución, Limiten ttel pronun- 
ciamiento. 

Puesto que el recurso extraordinario limita la jurisdic- 
ción de la Corte Suprema a )us cuestiones sobre las cuales 
recae, no corresponde que se pronuncie sobre el alcance de 
normas —como las de la ley 12.91 ¡i— invocadas por pri- 
mera vea ante aquélla. 

PENSIONES MIFjITARES: Pensiones a deudos de militare*. 

Con arreglo a la ley 4707 la incapacidad sobreviniente al 
hijo mayor de edad,* después del fallecimiento del causante, 
no le da derecho a pensión. 



Sentencia del Juez Federal 



Buenos Aires, mayo 8 de 1948. 

Y vistos para resolver en definitiva este juicio seguido por 
D. Jorge Montenegro Paz eontra la Nación sobre pensión mi- 
litar y 

Resultando: 

I. Que el actor demanda a la Nación para que se le acuer- 
de la pensión que le corresponde de conformidad a lo dis- 
puesto en el Tít. IV. cap. I, art. 5» de la ley 4707, desde el 
4 de febrero de 1944 en que se presentó al Poder Ejecutivo. 
Pide costas. 

Dice que es hijo del Teniente Coronel don Jorge Monte^ 
negro y que, al fallecimiento de éste, en su carácter de hijo 
menor entonces eom partió con su señora madre y hermanos, 
la pensión que por ley le pertenecía 

Después de haber cesado en el goce de la misma por haber 
llegado a su mayoría, solicitó del Poder Ejecutivo se le conee- 
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diera nuevamente dicha pensión por encontrante imposibili- 
tado para cualquier trabajo, pero éste, fundándose en disposi- 
ciones reglamentarias contrariar a 1h ley, hd hizo lugar a su 
pedido. 

Sostiene que su derecho es incontrovertible y que el 1*. E. 
no ha podido desnaturalizar la ley no pretexto de decretos 
reglamentarios. 

Por ello, pide se haga lugar a SU ilematidu. 

II. Que el Sr Procurador Fiscal, después de negar la in- 
capacidad que alega el actor, solicita el rechazo de la demanda 
con costa*, por cuanto de existir dicha incapacidad ella se ha- 
bría producido después de haber cesado cu c! goce de la pensión 
que disfrutaba. 

En su alegato, tratándose de I* interpretación dt» una ley, 
deja planteado el caso federal 

Considerando ¡ 

I. Que la incapacidad del actor se encuentra plenamente 
comprobada con el informe de los Srcs. médicos de los Tribu- 
nales, que expresan, textualmente, u fs. 57 que "De nuestro 
examen llegamos a la conclusión de que Jorge Montenegro 
Paz. se halla afectado de insuficiencia cardíaca, lo que lo inca- 
pacita en forma total y permanente para todo trabajo que de- 
mande esfuerzo". 

II. Que el suscripto en la sentón na dictada con fecha 
setiembre 3 de 1045 en el juicio seguido por Pedro José Peña 
c./ la Nación, sentencia que fuera confirmada por la Cámara 
Federal en 27 de marzo de 194G, llegó a la conclusión de que, 
la disposición legal invocada por el actor era de carácter am- 
plio; y que el derecho que asiste a los varones física o moral - 
mente inútiles, no se encontraba limitado por el momento en 
que se hubiese manifestado su incapacidad. Fundaba su opi- 
nión en que dicha disposición al consignar en su última parte 
"en todo caso", establecía un concepto espreso, contrario a 
toda restricción. 

Que en cuanto a la exégesis gramatical ipie hace el Sr. Pro- 
curador Fiscal en su alegato, en nada altera la convicción del 
infrascripto. 

Por lo expuesto, fallo: declarando que la Nación debe 
acordar al actor D. Jorge Montenegro Paz, la pensión que, en 
su carácter de hijo del Teniente Coro»*! Jorge Montenegro 
le corresponde, desde el 4 de febrero de 1944. Con costas. — 
Eduardo A, Oriñ BanuMo. 
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Sentencia de la CAhaka Federal 

Bs. Aires, octubre 29 de 1948. 

Vistos estos autos seguidos por "Jorge Montenegro Pas 
contra la Nación sobre pensión militar", venidos en apelación 
en virtud del recurso interpuesto a fs. 68 vta., contra la sen- 
tencia de fs- 67, el Tribunal planteó la siguiente cuestión a 
resolver: 

¡Es justa la sentencia apelada? 

Sobre dicha cuestión el Sr. Juez Dr. Carlos Herré ra, dijo; 

Que a fin de esclarecer el alcance del informe de ios mé- 
dicos de los Tribunales de fs. 57, este Tribunal «-orno medida 
para mejor proveer resolvió requerir ampliación del mismo, la 
que se produce a fs. 82 y en la que se expresa que la enferme- 
dad de que padece el demandante lo incapacita definitiva men- 
te física y moralmente para el trabajo en la vida civil. 

En atención a ello, a los fundamentos expuestos en el segun- 
do informe de los facultativos oficiales y a que el Sr. Juez 
a quo aprecia debidamente el derecho que le asiste al actor, 
para obtener el reconocimiento de su pensión, de acuerdo al 
caso por él citado, resuelto por la Cámara Federal, el 27 de 
marzo de 1946. soy de opinión corresponde confirmar la sen- 
tencia recurrida en todas sus partes, con costas. 

Por tanto voto por la afirmativa sobre la cuestión pro- 
puesta. 

El Sr. Juez Dr. Horacio García Rain*, adhirió por sus fun- 
damentos al voto precedente. 

Sobre dicha cuestión, el Sr. Juez Dr. Maximiliano Con- 

SOll, dijo : 

1) Que el caso sub-examen puede concretarse en los si- 
guientes hechos: El actor, D. Jorge Montenegro Paz, al falle- 
cer su padre el Teniente Coronel "Expedicionario al Desierto , 
Don Jorge Montenegro, en su calidad de hijo menor de edad 
gozó de la pensión militar, que caducó al llegar a la mayoría 
de edad, en el año 1910. Treinta y cuatro años después, se 
presentó al P. E. pidiendo se le concediera nuevamente la 
pensión que había disfrutado por encontrarse físicamente im- 
posibilitado para trabajar. Con fecha 19 de junio de 1944, el 
Gobierno de la Nación, haciendo suyo el dictamen del Director 
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General del Personal de! Ejército, General D. Pablo Dfivíla, 
desestimó la petición del recurrente. 

De los bechos acreditados en autos pueden considerarse de 
importancia las piezas agregadas a fs. 47 y fs. 57, 

El Sr. fiscal de Cámara al expresar agravios, recuerda un 
fallo de este Tribunal en el que, después de transcribir el texto 
del art. 5» Tít IV, de la ley 4707 y él del inc. d) del art. 23 
del Reglamento General de Pensiones, se expresa que ■ 

"No basta, pues, como lo sostiene la recurrente en base 
a la interpretación fragmentaria que hace de estos textos que 
sea inútil, física o meralmente después de los 22 años, para 
gozar por vida de una pensión como deudo de un militar, sino 
que es necesario que no se tenga otro medio de vida cuando 
se está en tau desgraciada situación y que esa inutilidad *ea 
absoluta. Decidir lo contrario importaría tanto como resolver 
que la pensión es un premio que la Nación otorga por el sólo 
hecho de ser hijo de un Miilitar fallecido, cuando el fundamento 
real de ese derecho es la ayuda al desvalido que no cuenta 
eou medios para subvenir a sus necesidades". 

El informe de fs. 82 producido por los médicos de Tribu- 
nales acredita, en opinión de dichos facultativos que el actor 
está incapacitado física y moralmente en forma definitiva. 

Desde este punto de vista, se llena uno de los extremos 
indispensablemente requeridos para gozar del beneficio de la 
pensión, ya que el recurrente estaría inutilizado en forma ab- 
soluta. 

Pero, aun en tal situación favorable para el actor, me- 
dian otras consideraciones de orden legal que en el sub judice 
contrarían su pretensiones. 

2) Entrando a ta exegesis do la disposición legal — art. 5* 
tít. IV, cap. I de la ley 4707 — que tanto el actor como la 
Nación demandada sostienen (pie e& de aplicación al caso de 
autos, me inclino a aceptar la interpretación dada al respecto 
por las autoridades militares y a la que adhirió el Gobierno 
de la Revolución, en su resolución denegatoria de fecha 19 de 
junio de 1944 (fs. 3). 

a) En efecto, se afirma que es un principio ge nt rah en 
materia de pensiones militares, que una vez perdido el dere- 
cho al beneficio por alguna causa legal, no puede recuperarse. 
Asi debe entenderse ya que la misma ley dispone que la esposa 
viuda o la hija del niilitur no recuperan el dereéhfl a pensión 
en caso de segunda viudez o de viudez posterior al matrimonio 
que le hizo perder ese derecho. En igual situación legal, el 
hijo varón que lia dejado de percibir la pensión por haber 
llegado a la mayoría de edad no puede readquirir la pensión 
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por su inútil ización física o moral posterior a la pérdida del 
derecho a la misma. 

El Director General del Personal del Ejercito expresa 
una verdad inconcusa cuando sostiene que la no recuperación 
del derecho a pensión una ve?, perdido, importa un principio 
general, pues, a pesar de que la ley ha querido favorecer a la* 
kija* con una pensión t italicia, beneficio que limita respecto 
ilel varón, sólo a su menor edad, cuando se ven aquéllas total- 
mente desamparadas por el fallecimiento del esposo, no le» 
autoriza a recuperar la pensión por incapacidad física o moral, 
ocurrida con posterioridad a su estado de viudez. 

En consecuencia, no so puede, lógica, ni jurídicamente 
pretender que la ley otorga, por implicancia, lo mas —recupe- 
ración del derecho que feneció con la mayoría de edad— cuan- 
do la misma niega expresamente lo menos, a saber: ta no recu- 
peración de ese derecho cuando el titular del beneficio "ad 
vitam" lo ha perdido. 

b) Desde otro punto de vista, cahe observar que el texto 
del artículo cuestionado se compone de dos apartados, que 
deben ser considerados en conjunto; uno como complemento del 
otro, y no tomándolos aisladamente» como se ha heeho con la 
frase "en todo caso"» que contrariamente a lo sostenido por 
la parte recurrente no significa, "en cualquier momento de la 
vida del hijo varón del causante", ya que "caso" no es voca- 
blo que se refiera al tiempo; sino, según el Diccionario de Ja 
Aeademia, significa "hecho", acontecimiento, acarón, coyun- 
tura". 

Gramaticalmente, el segundo apartado del art. B f alude 
a los hijos varones, menores de veintidós años de edad, de 
acuerdo con lo expresado en la primera parte de la disposición 

legal referida, . 

Esta interpretación, abarcando en conjunto los dos párra- 
fos del art. 5), se ajusta a la estructuración gramatical de la 
frase, y, además concuerda con el principio general que rige 
esta materia, en el sentido de que todo pensión que se pierde 
no se recupera. 

c) Ahondando el análisis de la disposición legal que 
contempla el easo de autos, y dejando de lado la expresión 
literal de la misma, para desentrañar el espíritu y la finalidad 
con que la ley crea el beneficio de la pensión, es menester 
colocarnos en el momento en que el Estado, en mérito a los ser- 
vicios prestados por el cansante, toma a su cargo las obligacio- 
nes que gravitan sobre (ste, en SU carácter de jefe de la familia. 

El derecho a la pensión nace en el momento en que falle- 
ce el causa habiente. De allí arranca el beneficio para ta 
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viuda» hijas e hijos menores del causante. La exclusión de 
loa varones mayores de edad se produce en razón de que, para 
ellos ha terminado la misión de amparo que ejercitaba el padre 
j que, por una humana determinación de la ley se prolonga 
respecto de las hijas, mientras sean solteras. 

En cambio, a tos hijos varones, relativamente incapaces 
por ser menores de edad y los que, a la fecha del fallecimiento 
del padre estén física o moralmente incapacitados — precisa- 
mente en razón de dicha incapacidad — se les acordará pensión 
durante la vida; poco importa que éstos ejerzan o no arte, ofi- 
cio u ocupación, cualquiera —en todo caso — es decir con pres- 
cindencia de toda condición inclusive la edad. 

Vinculado el momento en que nace el derecho a la ¡tensión 
con et estado de incapacidad del hijo del causante, aparece 
clara y lógica la interpolación de la frase incidental "en todo 
easo* f y se explica que se extienda a partir de esc momento, 
el beneficio de la pensión al hijo, sea o no menor, sea o n« 
mayor de edad, tenga o no tenga ocupación alguna. 

En su mérito, opino que debe revucarse la scntetich ape- 
lada no haciéndose lugar al derecho de pensión que interesa 
al recurrente, hijo del Tte. Cnel. Expedicionario al Desierto, 
f). Jorge Montenegro, declarando la* costas de ambas instan- 
cias por su orden. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo 
que antecede, se confirma con costas, la sentencia apelada de 
fs. 67/68, en cuanto declara que la Nación debe acordar al 
actor D Jorge Montenegro Paz la pensión que en su carácter 
de hijo del Ttc, Cnel. don Jorge Montenegro le corresponde, 
desde el 4 de febrero de 1944. — Cario» Herrera. — Horacio 
García Rams. — Maximiliano Consoli. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 7 do marzo de 1949. 

Vistos los autos * 'Montenegro Paz Jorge c. Gobierno 
de la Nación s/ pensión militar", en los que se ha con- 
cedido a fs. 90 vta. el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que el precepto legal cuya interpretación constitu- 
ye el objeto del recurso dispone textualmente que a los 
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hijos varones del militar fallecido se les acordará pen- 
sión " hasta los 22 años, . . pero a los que fuesen física 
o moralmentc inútiles so les acordará pensión en todo 
caso durante la vida". 

Que sin duda alguna es principio general en mate- 
ria de pensiones que éstas deban acordarse con arreglo 
a ta situación existente al día del fallecimiento del cau- 
sante. (Fallos: 163, 89; 181, 127; 1Í>1, 440; 199, 60, etc.). 
Son aplicaciones do él las disposiciones de la ley 4707 
que niegan derecho a pensión a la viuda del militar que 
contrajere segundas nupcias y enviudare y a las hijas 
mujeres que luego de cesar en el goce de la pensión por 
haberse casado quedasen viudas. Es, por lo demás, lo 
que establece de modo exprese el art. 211 de la ley 12.913, 
reformatoria de la 4707, euyn aplicación no puede ser 
considerada en esta sentencia porque el recurso extraor- 
dinario limita la jurisdicción del Tribunal a las cuestio- 
nes sobro las cuales recae, y de la aplicación aludida no 
se ha hecho capítulo en las instancias anteriores, requi- 
riéndosela por primera vez en esta instancia (fs. 98). 

Que, por consiguiente, las dudas que suscite un texto 
legal respecto a la oportunidad en que nace un derecho 
a pensión han de resolverse aplicando el principio men- 
cionado. Trátase, pues, en esta causa, de saber si el 
texto transcripto al principio suscita dudas, o si com- 
porta derogación formal del principio recordado. 

Que la expresión "en todo caso" es una locución 
adverbial que quiere decir "como quiera que sea" o 
"sea lo que fuere". Locución cuyo sentido en el texto 
legal de que se trata se hace manifiesto relacionándola 
con la primera y la última parte de él. Dice la primera 
que a los hijos varones se les acordará pensión hasta 
los 22 años, esto es, que cuando el causante deja hijos 
menores de 22 anos éstos tendrán pensión hasta esa 
edad, y si al tiempo del fallecimiento son mayores de 
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edad no tienen derecho a ella. Y dice la última que en 
caso do inutilidad física o moral la pensión se les acor- 
dará durante la vida. Lo que quiere decir que si en opor- 
tunidad del fallecimiento el hijo vurón está inutilizado 
y es menor do 22 años, tendrá pensión mientras viva y 
no hasta el límite fijado para los aptos, y que si es ma- 
yor do edad —"como quiera que sen"— también se le 
acordará. 

Que, la interpretación según la cual, la pensión ha- 
bría de acordarse cuando la inutilidad le sobreviene al 
hijo mayor de S2 años, después del fallecimiento del 
causante, importa atribuirle a la expresión "en todo 
caso" un sentido distinto del que le es propio y, además v 
ajeno a lo que se dispone en el resto del artículo. Lo 
primero porque esta interpretación considera que "en 
todo caso" quiere decir "cualquiera sea la oportunidad 
en que la inutilidad sobrevenga M , no obstante que. como 
se ha explicado, interpretado el artículo conforme al 
sentido propio de la locución que contiene, no implica de , 
ninguna manera derogación del principio general que 
se enunció en el segundo considerando sino sólo deroga- 
ción del límite que el mismo texto pone a la pensión de 
los hijos varones; aunque sea mayor de -2 años el hijo 
varón inutilizado tiene derecho a pensión. Y lo segundo 
porque la interpretación aludida atribuye a las palabras 
finales "durante la vida" un significado relativo a la 
oportunidad en que la pensión puede reclamarse, — du- 
rante la vida puede el hijo varón reclamarla si llega a 
inutilizarse, cu al (pitera sea la oportunidad en que la inu- 
tilidad sobrevenga—, siendo que del contexto resulta 
referirse exclusivamente a la derogación del límite recién 
mencionado: el lujo varón inutilizado sea o no menor de 
22 años tiene derecho a pensión durante la vida. 

Que, en suma, el precepto examinado no lince excep- 
ción al principio de que, salvo disposición expresa de 
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la ley en contrario, el derecho a pensión se determina de 
acuerdo con el estado de cosas existente ni fallecer el 
causante. No cabe sostener de ningún modo que sea una 
expresa disposición contraria; todo lo más puede consi- 
derárselo poco claro y dudoso, con lo cual la precedente 
conclusión no varía, pues ya se recordará que dudas de 
esta especie deben resolvei se en favor de la subsistencia 
del principio. 

Por tanto se revoca la sentencia apelada en cuanto 
ha sido materia del recurso. 

Tomás Casares — - Felipe S. PÉ- 
REZ — Ltm¿ R. Longhi — 
Justo L. Alvahez Rodríguez. 



JUAN BUENO v. VICTORIO VOLLENAVEIDER 

CONSTITUCION NACIONAL: Con*titUcÍQ*al¡dad e incomtituvh- 

nalidad. Leyes nacionales. Comunes. 

El art. 3» de la ley 13.198, en cuanto manda suspender los 
desalojos de predios rurales en todo el territorio de la 
República, hasta el 31 de mayo de 1949, aunque mediara 
sentencia firme que los ordene, no es víolatorio de la 
Const, Nacional. 

LOCACION DE COSAS. 

El uso a que la loeación da derecho no ha de ser nunca 
abusivo, es decir, con perjuicio o desmedro del fin propio 
del bien arrendado. Este principio, que no ha sido modifi- 
cado por la ley 13.198, importa para el arrendatario de un 
inmueble destinado a la explotación agropecuario, la obli- 
gación de extirpar las plagas de la agricultura. 

CONSTITUCION NACIONAL: Const Nacionalidad e ¡ncomtituch- 

nalidad. Leyes nacionales. Comunes, 

La ley 13.198 interpretada en el sentido de que la prórro- 
ga que establece ampara al arrendatario de un inmueble 
destinado a la explotación agropecuaria que uo ha cum- 
plido su obligación de extirpar las plagas de la agricultu- 



«o 



PA1X08 DK LA COffi «ÜPWMA 



ra, vulnera la propiedad no sólo en orden a la integridad 
del derecho del dueño sino también desde el punto de vista 
de la finalidad social o bien común » que debe subordi- 
narse el uso de las cosan. 



Sentencia ora. Juez Federal 

Rosario, junio 10 de 1948, 

Y vistos el pedido de suspensión de lanzamiento formulado 
por el demandado Juan Bueno : 

Y considerando : 

Que la íinica excepción viable en la cuestión hecha por el 
Sr. VoHen weíder fundado en la ley 13.198, es la contenida en 
el art. 3 V relacionado eon el 2*, ine. b) en el sentido de que 
no corresponde la suspensión del desalojo cuando el arrenda- 
tario, sus ascendientes, descendiente» o cónyuge no residan en 
el predio arrendado. 

Que el locador no ha traído a los autos la resolución del 
Poder Ejecutivo Nacional que acepta la excepción. Es verdad 
que en el juicio principal se tuvo por cierto — dando ello lu- 
gar a la rescisión del contrato — que Bueno no vivía en el 
compo arrendado al Metor, pero ese hecho no es actual para ser 
invocado con ta ley de emergencia citada, sino anterior a la 
sentencia de primera instancia, es decir anterior al 28 de 
oetubre de 1947. Por otra parte, no es suf ¡cíente para justificar 
la excepción, que se establezca que el arrendatario no vive en 
el campo, pues también es condición impuesta por la ley 13,198, 
que tampoco residan en el predio, los ascendientes, descen- 
dientes o cónyuge, cosa ésta que no ha sido ventilada en el 
juicio. 

Por tanto, y sin perjuicio de que el actor justifique la 
excepción de referencia, resuelvo: Suspender el desalojo del 
locatario Juan Bueno, hasta el 31 tle mayo de 1949. Sin costas. 
— Alejandro ./. Ferraran*. 

Sentencia de la CAmaba Federal 

Rosario, 17 de setiembre de 1948. 

Vistos, en acuerdo, los autos *' Bueno, Juan e. Vollenwei- 
der Victorío — incidencia sobre suspensión de desalojo dictado 
en el expediente 6432" (exp. n* 13.670 de entrada). 
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Y considerando que : 

I. La ley 13.198, cuya* disposiciones son de orden públi- 
co, siendo irrennnciablea sus beneficios, ordena suspender en 
el territorio de la República, todos los .inicios de desalojo de 
predios rurales, aunque mediara sentencia firme y definitiva 
y orden de lanzamiento, siempre que el arrendatario conserve 
la tenencia del predio, 

II. La salvedad referida a Jas causales contempladas en 
eí art. 2* en este caso, inc- b), está subordinada en la propia 
ley a la tramitación administrativa prevista en dicho inciso, 
acerca de ai Be justifica el pedido de excepción a la prórroga 
fundada en esa eausal. Tal requisito no aparece cumplido en 
el sub Índice. 

III. Resulta evidente el propósito de la ley en cuanto 
a la generalidad de la suspensión dispuesta, que* sólo admite 
como excepción sin condiciones, la establecida en el nrt. 4* 
para la causal de falta de pago; precepto que, dentro de la 
interpretación que se propugna por el recurrente, carecería de 
fundamento razonable, 

Wk El Congreso lia considerado necesaria una interven- 
ción de los organismos técnicos especializados, para la proce- 
dencia del desalojo, aún cuando mediara sentencia firme; lo 
que no importa una violación del art. 95 C. Nacional, porque 
no se trata del caso allí previsto y toda vez que pudo válida- 
mente suspender los desalojos con carácter total v absoluto, sin 
Mijeción a recaudo alguno. 

V. En consecuencia, la índole de la ley y la finalidad 
perseguida aconsejan una apreciación estricta de su texto, en 
cuanto a Jos supuestos que han de entenderse no alcanzados por 
ella. Por lo demás, el texto aparece con suficiente claridad, 
—según so ha dicho—, no resultando convincentes la tesis sos- 
tenida en contrario y las razones que se invocan en su apoyo. 

iT f " C!ab * afiadir ^ ue la amenidad admitida en los párra- 
fos II y IV, corresponde con independencia de que se hubiera 
o no satisfecho el requisito ^tablecido en la ley 12.995. 

Por esto» motivos y los concordantes del juez a quo, se 
resuelve: Confirmar la resolución apelada obrante a fs. 7, 
suspendiéndose el desalojo del locatario D. Juan Bueno hasta 
el 31 de mayo de 1949. Pagúense por su orden las costas de 
ambas instancias. — Santo» /. Sacrane. — Juan Partos Lubarn 
— Manuel Granados. 
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Dictamen del Phocuiudóíbí General 

Suprema Corto ¡ 

La sentencia de fs. 18 ha suspendido el desalojo 
del locatario rural Juan Bueno de acuerdo coa lo dis- 
puesto en la ley 13.198. El actor, Victorio Vollenweidcr, 
deduce recurso extraordinario contra ese fallo, soste- 
niendo que resultan violadas en su perjuicio las disposi- 
ciones de los arts. 14, 17, 18, ííl y 95 de la Constitución 
Nacional. 

En lo que hace al alegado deseonoei miento de los de- 
rechos de propiedad y de defensa en juicio que resulta- 
ría de la suspensión por ley posterior del desalojo ya 
ordenado por sentencia firme, V. E. tiene sentada juris- 
prudencia en sentido contrario a las pretensiones del 
recurrente a partir del caso del tomo 209:405. 

No se poreil>c, por otra parte, la pretendida relación 
existente entre el art, 95 de la Constitución Nacional, 
también invocado, y la situación planteada en autos. 
Dicha disposición, como es obvio tiene por objeto evitar 
que el Poder Ejecutivo exceda la órbita de sus funcio- 
nes específicas invadiendo la esfera de atribuciones pro- 
pias del Poder Judicial y responde, como lo lia estable- 
cido V. E., al propósito de marcar la línea divisoria de 
tos tres poderes que integran el gobierno (149:175). 

En el caso presente, contrariamente a lo que parece 
querer indicar el apelante, no cabe hablar del restableci- 
miento de una causa fenecida. Es el mismo Poder Judi- 
cial, en efecto, quien en cumplimiento de lo establecido 
por una ley, la Ñ' 13.19S (nrt. 2*, inc. b), ha señalado la 
necesidad de la tramitación administrativa previa que 
allí se exige, suspendiendo por ello el desalojo ordenado. 
Mal podría, por otra parte, argüirse que se trata del 
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restablecimiento de una causa fenecida, frente a las con- 
sideraciones vertidas por V. E. en el ya citado caso de 
209:405, cuando se afirmó que no resulta constitucional- 
mente inválida ana ley que "respetando el juicio que las 
sentencias contienen —lo juzgado por ellas no ha de vol- 
ved a juzgarse — , y sin desconocer que es de la esencia 
del pronunciamiento judicial la fuerza ejecutiva, regule 
el modo y tiempo de obtener el efecto de manera distinta 
a como lo regulaba la ley vigente cuando la sentencia se 
dictó, mientras la nueva regulación no importe destituir 
prácticamente ue su eficacia a esta última". 

Opino, en consecuencia, que procede la confirmación 
del fallo apelado. — Buenos Aires, febrero 8 de 1949. — 
Carlos Q. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 7 de marzo de 1949. 

Vistos los autos "Bueno Juan c. Vollenwcider Vic- 
torio s/ incidencia sobre suspensión del desalojo dictado 
en el exp. 6432", en los que se ha concedido a fs. 22 vta. 
el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que se tratn en esta causa de un desalojo decretado 
por sentencia firme (fs. 301 del principal) y que el fallo 
apelado mandó suspender por aplicación de la ley 13,198, 
cuyo art. 3* dice así : "Suspéndense en el territorio de la 
República, hasta el 31 de mayo de 1949, todos los juicio» 
de desalojo de predios rurales, cualquiera sea sn estado 
de trámite, aunque mediara sentencia firme y definitiva 
y orden de lanzamiento, siempre que el arrendatario 
conserve la tenencia del predio, salvo aquellos que se 
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encuadren en alguna de la» causales contempladas en el 
art. 2* y previo cumplimiento de la tramitación adminis- 
trativa que en el mismo se exige. . . 

Que sobre la constitucional idad de las leyes que 
mandan suspender la ejecución de desalojos decretados 
por sentencias firmes se lia pronunciado esta Corte en 
Fallos; 2G9, 405. 

Que esta causa tiene, sin embargo, la particulari- 
dad de que el desalojo se decretara, entre otras razo- 
nes, porque el arrendatario había omitido el cumpli- 
miento de la obligación contractual (cláusula .'1* del 
contrato, fs. 2) de extirpar el abrojo y el sorgo de Alo- 
po (Cónsul. 5* de la sentencia de 1* instancia — fs. 
y 4" de la Cámara — fs. 301 vía.— ). 

Que el abrojo grande fué declarado plaga de la 
agricultura por decreto del 13 de octubre de 1914, y el 
sorgo de A lepo por decret o del 3 de diciembre de 1930 
(conf. dictamen de fs. 224, a fs. 225), 

Que, en efecto, si bien las extirpaciones de que se 
hizo mención fueron estipuladas en este caso como obli- 
gaciones contractuales expresas, tratándose de un pre- 
dio destinado a la explotación agropecuaria, (cláusula 
2*), ese cuidado estaba impuesto por la naturaleza de la 
cosa locada, y u>ar de ella sin dispensárselo importó 
incumplimiento dé obligaciones propias de todo locata- 
rio en esas circunstancias, pues de su cumplimiento 
depende la integridad de la propiedad que es objeto de 
la locación. Kstú en el orden natural que el uso a que 
la locación da derecho no lia de ser nunca abusivo, es 
decir con perjuicio desmedro del fin propio del bien 
arrendado. La estipulación contractual podría ser nece- 
saria para relevar de esa responsabilidad, —si se pu- 
diera relevar de ella—, no para darle fundamento. 

Que el régimen legal de emergencia modificatorio 
del plazo contractual de las locaciones no puede com- 
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portar de ninguna manera derogación del principio 
enunciado en el considerando precedente. Cuando las 
leyes respectivas no lo lmu dejado a salvo expresa- 
mente y no se considera que la salvedad está implícita 
porque hace a la esencia misma de la locación, vulnera- 
rán substancialmente la propiedad no sólo en orden a 
la integridad del derecho del dueño sino también desde 
el punto de vista de la finalidad social o bien común 
a la que debe subordinarse el uso de las cosas. Y es 
obvio que no se puede invocar necesidad alguna del 
locatario que justifique, así sea sólo transitoria y ex- 
cepcional mente, la prolongación de semejante estado de 
cosas creado por su culpa. Hay emergencias que justi- 
fican en la prórroga de los plazos legales o contractua- 
les de las locaciones, pero no se puede concebir ninguna 
que justifique la prolongación del uso irregular o abu- 
sivo de la cosa tocada, pues tanto importaría como 
poner a la culpa o et abuso bajo la protección de la ley, 
que es como volver a la ley contra sí misma. 

Que, en consecuencia, si el silencio de la ley 13.198 
sobre el particular se interpreta como formal voluntad 
de no excluir de la prórroga situaciones como la con- 
tení jila da, —que es lo que se bacc en la sentencia ape- 
lada — hay violación del derecho de propiedad consa- 
grado por el art. 17 de la Constitución Nacional. 

Que esta conclusión hace innecesario considerar 
las demás alegaciones en que so funda el recurso. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General se revoca 
en cuanto ha podido ser materia del recurso la senten- 
cia de fs. 18. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lokúhi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
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E M. CORTI MADERN A DE PORTABAT v 
A. FORTABAT 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Ret t tmito» formule*. Interpon- 
ción del rerur»a. Fundamento. 

El escrito en que se interpone el recurso extraordinaria 
debe expresar la cuestión federal que se intenta someter a 
la Corte Suprema de manera elara y precisa y contener 
las enunciaciones necesarias para puntualizar la vincula- 
ción de aquélla cotí las cuestiones en litigio, de tal manera 
que su «ola lectura permita apreciar lo referente a la pro- 
cedencia del recurso y los puntos sobre que ha de versar el 
pronunciamiento de la Corte. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Cuestione* na 
fedérale». Exclusión de las cuestiones de hecho. Reglas generales. 

Las providencias que acuerdan o deniegan medidas pre- 
ventivas no son susceptibles de recurso extraordinario, 
entre otras razones, porque en esos casos sólo se debaten 
cuestiones de hecho y de derecho común u »V procedi- 
mientos. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Relación di 
recta. Normas extrañas al juicio. Art», 16 a H* de la Constitución. 

Es improcedente el recurso extraordinario que, fundado en 
la garantía constitucional de la propiedad, del domicilio 
y del ejercicio del comercio, deduce una sociedad contra la 
sentencia por la cual se decreta &u intervención para au 
contralor y vigilancia sobre la base de la vinculación y 
dependencia de la recurrente respecto del demandado en 
juicio de divorcio, cuyos bienes se trata de asegurar para 
que no resulten burlados los derechos patrimoniales de la 
actora. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* */ garantías. Generalidades. 

Las garantías constitucionales de la propiednd, del domi- 
cilio y del ejercicio del comercio no son invocubles en de- 
fensa de los actos realizado* contra derecho. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho» a garantías, Defenfa r*t 
juicio, l'rincipio* genérale*. 

La adopción de las medidas precautorias sin previo deba- 
te sobre su procedencia, concuerda con au naturaleza y no 
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importa lesión constitucional en tanto quede a los afecta- 
dos por ellas la posibilidad de cuestionarlas después de 
dictad aa. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* y gamtiliu*. Ignaldad. 

La garantía constitucional de la igualdad tío resulta vio- 
tentada por la circunstancia de que la sentencia apelada 
se funde, entre otras, en una prueba que sc¡rún el recu- 
rrente se ha incorporado ¡rregularmcnte a los autos. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestiones no 
federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Reglas generales. 

Tratándose de cuestiones de hecho y de derecho común 
o local, ta jurisdicción de la Corte Suprema solamente 
podría corresponder en el supuesto excepcional de invo- 
carse fundada y concretamente la arbitrariedad del fallo 
recurrido, 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Principios genérale*. 

La importancia institucional, que a juicio del interesado 
tenga la cuestión en que funda el derecho que entiende 
asistirle, no justifica la intervención de la Corte Suprema 
fuera de los supuestos u que su jurisdicción se extiende. 



Dictamen pía, Pnoci'itADOit (Ienkhal Si'plektk 

Suprema Corte: 

En el juicio de divorcio promovido por doña Elisa 
Manuela Corti M adema de Fortabat contra su esposo 
don Alfredo Fortabat, el señor Juez en lo Civil de esta 
Capital a cargo del juzgado 11* 18, dispuso la inter- 
vención de varias sociedades anónimas, acordando a 
los interventores facultades amplísima s, aún de inves- 
tigación. Bajo las respectivas denominaeioaes de las 
mismas se encubriría total o parcialmente el patrimo- 
nio del demandado, según lo deduce prima facie de las 
presuneiones que analiza cu dicho proveído. 

Las sociedades en cuestión, diciéndose injusta- 
mente afectadas por la medida, se presentan al juicio 



218 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



coma terceras interesadas, al sólo efecto de obteuer el 
levantamiento de la medida precautoria y para ello in- 
terponen recursos de apelación y nulidad contra el 
auto de fs. 1 en que las mismas fueron ordenadas. 

La Excma. Cámara en lo Civil por sentencia de fs. 
134 confirma el auto recurrido, únicamente en lo que 
se refiere a la sociedad "Cocyf", a cuyo respecto con- 
sidera cumplidos requisitos sustanciales que autorizan 
las medidas. Modifica empero, lo resuelto por el Infe- 
rior en cuanto al alcance de las mismas, otonrando a 
los interventores únicamente facultades de simple con- 
tralor y vigilancia y "'sin perjuicio de ser extendidas 
hasta la* de administrar la sociedad", si ésta "inten ta- 
ra cumplir lo resuelto por su directorio en la última 
asamblea*', etc. En cuanto a las demás sociedades la 
Excma. Cámara Civil revoca el auto apelado. 

La Sociedad "Coeyf" no conformo con el pronun- 
ciamiento del Tribunal Superior de la causa interpone 
recurso extraordinario por ante Y. E. que funda en el 
art, 14 de la ley 48 y 6 de la ley 40.^. El recurso fué 
oportunamente preparado por el representante de la 
sociedad en el memorial presentado ante la Excma. Cá- 
mara (fs. 64) sosteniendo que, con la intervcm'ión de- 
cretada contra ella, sin ser oída y no siendo parte en el 
juicio, se lia lesionado su derecho de propiedad y las 
garantías de igualdad ante la ley, inviolabilidad de la 
defensa y del domicilio, etc. Por ello, considera que la 
medida cautelar ordenada es contraria a lo dispuesto 
eu los arls. IB, 17, 18 y 19 de la Constitución Nacional. 

Ninguna de las razones expuestas por la recu- 
rren! i' justifica a mi juicio la intervención de Y. E. por 
vía del recurso extraordinario, has medidas precauto- 
rias se dictan por razones obvias "inaudita parte", 
pero a los efectos de establecer el imperio del principio 
procesal de la bilaternlidad, que asegura el derecbo de 
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defensa y la garantía de igualdad ante la ley, se da opor- 
tunidad a la parto o a quien pueda resultar afectado, de 
atacar el pronunciamiento después de tomada la medida, 
por medio del correspondiente recurso (art. 452 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Civil). Cuando el que se 
siente perjudicado es im tercero, como en el caso, puede 
además escoger la vía incidental (Alsina, T. II, pág t 734) 
que se sustancia por los trámites de las excepciones 
dilatorias (art. 408), con su correspondiente demanda 
y contestación, apertura a prueba y alegatos etc. (art. 
88 y sigtes. del misino código) ; vale decir asegurándose 
ampliamente el derecho de defensa y poniéndose o las 
partes en un pie de absoluta igualdad. 

Coino se ve, la sociedad "Cocyf" en vez de pre- 
sentarse a los autos promoviendo el respectivo inci- 
dente de levantamiento de la medida precautoria, 
durante cuya secuela habría podido debatir amplia- 
mente la cuestión y ofrecer la prueba que hiciere a su 
derecho, de que ahora se dice privada, escogió libre- 
mente la vía del recurso que autoriza el art. 452 del 
Código de Procedimiento en lo Civil, que le fué conce- 
dido. Kesultn así evidente que "Cocyf" no aportó al 
juicio la prueba de que se dice privada, por su propia 
libre determinación al optar por la vía del recurso, en 
la que no corresponde la apertura a prueba, en lugar de 
promover incidente de levantamiento de la medida dis- 
puesta por el Juez. 

V. E, tiene reiteradamente establecido que cuando 
la falta de intervención en un procedimiento o la pri- 
vación de la defensa, u otro derecho o garantía, es 
imputable a la luirte, que omitió valerse de los medios 
autorizados, en la oportunidad correspondiente (Fa- 
llos: 191, 85; 194, 85) o "es consecuencia de un acto u 
omisión discrecional del litigante" (S. C. 132, 360; 139, 
20; 185, 60; 187, 682; 186, 80) éste carece del interés 
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Jurídico indispon sabio para promover el recurso extra- 
ordinario. 

Tal ocurre en el caso de autos en que, como se ha 
dicho, la S. A. "Coeyf " elidió una vía que no le habría 
de autorizar oponer prueba a la rendida por la aetora 
para justificar la procedencia de la medida precautoria 
y en la que la tinción debía reducirse al límite propio 
del procedimiento de segunda instancia en que ordina- 
d iamente no corresponde la apertura a prueba. 

La lesión al derecho de propiedad que invoca la 
recurrente consistiría en haberse dispuesto la interven- 
ción contra el ta, que no es parte en el juicio "sin ser 
oída ni citada' T t etc. t (fs. 73 y 175 v.) do modo que son 
de aplicación a este respecto, las mismas consideracio- 
nes antes expuestas para declarar improcedente el re- 
curso extraordinario. 

La cuestión relativa a la supuesta afectación del 
derecho de comerciar, someramente expuesta en el es- 
crito de interposición del recurso extraordinario (fs. 
160) ha sido introducirla tardía o extemporáneamente 
como las otras recién planteadas en el memorial pre- 
sentado ante V. K. (fs. 167). Por ello conforme con la 
jurisprudencia de V. R. no procede tampoco a este 
respecto eí recurso extraordinario. 

Por estas consideraciones corresponde declararlo 
mal concedido. — Buenos Aires, "> de febrero de 1949 — 
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Buenos Aires, 7 de marzo de 1949. 

Victos los autos: "Corti Maderna de Fortahat E. 
X. i* Fortahat A. s' Hivor, y sopar, s lucid, de In- 
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terven. sj art. 232 Cotí Ptos.'\ en los que se ha conce- 
dido a fs 162 el recurso extraordinario. 

Y considerando: 

Que corresponde desde luego establecer que el es- 
crito en que el recurso extraordinario se ha deducido 
— fs. 160 — no está deluda mente fundado, toda vez que 
en el mismo se omite la necesaria referencia a los lie- 
.dio* de la causa y u la relación que guardan con las 
cuestiones que se desea someter al Tribunal, en la me- 
dida que la jurisprudencia de éste lo requiere — Fallos: 
21, 462 y otros. 

Que por otra parte liase establecido desde antiguo 
que las providencias que decretan embargos u otras 
medidas preventivas, con arreglo a lo dispuesto por la 
ley común o local» o a razones doctrinarias o jurispru- 
denciales, no son susceptibles de recurso extraordina- 
rio — Conf. Fallos. 143, 263; 160, 78; 183, 300 y otros—, 
la conclusión de estos precedentes ha sido, en princi- 
pio, extendida por decisiones más recientes, a todos los 
pronunciamientos sobre la materia, ya acuerden o de- 
nieguen las providencias precaucionalcs de que se trate. 
Y ello, entre otras razones, porque lo que en supuestos 
tales se debate son solamente cuestiones de hecho y de 
derecho común o de procedimiento, de ordinario ajenas 
a la jurisdicción de esta Corte, actuando por la vía del 
art. 14 de la ley 48 —Fallos: 204, 582; 207, 297; v. tam- 
bién 20í>, 137; 210, 411 y otros—. 

Que la sentencia de fs. 134 ha sido objeto de re- 
curso extraordinario en cuanto mantiene la intervención 
decretada en primera instancia, de "O. O. C. Y, F." 
S. Á. aun cuando reduciendo las funciones de los inter- 
ventores "a las de amplio contralor y vigilancia" sus* 
«eptibles de ser extendidas "hustn las de administrar 
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la sociedad, para el caso en que ésta intente cumplir lo 
resuelto por su directorio en la última Asamblea'* — hi- 
potecar o vender todos sus bienes — "o cualquier otro 
acto similar, que importo burlar la medida precautoria 
decretada'*. Y el recurso se funda en que el fallo ape- 
lado viola el derecho do propiedad, desconoce la garan- 
tía del domicilio y la defensa y la que ampara el ejer- 
cicio del comercio, por la circunstancia de no haber la 
recurrente sido parte, sino un tercero, en el juicio do 
divorcio y separación de bienes en que se lo dictó, ni 
habérsele oído antes de disponerse su intorveneié ., la 
que lo fué contrariando todos los antecedentes y las 
más claras normas legales y sin su control y partici- 
pación de la prueba. Invócase asimismo el art. 16 de 
la Constitución Nacional por la admisión y validez 
acordada a elementos de juicio aportados por la actora, 
y respecto de los cnales no ha habido substanciación ni 
posibilidad de contralor y defensa. 

Que toda vez que la medida precaucional de que se 
trata ha sido dictada en razón de la conclusión a que 
llega el tribunal de la causa* precisamente sobre la 
vinculación y dependencia de la recurrente respecto de 
una de las partes en el juicio, el recurso deducido ca- 
rece de fundamento atendible en cuanto se basa en la 
garantía constitucional de la propiedad, el domicilio y 
el ejercicio del come reí o , pues éstos — supuesta la ver- 
dad de los cargos — no son invoeablcs en defensa de 
sus actos que serían realizados contrariando el espíritu 
del derecho invocado al efecto. 

Que en cuanto a la inviolabilidad de la defensa co- 
rresponde señalar que es concorde con la naturaleza de 
las medidas precautorias el que se las disponga siu 
previo delta te sobre su procedencia, pues el mismo bas- 
taría para hacerlas ilusorias. Consideraciones de esta 
índole han llevado al Tribunal a admitir la inexistencia 
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de lesión constitucional en tanto quede a los afectados 
por tales providencias» u otras al efecto equiparables, 
la posibilidad de cuestionarlas luego de dictadas, lo que 
en la especie efectivamente ha sucedido. — Conf. doct. 
Fallos: 198, 73; cons. 1* sobre el fondo del asunto — . 
Es por lo demás exacto que la vía del recurso al efecto 
empleada, con arreglo al art. 452 del C. de Proced., no 
fue el único medio conducente a ese fin, como — aparte 
jas circunstancias destacadas por el dictamen del Sr. 
Procurador (¡enera! suplente — lo comprueban las ma- 
nifestaciones del propio reeur rente — fs. 64, III, 
Mili fine"—. 

Que lo dicho bastaría también para desechar la 
apelación en cuanto se la funda en la igualdad ante la 
ley que consigna el art. 16 de la Constitución Nacional. 
A *1 respeeto-rs, sin embargo, del caso agregar, que esta 
Corte tiene resuelto que no violenta la garantía refe- 
rida la circunstancia de que la sentencia apelada se 
funde, entre otras, en una prueba que según el recu- 
rrente se ha incorporado irregulnrmente a los autos. 
—Fallos: 186, 398; 189, 306— . En análogo sentido se lia 
desechado también la impugnación constitucional de la 
prueba traída por vía de auto "para mejor proveer", 
como pudo serlo, en la especie, la contenida a fs. 160, 
punto IV. —Art. 57 del l*>d. de Proc. Civiles—. 

Que así parece indudable que lo que en verdad 
resulta cuestionado ante esta Corte, por la vía del re- 
curso deducido a fs, 160, es el error o acierto en la sen- 
tencia de fs. 134. Mas tratándose, como se trata según 
ya se ha dicho, de cuestiones de hecho y de derecho 
común o local, la jurisdicción de esta Corte solamente 
podría corresponder en el supuesto excepcional de in- 
vocarse fundada y concretamente la arbitrariedad del 
fallo referido —Fallos: 210, 731; causa "Unión Textil 
Soc. de Resp. Ltda. s/ recurso de queja 1 ' fallada en 29 
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diciembre de 1948 y otros—. Ahora bien el escrito de 
fa. 160, en que el recurso se dedujo, nada dice al res- 
peto. 

Que es por último del caso agregar qne la impor- 
tancia institucional, que a juicio del interesado, tenga 
la cuestión en que funda el derecho que entiende asis- 
tirle, no justifica la intervención de esta Corte fuera de 
los supuestos a que su jurisdicción se extiende —Fallos 
210, 543—. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General suplente, se declara mal 
concedido el recurso extraordinario a fs. 162. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Lt'js R. Loxcshi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 



NELÍDA URSULA TAÍiLl AMONTE I>E LLAMES v. 
ERNESTO hm KLETT Y OTROS 

HECCRSO EXTHAOftDIXAMO: Retiumtos propios. Sentencia de 
fimtha. RftvltuioHcs anteriorts n l tf trntemia dimitirá. Mt<Uda* 
precautoria*. 

La resolución por la oual se exige la eauciún prevista en 
p| art. 58, primera parte de lu ley de patentes de invención 
n* 111, no constituye sentencia definitiva a los efectos del 
recurso extraordinario (')- 
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8. A. " PUERTO DE SAN* NICOLAS" v 
NACION ARGENTINA 

HONORARIOS DK ABOGADOS Y PROCURADORES, 

La circunstancia de que ta Corte Suprema haya declarado 
improcedente el recurso concedido por el tribunal apelado 
no excluye la aplicación del art. 11 del decreto 30.439/44 
—ley n' 12.997— a efecto de regular los honorarios deven- 
gados ante aquélla. 
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Buenos Aires, 7 de marzo de 1949. 

Vistos los autos "Sociedad Anónima "Puerto de 
San Nicolás" c.| Gobierno Nacional s>| Interdicto de 
recobrar la posesión y despojo", para decidir respecto 
de la regulación do honorarios pedida a fs. 227. 

Considerando : 

Que la circunstancia de que esta Corte haya decla- 
rado improcedente el recurso que la Cámara Federal 
de La Plata ante la cual se lo interpuso concedió opor- 
tunamente, no es motivo para que no se aplique en este 
caso la norma del art. 11 del decreto ley 30.439j44 (ley 
12.997), puesto que la concesión aludida al abrir el re- 
curso dió lugar a una actuación de los profesionales cu- 
yos honorarios se trata de regular que representa un 
trabajo procesalmeute igual al de los casos en que la 
apelación es considerada procedente y este Tribunal 
se pronuncia sobre el fondo del asunto. 

Por tanto v lo dispuesto en el art. 11 antes citado, 
regúlanse en $35.211,11 y * 10.563, 33 m'n., respectiva- 
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mente, los honorarios del Dr. Rodolfo Molledo y apode- 
rado José María Videla Aranguren. 

Tomás D, Casares — Felipe S. 

PÉREZ — IAMS E. I.ONGHI — 

Justo L. Alvahez Rodríguez. 



ADMINISTRACION GENERAL DE OBRAS SANITA- 
RIAS DE LA NACION v. PROVINCIA DE SANTA FE 

COSTAS: Rewltodo dtl litigio. 

No procede condenar en «astas al *ffi en 

apremio que se allanó a la presrnpeio» opuesta por el 

demandado. 

FALLO DE LA CORTE SlTHKMA 

Buenos Aires, 7 de marzo do 1949. 

Vistos los autos "Adm. Oral, de Obras Sanitarias 
de la Nación v. Santa Fe, ta Provincia sobre cobro de 
pesos", para decidir respecto de la excepción de pres- 
cripción opuesta a fs. 20. 

Y Considerando: 

Que con el allanamiento formulado a fs. 27 el punto 
a resolver queda reducido a la procedencia de la impo- 
sición de costas pedida por el seüor apoderado provm- 
eial 

m Que esta Corle !m decidido —Fallos: 210, 1034— 
que el desistimiento de la demanda a raíz de haberse 
invocado la prescripción no impide la exención del pago 
de las costas al actor. 
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Qne si bien el nrt 319 de la ley 50 dispone que "en 
caso contrario" -de haberse opuesto y probado excep- 
ciones— 4 'el juez revocará el auto de apremio conde- 
nando cu costas al actor" tal precepto no comprende el 
supuesto de autos toda vez que la defensa alegada no es 
de las autorizadas por el art. 315 de la ley citada. En 
tales condiciones la jurisprudencia mencionada en el 
seííundo considerando ampara la exención de costas pe- 
dida por la parte acto ra. 

En su mérito se decide tenor a la adora por allana- 
da a la defensa de prescripción opuesti a fs, 20, revo- 
cándose eu consecuencia el apremio. Sin costas, 

Tomás D. Casabes — Felipe 3. 
Pérez — Luis R, Losen hi — 
J us ro L. Ai.v.viiEZ RoDitÍGUaz. 



FRIGORIFICO ARMOUR DE LA PLATA v. 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

JURISDICCION Y COMPKTKSCIA: Competería federal Comj*- 

provincia. ÜcueraU'liHics. 

El eiereieio de 1a jurisdicción originaria de la Corte Su- 
¿rema eu las causas en que es parte mM^m^^ 
lubonlinado al cumplimiento de requisi os establecidos 
por la legislación local. Corresponde, pues, desestimar la de- 
en que la actora debió elevar P^»""£ 
su reclamo administrativo hasta la Suprema Corte de la 
Provincia de Buenos Aires. 
CONSTITUCION NACIONAL: Confititueionalühtd e ineon>lUucio~ 
nalidad ¡mputtto* >f eontribucianes provinciales, Pattmtet. 

La lev tí* 4109 de la Provincia de Buenos Aires reformada 
por la ley 42S:i, en cuanto reduce con respeto a I« cn- 
rredom de las casas de comercio sujetas al impuesto locai 
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al comercio e industrias la pa tente de m$n. ÍÍOO que m> 
establece para, todo corredor sin distinciones de modo que 
solo es pagado íntegramente por los corredores de casas 
radicadas fuera del territorio de la provincia crea un 
gravamen diferencial viola torio de la Const. Nacional. 
PATENTES. 

Los corredores destacados en la Provincia de Buenos Aires 
por una casa de comercio establecida fuera de su territorio 
no tienen derecho, con arreglo a la ley 4199 reformada por 
la ley 4283, a que sólo se los cobre Ja patente establecida 
para aquellos que sólo actúan en el partido en que la casa 
tiene su asiento, sino que deben pagar la que grava a 
quienes operan en un partido distinto del lugar en que 
se baila radicado el establecimiento. 



Dictamen i>el Procurados (jenekal 
Suprema Corte: 

Procede In competencia originaria de V, E. para 
conocer eu estas actuaciones por ser la demandada una 
provincia n impugnarse la constitucionulidad de una 
ley impositiva local. No enerva esta conclusión la cir- 
cunstancia, invocada cu ej memorial de fs. 206, concer- 
niente a las gestiones administrativas previas realiza- 
das por la actoru, pues ellas —conforme Jo lia decidido 
V. E. — no importan un juicio ni la pérdida del derecho 
de ocurrir ante los tribunales judiciales competentes, es 
decir, en este caso, ante la Corte Suprema (191 :35). 

El Frigorífico Armour do La Plata S. A., tacha de 
inconstitucionaltdnd, por violatorta de los arts. 9, 10, 
11 y 67, ine. 12 de la Carta Fundamental, la aplicación 
hecha a su respecto, por la Provincia de Buenos Aires, 
de los ines, 3* y 4° del art, 7* do la ley 4199 de dicho Es- 
tado. 

Sostiene, en efecto, textualmente que "con la apli- 
cación por parte del Fisco de la Provincia de Buenos 
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ros de la ley 4199 de patentes fijas, mientras un co- 
rredor de una cuan de comercio situada fuera del terri- 
torio de la provincia debe pagar una patente de $ 300, 
aún cuando actúe en un solo partido, el corredor de una 
casa de comercio local, paga según el caso $ 50, si traba 
ja solamente en el partido en que ésta está establecida 
y $ 1UU si es en un partido distinto" (ver escrito de 
demando, fs. 14). 

Encuentro ajustado a derecho el reclamo de la ac- 
lorn en cuanto se refiere a la diferencia que se observa 
en el tratamiento acordado a los corredores de comercio 
que actúan en un solo partido, que no sea aquél en que 
está establecida la easa de comercio. Bel juego de las 
disposiciones aplicables resulta, en efecto: a) que si el 
corredor de comercio depende de un negocio de juris- 
dicción extraña a la Provincia paga $ 300, aunque opere 
en un solo partido (me. 4', art. 7°) ; b) mientras que, 
ai eso corredor opera en un solo partido y depende de 
una casa de comercio sujeta al impuesto local al comer- 
cio e industrias —impuesto que evidentemente sólo abo- 
nan los negocios sujetos a la jurisdicción provincial — 
paga $ 100 (ine, 20, 2da. parte, art. 7»). 

Es cierto que el ine. 3* del art. 7» establece como nor- 
ma general, y sin hacer distingos, que "los agentes o 
corredores viajeros, por cuenta propia o ajena, condu- 
ciendo o no muestras o por catálogos" pagan $ 300, lo 
que, unido a la limitación contenida en el ine, 20 a qne 
he heclio antes referencia (relativa a las casas de co- 
me reto que paguen el impuesto al comercio e indus- 
trias"), puede hacer pensar que se da el caso de que 
corredores de negocios establecidos en la Provincia pa- 
gan también t 300. Pero lo que en realidad interesa es 
determinar si los corredores de negocios similares al 
de la actora pagan la patente de 1 100 o la de $ 300; y a 
este respecto, destaco qne la demandada no ha alegado 
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que los frigoríficos sujeto» a su jurisdicción impositiva 
se hallen exentos del gravamen ai comercio e industrias. 

Y «o se diga, en tales condiciones que el motivo de 
la diferencia de trato radica en que los frigoríficos es- 
tablecidos fuera del territorio provincial no pagan el 
impuesto al comercio c industrias a que se refiere el in- 
ciso 20 del art. 7*, pues ello 110 es sino lógica consecuen- 
cia de la limitación natural de la esfera impositiva lo- 
cal, aparte de que en el caso el gravamen no incide 
directamente sobre la actividad comercial e industrial 
del establecimiento sino sobre ln específica que ejercen 
los corredores do comercio. 

No opino, en cambio, i o mismo, en lo que linee a la 
pretensión de alionar solo —en los casos que se especi- 
fican — la patente de $ 50, establecida para los corredo- 
res que actúan en el mismo partido donde está estable- 
cida la casa de comercio; la propia actora hace hincapié 
en la eircun tancia de tener su negocio instalado fuera 
del territorio provincial para fundar la inconstitnciona- 
lidad alegada, por lo que mal puede sostener en este 
punto, sin contradecirse a sí misma y sin desconocer la 
jurisprudencia de V. E. sobre el punto (197:292), que 
tal negocio está situado en un Partido de la Provincia 
demandada y que, por lo tanto, se la hace objeto de un 
trato diferencial 

En consecuencia, y sin pronunciarme sobre cues- 
tiones de hecho y prueba o de derecho común, que como 
tales escapan a mi dictamen, opino que, de resnl tai- 
acreditados los hechos invocados en la demanda, proce- 
dería hacer lugar a ella sólo en lo que respecta al pedi- 
do de devolución de las diferencias resultantes entre la 
patente de $ 300 pagada por la actora y la de $ 100 es- 
tablecida en el segundo apartado del inc. 20 del art. 7* 
de la ley ¿j* 4,199. Buenos Aires, Diciembre 28 de 1948. 
— Carlos G. Del fino. 
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Buenos Aires, 7 de marzo de 1949. 

Y vistos los autos caratulados ' 4 Frigorífico Armour 
de La Plata, S. A. v. Buenos Aires, la Provincia, sobre 
inconstitucionulidad del art. 7", ines. 3* y 4* de la ley 
.4199", de los que resulta: 

Que a f». 9 D. Eduardo Mayer, en representación 
del Frigorífico Armour de La Plata, S. A., inicia deman- 
da contra la provincia de Bs. Aires a fin de obtener la 
devolución, con intereses y costas, de la suma de mfn. 
25.500, abonada en concepto de patentes fijas — ley 
n* 4199— en mérito a los antecedentes y las considera- 
ciones que expone y, en síntesis, son los siguientes : 

El Frigorífico Armour de La Plata, S. A. tiene 
instalado en el puerto nacional de La Plata en Río San- 
tiago, un establecimiento en el que elabora carne que 
exporta y, además, vende el producto y los subproductos 
en el interior del país. Para la colocación de ellos ha 
establecido en el territorio de la Provincia sucursales 
o agencias y emplea, también, varios corredores para 
que ofrezcan las mercaderías. 

En virtud de la ley de patentes fijas n 9 4199 Ja 
actora pagó durante los años 1938 a 1944 las patentes 
correspondientes a sus corredores, a razón de # 300 c|u. 
Esos pagos fueron hechos bajo protesta por entender 
que se cobraba un impuesto diferencial en perjuicio de 
los establecimientos situados fuera del territorio pro- 
vincial, ya que los corredores de las casas ubicadas den- 
tro de aquél pagaban una suma menor, y que con ello 
se violaban los arts. 9, 10, 11, 16 y 67, inc 12 y concor- 
dantes de la Constitución Nacional. 

Antes de iniciar la acción judicial, el Frigorífico 
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Annour de La Plata inició una gestión ante la Dirección 
General de Renta», tratando de conseguir la devolución 
de la diferencia de sus patentes, resultante entre la su- 
ma de mín. 300 pagada por cada corredor, conforme a 
la disposición de los iucs, 3* y 4' del art. V de la ley 
4199 y las de $ 50 que conforme al iiic. 20 del mismo ar- 
tículo, se cobra a los corredores que operan exdus iva- 
mente en el partido de la casa de que depende, o de 
$ 100 que se cobra por los mismos dependientes de ne- 
gocios establecidos en la provincia que actúan en un 
solo partido siempre que no sea ni|uél donde opera o! 
negocio. 

La presentación hecha ante la Dirección de Rentas 
no prosperó pues fué denegada la devolución solicitada 
por resolución confirmada por el Interventor Federal, 
General Verdaguer. 

Sostiene la actora quo "al tratar con un criterio 
distinto la ley 4199 a los corredores de casas de comercio 
que actúan en un partido en que está situada dicha casa 
de la de otros corredores que actúan en otro partido 
distinto en relación a tos corredores que actúan en un 
solo partido pero representando a casas establecidas fue- 
ra de la provincia, se ha establecido una patente dife- 
rencial, gravándose en realidad el tránsito de las mer- 
caderías en forma tal que se incurre en materia exclu- 
sivamente reservada por la Constitución Nacional al 
Congreso de la Nación M y que la aplicación de la pa- 
tente aunque sea indirecta al corredor y no a la merca- 
dería, incide sobre el precio de la misma en forma tal 
que si se eleva el importe del gravamen podría llegarse 
a impedir el tráfico interprovincial. 

Invoca en apoyo de su derecho diversos fallos de la 
Corte Suprema así como la doctrina y jurisprudencia 
norteamericanas y luego de sostener que cualquier gra- 
vamen provincial que cree desigualdades entre los con- 
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tribuyentes por razones de vecindad dentro de la Re- 
pública, es inconstitucional, aclara que su mandante 
exige la devolución de la suma de m$n. 25.500, es decir, 
que no pide se le reintegre todo lo abonado en concepto 
de patentes, sino la diferencia que existiría aplicando 
el impuesto conforme al ínc 4* del nrt 7 ? cuestionado, o 
aplicando el inc. 20, según corresponda. 

Termina pidiendo que se declare que la ley de pa- 
tentes fijas de la Prov. de Buenos Aires, h* 4199, art. 
1\ ines. S* y 4», es violatoria de los arts. 9, 10 y 11 de la 
Const. Nacional y, por consiguiente, inconstitucional, y 
que se condene por lo tanto a la mencionada provincia 
a devolver a su mandante la suma reclamada, más sus 
intereses y costas del juicio. 

Que a fs, 25, D. Salvador Oria (h), en representa- 
ción de la Provincia de Buenos Aires, contesta la de- 
manda y dice: 

Que careciendo de los antecedentes administrativos 
a que se hace alusión en la demanda, niega categórica- 
mente los hechos y el derecho en que la actora pretende 
fundarse quedando a su cargo la prueba de los mismos. 

Que, niega, asimismo, que sea exacta la tacha de in 
constitucionalidad que atribuye a la ley provincial nú- 
mero 4199, que no es violatoria, en manera alguna, de 
los arts. 9, 10 y 11 de la Constitución Nacional, habién- 
dose aplicado el impuosto correctamente. 

Concluye solicitando se rechace la demanda, <-on 
i-mías a la parte aetora. 

Abierta la causa a prueba, se produce la que se 
certifica a fs. 190* Las partes hacen mérito de ella en 
sus alegatos a fs. 194 y 206. A fs. 209 vta. se pasaron los 
autos en vista al Sr. Procurador General, quien se ex- 
pide a fs. 210, con lo qne a fs. 211 vta. se llamó autos 
para definitiva, y 
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Considerando : 

Que es constante jurisprudencia de esta Corte no 
ser admisible que la viabilidad de las demandas fun- 
dadas en la inconstitucional idad de leyes provinciales 
pueda ser obstada por el incumplimiento de requisitos 
establecidos por la respectiva legislación local (Fallos: 
191, 35; 205, 87; 210, 78). Por consiguiente, el hecho de 
que la actora no baya llevado su reclamo administrativo 
hasta la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Ai- 
res, llamada por la legislación local a decidir las causas 
conteiicioRO-adtninistrativas en única instancia, no obsta 
a la jurisdicción originaria de este Tribunal en esta 
causa. 

Que esta Corte declaró inconstitucional til precepto 
de la ley provincial 41í*í>, de que aquí se trata, por el 
cnal se grava más onerosamente a determinados corre- 
dores en rassón de que la casa por ellos representada no 
se halla establecida en la Provincia (Fallos: 128, 143) 
reiterando una interpretación constitucional expresada 
en muchas oportunidades anteriores, de las cuales cabe 
mencionar por su particular semejanza con el caso de 
autos la sentencia de Fallos : 175, 199. Los mismos prin- 
cipios lian sido enunciades y aplicados de nuevo en opor- 
tunidad reciente (Fallos: 210, 791). 

Que la situación no ha . ariado por e! hecho de la 
reforma que introdujo la ley 4.283 al inc. 3» del art. 7 
de la ley 41í»9 t pues si bien la patente de mf n. 300 se es- 
tablece en ella para todos los corredores o agentes sin 
hacer distingos, como se la reduce cuando se trata de 
corredores de una casa de comercio sujeta al impuesto 
local al comercio e industrias y a la actora se le ha co- 
brado ln de mfn. 300 porque su negocio no abona ese 
impuesto, lo cual no ocurre en razón de que los estable- 
• -i miento* de esa naturaleza instalados en la provincia 
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no soportan ese gravamen sino porque el de la actora 
está radicado fuera de la jurisdicción provincial, se está 
en presencia del mismo trato diferencial que determinó 
la declaración de inconstitueionalidad recordada al prin- 
cipio. 

Que en cuanto al monto de lu devolución, fuera de 
la diferencia observada por el perito en el dictamen de 
fs. 174, es justa la observación del Sr. Procurador Ge- 
neral a fs. 211. Puesto que el negocio de la actora está 
fuera de la jurisdicción de la provincia no puede pre- 
tender que a ninguno de los corredores se les cobre la 
patente que la ley establece para aquéllos que sólo ac 
túan eu el partido en que la casa tiene su asiento, sino 
la que grava a quienes operan en partido distinto del lu- 
gar en que el establecimiento hállase radicado. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Nr. Proc. General se hace Ingar en parte a la demanda 
y se condena a la provincia de Buenos Aires a devolver 
a la actora en el plazo de noventa días la cantidad que 
arroje la liquidación a practicarse con el criterio enun- 
ciado en el último considerando. Con intereses a estilo 
de los que cobra el Banco de la Nación Argentina desde 
la fecha de la notificación de la demanda. Las costas se 
pagarán en el orden causado en razón de prosperar 
sólo parcialmente la demanda. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Justo L. Alvares 
Rodríguez. 
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RICHARD CONANT HARttIS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema. Agentes diplomáticos y con- 
sulares. Embajadores y ministros extranjeros: 

No corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte 
Suprema el proceso referente a un delito eomún —lesione» 
al apresado aeronáutico de una embajada extranjera— 
en el cual no interviene como parte persona alguna con 
carácter diplomático í 1 ). 



ADMINISTRACION GENERAL DE VIALIDAD 
NACIONAL v. AMANDA TERESA SIR1TO 

RECURSO DE QUEJA. 

Si la denegatoria del recurso ordinario que motiva la que- 
ja se ha fundado en la doctrina de un pronunciamiento 
dictado por la Corte Suprema con su actual constitución 
— relativo a la improcedencia del recurso ordinario de 
apelación en tereera instancia en los juicios en que es 
parte la Dirección Nacional de Vialidad— es improceden- 
te el recurso de hecho basado en la circunstancia de 
haberse modificado la composición del Tribunal, para ob- 
tener la revisión de su jurisprudencia anterior, que es 
reiterada y no ha podido ignorarse por los representantes 
de la recurrente sin evidente incuria. 

CORTE SUPREMA. 

La jurisdicción apelada de la Corte Suprema se ejerce 
según las reglas y excepciones que prescriba el Congreso. 
No está instituida por el art. 100 de la Constitución, que 
contempla con carácter señera 1 la jurisdicción de Inq jue- 
ces nacionales. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION ¡ Tercera instancia. Jui- 
cios en que la Nación es parte. 

La circunstancia alegada do haberse violado el art. 31 de 
la ley 13,264 sobre expropiación en el juicio en que es 

<n 7 ñé marzo ,1? 1949. Eái)«í 207. H5 : 2ft». m ; 212, 279. 
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parte la Administración General de Vialidad Nacional, 
pudo dar color de fundamento al recurso extraordinario, 
pero es ajeno al ordinario, que es improcedente. 

MEDIDAS DISCÍPUSARJAS, 

Aunque la Corte Suprema, como todo tribunal, está ex- 
puesto a error, no procede posar por alto la» argumentos 
que pueden envolver la imputación de su acogimiento de 
razones distintas a la juiciosa interpretación de los leyes, 
en el cumplimiento de su cometido, por lo que corresponde 
Apercibir seriamente a los autores de dicha imputación. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire», 14 de marzo de 1949. 

Vistos los autos "Recurso de Hecho deducido por 
la actora en los autos Adm. Oral, de Vialidad Nacional 
c.| Sirito Amanda Teresa", para decidir sobre su pro- 
cedencia. 

Y Considerando: 

Qne la denegatoria del recurso ordinario que mo- 
tiva la queja se habría fundado, según copia del auto 
respectivo, obrante a fs. 3 f en un fallo de fecha 16 de 
febrero de 1948, es decir en la doctrina de un pronuncia- 
miento dictado por esta Corte con su actual constitu- 
ción, precedente a que además hace ta recurrente ex- 
presa referencia en el capítulo II, letra f, de su memorial 
de fs. 4. 

Que por consiguiente carece de base el recurso qne 
antecede, en cuanto el mismo se funda precisamente en 
la circunstancia de la composición presente del Tribu- 
nal» para obtener la revisión de su jurisprudencia ante- 
rior según se lo manifiesta en el cap. VI, n* 2 de la 
quejo. 

Que por otra parte el mismo criterio que sustenta 
la decisión de Fallos: 210, 32 ha sido seguido en Fa- 
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Uoa 209, 529 y 573; 210, 306; lo que quiere decir que la 
jurisprudencia de esta Corte que la recurrente impugna, 
es reiterada, y no lia podido ignorarse por sus represen- 
tantes sin evidente incuria. A ella se remite el Tribunal 
para la decisión de In queja, no encontrando del caso 
agregar sino que la jurisdicción apelada de esta Corte 
se ejerce según las reglas y excepciones que prescriba 
el Congreso —Constitución Nacional art. 101; Fallos: 
187, 293 ; 208, 183— y no está por consiguiente insti- 
tuida por el nrt. 100 de la Carta, que contempla con ca- 
rácter general, la jurisdicción de Ion jueces nacionales, 
'Que la circunstancia nlegada de haberse violado en 
los autos principales el nrt. 31 de la ley 13.264 pudo, 
en todo caso, dar color de fundamento a un recurso ex- 
traordinario pero es ajeno al ordinario deducido y de- 
negado, 

Que si bien es indudable que esta Corte, como todo 
tribunal, está expuesto a error, en cuanto la elevada in- 
vestidura de los Ministros que lo integran no los libera 
de la falibilidad aneja a su condición humana, ln deco- 
rosa consideración de la propia estimación y dignidad 
le impide pasar por alto los argumentos que pueden 
envolver la imputación de su acogimiento de razones dis- 
tintas a la juiciosa interpretación de las leyes. m\ el 
cumplimiento de su cometido. 

En su mcrito se desestima la precedente queja, 
Apercíbese seriamente n los firmantes del escrito 
de fs. 4 y téstense por Secretaría las palabras subraya- 
das en azul del referido memorinl. 

Tomás D. Casares --- Pklipb S. 
Pérez — Luis R. Lonohi. 
Justo L. Alvarez Rooaíouix 
— Rodolfo O. Valkxzvela. 
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GÜMBRSINDO MiPBK 

iMPUTABtLWAV. 

A falta de elementos rl*« juicio completamente concluyentet 
en cuanto a la alevosía y cnsannm lento inmutable «1 pro- 
rosado y aunuue este probada la praniedltuernn. corres- 
ponde aplicar respecto mpiélla* la norma art, l¡t 
del í'ód. de Procedimientos cu lo Criminal 

HOMICIDIO i Uomidáio §imptt, 

Correhpoude aplicar la pena de Üft anón de prisión ni tttitor 
del do lito de homicidio limpie, premeditado, y de taittatl* 
va de homicidio eti la persona de la menor acompañada 
por la víctima, tentativa frustrada por circtinalanelaH aje- 
ñau a lu voluntad del reo, uno merece mal concepto. 



PROVINCIA DK 01TKNOH AIUKS v. MARIA rXKNA 
DUOOAN V COX Y OTU08 

JÜRISDICCtOX Y COMPKTHSCtA : Competencia fnlfral, Compe- 
tencia oriainarta de ta Corte Nuprema. Cama» c» que t* parte MN4 
provincia. Canta* civil**, Vm*** rtauta* por el derecho ruMUM, 
La jurisdicción originarla de la Corte (Suprema en le» 
causa* por expropiación neiiuidaa por una provine)* contra 
loa vecino» do otra, se reduce a la apreciación del valar 
tle los bienes expropiados, quedando excluida toda disen- 
sión respecto tic la procedencia y aeierto de la es propia- 
ción dispuesta, Por tanto ta Corte Suprema carees de 
competencia para decidir la cuestión referente a la cadu- 
cidsd de la ley 5101 de la Prov. de Buenos Aires, sobre 
expropiación y «indivisión de campos en el Partido de 
Lincoln. 

EXPROPIACION: Imirmttítmii'm, Cobro d« ta indmnitavtAn, 
El art, 18 de la ley líJ,í!U4 no impone el depósito total de 
la suma ofrecida en concepto de íiidrmuiKaeió» con cario* 
ter previo al deMa|Hideramiento del expropiado, Hasta ta 
conaiimación del monto de la tasación a los efwtos de ll 
contribución directa. 

(i) 14 de «ario de IMS, 
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CONSTITUCION NACIONAL: C<mttít*dotw¡ida<i <■ i*consi¡lucw- 
nñlidaá. Leyes nationnlt*. Adrnimi>tr(ítiv<M. 

El art. 18 de la ley 13.264 entendido en el sentido que no 
impone el depósito total de la suma ofrecida en concepto 
de indemnización, con carácter previo al desapoderamien- 
to del expropiado, sino la consignación del monto de la 
tasación a los efectos de la contribución directa, es cons- 
titucionalmente inobjetable, porque para (a sai va guardia 
del principio consagrado por el art. 17 de la Const. Na- 
cional basta el depósito de una suma cuyo monto no a pu- 
rera establecido caprichosamente. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de marzo de 1949. 

Autos y vistos - y eonsí dora neto: 

Que estu Corte ha tenido oportunidad de declarar, 
resumiendo la jurisprudencia anterior sobre la materia, 
que su jurisdicción originaria en las causas por expro- 
piación teguidas por una provincia contra los vecinos 
da otr reduce **a la apreciación del valor de los bie- 
nes c*p> ti} ; ado*. Queda con ello a salvo** — añadióse en- 
tonces — autonomía provincial, en cuanto no calie 
en la causa discusión alguna respecto de la procedencia 
y acierto de la expropiación dispuesta. . . Conf. causa 
"San Luis, la Provincia c.| Cía. Electricidad de Los 
Andes S. A.", fallada en 24 de noviembre de 1948. 

Q así la cuestión referente a la caducidad de la 
ley 5.101 no puede ser considerada por el Tribunal, por- 
que respecto de la misma no cal» otra decisión que su 
falta de competencia, ya para desprenderse del conoci- 
miento del juicio, si así se lo pidiere, ya para excluir el 
artículo de loa puntos que le incumbe resolver. Esto úl- 
timo es, en la especie, lo que corresponde» toda vez que 
no se ha objetado la jurisdicción de esta Corte para co- 
nocer en el pleito. 
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Que el art, 16 de la ley 13.264 no impone, como se lo 
sostiene a fs. 16, el depósito total de la suma ofrecida 
en concepto de indemnización, con carácter previo al 
desapoderamiento del expropiado. l»o su letra no re- 
sulta que sea al efecto necesaria sino la consignación del 
monto de la tasación a los efectos ue la contribución 
directa. Y de la discusión parlamentaria — Diario de 
Sesiones de la H. Cámara de Diputados, año 1948, pág. 
3407 — no es dable concluir sino que ese importe debe 
acrecerse en un 30 % si la tasación administrativa fue- 
so mayor. Esta inteligencia, por lo demás, concuerda 
con el apartado 2* del art 13 de la ley 13.264, pues de 
otro modo difícilmente se compadecería con la prohibi- 
ción de convenir una indemnización mayor que la ex- 
presada. 

Que así entendido el art. 18 de la ley 13.264, es eons- 
titucionalmente inobjetable. Porque para la salvaguar- 
dia del principio consagrado por el art. 17 de la Cons- 
titución Nacional basta — según también lo ha declarado 
esta Corte, Fallos : 209, 632 — el depósito de una suma 
cuyo "monto no aparezca establecido caprichosamente 
Y esto no es al caso respecto de la cantidad asignada 
a la fracción expropiada sobre la base del cálculo reali- 
zado atendiendo a la valuación total del bien, como ocu- 
rre en autos, según lo expresa el escrito de demanda y 
no lo desconoce el memorial de fs. 16. i 

En sn mérito se decide no hacer lugar a lo pedido ; 
en el escrito de fs. 16, punto 2* del petitorio. Sin costas 
dada la naturaleza de las cuestiones decididas. Y cum- 
plido que sea el auto de fs. 20, se proveerá la posesión 
solicitada. 

Tomás D. Casares — Felipe S. 
Pérez — Luis R. Lonobi — 
Justo L. Alvarez Rodríguez 
— Rodolfo G. Valenzurla. 
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JUAN CARLOS M1LBERO (Sue.) y. PROVINCIA 
DE SANTA PE 

RECURSO DE REPOSICION. 

Procede el recurso de reposición deducido en término con- 
tra el auto de la Corte Suprema aprobatorio de una liqui- 
dación, si ésta fué presentada integrando una propuesta 
de loa actores de tal modo que ae prestaba al equívoco que 
dice haber padecido la demandada la cual no contestó la 
vista dispuesta por una resolución de !a Presidencia en 
la que no se precisó — como es de práctica — que dicha 
vista se refería a la liquidación mencionada. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de marzo de 1949. 

Vistos los autos "Milborg Juan Carlos (Sucesión) 
contra Santa Fe la Provincia sobre indemnización de 
daños y perjuicios", para decidir respecto de la revo- 
catoria pedida a fs. 1265. 

Y Considerando: 

Que en su aspecto prot-esal la reposición pedida del 
auto de fs. 1262, aprobatorio de la liquidación de fs. 
1257, se funda en que ésta fué presentada integrando 
una propuesta de los actores, dando así ocasión a qne 
la vista de fs. 1259 vta. fuera entendida como referente 
a la última, que además no pi do ser evacuada en tó mi- 
no a causa de las notorias circunstancias instituciona- 
les porque pasa la Provincia de Santa Fe. 

Que a ello se agrega que la mencionada propuesta 
supone ta voluntad de los actores de aplicar provisional- 
mente el fallo de fs. 1238 sólo respecto de la extensión 
transferida en 1869, lo que a sn vez impide pretender 
otra cosa que el valor de ese campo —a mfn 9,90 la H. — 
ron intereses desde la notificación de la demanda, y no 
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los frutos» ni las partidas de intereses comprendidas 
en los números 3 a 7 de la planilla de fs. 1257, 

Que es exacto que la vista corrida a fs. 1259 vta. 
es el trámite legal respecto de las liquidaciones de las 
sentencias condenatorias al pago de cantidades ilíqui- 
das, como es la de fs. 1238 — art. 543 del Cód. de Pro- 
ced, supletorio— pero no lo es menos que la forma en 
que se presentó la cuenta de fs. 1257 se prestaba a] equí- 
voco que dice haber padecido la demandada. Y ello con 
tanta más razón cuanto que el despaeho de fs. 1259 vta. 
no precisó —como es de práctica en este Tribunal— 
que la vista que confería se refiriese a la liquidación de 
fs. 1257. 

Que por otra parte Ja petición de reconsideración 
— fs. 1265— ha sido formulada antes de consentirse e! 
auto de fs. 1262, aprobatorio de la liquidación mencio- 
nada, cuya concordancia con tos términos de la senten- 
cia del Tribunal —y por ende ta falta de interés de la 
revocatoria— no demuestra el escrito de fs. 1971, que 
omite toda referencia a la falta de determinación de las 
extensiones comprendidas en las escrituras de 1883 y 
1889, a sus consecuencias sobre la partida de frutos, así 
como a lo referente a la procedencia de los distintos 
capítulos de intereses y la exactitud de su cálculo. 

En su mérito se declara procedente la reposición 
pedida a fs. 1265, dejándose en consecuencia sin efecto 
el auto de fs. 1262, primera parte. Con costas. 

Por consiguiente dése vista por seis días de la liqui- 
dación de fs. 1257 a la demandada. 

Tomás D. Casabes — Felipe S. 
Pérez — Justo L. Alvares 
Rodríguez — Rodolfo G* 
Valenzuela. 
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CELSO GARCIA Y OTROS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* prtipi»*, Sentencia de- 
finitiva. Concepto > f ¡jeneralidades. 

No on definitiva a los efectos del recurso extraordinario 
la resolución nor la cual se desestima ta nulidad de la* 
actuaciones promovida por los recurrentes, sin poner fin 
a la causa ni ocasionar a éstos gravamen irreparable f 1 )- 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia de- 
finitiva. Revolucione* anterior/ 1 .* a la sentencia definitica. Varia». 

La gHrantía de la inviolabilidad de la defensa en juicio qu« 
establece el art. 18 de la Const. Nacional, nu autoriza la 
concesión del recurso extraordinario en cada oportunidad 
en que se arguya su violación, sin perjuicio del que pueda 
interponerse contra la sentencia final de la causa (*). 



RAMON ERNESTO SILVA Y OTROS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. 
Intervención de /» Corte Suprema. 

No incumbe a la Corte Suprema sino al juez que sea de- 
clarado competente por aquélla, dar la calificación legal 
correspondiente a los hechos imputados en un proceso cri- 
minal. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal, Caww- 
penal?*. Violación de norma» fedérate». 

Corresponde a la justicia federal entender en el proceso 
por falsificación de un documento nacional, cometido en 
una provincia mediante la preparación de una credencial 
que falsamente acreditara el carácter de empleado de la 
Policía Federal a efecto de cometer el delito de extorsión. 



(1) 17 de »*r*o de 194». FfiHof: 95, 411 ¡ £05, 804; 210, 1030. 
(3) FsUot; 209, 342, 
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Dictamen del Procurador Gkneral 

Suprema Corte: 

Licúan estoy autos a conocimiento de V. E. para que 
dirima la contienda de competencia negativa trabada 
entre la Justicia del crimen de la Provincia de Córdoba 
y el Juzgado Federal de la ciudad capital de dicho Es- 
tado, con motivo de la falsificación de una credencial 
do la Policía Federal. 

No cabe duda que, de acuerdo con su ley de organi- 
zación (N* 13.030), es éste —cuando actúa en provin- 
cias (210:1044)— un organismo de carácter nacional o 
federal, según reza su propia denominación. Tal ca- 
rácter le fué reconocido por V. E. en 205:545 y 210:643. 

En tales condiciones, cualquiera sea la calificación 
que en definitiva corresponda al hecho motivo de la con- 
tienda, me parece evidente que su juzgamiento corres- 
ponde a la justicia federal : en efecto, bien se trate de 
una usurpación de autoridad o de falsedad de documen- 
to, de todos modos habría obstrucción al normal fun- 
cionamiento de una institución nacional, atenta la natu- 
raleza de la función que se pretendió acreditar con la 
credencial de fs. 22, 

Por ello, opino que la presente contienda debe ser 
dirimida a favor de la competencia del Juzgado Fede- 
ral de Córdoba para conocer en el hecho mencionado, 
— Buenos Aires, marzo 7 de 1949. — Carlos G. Del fine. 
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Buenos Aires» 17 de manso de 1949. 

Auto» y vistos : Considerando: 

Que el procesado Silva reconoció (fs. 51, 67) haber 
preparado el carnet fotografiado a fs. 22 para acreditar 
el carácter de empleado de la Policía Federal que invocó 
a fin de aparentar nn secuestro y hacerse entregar la 
mercadería de Ja qne efectivamente logró apoderarse 
de ese modo. 

Que por ello se imputa al nombrado Silva, en parti- 
cipación con Dopazo, además del delito de extorsión, de 
competencia de los tribunales ordinarios de la Provincia 
de Córdoba, el de falsificación de un documento na- 
cional. 

Que en el caso de que el hecho imputado u los 
procesados constituyera efectivamente el delito de fal- 
sificación previsto eu el art. 292 del Código Penal — 
cuestión que no incumbe a esta Corte Suprema resolver 
sino al juez que sea declarado competente (conf, doc- 
trina de Faltos: 194, 255} — es indudable que se trataría 
de la falsificación de un documento nacional dado el 
carácter que tiene la Policía Federal en cuanto actúa en 
las provincias (Fallos: 205, 545 ; 210, 643 y 1044). 

Que, en consecuencia, con arreglo al art. 3, inc. 3, 
de la ley 48, corresponde a la justicia federal conocer 
de la causa en lo que se refiere a ese delito. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la 
sentencia de fs. 132 y del precedente dictamen del Sr. 
Procurador General se declara que el Sr. Juez Federal 
de Córdoba es el competente para conocer del delito de 
falsificación imputado a Ramón Ernesto Silva en parti- 
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ei patio ¡s con Jorge Napoleón Dopazo, con la prioridad 
que establece el art. 28 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal. En consecuencia, remítansele los mitón y 
hágase saber al Sr. Juez de Instrucción de Córdoba en 
In forma de estilo. 

Tomás D. Casaiuís — Kbmpk S. 
Pérez — Rodolfo G. Va- 

LBNÜITÜLA. 



ANTONIO OI FRANTO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requitito* formaltt. tnteodnr. 
rió» dé Ifi cuestión federal Oportunidad. Revolución mhre la opor- 
tunidad drl planteamiento. 

La declaración expresa del tribunal apelado sobre la in- 
oportunidad del planteamiento de la cuestión federal, no 
es susceptible de revisión por la vía del recurso extraordi- 
nario, a menos que aquélla sea inexacta o frimtratoriH 
del derecho federal invocado í 1 ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: ReqHuita* formttU*. Introdue- 
<ión de la cuestión federal. OportumdutL 

El prineipio de que la cuestión federal debe ser oportu- 
namente planteada, rige también en los caso* uV procedí - 
r. ¡eneas administrativos (•). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» formnlr*. Itttrofttn- 
rtón de la cuestión federal. OjwrtnHidad. 

Es improcedente el recurso extraordinario deducido por 
quién citado administrativamente para formular descar- 
gos expresó no tener nada que agregar a lo expuesto en 
el acta de infracción contra él labrada por alza de precios, 
y no ha pretendido que no le haya sido posible plantear 

(l) 25 de mar» d« 1M9. r«lkM; 188, 482; 180, 408 ; 200, 8*8 ; 
211, 370. 

(3) Fallos: 184, 537; 206, 416 ; 209, 45.1; £1(1, 22. 
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en dicha oportunidad las defensas que después intentó 
«nte loe tribunales de justicia. La situación no se modifica 
porque el tribunal apelado haya considerado y rechazado 
a mayor abundamiento las defensa» de referencia. 



MAXIMO RODOLFO VON BHCH v. SIEMENS- 
SCHUCKERT, 8. A. 

RECURSO KXTXAORDISARIO: Trámite, 

Concedido el recurso extraordinario las partos han de li- 
mitarse a la presentación oportuna de su memoria, cuya 
ampliación o modificación después de vencido el término 
legal es improcedente. 

Si bien es de practica la admisión, en circunstancias ex- 
cepcionales, de escritos tendientes a salvar algún error u 
omisión, en que, en el trámite, pudiera haberse incurrido, 
tales peticiones son improcedentes para la alegación de 
nueva* cuestiones de derecho y, ademas, inútiles en lo 
que hace a la invocación de los preceptos constitucionales 
recientemente sancionados, por ser de la incumbencia del 
tribunal — jura novit curia — su aplicación al caso en el 
supuesto de ser la misma pertinente. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de marzo de 1949. 

Autos y Vistos: Considerando; 

Qne con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte 
y a lo dispuesto por el art. 8* de la ley 4055, interpuesto 
y concedido el recurso extraordinario las partes han de 
limitarse a la presentación oportuna de su memoria, 
cuya ampliación o modificación después de vencido el 
término legal es improcedente —Fallos: 193, 472; 204, 
625 y otros—. 
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Que si bien es de práctica la admisión, en circuns- 
tancias excepcionales de escritos tendientes a salvar al- 
gún error u omisión, en que, en el trámite, pudiera ha- 
berse incurrido, tales peticiones son en todo caso impro- 
cedentes para la alegación de nuevas cuestiones de de- 
recho. Son además inútiles en lo que hace a la invoca- 
ción de los preceptos constitucionales recientemente 
sancionados, por ser de la incumbencia del Tribunal — 
jura novit curia — su aplicación al caso en el supuesto 
de ser la misma pertinente. 

En su mérito se decide : a ) disponer se desglose el 
escrito precedente y se devuelva por Secretaría al in- 
teresado; b) ordenar que corran los autos según su 
estado. 

Felipe S. Pékkk — Luis R. Lox- 
ohi — Justo L. álvakez Ro- 
dríguez — Rodolfo O. Va- 
lenzubla — Tomás D. Casa- 
res. 



MUNICIPALIDAD DE SANTA PE v. BANCO DE 
CREDITO COMERCIAL 

RECURSO EXTRAODiNARIO: ttr* t ttUtUiH fórmate*, tnier paletón 
del reenno. Fundamento». 

El escrito en que se interpone el recurso extraordinario 
debe expresar la cuestión federal que se intenta someter a 
la Corte Suprema de manera clara y precisa y contener 
las enunciaciones necesarias para puntualizar la vincula- 
ción de aquélla con las cuestiones en litigio, de tal manera 
que su sola lectura permita apreciar lo referente a la 
procedencia del recurso y los puntos sobre que ha de ver- 
sar el pronunciamiento de la Corte ( J ) 

(ii 2S <le marco de FsUoft; B11 t 401. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisito* propio*. Cuetttone* no 
fedérate*. Interpretación de mmm y actaw conmm». 

Las sentencia* fundadas en principios de origen jurispru- 
dencial y doctrinario no son susceptibles de recurro extra- 
ordinario, en tanto aquéllos versen sobre puntos de dere- 
cho local y común 



LEGACION DE AUSTRIA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema. Agenten diplomáticos y 
rowularr*. Embajadoren y mi ni .-tros extranjero». 

No procede la jurisdicción originaria de la Corte Suprema 
en el ezhorto en que, a pedido de un juez provincial, otro 
de la Capital Federal solicitó directamente a un Ministro 
diplomático extranjero que prestara declaración testimo- 
nial por oficio» y citó para que compareciera al Juzgado 
con igual íin el agregado civil a la legación, obteniendo 
como respuesta nna nota por la que se le hizo saber de 
acuerdo con los principios del derecho internacional que 
tanto el Ministro como el Agregado estaban dispuestos a 
prestar declaración por escrito, siempre que el pedido 
respectivo fuera formulado por conducto del Ministerio 
de Relaciones Exteriores y Culto dn la Nación. 

EXHORTO: Requisito». 

Las comunicaciones a los agentes diplomáticos extranje- 
ros ai-rcditwlos cu el país deben hacerse por oficio dirigido 
al Ministerio de Relaciones Exteriores de la Nación. 



Dictamen \m. Procurador General 
Suprema Corto: 

A pedido de un juez provincial, un jaez de Ingtrao- 
í-ión de la Capital solicitó al señor Ministro de Austria 

(1) Fallón: EW, íft. 
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en ésta prestara por oficio declaración testimonial, ci- 
tando también a cae efecto a un funcionario de la Lega- 
ción para que compareciera al Juzgado (fa. 1 vía.). 
Además, pedía la remisión de dos certificados médicos 
que existirían en la Legación. 

Una semana más tarde, la Legación de Austria re- 
mitió copia de la nota verbal que enviara al Ministerio 
de Relaciones Exteriores y Culto, en la que manifiesta 
que si bien el procedimiento adoptado por el Sr. Juez 
no se ajusta a las normas del derecho internacional, no 
habría inconveniente en acceder a lo solicitado siempre 
que el pedido llegara por conducto del Ministerio men- 
cionado (fs. 10/11). 

El Sr. Juez resolvió entonces insistir en su peti- 
ción, fijando en cinco días el término en que los aludi- 
dos funcionarios diplomáticos deberían prestar sus de- 
claraciones por informe (fs. 12/14). 

Como las comunicaciones pertinentes no obtuvieron 
contestación, el Sr. Juez declaró carecer de competen- 
cia para adoptar medida alguna contra los citados di- 
plomáticos, por su negativa a prestar declaración j 
suministrar los informes pedidos, ya que por la calidad 
que invisten debe intervenir originariamente la Corte 
Suprema, procediendo por ello a elevar las actuacio- 
nes a V. E. (fs. 17). 

La competencia originaria del tribunal sólo proce- 
dería — y ello con la aceptación expresa del ministro 
austríaco — si efectivamente hubiese que seguir algún 
procedimiento legal contra los aludidos diplomáticos. 
Mas ello no ocurre, a mi juicio, toda vez que la actitud 
de los mismos se ajustó a los principios del derecho 
internacional, tal como lo reconoció V, E. en 97 : 274; 
acordada de setiembre 16 de 1940 y art. .17 del Regla- 
mento par» la Justicia Federal. 
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Corresponde, en consecuencia, devolver estos ac- 
tuados al Sr. Juez remitente. — Bs. Aires, marzo 11 
de 1949. — Carlos O. Delfino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 25 de marzo de 1949. 

Autos y vistos : Considerando : 

Que el Sr. Ministro de Austria ha manifestado es- 
tar dispuesto, tanto él come el Agregado Civil de la 
Legación, a prestar declaración por escrito y a poner 
a disposición del Sr. Jnez de Instrucción requirente 
los certificados médicos solicitados, siempre que el pe- 
dido respectivo se fórmale por conducto del Ministerio 
dé Relaciones Exteriores v Culto de la Nación (fs. 10/ 
11). 

Que el procedimiento indicado por el Sr. Ministro 
de Austria es el que se ajusta a los principios del dere- 
cho internacional, como lo ha reconocido esta Corte Su- 
prema en las resoluciones y reglamentaciones mencio- 
nadas en el precedente dictamen del Sr, Procurador 
General. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General se declara que no procede la intervención ori- 
ginaria de la Corte Suprema en esta causa, que deberá 
ser devuelta al Sr. Juez remitente en la forma de estilo. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Loh- 
ghi — Justo L. Alvabez Ro- 
dbiquez — Rodolfo G. Va- 

LENZTTKLA — TOMÁS D. CaSA- 
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BANCO HIPOTECARIO PEANCO ARGENTINO v. 
PROVINCIA DE CORDOBA 

mCVRSO DE REVOCATORIA. 

Las resoluciones de ta Corte Suprema no son susceptible* 
de recurso de revocatoria (*). 

HONORARIOS ÚE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

Elegida la vía de ejecución de sentencia para cobrar el 
honorario regulado al perito agrónomo que intervino en 
nn juicio sobre repetición del impuesto indebidamente per- 
cibido por una provincia, la regulación de loa honorario! 
correspondientes al letrado y apoderado de aquél debe 
practicarse aplicando el art. 23 de decreto n* 30.439/44. 



AGUSTIN OCAMPO v, COMPAÑÍA AZUCARERA 
"CONCEPCION" 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Por tu 
personas. Distinta vecindad. 

Conforme a los arta. 68, inc. 11, 95 y 96 de la Constit 
Nacional, la circunstancia de ser los litigantes vecinos de 
distintas provincias no determina la procedencia del fue- 
ro federal. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: C<n 'encía federal. Princi- 
pio* genérale*. 

Ni antea ni después de la reforma, de la Carta Fundamen- 
tal de la Nación existía óbice constitucional para atribuir 
a los tribunales de la justicia del trabajo establecidos en 
Isa provincias el conocimiento de las causas que, con ante- 
rioridad a su creación y al decreto 32.347/44, correspon- 
dían a los jueces federales por razón de las personas o de 
la materia. El art. 3* del decreto 32.347/44, al mismo 
tiempo que determinó la competencia de la nueva justicia 
del trabajo, restringió en igual medida la de los tribunales 

(i) 25 do otario d> 1949. Fallo*: 206, STS. 
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federales frente a aquélla, de tal modo que sólo a la pri- 
mera incumbe el conocimiento de loa asunto» del trabajo 
en tas provincias que la hayan establecido. 

LEY; Interpretación y apUcaciá*. 

Los antecedentes administrativos sobre interpretación de 
las leyes no pueden sobreponerse al criterio judicial para 
la decisión de los litigios. 



Dictamen del PnocuftADon Oeneral. 

Suprema Corte : 

El recurso extraordinario resulta procedente, to- 
da vez que el tribunal a quo desestimó la excepción d<> 
incompetencia opuesta por el demandado, quien sostte 
ue corresponde conocer en el pleito a la justicia federal. 

Discútese si una demanda por cobro de indemniza- 
ción por despido entablada por un argentino vecino 
de la Provincia de Tucuinán, contra una sociedad, tam- 
bién argentina, domiciliada en esta Capital, debe trami- 
tarse ante la justicia del trabajo de dicha provincia, o 
ante el juez de sección de la misma. 

Mas en concreto, trátase de establecer si el art. 3" 
del decreto n» 32.347/44 (ratificado por ley 12.948), al 
determinar la competencia de la jurisdicción del trabajo, 
se ha referido exclusivamente a los tribunales de esa 
jurisdicción que se creaban para la Capital Federal o 
a todos los que pudiesen existir en el país. 

Queda descartado, porque así lo acepta la propia 
parte demandada, que en virtud de lo dispuesto por el 
art. 4* del aludido decreto, el juicio debe ventilarse ante 
tribunales con asiento en Tucumán, ya que el actor ha 
elegido el lugar en que fueron prestados los servicios 
para iniciar la demanda. 
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Estudiado, pues, el caso, creo que el recurrente 
está en lo cierto. La competencia del juez de sección 
para conocer en el juicio aparece claramente determina- 
da por el art. 2*, inc. 2* de la ley 48, reglamentario del 
art. 100 de la Constitución Nacional. 

Si bien es cierto que V. E,, en reiterada jurispru- 
dencia, tiene admitido que los arts. 67 inc 17, 94 y 100 
de la Constitución no se oponen a la exclusión de la 
competencia federal de cierta clase de asuntos (210: 404 
y los allí citados), ello debe establecerse sin logar a 
dudas por la ley del Congreso Nacional. 

A mi juicio, el art. 3* del decreto n» 32.347/44 no 
estableció tal exclusión, sino que por el contrario el 
mismo se refiere exclusivamente a la justicia del tra- 
bajo de la Capital, creada, precisamente, por el decre- 
to n* 32.347/44. 

V. E. ha declarado reiteradamente el carácter lo- 
cal de dicho decreto (207 : 256 ; 208, 97 : 210 : 404 : 293 
y 1150) y por excepción, en algunos de esos fallos, se 
aceptó que su art. 4*, tendiente a resolver los conflictos 
que el encuentro de las distintas jurisdicciones provin- 
ciales pudieran crear en materia de trabajo, tiene ca- 
rácter nacional. 

Cabe agregar todavía, que cuando el legislador na- 
cional lia excluido algunas causas del conocimiento de 
la justicia federal, ha dejado librado a las provincias 
— y así corresponde a nuestro sistema federal — el re- 
solver a qué fuero correspondería entender en las mis- 
mas. 

Así, el art. 12, inc. 1* de la ley 48, al excluir de la 
competencia de los jueces de sección a los juicios uni- 
versales de concurso de acreedores y partición de he- 
rencia, atribuye su conocimiento al "juez competente 
de provincia* 1 . Los restantes incisos del art. 12 hablan 
simplemente de "jueces de provincia". Lo mismo ocu- 
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rre con la ley n* 927, y el art/22 de la n* 12,581 que 
no hacen deslinde alguno de las jurisdicciones tócales. 

De ello so infiere, a mi juicio, que la prescripción 
contenida en el artículo 3 V cuestionado, al establecer 
concretamente que será la jurisdicción del trabajo la 
competente para entender en las Misas que enumera» 
sólo ha podido referirse a las que tramitan en la Ca- 
pital de la República. 

En consecuencia, soy de opinión que corresponde 
revocar el fallo afielado en cuanto pudo ser materia 
de recurso. — Bs. Aires, febrero 22 de 1Í*4Í>. — Carlos 
G. Detfino. 

FALLO DE LA CORTE Sil BREMA 

Bs. Aires, 28 de marzo de 1ÍH9 

Vistos los autos "Ocampo Agnstín v. Compañía 
Azucarera "Concepción" »./ indemnización por despi- 
do, falta de proa vi no, y cobro de vacaciones y aguinal- 
do", en los qne se ha concedido a fs. 43 el recurso extra- 
ordinario. 

Considerando : 

Que tanto con arreglo a las normas de la Constitu- 
ción Nacional actual como a las de la anteriormente 
vigente, la cuestión de competencia sometida a la de- 
cisión de esta Corte Suprema por medio del recurso 
extraordinario debe ser resuelta en el sentido de la 
improcedencia del fuero federal invocado por la parte 
recurrente. 

Que, en efecto, conforme a los arts. 68 inc. 11, 05 y 
96 de la Constitución actual, la circunstancia de ser los 
litigantes vecinos de distintas provincias no determina 
la procedencia del fuero federal. 
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Que a igual solución se llega, en cuanto a las cau- 
sas previstas en el art. 3» del decreto 32.347/44, median- 
te la aplicación de las normas de la anterior Constitu- 
ción con la interpretación que lo lia dado la jurispru- 
dencia del Tribunal. Este puso de manifiesto, en el 
fallo del t. 210, pág. 404 de la respectiva colección, la 
incongruencia que lmbiere comportado el establecimien- 
to de tribunales de la justicia del trabajo sin competen- 
cia para conocer de las causas que con anterioridad al 
decreto 32.347/44 correspondían a la justicia federal 
por razón de las personas o de la materia. También 
demostró entonces que no existía óbice constitucional 
para atribuir el conocimiento de estos litigios a los jue- 
ces del trabajo, substrayéndolos al de los jueces de seo- 
ción. 

Si bien en el precedente citado la cuestión se había 
planteado tan sólo entre magistrados de la Capital, los 
fundamentos expuestos en esa oportunidad son aplica- 
bles con mayor razón aun a los tribunales del trabajo 
establecidos en las provincias. Eb patente —y consti- 
tuye buen ejemplo de ello el caso de la provincia donde 
se ha suseitaüo el presente litigio, en el territorio de la 
cual funcionan importantes empresas domiciliadas en 
la Capital Federal— que los fines perseguidos con la 
creación de los tribunales del trabajo resultarían frus- 
trados en las provincias si hubiera de mantenerse el 
fuero federal por raaón de las personas o de la materia 
para esa clase de asuntos; porque a la gran cantidad 
de casos que por esa vía resultarían excluidos de la 
nueva justicia se habría agregado el inconveniente de 
que, en el mejor de los supuestos, tendrían que m 
ventilados ante tribunales que, con muy pocas excep- 
ciones, tienen su asiento en las capitales de las provin- 
cias cuando no fuera del territorio de éstas, como sucede 
con las Cámaras Federales de Apelación; tribunales 
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que por su organización, jurisdicción y procedimientos 
no se prestan, por otra parte, al trámite especial que 
requieren los juicios referentes a las cuestiones del tra- 

El decreto 32.347/44 no- impone a las provincias el 
establecimiento de tribunales de la justicia del trabajo, 
pero contiene las normas tendientes a facilitarlo, eli- 
minando las dificultades de orden legal que podrían 
oponerse a su más eficaz funcionamiento, del mismo 
modo que para la justicia de paz lo hizo el art. 1* de la 
ley 927, cuya validez ha sido reiteradamente declarada 
por esta Corte Suprema a partir del fallo publicado 
en el t. 36, pág. 394 de la respectiva colección. Ya se ha 
dicho en pronunciamientos anteriores que carece do to- 
da importancia que esas normas se hallen formando 
parte de un estatuto de índole local (Fallos: 208, 97 ; 
210, 404 y 393). En ese orden de ideas, el art. 3* de 
aquel decreto, al mismo tiempo que determinó la com- 
petencia de la nueva justicia del trabajo, restringió en 
igual medida !a de los tribunales federales frente a 
aquélla, de tal modo que sólo a la primera inenmbe el 
conocimiento de los asuntos del trabajo en las provin- 
cias que la hayan establecido. 

Esa interpretación concuerda con la orientación re- 
velada por otrns disposiciones del decreto 32.347/44, 
como los arta. 4, 10, inc. b) y 45, a los cuales se ha refe- 
rido esta Corte Suprema en decisiones anteriores (Pa- 
lios : 208, 97 ; 210, 404 y 893). 

Con prescindencia de que los antecedentes adminis- 
trativos sobre interpretación de las leyes no pueden 
sobreponerse al criterio judicial para la decisión de los 
litigios (Fallos: 140, 199; 187, 18), es indudable que el 
decreto 6717/46 no tiene el alcance que le atribuye la 
recurrente. Sólo tuvo por objeto lograr el acuerdo de 
las provincias para e&tabfreer voluntariamente en todas 
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ellas la justicia del trabajo, ya que hasta entonces no 
lo habían bocho, no obstante habérseles facilitado la 
vía para ello por medio de las normas del decreto 
32,347/44 a que se ha hecho referencia. Con éstas y con 
el criterio sustentado en este fallo concuerda, por lo 
demás, el segundo apartado del art. 2» del decreto 6717/ 
46 en cuanto también excluye las causas del trabajo del 
conocimiento de la justicia federal. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador Genera], confír- 
mase la sentencia apelada en lo que lia sido materia 
del recurso extraordinario. 

Pklipe S. Pérez — Justo L. Al- 
vares Rodríguez — Rodolfo 
G. Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



HUGO J. LOPEZ CENTENO 

RECURSO EXT RAO RDífíA R 10 : Requisito* propio*. Relación di. 
rteta. Smlencint con fundamentos tto fedérale* o federal?* co**$*tf- 
4e*. Fundamentan de hecho. 

No procede el recurso extraordinario fundado en la inte* 
prefación de la partida n» 2877 del arancel aduanero 
contra la sentencia que, sobre la base de que el documen- 
tante manifestó las características tendientes a índividua- 
Usar la mercadería, de que la discrepancia sobre la clasi- 
ficación es solo una cuestión de aforo cuya determinación 
incumbía a la Aduana y no al importador, declara que 
no corresponde aplicar a éste la sanción de comiso <■}. 
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PROVINCIA DE BUENOS AIRES v CASIMIRO 
POLLEDO, S. A. COMERCIAL Y GANADERA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : CompHvuch federal 

tentia originaria (le la Corte Suprema, ( aunas en que e» parte una 

provincia. Cantas civiles. Distinta vrciudad. 

EL arí. 96 de la Consi. Nacional no incluye entre las 
causan de la jurisdicción originaria ríe la Corle Suprema 
a aquéllas en que fueren partes una provincia y los veci- 
nos de otra o de la Capital Federal, c impide dar cuno 
a los juicios iniciados después del lo de marzo de 1949, 
pero no excluye del conocimiento del tribunal a loa plei- 
tos radicados en él ton anterioridad a esa fecha por de- 
manda y contestación, ni a aquéllos en que, por vía de 
artículo, se ha declarado m competencia por pronuncia- 
miento expreso. 

RETROACTIVIDAD. 

Las normas modificatorias de la jurisdicción de toa tri- 
buna' es son de inmediato aplicables en las causas pen- 
dientes, salvo que importen privar de valides a los actos 
procésale* cumplidos con arreglo a la legislación anterior 
Dicha salvedad es inoperante respecto de las normas de 
la nueva Constitución, pero de etln no se sigue que su 
art 96 debe aplicarse retroactivamente. 

JURISDICCION I COMPETENCIA; Competencia federal, Compe- 
tencia originaria de ¡a Corte Suprema, Causa» en que t* parte una 
provincia. Cansa* civiles, Carnea* regidas por el derecho común. 

La jurisdicción originaria de la Corte Suprema en las 
causas por expropiación seguidas por una provincia con- 
tra loa vecinos de otra, se reduce a la apreciación del 
valar de lea bienes expropiados, quedando excluida, toda 
disensión respecto de la procedencia y acierto de la ex- 

rpiaeióa dispuesta. Por tanto, la Corte Suprema carece 
Competencia para decidir la cuestión referente a la 
caducidad de la ley 5101 de la Prov. de Buenos Airea, 
aobre expropiación y subdivisión de campos en el Partido 
de Lincoln. 

EXPROPIACION: Procedimiento, Procedimiento judicial. 

Hallándose regido el procedimiento del juicio de expro- 
piación por la ley 13.264, que sólo autoriza la prueba pe- 
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ricial con respecto a los bienes que no sean raíces, debe 
desecharse la solicitud de embaa parten de que se designe 
perito, fondada por ana de ellas en la ley 5141 de la Prov. 
de Buenos Aires. Tampoco procede limitar a la determi- 
nación del valor de lo expropiado la función atribuida si 
Tribunal de Tasaciones. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs, Aírrs, 31 do marzo de 1949 
Autos y vistos: Considerando: 

Que la Constitución Nacional — art. 90— no inclu- 
ye entre las causas de la jurisdicción originaria de es- 
ta Corte a aquéllas en que fuesen partes una provincia 
y los vecino» de otra o de la Capital Federal. 

Que esa disposición impide dar curso a los juicios 
iniciados después del 16 de marzo del corriente año, 
pero requiere interpretación a los efectos de establecer 
si obsta igualmente al conocimiento det Tribunal en los 
pleitos promovidos antes de esa fecha. 

Que esta Corte tiene resuelto que las normas mo- 
dificatorias de la jurisdicción de los tribunales son de 
inmediato aplicables en las causas pendientes, en tanto 
no importen privar de valides a los actos procesales 
cumplidos con arreglo a la legislación anterior —causa; 
"Domingo Siravegna" fallada en 29 de noviembre de 
1948 y las allí citadas. 

Que ciertamente la tacha de retroactividad en que 
se funda la salvedad de esa jurisprudencia, es inope- 
rante respecto de los preceptos de la nueva Constitu- 
ción. Pero de ello no se sigue que haya sido propósito 
de la misma la aplicación retroactiva de su art. 96, 
porque no cabe atribuir a los constituyentes la inten- 
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don de prescindir de los inconvenientes anejos a la al- 
teración de la competencia en las cansas ya radicadas, 
o aun de la injusticia que puede suponer su total anu- 
lación, procedente según el criterio tradicional en ma- 
teria de efectos de la incompetencia en tas causas 
civiles —Fallos: 196, 291 — y que, en todo caso, sería 
inevitable en los juicios en que la jurisdicción origina- 
ria se fundara en la extranjería, ajenos actualmente al 
fuero federal — Cons. Nacional, art. 95 — 

Que es así aplicable a la decisión referente a la 
jurisdicción originaria de esta Corte en causas incoadas 
con anterioridad al 16 de marzo del año en curso, el 
principio reiterado en la causa "Municip. de Bs. Aires 
v. F. C. O. y O. ftfinciarelli" —fallada en 14 de febrero 
de 1949 — conforme al cual, a los efectos de la compe- 
tencia de esta Corte, ha de atenderse al estado de cosas 
existentes en el momento de la demanda y la contesta- 
ción. O sea que radicada la causa ante el Tribunal por 
demanda y contestación —ley 48, art. 12, inc. 4»— con 
arreglo a los términos de los arts, 100 y 101 de la anti- 
gua Const. Nacional corresponde que esta Corte con- 
tinúe conociendo en la misma basta su definitivo fallo, 
solución a que igualmente corresponde llegar en loa 
supuestos en que ha existido pronunciamiento expreso, 
por vía de artículo, respecto de la competencia de esta 
Corte. 

Que en esta causa ha sido contestada la demanda 
según así resulta del acta de fs. 20 con fecha 9 de fe- 
brero del año en curso, estando además reunidos los 
recaudos necesarios para la competencia de esta Corte 
según los arts. 100 y 101 de la Constitución entonces 
vigente. 

Que la petición referente a la caducidad de la ley 
5101 de la Prov. de Bs. Aires no puede ser considerada 
por el Tribunal conforme a los fundamentos de la reso- 
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Ilición de fecha 14 de marzo pudo, recaída en los autos 
"Bs. Aires, la Prov. contra Duggan y Cox, Haría Ele- 
na y otros sobre expropiación", los que se dan aquí por 
reproducidos. 

Que debe desecharse la solicitud de ambaB partes 
de que so designe perito, a cuyo efecto la actora invoca 
la ley 5141 de expropiación de la Prov, de Bs. Aires, y 
la demandada pide se dictamine sobre el valor del in- 
mueble, y del perjuicio originado por el cierre del resto 
del campo no expropiado. 

Que, en efecto, rige el procedimiento de la cansa 
la ley federal n* 13.264 —Fallos: 212, 219—, que sólo 
autoriza la prueba pericial — art. 16 — para expropia- 
ciones de bienes que no sean raíces, habiendo sido, pre- 
cisamente, la supresión de tal medio de prueba — salvo 
para el caso referido — uno de los motivos determinan- 
tes de la sanción de la ley — Diario de Sesiones de la 
H. Cámara de Diputados, págs. 3346 y 3352; ídem H. 
Cámara de Senadores, págs. 2280 y 2281—, 

Que en presencia de lo dispuesto por los arta. 11 
y 14 de la mencionada ley, no cabe limitar a la deter- 
minación del valor de lo expropiado —como sostiene la 
demandada— la función atribuida al Tribunal de Tasa- 
ciones. 

En su mérito se decide: 1) declarar que la causa 
es de la competencia del Tribunal; 2) declarar ajena a 
la jurisdicción de esta Corte la cuestión referente a la 
caducidad de la ley 5101 ; 3) no hacer lugar a la desig- 
nación pedida de peritos; 4) tener a P, Antonio San 
Martín por presentado, por parte en el carácter invo- 
cado a mérito del poder acompañado, y por constituido 
su domicilio legal, debiendo hacérsele saber los días 
de notificaciones en Secretaría; 5) librar los oficios re- 
queridos por la demandada; agreg ar lo ^Jná trunientos 
acompañados y tener presente la designación que for- 
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mola de representante ante el Tribunal de Tasaciones; 
6) agregar por cnerda floja el expediente acompañado 
por la actora. 

Fklipe S. Pérez — Luis R. Losr- 
OHi — Justo L. Alvarez Ro- 

DftÍGUK — HoiMVLFO O. Va- 

lkítzüela - Tomás D. Casa- 

RES. 



BANCO DB LA PROV. DE BUENOS AIRES v 
LUIS FRANCISCO URÍA 

JURISDICCION Y COifPETEXCIA: Competencia ftttmd. com- 
petencia oriftinaria de ta Cortr Suprema. Causas en fjve es parte una 
provincia. Generalidades. 

Con arreglo al régimen del art, 101 de ta antigua Const. 
Nacional, a los eíecti * de la procedencia de la jurisdicción 
originaria de la Corte Suprema no en suficiente que una 
provincia tenga interés en el pleito, sino que es necesario 
que sea parte directa en el mismo. Es así como la inicia- 
ción de la causa por una repartición provincial no basta- 
ba para justificar el fuero, mientras no se demostrara que 
aquélla carecía de autonomía suficiente para estar en 
juicio como actora o demandada y de personalidad legal 
distinta a la del Estado. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema. Cautas vn tjtíe r.t parte una 
provincia. Causa a vivites. Distinta vecindad. 

Ni según laa disposiciones de la Constitución anterior ni 
con arreglo a las de la actual podría corresponder a la 
jurisdicción originaria de la Corte Suprema la demanda 
iniciada a nombre del Banco de la Prov. de Buenos Airea 
y con poder otorgado por éste que, además, se dice dueño 
del inmueble de cuyo parcial desalojo trata aquélla. 
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Dictamen del Procurador General. 
Snprema Corte-: 

No basta que una provincia tenga interés en un 
pleito para que proceda la jurisdicción originaria de 
la Corte Suprema, pues es indispensable —de acuerdo 
con lo que dispone el art. 101 de la Constitución Nacio- 
nal— que ella figure como parte en el juicio (136: 371). 

El Banco de la Provincia de Buenos Aires, como 
el Banco de la Nación Argentina, el Banco Hipotecario 
Nacional y otras instituciones provinciales de crédito, 
tiene personería jurídica propia y capacidad para ac- 
tuar en juicio como actor o demandado, no puóüendo 
por ello ser identificado con la provincia misma para 
determinar la jurisdicción originaría de V. E. (187: 
161). 

En consecuencia, opino que V. E. debe declararse 
incompetente para conocer en forma originaria de la 
presente causa. — Bs. Aires, noviembre 30 de 1948. — 
Carlos G. Delfino. 



PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Vistos los autos "Banco de la Prov. de Bs. Aires v. 
Uría Luis Francisco sobre desalojo", para decidir res- 
pecto de la competencia de esta Corte. 

Y Considerando: 

Que con arreglo al régimen del art. 101 de la anti- 
gua Constitución Nacional a los efectos de la proceden- 
cia de la jurisdicción originaria de esta Corte Suprema 
no es suficiente que una provincia tenga interés en el 
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pleito» biso que es necesario que sea parte directa en 
el mismo. Es así como la iniciación de la causa por u a 
repartición provincial, no bastaba para justificar el fue- 
ro, mientras no se demostrara que aquélla carecía de 
autonomía suficiente para estar en juicio como acto ra 
o demandada y de personalidad legal distinta a la del 
Estado —Fallos: 198, 277 y los allí citados—. 

Que en la especie la acción ba sido iniciada a nom- 
bre del Banco de la Prov. de Bs. Aires y con poder 
otorgado por éste que además se dice dueño del inmue- 
ble de cuyo parcial desalojo trata el juicio — Fallos: 
136, 371 — . A ello debe añadirse que las funciones del 
actor que se enumeran a fs. 65, en manera alguna im- 
portan desconocerle personería jurídica, cuya falta no 
se invoca cu el escrito mencionado. 

Que por otra parte, en presencia de lo dispuesto en 
el art. 96 de la Constitución Nacional vigente, y de lo 
resuelto en la fecha en los autos "Buenos Aires, la Prov. 
v. Polledo Casimiro, S. A. Com. y Ganadera '* corres- 
ponde igualmente declarar la incompetencia del Tri- 
bunal, 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General se decide que esta causa 
no es de la jurisdicción originaria de esta Corte. 

Felipe S. Pérez — Luis 8. Los- 
an i — Justo L. Alvarez Ro- 
dríguez — Rodolfo G. Va- 
LEUrZUELA — Tomás B. Casa- 
res, 
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SARA SAAVEDRA DE PR ADERE, SARA PRADERE ti¡& 
GAYAN Y MARTA PRADERE DE RUEDA v. PROV. 
DE BUENOS AIRES 

EXPROPIACION : Procedimiento, Procedimiento judicial 

Habiendo resuelto la Corte Suprema requerir del tribunal 
de tasaciones los informes de los arts. 31 y 14 de 1a ley 
13.264, a cuyo fin se te remitió la causa cou oficio, y es- 
tando vencido con exceso el plazo de treinta días señalado 
en el mencionado art. 14 corresponde, ante el pedido del 
dueño del inmueble tendiente a urgir el procedimiento, 
prorrogar por igual término aquel plazo y no hacer lugar 
al apercibimiento solicitado en el sentido de proseguir el 
trámite del juicio prescindiendo de dicho informe. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 31 de marzo de 1949 

Y vista la presente causa caratulada "Pradere 
Sara Saavedra de, Gayan Sara Pradera de y Rueda 
Marta Pradere de v. Buenos Aires la Provincia, sobre 
expropiación inversa", para resolver sobre el inciden* 
te planteado a fs. 74. 

Y Considerando: 

Que a fs. 69 de estos autos se resolvió requerir los 
informes de los arts. 31 y 14 de la ley 13.264, y remitir 
a ese fin la causa, con oficio al Tribunal de Tasaciones. 
El referido oficio se libró por Secretaría con fecha 4 
de diciembre de 1948 y fué recibido; con loa autos, el 
7 del mismo mes y año por la mesa de entradas del Tri- 
bunal de Tasaciones, según consta en los libros de esta 
Corte. 

Que fundado en los términos del art. 14 de la ley 
n» 13.264, la parte actora solicitó — fs. 75— se oficie al 
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organismo referido "haciéndole saber que si antes de 
os treinta días restantes que fija el artículo catorce 
no presenta el informe que la ley indica se proseguirá 
el trámite del juicio prescindiendo de dicho dictamen". 

Que el art. 14 de la ley 13.264 luego de expresar 
que a falta de avenimiento directo, el juez federal de- 
cidirá la diferencia entre expropiante y expropiado en 
juicio sumario, fijando la indemnización sobre la base 
do las actuaciones y dictámenes que deberá elaborar 
para cada caso el Tribunal de Tasaciones, integrado a 
ese efecto por nn representante del Ministerio de Obras 
Públicas de la Nación y otro del expropiado, agrega: 
"dicho tribunal deberá pronunciarse dentro de los trein- 
ta días del requerimiento del juez, quien podrá prorro- 
gar este plazo por igual término". 

Que sin duda el plazo que el artículo señala co- 
mienza a correr a partir de la recepción por el Tribu- 
nal de Tasaciones del oficio del requerimiento de su 
dictamen, ruando, como en el caso, con el misino se 
acompaña la causa, posibilitando desde entonces el cum- 
plimiento del cometido del organismo en cuestión "que 
no puede demorarse" — D. de Ss. del H. S. de la N., 
set. 17 ile 1048, pág. 2280. A lo que no es obstácnlo la 
integración del mismo con el representante del expro- 
piado, porque el apartado final del precepto prevé 
como secuela de la incomparencía de aquél dentro de los 
diez primeros días del término la prescinde una de su 
intervención. Por lo demás, en la especie también se ha 
hecho la intimación del caso. Conf. fs, 69, 72 y 73. 

Que así las cosas, es fuera de duda que a corrido 
con exceso el plazo de treinta días señalados en el art. 
14 de la ley. 13.264 para lá elaboración del dictamen 
del Tribunal de Tasaciones, lo que sumado a la peti- 
ción de la parte acto ra, hace procedente su prórroga 
por el lapso que al efecto establece la misma ley. 



» JUSTICIA OB LA NACIÓN 



Que el apercibimiento también pedido es improce- 
dente, en cuanto no se funda en precepto legal alguno, 
y por otra parte importaría un adelanto de la solución 
que pudiera corresponder en caso de no expedirse el 
informe requerido en el curso de la prórroga. 

En su mérito se decide ¡ 

Prorrogar el término del art. 14 de 1» ley 13.2G4 
para <;I cumplimiento del auto de fs. 69 por treinta días. 
No hacer lugar al apercibimiento pedido a f s. 75. 

Felipe S. Pérez — Luis R, Lon- 
ghi — Justo L. Alvarez Ro- 
dríguez — Rodolfo O. Va- 

LENZUELA TOMAS D. CASA- 
RES, 



* 



Año 1949 — Abril 

/ 

PABLO SONNTAG v. QUIMICA BAYER S. A. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

Sí bien los honorarios de los trabajo» realizados en la ins- 
tancia del recurso extraordinario sustanciado ante la Corte 
Suprema deben regularse con sujeción al arancel establecí* 
do por el decreto 30.433/44, en las causas provenientes de 
los tribunales del trabajo de la Capital en cuya jurisdicción 
no rijre aquél» sino lo dispuesto por el nrt 94 del decreto 
n* 32.347/44— la aplicación del art. 11 del arancel debe 
hacerse ateniéndose a la regulación firme de primera ins- 
tancia, en la que se ha aplicado la norma pertinente del de- 
creto de creación de la justicia del trabajo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de abril de 1949. 

Vistos los autos "Sonntag Pablo c.f Química Bayer, 
S. A. sobre despido", para decidir sobre el pedido de 
regulación de honorarios de f s. 179. 

Considerando : 

Que los honorarios de los trabajos realizados en 
la instancia del recurso extraordinario sustanciado ante 
esta Corte deben regularse con sujección al arancel es- 
tablecido por el decreto ley 30.4.19 j 44 que rige para "la 
Capital de la República, territorios nacionales y fuero 
federal en las provincias" (art 1') y comprende "las 
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actuaciones correspondientes a segunda o ulterior ins- 
tancia" (art. 11), Y en lo que era la justicia ordinaria 
de la Capital no hay otra ** ulterior instancia" que la 
del recurso extraordinario. 

Que cuando diebo recurso recae en un juicio prove- 
niente de los tribunales del trabajo, cuya ley orgánica 
(decreto 32.347144) contiene una disposición especial 
sobre el monto de los honorarios que en esas causas se 
devenguen (art. 94) también es de aplicación el arancel 
aludido pues este último precepto se refiere a las actua- 
ciones producidas ante la justicia que el decreto ley ci- 
tado creó y organizó. 

Que esta aplicación debe atenerse, sin embargo, a 
la regulación firme de 1* instancia, no obstante que en 
el caso de que se trata no se ha hecho aplicando el aran- 
cel, puesto que cuando en el art. 11 de este último se 
dispone que por las actuaciones de segunda o ulterior 
instancia se regulará entre el 25 y el 35 por ciento de la 
cantidad que deba fijarse para los honorarios de prime- 
ra instancia, ha de interpretarse que se trata de la re- 
gulación impuesta por las disposiciones legales que rijan 
en la respectiva causn, pues siendo el decreto ley que 
creó los Tribunales del Trabajo de fecha posterior al 
de Arancel, la derogación sancionada por el art. 51 de 
este último, no rige con respecto al art. 94 del primero. 

Por tanto, atenta la labor realizada y la importan- 
cia del juicio, se regulan en mil ochocientos y en seis- 
cientos pesos moneda nacional, respectivamente, los ho- 
norarios del Dr. Jaime Oliver y apoderado Vicente Ri- 
baudo en esta instancia. 

Felipe S. Pérez — Luis B. Lon- 
ohi — Justo L. Alvares 
Rodríguez — Tomás D. Ca- 
sabes. 
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ALFREDO B. CANGIANO v. BERNABE LARROSA T 
BAUDIFXO PINEA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requ^itos formales, interposición 
del recurso. Término. 

No es susceptible de revisión el auto del superior tribunal 
de la causa que declara interpuesto fuera de término el re- 
curso extraordinario, salvo ¡os supuestos de error manifies- 
to, ya legal ya de cómputo del plazo (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* fórmale*. Interposición 
del recurso. Término. 

El término para interponer el recurso extraordinario corre 
a partir de la notificación de la sentencia final del superior 
tribunal de la causa y no se interrumpe por la interposición 
de recursos improcedentes ante el mismo u otro tribunal 
local ( a ). 



ACELA BRAVO DE GONZALEZ v. LUCIO PEDRO 

GONZALEZ 

JURISDICCION T COMPETENCIA; Prórroga. Trámites judidatn. 

Si bien la presentación del demandado en el juicio solici- 
tando ser tenido por parte importa prórroga de jurisdic- 
ción, ello es asi a falta de salvedad en contrario, porque 
aquella actitud demuestra la voluntad de actuar ante loa 
tribunales del lugar en que se cumplen esas diligencias. Por 
ello, no importa prorrogar la jurisdicción, sino todo lo con- 
trario, la presentación del demandado por Ta cual, en contes- 
tación a la vista que se le dió en un juieio por aumento 
de Ta cuota de alimentos, si bien pide el rechazo de la pre- 
tensión de la aetora, hace saber que ha promovido contienda 
de competencia por inhibitoria ante el jue> de su domicilio 
y la mantiene expresamente agregando que por ello se aba- 
tiene de plantear la cuestión por declinatoria. 



(i) 4 do abril a« 19M. Fallos; 201, 15»; «18, 182. 
ft> FaUoa: 20fl, 340. 
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JUBISDWCION Y COMPETENCIA; Incidentes y nvntiont, cons. 
mi. Vnrú». 

Mediando conexión directa entre dos juicios sucesivos, la 
iniciación del primero prorroga la jurisdicción que pudo 
invocarse en el segundo; razón por la cuat los tribunales 
que fijaron la suma que el esposo debía pasar a su cónyuge 
en concepto de alimentos, son los competentes para conocer 
de la demanda deducida después con el objeto de obtener 
el aumento de aquélla. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA.' Competencia territorial. At¡~ 

Por tratarse de una acción emergente de las relaciones ma- 
trimoniales no es el domicilio del demandado sino el último 
domicilio conyugal el qne determina la competencia de loa 
tribunales para conocer de Ta demanda sobre alimentos pro- 
movida por la esposa contra su marido. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

En este juicio que por alimentos Dña. Acola Bravo 
de González promovió contra Lucio P, O otó leu ante la 
justicia en lo civil de la Capital Federal, la actora soli- 
citó ampliación de lo pensión alimenticia (fs. 21). Ma- 
nifestó qne el demandado se domiciliaba en la ciudad de 
Córdoba, por cuyo motivo obtuvo se lo notificara por 
medio do exhorto (fs. 25). 

De los autos agregados por cuerda separada resul- 
ta que tal diligencia se cumplió el 17 de noviembre de 
1947, y el 27 del mismo mes > año, González planteó ante 
el juzgado de 1* Instancia en lo Civil y Comercial de 
Córdoba cuestión de competencia por inhibitoria y lo- 
gró resolución favorable (fs. 1, 4 y 9, cxp. N» 86). El 
Juez de la Capital ha mantenido su jurisdicción (fg. 36 
vta. y 37), con lo cual, y ante la tácita insistencia del 
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Juea exhortado (fs. 14 vía. exp. anexo), ha quedado tra- 
bado el conflicto jurisdiccional que corresponde dirimir 
a V. E. (art. 9», ley 4055). 

Sea cual fuese e] procedimiento que correspondo . 
para obtener el aumento de la cuota, de juicio ordina- 
rio o de trámite sumario, lo cierto es qne la demandada, 
con posterioridad al planteamiento de la inhibitoria, ha 
contestado la vista conferida en el juicio principal, lo 
cual importa consentimiento de la jurisdicción que ha- 
bía desconocido. 

En tales condiciones, y do acuerdo con reiterada 
doctrina de V. K. (164: 257; 205: 544 ; 210: 1278, entre 
otros), opino que corresponde dirimir la presente con- 
tienda en favor de la competencia del señor Juez en lo 
Civil de la Capital Federa!. —Buenos Aires, marzo 25 
de 1949. — Carlos O. Dclfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 do abril de 1949, 
Autos y vistos: Considerando: 

Que si bien esta Corte Suprema ha decidido reite- 
radamente que la presentación del demandado en el 
juicio solicitando ser tenido por parte importa prórroga 
de jurisdicción (Palios: 164, 257; 205, 61 y 544; 210, 
1278) ha hecho coustar que ello era así a falta de salve- 
dad en contrario porque aquélla actitud demostraba la 
voluntad de actuar ante los tribunales del lugar en que 
se cumplían esas diligencias. 

Que en el caso de autos el demandado, notificado 
de la vista que se dispuso darle del pedido de la actora, 
promovió el 2C de noviembre de 1947 contienda de cora- 
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patencia por inhibitoria ante el Sr. Juez de primera ins- 
tancia y 7* nominación en lo Civil y Comercial de Cór- 
doba (cargo de fs. 5 del expediente O. 86). El 27 del 
mismo mea y año presentó ante et Juzgado n* 1 de pri- 
mera instancia en to Civil de la Capital Federal el es- 
crito de fs, 27 (cargo de fs. 28 vta.) en el cual, contes- 
tando la vista que se le había conferido, si bien solicitó 
en definitiva el rechazo de la acción por las razones 
que expuso, expresamente mantuvo la contienda de com- 
petencia que había deducido por inhibitoria, agregando 
que por ello no planteaba la cuestión por declinatoria 
y que la acto ra debería interponer la acción ante los 
tribunales de Córdoba. 

Que ante la salvedad de referencia y de acuerdo 
con la jurisprudencia de esta Corte Suprema preceden- 
temente citada, es indndable que la actitud del deman- 
dado no puede se considerada como demostrativa de 
su voluntad de prorrogar la jurisdicción sino todo lo 
contrario; conclusión que se halla corroborada por la 
presentación del respectivo exhorto a fs. 29. 

Que de acuerdo con la doctrina y la jurisprudencia, 
este Tribuual ha declarado que mediando conexión di- 
recta entre dos juicios sucesivos, la iniciación del pri- 
mero prorroga la jurisdicción que pudo invocarse en el 
segundo (Fallos: 1%, 642 ; 207, 329 ; 209, 437 y los allí 
citados). 

Que ello es lo que ocurre en el caso de autos, pues 
trátase de un a acción tendiente a obtener una pensión 
mayor en concepto de alimentos, sobre la base de ser 
insuficiente la que hasta ahora ha percibido la nctora, 
a cuyo efecto se requiere la modificación de lo resuelto 
en su oportunidad por los tribunales de la Capital Fe- 
deral que fijaron originariamente el monto de la pen- 
sión a cargo del demandado. 

Que a ello cabe aún agregar que por tratarse de 
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ana acción emergente de las relaciones matrimoniales 
entre las partes, no es el domicilio del demandado el 
que determina la competencia de los tribunales de jus- 
ticia, pues ella depende del último domicilio conyugal 
(Fallos: 206, 26; 210, 45) que, en el caso de autos, resal* 
tarta ser presumiblemente la ciudad de Buenos Aires, 
dado que la competencia de sus tribunales fué consen- 
tida por el esposo con motivo de la demanda de fs. 3. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, declárase que el Sr. Juez de primera instancia 
a cargo del Juzgado n* 1 en lo Civil de la Ciudad de Bue- 
nos Aires es el competente para conocer de la demanda 
sobre aumento de la pensión de alimentos promovida 
por Da. Acela Bravo de González contra Don Lucio 
Pedro González, En consecuencia, remítansele los autos 
y hágase saber al Sr. Juez de primera instancia y 7* 
nominación de Córdoba en la forma de estilo. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Loir- 
obi — Justo L. Alvabbs 
Rodríguez — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casajiks. 



SAMUEL YERUSALIMSKI 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia penal. Delitos en 
particular. Defraudación. 

Es competente para conocer en la causa instruida con mo- 
tivo de una denuncia sobre defraudación prevista en el 
art. 173, inc. I 9 , del Código Penal, el juez del lugar donde 
se habría utilizado el ardid o engaño en perjuicio del com- 
prador y Be efectuó la entrega de los muebles de calidad 
inferior a la convenida por el mismo coa el corredor del 
vendedor. 
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Dictamen del, Procurados General 
Suprema Corte : 

En la ciudad de Río Cuarto (Córdoba) lugar de su 
residencia, D. Ricardo Lagares adquirió un juego de 
muebles pagadero en mensualidades, convenio que fué 
celebrado por medio de uno de los viajantes de la firma 
"La Capital" establecida con negocio del ramo en Mer- 
cedes (San Luis), según consta en la nota de venta 
defs. 3. 

Al recibir Ja mercadería qu^ le enviara la vendedo- 
ra, e[ comprador pudo comprobar que no era de la 
calidad y medidas que había pactado, por lo que des- 
pués de efectuar algunos reclamos y sintiéndose per- 
judicado formuló la presente denuncia con intervención 
del señor Juez de Instrucción y Menores de Río Cuarto. 

Realizadas algunas diligencias sumariales, dicho 
magistrado libró exhorto al de igual ciase de Mercedes 
para que citara al propietario de la firma denunciada, 
don Samuel Ycrtisaliniski, a efectos de prestar decla- 
ración indagatoria ante aquel trihunal pedido al que no 
hizo lugar el juez exhortado, al decidir favorablemente 
a fs. 44 una cuestión de incompetencia por inhibitoria 
deducida por el acusado a fs. 37. Por ello y ante la in- 
sistencia de aquél (fs. 6íi), ha quedado trabado el pre- 
sente conflicto jurisdiccional, que corresponde dirimir a 
V. K. de acuerdo a lo que dispone el art. 9' de la ley 
4055. 

De los elementos de juicio obrantes en autos así co- 
mo de las modalidades propias que revisten los hechos 
denunciados, se desprende que en caso do existir delito, 
la acción del acusado podría encontrarse encuadrada 
"prima facic" en la figura delictiva contemplada por 
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el art. 173, inc. 1* del Código Penal, por lo que, a los 
efectos traídos a la decisión de V. E. se hace necesario 
determinar el momento en que se habría consumado la 
infracción a dicha norma penal. 

En el estado actual de la investigación, se encuentra 
suficientemente acreditado mediante la denuncia de fs. 
1, ratificada a fs. 16 y el testimonio de fs. 33, que la re- 
lación contractual que vinculó a denunciante y denun- 
ciado, y cayo incumplimiento, doloso o no, por parte de 
este último originó la presente acción, se celebró en la 
ciudad de Río Cuarto y que en esc lugar, de común acuer- 
do entre las partes, le fué entregada a aquél la mercade- 
ría que había adquirido en las circunstancias preceden- 
temente expuestas. 

Por ello, sea que hubiere mediado algún ardid o 
engaño en el momento de concretarse la operación, por 
ln presentación de un falso catálogo de ¡atendedora 
(fs. 1), o que se considere fraudulenta la simple entrega 
de los muebles cuestionados, sería siempre competente 
el juez de la ciudad de Río Cuarto puesto que allí tuvie- 
ron lugar los hechos origen de la denuncia. 

En esc sentido debe ser dirimida, en mi opinión, la 
presente contienda de competencia. — Buenos Aires, 
marzo 25 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de abril de 1949. 

Autos y vistos : Considerando : 

Que en el supuesto de que los hechos en que se fun- 
da la denuncia constituyeran el delito de defraudación, 
ésta se habría cometido en la ciudad de Río Cuarto, 
pues allí habríase utilizado el ardid o engaño en el caso 
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de haber existido, y allí turo lugar la entrega de los 
muebles en cuestión de la cual pudo desistir el ven- 
dedor hasta que fueron retirados por el comprador. 

Por tanto y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General a fs. 70, declárase que el Sr, Juez de Instrucción 
de Primera Nominación de Bío Cuarto, Pro?, de Cór- 
doba, es el competente para conocer del proco- o seguido 
contra Samuel Yerusalimski sobre defraudación a Ri- 
cardo Lagares. En consecuencia, remítansele los autos 
y hágase saber al Sr. Juez del Crimen de Mercedes, 
Prov. de San Luis, en la forma de estilo. 

Felipe S. Pkhez — Luis B. Lon- 
ohi — Justo L. Alvarez 
RoimíouRZ — Rodolfo Ü. 
Valknzuela — Tomás D. 
Casares. 



DOLORES GIL DE O ALAN Y OTROS v. NACION 

ARGENTINA 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION; Tercera iwtanvia. Gene- 
tmiidadn. 

El recurso ordinario de apelación para ante la Corte Su- 
prema ha sido suprimido por la Constitución actual. Ello 
no impide que aquélla conozca de dicho recurso cuando 
hubiera nido otorgado con anterioridad a la vigencia de 
dicha Constitución ni que, en el caso de haberlo sido des- 
pués el tribunal considere lo que fuere propio del recurso 
extraordinario que habría podido interponerse en el 
caso de que no hubiera procedido el recurso ordinario. 

CORTE SUPREMA. 

Suprimido el recurso ordinario de apelación ante la Corte 
Suprema por la Constitución actual y no reglamentado aún 
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por la ley el recurso de casación, el conocimiento y decisión 
de las causas que versen sobre puntos regido* por la Cons- 
titución y por las leyes de la Nación, atribuido a la Corte 
Suprema por la primera parte del art. 95 de la Constitu- 
ción, sólo puede tener lugar por la vía del recurso extra- 
ordinario mencionado en el párrafo tercero del mismo 
artículo. 

RECURSO EXTRAORDINA RIO : Principios generales. 

Si bien ni en la Constitución, ni en lns leyes 48 y 4055 
figura la expresión 14 recurso extraordinario' * y la Consti- 
tución actual no lo define, una inveterada jurisprudencia 
y la doctrina pertinente sin excepciones la emplean para 
denominar al que excepcionalmente se acuerda ante la 
Corte Suprema para asegurar la primacía de la Constitu- 
ción y determinar la inteligencia de los tratados, las leyes 
federales y las comisiones ejercidas en nombre de la auto- 
ridad nacional. 

PENSIONES MILITARES: Guerrero* de la Independencia. 

La ley 12.613 que no se refiere al territorio actual de la 
República Argentina, es incuestionablemente aclaratoria 
de la ley 11.412, que no especificó a quienes debía consi- 
derarse guerreros de la Independencia. 
£1 decreto 22,174/44 que sustituyó al art. 1' de la ley 
12.G13, para referir el requisito del territorio al que actual- 
mente pertenece el país, no es aclaratorio sino modifica- 
torio de dicha ley y no puede ser válidamente aplicado con 
efecto retroactivo a los casos de pensiones otorgadas con 
arreglo a las leyes 11.412 y 12.613. 

Encaso es distinto del resuelto por el fallo publicado en 
el t. 212, pág. 329, donde no mediaba pensión acordada 
y en el cual se mencionó el art. 4* del Cód. Civil tan solo 
paro aludir a que se trataba de un caso "no juzgado". 



Sentencia, del Juez Federal 

Bs. Aires, diciembre 23 de 1947. 

T vistos para resolver este juicio seguido por las Sras. 
Dolores Gil de Galán, Carmen Gil de García, Juana Gil de 
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Papcrán y Dolores Heraienegílda Casaravilla de Menck con 
tro la Nación sobre reintegro de pensión y cobro de pesos y, 

Resultando: 

I. Que las actoros demanda*! a !a Nación para que se las 
reintegre en et goce de las pensiones que percibían en su carác- 
ter de nietas viudas del (¡tierrero do la Independencia, sub- 
teniente I). Francisco Gil y se les abone las mensualidades que 
se les adeuda; todo, con intereses y costas. 

Dicen que de acuerdo a la Jey 11,412. obtuvieron cada 
una por distintos decretos, fa pensión metixiiul de m$n. 100. 
Pero posteriormente, el P. K, entendiendo qué el causante no 
había sido guerrero de la Independencia en ios términos exi- 
gidos por la ley 12.61H. par los decretos ñutos. 74.010 y 74.909 
insertos en los B. M. míms. 11.537» 1» parte y 11.534 1» parte 
procedió a retirárselas. 

Consideran que, frente a Jos lu chos históricos en que aetuó 
el subteniente Gil. el P. E. lia interpretado equivocadamente 
la citada ley por lo que debe hacerse lugar a la demanda que 
dejan entablada. 

II. Que e! Sr. PrJJC. Fiscal, después de nc-rar todos loa 
hechos relatados en la demanda en cuanto no los reconozca 
expresamente, sostiene que el P. E. al retirar a las actoras la 
pensión que anteriormente les había concedido, lo ha hecho 
en mérito de lo dispuesto en él art. 6* de la ley 12.613 y por 
no haberse encontrado el causante encuadrado en las condi- 
ciones exigidas por el art. 1" de dicha ley para ser considerado 
como guerrero de la Independencia. 

Por tanto, pide se rechace la demanda y se imponga las 
costas a las aetoras. 

Y considerando: 

I. Que por decreto del 26 de diciembre de 1929 les fué 
acordada la pensión emergente de la ley 11,412 a las actoras 
Sras. Dolores ti i 1 de Galán, Carmen Gil de García v Juana Gil 
de Pa perón y por el de fecha 11 de agosto de 1937, a la Sra. 
Dolores 1 ¡ v r menegilda Casara villa de Menck, a todas en su 
carácter de nietas del subteniente D. Francisco Gil. Y por el 
de 18 de octubre de 1940 para las tres primeras y el de igual 
feeJia para la última, el P. E. les declaró extinguida la pensión 
por considerar que el causante de la misma no se encontraba 
encuadrado dentro de las prescripciones de) art. 1' de la ley 
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12.613, es decir, que no había prestado loa servicios indispen- 
sables para ser considerado "Guerrero de la Independencia 1 '. 

Por consiguiente y pese a la negativa de carácter general 
formulada por el 8r. Proe. Fiscal, habiéndose reconocido a las 
adoras por el P. E. el vínculo de parentesco con el causante 
de la pensión, vínculo que está debidamente acreditado en el 
expediente administrativo, este pleito queda reducido a esta- 
blecer si, frente a las disposiciones de la ley 12.613, reviste Gil 
el carácter de guerrero de la Independencia. 

Que el Archivo General de la Nación informa a fs. 38 quo 
Gil era en "1812, mayo. Subteniente, Regimiento de Volun- 
tarios de Caballería de la Patria de Canelones, 6» Compañía" 
y el 8r. Ministro de Guerra a fe. 33 que tal "regimiento fué 
organizado en la Banda Oriental del Uruguay... para luchar 
contra el poder realista en favor de la liberación de ese terri- 
torio". T la Academia Nacional de la Historia a fs. 41 que 
"producido el movimiento de mayo de 1810, la Banda Orien- 
tal dio su adhesión a la Junta. . . ". 

"Vencida la resistencia opuesta por las fuerzas realistas y 
circunscriptas catas al recinto de la plaza de Montevideo, la 
Banda Oriental pasó a depender de la autoridad existente en 
Buenas Aire»'*, 

Que agregado a loa autos figura un documento suscripto 
por el Cncl. I>. Bonifacio Vidal, cuya firma puesta al pie del 
mismo es perfectamente auténtica según la opinión del perito 
calígrafo, — fs. 57—, y según el otro perito Canter (fs. 45 vta.) 
"no hay indicio alguno para declararlns apócrifas" y que 
** puede asegurarse que tanto el papel, como el trazo, indican 
que han sido escritos en la época en que están datados". Dicho 
documento "Certifica que R Peo. Gil sirvió a sus órdenes el 
año 1811 en clase de Sargento veterano de Caballería de Ex- 
tramuros y que se halló en ta acción de Las Piedras a las órde- 
nes del Gral D. José Artigas en cuyo hecho fué herido de sable 
en un brazo portándose en el combate con los españolea con 
torio brío y valor de un buen militar, por cuya conducta y 
otros servicios que prestó luego que se puso el primer sitio a 
la Plaza ascendió a subteniente. . . '\ 

Que está así debidamente probado, a juicio del suscripto, 
que P. Francisco Gil tomó parte en el combate de lias Piedras 
y en el sitio de Montevideo, hechos de armas de la Guerra de 
la Independencia y como es público y notorio que la Banda 
Oriental formó parte integrante de las Provincias Unidas del 
Río de la Plata hasta 1828, en que ae constituyó en estado 
libre e independiente, es indudable el derecho de las actoraa a 
la pensión que acuerdan las leyes 11.412 y 12.613. 
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Por estas consideraciones, fallo : declarando que la Nación 
debe reintegrar a las adoras Sras. Dolores Gil de Galán, Jua- 
na Gil de Paperán, Carmen Gil de García y Dolores Her mene- 
gilda Casara villa de Menck la pensión que postaban de acuer- 
do a los decretos del P, E. de focha 26 de diciembre de 1929 
para Isa tres primeras y el de 11 de aposto de 1937 para la 
última y abonarle las mensualidades que se íes adeuda desd-í 
«1 18 de octubre de 1940, fecha de los deeretos que dejaron 
sin efecto los anteriores, con intereses a estilo de los que cobra 
el Banco de la Nación desde la notificación de la demanda 
y las costas del juicio. — E. A. Úriiz Rasuatdo. 



Sentencia db la CAhara Federal 

Bs. Aires, noviembre 5 de 1948. 

Y vistos estos autos Refluidos por Dolores Gil de Galán y 
otras contra la Nación sobre reintegro de pensión militar, ve- 
nidos en apelación en virtud del recurso interpuesto a fs. 76 
contra la sentencia de fs. 71, el tribunal planteó la siguiente 
cuestión a resolver: 

i Es arreglada a derecho Ja sentencia recurrida f 

Sobre dicha cuestión el Dr. Herrera dijo • 
El apelante al expresar agravios ha solicitado que se des- 
estime la demanda interpuesta sosteniendo que el regimiento 
de Caballería de la Patria de Canelones, en que prestó servicios 
el antecesor de las demandantes, el subteniente D. Francisco 
GU, durante la campaña de 1» guerra de la Independencia, 
fué" una unidad organizada en ta Banda Oriental del Uruguay 
y no en lo que forma el actual territorio de la República Ar- 
gentina, como lo exige la ley 12.921, que ha modificado la 
12.613. 

Qut: ta prueba rendida en autos permite establecer que la 
Banda Oriental del Uruguay era en 1811 zona de operaciones 
de la guerra de la Independencia y que el Regimiento de Ca- 
ballería de la Patria de Canelones participó en el sitio de 
Montevideo y en el combate de Las Piedras, hecho de armas 
que aeirfm el informe del Ministerio de Guerra de flL^33, debe 
considerarse vinculado a la independencia argentina. 

Está acreditado además que el antecesor de las demandan- 
tes era en setiembre y octubre de 1811 subteniente del Regi- 
miento indicado, según el extracto para el ajuste y pago del 
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sueldo de dichos meses (informe del Archivo General de la 
Nación de fs. 38). 

Como se expresa en el informe de la Academia de Histo- 
ria de fs. 41, en el tomo I del Registro Oficial de ta República 
Argentina consta que el regimiento citado tomó parte en la 
campaña de la Banda Oriental y el hecho de que el oficial 
Francisco Gil estuviera presente en la plaza de Buenos Aires 
en mayo de 1812 donde se efectuó su ajuste y pago correspon- 
diente a septiembre y octubre de 1811, según el informe del 
Archivo General demuestra que estuvo efectivamente incorpo- 
rado úl Ejército Nacional, que organizado en el tictual territo- 
rio de la República Argentina, pasó a la Banda Oriental a 
operar contra los realistas. 

Por último y como elementos coadyuvantes para llegar a 
la conclusión de que el causante debe ser considerado como 
guerrero de ta Independencia están: 

a) que en la defensa de Buenos Aires durante las inva- 
siones inglesas actuó como soldado urbano y atendiendo a su 
mérito y servicios, pues fué herido gravemente, se le acordó el 
grado de subteniente de las milicias urbanas, según la toma de 
razón de 13 de febrero de 1810 (Informe del Archivo General 
de la Nación de fs. 38). 

b) que el documento N» 3 agregado por cnerda, cuya 
autenticidad se ha acreditado con la pericia caligráfica de 
fs. 50, suscripto por el Cnel. Bonifacio Vidal, acredita que el 
causante tomó parte y fué herido en ta batalla de Las Piedras, 
en la que actuó el referido Coronel Vidal como oficial del 
Ejercito de las Provincias Unidas, según las numerosas cons- 
tancias de fs. 38 del informe del Archivo General de la Nación, 

Aunque el causante no tuvo nombramiento emanado de la 
Junta de Mayo, considero, en virtud de lo expuesto, que el caso 
de autos es análogo al resuelto por el tribunal con fecha 15 
de mayo del corriente año en la causa Flavia y Teodora Péres 
y otra contra la Nación y en su mérito voto afirmativamente la 
cuestión planteada, entendiendo, en consecuencia, que debe con- 
firmarse el fallo recurrido, 

Sobre la misma cuestión los Sres. Jueces Dres Consoli y 
García Rams manifestaron que adherían por sus fundamentos 
al voto precedente. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el acuerdo 
que antecede, se confirma la sentencia apelada de fs. 71 en 
cuanto hace lugar a la demanda y declara que la Nación debe 
reintegrar a las actores, Sras. Dolores Gil de Galán, Juana 
Gil de Paperán, Carmen Gil de García y Dolores Hermenegil- 
da Casarovilla de Menck la pensión de que gozaban como dea* 
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* 

«endiente* del guerrero de la Independencia, D. Francisco Gil 
y abonarles las mensualidades que se les adeuda desde el 18 
de octubre de 1940, con sus intereses desde la notificación 
de la demanda y con las costas de ambas instancias a la de- 
mandada, — Varios Hcr-rra. — Horacio O arda Rama. — 
Maximiliano Consoli. 
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Buenos Aires, 7 de abril de 1949. 

Vi atoa log nulos " Galán Dolores Gil de y otras v. 
Gobierno de la Nación s.j reintegro de pensión militar*' 
en los que se ha concedido a fs. 108 el recurso ordinario 
de apelación. 

Considerando: 

Que tanto de la derogación de lo dispuesto en el 
art. 101 de la Constitución anterior (conf. art. 95 de la 
Constitución vigente) según el cual la jurisdicción de 
la Corte Suprema tle que trata el art. 100 había de ejer- 
cerse "por apelación, según las reglas y excepciones 
que prescriba el Congreso", salvo los casos indicados 
en la última parte del mismo texto en los cuales la ejer- 
cería "originaria y exclusivamente ", como de la men- 
ción expresa del recurso extraordinario en los párra- 
fos tercero y cuarto del art. 95 resulta no tenor actual- 
mente la Corto Suprema, por disposición constitucional 
directamente operativa, otra jurisdicción apelada que 
la del recurso extraordinario, — gobernada por los pre- 
ceptos respectivos de las leyes 48 y 4055 — , y la de la 
casación, que una ley dehorá reglamentnr. 

Que, en consecuencia, "el conocimiento y decisión** 
de las causas que versen sobre "puntos regidos por la 
Constitución y por las leyes de la Nación" atribuido a 
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la Corte Suprema por la primera parte del art. 95 de 
la Constitución vigente, sólo puede tener lugar por la 
vía del recurso extraordinario mencionado en el párrafo 
tercero del mismo artículo. 

Que si bien ni en la Constitución anterior, ni en las 
leyes precedentemente citadas — 48 y 4055 — figura ta 
expresión "recurso extraordinario" y la Constitución 
actual no lo define, una inveterada jurisprudencia y la 
doctrina pertinente sin excepciones la emplean para 
denominar al que cxcepcionalmentc se acuerde ante esta 
Corte para asegurar la primacía de la Constitución y 
determinar la inteligencia de los tratados, las leyes fe- 
derales y las comisiones ejercidas en nombre de la auto- 
ridad nacional. 

Que, no obstante lo expuesto, acordado como fué 
regularmente a fs. 108 el recurso ordinario en esta cau- 
sa, pues aun no regía la Constitución actual correspon- 
de substanciarlo porque si bien la norma constitucional 
de que se trata no requiere para su efectiva vigencia la 
sanción de una ley reglamentaria, —que no podría, por 
lo demás, acordar para ante esta Corte un recurso que 
la Constitución ha excluido — , no corresponde aplicarla 
con efecto retroactivo, tratándose como se trata en este 
caso, de una situación procesal concluida como es la que 
consumó el otorgamiento regular del recurso cuando 
era procedente. (Conf. lo resuelto el 31 de marzo ppdo. 
in re: "Banco de la Provincia de Buenos Aires c.| Uría 
Luis Francisco s.| desalojo" y "Buenos Aires la Pro- 
vincia c.| Potledo Casimiro S, A. Comercial y Ganadera 
s.| expropiación"). 

Que, por otra parte, aunque no se interpuso aquí el 
recurso extraordinario ello no podría impedir que esta 
Corte considerara lo que fuese propio de él, — es decir, 
la inteligencia de las normas federales que están en cues- 
tión—, puesto que en el régimen constitucional anterior 
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cuando «1 recurso ordinario era procedente se hacía in- 
necesario interponer el extraordinario comprendido co- 
mo estaba en la amplitud de aquél todo cnanto podía 
ser materia de este último. En consecuencia debería con- 
siderárselo interpuesto en este caso. 

Que el fondo del asunto está regido por la ley 12.613 
y el decreto-ley 22.174] 44 (hoy ley 12.913) del que no 
hacen mención las sentencias de las instancias anterio- 
res, pero que invoca el Sr. Procurador General a fs. 116. 
La primera es incuestionablemente aclaratoria de la 
ley 11.412 que no especificó a quienes debía considerarse 
guerreros de la Independencia. Así lo reconocen, por ]o 
demás, los recurrentes, que no objetan la revisión de 
sus pensiones acordadas conforme a dicha ley 11.412, 
sino Ja interpretación de la ley 12.613 por cuyo imperio 
se hizo la revisión. En el art. 1' de esta última se dispone 
que se entiende por guerreros do la Independencia "a 
los militares que formando parte de los ejércitos o do 
las fuerzas navales de la República organizadas en su 
territorio actuaron en campaña. . ., etc.". El P. E. puso 
término u la pensión que había acordado a las actoras 
porque su antepasado formó parte de un regimiento or- 
ganizado en 1811 en la Banda Oriental que si bien en- 
tonces formaba parte del Territorio de las Provincias 
Unidas del Río de la Plata no lo forma lio y, y es al te- 
rritorio actual de la República, según el P. E. que se re- 
fiere la ley 12.613. Esto es lo que estableció posterior- 
mente a la promoción de esta demanda, el 18 de agosto 
de 1944, de modo expreso el deercto-ley 22.174 cuyo art. 
1' dice así : " Sustituyese el ort. l g de la ley 12.613 por el 
siguiente: A los efectos de la ley 11.412 invisten el ca- 
rácter de guerreros de la Independencia los militares 
que formando parte de los ejércitos o de las fuerzas na- 
vales de la República, organizados en lo que hoy forma 
su actual territorio. . etc.". Si el decreto-ley citado fué 



m JUSTICIA W h\ NACIÓN 



aclaratorio do la ley 12.613, puesto que el caso de las 
actoras do estaba juzgado cuando se lo dictó, —esta de- 
manda tiene precisamente por objeto obtener que la re- 
visión de la pensión de que gozabun las actoras se hnga 
conforme a lo que éstas sostienen ser la interpretación 
fiel de la ley aclaratoria 12.ÍJ13—, correspondería de- 
cidirlo aplicando con efecto retroactivo aquella norma 
legal. No así en el supuesto de que no fuera aclaratorio 
sino modificatorio del criterio con que se han de acor- 
dar las pensiones a los descendientes de los guerreros 
de la Independencia pues las actoras estarían en el goce 
de una pensión regularmente acordada, dado que llena- 
rían los requisitos exigidos por la ley 11.412 y por la 
12.613 que la aclaró. 

Que ni el texto del art. íf de la ley 12.613 ni la fina- 
lidad de la misma ni el debate parlamentario respectivo 
autorizan a interpretar que el territorio a que el mismo 
se refiere es el territorio actual de la República. No lo 
autoriza Ja letra porque la mención del territorio no 
tiene otra función que la de fijar los límites dentro de 
los cuales se hizo la organización de las fuerzas a que el 
precepto se refiere. Alúdese, pues, pl territorio al tiem- 
po de la organización; en otras palabras, a lo que cuan- 
do se organizaron las fuerzas militares en él era territo- 
rio de la República. Menos aun lo autoriza la finalidad 
o espíritu de la ley en cuestión puesto que se trata 
mediante ella de recompensar en sus descendientes a 
los soldados de la Independencia Argentina. Y si para 
determinar quienes lo fueron se alude al lugar en que e) 
ejército de que formaban parte se organizó, empleando 
para ello la expresión : organizado en el territorio de la 
República, se está indicando con ello el territorio de la 
República de cuya independencia se trataba. Y en cuan- 
to al debate parlamentario nada hay en él relativo a 
este punto. Todo lo que in extenso se transcribe en el 
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memorial de fs. 80 conciorno <h la nacionalidad y radica- 
ción de los beneficiarios de ta pensión, como qne esas 
exposiciones no comentan precisamente el art. 1* sino 
el 2* y el 3" de la ley en cuestión, que en este momento 
no están en tela de juicio. 

Que si tal es el sentido y alcance de la expresión 
cuestionada del art. 1* de la ley 12.613, el precepto del 
decreto-ley 22.1 74 \ 44 que lo sustituye no puede consi- 
derarse aclaratorio y no cabe, en consecuencia, aplica- 
ción retroactiva de él. 

Que, en consecuencia, declarada como fué la extin- 
ción de la pensión de las actoras por aplicación de la 
ley 12.613 en virtud de una interpretación de ella que 
no es la que corresponde débese hacer lugar a la demanda 
como se lia decidido en las dos instancias anteriores» 
pues respecto a la prueba de los hechos esta Corte la 
considera legal y suficiente por las razones expresadas 
en las sentencias a que ge acaba de aludir. 

Que lo resuelto en la causa 11 Peña C. M. Blanco Vda. 
de y otra c,| la Nación" et 29 de noviembre de 1948 no 
es de aplicación en este caso. Si bien se mencionó allí el 
decreto-ley 22.174 no estuvo en tela de juicio la modifi- 
cación introducida por él al texto del art. 1° de la ley 
12.613 puesto que el antepasado de los recurrentes se 
había incorporado a las fuerzas militares en un batallón 
organizado en Chile, es decir, en territorio que nunca 
fué de la Bepúblíca, por lo cual, en lo que al lugar donde 
las fuerzas militares respectivas habían sido levantadas, 
el caso estaba resuelto por la ley 12.613. A lo cual se 
agrega que en aquel juicio no se trataba como en éste 
de una pensión acordada y sometida luego a revisión en 
virtud de lo dispuesto en la ley 12.613, sino de un pedido 
judicial de pensión originariamente denegado en lo ad- 
ministrativo, cuya decisión tenía que regirse por la ley 
vigente al tiempo del pronunciamiento, lo que quiere 
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decir que no había en rigor problema de rct reactividad. 
Y si se hizo mención del art. 4° del C. Civil sólo fué para 
aludir a que so trataba de un caso "no juzgado". 

Que las costas de todas las instancias deben pa- 
garse en el orden causado en razón de la naturaleza de 
las cuestiones debatidas. 

Por lo tanto se confirma en lo principal la senten- 
cia apelada de fs. 105 y se la revoca en cuanto n las cos- 
tas que se pagarán por su orden en todas las instancias. 

Felipe S. Pérez — Luis B. Low- 
giii — Justo L. Alvarbz 
Roduíuuez — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. Ca- 
sares. 



SUCESION GREGORIO 8UAREZ 

HIPO ESTOS INTERNOS: Vinos. 

Si bien con arreglo al art. €2, del tít. VII de la Regla- 
mentación General de Inip. Internos, la toma de muestras 
no puede objetarse después de notificado el resultado del 
análisis, ni éste impugnarse una vez vencido el plazo det 
art. 65 del mismo título, de ello oo se sigue que en la 
instancia judicial no quepa comprobar el error en que 
pueda haberse incurrido en ambos, pues la demostración 
de la inexistencia de los extremos legales necesarios para 
la condena del contribuyente que de ello resultaría, impide 
la sanción penal del mismo, sobre la base de lo dispuesto 
en preceptos reglamentarios, que de no ser así, contraria- 
rían el espíritu de la ley. 

PRUEBA: Peritos. 

Aunque los dictámenes periciales no impiden a los jueces 
apartarse de ellos por razones fundadas, no corresponde 
prescindir de laa conclusiones de expertos insospechados y 
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coincidentes, sin otra base que la presunción de honorabi- 
lidad no discutida de los inspectores de Impuestos Inter- 
nos, compatible con el error o la deficiencia en la extrac- 
ción de las muestras de vinos, y la especialización de los 
términos administrativos. 

IMPUESTOS INTERNOS: Vino*. 

A falta de demostración de la infracción incriminada a 
tos sumariados, o ]o que es lo mismo, prueba directa o por 
presunc iones legalmente bastantes, de la materialidad de 
la misma, la absol ucióii de los acusados es de rigor y no 
puede ser obstada por la existencia de otros procesos nn* 
tenores. En ese sentido corresponde resolver el chso en 
qne, según el informe de los peritos de jimbas partes y del 
tercero fundados en las diferencias comprobables de lo* 
su ees i vos análisis administrativos de control, estos corres- 
ponden a vinos distintos o adolecen de error, siendo lo 
primero resultado posible de la defectuosa extracción de 
las muestras respectivas. 



Sentencia del Jiro FEDERAL 

La líioja, mayo 4 de 1!h8. 

Y vistos: Esto sumario núm. 17. letra J, uño 1047, cara- 
tulado "Sucesión de Gregorio Juárez, deduce acción conten- 
ciosa de una resolución de la Administración de Impuestos 
Interno» " de cuyo examen resulta: Que a fs. 1 se presenta el 
procurador Sr. Federico Parada Lar rosa, en representación 
de la sucesión Juárcg. entablando recurso contencioso de la 
resolución administrativa de fs. M por la en al se la con- 
dena a pagar ¡i aquélla, una multa de pesos 7.:l(¡2 m/n. en 
concepto de diferencia de impuesto sobre bebida artificial 
Que requerido el sumario administrativo a la autoridad co- 
rrespondiente, ésta lo remite, y se agrega a los autos, y una 
vez comprobado que el recurso entablado estaba dentro del 
término le<*al t por decreto de fs. 47 se emplaza al recurrente 
para que formalice Ja demanda, quien lo lince de fs. 48 a 50, 
y después de hacer una relación de hechos, dice que el nrt. 27 
del t. o. de Impuestos Internos establece una sanción penal, 
siempre que el agente activo de la infracción haya procedido 
con la intención de defraudar al fisco, extremo ese que no se 
ha probado en autos, y cuya prueba incumbe al Sr. Proc. 
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Fiscal de acuerdo al art. 468 del Cód. de Proceda. Criminales. 
Agrega además el recurrente que las muestras tomadas» no so 
faan hecho en Ja forma reglamentaria, puesto que en el acta 
respectiva, so ha omitido hacer constar que las botellas en que 
aa colocaba el vino extraído de los cascos, estaban perfecta- 
mente limpias y secas. Sostiene también que la toma de mues- 
tras, como se hito en una estación del ferrocarril debió practi- 
cara» en presencia del jefe de la misma, omisión ésta que vicia 
Ja actuación realizada. Por último, dice, que siendo la con- 
denada una sucesión, no puede aplicársele una pena como la 
multa, de acuerdo a nuestra legislación civil. Pide en definitiva 
que se revoque la resolución administrativa, con costas. 

Por auto de fs. 51, se corre traslado de la demanda al Sr. 
Proc. Fiscal, quien la contesta de fs. 52 a 53, manifestando que 
el vino de Juárez no ha sido identificado por cuanto el anal», 
sis de origen no coincide con el análisis de control el que dice 
que se trata de una bebida artificial, y como tal, dehía tri- 
butar un impuesto de $ 0.25 m/n, por litro, y no de $ 0,06 rn/n. 
como lo hizo la bodega vendedora, lo que evidencia que ésta na 
defraudado al Fisco, razón por la cual corresponde confirmar 
la resolución administrativa, con costas. 

Por auto de fs. 56 vta. se abre la eausa a prueba, agregán- 
dosele las producidas por ambas partes; de fs. 86 a 88 vta., 
corre el alepnto de bien probado de la parte actora sin que el 
Sr. Proc. Fiscal haya producido el que le correspondía; por 
decreto de fs. 89 vta., se llaman autos para sentencia; por 
decreto de fs. 00, como medida para mejor proveer, se designa 
perito tercero al Sr. Alfredo Rebello, quien previa aceptación 
y juramento del cargo produce su dictamen pericial que corre 
de fs. 91 a 92 y, 

Considerando : 

Que según informan las actas respectivas, que corren 
agregadas al sumario administrativo, el 22 de agosto de 1944» 
en la estación San Francisco de los FF. CC, del Estado, se 
extrajeron muestras de control de una partida de vino tinto 
compuesta de 3375 litros contenidos en 20 cáseos, en presencia 
del destinatario de ese producto, D. Emilio Ferradas, el que 
fué enviado por la bodega de la sucesión encausada, vino este 
que según loa certificados correspondientes y el dictamen téc- 
nico de fs 15, resultó no corresponder al análisis de origen, 
siendo clasificado como bebida artificial, conclusión ésta corro- 
borada al ejecutarse el ensayo del duplicado de las muestras 
y de los dictámenes posteriores. 
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Que como se vé, las muestras extraída» de los cascos, fue- 
ron en presencia del destinatario o interesado, sin que éste 
haya formulado en esa oportunidad, Ja menor observación, 
puesto que esa operación se practicó en un todo de acuerdo 
con lo establecido por el art, 60 del decreto reglamentario, 
razón por la cuál, no era necesaria la presencia del Jefe de la 
estación, ya que esta es exigida solamente cuando el interesado 
no se encuentra presente en esc aeto. 

Que» por otra parte, el inspector que practicó la operación 
de la toma de muestras, se ajustó estrictamente a las instruc- 
ciones impartidas por la superioridad en aquel entonces, como 
lo demuestran los formularios utilizados en el año 1944, los 
que no exigen en forma alguna, que se fleje constancia de que 
las botellas en las r-uales se colocan las muestras, estaban bien 
secas y limpias; que mucho tiempo después, la administración 
de Imp. Internos, cambió de formularios, como el que corre 
agregado a fs. 78, en donde se exige recién que consten aque- 
llas circunstancias. Además, la afirmación del recurrente, de 
que las botellas de las muestras tenían agua, resulta antoja- 
diza, no solamente porque el destinatario del vino, el más 
interesado en esa operación, no formuló ninguna protesta, sino 
también, porque si el Kisco Nocional confía en los inspectores 
de Imp. Internos la percepción y cimtralor de sus rentas, se 
presume que así lo lince, porque los considera personas honora- 
bles, máxime en el sub causa, en que el inspector que intervino 
era el Jefe del Distrito de San Francisco. 

Que el art. fía del decreto del 14 de enero de 193:) esta- 
blece que, los certificados de análisis serán entregados a los 
interesados, n quienes se Ies notificará su resultado, y estos 
podrán expresar su disconformidad dentro del quinto "día d-í 
la notificación, ven (ido cuyo término su resultado se tendrá 
por consentido y definitivo Kn el coso en examen. los honV L *ne- 
ros inculpados fueron notificados del resultado del análisis, 
sin haber hecho ninguna observación, silencio ese. que el pre- 
cepto le^al citado. lo interpreta como un» conformidad mani- 
fiesta y expresa, de modo, que en lo sucesivo va no puede ser 
desconocido o iletrado su resultado. Esta aseveración, que sur«;e 
de la aplicación literal de la reglamentación, es compartid* 
ampliamente por Monac-hi.li <> n sn obra Drrrrho Pnwl Fimnl, 
estadista éste que al explicar el alcance del artículo que exa- 
minamos, dice: "Cumplido este trámite —en el caso de dis. 
conformidad— o pasado el plazo de cinco días a que se refiere 

el decreto — en el caso de conformidad expresa o tácita el 

análisis yuímieo practicólo, qurdtirfi firmr. v »r> podrá ser 
dtxetthdú m<h tarde en ta instancia judicial. "Éste efecto a 
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consecuencia «urge de la economía general del art. 65 del 
decreto, es decir, de una disposición reglamentaría y no legal", 
i Le quita esta circunstancia algún valor en la instancia ju- 
dicial í i Pueden las jueces a petición de parte interesada, dis- 
poner un nuevo análisis del artículo, y tomarlo en considera- 
ció;» pasando por alto el practicado de acuerdo con las dis- 
posiciones del decreto N* 54.704 T A nuestro juicio, el análisis 
practicado de acuerdo con las disposiciones reglamentarías tie- 
ne un valor equivalente al legal, y no puede ser discutido 
en el proceso judicial, pues si bien esta disposición emana del 
reglamento y no de la ley, ésta (art, V de la ley N» 376*4) 
asigna a los decretos reglamentarios un valor legal, cuando 
sean dictados por el P. E. en cumplimiento", 

* Esta tesis ha sido compartida ampliamente por Ta juris- 
prudencia de la Suprema Corte, la que lia sentado la siguiente 
doctrina: "En uso do sus facultades propias y por delegación 
expresa de la ley 3764, el P. E. de la Nación* tiene un amplb 
poder do reglamentación para asegurar el cumplimiento de la 
misma". "El art. 43, última parte del decreto reglamentario 
de enero 14 de 1935, modificado por el del 9 de enero del 
mismo año. no importa un exceso de la facultad reglamentaria 
del P. E. de la Nación". Fallos, t 189, pag. 321. 

Que resultando comprobado que el análisis prnctieado por 
la Oficina Química Nacional, ha quedado inconmovible por 
cuanto no fué impugnado en la oportunidad legal, a pesar de 
eso. se hizo un segundo análisis por la misma autoridad y 
ambos nos dicen que so trota úp una bebida artificial, y no de 
vino genuino, razón por la cual la bodega de Juárez lia incu- 
rrido en un verdadero fraude, ya que ha abonadn en concepto 
de impuesto la suma de seis centavos por litro, cuando por la 
ley debía pagar la suma de veinticinco een favos. Ln Suprema 
Corte af resolver un caso análogo ha sentado la misma doctri- 
na cuando dijo: "Son aplicables los artículos 30 y 3 de la ley 
3764 a la sociedad en cuyo poder fué hallada una partida de 
vino en envases cuyo contenido no correspondía al anílisis de 
origen — vino genuino — HÍno al de bebida nrtific ; al apta para 
el consumo, no resultando así acreditado el pairo del impuesto 
correspondiente a esta categoría" Palios, t. 193, pág. 481. 

Que la prueba pericial rendida ñor el apelante, tiene 
necesariamente que ceder ante los análisis técnicos realizados 
por la Oficina Química Nacional, por profesionales especiali- 
zados en Ta materia, en tanto que Ira peritos nombrados care- 
cen de esos títulos habilitantes, y como lótriea consecuencia, 
sus conclusiones no pueden enervar el resultado que arrojan 
los análisis oficiales, y así se declara, teniendo en cuenta para 
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ello, de qne los dictámenes periciales, no son obligatorios para 
el infrascripto, y que aquéllos serán apreciados de acuerdo % 
Jas reglas de la sana crítica, y las demás pruebas y elementos 
de convicción que la causa ofrece, según así lo establece el 
art. 26 de ta ley 4128, y aplicación supletoria al procedimiento 
federal, de acuerdo a lo resuelto por la Suprema Corte, 

Las conclusiones que anteceden, se fundan, no solamente 
en tas piezas de convicción agregada» a la causa, sino también 
a la voluminosa serie de antecedentes de la bodega infractora 
que obran en este Juzgado — y que tengo a la vista — en todos 
los cuales la ti pelante, en iinn forma o en otra, ha tratado de 
eludir el pago de los impuestos fiscales, y por esa razón ha 
sido encausada y condenada, lo que evidencia en la misma la 
costumbre inveterada del empleo de medios ilícitos, en per- 
juicio de la renta nocional. Me refiero a las causas instruidas 
en contra de la bodega Juárez, exp. núm. 60, año 1Í):14; exp. 
núm. 204, año 1336; exp. núm. 50, año 1038; exp. núm 221, 
afio 1041 ; exp. núm. Til. aún 1041 ; exp. núm. 203, año 1036; y 
exp. núm. 1K0. año 1944, todos ellos archivados 

Que al estudiar esta causa, el proveyente observa p1 error 
cometido al ordenar la paralización del expediente núm. 85, 
año 1047. h*tra .1 en contra de la sucesión Juárez, por cobro de 
impuestos fiscales, ya que este juicio nada tiene que ver con 
la causa apelada y pnr cuya razón debe desglosarse para que 
el señor Fiscal continúe la ejecución. 

En mérito ríe las consideraciones que anteceden, doctrina 
y jurisprudencia citada, juzgando en definitiva, fallo: Con- 
firmar en todas sus partes la resolución administrativa de 
t». 37, por la que se condena a la sucesión de Gregorio Juñ res- 
al pago de una multa de § 7.362,50 m/n„ con costas. 

Desglósese por Secretaría el juicio de apremio referido en 
el último considerando, y feo lo, entregúese el mismo al Sr. 
Proe. Fiscal para SU prosecución. — Luis M. de la Fuent*. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Córdoba, noviembre 24 de 1048. 

Y vistos: los recursos de apelación y nulidad interpuesto* 
por el representante de la sucesión de Gregorio Juárez, contra 
la sentencia de fecha 4 de mayo ppdo. corriente a fs. 94, dic- 
tada por ct Sr, Juez Federal de La Rio ja, en el sumario N* 17, 
letra J, año 1047, caratulado "Sucesión de Gregorio Juárez, 
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deduce acción contenciosa de una resolución de la Administra* 
ción General de Impuestos Internos" y en la que resuelve: 
Confirmar en todas sus partes la resolución administrativa de 
fs. 37, pnr la que se condena a ta sucesión de Gregorio Juárei, 
al papo de una multa de siete mil trescientos sesenta y dos pe- 
sos con cincuenta centavos moneda nacional ; con costas» y 

Considerando : 

En cnanto a la nulidad: 

Que por no haber sido fundada, ni apareciendo de autos 
que se haya incurrido en ninpíin defecto u omisión de los qne 
por expresa disposición del derecho, anulan las actuaciones, 
corresponde desestimar dicho recurso y así se declara. 

En cuanto a la apelación : 

Por los fundamentos del dictamen del Sr. Pisca) de Cá- 
mara y los del filio en recurso, se confirma Tn sen teñe i a ape- 
lada, declarando sín emburro, que la ley 4128 citada por el 
a quo, carece de aplicación en el fuero federsl; con costas, — 
Luis M. Allende. — Miguel A. Aliaga: — Rodolfo Otero Cap- 
dcvila. 



FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de abril de 1949. 

Vistos los nulos "Sucesión Gregorio Juárez —de- 
duce noción contenciosa de una resolución administra- 
tiva de Impuestos Internos**, en los (pie se lia concedido 
n fs. 132 vía. el recurso ordinario do apelación, y atento 
lo resuelto en la fecha sobre In procedencia del mismo, 
t» re: "Galán, Dolores Gil de y otras v.( Gob. de la 
Nación". 

Y considerando : 

Que si bien con arreglo ni art. 62 del Tít. VII de la 
Beglnmenl ación General la toma de muestras no puede 
objetarse después de notificado el resultado del análisis 
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—Palios: 211, 1209— ni éste impugnarse una vez ven- 
cido el plazo del art. 60 del mismo título — Fallos: 211, 
1100— do ello no se sigue (pie en la instancia judicial no 
quepa comprobar el error en que pueda haberse incurri- 
do en ambos —Fallón ¡211, 450— Pues como se expresó 
en este último precedente la demostración de la inexis- 
tencia de los extremos loólos necesarios para la condena 
del contribuyente que do ello resultaría, impide la san- 
ción penal del mismo, sobre la base de lo dispuesto en 
preceptos reglamentarios, que de no ser así, contraria- 
rían el espíritu de la ley. 

Que en la especie la pericia agregada ni juicio — fs. 
82 — suscripta por los peritos de ambas partes, concluye 
con fundamento en las diferencias comprobables de los 
sucesivos análisis administrativos de control, que <¡0- 
rrespondon a vinos distintos o adolecen de error, siendo 
lo primero resultado posible de la defectuosa extracción 
de las muestras résped ivas. Y con ese dictamen coin- 
cide el perito tercero — fs. 92 — . 

Que también resulta de los autos míe para los vinos 
de la región donde se lian elaborado los que motivan la 
cansa — Cbüecito— la inexistencia del tenor exacto de 
extracto seco, libre de azúcar reductor, no impide su 
calificación de genuinos, con arreglo a lo dispuesto en 
el apartado final del art. 13 de la ley 12.372. 

Que si bien es cierto que los dictámenes periciales 
no son 'tbligaíorios para los jueces, que pueden por ra- 
zones fundadas apartarse de los mismos, no lo es menos 
que no cabe prescindir de tas conclusiones de expertos 
insos pee liados y coincidentes, sin otra base que la pre- 
sunción de la honorabilidad —no discutida — de los ins- 
pectores de Impuestos Internos, compatible por lo de- 
más con el error o deficiencia de la extracción de las 
muestras y la especial i zación de los técnicos adminis- 
trativos. Ambas circunstancias admitidas, queda siem- 
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pro incxplieada la difcrcucia sensible de los análisis de 
control, que impide atribuir a la que a su vez existe con 
el de origen, carácter de prueba de la alteración de loa 
vinos de que se trata. 

Quo n falta de demostración de la infracción acrimi- 
nada a los sumariados, o lo que es lo mismo, prueba di- 
recta o por presunciones legalmente bastantes, de la 
materialidad de la misma — Fallos: 211, 1328 y oíros- 
la absolución de aquéllos es de rigor y no puede ser 
obstuda por la existencia de otros procesos anteriores. 

En su mérito se revoca la sentencia apelada de fs. 
129, absolviéndose, en consecuencia, a la sucesión de 
Gregorio Juárez de la multa de $ 7.362,50 m|n. aplicada 
a fs. 37. 

Felipe S. Pérez — Luía R. Lon- 
ohi — Justo L. Alvarez 
Rodríguez — Rodolfo Q. 
Valenzuela — Tomás D. Ca- 
sares. 



SANTOS SANCHEZ REDONDO v. NACION ARGENTINA 

ACUMULACION DE BENEFICIOS: indemnKaciones proveniente» 
de otras leyes. 

Los beucf icios de las leyes de jubilaciones y pensiones no 
son excluyen toa de los concedidos por las leyes de derecho 
común, ya que unas y otras responden a necesidades y 
finalidades diferentes. El otorgamiento de la jubilación 
extraordinaria prevista por el art. 19 de la ley 4349 no 
excluye, pues, et derecho a la indemnización de la inca- 
pacidad producida por la enfermedad' adquirida en el 
desempeño de las tareas. 
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DAÑOS Y PEBJUICtOS: Retpomabüidad del Estado. Cws varios. 

No habiendo sirio dotado el Hospital Naval de La Plata 
de los elementos indispensables para la protección sanita- 
ria de su persona!, tanto más necesarios cuanto que las 
tareas se desarrollaban en un medio propenso al contagio, 
la Nación debe indemnizar al repostero de dicho estable- 
cimiento la incapacidad (pie le lia ocasionado la tubercu- 
losis cutánea adquirida en el desempeño de sus tareas. 



Sentenci a del Jdbk Feoerai, 

Bs. Aires, febrero 12 de J948. 

Y visto» para resolver este juicio seímido por D. Santos 
Sánchez Redondo contra la Nación por indemnización de da- 
ños y perjuicios y, 

Resultando : 

I. Que el actor demanda a la Nación por el cobro de la 
suma de $ 30.UUÜ m/n. o la que en definitiva se determine 
por indemnización de daños y perjuicios; pide intereses y 
costas. 

Dice que desempeñaba desde hacía 21 años en el Hospital 
Naval de La Plata el cargo de repostero en el pabellón de 
infecciosos. 

A mediados del año 1!)3S le apareció una pequeña protu- 
berancia en et dorso de la mano izquierda, la cual, después de 
un cierto tiempo de haber Ip sido extirpada, le volvió a rea pa- 
recer con el carácter, según diagnóstico, de úlcera tubernilosa. 

Cotí tal motivo y habiendo agotado el tiempo máximo r,c- 
plamcnfario de licencia, hubo de dejar su empico por hallarse 
totalmente imposibilitado para trabajar. 

Dado el sueldo de $ 180 m/n, que percibía; su edad de 63 
años; cu estado casado con hijos a su cargo y su total y defi- 
nitiva incapacidad para et trabajo, estima justa la suma en 
que Tija su indemnización. 

Funda su derecho en las disposiciones pertinentes del Cód. 
Civil, títs, VÍ1I y IX, lib. 11. see. 1* y subsidiariamente en la 
ley 9688 y sus decretos reiría raen t arios y por todo ello, solicita 
se haca lutrar a su demanda. 

II. Que el Rr. I 1 roe. Pisca! al contestar la demanda hace 
notar en primer termino que como resulta de las actuaciones 
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administrativas agregadas, el actor goza con motivo de la en- 
fermedad que denuncia, de una jubilación extraordinaria, por 
lo que el dable beneficio que ahora pretende, es de manifiesta 
improcedencia según así lo tiene reiteradamente resuelto la 
Corte Suprema, 

Por otra parte, se aficiona por el derecho común y es sabido 
que en estas condiciones deberá demostrar ta culpa de su re- 
presentada en el "accidente" que origina este juicio, bastán- 
dole a él, como lo hace, negar todos los hechos expuestos en la 
demanda. 

Y para el caso improbable de que no se aceptase las de- 
fensas que hace, niega que los daños y perjurios asciendan 
a la suma reclamada. 

Por lo expuesto, solicita el rechazo de la acción, con costas. 

Y considerando: 

I. Que con las declaraciones de los testigos Sergio Lópes, 
fs. 4í>, Luis Juan Goggi, fs. 5&, Donato Campillo, fs. 5G y Juan 
Jacobo Rodríguez, fs. 59; los ini'orinrs de las nutoridades del 
Hospital en que fue asistido el aetor, fs. 74, 78 y 80; pericia 
de fs. 112 y expediente administrativo agregado, queda demos- 
trado en forma evidente no solo la naturaleza bacilar de la 
enfermedad contraída por el actor, sino su origen, es decir, 
la relación de causalidad entre las taren» que desempeñaba y 
bu enfermedad» 

En cuanto a su incapacidad para continuar en el ejerci- 
cio de su cargo, lia quedado también justificada en autos, y ha 
sido, además, reconocida por el Gobierno de I» Nación al apro- 
bar pnr decreto del 23 de agosto de 1ÍM1 la resolución de la 
Caja NüciunaT de Jubilaciones y Pensiones Civiles por la cual 
se le acordó jubilación extraordinaria de conformidad al ar- 
tículo lí> de !a ley respectiva. 

Que con anterioridad al otorgamiento de la precitada ju- 
bilación, la lesión continuó agravándose, por lo que debió ser 
internado en el Hospital Polic Unico de La Plata y operado, 
amputándosele el antebrazo el día 25 de abril de 1042, fs. 107. 

Que en cuanto a la culpa del listado en el hecho generador 
de la enfermedad de Sánchez Redondo, es bastante para de- 
clararla, la forma precaria en que trabajaba en un medio in- 
fectado e infeccioso sin protección alguna, pues según los dis- 
tintos informes produeidns se earceía de aparatos para esteri- 
lización, guantes protectores, caretas, etc.; siendo así y de 
aeuerdo a lo preceptuado por el art. 1113 del Cód. Civil, la 
Nación debe responder por los perjuicios causados al actor. 
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Que no es óbice para llegar a la anterior conclusión, la 
circunstancia de que el actor haya obtenido una jubilación 
extraordinaria, según así lo ha declarado la Corte Suprema en 
el caso de Arroqui contra los FF, CC. del Estado, pues 
siendo la ley 12f¡47 aclaratoria y ampliatoria de la 9688 y 
esta ultima complementaria del Cód. Civil, la indemnización 
que se funda en las disposiciones de este último no es cxelu- 
yente del goce de jubilación o pensión (Fallos: 197, 429), 

II. Que expuesto I» antecedente, cabe determinar a la 
luz de las prueba* aportadas, cuál es el monto de la indemniza- 
ción que la Nación debía abonar al recurrente. 

Al efecto es menester, cu primer término, dejar establecido 
que, de conformidad a la opinión de los peritos médicos, el 
actor acusa una "incapacidad física y labora ti va total y per- 
manente para cualfpiier tipo de trabajo" fs. 119 vta. 

Ilclaeionadn «hura el grado de su incapacidad con su edad 
70 anos en la actualidad, el sueldo que percibía, $ 180 men- 
suales y obligaciones familiares a su curgo. considera et sus- 
cripto ademado fijar como total indemnización la que el 
actor jure dentro de la suma de $ 5.000. 

Por estas consideraciones, fallo: haciendo lugar a la de- 
manda y declarando que el Gobierno Nacional deberá pagar a 
Santos Sánchez Kedomlo. la suma que éste jure corresponder!» 
dentro de la de $ Ó.OÜO m/n. que se fija en concepto de total 
indemnización Sin mistas, en razón de que la jurisprudencia 
que se cita es posterior a la contestación de la demanda y a 
la plus petitto en que ha incurrido el actor. Con intereses a 
estilo de los que cobra el Banco de la Nación desde la notifi- 
cación de la demanda. — E. A. Oriiz ftnsualdo 



Sentkncia DS la CAmaba Feoerai, 



TV.. Aires, 18 de noviembre de 1948. 

Vistos estoa autos promovidos por Santos Sánchez Kedomlo 
contra el Superior Hobiernn de la Nación, sobre daños y per 
juicios; para conocer de los recursos concedido» a fs. 146 vta 
y 147 contra la sentencia de fs. 143. el Sr. Juez, Saturnino F 
Funes, dijo: 

Considerando : 

De las constancias administrativas levantadas en el Hos- 
pital Naval de Río Santiago, donde el actor, como empleado, 
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prestaba servicios, agregada a fs, 70 de estos autos, resulta 
acreditado el carácter de la enfermedad crónica Que padeció 
el causante, su origen infeccioso, así como la relación de cau- 
salidad existente entre dicho ma! y las tareas desempeñadas, a 
las cuales y en razón de no estar provisto de elementales medios 
de protección sanitaria atribuye la autoridad administrativa 
la incapacitación sufrida, al dárselo de baja. 

Certifica él Cirujano Inspector del mencionado Hospital 
Naval, que durante 13 años sirvió Sánchez Redondo como re- 
postero en el Servicio de Enfermedades Infecto Contagiosas, 
en el que habitual mente se alojan numerosos enfermos de tu- 
berculosis, y que desde entonces, por 7 años más o menos, 
hasta el momento de enfermarse el citado ayudante, tenía que 
lavar la vajilla del personal internado. A su vez la Junta de 
Reconocimiento Médico, establece que padece de tuberculosis 
cutíínea en el dorso de la mano izquierda y acepta que es eou- 
secueneia directa de los servicios prestados como repostero en 
el Pabellón Infecto Contagioso de ese Hospital La junta rei- 
tera este dictamen al concederle nueva licencia para su trata- 
miento, por comprobar no bfibrr^c aún curado. 

El personal (¿ótico administrativo, que tiene conocimiento 
inmediato y directo de los hechos, no ofrece en sus dictámenes 
duda valedera sobre los supuestos en que se afirma esta de- 
manda, que por otra parte koii corroborados por los facultati- 
vos que como peritos se espiden en este juicio a fs. 112 y R'gtes M 
en forma amplía y afirmativa. No son aceptables por ello la» 
objeciones que a la prueba de estos hechos hace el Sr. Proe. 
Fiscal de Cámara tn crtvrwo en su expresión de agravios. 

La enfermedad contraída evolucionó frrovemontc, no obs- 
tante los enérgicos tratamientos curativos a que fué sometido 
el enfermo, determinando, en definitva, la amputación del brazo 
izquierdo a nivel del tercio inferior del antebrazo. La incapa- 
cidad físiea y laboral iva producida es estimada por los facul- 
tativos, considerando la edad del actor, en un 100 % — fs. 
117 vía. 

La i m potabilidad de sus consecuencias se funda en la gra- 
ve omisión de no haber provisto a Sáneliez Redondo, que desem- 
peñaba tarcas tan peligrosas para la salud, de medios prima- 
rios e indispensables de proteci-ión sanitaria. Comprobado el 
mal el Cirujano Principal del Establecimiento insinúa la con- 
ven ieneia de dntar al Servíeio de un aparato esterilizador de 
vajillas, que había «ido pedido anteriormente, y proveer al per- 
sonnl asignado al Servicio, de guantes de goma para que realice 
sus tarcas habituales. 

Si bien entre el actor y el Estado Nacional existía una re- 
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loción administrativa que en principio excluye las aplicaciones 
del derecho común t u Ins previsiones resueltas dentro del dere- 
cho p libl ico, e) agravio fundado en que la indemuizio-mn recla- 
mada se acumularía ¡i un he noticio innect lido por In lev de jubi- 
laciones y pensiones civih-s I:t4¡*. no piieile prosperar tenieud> 
en cuenta que la jubilación extraordinaria del art. 1!» de la cita- 
da ley N* 4:1411 fia de entenderse que cubra los riesgos ordi- 
narios de) seríelo público, no Ins que provienen de su injusti- 
ficado acrecimiento por causa de omisiones culposas de carácter 
grave respecto de la prest at-ión de seguridad o integridad debida 
al empleailn púhliru cu el ejen-tcio de mi gestión de sevviciOj y 
que en el caso de unios, son de esta nnfnraloza los hechos qué 
originaron la incapacitación ele] actor. La presenera de mía 
nueva cansa legal debido n In existeueia de ¡mputuhilidud por 
culpa graiye — -riesgo previsible propio del servicio y riesgo cul- 
poso — t autorizaría la acumulación de la previsión admiiitStra- 
tiva' de que goza y gis ta indemnización civil. Lo resuelto por la 
Suprema Corte ni i. VM. pág. 420, extendiendo el principio de 
la acumulación, Hani'iottactb [ior In ley l'_Mil7 para los beneficios 
de la ley !Hi*:í, ¡i fu indemnización fundada cu rl di-rei-fm común, 
y lo dictaminado en es;i oportunidad por el Sr. Proeunlor Ge- 
neral de la Nación, dan suficiente base a la sentencia i urriila, 

permitiendo la supletoria aplicación de bis principios generales 
«obre responsabilidad contractual o deHctual del derecho civil, 
dentro del criterio anteriormente expuesto en esta sentdnctft, 

Desestimada la oposición de la Procuración Fiscal por mo- 
tivos jurídicos, que el representante del Gobierno de la Nación 
hacía raiiiear en In improcedencia ile la acumulación de la acción 
résarcitorio con cf goce de bi jubilación extraordinaria, eor res- 
ponde considerar los agravios de la adora por el monto de la 

indemnización que se condena a pagar y 1" imposición de las 
costas. 

Eu cuanto al monto de Ja indemnización H paga? por el 
Estado, considerando que la inutilización del actor es completa 
para el desempeño de Ins tareas de sfl capacitación y que la. 
enfermedad eoni raída le ocasionó en definitiva la amptitaeidn 

de la mano y parte del antebrazo izquierdo, estimo equitativo 
elevarla a la cantidad de m$rí. UUwm teniendo en cuenta para 
valuarla !a «*> !íitl y la jubilación extraordinaria que percibo en 
cuanto ha de tener razonable incidencia cu la éstímáciSri total 
del perjuicio sufrido. 

Respecta de las costas, si bien romo l,i sosl iene el Sr. duez 
a 0|O, eti el fallo; 1H7. l°<t. la Curte Suprema orienta decidi- 
damente su jurisprudencia por la compatibilidad entre la pre- 
visión administrativa y la indemnización del derecho común, 
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.siendo )ns costas, según criterio generaL parte de la indemniza- 
ción, no csvi'^itrit que «en justo privar al actor del derecho de 
la ini|»*si['ióii de las mismas a la parte veiieida, por existir ya 
a esa fecha pronunciamientos «pie podían servir de siil'ieietile 
antecedente a la demanda (V. Fallos; í3tí7: L~>7, 257). 

por lo expuesto, s»y de opinión ipie cor responde modificar 
la sentencia en recurso en la foram propuesta en los conside- 
randos precedentes, aumentando l¡i tndejnnizaettín y aplicando a 
h deiiniiulnda las castas del juicio en ambas instancias, debien- 
do ©1 Sr. ¿ñca « '/"» conformar a la cantidad <pie se a ene rda. 
los honorarios devengados* 

Los Sits. Jueces, li icárttó Vi fiar Palacio y Juan A. González 

Calderón, adhirieron tt las precedentes consideraciones. 

Kn su mórito se confirma la sentencia apelada de fs, 14:1. 
en cnanto hace Injiar a la demanda, y se la modifica respecto 
a la sama que ordena pairar, la qne se eleva a hi cantidad de 
nj$fi, lQiOfl.0 y aplicando a la parte demandada las costas del 
juicio en ambas instancias, debiendo el í>r. ívití á q.iio eoiifóí- 
mar a la cantidad que se acuerda, los honorarias devengadas. 
— Ricardo Villar Palacio. — Saturnino F. Fítms. — </"<i» A. 
{hnnnlt i Cul'h rvn. 



FALLO DF. LA CORTE SUPREMA 

Iítií'noií A i ros, 7 de abril do 1049. 

Vistos los autos "Sánelas Redondo Santos contra 
La Nación sobre daños y perjuicios", en los que se han 
concedido & i's. 17.1 y a ís. 17f> vía. los recursos ordina- 
rios de apelación, y alentó lo resuello en la fecha sobre 
la procedencia do los misinos, iit re: "(Jalan, Dolores 
(¡il de y otras v.j Gobierno de la Nucum**. 

Considera fulo : 

i}wv romo lo tk-ne resuelto esta Corte Suprema (Fa- 
llos: 117 y 474), los beneficios de las leyes de ju- 
bilaciones y pensiones no son exeluyentes de los conec- 
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didos por las leyes de derecho común, ya que unas y 
, otras responden a necesidades y finalidades diferentes! 
^situación sobre la que no puede existir duda ante lo dis- 
puesto por la ley 12.646. 

Que debe reputarse que lia incurrido en manifiesta 
negligencia el propietario «le un hospital, que no ha do- 
tado a éste de los elementos necesarios para la protec- 
ción de su personal, y culpable y único responsable de 
consecuencias de tal hecho, tanto más cuanto que las 
tarcas se desarrollaban en un medio propenso al con- 
tagio. Por ello confírmase la sentencia apelada con 
costas. 

Felipe S. Péhez — Luis B. Los- 
oiri — Justo L. Alvares 
RonnÍGuEz — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. Ca- 
sares. 



MINISTERIO DIC MARINA v. ALEJANDRO OECCIII 

BECÜIiSO EXTJtAOItniXARlO: fírquisila* propios. Sentencia de- 
finitiva. Resol aviones anteriores a la sentencia definitiva. \'nrios. 

La resolución por la cual se decido dar intervención al Tri- 
bunal ilc Tasaciones antes de pronunciar la sentencia de 
segunda instancia, no es definitiva pues no pone fin a la 
causa ni impido su continuación ni ocasiona gravamen irre- 
pa rabie al apelante — que temí ría el derecho de interponer 
el recurso correspondiente emitía la sentencia final de la 
Cámara Pederá) que se fundase en ol dictamen del men- 
cionado tribunal— por lo que no es susceptible de recurso 
extraordinario 



(i) 7 de atril de 1949. Faílot: 1B0, l£t¡ 191, 37(5; 211, 144S. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Comtitucionalidad e inconttituciona- 
lidad. Leyes nacioualei. Varios, 

El art. 31 de la ley 11* 13.204, en cuanto establece que en 
los juicios de expropiación da inmuebles en que 110 se hu- 
biere dictado sentencia definitiva — en la acepción de fallo 
final del superior tribunal de ta cansa — corresponderá al 
tribunal que se hallo avocado al conocí tiento de cada causa, 
requerir los informes a que se refiere el art. 1-1 de la ley, 
es imperativo para los jueces y no importa atribuir a dicha 
ley retroactividad incompatible con principio o garantía 
cunstiluciunal alguna (% 



C. T. C. B. A. v. CÍA. DE OMNIBUS «'METROPOL" 

EXPROPIACIOX : Indemnización, Determinación del talar real 

La le 12..J11, que creó ta Corporación de Transportes de 
la Ciudad de Buenos Aires, un ha establecido un redimen 
de excepción para determinar el justo precio de los expro- 
piaciones que se realicen en cumplimiento de sus disposi- 
ciones. Tampoco cabe aplicar como por mandato- lepa!, 
para los expropiaciones, el criterio que impone con onrác- 
ter obligatorio el art. 1>, ihc; e), de la mencinnada ley 
— costo origina! y efectivo menos depreciación por uso — 
para la fijación de los capitales de las empresas que vo- 
luntariamente se incorporen a la Corporación, aun cuando 
este criterio podría ser adoptado por el tribunal de la 
causa si lo creyera justo. 

RECURSO EXTRAORMX ARIO: Requisito* propios. Cuestiones no 
federales. Exclusión de las mefitiones dv hecho. Expropiación. 

El recurso extraordinario no autoriza a rever el criterio 
«011 que se ha hecho concretamente, en un juicio por ex- 
propiación la determinación del justo precio por parte 
del tribunal apelado, sino a juzgar la inteligencia que 
este último ha atribuido a las normas legales con sujeción 
a las cuales haya debido hacerse la determinación, sí éstas 
eran de carácter federal. Aun cuando el tribunal de la 
causa pueda, si lo creyere justo, aplicar para la determi- 



(l) Fallot: 212, 178, 219 j 281. 
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nación de las indemnizaciones por las expropiaciones que 
prevé I» ley 12*311, el criterio que el art. 1*' inc. c:) de ella 
establece para la fijación He las vapil n les de las empresas 
que voluntariamente se incorporaren a In Corporación de 
Transportes, la prcscindrncia de él y la adopción de titro 
no puede dar lu<rar al recurso extraordinario, ya que se 
trataría «le retfeí el valor Fijado a los bienes expropiados, 
cuestión ajena h dicho reeiirso. Lo mismo debe decidirse 
en cuanto al punto referente ai saber si Uk pistos de orjra- 
ni/.acjón deben o no ser incluidos en id precio a pagarse 
por la expropiación, 

RÉC I RSO i: X TfíA ORO/XA RIO : t{> >i HÍsit»* pr&fties. t ' urtti, » fptk- 
r*%L t'itestiimrs ft Ui mh't ¡tím/ifV*. Íul> r/tn /tu iñn iir Uta l<->t?<t f>tlrralc$. 
Z#y*a fedi ratea d« ornó ot procmal, 

l.jis cuestiones referentes al r¿» í me n de las enstiis son de 
carácter procesal y ajenas al recurso exiraoi diñare aun- 
que se Jo funde en la interpretación de una ley federal. 

RhTVfíSO EXTÍlA(UiHtXAÍllt): R«w>faéiáH* Limites del ptomtucia- 
t» ietito, 

hns cuestiones con respecto a las cuales se ha omitido 
tndfi referencia eii el escrito en que se interpuso el reirnrso 
extraordinario, son ajenas a la decisión que debe pronun- 
ciar la forte Suprema. 

RECURSO EXTRAORÍHXARtn : lf**»! >«;»„. Uttitte* tht priman- 
rin niir ti fu. 

Trida vez (pie la decisión del recurso extraordinario debe 
ceñirse a las cuestiones oportunamente introducidas en la 
causa y que han sido objeto de pronunciamiento m la sen- 
tencia recurrida, resulta improcedente, considerar la apli- 
cación de la norma establecida en el art, ft'i de ta f'onsli- 
tUClÓll Racional ipie entró cu videncia '-«ai posterioridad a 
Ta sentencia de ipic el recurso trata, y aún a la interpo- 
sición, c ucesión y susiaiiciacióu de este último. 

KkjíTKNTCA pfa $VÉ% FEOEBAIj 

Buenos Aires, agosto 2"» de 1!) 47. 

Y vistos: oíos autos caratulados: "Corporación de Trans- 
portes de la I Mudad de Hítenos Aires contra Sociedad AnónU 
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ma 'Metropol Autobús', sobre ^pí^piución", de cuyo estudio 
resulta: 

l'O Que a fs. 'i se presenta Alejandro S. Cloppet, por 
la Corporación de Transportes de la Ciudad de Buenos Aires, 
iniciando Juicio de expropiación mu ira la Suciedad Anónima 
"Metropol Autobús", quien nianiriesta t¡ue dicha expropia- 
ción se 1 "refiere a todos bis bienes de dicha empresa afectados 
al servicio del transporte de pasajeras cu común (pie realiza 
y eom prende, en consecuencia, ct mutrr'mi nula ufe (ómnibus), 
mueblas, útiles y herram lentas, almacenes, cte. sejrún el detalle 
que surge de la planilla que se adjunta por separado*', 

QÚe "la existencia, número exacto, características, estado, 
etc, ilc esos bienes — por la naturaleza del caso resultarán del 
inventario y pruebas que oportunamente 8Í realicen — 

l¿ue las normas de la Comisión Especial, aprobadas por 
Decreto 124.(147 de 2 de lebrero .le 1ÍM8 (art. &) mediante 
las cuales la Corporación y las Empresas hacen al incorpo- 
rarse una fiscalización bilateral minuciosa y completa de los 
bienes que Ies transfieren las empresas de ómnibus, no lia po- 
dido aplicarse con respecto a los bienes de la expropiada, por 
no haber resuelto incorporarse en esas condiciones. 

Que ante esa inseguridad en la déte na i nación de la exis- 
tencia, monto, estado y valor de los bienes de esta compañía, 
determinan el ofrecimiento como precio total de la expropiación 
de todos los bienes, la cantidad de doscientos cuarenta mil se- 
t mi cutos noventa pesos con noventa centavos moneda naeional 
($ 240.71)0.90 m/n.) suma provisoria que podro 1 mortificarse, 
varior o iambiín (fisnuttuiWi cuando su representada ten^a 
cabal conocimiento de la existencia, caulidad f estado de di- 
chas cosas, objetos y vehículos, por ta in'Hrbn a rendirse. 

Que no reconoce el valor fijado a los bienes de la empre- 
sa expropiada por la Comisión Especial, pues fué para casos 
distintos al sub jtulitu y de acuerdo a lo que establece el art. 8' 
del decreto del Poder Kjcculivo del 27 de octubre de 1939 ¡ 
puesto que su mandante expropia de acuerdo con el art, 2*, 
inc. d) de la ley 12ÍM1 y no reconoce como lo establece el de- 
creto del Poder Ejecutivo del 27 de octubre de 1939, íiirfrwiiii- 
tacióa oí {/una coma vmstr ru nieta <h- ln ctsaciún dtf negocio, 
pues esla Empresa no goZá de concesión, sino de un simple 
permiso precario, revocable a voluntad del Poder Público, que 
el art. 2, iue. e) de la ley 12:111 declara caduco al trans- 
ferírsele los bienes. 

Funda la demanda en el art. 2, inc. d) de la ley 12.311 
al establecer que "los bienes afectados al servicio de ómni- 
bus o automóviles colectivos de empresas particulares que no 
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deseen ingresar a la Corporación, podrán ser expropiados con 
arreglo a las leyes vigentes o pagarlos en efectivo si así lo 
aprueba el Poder Ejecutivo, a cuyo efecto se declaran de uti- 
lidad pública esos bienes y nudios de transporte". 

Que la dicha aprobación fué. prestada por el Decreto 
124.647, del 2 de febrero de l!KI8, ai aprobar en su artículo 1', 
inc e) las "normas para la expropiación" propuestas por la 
Comisión Especial, que establece que "las Empresas o particu- 
lares que exploten dichos servicios, deberán manifestar en 
forma expresa por cuál de las vías que les ofrece la ley 12.311 
optan, dentro del termino que fije el l*. E. a los efectos esta- 
blecidos cu el primer párrafo del apartado d), art. 2» de diclia 
ley. Si vencido el mismo no hubieren formulado manifesta- 
ción nlpuna, se entenderá (pie se sujetan a la expropiación". 

Que el I*. E. ex i (rió a la empresa demandada que optara 
y ella contestó que deseaba acogerse at régimen autúnoiuo que 
establece la ley 12.311 y que so reglamentó en las "Normas" 
aprobadas por el Decreto del 2 de febrero de tí>38\ siendo tal 
pretensión improcedente por tratarse de una empresa que care- 
ce de concesión leijnt, le fué denegada por el I*. E. y la Com- 
pañía no se adhirió a la Corporación, obligando a su mandante 
a promover este juicio. 

Que la acción se funda también en los arts. (i y H de la 
ley lflí» y que procede la jurisdicción de aeucrdo a lo dispuesto 
en el art. 3\ ittc. g) de la ley 12.311 y «rt. 2* irte. 1' de la 
ley Añ, por ser la ley 12 311 una ley nacional 

Ke reserva el derecho fie pedir la posesión de urgencia, pi- 
de para su oportunidad la transferencia del dominio, dispo- 
niendo respecta a las costas cu la forma í|ue determina el 
art. $9 de la ley 180. 

2*) En la audiencia celebrada «1c acuerdo al art, fi de 
la ley 18ÍÍ, el representante de la actor a reproduce el escrito de 
demanda, modificándolo respecto tic! precio de los bienes que 
expropia, que importan la suma de ciento sesenta mil quinien- 
tos treinta pesos moneda nacional ($ 160.530 m/n. ) que com- 
prende: a) e! material rodante compuesto de ómnibus habili- 
tados por la Municipalidad con los Nroa. 1541 al 1:"»70, inclusi- 
ve y 2!¿Kl, usando chasis Whitc y Lancia, con motores Merce- 
des líen*, Whitc y (¡ardner j b) elementos auxiliares, accesorios 
y repuestos correspondientes a los servicios que realiza esta 
compañía para el transporte común. Que la cantidad ofrecida 
está basada en la existencia del material y su estado normal, 
correspondiente a un régimen fie renovación y ronservaeión 
adecuado, podiendo en consecuencia modificarse el importe sí 
tales elementos no se conforman en el acto de la toma de pose- 
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filón. Que los ómnibus han sido valuados desde $ 1.992,60 
hasta $ 10.769.45 m/n., sin incluir el valor de los neumáticos 
y que tiene edad y tiempo de servicio comprendido entre cinco 
y catorce años, habiendo transcurrido el término de vida útil 
para la mayoría del material rodante, haciendo a nt i económica 
la explotación los gastos de conservación. 

3 V ) La Sociedad demandada por su apoderado el doc- 
tor Alberto Aráoz, en la misma audiencia, contesta remitién- 
dose al memorial que en 76 fojas acompaña, sosteniendo en 
síntesis en su defensa: a) 1u incompetencia de la Justicia Fe- 
deral í b) que no es inconstitucional el art. 1". ine. j) de la 
ley 12.311 que somete este juicio a la jurisdicción federal; 
e) qne se opone a la ocupación de la empresa basta que por 
sentencia definitiva se resuelva la causa y se pague el precio; 
d) que la aetnra no tiene acción : e) que rechaza por exigua 
la suma ofrecida; f) que no acepta por no responder al prin- 
cipio de la indemnización del art. 17 de la Constitución Na- 
cional, la suma fijada por la ('omisión Especial de la ley 
12.311; g) que pide como indemnización la suma de nueve 
mUfones quinientas mil pesos mpmeda nacional (S í>.5íM),flfl0 
ni/n), o la que determinen peritos o el tribunal fije en defi- 
nitiva; h) que de prosperar la pretensión de la actora se habría 
violado el art. 17 de la Constitución Nacional, por faltar el 
requisito de la previa declaración de utilidad publica; i) que 
es inconstitucional el decreto n* 124.647 del 2 de fehrero de 
lí>38 que aprueba las normas del régimen autónomo de la Comi- 
sión Kspccial de la ley 12.311 por exceder por vía de regla- 
mentación las facultades otorgadas por la ley 12.311 y viola** 
asi el art. 86 inc. 2» de la Constitución Nacional. Plantea la 
cuestión federal: j) qne de prosperar la expropiación sobre 
algunos bienes físico^ importaría ellf> una verdadera confis- 
cación, violatoria del art. 17 de la Constitución. Plantea la 
CUestión federal; k) que las únicas normas aplicables en este 
juicio son las consignadas en el art. 17 de la Constitución 
Nacional y en la ley 18f». debiendo apartarse toda disposición 
que se oponga a las citadas y en especial las consignadas en la 
ley 12.311 que las contradigan y en pl decreto 124,647/38 cu va 
aplicación en el caso violaría el art. 17 de la Constitución 
Nacional. Plantea la cuestión federal ; 1) que las defensas aóV 
eírtns no significa que su representada manifieste Ja voluntad 
ée no ser expropiada, sino que la expropiación se realice des- 
pués de denegado por "I P. E. su ingreso a la Corporación 
con régimen autónomo y con sujeción a las normas constitu- 
cionales y legales. Agrega que en la demanda de expropiación 
no se especifica si se incluye la finca de la calle Elcano 
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n» 336r"i-6í>-73 donde funciona él parapc de la Empresa, que 
vale noventa y dos mil pesos m/n. y que corresponde se ex- 
propie. Que no es exacta la afirmación sobre el tiempo de nao 
tli> los ómnibu* tfif." los Imy de un» y dos años de uso v nin- 
puno con ratorce uñns, siendo de añadir que indos los ómnibus 
están renovadas, pupa se renuevan constantemente, de modo 
Une prácticamente muí nuevos. Qne f a empresa tiene un stíwk 
en repuestos de * 290-000 a * 200(100 m u. y que las utilida- 
des metlias en los líltinir.i cinco añas nle«nzau áprftjfímaHa- 
niente a les i-uatrorieutn* mil pesos moneda nacional; siendo 
así que los perito* BOiitatíÓTea desi<rnadus por la Comisión Ks- 
peeial toaron la j3u»pres,t . o • in millones de pesos y les 
t«Vujeos en un niiílon treseieptoa mil pesos m/n. el valor físico. 

4*) A fs. ü:í! la Corporación de Transportas en Iraniano 
resucito en I» audiencia ilel iirt. ti de la ley 13!) , contesta la 
defensa de f¡dia dp acción, sosteníehdd en síntesis su improce- 
dencia por un ser la expropiada rúa empresa concesionaria y 
no éorresponderle en consecuencia, el régimen autónomo, do 
conformidad al ari. %% me. b) de la ley I2.:t11 v lo dispuesto 
en el dn-reto ir lUl C17 del L> ( |e febrari de lít.'K Agrega que, 
por otra porte, la Compañía oletropoj formuló el pedido para 

el recoiiorimii- !••! régimen autónomo el 2'] de agosto do 

ISSS, fuera del njggp de dos meses establecido en el nrt 10 
del derrito 124.647, eoniP surge del expediente 11 (Í07-C-W. 
Admite que la expropiación comprende todos los bienes mué. 
Idcs e inmuebles ídeetmlos íi la prestación de! servicio, peni 
rechaza ln prclctt&ltfll i|e| deinindado de incorporar a la in- 
demiuttteión )o>> valores inlmigimW por concesión o negocio;. 
Desconoce itfunhncMo adeudar indemnización alguna par* cau- 
sa di la aplicación de la ley 11.72fí. cuyo redamo plantea el 
actor eii el Ulfittoriid presentado en la audiencia de 1» sustan- 
ciarión de Ta litis. 

luí ei ustión relativa a la rrirom pe leticia del fuero federe!, 
plantead* como previa, filé resuelta por el tribunal a fs. líüí, 
confirmada p.ir la Exema. Cámara a fs. Irtt», por sus funda- 
mento* y atento a lo resuelto en el caso Lauro y otro», no 
habiendo haehü lugar la Suprema Corte a! recurso extraordina- 
rio — fs. 1 !W— . Kf inridente sobre posesión provisoria se de- 
rule » fs, de lm mitos. 

Vi Recibida la prueba ofreeida y presentados por ambas 
partid lo* memoria N* de fs. 1íiH2 y 17K0 y sijjts., se dictó a 
fs. 1HH, la providencia de autos para sentencia, habiéndose 
darlo cumplimiento a la medida de mejor proveer de fs. 1817, y 
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Considerando: 

I, Corresponde considerar en primor término lu defensa 
ile falta de BceiÓn, 

Sostiene la demandada que como en neos i ollería y en virtud 
di't derecho que le confiere e] art. t*, trie. l>) de la lev 12.311, 
solicitó en tiempo y Turma sé la incorporara ¡i la Corporación 
de Transportes, eon reconocimiento del régimen aulóimmo, Que 
mi petición no Tía' decidida luirte l;i l'eelia. (jue por tul causa 
11c» le son aplicables la» disposiciones dé Ea ley que prevén la 
expropiación de las bienes de las empresa* «pie no deseen ingre- 
sar a la Corporación. (Jue es inconstitucional, por ser contrario 
a la ley 12.S11. el decreto 121,407 del 2 de febrero de 1ÜU8, en 
cuánto pretende, por disposición de carácter general, descono- 
cer su condición dé concesionaria y privarla del derecho que 
le acuerda la ley para optar por el réghnctt autónomo. Que 
en estas condicione*, sólo es posible expropiar una empresa 
en explotación, en los términos de la lev 1 Sil —fojas !>7 P 
98 y 101. 

l'íir mi parle U actorii funda el derecho n t¡i expropiación 
de los bienes ile la empresa demandada, a Teclados ul servieio 
público, en rpie dicha empresa un «pliso fusionarse a la (*or- 
poracióu. Ka acción se ha deducido de conformidad al art. 2 a 
im\ d) de la lev 12.H1I, que confiere a la Corporación el dere* 
elm a expropiar lus bienes a f celador al servicio de ómnibus y 
colectivos de empresta par tienta res que no deseen ingresar en 
la Corporación, Sostiene ipic el ingreso a 9a ( 'nrporaeióil eon 
el rítriitieu autónomo, le fué denegado por no ser empresa con- 
cesionaria y que la snÜeitnd mi se presentó en tiempo hábil 
-*-v. escrito de demanda y a fs. 2:t(i. 

Ks previo di' jar establecido que, efectivamente la Com- 
pañía Metmpnl AntobÓH S. A. no deseó ingresar a la Corpo- 
ración, fusionándose en dicha entidad No es éste na hecho 
controvertido. Se acredita en autos con las comunicaciones del 

líi de febrero de 1ÍWH y 2 de junio del mismo año. presentada! 
en el expediente ÍUWi-M-ÜHW ii ^regados al expediente 1!í.fifi4- 
S-IÜIW, ambos del Ministerio del Interior, (pie fueron ofreci- 
dos como prueba a fs. fió" y remitidos por nota de fs. ÍKiU. 

I.as cuestiones a decidir en este considerando son relati- 
vas id derecho del Poder Ejecutivo a dictar el art. l'\ segundo 
apartad)» del Régimen Autónomo, aprobado por el art. 1', 
ine. d) del decreto 124.(¡47, mediante el enal en forma general 
y prrviti se excluyen las eventuales pretensiones de los em- 
presarios de ómnibus al régimen autónomo, y a la conformidad 
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de dicha resolución general con la ley 12.311 y la particular 
Situación de lu empresa como prestataria del servicio 

Kn cuanto al derecho del Poder Ejecutivo u dictar la 
(Imposición de. carácter general y previo rpie se considera no 
me parece discutible. Está dentro de Ins frulfadcs que le 
confiere el art. 1^ me. 1* y concordantes de ¡a lev 12.311 para 
organizar y conslitüír una persona jurídica que se denomi- 
nara a ( orporaeión de Transporte* de la Lindad de Il»eno 3 
Aires . 

En virtud de esa potestad reglamentaria v ejecutiva el 
I. E. lia podido disponer sobre el dereelio al régimen autó- 
nomo que: "podrá ser acordado a las empresas que exploten 
sus servicios n.c limite una concesión y que un son empresas 
que explote n sus servicios mediante una concesión, aquellas 
compañías particulares qile efectúen transportes de pasajeros 
por medio do Ómnibus y automóviles colectivos en virtud de 
autorizaciones o permisos". Art. 1), segunda parte del Régi- 
men autónomo. ** 

Esa disposición de carácter general comprende la totali- 
dad de las empresa* de ómnibus, cuno .ve desprende ,ie las con- 
sideraciones y f un- amentos que preceden a la reglamentación 
del Régimen AirtÓüoutOi propuesta por la t omisión Especial 
J aceptada por el Poder Ejecutivo por el decreto 124(147 de 
i>c deelara. expresamente, que los servicios automotores 
solo tienen en la Capital Federal permisos precarios y en con- 
secuencia, sólo pueden fusionarse a | tt Corporación o ser ex- 
propiados. El Poder Ejecutivo ante los antecedente admt- 
nistratjvns de las frani|uic¡as y re-lamentaciones municipales 
del .servicio de transporte automotor, lia piulido sin duda re- 
solvere por actuar dentro de las facultados de organización 
que le otorga la Uy. 

tjiieda a examinar si dieha disposición, ni excluir a los 
pcrmisiominos, está intrínsecamente de acuerdo a lo ley - cues- 
tión que. como se expresa en los considerandos de la Ve«-la- 
mentaeión riel Régimen Autónomo, debe aclararse a causado 
Jos opiniones vertidas sobre el particular en el debate produ- 
cido al respecto en el Honorable Senado de bi Nación. 

Entiendo que la cuestión debe ser resuelta por ía legiti- 
midad de la disposición reglamentaria en mérito a las atenien- 
tes razones ** 

La ley 12.311, que en su art. I', ine. b), apartado 4*. reco- 
noce el régimen aulónomo a aquellas empresas concesionaria* 
que Jo wbeiten, siempre que sus concesiones sean anteriores 
al ano 1ÍU4, distingue, conjuntamente con la concesión deno- 
minaron de la franquicia a Ja cual reconoce el derecho al 
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régimen autónomo, el permiso y la autorización precaria, como 
formas de delegación municipal del servicio público de trans- 
porte de pasajeros — art. '¿, íik'. o), letra a) ye)—. 

Se emplean en la ley distintas denominaciones, de acuer- 
do al carácter y naturaleza de las decisiones administrativas 
en cuya virtud se prestaba ct servicio público de transporte, 
circunstancia que funda, con otras consideraciones, la interpre- 
tación que acepta y sostiene el Poder Ejecutivo de que con- 
cesión es un concepto (le significación limitada, que no com- 
prende \as franquicias de que eran titulares las empresas de 
ómnibus y colectivos. 

Se expone en las consideraciones que prpeetlen al Régimen 
Autónomo, que los servicios de ómnibus "funcionan regidos 
por la ordenanza del 13 de diciembre de 1923 y por las bases 
derivadas de la misma que se determinan en cada caso, con- 
venidas por el Departamento Ejecutivo "ad referendum" del 
Consejo Deliberante, situación que ninguna empresa Ita per- 
feccionado, circulando con permisos precarios que se les otorga 
en virtud de la resolución del 19 de octubre de 1923 y de la 
Ordenanza 2535". 

Tal es la situación de la empresa demandada, como se 
pondrá de manifiesto al examinar los antecedentes adminis- 
trativos de la prest ación del servicio. El régimen jurídico al 
que se subordinó su franquicia, hasta el momento de ta despo- 
ucsión, no fué el de coiitrato-eonecsióu propuesto sobre las ba- 
ses de la nrdenaujíH del 13 de diciembre de 1923; sino el que 
resultaba del permiso precario que se le otorgó para prestar 
eí servicio de las disposiciones regla monta ri as que hizo efecti- 
vas el gobierno municipal. El eonseutí miento municipal no fué 
más allá del reconocí miento del permiso precario. 

En el informe de la mayoría ib' la Comisión de la Cámara 
de Senadores, constituida para estudiar la coord i nación del 
transporte, que recomienda el voto del proyecto tal cual fué 
sancionado por 9a Cámara de J>i pinados, se distingue neta- 
mente concesión y permiso precario y se considera a las empre- 
sas de ómnibus como titulares de permisos precarios, coadyu- 
vando así su contenido, destinado a fijar el propósito de los 
legisladores de la Comisión que lo suscriben, a sostener la auto- 
ridad de la interpretación que el Poder Ejecutivo ha dado al 
arl. 1», jnc. b) de la ley 12.311 —ver D. de S. de C. SS.: 
1936, pág. 12411—. 

Dice el informe, al examinar la situación del transporte 
que lo ley tiende ai resolver: " Paralelamente y sohre las mis- 
mas redes ríe tranvías construidas por empresas que explota- 
ban conwshnw acordadas legalmente por los poderes públicos, 



340 



FALITOS DK LA CORTE SUPREMA 



se litin establecí iln poco n poro y sin obedece a ningún plan 
conjunto, línea* de ómnibus y etilectivn* y uñero-ómnibus con 
pr.rmisus itrintrittx. Existe en la aetunlid; l, una retí de tran- 
vías <le *¡7t) km*, explotada p$r ta Gompaíj¡H de Tr¡jnví¡is A n^Iu 
Argentina que posee uun concesión ac^ratída por tas autorida- 
des mu niel pules; una red de l mimas de 111) kms. tle la t'oni- 
paft ía di- Tranvías Uierozc y euyus i'Oneesiüiies Mu «'ii parte 
miinieipiiles y en parte naeioimles ; mi «ístetilU de los I movías 

del PHierto y Ciudad, que explota una Gvttt(!§ión rtaei&ñdl y el 
sistema de las Compañías KI1V1 ríeos del Snd, cuyas eoar» ¡tlones 
son i^ualmenie nacionales Bit eitaiito ¡i los subterráneos, 
existen 11511 ¡i .lineal e en explotación el subterráneo de la Com- 
pañía AiHíln Argentina de Pljuca Mayo a l'rimera -Junta (roa- 
CfttioH Municipal) : el subterráneo de |;t Compañía Lacmze, es- 

tllble-ido sobre la \i,t->- de una % y n;i l-?< iiud. y el ->idi1erráncu 
Retiro a Constitución de la (MI. A 1VOP.Y.F. establecido so- 
bre la ba<e de una COiH'CSió» munieípul". 

A fs. 1246, al hacerse rna breve relación riel s^stfeió auto* 
motor de transporte de pasajeros, se expone lo siguiente: *'A 
partir de VJ2'.\. se urbanizaron los, primeros servicios de auto- 
buses «pie w han desarrollado progresivamente hasta el presen- 

t& KsttU st ii'tftns Se t ¡ttfihh fu tan ton sitht'r Itt b(04U i¡' vhíut- 

jfiúnia ttpülñfKSi sino por medio »h permisos precarios, liabieu- 
do esas empresas preferid»» ese rumien, menos estable peto 
tóenos mi-toso, a la aceptaeión de la ordenanza municipal die- 
tada el l.'E de diciembre de í f*ií;i. en la que se lijaban las eou- 
dicinües mediante las euales la Municipalidad acordaría las 
comisiones a los autobuses por una duración de veinte tinos". 

Sobre <-l ubanee del régimen UUtÓuomo .se manifiesto a 
fs. 1251: tÉ i.a autonomía de ciertas empresas en ,>! régimen 
de ta Corporación lia sido previste por la ley. si sisí lo consi- 
dera conveniente et Poder Ejecutivo, Esta autonomía even- 
tual estaría sometida a todas las eondieinues ¡.'enera les impues- 
tas a la Corpuraeidn, inclusive la naeionatifcacinn de iale,s emi- 
dadea". El Informe bu considerado la autonomía tfé ciertas 

empresas. !n i|U<- supone ri-striuiíír ■*! otorgamiento de ese nVÍ- 
men, situación que nn m por cierto compatible COli la ¡nupliiud 
•fue tendría el tjereeho al reconocimiento fie aceptarse la inter- 

pretaeión ipie del eoneept incesión baec la demandada. La 

nacionalización, por otra partí', sólo puede referirse a las em- 
presas concesionarias propietarias de tranvías a nivel ( > subte- 
rráneo. 

Corresnondfi llegar a la cmi'-Tusión iirual une. la que ro. 
desprendí- d-'l iivi i-aüt'iemlo del eoneeptn eniieesión. del exalrii-U 
de las disposh-ioiies legales referentes id ivgiiucn de autonn- 
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mía. Suponen la existencia de derechos y obligaciones recono- 
c i i us en unu concesión. Se establece (jue, en los casos rjuc se 
apruebe el régimen de autonomía. Osla no creará un estado ¡le 
preferencia '-•'< mímica ni l ¡uain.-;cra para la empresa concesio- 
naria, la que quedará sujeta, en cimillo se refiere u su régimen 
interno, a !us reglas generales de la Corpui ación, y a la fisca- 
lización de ta Comisión de Control, en su administración, su 
marcha fi na ne ¡era y los servicio* que esláu obligadas o pres- 
tar, y ojio, seguirán abonando los impuestos y con tr i 1 me iones 
esta b] eci diis en sus respectivas concesiones — nrt. l'\ ines. b), 
in fiar, y li t de la ley \2iMT} 

Debe concluirse, que el Poder Ejecutivo tm obrado con- 
forme u la ley 12.!) 11, en los limites del poder reglamentario, 
cu ¡indo ha 1 ¡mi Indo el régimen autónomo ti las empresas con 
concesiones regulares, excluyendo de dieliq régimen a los per- 

misionónos ¡ir!. Mi. tln\ 2 g di' l;i Constitución N'ar'onal 
Igualmente cabe afirmar que la demandada no es concesionária 
para la ley 12 :il 1 y fpie eslá comprendida en bi exclusión del 
art. !■' de la reglamentación* del Régimen Autónomo, puesto 
que. de acuérdo o sus antecedentes ¡nlminist r;il ivos. la propues- 
ta de! cuutrato.cunccsión aprobada por el Departamento Eje- 
cutivo no se m us iteró por el Cornejo Deliberante, de modo que 
la prestación del servicio, hecha efectiva en virtud de un per- 
miso precario, quedó durante su vigencia, sometida al poder 
re» Inmeiil ario municipal, sin que ambas partes en definitiva se 
hubieran comprometido en las términos de la convención pro- 
yectada. 

Corresponde desestimar, por consiguiente, bis consecuen- 
cias que, respedo a ta extensión de !¡i Indemnización ñü liarían 
derivar del derecho d reconocimiento de] régimen autónomo 
y de la falta de acción pura expropiar, de n cnerdo a la facul- 
tad que a la Corporación atribuye el arfe 2'\ iilc. e) de lo. 

ley i2.;m. 

I!. La Corporación demanda, como se expone a fs. 4 de 
acuerdo a lo dispuesto por el art. 2, tiie. d) de la b'.v 12 MI. 
los bienes de la demandada afectados al servicio de la línea 
de i¡nc es perursinnaria y no reconoce, como lo estableció el 
decreto del I*. K. del 27 de octubre de IHW, indemnización 
alguna como consecuencia de bi cesación del negocio que ex- 
plota, pues dicha empresa, dice, no goza de concesión, sino de 
un simple permiso precario revocable a voluntad del Poder 
Público y que el art. 2?, irte, e) de la ley 12.:íll declara caduco 
al Iransrerirs" los bienes; n por cualquier otro concepto, ate- 
niéndose a las leyes que rigen el -aso. a la jurisprudencia y i 
la doctrina aplicables. 
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Por su parte la demandada sostiene qu?, de progresar la 
demanda de ex propias ion, la Corporación obtendrá conjunta- 
tneote con los bienes materiales, los derechas en virtud de lo* 
cuales ella explota el servicio público, los que ejercitará en el 
futuro durante lo» 56 años que fija la ley ]2.;ill, desapare- 
ciendo así de su patrimonio, para ingresar en el de la Cor- 
poración, todo aquello que constituye la empresa, incluso los 
bienes y derechos, el personal y la organización, para «pie la 
acto ra use y goce de ello emo hasta ahora lo hacía la expropia- 
da, siendo por ello procedente, si es exacto que la Constitución 
garantiza la int enrulad del patrimonio, la indemnización de 
la empresa misma, de acuerdo con el resultado de sus balance» 
y en proporción u sus utilidades — v. fs. 12$ vta.. 100 y Üíl— . 

Corresponde en consecuencia establecer previamente, en 
virtud de qué titulo el demandado prestaba el servicio público 
de transporte colectivo de pasajeros, para considerar sohre esa 
base si tiene derecho a las i ndem ni zaeiuties que provienen del 
reconocimiento del valor-empresa, sea (pie tal derecho puede 
fundarse en la ley especial 12.31] o en los principios generales 
que pudieran proteger ese aspecto del patrimonio. 

III. La franquicia en mérito ile la cual la Compañía Me- 
tropol Autobús S, -A. realizaba el servicio de transporte en 
su respectivo recorrido al tiempo de Ja des posesión, cuenta 
de conformidad con la prueba rendida, con los si ■mientes ante* 
cedentes ai Im ilustrativos ríe la .Municipalidad de la Capital. 

A) El señor Humberto Bíütbageliita solicitó por unta del 
2?í de agosto de Í92á —expediente 2G.452-B'lí>28— , presentada 
al señor Intendente de la Ciudad de Hílenos Aires, se le con- 
cediera la concesión para explotar un servicio de ómnibus en- 
tre Constitución y lielcrratii). de acuerdo a la ordenanza del 
IX de diciembre de l!rj:t. Formuladas las bases del contrato 
Con intervención de las dependencias municipales competentes, 
de conformidad a las prescripciones de la ordenanza básica, 
habiéndose aceptado !;i vijreueia del eonveuio por el término 
de veintn nño.s, el Intendente Municipal por resolución del 
1*(¡ de diciembre de l'rjq, aprueba dichas bases sin perjuicio 
de que las mismas puedan ser ampliadas o modificadas por el 
Honorable Cmicejn Deliberante y en un todo de confnrmidad 
con « Ibis acuerda» *'ad referendum" de aquel cuerpo, la con- 
cesión que se solicita p¡ir;i explotar una línea de ómnibus para 
el transporte de pasajeros entre bis estaciones Constitución y 
líe I jarano. 

Por expediente municipal 170 175 It-lírjO, el señor Barba- 
gol ata en nota del 5 de oel ubre de lílüf*. manifiesl a que ha- 
biéndosele concedido por expediente X' 2G.452-B-1929 la ex- 
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pl oración de un servicio de ómnibus entre Constitución y 
Belgrano solicitaba el respectivo permiso para su inauguración, 
Por decreto del l;i de diciembre tU> l!rjí> "se autoriza con 
carth-hr precario la inauguración de la línea de ómnibus entre 
las estaciones Constitución y Belgrano, que fuera acordada 
"ad referendum" del II. Concejo Deliberante, bajo la expresa 
condición de que fuera librada al público dentro de los no- 
venta días de la notificación del decreto, previa constitución 
del depósito de garantía que corresponda " ; notifícase al inte- 
resado y efectúa el depósito y consta que inaugura la línea el 
21 de abril de 1930. 

Kl 1H de agosto de 1930. el Señor lüarbaüHati. solicita en 
expediente 104.T57-B-30, la notificación de la linca otorgada 
por la precedente concesión "ad referendum", lo que motiva, 
la modificación de la pertinente cláusula del proyecto de con- 
trato, qué es támbién «probada "ad referéndum" del Concejo 
por decreto del intendente Municipal del 1"> de jimio de 1932. 

Por resolución de) 24 de marzo de 193<¡. el Intendente 
Municipal en el expediente 107.583- B- 1934. "autoriza a favor 
de la sociedad Metropol Antobús, la transferencia de los dere- 
chos y obligaciones qne al señor II. Barbagejatn pudieran co- 
rresponderá en la concesión "ad referendum ** del II. ('oncejo 
Deliberante (pie le fuera otorgada por decreto del 15 de ju- 
nio de 1932. 

La compañía demandada fué titular luista el año 1934 y 
con posterioridad basta el tiempo de la desposesión por causa 
de este juicio, de un permiso precario para la prestación del 
servicio otorgado en razón de su propuesta fie confesión. El 
Concejo Deliberante no prestó su aprobación al contrato pro- 
yectil» lo por el Departamento Ejecutivo. ÍCste es un hpelio que 
no ha sido negado por la expropiada. A fs. 973, la Municipa- 
lidad de Buenos Aires informa al tribunal que el Concejo Deli- 
berante lia dictado resolución alguna aprobando ln autoriza- 
ción que el Departamento Ejecutivo otorgó a la empresa Metro- 
pol Autobús "ad referendum" de aquel cuerpo, de acuerdo a 
lo dispuesto en ct art. 1* de la ordenanza del 13 de diciem- 
bre de 1923, 

B) ha ordenanza básica del 13 de diciembre de 1923, 
fué sancionada para crear un sistema regular y orgánico en las 
concesiones del transporte automotor de pasajero*, y su régi- 
men, al ipie se debía subordinar todo contrato particular de 
concesión, no fué derogado por posteriores decisiones munici- 
pales relativas al servicio. 

Así resulta de la ordenanza 2Í>35 del 28 de diciembre de 
1927, que ratifica la vigencia de la ordenanza básica y man- 
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tiene el procedimiento de los permisos precarios. Dispone cu 
su art. t*: "Que el D. E. enviará dentro del primer períndo 
de sesiones del uño próximo, las reformas que considere nece- 
sario introducir n la ordenanza del 2,1 de diciembre de 1!K>3, 
sobre .servicios de ómnibus" ¡ en el art. 2* que: "el D. E. man- 
tendrá la situación actual de las rio presas de ómnibus (pie 
habiendo obtenido concesión ad rtftríndum hayan implantad'» 
«rvicios con permisos precarios y cumplan con tas obligaciones 
que actualmente les impone la 3Iunirtfmlidad hasta tanto aqué- 
llas sean ¿probadas cu definitiva por el Concejo Deliberante"; 
en el art. :\'\ que "lodo permiso precario de circulación, acor- 
dado y que no haya feuitlo principio de ejecución, deberá ha- 
cerse efectivo dentro de toa noventa días de promulgada la 
presente, bajo pena de endurar ipso factO*\ 

Xo ntodifieau el sistema implantado por la ordenanza 
básica del i:t de diciembre de l!)2;t, las ordenanzas 4011 de 
Ur.it) y 4Ü1I2 de 1ÍKÍ2. Ambas ttdoptán disposiciones sobre los 
permisos precarios, respecto de la efectiva prestación del ser- 
vicio y modos de ejecución. Los permisos precarios, otorgados 
a los concesionarios tul n ft réndum, mantienen su carácter en 
esta ordenanza y las que luejro se dictaron. No es dado encon- 
trar en estas ordenanzas y en las ordenanzas 4:10!» de lí*:i2, 
521*1» (]»> V.i'U t una aprobación fíe ñera I d<* bis contratos conce- 
siones propuestos a la aceptación o féf$fén#um del Concejo 

Deliberante. Los derechos de los permisinuarros difieren de los 

que lin hieran resultado del proyecto di D trato concesión, 

redactado conforme a Ins normas snueionadas por la ordenan- 
za básica, aprobado que hubiera sido por el Concejo Delibe- 
rante. A in lias ramas del irobicruo municipal, sóln reconocieron 
y reglamentaron, conjuntamente, la prest ación efectiva del 
servicio por permisión arios o titulares de autorizaciones preca- 
rias, como son denominados en la ley 12,311* 

Del examen ríe los antecedentes administrativos municipa- 
les, particulares a la prestación del servicio por la dcmamladn. y 
de las disposiciones de carácter ¡rene ral adoptadas por la comu- 
na destinados a regular esta manifestación del servicio publico 
del transporte colectivo de pasajeros, no resulta que la empresa 
demandada tensa roneesifin aprobada conforme a las prescrip- 
ciones de la ordenanza básica, no fué aceptado por el Concejo 
Deliberante La compañía demandada prestó el servicio en vir- 
tud de un permiso precario. Xo estaba amparada, en consecuen- 
cia, por los derechos propuestos en el proyecto de contrato 
concesión, ni comprometida por sus obligaciones. 

IV. Vistos los antecedentes administrativos de la delega- 
ción en cuya virtud prestaba la compañía demandada el ser- 
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victo público tic transporte automotor de posajeros, correspon- 
de desestimar la demanda de i ndt ionización del valor empresa 
que so funda mi que la expropiación comprende, a más de Joa 
bienes corporales, una concesión y Jos demás elementos que 
constilnyen una empresa productiva en marcha. 

El derecho a la expropiación de esos valores intangibles 
no surge ni de las disposiciones de la ley 12*311; ni de las 
garantías generales dd patrimonio, en razón de Ja naturaleza 
precaria del derecho administrativo de (pie era titular la de- 
mandado. La indemnización ha de limitarse, en consecuencia a 
cubrir el valor de los bienes físicos afectados a la prestación 
del servicio y el valor de organización de esos bienes compren- 
didos por el perito tercero bajo la denominación de "going 
valué". Es ello con forme a lo dispuesto en el art, i ne. d) 
de la ley 12 311 y a la falla de todo dereelio de la empresa 
demandada a la explotación del servicio do transporte, al hacerse 
efectiva la caducidad de Ta franquicia al no desear fusionarse 
a ?a Corporación, — art. 2», jne. e) de la ley 1*2.311 — . No se ha 
aducido, ni demostrado en autos, por otra parte, que hubiera 
Ja Metropol Autobús S. A. sufrido un mayor agravio patri- 
monial al ser privada de los bienes físicos afectados al servicio, 
en razón de derechos adquiridos por títulos constituidos fuera 
de la franquicia municipal cuya caducidad declaró la ley, 

lia acción de expropiación de los bienes físicos afectados 
a la prestación del servicio, de propiedad de In empresa de- 
manda da. se funda legítimamente en el art. 2*, i ne. d) de Ja 
lev 12.311. el urt. 17 de la Constit Nacional y disposiciones de 
la ley 10. 

Concuerda con lo resuelto sobre esta materia, en los juicios 
que por expropiación siguió la Corporación contra las compa- 
ñías de ómnibus 14 Luso Argentina, S. lí. L." y "Pergamino- 
Mari;mo A costa'*, sustaueiadas ante este Juzgad", Secretaría 
del Dr. R. Sustaita Seeber, a cuyas sentencias dictadas el 31 
de julio y el 13 de agosto, respectivamente me remito —ver 
considerandos V y VI — así como también a la senteneia dic- 
tada por la Esterna. (Vi mará Federal en los autos seguidos por 
la Corporación de Transportes t> la Ciudad de Hítenos Aires 
e. Sánchez José* y otros, expropiación, que lleva fecha del íí de 
junio del etc. aun. a l« rpie me refiero como mayor fundamento. 

V. rgualmentc ha de desestimarse la demanda de indem- 
nización por aplicación de la ley 11.72ÍÍ por las consideracio- 
nes expuestas sobre la improcedencia del reconocimiento de 
valorea y correlativas indemnizaciones eomo empresa expro- 
pióla a más de no haberse acreditado en autos el referido 
perjuicio patrimonial. 
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VI, No es justa y debe rechazarse la pretensión de la 
expropiante de satisfacer lu indemnización o justo precio se- 
gún el valor de origen, sosteniendo en su apoyo, sin raíón 
legal, el art. 2* inc. e) de la ley 1*2.311, por constituir esta dis- 
posición una norma de carácter contractual destinada a tener 
efecto en los casos de voluntaria incorporación y no cuando se 
trata de la expropiación o adquisición forzosa de los bienes 
afectados al servicio, Kl justo precio, de conformidad a las 
disposiciones constitucionales y reglamentarias que garantizan 
la inviolabilidad de la propiedad, estará determinado por el 
valor actual, es decir, el (pie tenían los bienes al tiempo de la 
desposesión. Me remito a los más amplios fundamentos (pie 
■obre esta cuestión en litigio se dan en las causas de expropia- 
ción a que me he referido en el considerando IV, in fute — 
véase considerando VII de las dos primeras sentencias allí 

mencionadas — . , . ■ 

Vil. Determinado lo que es materia de expropiación y 
de consiguiente indemnización y que ésta debe regirse por el 
valor en plaza al tiempo de la desposesión, corresponde fijar el 
justo precio de los bienes físicas expropiados; ómnibus, ve- 
hículos auxiliares, repuestos, muebles, útiles y edificios. 

Al excluirse el valor empresa de la expropiación, se des- 
plazan de toda consideración las pericias, particularmente las 
contable, en cuanto tratan de los valores intangibles no in- 
demnizares, 

Por las razones anteriormente expuestas sobre la impro- 
cedencia del valor de origen como criterio para fijar el justo 
precio, el suscripto se aparta de Ins resultados obtenidos por 
el ingeniero E. Gazcón. perito propuesto por la Corporación 
de Transportes, que de él se sirve para establecer el valor de 
los bienes expropiados. Fundándose en los factores negativos 
de tiempo y uso en forma predominante, sin considerar en su 
debida importancia como factor de conservación el sistema de 
reparación o reposición a nuevo empleado en la industria del 
que no correspondían a la eficiencia real que conservaba el 
vehículo al tiempo de la desposesión. Introduce como elemento 
positivo del valor, aunque como se expresa, sin darle la debida 
incidencia, los gastas extraordinarios de conservación, que 
constituyen un factor explicativo de la efectiva supervivencia 
del automotor en uso. 

A su vez el Ing. Natal e. de cuya pericia también se separa 
el suscripto, basa la tasación en la valuaeión de las distinta* 
partes constitutivas del ómnibus, separándose del concepto 
fundamental destacado en las medidas para mejor proveer, de 
considerar al ómnibus como una unidad; por la aplicación de 
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este procedimiento y por propia estimación se excedo, a juicio 
del tribunal, de la razonable medida del justo precu, motivo 
por el cual au dictamen como el del perito de la parte actora 
han sido utilizados como elementos de balanceo para adoptar la 
tasaeióu del perito tercero Ing. Laurenz, cuyos resultados se 
juzgan más equitativos. 

El suscripto hace suya la pericia del Ing. Lauremí, que 
con las alternativas introducidas por la medida para mejor 
proveer considera, como lo ha rnanif catado, la más razonable 
aotueióii sobre el precio, fundándose en ta imparcialidad con 
que ha procedido como directo delegado del tribunal y en que 
la justipreciación del valor que hace en función de su eapaw 
dad técnica, estimación a la (pie el tribunal adjudica particu- 
lar importancia, se encuentra a pwfcrfori apoyada en un mi- 
nucioso y reflexivo análisis y sostenida por demostraciones 
matemáticas y económicas. A cito debe agregarse la concurren- 
cia del Ing. Laurenz con los procedimientos y conclusiones 
dados por la mavoría de los peritos terceros designados en aná- 
logos juicios de* expropiación seguidos por la Corporación de 
Transportes contra los propietarios de empresas de ómnibus. 

Separadamente considerare la tasación de los ómnibus y 
vehículos auxiliares; muebles, útiles, herramientas y repuestos 

e inmuebles. _ , . , 

a) Material rodante. — Constituye sin duda la parte más 
compleja de la prueba pericial, aumentándose la dificultad 
por la novedad del problema. 

A fs. 1817 se dictan las medida* para mejor proveer que 
en definitiva y sobre la primitiva pericia, ha significado un* 
alternativa va que las eoiit-1 nsiones obtenidas no difieren de 
aquellas substancialmente. Dice el perito y es de importancia 
destacarlo: "En las aclaraciones que pide ahora el tribunal, 
puede existir una diferencia entre el mi-todo de valuación pri- 
meramente adoptado, y el resultante de la aplicación del pro- 
eed ¡miento de cálculo que sugiere el juzgado, pero antes de 
entrar a la explicación de los resultados obtenidos en esta 
ampliación de pericia, debe destacarse a V. S. que ha podido 
comprobar el perito que tal diferencia, si bien existe, en cnan- 
to a lincamientos generales del método a seguir, lo que ha exi- 
gido al perito una tarea larga y meticulosa, de estructurar un 
nuevo sistema de valuación, en cambio ha significado también, 
v justo es destacarlo, no poca satisfacción. . . de haber llegado 
á obtener, por caminos distintos, valores de tasación equiva- 
lentes lo cual significa una comprobación fehaciente de la labor 
realizada por el técnico" — fs- 1865 *™s M 
Disponen las medidas para mejor proveer: 1') Determine 
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el valor de los vehículos expropiados teniendo en cuenta como 
precio de origen el que resulta tle la pericia contable que di- 
fiere del que adoptan las peritos ingeniero»; 2 ,J ) Calcule el 
oerito la vida probable de jos vehículos teniendo en cuenta las 
labias de mortalidad industrial y el estado del vehículo al mo- 
mento de la incautación; jf) Calcule el perito el valor depre- 
ciado de cada cuche, a cuyo efecto tendrá part i cul amiente en 
cuenta el tiempo de uso efectivo del vehículo, su vida probable 
y el estado del mismo, incluso anormalidades y mejoras al mo- 
mento de la incautación. Considerará n este efecto a cada 
ómnibus como una unidad aplicada " la prestación de serviclí» 
durante un lapso determinado que es el de la vida probable y 
con presrindencia de la empresa cumplida enn el mismo. Rela- 
cionará el perito el monto del valor de preciable con los «ños o 
periodos que puedan establecerse con respecto a la vida proba- 
ble de la unidad, atribuyendo a cada uno de los años o períodos 
de esa vida el valor que le corresponda sobre el monto total. 
Para ello tendrá en cuenta la evolución que en la vida de la 
unidad sufren los -fastos de conservación y operación en cnanto 
aplicada la unidad al servicio que presta y a los demás elemen- 
tos que el perito considere de interés para la determinación del 
valor físico. Tendrá presente también el perito que el valor 
deprecian le se agota al término de la vida prohibí e oor cnanto 
con los trastos que serían indispensables para el año o período 
inmediato posterior, resultaría inconveniente mantener en ser- 
vicio a ta unidad. Tendrá en cuenta también el perito que el 
valor depreciado deberá agregarse al vidnr residual y él de los 

neumáticos. . 

Sobre el replanteo que proponen las medidas para mejor 
proveer, se expide el perito utilizando en lo fundamental los 
conceptos v elementos de juicio ya empleados. 

Se estima ta vida media de un ómnibus nuevo sin mejoras, 
en dieciséis años, abandonándose el criterio fundado en la reno- 
vación a nuevo; lo cual ha sido razonablemente resuello por las 
medidas para mejor proveer, ya que en una transacción, el 
valor está determinado en función dé su desbaste natural y 
de las normales disposiciones de conservación. 

hn edad de uso se ha determinado para eadá unidad en la 
fecha de la toma de posesión y resulta de la ponderación de 
las edades de lns partes fundamentales del ómnibus — chassis, 
motor y carrocería— cada una de ellas con edades distintas a 

tal época. , ... 

Mediante las curvas de mortalidad determina cuantos anos 
podría vivir la unidad si en ella sólo se lucieran reparaciones 
de conservación y no reparaciones a nuevo, empleándose el pro- 
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cedimiento seguido en las pericias practicadas en }m juicios 
áé^nmm de colectivos, en tos que ya lia recaído senten- 
cia de™ S- Cámara Federal, aprobado os resulta, os de 
m re: "Corporación de Transportes de la Ciudad 
de K!o" Aires i José Sanche, y otro,, línea N< fo t expropia- 
ción" sentencia del 9 de junio de U4í. , , 

C,ü " & Slá luego la prolongación que «¡J» 
unidad ¿ipífiean las mejoras introducidas 
I la toma de posesión, al que hp agreda la cantidad que pueda 
res t M de la TplícacíÓn del coeficiente dé P^^^M 
tómSo netfi dé vida en razón de haber alcanzado en eficicn- 
1 de uso un determinólo número 

r<„, ostos elementos determinó el perito la perdida del 

^'atrd^TpIaniU» de fs. 1862. * fe s, expon* 
p„r e ¡"» moro cuantitativamente ta S 'VT„.»ÍT 
Ptofeto .le valuarión. M ¿ n nu- 

L>l,,ti. v tres ómnibus expropiado», en ln eanllilart ue nn ™ 
^ tierno, oehenta y eineo mi! '""^/n" 

1 b) >r««al«». y <«í«, etc. - Los g 

valuaron teniendo en cuenta el precio en plan al JggJ 
Ineau a l fijada por directa información obrante en juicio, 
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como por una información del perito en casa» importadoras 7 
fabricantes. Para los repuestos nuevos el valor es el cien por cien 
del valor en plaza; para los ufados, el cincuenta por ciento de 
los nuevos, por considerar en general y de resultas de la debida 
verificación, que tal era el remanente de vida útil que les que- 
daba y correlativamente la medida de su precio; para los 
denominados fuera de uso, se estimaron en defecto de impor- 
tación, por su valor residual, como materia prima y por su 
capacidad de rcneoiidicionamicnto, valor que se fija también 
en forma general, teniendo en cuenta las compensaciones que 
originan las diferencias en más o en menos de cada unidad. 
Corresponde decidir en esta oportunidad la expropiación de 
los erectos cuya inclusión se cuestiona a fs. 774 y 775 de los 
autos, en el acto de cerrar el inventario de los bienes de la 
empresa expropiada. La declaración de utilidad pública que 
hace la ley de tos bienes y medios de transporte de las empresas 
particulares de ómnibus y colectivos que no deseen ingresar 
en ta Corporación implica la obligación, para el caso de ex- 
propiar, de comprender en la expropiación todos las bienes 
afectados til servicio que posea la empresa — art. 2 ? , ine. d) de 
la ley l¡2.:tll — . Dicha posesión y el destino del bien compati- 
ble eon el servicio del transporte, causa la presunción de su 
afectación, correspondiendo la prueba contraria a quien sos- 
tenga su exclusión; prueba que en este juicio no es satisfacto- 
ria para la pretensión de la parte actora; razón por la eual 
entiende el suscripto que no procede admitir la exclusión de 
ninguno de los bienes inventariados de la obligación contraída 
por la Corporación de expropiar los bienes de la empresa afec- 
tados a la prestación del servicio. 

Los demás elementos accesorios de la empresa fueron ta- 
sados de acuerdo a la edad y estado, según el valor en plaza. 

Declárase el valor de los repuestos, muebles y útiles, en 
cuatrocientos veinticinco mil ochocientos cuarenta y nueve pe- 
sos con noventa y cuatro centavos m/n. 425.849,04 m/n.). 

Declárase el valor de la nafta en los coches al tiempo de 
la desposesión en ta suma de novecientos cincuenta pesos con 
cuarenta centavos moneda nacional ($ 950,40 m/n.). 

c) Edificio. — La tasación del inmueble de la calle El 
Cano número tres mil trescientos sesenta y siete al tres mil 
trescientos setenta y tres, afectado al servicio como garage, es 
también el resultado de un minucioso estudio basado en valo- 
res conocidos y procedimientos de estimación cuyos resultados 
acepta el tribunal por considerarlos equitativos. 

Declárase el valor de dicho inmueble, terreno y edifieío, 
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en la suma de ciento trece mil t rene ion tos cincuenta y tres 
pesos con noventa y ocho centavos m/n., ($ 113 353,98 m/n,). 

VIH. Excluidos de la composición del justo precio loa 
valores provenientes de la explotación o empresa, queda a con- 
siderarse la transferencia de un conjunto de bienes dispuesto» 
para la prestación del servicio, reconocer un valor indemniza 
ble, independiente del valor físico individual de los bienes 
expropiados, poro unido al conjunto en cuanto resultaría de su 
eficiente ordenamiento. No se trata d e un valor determinado 
ji c la rentabilidad de esos bienes, concepto desprendido en 
tal caso del vaW empresa que se ha desestimado, sino por las 
erogaciones que fueren de cuenta del expropiado y que no Di 
de realizar el expropiante para que desde el momento de la 
desposesión esa suma de bienes cumplan con el destino para 
el cual fueron reunidos y dispuestos. Considero incuestionable 
que los gastos oue fueran realizados para reunir, proparar, 
acondicionar bienes y personal, sean indemnizados, porque de 
otro modo habría un cu rinuccimieiito injusto en la medida que * 
el expropiante aprovechara de esas erogaciones consumadas 
para realizar el servicio de transporte. Queda a fijar su monto 
equitativo y en este punto es de observar que los peritos de la 
demandada de la indemnización por la empresa o negocio, pre- 
tensión que es rechazada en esta sentencia, si bien el perita 
tercero, como se expondrá más adelante, formula una discri- 
minación que permite utilizar sus conclusiones y resultados pa- 
ra fijar esta parte del justo precio. Su estimación ha de hacer- 
se teniendo presente que no hay sucesión en la franquicia y, 
en coasecuencia, en el negocio o explotación que tema la 
empresa cuvos bienes se expropian, y que sólo se trata de me- 
dir el valor de organización y disposición eficiente que tienen 
los bienes expropiados con un criterio ajeno a la idea de *™ nR * 
ferencia de una empresa y como un capítulo del precio de la 
misma. La Corporación, si bien con amplio derecho para re- 
gular con intervención de los organismos de control, la coor- 
dinación del tráfico, dispondrá de inmediato de un medio apto 
para continuar la prestación del servicio, utilizando y usu- 
fructuando ta organización creada por la empresa expropiada, 
que ha sido alcanzada mediante erogaciones o perdidas de inte- 
reses de bienes improductivos hasta alcanaar la capacitación 
necesaria. Quedan así excluidos U>dos aquellos gastos que estén 
vinculados íntimamente con la constitución de la empresa cu- 
yos bienes se expropian, por no haber, como se ha dicho, 
continuidad o sucesión de empresa y franquicia, y se ha de 
considerar solamente el costo de organización de los bienei 
transferidos en aptitud de continuar con el servicio de trans- 
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porte desde el momento mismo de tenor posesión de ellos el 
expropiante. Kl perito ten-ero ha dividido eon acierto los {jas- 
tos que la Comisión Especial denominó de organización y 
primer establee ¡miento, »-n gustos tic primer establecí miento y 
lo que se Huma "going valué", eoneepto este último que co- 
rresponde a la indemnización (pie se ha de satisfacer según lo 
antes expuesto. Kl criterio del perito tercero permite aceptar 
los resultados de la pericia, al diferenciar lo ipie hace a la 
empresa esencialmente, de lo que hace a la eficiencia de los 
bienes e instrumentos del trabajo o explotación de la misma. 
Dice et perito tercero. fundundo esa distinción: "l'oniij -urge 
de la enumeración arriba citada, la Comisión Espéciul no hizo 
discriminación entre los gastos necesarios y previas a la reali- 
zación del capital físieo (ómnibus, garages, etc.) y los poste- 
riores a esta realización y previos id trabajo de régimen a rpie 
son inherentes, de vinculación direeta con los bienes tangibles 
o físicos de la empresa, que en este informe pericial demandan 
un cap ¡lulo aparte". V agrega, "rreada la empresa en forma 
potencial es decir, invertido el monto de los gastos de organi- 
zación y primer establecimiento, es preciso comenzar a realizar 
el capital, mediante la obtención de los bienes tangibles que 
constituían el patrimonio de la empresa. Los gastos necesarios 
para transformar esa empresa potencial que tiene su sociedad 
constituida y sns permisos acordados, con otra absolutamente 
igual pero cuyo proceso está en redimen y por lo tanto en pro- 
ducción, es lo (pie los norlfumerieanos denominan "going va- 
lué", que realiza en función de los valores físicos, tiene en 
ctientu un factor de ponderación, el concepto de "empresa 
normal", pues diee. "no lia de considerarse en la misma for- 
ma la empresa que tiene los elementos necesarios para su ex- 
plotación, con otra (pie además de éstos posee otras bienes cuya 
ausencia no alteraría el régimen nnrma! de la explotación". 
Excluye por este método la excesiva previsión en el "stock" 
de repuestos y la propiedad del inmueble, puesto que el alqui- 
ler del misino en nada altera la evolución de la empresa — fs- 
1532 vta. y sigts. — . desarrolla y resuelve numéricamente lo que 
se extiende por empresa normal a hw efectos de establecer la 
indemnización por el "going valué". Siendo justas las raüonea 
expuestas por el perito tercero para llegar S determinar cuan- 
titativamente esta parte de la indemnización, el suscripto, 
como lo hace en otros aspee los de la tasación, acepta las con- 
clusiones de su pericia, fijando como indemnización para este 
rubro el valor 0.11c se le adjudica al "going valué" a fs, 1íj48. 

Declárase el valor de organización y eficiencia de los bie- 
nes expropiados en la cantidad de sesenta y tres mil setecientos 
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ochenta y siete pesos con cuarenta y dos centavos moneda nacio- 
nal ($ 63.787,42 va/a.). . . , 

IX. Que en cuanto a las costas, si bien el art. 8 del de- 
creto 17.Í12Ü sólo las impone al expropiante cuando 
«íh condené al pago de una suma snp< ñor al 50 ,c de ia 
dife ^ entre "a'eautidad consonada y la cp.c redamó el 
propietario, esta disposición no es apl.«nblc cuando . han s do 
debatidas cuestiones previas a la cst.maem» del precio ■ . tuja 
Siñn se en,ucn.ra supeditada la pretensión do I«h «pro- 
piado* Esta solución sur-e de la .nterpre acón de I te-s.s 
Suida por la Suprema Corte en c ^«M^ £ 
t 204. páíi. r>43. en el que se juzüa la Icjritmm i pin m n n e 
» veTñrma al „rt. 18 e» un .inicio de ^"HlZn^ d '"a 
sólo Be debate, como lo destaca el tribunal "el importe de la 

indemnización" . . afAitiá en 

1* ínaplicabilirlad de esa ibsposicum 
< iW e! dcnl.mu.du con razón probable para lit.vrar sustenta la 
extensión de la expropiación, eomprend sendo en ella la emprc 
rr nasecuentemenie su valor como 

Sal a remitirs, a loa principios generales niie ri B en la m nt* 
ria cu cuanto determinan .pie éstas deben estar a cargo de la 
nnrtp mif> luí dado motivo a lo litis. . 
P A Zo «ímta, tentado eWW» la difrrcn.-,a entra la 
„„,,,„ c n^naía y la q»e so .nl-na .«arar por ¡«WM 
S valor de los b&n» l'¡si,,«. «o ^V'" Tnl SV^ j» 

octavo, con más lo* intereses a partir de la^fec^ de la ^ 
de dichos bienes. Costas a la aetora, - Saturnino F. tune». 

Sentencia oe la CAmara Federal 

Buenos Aires, setiembre 20 de 1£H8. 

Considerando: 

El recurso de nulidad concedido a ffcJSl* a W P»* e "¡J" 
ra „o ha ido sustentado. No advirtiendose en la sentencia 
íud™qu¿ puedan invalidarla, se lo dcscst.ma. 
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En cuanto a la apelación : 

Que t u este juicio so discuten las mismas cuestiones de 
fondo que en el que sigue la actora contra la Compañía de 
Omnibus Luso Argentina, que el tribunal resuelve en la fe- 
eha. Los fundamentos ciados allí, son aplicables al presente 
y «e dan por reproducidos en obsequio a la brevedad. 

Que mi aspecto particular no contemplado en los autos de 
ta Luso Argentina, se refiere a la falta de acción, articulada 
aquí por la demandada, fundada en su pretendido derecho a 
ingresar a ta Corporación sobre la base del régimen autónomo, 
lo que impediría que sus bienes fueran expropiados. La senten- 
cia de fs. 1877 desestima esa argumentación con fundamentos 
convincentes, que este tribunal adopta, por estimarlos arre- 
gladns a derecho y a las constancias de autos. 

Que en cuanto al monto de ta indemnización por el ma- 
terial rodante y de acuerdo con lo dicho en el juicio de la 
Luso Argentina, corresponde fijarla en la suma de Ioh valores 
totales de origen determinados por el perito tercero en la pla- 
nilla de fs. 1802 para los treinta y tres ómnibus expropiados, 
o sea en la cantidad de un millón ciento cinco mil doscientas 
cuarenta y nueve pesos con sesenta y dos centavos moneda 
nacional ('$ L10'i.249,(» , 2 m/n.). incluido el val«r de los neumá- 
ticos. Los demás rubros de hi.'iies físicos lian sido justamente 
apreciados en la sentencia, siguiendo el dictamen del perito 
tercero. Se fijan en consecuencia sus valores: para los elemen- 
tos auxiliares en mil seiscientos pesos moneda nacional (pesos 
1,600 m/n.) ¡ repuestos miichles y útiles en cuatrocientos vein- 
ticinco mil ochocientos cuarenta y nueve pesos con noventa y 
cuatro centavos moneda nacional ($ 425,849,94 m/n.); nafta 
en novecientos cincuenta pesos con cuarenta centavos moneda 
nacional ($ 9í>0 t 40 m/n.) e inmueble en ciento trece mil tres- 
cientos cincuenta y tres pesos con noventa y ocho centavos 
moneda nacional ($ 113,353,93 m/n.) 

En cuanto a la indemnización de lo que técnica y doctri- 
nariamente ha sido denominado "gmng valué", atenta la re- 
ducción de la estimación del material rodante y la eliminación 
del valor empresa, debe disminuirse a la cantidad de cincuenta 
y dos mil quinientos setcnla y nueve pesos con veintitrés cen- 
tavos ($ . r i2.rj79.23 m/n.K que es lo que resulta de aplicar el 
porcentaje de 0,0444 fijado por el perito al valor físico de la 
empresa. 

En su mérito, por sus fundamentos concordantes y por 
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los que He dan en el juicio análopo eitndo, se confirma la «en • 
tcncia de l's. 1877 en euantn hace logar a la demanda y decla- 
ra transferida en favor de la adora la propiedad de los bienes 
inmuebles y muebles expropiados, modificándosela en cuanto 
a la suma que previamente a ello deben! pairarse, la ijue sera 
la necesaria pura completar la de un millón seiscientos noven- 
ta v nueve mil quinientos odíenla y tres pesos con diecisiete 
centavos (§ 1 .(¡!IÍUíB3,17 \m/n.), que .se fija por toda indem- 
nización, eon intereses desde In feeha de entrega de los hienes 
y culi costas a la nclora. — Horario HarcUt Iiants. — Carlos 
Herrero. — Mar ¡mil ¡ano Consol i. 



Dictamen del Piíocuhaijoh General 

Suprema Corto: 

Dudos los términos en que lia sido interpuesto el 
recurso extraordinario, dos son las cuestiones suscep- 
tibles de determinar su procedencia y sobre las cuales 
cal»e pronunciamiento de la Corte: 

a) La interpretación que, frente a las pretensio- 
nes que invoca el recurrente, corresponde asignar a la 
ley 12.311, ti la que V. E. ha declarado de carácter fe- 
deral ; 

b) Determinar si el pronunciamiento apelado im- 
porta desconocer al imponer las costas, un derecho ema- 
nado para la expropiante de normas federales. 

Sobre la primera de dichas cuestiones, V* E. ba re- 
suelto en 210, 1153; 

V) Que tn l^y 12.311 no ba establecido un régi- 
men de excepción para determinar el justo precio de las 
expropiaciones que se realicen en cumplimiento de sus 
disposiciones i 

2») Que, el criterio que impone con carácter obli- 
gatorio el inc. c) de su art. 1» para la fijación de los ca- 
pitales de las empresas que voluntariamente se incorpe- 
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ren a la Corporación no rige, como por mandato legal, 
para las expropiaciones; 

3') Que ello no es óbice para que se opte por 
(Helio criterio cuando así lo aconsejen razones de jus- 
ticia, pero que lo relativo a tal cuestión es materia aje- 
na al recurso extraordinario, en el que no cabe revisión 
de lo decidido respecto al valor de los bienes expro- 

■ 

piados. 

Por aplicación de estos principios considero que 
las pretensiones que el apelante funda en la interpreta- 
ción que atribuye a la ley 12.311 no pueden prosperar. 

En cuanto a la cuestión a que me refiero en el punto 
b) estimo que ante los términos claros y precisos del art. 
2* del decreto 17.920, es éste el régimen aplicable al sub- 
índice en materia de imposición de costas, y que, en 
aquello en que el pronunciamiento apelado importara 
apartarse de dicho n' -rimen —de ser exactos los hechos 
que invoca el apelante— ocasionaría al recurrente un 
agravio que configura el caso federal y os susceptible 
de sor reparado en la instancia extraordinaria (art. 14, 
inc, 3' do la ley 48), — Buenos Aires, diciembre 20 de 
1048. — Carlos G. Ddfino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Airos, 7 de abril de 1949. 

Vistos los autos "Corporación de Transportes de 
la Ciudad de Buenos Aires v. Cía. de Omnibus "Mctro- 
por'sobrc expropiación", en los que se ha concedido a 
fs. 1944 vta. el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario no autoriza a rever 
el criterio con que se ha hecho concretamente, en el 
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caso particular, la determinación del justo precio por 
parte del Tribunal apelado, sino a juzgar la inteligen- 
cia que este último ha atribuido a las normas legales 
con sujeción n las cuales baya debido hacerse la deter- 
minación, si éstas eran de carácter federal. 

Que como bien lo observa* el Sr. Procurador Gene* 
ral se reproducen en esta causa las cuestiones que sobre 
ese punto consideró esta Corte en Fallos: 210, 1153. El 
pasaje transcripto por el recurrente a fs. 1942, al tér- 
mino del cual se llegó a la conclusión de que no corres- 
pondía en aquel caso abrir el recurso respecto al mis- 
mo punto, es prueba decisiva de que no tiene el alcance 
que el recurrente le atribuye para sostener aquí que el 
recurso es procedente. 

Que deban o no ser incluidos los gastos de organi- 
zación en el justo precio es cuestión relativa a la con- 
creta determinación de este último y ajena por ende al 
recurso extraordinario, sentado como quedó en la sen- 
tencia que se acaba de citar que la ley 12.311 no con- 
tiene una norma especial para dicha determinación en 
las expropiaciones de que se trate. 

Que al interponerse el recurso no se bizo cuestión 
respecto al valor del inmueble El Cano 13fí7. Por lo de- 
más, lo precedentemente expresado se refiere a la to- 
talidad de los bienes que han sido objeto de la expro- 
piación. 

Que respecto al régimen de las costas corresponde 
también remitirse a lo resuelto por este Tribunal sobre 
ese punto en la aclaratoria de la sentencia recordada 
en Fallos: 210, 1153, baciendo aplicación de su juris- 
prudencia constante, según la cual las cuestiones de esta 
especie son ajenas al recurso extraordinario (Conf. 
Fallos : 190, 05 y los allí citados). 

Que la decisión del recurso extraordinario debe 
ceñirse a las cuestiones oportunamente introducidas 
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en la causa y qiie lian sido objeto de pronunciamien- 
to en la sentencia recurrida. Es, pues t improcedente 
considerar en éste la aplicación do la norma estableci- 
da en el art. í)."j de la Constitución actual que entró en 
vigencia con posterioridad a la sentencia de que el re- 
curso trata, y aun a la interposición, concesión y sus- 
tancial ción de este último. 

Por tant» y de acuerdo con lo dietaminado por el 
Sr. Procurador Ccncral se confirma la sentencia de 
fs. 11)36 en cuanto ha podido ser materia del recurso 
y Be lo declara improcedente respecto a lo que en la 
misma se decide sobre las costas. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lok- 
oni — Justo L. Alvauf.z 

TÍOURÍ(H*KZ KoPOLFO O. 

Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



C.T.C.B.A. v. Cía, *' CIUDAD DE Bs. AIRES" 

EXPROPIACION: Iniiemnitatv'*». Determinación thl valor real 

La ley 12.311. que creó la Corporación fie Transportes de 
la Ci miad de Buenos Aires, no ha establecido un raimen 
tle excepción para determinar el justo preeio de las ex- 
propiaciones que se realicen en cumplimiento de sus dis- 
posiciones. Tampoco cabe aplicar como por mandato lepa!, 
para las expropiaciones, el criterio que impone con carác- 
ter obligatorio el art. l\ ine. e), de la mencionada ley — 
costo oridnal y efectivo menos depreciación por uso— pa- 
ra la fijación de los capitales de las empresas que volunta- 
riamente se incorporen a la Corporación, aun cuando este 
criterio podría ser adoptado por el tribunal de la causa 
■i lo creyera justo. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cutstiones no 
federales. Exclusión de las cuestiones de hecho. Expropiación. 

El recurso extraordinario no autoriza a rever el criterio 
con que se lia heeho concretamente, en un juicio por ex- 
propiación la determinación del justo precio por parte 
del tribunal apelado, sino a juzftar la inteligencia que este 
último lia atribuido a las normas lépales con sujeción a 
las cuales hava debido hacerse la determinación, si estas 
oran de carácter fedcrul. Aún cuando el tribunal de la 
causa pueda, si lo creyere justo, aplicar para la determt- 
nneión de las indemnizaciones por las expropiaciones «pie 
prevé la ley 12.311, el criterio que el art. 1». ine e) de 
ella establece para la fijación de los capitales de las em- 
presas que voluntariamente se incorporaren a la Corpo- 
ración de Transportes, lu prescindeneia de el y la adop- 
ción de otro no puede dar tu par al recurso extraordinario, 
ya que se trataría de rever el valor fijado a los bienes 
expropiados, cuestión ajena a dicho recurso. Lo mismo 
debe decidirse en cuanto ni punto referente a saber si los 
gastos de organización deben o no ser incluidos en el pre- 
cio a paparse por la expropiación. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: BéffHÍiftM pmpios. Cuestión fede- 
ral Cuestiones federales tímplrs. Interpretación de las ley* federales. 
Leyes federales de carácter procesal. 

Las cuestiones referentes al régimen de las costas son de 
carácter procesal y ajenas al recurso extraordinario aun- 
que se lo funde en la interpretación de una ley federal. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Limites del pronuncia, 
miento. 

Las cuestiones con respecto a las cuales se lia omitido toda 
referencia en el escrito en que se interpuso el recurso ex- 
traordinario, son ajenas a la decisión que debe pronunciar 
la Corte Suprema. 

RECURSO EXTRAORDINARIO. Resolución. Limites del pronuncia 
miento. 

Toda vea que la decisión del recurso extraordinario debe 
ceñirse a las cuestiones oportunamente introducidas en la 
cansa y que han sido objeto de pronunciamiento en la sen- 
tencia recurrida, resulta improcedente considerar la apü- 
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eaeión de la norma establecida en el art 95 de la Conatit. 
Nacional que entró en vigencia con posterioridad a la sen- 
tencia de que el recurso trata, y aún a la interposición, 
concesión y sustanciaeión de este último. 

EXPROPIAMOS: Indemnización. Determinación del valar real. 

Tratándose d? la explotación de un servicio público me- 
diante autorizaciones que podrían ser dejadas sin efecto 
en cualquier momento sin derecho a reclamo alguno, como 
el prestado por los ómnibus en la Ciudad de Buenos Ai- 
res, no cabe considerar para la determinación del resar- 
cimiento por la expropiación ordenada por la ley 12.3 U 
la productividad del negocio. 



Sentencia peí» Juez Federai, 

Bs. Aires, 22 de setiembre de 1947. 

Y vistos: Estos autos caratulados "Corporación de Trans- 
portes de la Ciudad de Buenos Aires c. Cía. de Omnibus Ciu- 
dad de B uenos Aires, sobre expropiación", de cuyo estudio 

1* Que a fs. 3 se presenta 1). José María Rizzi, abogado, 
inscripto en la matrícula de procuradores, en representación 
de la art ora iniciando demanda de expropiación contra Lia. 
de Omnibus 14 Ciudad de Buenos Airea" de la que es propie- 
taria la referida sociedad. , . . 
Expresa que la expropiación involucra todos los bienes de 



la empresa afectados al servicio de! transporte de pasajeros en 
comúí». comprendiendo el material rodante 




ticas, cíe. nnuimia mi i — 

que la expropiación ha sido autorizado por el art. 2 . me , 
de la lev 12 3U. que declara de utilidad publica los bienes 
Explica que el art. 2' de las Normas para a Expro- 
pin !¡Ón prop uestas'por la Comisión Especial aprobada, por el 
P E establece que las empresas o particulares que explotan 
los servicios del transporte deben manifestar expresamente 
Sr euAl de las vías que establece la ley 12.311 optan opción 
que deben de manifestar dentro del plazo que fije el F. K a 
sus efectos. Agrega que como consecuencia do ello la empresa 
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demandada contestó que deseaba incorporarse como socia a la 
Corporación actor a, y que bus bienes debían pagarse parte en 
efectivo y parte en acciones. M 

Manifiesta que el decreto del P. E. núm. 4a.968 del 27 de 
octubre de 1939, diupone que la actora <lebía tomar posesión 
de lns empresas antes del ¡11 de diciembre de esc año efectuan- 
do uu rea i usté con relación a lo» bienes cuando se acepte parte 
del precio en efectivo y el resto en acciones. La parte del pre- 
cio pagadero en efectivo sufriría un reajuste en proporción 
al valor de las acciones y a la carga (pie importa para la acto- 
ra eso pago así como el gravamen que sigirfica para los accio- 
nistas la emisión de debentures u otra forma de oblación. 

La circunstancia de que la demandada no haya aceptado 
íntegramente esc tempérame uto, obliga a su mandante a accio- 
nar como lo hace. 

Ofreec como precio provisorio la suma de $ 26:>.34G,b7 m/n, 
el que podrá variar cuando se tenga ealial conocimiento de la 
existencia, cantidad y estado de los materiales a expropiarse, 
de acuerdo con la prueha a producirse. 

Funda finalmente la demanda en la ley 12.311, reglamen- 
tos v estatutos que cita y en lns arts. 6«, 8* y concordantes de 

la ley 189. = , ,, 

Declarada la competencia del Juzgado se celebra la audien- 
cia que determina el art. 0» de la ley 189, a la que concurrie- 
ron ambas partes, 

En este acto el representante de la actora, reproduce el 
escrito de demanda, que mantiene con ta modificación del va- 
lor o precio ofrecido por los bienes que expropia y que ímpor- 
tit como máx : mo la suma de S 20-1.140 m/n. y une comprende; 
a) el material rodante compuesto por los ómnibus habilitados 
por la Municipalidad de la (Mudad de Hítenos Aires con los 
Nos, 23 1 al 275 inclusive: b) elementos auxiliares, repuestos y 
accesorios correspondientes a los servicios que realiza esta Com- 
pañía para transporte común. Que la citada cantidad la ofre- 
ce «i la inteligencia de que los ómnibus presentan un estado 
normal. corrrupondiente a un régimen de renovación y con- 
servaeión adecuado a la naturaleza de los servicios que pres- 
tan, pudiendo modificar el importe ofrecido si en el acto de 
la toma de posesión por parte de la Corporación, no se confir- 
mase ese estado, así como del resultado de los inventarios que 
de los mencionados elementes Auxiliares, accesorios y repues- 
tos deben ¿^aatfesE? ios peritos. Rechaza los conceptos de la 
demandada expuestos en su escrito de fs. 20. Sostiene la sol- 
vencia de su representada y rechaza además cualquier oposi- 
ción o defensa de orden constitucional, legal y contable que 
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U demandada pretenda introducir pora redamar índemnita- 
eioncs o compensaciones a título de empresa o de supuesta con- 
cesión que niega tenga o exista del permiso precario pues ello 
aería contrario a ta ley 12.311 y 18!). Ofrece prueba pericial 
y la que por separado presenta en el acto. 

La demandada presenta un memorial que se agrega a 
fe. 119 y sigtes. en el que consigna sus derechos y defensas 
en ra pitillos sucesivos. En el rapUido P pide se dicte senten- 
cia condenándose a la actora a pairar ta suma que se estime 
justa indemnización con más tas costas del juicio. En el mpí- 
iulú 2* manifiesta que no obstante merecer la ley 12.311 .«crina 
reparos constitucionales, se abstiene de formularlos en cuanto 
no obsten al monto de la indemnización y que al aceptar la 
expropiación de los bienes lo lio ce bajo la condición de com- 
prender la totalidad de los bienes en la acepción del art. 2312 
de) Cód. Civil; se rrconozea el real valor de los bienes expro- 
piados y que el procedimiento se ciña a los reírlas de expropia- 
ción reputar. En el capítulo 3». examino la ley 12.311 soste- 
niendo que su objeto es proteger el ruinoso negocio de las 
empresas tranviarias ante la competencia del transporte auto- 
motor, lo cual no ha sido conseguido en los hechos como lo 
comprueba la evolueión financiera de la Corporación, que se 
pretende remediar con la adquisición a vil precio de las em- 
presas de ómnibus. Que si bien tales finalidades tornan incons- 
titucional ta ley. se allana a la expropiación siempre que la 
empresa privada que se denomina Corporación le pague el 
justo precio y los bienes se le entreguen cuando se asegure » 
su ma luíante la percepción de lo que le corresponde. Trae 
a colación opiniones de la prensa y del debate parlamentario 
para afirmar "que lo que se expreso fué en su tiempo puesto 
en evidencia ante el país. En el capítulo 4* examina la natu- 
raleza del mi jeto expropiante como persona del derecho pri- 
vado, considerando que no obstante lo dispuesto en el art. 20 do 
ta lev 189 la jurisprudencia distingue entre el interés superior 
y desinteresado del gobierno expropiante y el de lucro que 
inspira la de tina entidad privada. Que por tal circunstancia 
el criterio de la indemnización, debe ser más amplío por ser 
menos intenso el interés social. Apoya bu punto de vista con 
citas del debate parlamentario de la ley 12.311 en ta Cámara 
de Diputados. En el capítulo íi° examina el sujeto expropiado, 
aoteniendo que la empresa es titular de una concesión, lo cual 
ha sido negado sin fundamento por el decreto 124.047 del 
2 de febrero de 1938. Consitiera el derecho de concesión y la 
naturaleza del mismo a través de citas doctrinarias, diferen- 
ciándola del permiso. Cita igualmente en su apoyo la opinión 
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parlamentaria en la discusión de la ley 12.311 f especialmente 
la del senador Landaburu. Mani fiesta que la resolución del 
Concejo Deliberante del 1í> de octubre de 19:23, traduce una 
solución de emergencia que ni» ha podido configurar situacio- 
nes jurídicas permanentes. Que siendo concesionario corres- 
ponde, sostiene, se le indemnice no sólo el valor físico de la 
empresa sino todos los bienes cpie integran su patrimonio. En 
el capítulo 6° expone lus razones por Ins cuales no aceptó in- 
presar a la Corporación, señalando como causas económicas de 
dicha determinación que se Atribuyó a las empresas tranviarias 
nn valor exageradamente abultado que les daba la mn varía de 
las acciones y por consiguiente el gobierno de la entidad, que 
la Corporación no gozaría de un patrimonio samado y (pie las 
empresas de ómnibus eran valores en forma exigua y la Cor- 
poración caree ía de dinero efectivo. í¿ue resumiendo, dice, los 
empresarios de ómnibus comprendieron que su adhesión equi- 
valía a ser absorbidos por una sociedad anónima destinada 
a la ruina y que el aporte se diluiría en la improductividad 
de los valores que se atribuyeron a las empresas tranviarias. 
<¿ue la resistencia a incorporarse no es en consecuencia arbi- 
traria. En el capitulo 7* considera tpie según las normas del 
derecho de expropiación no es dado tomar la posesión proviso- 
ria urgente de los bienes expropiados sin exacto conocimiento 
de su número y monto y justa tasación de su valor. Se opone 
a ta) medida por dicho motivo invocando lo dispuesto por la 
ley 18!). En el capitulo 8* manifiesta que es arbitrio autorizar 
la entrega de los bienes mediante un precio arbitrario a una 
sociedad anónima que carece de solvencia, de modo que si ca- 
yera en quiebra sólo le quedaría un en'dito litigioso contra la 
misma, ya que no podrían en los más de los casos ejercer accio- 
nes reivindicatorías. Ataca por causa y con cita de juris- 
prudencia de nulidad el art. 7 de las Normas para la Expro- 
piación sancionada por el Decreto 124.647 de 1938 En et 
capítulo 9° se refiere a la indemnización que habrá de fijarla 
teniendo en cuenta que se trata de una empresa concesionaria 
y que al disponer la ley 12.311 la expropiación de los bienes 
de esas empresas, se remite al Cód. Civil sc-rún el cual por 
el art. 2312 se comprenden en ese concepto las cosas corporales 
y los derechos susceptibles de tener un valor económico, con lo 
cual ha entendido la ley declarar la expropiación del patri- 
monio de las empresas — bienes físicos y derechos — . Que el 
art. 2*, inc. e) de la ley 12.311 al mencionar el costo original 
y efectivo de los bienes contempla sólo el caso de incorpora- 
ción o fnsión de las empresas en el ente que organiza ; que la 
expropiación que la ley decide debe regirse por la ley vigente 
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art. 2* ine. d) in fine — . Que corrobora con lo dicho que la 

Corporación se formará por la coordinación o fustán de las 
empresa* y la fusión de las empresas ha podido realizarse en 
dos formas: por la incorporación voluntaria o por la expro- 
piación; pero lo que bp incorpora o expropia son empresas y 
no cosas. Que at imponer la ley la expropiación de los bienes 
mstittiíblcs de las empresas, que no le eran necesarios a la Cor- 
poración, era porque cu tendía que complementaban el valor de 
la empresa El art. 1 inc. b) alude por tal cansa a la expro- 
piación de empresas y el art. 2 ine. d) a los bienes y medios 
de transporte. Más aún, el art. 2 ine e) condiciona la cadu- 
cidad de tas concesiones, permisos, al pago de las indemniza- 
ciones, es decir pairada la conces ; ón caduca ésta y comienza 
a ejercerse por la aetora, Que en el caso de autos mediante 
la expropiación no sólo se priva al expr piado de su a hienes 
sino que se le prohibe en lo sucesivo ejercer la actividad cjue 
antes constituía su oh jeto, -se absorbe una empresa productiva 
en marcha y los dueños deben recibir el valor de rsn empresa 
en dinero. En el capítulo 10 analiza la indemnización bajo el 
punto de vista constitucional y manifiesta que el derecho a la 
concesión forma parle del patrimonio y se encuentra protegi- 
do p°r el art. 17 de la Constitución Nacional. Que as ; lo ha 
resuelto la Exrma. Corte en distintas oportunidades, como ser 
en el fallo dictado ta re " F. G. de Entre Ríos v. Pisco Nacio- 
nal", J. A., t. 56, píifr. 71T» y "liourdie v. Municipalidad de 
la Capital", Fallos, t. 145, pátr. 307. Que aim en el caso de 
que se discutiera que su derecho no reviste los caracteres d* 
una concesión formal, la solución no variaría, porque la com- 
pañía es concesionaria de un servicio público y sobre el punto 
se remite a lo resuelto sobre ltt caducidad de un permiso pre- 
cario por la Cám Civ. 1» de Apelaciones de la Capital en 
autos "Falconi y otros v. Municipalidad de la Capital" — J. A. t 
t. 26. pájr. f>H4 — - Que en su escrito de demanda se invocan 
et art. 2' ine. d) de la ley 12.ÍÍ11 y se invoca el decreto del 
27 de octubre de líKtrt n v 45.968. En el capítulo 11 se im- 
pugna el precio ofrecido de S 265,346. 67 m/n. (pie rechaza en 
absoluto. Manifiesta que la Comisión Especial tasó los bienes 
de la empresa en la suma de $ 1.326.733.38 m/n., que fué acep- 
tado por el art. 3 del decreto del 2 de febrero de 1ÍXÍ8. Que 
este valor no lo aceptó la empresa por considerar que ta esti- 
mación no debía limitarse al valor del activo físico. En el 
capitulo 12 expone su criterio sobre las normas a que ha de 
someterse la indemnización, que debe colocar al expropiado en 
la misma situación patrimon'al que ffnzaha antes de la venta 
forzosa, comprendiendo en ta indemnización toda especie de 
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propiedad que tendrá valor pecuniario ; quo la valuación de una 
empresa a más de los bienes físicos incluye el valor negocio 
en marcha; que el valor empresa se determina por et de las 
ganancias durante varios años ; que la tasación de una empresa 
difiere de la de los demás bienes valuados por los medios usua- 
les. Eu el capítulo 13 reclama que la Corporación se haga 
carpo de los contratos de empleo celebrados por ta empresa 
expropiada o de las consecuencias de su rescisión por causa de 
la expropiación de conformidad al art, 2 inc. e) ap. 6 de la 
ley 12 311 y 157 inc. 4 del Cód. de Comercio. En el capítulo 14 
ofrece la prueba que hace ni derecho de su parte. 

Considerando : 

I. Que la expropiada, que lia rechazado de plano el pre- 
cio ofrecido, sostiene que procede eomo lo demanda, se resuelva 
la expropiación de la empresa de transporte y no sólo de los 
bienes físicos que la constituyen. Manifiesta que es titular de 
una cohesión y que el propósito de la Corporación de Trans- 
portes de apropiarse de las cosas muebles e inmuebles, sin la 
indemnización previa que tos derechos que supone la concesión» 
afecta las normas constitucionales que garantizan la inviolabi- 
lidad de ta propiedad privada. Que por otra parte la ley 12.311 
se refiere ¡i la expropiación de los bienes debiendo entenderse 
por tales de conformidad al sentido de la ley y a la acepción 
jurídica del concepto, la universalidad de las cosas y derechos 
de la empresa expropiada. Aprega que a! ser privada en lo 
sucesivo ile continuar ejerciendo el comercio que constituía el 
objeto de la sociedad por absorción de la empresa, es justo y 
conforme a los principios de la expropiación i|ue reciba el 
valor de esa empresa en dinero. 

Por su parte la actora manifiesta que expropia de acuerdo 
al art. 2 inc d) de la ley 12.311, los hienes de la compañía 
demandada afectados al servicio de la linea de que es permi- 
sionaria de la Municipalidad, no reconociendo en ella, como lo 
estableció el decreto del P. E. del 27 de octubre de 1939, in- 
demnización alguna como consecuencia de la cesación del ne- 
gocio que explotaba, pues esta empresa no gozaba de la fon* 
cesión de dichos servicios sino de un simple permiso precario, 
revocable a voluntad del Poder Público, que el art. 2» inc. e) 
de la ley 12.311, declaró caduco al transferirse los bienes. 

Corresponde previamente establecer en virtud de qué tí- 
tulo la demandada prestaba el servicio público de transporte 
colectivo de pasajeros, para considerar sobre esa base el dere- 
cho de las indemnizaciones por et valor empresa, sea que a* 
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funden en la ley especial 12.311 o en Ioh principio* de orden 
general que pudieran proteger este aspecto del patrimonio. 

tí. La franquicia de la Cía. de Omnibus "Ciudad de 
Bueno» Aires" en mérito de la cual prestaba el servicio pú- 
blico de pasajero* en su respectiva línea al tiempo de ta ex- 
propiación, cuenta, de acuerdo a la prueba rendida y regla- 
mentaciones dictadas, con los siguientes antecedentes adminis- 
trativos de lu Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires. 

a) Don Antonio Valeuti fué titular de un permiso preca- 
rio, concedido a título de t-nsayo, para la realización de un ser- 
vicio de pasajeros con ómnibus automóviles entre las estaciones 
Constitución, Once de Setiembre y Retiro, por resolución del 
22 de setiembre de 1922 — exp. 50.287- V-l 922— . En el exp. 
105.038- V-1923 Figura un proyecto de contrato-concesión por 
un plazo de 20 años, pero no consta su aprobación, y lo otorga 
ad referendum del 11. Concejo, n la (pie se hace luego referen- 
cia en la resolución de la Intendencia del 24 de abril de 1923 
por la cual se dispone que habiéndose hecho el depósito de 
$ 10.000 m/n., se remita al II. Concejo, previo desglose del 
exp. 74.982-8-1921, haciéndose constar que el D. E. en dicho 
expediente aprobó las bases formuladas por la Oficina Fisea- 
liradora a fs. 5 a 10, modificándolas en la parte relativa a las 
tarifas y que sobre esas bases ha acordado la concesión flrf re- 
ferendum del H. Concejo Deliberante. A fs. 28 del exp. 105.038- 
V-23 se agrega copia del decrelo del 9 de abril de 1923 por el 
cual se acuerda mi referendum la concesión de las líneas que 
figuran en las bases agregadas a este expediente. En el exp. 
93.762- V-1923, consta el contrato por el cual se asocian los 
señores Valeuti y Gtargulo constituyendo la compañía de ómni- 
*bus "Italo Argentina". Se le niega por resolución del 19 de 
julio la autorización para inaugurar la 4* línea, que le fuera 
concedida ad refrrmdum. Por el exp. 122712-V-1923, en con- 
sideración a la nueva ordenanza sancionada por el Concejo y 
a los efectos del contrato definitivo solicitan modificaciones 
en las líneas. Con tal motivo se confeccionan nuevas bases 
— fs. 3 a 7 — que se aprueban por el D. E. que de cmi formulad 
con ellas acuerda ad referendum del II. Concejo el pedido de 
concesión formulado; dicha resolución es del 19 de agosto de 
1924. En el exp. 37.829-V-l!J2fí por resolución de la Inten- 
dencia del 11 de octubre de 1927 se aprueba la modificación 
de recorrido que solicitan los concesionarios. En el exp. 
144.978- V- 1927 se aprueba por resolución del 9 de noviembre 
de 1927 la transferencia de los derechos y obligaciones qne 
pudieran corresponderá a D. Nnrherto Gorostiaga en el pedido 
de concesión para explotar servicios de ómnibus que tramita 
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por exp, 42.233-0-1924 y sólo en lo que se refiere a la linea 
consonada con el n° 1, aprobándose las bases pertinente* y 
acordándole a D. Antonio Valenti ad referendum del 1L Con- 
cejo la concesión necesaria pnra mi explotación Por exp. 
18 249-V-1928 se conmina a O. A. Valenti a inaugurar ta linea 
Plaza Italia-Pedro de Mendosa y Iíoch». por el l>. E, ad refe- 
rendum de ese cuerpo y sin perjuicio de que el mismo laa mo- 
difique o las amplíe. . . 

De acuertlo a los antecedentes expuestos D. Antonio Va- 
lenti v luego sus sucesores, como propietarios de la compañía 
de ómnibus "Ciudad de Buenos Aires", fueron titulares has- 
ta la expropiación, de los derechos de una concesión aprobada 
por el I). K. conforme a las bases sancionadas por 1» OT t ie ' 
nanm de 13 de diciembre de 1923, para cuyo pe rfecc ion n mien- 
to, era necesario ad referendum del Concejo, de acuerdo a [o 
dispuesto en el art. 1 de la referida ordenanza. El Concejo 
Deliberante de la Ciudad de Buenos Aires nunca se pronunció 
sobre la propuesta de contrato concesión aceptada por el D. E. 
A R 509 informa la Municipalidad que el Concejo Deliberante 
no ha dictado resolución alguna aprobando la autori ración 
que el R E. otorgó a la empresa de ómnibus "Cuidad de Bue- 
nos Aires" ad referendum de ese cuerpo, de acuerdo a lo dis- 
puesto por el art. 1 de la ordenanza del 13 de diciemhre 
de 1923. En la misma nota se informa que no existen cons- 
tancias en la Municipalidad de que la empresa demandada 
haya formado el fondo de renovación de materiales e insta- 
laciones, constituido por una caja especial ni presentado den- 
tro de loa 90 días de vencido cada año económico una relación 
documentada de las ¡nversienes y aportes que forman c| capi- 
tal de la empresa y que efectuara el aporte del 6 /p de las 
entradas brutas, dando cumplimiento con ello al cumplimiento 
de las obligaciones previstas para los concesionarios por los 
arts. 1, ines. ñ), s) ( u), 8*, 13 y 24 de la ordenanza del 13 de 
diciembre de 1923, _ , , . 

b) La ordenanza básica del 13 de diciembre de 1923 fui 
sancionada para crear un sistema regular y orgánico en laa con- 
cesiones del transporte automotor de pasajeros, y su rcg-men 
al qus debía subordinar todo contrato particular de concesión, 
no fué derogado por posteriores decisiones municipales reía- 
tivas al servicio 

Así resulta de la ordenanza 2535 del 28 de diciembre de 
1927 que ratifica la vigencia de ta ordenanza básica y mantiene 
el procedimiento de los permisos precarios. Dispone en ati 
art. 1* que "el D. E. enviará dentro del primer período fíe 
sesiones del año próximo las reformas que considere necesario 
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introducir a la ordenanza del 13 de diciembre de 1923 sobre 
servicios de ómnibus"; en el nrt. 2", que "el D. E. mantendrá 
la situación actual de las empresas «que habiendo obtenido con- 
cesión ad referendum, hayan impluntado servicios con permi- 
sos precarios y eui lan con fas obligaciones que actualmente 
les impone ta Municipalidad, hasta tanto aquellas sean apro- 
badas en definitiva por el Concejo Deliberante"; en el nrt. 3" 
que "todo permiso precario de circulación acordado y (pie no 
haya tenido principio de ejecución deberá hacerse efectivo den- 
tro de los 9f) días de promulgada la presente bajo pena de 
quedar i pan facto caduco". 

No modifican el sistema implantado por la ordenanza ba- 
stea del 13 de diciembre de 1923 las Ordenanzas 4041 de 1930 
y 4092 de 1932. Ambas adoptan disposiciones sobre los per- 
misos precarios, respecto de la efectiva prestación del servicio 
y modos de ejecución, Los permisos precarios, otorgados a los 
concesionarios ad referendum, mantienen su carácter en estd 
ordenanza y la» que hierro se dicta mu. No es dado encontrar 
en estas ordenanzas y rn tas ordenanzas 4359 de 1932, Ó292 
de 19H6, una aprobación general de los contratos concesiones 
propuestos a ta aceptación o referendum del Concejo Delibe- 
rante. Los derechos de los permisionarios difieren de los que 
hubieran resultado del proyecto de contrato concesión, redac- 
tado conforme a las normas sancionadas por la ordenanza bá- 
sica, aprobado que hubiera sido por el Concejo Deliberante. 
Ambas ramas del gobierno municipal, sólo reconocieron y re- 
íí- amentaron, conjuntamente, !a prestación efectiva del servicio 
por permisionarios o titulares de autorizaciones precarias, como 
son denominados en la ley 12 311. 

Del examen de los antecedentes administrativos munici- 
pales, particulares a la prestación del serviciu por la deman- 
dada y de las disposiciones de carácter general adoptadas por 
la Comuna, destinadas a regular esta manifestación del servi- 
cio público del transporta colectivo de pasajeros, no resulta que 
la empresa demandada tenga concesión aprobada conforme a 
las prescripciones, de la ordenanza bíisjca. El contrato conce- 
sión propuesto con intervención del Departamento Ejecutivo, 
de acuerdo a las normas de la ordenanza básica, no fué apro- 
bado por el Concejo Deliberante. La compañía demandada 
prestó el servicio en virtud de un permiso provisorio. No esta- 
ba amparada, en consecuencia, por los derechos propuestos en 
el proyecto de contrato concesión, ni comprometida por su» 
obligaciones. 

til. De acuerdo a los antecedentes de la franquicia, an- 
teriormente expuestos, la empresa cuyos bienes se expropian 
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«ra titular de una propuesta de concesión. El Concejo Deli- 
Clite ri bien aceptó la prestación del servicio y lo sometió 
^^SSmSm&m el contrato proyectado con in- 
a regia numaumi, » conformidad o favorable 

SXn^ctnln fití-Vm sj perf^on^ 
,fri 1 de la ord. del 13 de diciembre de lí»2,l— . No fue, 
n"or -onsií líente a demandada, titular de una ennecs.on que 
«¡torZ il arl. í" de Í ordenanza básica. subordinaría a 
rSios y Aligaciones impuestos por la mmma. U (lemán- 
los .lereuios ? r- videncia de la concesión pro- 

StV n a ad: eüycxs del>,rc'. quo reatan de la eshpu- 
E . een ada por el O E y de las dfepojici one* comunes a 
^SK^eaión contenidas en la ordenanza tms.ca no 
a comprometieron dorante e tiempo ^JP^^JL 1- ^ 
cto Kl informe de fs. 990 da ciienta de esa . *««**¿ ^ 
manifiesto que el patrimonio de la empresa al tiempo de la 
eÍnro i iu eU'. no ha soportad*, hfr consecuencias que nacen di 
expropia *in » □« j ordenanza básica y que 

u aplicación de los ans. .» y j» ^ «• Pmínr Pil- 

la deposición que de la franquicia otorgada 1 ira ct I oder l u 
Wieo sTnin la lev UM% es ajena a li W * 

irnría efart. 12 de la misma ordenanza. 

De sostenerse 1» existencia de la concesión y el 
los derechos declarados en favor del concesionario, contenido. 
' pumente en las bases, o implícitos por «n ta» W 
Jo administrativo a las prese ripnone* <■ la 
" _«rt 1 de la misma-, correspondería atribuirle Vigencia 
Tía, o . Waciones correlativas. Surge de laa d^ieioo*^ 
nic ípal.s sobre el servicio automotor que si bgtt * 
Tb s t iHa de la ordenanza básica, es manifiesta 1 a volnn ad 
de ór 'ano de decisión, acatada por los interesados, de presom- 
ir d^U aprobación de M contratos sometidos a su referen- 
n 1 Sir la efectiva prestación del servicio s,n snbor- 
Scln a sns dánsulas. Media entre las partes una rec.proca 
& cnanto al proyecto do -^^«SleS 
convención al margen del mismo y como una simple franquicia 

SÍ11 oTetn esas condiciones ante el derecho del coneedente 
nara Pn^eder a la «rtruct uración y coordinación del serv em 
pTbHeo de transporte por ¡as ^^^S^ 
Seclaradua de 

nisíra ivos en cnanto afectaren un m^^M^^T 
Sel demandado, no es discutible reconocerle la facultad de de- 
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«Ufar la caducidad de las autorizaciones otorgadas cuando el 
empresario no ha deseado fusionarse a la Corporación. 

En tal caso ta indemnización a que tuviera derecho el 
empresario no habría de cubrir el valor de la pérdida de la 
empresa productiva, ya que ese derecho es consecuencia de la 
explotación de ta franquicia y sólo sería procedente su reem- 
bolso de estar asegurada por un término y en la medida que 
dicho término y demás cláusulas de! contrato la parantcn. La 
indemnización comprendería el perjuicio causado por la priva- 
ción del uso productivo de los bienes afectados a la prestación 
del servicio cuya explotación rio le será dado continuar, pero 
no la productividad de ta empresa. Por la expropiación im- 
puesta al nuevo conceden te sobre todos los bienes afectados 
a ta prestación del servicio, se cubre ta indemnización en esa 
medida limite. 

La indemnización, además, habrá qne considerarla con re- 
lación at auto de disposición del concedente que se impugna y a 
la norma de derecho que protege el patrimonio del empresario 
que es afectado por la primera y en n forme a la medida en que 
el perjuicio económico está protegido, sin que pueda enten- 
derse que incida en Jo jurídico el que medie una nueva dele- 
gación del servicio público «pie en parte prestaba el expro- 
piado. 

Sostiene asimismo la demandada que la ley 12.311 al em- 
plear et concepto bienes en el art. 2*, ines. d) y e), lo hace 
en forma amplia incluyendo la universalidad de los valores 
económicos — eosas y derechos — , según la genérica acepción 
del art. 2312 del Cód. Civil. De ello desprende qne *"*fa in- 
demnizare el valor productivo de la explotación por ser la 
concesión un bien de propiedad de la empresa que está com- 
prendido por la ley en la expropiación. Considero que no oh 
procedente el argumento, porque la ley se refiere a los bienes 
afectados a la prestación del servicio y no la autorización en 
cuya virtud to pudo realizar el empresario. Por otra parte la 
nueva delegación no proviene de sucesión, no es la suma de las 
franquicias otorgadas que caducan en caria caso con ta expro- 
piación de tos bienes de la empresa afectados al servicio; resul- 
ta de un acto administrativo independiente, la ley 12.311. 

La acción de expropiación de los bienes físicos afectados 
al servicio de propiedad de la empresa demandada se funda 
legítimamente en el art. 2 V . inc. d) de la ley 12.311, el art. 17 
de la Constitución Nacional y disposiciones de la tey 189. 

IV, Por lo expuesto en et anterior considerando corres- 
ponde desestimar la demanda de indemnización por el valor em- 
presa, fundado en que la expropiación comprende, por la nata* 
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riilcza del derecho administrativo de que era titular y por 
sanción de la misma ley 12.311, a más de loa bienes corpo- 
rales, la concesión y los demás elementos que constituyen el 
patrimnmo de una empresa productiva en marcha. 

Como se ha establecido el dereeho a la expropiación de esos 
valores intangible» no surge ni tic las disposiciones de la ley 
1:2.311 ni de las garantías generales del patrimonio, en razón 
de la naturaleza precaria del derecho administrativo de que 
era titular la demandada. La indemnización ha de limitarse, 
en consecuencia, a cubrir el valor «le los bienes físicos afecta- 
dos a la prestación del servicio y el valor de organización de 
dichos bienes, comprendido por el perito tercero bajo la de- 
nominación de going valué. Es ello conforme a lo dispuesto 
en el art. 2* ind. d) de la ley 12.311 y a la falta de todo 
dereeho de la empresa demandada de mantener la explotación 
del servicio de transporte municipal, al hacerse efectiva la ca- 
ducidad de la franquicia al no desear fusionarse a la Corpo- 
ración —art. 2», ine. e) de la ley 12.311—. No se ha aducido en 
autos ni demostrado, por otra parte, hubiera la Cía. de ómni- 
bus ** Ciudad de Buenos Aires" mi Trido un mayor agravio pa- 
trimonial at ser privada de los bienes físicos afectados al servi- 
cio, en razón de derechos adquiridos por títulos constituido» 
fuera de lit franquicia municipal cuya caducidad declaró la ley. 

V. Igualmente ha de desestimarse la demanda por in- 
demnización por aplicación de la ley 11.729, por las conside- 
raciones expuestas sobre la improcedencia del reconocimiento 
de valores y correlativas indemnizaciones como empresa expro- 
piada, a más de no haberse acreditado en autos el referido 
perjuicio patrimonial. 

VI. No es justa y debe rechazarse la pretensión de la 
expropiante de satisfacer la indemnización o justo precio según 
el valor de origen, sosteniendo en su apoyo sin razón legal el 
art. 2», inc. c), de la ley 12.311, por constituir eata disposición 
una norma de carácter contractual destinada a tener efecto 
en los casos de voluntaria incorporación y no cuando se trata 
de la expropiación o adquisición forzosa de los bienes afecta- 
dos al servicio. El justo precio de conformidad a las disposi- 
ciones constitucionales y reglamentarias que garantizan la in- 
violabilidad de ta propiedad privada estará determinado por 
el valor actual, es decir, el que tenían los bienes al tiempo de 
la deaposesión. Me remito a los más amplios fundamentos que 
sobre esta cuestión en litigio se dan en tas causas de la Cor- 
poración de T msportefi contra las compañía» "Luso A -gen- 
tina tf y "Per^mino-Mariano A<*osta" — Ver consideran- 
do Vil. 
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VIL Determinado lo que es materia de expropiación y 
de consiguiente indemnización y que ésta debe regirse por el 
valor en plaza al tiempo de ia desposesión, corresponde decidir 
el justo precio de loa bienes físicos expropiados; ómnibus, ve- 
hículos auxiliares, repuestos y muebles útiles. 

Al excluirse el valor empresa de la expropiación se des- 
plazan tle toda consideración las pericias, particu lamiente las 
contables en cuanto tratan los valores intangibles, no indem- 
nizares. 

Por las razones anteriormente expuestas sobre la impro- 
cedencia del valor de origen como criterio para fijar él justo 
precio, el suscripto se aparta tic los resultados obtenidos por 
el Ing. Gazcón perito de la Corporación de Transportes que de 
él se sirve para establecer el valor de los bienes expropiados. 
Fundándose en los valores negativos de tiempo y uso pn forma 
predominante, sin considerar en su debida importancia como 
factor de conservación, el sistema de reparación o reposición 
a nuevo, empleado en la industria del transporte automotor, 
adjudica a las unidades tasadas valores que no correspondían 
a la eficiencia real que conservaba el vehículo al tiempo de la 
desposesión. Introduce como elemento positivo del valor aun- 
que sin darle la debida incidencia, como se expresa, los gastos 
extraordinarios de conservación, que constituyen un factor ex- 
plicativo a ta efectiva supervivencia del automotor en uso. 

El suscripto igualmente se separa de la tasación que resul- 
ta de la pericia del Ing. Orondona, perito de la parte deman- 
dada, n" obstante el mérito de su exposición, en razón de esti- 
mar que se excede en la valuación de los bienes expn .piados del 
justo valor de los mismos y por los motivos que lo llevan a 
aceptar las conclusiones del perito tercero que a continuación 
se exponen. 

El suscripto hace suya la pericia del Ing. Mames Massini 
que con las alternativas introducidas por las medidas para me- 
jor proveer, considera, como lo ha manifestado, la más razona- 
ble snl ución sobre el precio, fundándose en la imparcialidad 
con que ha procedido como directo delegado del Tribunal y en 
que la justipreciación que hace, en función de su eapaeidad 
técnica, estimación a la que el tribunal adjudica particular 
importancia, se encuentra a posteriori apoyada de un minucio- 
so y reflexivo análisis y sostenida por demostraciones mate- 
máticas y económicas. A ello debe agregarse la concurrencia 
del Ing. Llames Massini con los procedimientos y conclusiones 
dados por la mayoría de los peritos terceros designados en aná- 
logos juicios de expropiación seguidos por ta Corporación de 
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Transportes de Buenos Aires contra lo» propietarios de óm- 

""^Separaítamente consideraré la tasación de los ómnibus, 
muebles, útiles, herramientas y repuestos. 

a) Material rodante. — Constituye sin duda la parta 
más compleja de la prueba pericial, aumentándose la dificul. 
tad por la novedad del problema. 

A fs. 1502 se dictan las medidas para mejor proveer que 
en definitiva y sobre la primitiva períeia ha significado una 
alternativa y que las conclusiones obtenidas no difieren de 
aquellas substanetalmente. Diee el perito y es de importancia 
destaparlo "en las aclaraciones que ahora pide el tribunal pue- 
de existir una diferencia entre el método de valuación primera- 
mente adoptado y el procedimiento de cálculo que supiere el 
Jugado, pero antes de entrar a la explicación de pericia debe 
destacarse a V. S. que ha podido comprobar el perito que ta 
diferencia sí bien existe en cuanto a lincamientos peñérales del 
método a seguir lo que ha exigido al perito una tarea larga y 
meticulosa, de estructurar un nuevo sistema de valuación, en 
cambio ha significado tambvn y justo es destacarlo, no poca 
satisfacción... de haber llegado a obtener por cammos dis- 
tintos valores de tasaeión equivalentes, lo cual significa una 
comprobación fehaciente de la labor realizada por el técnico ♦ 

Disponen las medidas para mejor proveer : 1' 
el perito si hay diferencia entre el precio de origen de las dis- 
tintas partes de los vehículos que adopta en su pericia y el que 
se expresa en las de los comedores; y en el supuesto de que el 
perito no ha va tenido en cuenta las instancias de contabilidad 
tomándolas como bape determine el valor de los vehículos ex- 
propiados considerando como precios de origen los que se 
expresan en dichas anotaciones contables. 2* Calcule el pe- 
rito la vida probable de los vehículos teniendo en cuenta las 
tabh* de mortalidad de la industria y el estado del vehículo 
al momento de la incautación. 3* Calcule el perito el valor 
depreciado de cada coche a cuyo efecto tendrá particularmente 
en cuenta el tiempo de uso efectivo del vehículo, su vida pro- 
bable y el estado del mismo incluso anormalidades y mejoras 
al momento de la incautación. Considerará a este efecto a cada 
ómitihus como una unidad aplicada a la prestación de se*y ic '°« 
durante un lapso determinado que es el de su vida probable 
y con prescindencia de la "empresa" cumplida con el mismo. 
Relacionará el perito el monto del valor depreciable con los 
años o períodos que puedan establecerse con respecto a lavida 
probable de la unidad, atribuyendo a cada uno de los auos o 
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períodos de esa vida el valor que le corrrsponde sobre el monto 
total. Para ello tendrá en cuenta la evolución que en la vida 
de la unidad sufren los gasto* de conservación en cuanto apli- 
cada la unidad al servicio que presta y a loa í lemas elemento* 
que el perito considere de interés, — para la determinación del 
valor físico — . Tendrá presente también el perito que el Valor 
dcprcciablc se agota al término de la vida probable por manto 
con los gastos que serín indispensable para el año o período 
posterior inmediato, resultaría i neón veniente mantener en ser- 
vido a la unidad. Tendrá en mienta también el perito que el 
valor depreciado deberá agregarse al valor residual y el de los 
neumáticos. Si considerara el perito que la norma expuesta 
relativa a reputar agotado el valor depreciable cuando loa 
gastos hayan inconveniente mantener en servicio la unidad 
no puede aplicarse a los casos de ómnibus, explique las razones 
de su opinión. 

Sobre el replanteo que proponen las medidas para mejor 
proveer se expide el perito tercero utilizando en lo fundamen- 
tal los conceptos y elementos de juicio ya empleados conside- 
rando razonables y aceptando adecuadamente las nuevas di- 
rectivas basadas en el método seguido por el tribunal para 
calcular el valor de los coches colectivos. 

Estima el perito la vida medio del ómnibus nuevo sin me- 
joras en líi años abandonándose el criterio fundado en la re- 
novación a nuevo; lo eual ha sido razonablemente resuelto por 
las medidas para mejor proveer, ya que en «na transacción el 
valor está determinado en función de su desgaste natural de 
lu normales disposiciones de conservación. 

La edad de uso se ha determinado para cada unidad eu 
la fecha de la toma de posesión y resulta de la ponderación de 
las edades de las partes fundamentales del ómnibus. — chassis, 
motor, carrocería— cada una de ellas con edades distintas a 
tal época. 

Mediante las curvos de mortalidad determina cuantos 
años podía vivir la unidad si en ella sólo se hicieran repara- 
ciones de conservación y no reparaciones a nuevo, empleándose 
el procedimiento seguido m tas pericias practicadas en los 
juicios de expropiación de colectivos en los que ya ha recaído 
sentencia de la Exems. Cámara Federal aprobando los resul- 
tados de la tasación, ta re: "O. T. C. B. A. c. José Sánchez y 
otros —linea «5, expropiación", sentencia del 9 de jumo 
de 1947. 

Calcula luego la prolongación que en la vida de la unidad 
significan Jas mejora* introducidas hasta el momento de la 
toma de posesión, al que se agrega la cantidad que pueda re- 
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sultar de la aplicación del coeficiente de prolongación del 
término de vida medio en razón de haber alcanzado en eficien- 
tes condiciones de uso un determinado número de año» de vida. 
Con estos elementos determinó el perito la pérdida del 
valor de cada unidad por edad y uso, mediante un método onyo 
resultado es el justo precio en el momento de su transferencia, 
el que se obtiene por una solución gráfica mediante dos coorde- 
nadas que representan en sus respectivas medidas el valor de 
origen y la vida probable (años vividos más años a vivir), 
estimándose al final de esa vida un valor residual que es el 
que corresponde al elemento que si bien no es conveniente pa- 
ra la prestación del servicio al que está afectado, lo es para 
otras aplicaciones secundarias que justifican su valuación. La 
denominada curva de depreciación que une el extremo valor 
de origen con el extremo valor residual, da el valor en cada 
momento de la vida del coche, al que se aumenta el precio 
de las gomas tasadas por separado y el resto de los desperfec- 
tos o anormalidades. El precio obtenido es acrecido por el 
mejor valor en plaza fijado al tener lugar la desposesión, el 
cual, como ha sido resuelto en esta sentencia, integra el justo 
precio sumado al valor de origen que en definitiva es sólo 
un valor de referencia. 

De acuerdo a la planilla de fs. 1512, en la que se expone 
por el perito tercero cuantitativamente las sucesivas etapas del 
procedimiento de valuación declárase el valor de los cuarenta 
y cinco ómnibus expropiados en la cantidad de $ 1.366.363,76 
moneda nacional. 

Declárase de conformidad a la tasación del perito tercero 
que el valor de los elementos auxiliares — chatas de auxilio y 
automóvil— es de $ 3.000 m/n. 

b) Repuestos, muebles y útiles. — Los repuestos se va- 
luaron teniendo en cuenta el precio en plaza al tiempo de la 
incautación, fijada por directa información obrante en juicio 
como por información del perito en casas importadoras y ma- 
yoristas y fabricantes. Para los repuestos nuevos, el valor es el 
cien por cien del valor en plaza; para los usados, el cincuenta 
por ciento de los nuevos, por considerar en general y de resul- 
tas de la debida verificación que tal era el remanente de vida 
útil que les quedaba y correlativamente la medida de su precio; 
para los den minados fuera de uso se estimaron, en defecto de 
importación, por su valor residual como materia prima y por 
su capacidad de reacondicionamiento, valor que se fija también 
teniendo en cuenta las compensaciones que originan las dife- 
rencias en más o en menos de cada unidad. 
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Corresponde decidir en esta oportanidad la expropiación 
d« loa efectos cuya iucluftión se cuestiona en el acta de fa. 656, 
al darte posesión a ta actor* de loa implemento» y repuestos de 
propiedad de la demandada. La declaración de utilidad pu- 
blica que la ley hace de los bienes y medios de transporte de 
las empresas particulares de ómnibus y colectivos que no de- 
seen ingresar en la Corporación implica la obligación par* el 
cano de expropiar de comprender en la expropiación todos los 
bienes que posea la empresa afectado» al servicio — art. F 
ínc. d) de la ley 12.311-, La posesión de tos bienes discuti- 
dos por la empresa y el destino de los mismos, compatible con 
el servicio de transporte que prestaba, causa la presunción de 
ta afectación correspondiendo la prueba contraria a quien 
Hostiene la exclusión ¡ prueba que en este juicio no es satisfac- 
toria para la pretcnsión de ta parte actora, razón por la cual 
entiende el suscripto que no procede admitir la exclusión de 
niiiííuno de los bienes inventariados de la obhpaeion contraída 
por la Corporación de expropiar los bienes de la empresa afec- 
tados a la prestación del servicio. 

Los demás elementos accesorios de la empresa Fueron ta- 
sados de acuerdo a la edad y estado sepún el valor en plaza. 

Declárase el valor de los repuestos, muebles y Utiles en la 
cantidad de $ 347.049.73 m/n. 

Declárase el valor de la nafta en los coches al tiempo de 
la de* posesión en la cantidad de $ 1 344*0 m/n. 

Observa la actora en su memorial de fs. 13b4, la 4rf««*«| 
que media entre la tasación de la ^''^''^^ 3f 
loa bienes de la empresa en ta suma de S 1.. 126. 733. 38 m/n, 
incluyendo los (Tastos financieros y la tasación que la parte 
demandada sn*W en juicio sopón la estimación de su perito, 
asi como ta del perito tercero que exceden de la fgf*J*TO 
fiesta que la tasación de la Comisión Espec.al fué aceptad» 
por el demandado en forma irrevocable romo eonsta en el ex- 
pediente r>0!>8-A-líW8 del Ministerio del Interior de lo cual 
Le desprende que no puede pretender un precio mayor en este 
juicio. Ello es improcedente, puesto que la valuación de la 
Comisión Especial fue ratificada a los efectos de incorporar*' 
a una nueva concesión para continuar con h M 
servicio público del transporte automotor. A la aceptaiton 
pr7siada en esa oportunidad sólo es dado ^**™J*™> 
ce. La misma actora no te considera WP^O^^ 
conclusiones -ver escrito de demanda-. No ha comprometido 
^voluntad del empresario para distinto caso de la cesación 
de la explotación y desposesión de sus bienes, en que solo cabe 
fijar el justo precio. Tampoco puede desprenderse de la va- 
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luaeión practicada por la < 'omisión Kspo al. ana referencia 
cierta Robre un valor limite respecto de 1as pretensiones del 
expropiado que circunscriba la tasación rn juicio en la apre- 
ciación de los valores en razón de que desde la fecha de esa 
tasación hasta la desposesión, se ha producido un proceso de 
valorización de los bienes expropiados y porque respecto de 
los automotores por el sistema de renovación a nuevo se ha 
conservado la eficiencia y capacidad productiva como señala 
en su pericia el perito tercero. 

VIH. El justo precio ha de emprender también el im- 
porte del valor que r! cxpropí.",ite incorpora a su patrimonio 
como resultado de la organizución del conjunto de bienes físi- 
cos expropiados, en aptitud de hacer efectiva, de inmediato j* 
a partir del acto de la desposesión, la continuidad del servicio 
de transporte; valor que exclusivamente hace al ordenamiento 
o disposición de los bienes afectados al transporte, que se ex- 
propian, que es ajena a toda retribución a titulo de transfe- 
rencia de empresa, y que supone correlativas erogaciones para 
el demandado que es de toda justicia reconocer. Me remito 
para más amplio fundamento al considerando IX de las sen- 
tencias dictadas en las expropiaciones seguidas contra las em- 
presas "Luso Argentina S. R. L." -y "Pergamino-Mariano 
Acosta". 

Declárase el valor de organización y eficiencia de los bie- 
nes expropiados en la cantidad de $ T.l 2í*7,76 m/n. 

IX. Que en cuanto a las costas si bien el art. 18 del de- 
creto 17.920, sólo las impone al expropiarse cuando la senten- 
cia condene al pago de una suma superior at 50 c /*> de la dife- 
rencia entre la cantidad consignada y la que reclamó el pro- 
pietario, esta disposición no es aplicable cuando se han deba* 
tido cuestiones previas a la estimación del precio a cuya solu- 
ción se encuentra supeditada la pretens T ón de los expropiados. 
Esta solución surge de la tesis sostenida por la Suprema Corte 
en el fallo transcripto al t 204. pág. 543 en el que se jnsga 
la legítima aplicación de la reforma al art, 18 en un juicio 
de expropiación en que sólo se debate como lo destaca el tribu- 
nal "el importe de la indemnización". 

La inaplicaliilidad de esta disposición en el awb judite 
en que el demandado con ra/ón probable para litigar sustenta U 
extensión de la expropiación, comprendiendo en ella la empre- 
sa y consecuentemente su valor como indemnización, obliga 
pues a remitirse a los principios generales que rigen la materia 
en cuanto determinan que éstas deben estar a cargo de la parte 
que ha dado motivo a !ft litis. 
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A este respecto teniendo en cuenta la diferencia entre 1» 
•urna consignada y la que se ordena papar por sentencia por 
el valor de los bienes físicos no es dudosa Ja ratón que ha 
movido a tos expropiados para someterse al procedimiento 
judicial por lo que considero de estricta equidad imponer las 
costas a cargo de la expropiante. 

Por tndn lo expuesto fallo: Haciendo lugar a la demanda 
y declarando en consecuencia transferidos en favor de la acto- 
ra la propiedad de los bienes . .propiados mediante el pairo del 
saldo necesa-io para completar los que se fijan en los cornudo, 
randos 7» y 8° con más los intereses a partir de la fecha de 
la entrega de dichos bienes. Costas a la aetora. — Saturntuo 
F. Funet. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, setiembre 29 de 1948. 

Considerando ¡ Que las cuestiones que deben ser objeto do 
decisión en estos autos, son análogas a las resueltas por el Tri- 
bunal en la cansa; " Corporación de Transportes de la Ciudad 
de Buenos Aires c./ Cía. de Omnibus Luso Argentina s./ ex- 
propiación", en el día de la fecha y cuyos fundamentos se 
dan aquí por reproducidos en obsequio de la brevedad, 1 or 
ello y considerándose equitativos los valores Ajados .por la 
sentencia recurrida a los elementos auxiliares: * £™¡; 
puestos muebles y útiles: * 347,049.73 ; y a la nafta: * 1 344.60 
moneda nacional, que han sido establecidos, aceptándose el dic- 
tamen del Perito Ingeniero Tercero el Tribunal se pronuncia 
por la confirmación de los mismos. En cnanto a la tasación del 
material rodante y de acuerdo a lo resuelto en el caso citado, 
ae estima prudente y razonable acordar la indemnización de los 
vehículos incluido el valor de los neumáticos, teniendo en cuen- 
ta el valor de origen que resulta de la planilla demostrativa 
de fs. 1512 formulada por el perito tercero y que asciende 
a la cantidad de $ 1.222.400 m/n. 

Descartado el reconocimiento del valor empresa y «epta- 
do como equitativo el porcentaje del 0,0444 del valor físico 
de la misma fijado por el inseniero tercero como goinjf va- 
loe" ae establece en « 58.206.97 m/n. la indemaieaciótt por 



concepto. 

En su mérito y por los fundamentos concordantes de ia 
sentencia de fs. 1529 y siguiente*, se la confirma en cuanto 
hace lugar a la demanda y declara transferida a favor de la 
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«tora la propiedad de loe bienes muebles expropiados y ae la 
modifica en cuanto a la suma que previamente deberá P^™*» 
la que será la necesaria para completar la de $ 1.632.001.30 
m/n.. que se fija por toda indemnización, con intereses — 
Horario García Rams. — Carlos Herrera. — Maximiliano Gon- 
soli. 

Dictamen del Procubadoh General 

Suprema Corte: 

Dados los términos en que ha sido interpuesto por la 
acto ra el recurso extraordinario, dos son las cuestiones 
susceptibles de determinar su procedencia y sobre las 
cuales cabo pronunciamiento de la Corte: 

a) La interpretación que, frente a las pretensio- 
nes que invoca el recurrente, corresponde asignar a la 
ley 12.311, a la que V. E. ha declarado de carácter fe- 
deral ; 

b) Determinar si el pronunciamiento apelado im- 
porta desconocer al imponer las costas, un derecho ema- 
nado para la expropiante de normas federales. 

Sobre, la primera de dichas cuestiones, V. E. ha re- 
suelto en 210, 1153; 

1') que la ley 12.311 no ha establecido un régimen 
de excepción para determinar el Justo precio de las ex- 
propiaciones que se realicen en cumplimiento de sus dis- 
posiciones; 

2») Qne, el criterio que impone con carácter obli- 
gatorio el inc« c) de su art. 1* para la fijación de los 
capitales de las empresas que voluntariamente se in- 
corporen a la Corporación no rige, como por mandato 
legal, para las expropiaciones; 

3*) Que ello no es óbice para que se opte por dicho 
criterio cuando así lo aconsejen razones de justicia» 
pero que lo relativo a tal cuestión es materia ajena al 



palum ra la corra suprema 



recurso extraordinario, en el que no cabe revisión de 
lo decidido respecto a! valor de los bienes expropiados. 

Por aplicación de estos principios considero que las 
pretensiones que ei apelante funda en la interpretación 
que atribuye a la ley 1*2.311 no pueden prosperar. 

En cuanto a la cuestión a que me refiero en el 
punto b) estimo que ante los términos claros y precisos 
del art. 2* del decreto 17.920, es éste el régimen aplica- 
ble al suh-judice en materia de imposición de costas, 
y, que, en aquello en que el pronunciamiento apelado 
importara apartarse de dicho régimen —de ser exactos 
los hechos que invoca el apelante— ocasionaría al re- 
currente un agravio que configura el caso federal y es 
susceptible de ser reparado en la instancia extraordi- 
naria (art 14, hic. 3» de la ley 48), 



También interpone la demandada a fs. lfilü recurso 
extraordinario, sosteniendo que el derecho a la conce- 
sión debe aerle indemnizado, pues lo contrario importa- 
ría vulnerar la garantía que la Constitución Nacional 
acuerda al derecho de propiedad. 

Tal cuestión ha sitio ya resuelta por V. E. en casos 
similares ("Corporación de Transportes de la Ciudad de 
Buenos Aires v. José B. Sánchez y otros" y "Corpo- 
ración de Transportes de la Ciudad de Buenos Aires, 
v. Lauro, Domingo y otros*'), con criterio desfavorable 
a la pretensión del apelante, la que, en consecuencia, y 
por aplicación de la doctrina en ellos consagrada, no 
puede prosperar. — Buenos Aires, diciembre 20 de 
1948. — Garios G. Delfino. 
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Buenos Aires, 7 de abril de 1949. 

Vistos los autos: "Corporación de Transporte» 
de la Ciudad de Buenos Aires contra Cía. "Ciudad de 
Buenos Aires" sobre expropiación", en los que se nan 
concedido a fs. 1615 y fs. 1629 los recursos extraordi- 
narios. 

Considerando : 

Que en el recurso extraordinario interpuesto por la 
aetora se plantean las mismas cuestiones que en el dedu- 
cido en los autos "Corporación de Transportes de la Ciu- 
dad de Buenos Aires contra Cía. de Omnibus Metro- 
Do!" (C. 800) resuelto en la fecha, por lo cual corres- 
ponde en él la misma decisión dando por reproducidas 
las razones expresadas en aquel pronunciamiento. 

Que sobre el punto a que se refiere el recurso de- 
ducido por la parte demandada tuvo esta Corte oportu- 
nidad de pronunciarse en la sentencia de Fallos i 21U, 
1153 a que se remite la que se acaba de citar Por las 
razones que entonces se invocaron (conf. considerando 
9») corresponde desecharlo. . 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por «I 
Sr Procurador General se confirma la sentencia de 
fs 1607 en lo que ha podido ser materia del recurso y Be 
declara a éste improcedente respecto de lo decidido en 
ella sobre las costas. 

Felipe S. Pérez — Luis B. Low- 
ghi — Justo L. Alvabes 
Rodríguez — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. Ca- 
sabes. 
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REMIGIO BIICCI v. VICENTE NOCELLI 

BECUJtSO EX TRA ORDlNA RÍO : Requisitos comunes. Gravamen. 

La realización ante la Dirección de Arrendamientos y 
Aparcerías Húmica de las gestiones establecidas en la 
ley n* J3.1ÍW para obtener el desalojo del demandado 
portó admitir la validez de las normas legales referentes 
a la intervención y a las facultades de dicha repartición 
y, por consiguiente, renunciar a la impugnación que luego 
se intentó en defensa del derecho de propiedad que se 
pretende lesionado; por lo que no procede el recurso extra- 
ordinario fundado en la inconstitucionalidud de dichas 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

El documento agregado a fs. 159, cuya autentici- 
dad ha sido reconocida por el actor en el escrito de fs. 
165 (capítulo II) y cu la memoria de fs. 175 (punto d) 
m fine) f comprueba la existencia de gestiones realiza- 
das por aquél ante la Dirección de Arrendamientos y 
Aparcerías Rurales del Ministerio de Agricultura de la 
Nación en ol mentido de obtener la decisión a que se re- 
fiere el art. 2», inc. d), de la ley 13.198, exigida en el 
fallo de fs. 124 confirmado por el de fs. 162. 

Tal gestión implica una actitud definida por parte 
del recurrente, que supone reconocer la validez de la 
disposición impugnada, y por ello debe dársele por re- 
nunciado el derecho de alegar su inconstitucionalidad 
por la vía del remedio federal (187: 5, 444 y 453). 

Procede, pues, en mi opinión, declarar mal conce- 
dido a fs. 168 el recurso de fs. 165. — Bs. Aires, marzo 
31 de 1949. — Carlos O. Delfinv. 
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Bs Airea, 18 de abril de 1949. 

Vistos los autos "Bucci Remigio v. Nocclli Vicente 
sobre desatojo", en los que se ha concedido a fs. 168 el 
recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que, según resulta de las constancias del expedien- 
te citadas en el dictamen del Sr. Procurador General, 
el actor realizó ante la Dirección de Arrendamientos y 
Aparcerías Rurales las gestiones establecidas en la ley 
13.198 para obtener el desalojo del demandado. 

Que ello importó admitir la validez de las normas 
legales referentes a la intervención y a las facultades 
de dicha repartición y, por consiguiente, renunciar a la 
impugnación que ahora se intenta en defensa del dere- 
cho de propiedad que se pretende lesionado (Fallos: 
187, 444 y 458 ; 205, 165; 212, 159 y 269). 

Por tanto y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General declárase improcedente el recurso extraordi- 
nario concedido al actor en esta causa. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Loh- 
ohi — Tomás D. Casabes. 



HORACIO ORDOÑEZ 

HOMICIDIO: Homicidio «mjrf». 

A falta de prueba que acredite incuestionablemente el es- 
tado de emoción violenta, corresponde calificar el becho 
como homicidio simple, y reducir a nueve años de prisión 
la pena aplicada a su autor, que procedió en un grado de 
excitación inímputable por la injustificada provocación y 
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de la víctima, a lo que dehe au- 
cultnra del homicida y et medio en 



agresión previa por 
maree ta rudimental _ 

el cual actuaban loa protagonistas, casi en e) desierto. 



ATENUANTES. 

fio bastan para configurar el estado de emoción violenta 
y menos el de legitima defensa, invocados a favor del ho- 
micida, las circunstancias de haber mediado por parte de 
la víctima una provocación y agresión injustificadas que 
originaron la intervención de terceros para poner fin al 
incidente el cual se renovó pocos minutos después por el 
catado de excitación del agraviado. Laa circunstancias 
deben, sin embargo, ser tenidas en cuenta para la gradua- 
ción de la pena, 

AGRAVANTES. 

No pueden tomarse en consideración como elementos de 
agravación de la pena aplicable a un homicida, las sim- 
ples infracciones al Código Rural que registra su planilla 
de antecedentes, ni el delito correccional anterior prea- 
cripto, ni el estado de excitación alcohólica del reo en 
grado no acreditado claramente y que no fué la causa de- 
terminante del homicidio. 
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Bs. Aires, 18 de abril de 1949. 

Vistos los autos "Ordóñez Horacio s./ homicidio", 
en los que se ha concedido a fs, 111 vta. el recurso ordi- 
nario de apelación: 

Considerando : 

Que contrariamente a lo que en las siseos i vas instan- 
cias sostiene la defensa, no se hallan reunidas en autos 
las probanzas precisas para acreditar incuestionable- 
mente el estado de emoción violenta reiteradamente 
alegado en favor del homicida, lo qne así se declara y en 
su consecuencia corresponde confirmar la calificación 
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legal de homicidio simple a qne arriba la sentencia ape- 
lada. , 

Que en cuanto a la graduación de la pena, cabe» 
computar en beneficio del procesado, las circunstancia* 
que precedieron a la comisión del delito. En ese sentido 
no ha podido prescindirse del hecho cierto y suficien- 
temente probado, de una provocación y agresión previa 
por parte de la víctima, tanto mas censurable, cuanto 
que el ambiente de plácida camaradería que reinaba 
entre los asistentes a la rennión y la inexistencia de to- 
da causal inmediata de pendencia, no justificaban la 
intempestiva actitud del occiso. 

Que si bien es cierto que la intervención de terce- 
ros pareció poner fin a la incidencia, pero también no 
es menos exacto que la violenta reacción y acometida 
posterior de Ordóñez se produjo en el mismo lugar, a 
pocos metros de distancia del sitio donde había aconte- 
cido la primer escena, a escasos minutos de diferencia 
entre uno y otro episodio y luego de un intenso forcejeo 
demostrativo de que sólo y momentáneamente la lucha 
permanecía en suspenso. Todo ello si no alcanza a con- 
figurar el estado de emoción violenta y mucho menos el 
de legítima defensa, permite por lo menos admitir ra- 
zonablemente en el terreno de las crisis del espíritu, un 
grado de excitación u ofuscación inimputables a quienes 
se ven injustamente agraviados de hecho y de palabra 
y suficiente por tanto en el ardor de la lucha, para no 
medir los alcances de un nuevo encuentro en el mismo 
espacio y al mismo tiempo. Y que no puede haber duda 
alguna respecto al origen del hecho y los pormenores 
subsiguientes comprobados en esta causa, lo pone de 
manifiesto no solo la confesión de Ordóncz a fs. 11 y 
las declaraciones concordantes de los testigos Cabrera 
y Osse a fs. 21 y 23, sino además, el dicho del propio 
hermano de la víctima, corriente a fs. 25. 
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Que, por consiguiente, no es equitativo ni es legal 
prescindir de tales circunstancias, como no lo es tara- 
poco, dejar de lado la rudimentaria cultura del homi- 
cida y el medio en el cual actuaban los protagonistas, 
casi en el desierto, con las duras modalidades de un am- 
biente propenso a complejas reacciones incomprensibles 
en las zonas urbanas. Esa es, precisamente, la regla y la 
doctrina que inspirada en la realidad humana, contem- 
plan los arts. 40 y 41 del Código Penal, para la gradua- 
ción de las penas divisibles previstas por el legislador. 

Que en cuanto a los agravantes señalados en la 
sentencia recurrida, es de hacer notar que la planilla 
de antecedentes de Ordóñez solamente registra simples 
infracciones al Código Rural y que en lo que atañe al 
único delito correccional cometido con anterioridad a 
este proceso, se ha operado la prescripción. La embria- 
guez que igualmente se computa en contra de aquél, 
todo induce a afirmar que no fué la causa determinante 
del homicidio y que tampoco e inciden talmente pueda ser 
tomada on consideración como elemento de agravación 
de la pena, desde que a mérito de los testimonios y del 
informe pericial de fs. 40, las conclusiones son insufi- 
cientes y hasta contradictorias respecto a su grado de 
excitación alcohólica. 

Por tanto y demás fundamentos del fallo de primera 
instancia, se confirma la sentencia de fs. 109 respecto 
a la calificación legal recaída — homicidio simple — pe- 
ro se la modifica en lo concerniente a la pena que de- 
berá cumplir Horacio Ordóñez, que se la reduce a nue- 
ve años de prisión con accesorias legales y costas. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
oni — Tomás D. Casabes. 
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JOSE ALFREDO BARGAS 

JOItlSDlCCION Y COMPETENCIA: Competencia penal Delito» en 

particular. Defraudación. 

El juez del lugar en que aparece realizada la apropiación 
indebida imputada al procesado por estafa —delito que 
se habría cometido mediante el «obro de los giro» envia- 
das al oeusado para obti-ner el envío de loa muestrarios 
que prometió y que nunea remitió-— es el competente para 
conoeer en la respectiva causa criminal. 



Dictamen del Puocueadob General 

Suprema Corte: 

Surge de las presentes actuaciones que el proce- 
sado José Alfredo Bargas recibió por vía postal, en 
la casilla n* 3.825 del Correo Central, dos giros posta- 
les y uno bancario desde la ciudad de Rosario como 
precio de un muestrario que prometió a los remitentes, 
para que se dedicasen, mediante el pago de sueldo y 
comisión, a la venta de determinadas mercancías. Pre- 
viamente, Bargas había publicado varios avisos en el 
diario "La Capital", que se edita en la ciudad prein- 
dicada, solicitando agentes bajo el nombre de I. P. A., 
y dió como referencia la casilla de correo aludida (fs. 

5, 10, 14 vta., 16 y 29). 

' Los interesados, al no recibir las muestras prome- 
tidas denunciaron el hecho, e instruido el sumario de 
práctica, se han declarado incompetentes para enten- 
der en el proceso, tanto el Juez de Instrucción de Ro- 
sario como el de la Capital Federal, Ha quedado así 
trabada la contienda negativa que corresponde resol- 
ver a V. E. de conformidad con lo dispuesto por el art 

0» de la ley 4055. . ■ , 

A mi juicio, las publicaciones de avisos y demás 
actividad desarrollada por correspondencia, constitn- 
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yen sólo actos preparatorios del delito fin t que se habría 
perfeccionado en la ciudad de Buenos Aires, en el mo- 
mento que el acusado se apoderó del dinero obtenido 
nediante ardid o engaño. 

En catas condiciones, y dado que la jurisdicción 
criminal es improrrogable (art. 19, Código de Procedí 
miento* en lo Criminal), opino que el presente conflicto 
debe ser dirimido en favor de la competencia de la 
Justicia de la Capital Federal. — Bs. Aires, abril 4 de 
1040. — Carlos O. Delfino. 
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Bs Aires, 18 de abril de 1949. 

Autos y vistos; Considerando: 

Qne la apropiación indebida imputada al procesa- 
do aparece realizada en la ciudad de Buenos Aires, 
como lo demuestra el Kr. Procurador General en su dic- 
tamen de fs. 76, y ese lu^ar determina la competencia 
de tos tribunales de justicia para conocer de la causa 
criminal, conforme a la reiterada jurisprudencia de es- 
ta Corte Suprema ( Fallos : 203, 69 ; 212, 350 entre otros). 

Por tanto, declárase que el Sr. Juez de Instrucción 
en lo Criminal de la ciudud do Buenos Aires os el com- 
petente pura conocer de la causa instaurnda a José Al- 
fredo Bargas por defraudación en perjuicio de Ambro- 
sio Rolle. En consecuencia, remítansele los autos y ba- 
gase saber al Sr. Juez de Instrucción de Rosario en la 
forma de estilo. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
oni — Tomás D. Casabes. 
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JUAN ANGEL PEREZ 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal. Pluralidad 
de delíton* 

Correspondiendo a loa tribunales de la Capital Federal 
juzgar primero a la persona procesada ante ellos y ante 
los tribunales de una provincia por do» delito» distinto* 
deben los último» dar cumplimiento al pedido de extra- 
dición del reo formulado por los primeros, mediante el 
correspondiente exhorto. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Ante el Juzgado de Instrucción en lo Criminal n* 9 
de la Capital se sigue proceso contra Laureano Quijada 
por el delito de hurto, y al no ser habido se lo declaró 
rebelde previa citación por edictos. Posteriormente Qui- 
jada fué detenido en Tucumán, lo que se puso en cono- 
cimiento del Juez (fs. 12), quien de inmediato solicitó 
la extradición del prevenido conforme lo dispone el art. 
39 del Código de Procedimientos en lo Criminal de la 
Capital, librando a tal efecto el correspondiente exhorto. 

El juez provincial no hizo lugar a la rogatoria por 
encontrarse Quijada a su disposición bajo proceso con 
la causa en trámite con auto de prisión preventiva por 
los delitos de hurto y defraudación. 

Al mantener el Juez de la Capital el pedido extradi- 
torio (fs. 16), se ha planteado el presente conflicto ju- 
risdiccional que corresponde dirimir a V. E, de acuerdo 
a lo que dispone el art 9* de la ley 4055. 

Es doctrina invariable de V. E. que las normas 
sobre prioridad en el juzgamiento en los casos de plu- 
ralidad de delitos, contenidas en los arts. 37 y siguientes 
del Código de Procedimientos en lo Criminal de la Ca- 
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pita!, revisten carácter nacional ya qne el Congreso al 
dictarlas, lia tenido en cuenta hacer de todo el territo- 
rio de la República una sola unidad jurisdiccional, atri- 
buyendo a los jueces un orden de preferencia o de pre- 
fación teniendo en consideración la gravedad de los de- 
litos,, su carácter federal o las diversas circunscripcio- 
nes territoriales en que se ha cometido todo ello n efec- 
tos de solucionar de numera uniforme los conflictos que 
se puedan plantear (152 : 62; 183: 69; 188: 159, entre 
otros), dehiendo en consecuencia ceder a ese respecto, 
todas las disposiciones que sobre competencia contengan 
los Coditos y leyes de forma provinciales. 

En mérito a las razones precedentemente expues- 
tas y de conformidad con lo establecido por los arts, 38 
y 39 de la ley procesal, opino que el Juez del Crimen de 
Tueumán debe dar cumplimiento al exhorto de extradi- 
ción, y en consecuencia poner al detenido Laureano Qui- 
jada a disposición del Juez de Instrucción de la Capital 
Federal. — Bs. Aires, abril 4 de 1949, — Carlos G. Dcl- 
fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 18 de abril do 1949 

Autos y vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
Sr. Procurador General y atento lo dispuesto por los 
arts, 8 de la Constitución Nacional, 39, 675 y 676 del 
Código de Procedimientos en lo Crimina) y de confor- 
midad con la jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fa- 
llos: 181, 337; 204, 432 y los allí citados) declárase que 
el Sr. Juez de Instrucción y Correccional de Tucumún 
debe dar cumplí miento al pedido de extradición de Lau- 
reano Quijada formulado por el Sr. Juez de Instrucción 
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de la Capital Federal. Devuélvanse a éste los autos 
"Pérez, Juan Angel, hurto a éste; acusado prófugo: 
Quijada, Laureano" a efecto de que reitere el exhorto, 
y hágase saber al Sr. Juez de Tucumán en la forma de 
estilo. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ohi — Tomás D. Casabes. 



DIONISIO ANIBAL ESCLAVO v. TINTORERIA 
SANDOZ S. A. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione* no 
fedérate». Interpretación de normas y actos locales en general. 

U interpretación del art. 98 del decreto 32.347/44 —ra- 
tificado por la ley 12.948— y de los arts. 130, 140 y con- 
cordantes del decreto 9432/44 —ratificado por la ley 
12.922— a los fines de sabor sí, a efecto de la procedencia 
del recurso ordinario de apelación interpuesto por el Fis- 
cal de Sellos contra una resolución dictada por un Jucx 
del Trabajo» correspondía expresar agravios en primera o 
en segunda instancia, no basta para sustentar el recurso 
extraordinario, tanto por ser las mencionadas normas de 
índole local, como por tratarse de una cuestión meramente 
procesal (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación direc- 
ta. Normas extrañas at juicio. Arts. 16 a 19 de la Constitución. 

No basta para fundar el recurso extraordinario la invo- 
cación del art. 18 de ta Constitución Nacional si no ha 
mediado en el caso privación ni restricción substancial de 
la defensa, sino tan sólo error del recurrente en cuanto 
al procedimiento, KCgíin la interpretación dada por el tri- 
bunal de la causa a las normas que lo rigen, irrevisiDls 
por medio del recurso mencionado ( a ). 



<») 21 fie abril de 1MÍ. FaHotí 193, 490; 210, 1013 y 10lT f «11, 

1347 y 212, «2. 

(4) Pallo»; 100, 587; 102, 308. 
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OBAFA — GRANDES FABRICAS ARGENTINAS 8. A. 
T. GRAPEX 8. A, INDUSTRIAL, COMERCIAL Y 
FINANCIERA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestiones no 
federaba. Exclusión de tu* cuestiones de hecho. Marcos y patentes. 

No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que, fundada en la apreciación de los hechos debatirlo» en 
la causa y de la prueba reunida en el expediente, y par- 
tiendo de la base de que el art, 43 de la ley de marcas 
de fábrica n» 3975 — cuya inteligencia no está en cues- 
tión — no se opone al empleo de un nombre comercial 
susceptible de confusión con otro siempre que se utilice 
para designar ramos de explotación diferentes, rechaza la 
demanda por entender que de la prueba producida resul- 
ta que los ramos explotados por la actora y demandada son 
diferentes y que no pueden inducir en confusión al con- 
sumidor. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, aposto 10 de 1948. 

Y vistos: Para sentencia estos autos seguidos por Grafa 
Grandes Fábricas Argentinas S. A. contra Grafex S. A. Grá- 
fica Industrial y Comercial y Financiera s./ uso de nombre 
comercial, de los que 

Resulta: 

1» Se presenta la actora, por medio de apoderado, y 
explica que si bien es cierto que preferentemente explota los 
ramos textiles en general, en todas sus fases, su objeto social 
es el de la creación, adquisición y explotación de toda clase de 
industrias. Agrega que también la demandada está capacitada 
por sus estatutos para comerciar en cualquier ramo o industria. 
Como consecuencia y siendo que existe estrecha similitud entre 
los nombres 1 4 Grafa" y *' Grafex", resulta inevitable el peligro 
de una confusión en la client 'a y por tndf el aprovechamiento 
injustificado del crédito de ta actora. 

Destaca además que ambas sociedades comercian con pro- 
ductos de gran semejanza, debido a que artículos como toallas, 
servilletas, manteles, pañuelos, bolsas, etc. se fabrican indis- 
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tintamente de papel, de algodón, de M^^^^^ 
ríales textiles. Hace notar que la industria grafía ™™ 
liemos y telas blancas para encuadernar libros, prepararmapaa, 
etc Grifa 8 A. también cuenta -agrega— con equipos de ta- 
fám i^MMm para la impresión sobre telas todo !o cual 
evidencia la estrecha vinculación que existe entre los ramos 
preferentemente explotados por ambas sociedades. 

Por último .leja establecido que tiene registradas las mar- 
cas "Grnfa" para distinguir 1« %M 
4. 5. 6, 7, 8, 9, 10. 11. 12, 13, 14, 15 ,10, 17 18, 19, -0, £S, m 
24 25 v "Grafex'' para distinguir los de las clase» 15 y 16 

E artículos 6, 42 43 45 , , -47 de 
la lev 3975 y art, 300 del Cód. de Comercio pide la ^actora que 
se condene a la demandada a modificar su designación comer- 
cial, eliminando el nombre de "Grafex", con costas. 

2* Contesta la demandada a fs. 32, por medio de apode- 
rado, negando en primer termino que exista similitud entre los 
nombre* "Grafa" y -Grafex". Sostiene luego «M 
sociedades se dedican a actividades diferentes, poi r lo que bo 
existe posibilidad alguna de confusión entre la cliente a. »W3 
no^ar que son varias las sociedades que usan denotaciones 
en las cuales entra la sílaba "Gra" como ser Gráfica S, ( A. 
Grafisol Grafo, lo que demuestra que la partícula Ura se 

*" "KlriS a";" 7¿™ defini.lv. * * KM» la de- 
manda con costas. 

Y considerando: 

I. Que dentro del régimen de la ley 3975, 
lamente la posibilidad de designaciones comerciales similares 
siZpre que no medie igual similitud en cuanto al ramo ex- 

Pl0t Quc tal posibilidad ademas debe juzgarse con relación a 
una Ma*á6* real y presente. Por ello, el objeto social a«,g- 

sirve eficazmente para una adecuada decisión y MÍ Jgm 
cuando la amplitud de ese objeto es tal que puede llegar a 
comprender las actividades mas diversas. 

Que en ese caso, prescindiendo de lo que ^"«^ ¡* 
estatutos es preciso determinar si en la realidad de los hechos, 
eTil e unaliSilitud en el ramo explotado, susceptible de indu- 
cir en "infusión al público consumidor. Bate ^ «gg 
íaíivo no entraña perjuicio alguno eventual, pues ai la concu- 
sión a que se arriba en el presente, es negativa, ello no implica 
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quitar derecho * los interesado» para reeditar la cuestión de 
coexistencia de nombre comercial, ai en el futuro y por una 
ampliación de las actividades que caiga dentro del objeto so- 
cial previsto por los estatutos, se origina la similitud en el 
ramo explotado que ahora no existe. Tal es, a juicio del sus- 
cripto, la recta interpretación de las disposiciones de la ley 
3975 que protegen el uso del nombre comercial. 

II. Que en el caso de autos, aun admitiendo que las de- 
signaciones comerciales do ambas partes son confundibles, re- 
sulta evidente que los ramos explotados son distintos, ya sea 
que se considere la actividad actual principal o la conexa. En 
lo que respecta a la primera — fabricación de telas y tejidos 
para la actora; artes gráficas para la demandada — huelgan 
los comentarios, atento resultar tan distintos estos dos ramos 
que es prácticamente imposible que se produzca una confusión 
de clientela, no obstando a ello el hecho de que en algunos 
casos ambos sociedades comercien con productos destinados a 
un uso similar, pues no se alcanza a imaginar que puedan 
considerarse como pertenecientes a un misino ramo, toallas, 
servilletas, bolsas tic. de papel y los mismos artículos en algo- 
dón, teda cíe, toda vez que la materia prima empleada en su 
fabricación es tan característica que difícil resulta pensar que 
a alguien pueda ocurrírsele recurrir a una fábrica de tejidos 
para pedir bolsas o servilletas de popel o a una empresa de 
artes gráficas para comprar toallas o manteles de algodón. 

Que en cuanto a las actividades conexas, en primer tér- 
mino, no se ha probado que ln demandada sea actualmente pro- 
ductora o vendedora de telas para forrar libros, cuadernos, 
etc., único aspecto que le interesa a! caso. Y si llegare a serlo, 
ya entonces, como se ha dicho, podrá la actora hacer valer sus 
derechos. 

Que tampoco entrañan similitud en el ramo explotado las 
tareas gráficas que realiza la sociedad actora y que consisten 
en la impresión de las marcas de los clientes sobre las telas que 
les vende a patos. No hay en tal caso un ejercicio del comercio 
de artes gráfieas, pues como es indudable, la impresión reali- 
zada sólo constituve un complemento de la venta de los artícu- 
los textiles y por' lo tanto no implica una actividad lucrativa 
independiente. . • 

Por las consideraciones que anteceden, fallo: Rechazando 
la demanda entablada por Grafa Grandes Fábricas Argentinas 
8. A. contra Orafex S. A. Gráfica, Industrial, Comercial y 
- Financiera s./ nombre comercial. Sin costas, por estimar que 
la actora pudo creerse con derecho a litigar. — E. A. Orttz 
Basualdo. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, 16 de noviembre de 1948. 

Vistos estos autos promovidos por (i rafa — Grandes FA- 
brícas Argentinas— S. A, contra Grafex 8. A. Gráfica Indus- 
trial Comercial y Financiera, sobre modificación del nombre 
*' Grafex "¡ para conocer de los recursos concedidos a fs. 2. 
vta. y fs. 289 vta., contra la sentencia de fs. 284, el Señor 
Juez Dr. Juan A. González Calderón, dijo: 

Considerando : 

En cuanto al recurso de nulidad, interpuesto a fa. 288, 
puesto que no ha sido sustentado cu esta instancia, debe teñír- 
selo por desistido. 

En cuanto al recurso de apelación: Al resolver recente- 
mente el caso Anselmi y Cía. contra "The Welcome Limited 
sobre oposición al registro de mareas (21 de octubre ppdo ), 
esta Cámara, reafirmándolas, recordó las siguientes normas o 
reglas directivas, para decidir situaciones análogas a la sub 
jvdice: "La jurisprudencia ha .-ccoiiocido el derecho de opo- 
nerse al registro de una marca solicitada para clase u objetos 
distintos siempre que concurran circunstancias excepcional, 
como ser: a) la identidad o gran similitud entre las mar***; 
b) la identidad o gran similitud entre los productos; e) el 
hecho de venderse los productos en idénticos tipos de negocios; 
'1) la posibilidad de que el consumidor sea inducido a confu- 
sión en cuanto a la procedencia del producto, con la consi- 
guiente presunción de que un comerciante se propone conse- 
guir provecho con la actividad o propaganda realizada por 
otro" (Rainers, Enrique v. Industrial Exportadora, S. A. ( 
julio 29 de 1940). 

Verdad es que aquí no se trata de confnndibihdad de 
marcas, pues éste es un caso sobre uso de enseña comercial, 
y el objeto de la demanda es para que "Grafex", S, A. Gráfica, 
Lulustrial y Comercial, eliminando el nombre que usa, "Gra- 
fex"; pero creo que los referidos principios de nuestra juna- 
prudencia son enteramente aplicables al caso para darle una 
justa y razonable conclusión. 

El Señor Juez a quo, en su sentencia de fs. 284, rechaza 
la demanda. La "Grafa" es una fábrica de tejidos de algo- 
dón, y la demandada, "Grafex", tiene como esencial actividad 
comercial el campo de las artes gráficas. 

Señalada esta notable diferencia entre las actividades co- 
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mereiales de ambas partea en litigio, ea preciso determinar ti 
«ti el eaw se presentan o concurren las circunstancias excep- 
cionales de que antes he hecho mención ; esto es, las que posi- 
bilitarían confusión entre «'Grafa*' y "arate". En mi opi- 
nión no hay tal concurrencia, porque: a) no existe identidad 
o gran similitud entre ellas; b) no aparece identidad o gran 
similitud entre los productos que fabrican aquellas industrias ; 
e) no es tópico ni real que dichos productos se vendan en idén- 
ticos tipos de negocios; y d) no hay posibilidad de que el 
consumidor sea indueido a ensaño o confusión acerca de ra 
procedencia del producto con la consiguiente presunción de 
que un comerciante (la demandada en este caso) w proponga 
conseguir provecho con la actividad o propaganda realizada 
por el otro (la aetora). 

Finalmente, como bien se hace notar en la sentencia ape- 
lada, en cuanto a las actividades conexas, no se ha probado 
que la demandada sea actualmente productora o vendedora 
de telas para forrar libro?, cuadernos, etc., único aspecto que 

interesa al caso, ' 

Por estos fundamentos, y los de la sentencia de fs. 284 
que no han sido desvirtuados por la demandada en su expre- 
sión de agravios de fs. 202. opino que debe confirmársela cu 
todas sus partes, sin las costas de esta instancia. 

El Señor Juez Doctor Saturnino Funes, dijo ; 

El pleito se ha suscitado entre dos empresas de probado 
prestigio mercantil, demostrándose asimismo, en autos, que la 
demandada no pretende usar de la similitud que ofrece su sigla 
con la de la actora para acrecer de alguna manera injusta y 
objetable su patrimonio. Ambas explotan distintos ramos in- 
dustriales. La desviación de la clientela, resulta así un hecho 
imposible, que priva a la demanda instaurada de un ínteres 
que constituye el objetivo inmediato de la protección legal. 
Tampoco se "ha advertido, como se afirmó, aprovechamiento 
indirecto del crédito del actor, ni perturbación de razonable 
importancia en sus operaciones, elementos de juicio concurren- 
tes que teniendo en cuenta que el nombre individualiza al 
comerciante, pueden orientar la decisión en el sentido de una 
más amplía interpretación de la ley 3975 para imponer lealtad 
f orden en las relaciones mercantiles, fines substanciales de su 

régimen. , a 

Concuerda con lo resuelto recientemente por la Suprema 
Corte sobre la materia, el 7 de julio del etc. año, tn r(? ; Que- 
ta Soc. Resp. Ltda. v. Quelac Soe. Resp. Ltda." '* que en tanto 
el nombre comercial de una empresa no impida o dificulte 
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fundamentalmente la distinción de otra empresa en explotación 
y que gira bajo el mismo o parecido nombre» porque sus ramoa 
son diferentes, no se invade la esfera de actividad de esta 
última ni se viola su derecho y por Unto no puede conside- 
rarse ilegítimo el uso que la nueva empresa hace del nombro 
Adoptado por ella". 

Opino por estos breves consideraciones y las que se ex- 
ponen en el voto del Sr. Juez preopinante y en la sentencia en 
recurso, que corresponde se confirme, sin costas. 

El Sr. Juez Dr. Ricardo Villar Palacio, adhiere a las ex- 
presiones de los Sres. Jueces preopinantes, y esta también por 
la confirmación de la sentencia recurrida, sin imposición de 

^^En su mérito y por sus fundamentos, se confirma en todas 
sus partes la sentencia recurrida de fs. 284, sin costas. — ■ Ri- 
cardo Villar Palacio. — Juan A. González Calderón. — Satur- 
nino F. Funes. 



Dictamen del Procurado» General 

Suprema Corte ; 

La presente acción, dirigida a obtener que la de- 
mandada modificara su designación comercial, fué fon- 
dada por la aetora en la estrecha vinculación que existe 
entre los ramos preferentemente explotados por ambas 
sociedades. 

La sentencia de primera instancia, confirmada por 
sus fundamentos por el Tribunal de Alzada, rechaza la 
demanda por cuanto " resulta evidente que los ramoa 
explotados son distintos, ya sea que se considere la 
actividad actual principal o la conexa", conclusión que 
se basa en razones de hecho y prneba irrevisibles en la 
instancia extraordinaria. 

En consecuencia, de conformidad con la doctrina 
de V. E. (168: 411 y los allí citados), el recurso extra- 
ordinario interpuesto no procede, y corresponde decla- 
rarlo mal concedido a fs. 317. — Bs. Aires, abril 4 de 
1? 49. _ Carlos G, Delfino. - 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Airea, 21 de abril de 1949 

Vistos los autos "Grafa —Grandes Fábricas Ar- 
gentinas, S. A. — M Grafcx 9- A. Gráfica Industrial 
Comercial y Financiera «./ modificación del nombre 
"Grafcx**, en los que se ha concedido a fs. 317 el recur- 
so extraordinario. 

Considerando: 

Que la sentencia recurriua, partiendo de la base 
de que el art. 43 de la ley 3975 no se opone al empleo 
de nn nombre comercial susceptible de confusión con 
otro siempre i«e se utilice para designar rumos de ex- 
plotación diferentes, rechaza la demanda por entender 
que de la prueba producida en autos resulta que los 
ramos explotados por la actora y la demandada son di- 
ferentes y no pueden inducir en confusión al consu- 
midor. 

Que en realidad no está en cuestión la inteligencia 
atribuida al art. 43 de la ley 3975 por la sentencia apela- 
da —lo cual, por lo demás, concuerda en ese aspecto 
con la doctrina admitida por esta Corte Suprema en 
Fallos : 211, 565— pues, aun cuando se invoque la citada 
norma legal, el recurso se funda en la confusión de los 
nombres alegada por la actora y en haber ésta probado 
la similitud de la industria explotada por ambas partes, 
dada la superposición real y efectiva de actividades in- 
dustriales que invoca. 

Que las conclusiones de la sentencia apelada res- 
pecto de esta última cuestión son ir re visibles por medio 
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del recurso extraordinario en razón de tratarse de un 
ponto cuya decisión depende de la apreciación de loa 
hechos debatidos en la causa y de la prueba reunida en 
el expediente. 

Por tanto y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General declárase improcedente el recurso extraordi- 
nario concedido a f s. 317. 

Felipe S. Pérez — Luis B. Low- 
ghi — Justo L. Alvarez Ro- 
dríguez — Rodolfo G. Va- 

LENZUELA — TOMAS D. CaBA- 

BBS, 



JUAN BBRGAMINO v. INSTITUTO NACIONAL DE PRE- 
VISION SOCIAL 

+ 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIAItlOS: Jubüatfontt. 
Determinación del monto. 

De Tos términos expresos del nrt. 2» de la ley 12.988 no 
resulta que las jubilaciones menores de quinientos pesos 
moneda nacional deban ser elevadas hasta un máximo de 
esa suma, sino que sólo se fija un aumento que para las 
menores es mayor y que decrece propon* Analmente a me- 
dida que el monto básico del beneficio se eleva ; por !o que 
debe confirmante la sentencia apelada que decide que la 
jubilación del actor debe ser aumentada de $ 413,13 m/n. 
a $ 505,32 m/n. 

LEY: interpretación y apUcaciÓ*, 

Cuando los términos de la ley son claros no corresponde 
a los jueces apartarse de sus propósitos, so pretexto de 
evitar las deficiencias reales o presuntas que podrían re- 
sultar de su aplicación. 
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Dictamen de la Jdnta Seccional del rsanTuio Nacional 
de Previsión Social — Ley 10.650 

Señores Vocales: 

D. Juan Mariano Carlos Bergamino objeta el haber men- 
kurI de $ 500 m/n. fijado a la jubilación de que «s titular, 
por considerar que el mismo no se ajusta a las disposiciones de 
la ley 12.986, del 22 de mayo de 1947. 

V considerando : 

En la resolución de carácter general del 12 de junio de 
1947 el Directorio dispuso que "hasta tanto el P. E, dicte el 
decreto reglamentario de la ley 12.986, esta se aplicará con- 
forme a tas reglas que se determinan a continuación: 

Art. 7*. El art 2" de la ley 12.986 comprende las presta- 
ciones acordeles y las que en lo sucesivo sean reconocidas. En 
los caso* de prestación de más de $ 300 hasta $ 500 se aplicará 
1» escala establecida en el mismo artículo segundo, no pudien- 
do exceder el haber u aumento, en conjunto, de $ 500". 

En el presente easo. el haber mensual por decreto 14.534 
del 3 de junio de 1944. era de $ 413,93 (fs, 41) y actualmente, 
por aplicación de la ley y resoluciones citadas se ha elevado, a 
partir del 1* de junio de 1947, a S 500. 

De aplicarse la ley 12:086 en la forma solicitada por el 
recurrente a fs. 44, el haber mensual sería el siguiente. 

Haber por decreto 14.534 $ 413,93 

Aumento por lev 12,986: f$ 80 más el 

10 % de « 113.93) „ 91,39 

Total * 505,32 

La petición formulada para que el nuevo haber mensual 
por ley 12.986 quede fijado en $ 505,32 y no cu $ 500. es im- 
procedente, por las razones que a continuaeión se esponen: 

1. La reforma de la ley 10.650 a que nos estamos refi- 
riendo tuvo por objeto no solamente modificar los términos da 
edad y de servicios necesarios para acogerse al retiro, sino 
también el de contemplar las consecuencias derivadas del 
aumento del costo de la vida, que incide principalmente sobr - 
io» beneficios de menor monto. 
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La solución la ha dado el art. 2? de la ley 12,986 respec- 
to de las prestaciones acordadas antes de su vigencia, pero es 
de hacer notar que esa solución está condicionada a razones 
de orden Bocial, especialmente relacionadas eon la cuantía del 
beneficio acordado en cada caso particu ar es decir que la 
necesidad económica, que se agudisa cuando el monto del bene- 
ficio es inferior a * 500, es cubierta mediante un aumento pro- 
porcional del mismo, acordado en orden decreciente (del 30 
al 10 %), Riendo esta cantidad, la cifra tope que se considera 
con el fin indicado. 

La resolución del Directorio del 12 de junio de 1947 tomó 
en consideración el hecho de que los haberes mensua es supe, 
riores a $ 500 quedaban excluidos imperativamente del aumen- 
to acordado por el art. 2» de la ley, e interpretando los propó- 
sitos que originaron su sanción, impidió que un beneficio con 
un haber mensual de $ 499, se elevara aproximad amento a 
$ 580, y que por el contrarío una jubilación de $ MI no sufrie- 
ra modificación por aplicación de la citada ley. 

Pero la solución adoptada, tiene en realidad raíces más 
profundas, ya que coincide con el espíritu que animo al legis- 
lador al sancionar la referida ley. 

En efecto, al presentarse el proyecto de ley en la Cámara 
do Senadores el 11 de setiembre de 1946, el senador Sr. Fi- 
eueiras al referirse al aludido art. Í2* expuso: entendemos 
que la jubilación no es para llevar una vida jalada, sino para 
no pedir limosna. Por eso establecemos : hasta $ 200, un i 30 Jo ; 
de raña de $ 200 hasta $ 300, un 20 9 ; y de mas de § -Í00 has- 
ta I 500 un 10 %. Termino medio, ello equivale a un aumento 
de t 50 por cada jubilado o pensionado". Posteriormente al 
considerarse v sancionarse el despacho de las Comisiones de 
Legislación General y Previsión Social sobre ni odificac iones 
de la ley 10.650 por la que motiva la cuestión placada en 
autos, en sesión de esa Cámara, del 2 de octubre de 1947, el 
mismo legislador declaró: "A los actuales jubilados les hace- 
mos un pequeño aumento, conforme a la «?J» S 
hasta $ 200, un 30 % % o sea S 60; de $ 200 a $ 300, ..n 20 % t 
o sea * 60 también, de neuerdo al pensamiento de nivelar, por- 
que todos los hombres tienen derecho a la vida por solo 
hecho de haber nacido ¡ de * 300 a 500, el 10 %, o sea, * 50. De 
$ 500 en adelante, entendemos que ya no e» necesario dtrto 
aumento*. 

De las manifestaciones del mencionado legislador prece- 
dentemente transcriptas se desprende que la Mfegffi • 
aumento reconocido por el art. 2» de la citada ley, fué el pro- 
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pósito de que alcanzara solamente a loa jubilados o pensionis- 
tas coa prestaciones inferiores a $ 500, y ese propósito es 
evidente por cuanto el Senador Figueiras fué el miembro 
informante que propuso a la alta Cámara las modificaciones 
a la ley 10.650, es decir que reviste primordial importancia 
tener en cuenta el espíritu que orientó la aludida reforma 
legal, al aplicarse ésta a cada caso particular en ella con- 
templado. 

2* Pero si esa argumentación no se considera suficiente, 
para justificar el procedimiento adoptado por el Directorio 
en la sesión del 12 de junio de 1947 veremos a continuación 
que al sancionarse reformas legales de análoga naturaleza se 
tuvo también en cuenta la cifra tope de $ 500 mengúale» para 
contemplar las consecuencias económicas a que nos hemos re- 
ferido más arriba. 

La ley 12.903, del 12 de diciembre de líMfi estableció 
bonificaciones sobre el haber men.su»! de jubilado* y pensio- 
nistas de leyes nacionales de previsión pnr el término de un 
año, en base a una escala decreciente de aumentos, disponiendo 
en el inc. f) del art. l e , que los beneficios enn un haber men- 
aual de más de $ 459 hasta $ 500, se liquidarán hasta exta últi- 
ma suma (incluido el haber jubilatorio n í« bonificación en, 
conjunto) A su vez la ley 13.025, del 26 de setiembre de 1917 
reiteró análoga disposición, entalleciendo en, m art. 4* que di- 
cha» honificacione* no serán acordada» a los beneficiarios que 
hayan recibido durante la vigencia de la ley 12.903 o reciban 
mientras subsista aquélla, mejoras en sus haberes por refor- 
mas a las leyes respectivas, agregándose, que en ningún «aso 
el beneficiario recibirá un monto inferior al que resultare 
aplicando la ley 13.025 al haber básico establecido con ante- 
rioridad a dichas reformas. 

De las disposiciones legales t ra inscriptas se desprende que 
ha sido el propósito indudablemente fundamentado en ra- 
zones de orden social y económico, el de fijar en 4 500 la 
entrada mensual no susceptible de ser aumentada con bonifi- 
caciones. En consecuencia y atento a que la resolución del 12 
de junio de 1947 ha sido elevada al P. E. para sn aprobación, 
sin perjuicio de la decisión final que se dicte al respecto, esti- 
mamos debe mantenerse el procedimiento a que se refiere la 
aludida resolución, y denegarse el pedido de reajuste del haber 
mensual interpuesto por el interesado a fs. 44. Comisión de 
Hacienda, diciembre 27 de 1Í147. — Bernardo D. Poli. — Lui» 
Giróla, — Horacio Bustos Morón. 
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Resolución del Instituto Nacional de Previsión Social 

Bs. Aires, 18 de marzo de 1948. 

Se deja constancia que el Directorio en sesión de ta fceha, 
de conformidad con lo aconsejado por la Comisión de Pres- 
taciones de la ley 10.650, acordó adoptar como resolución el 
proyecto elevado por la Jimia Seccional de la vitada ley. — 
Ramón A. Rotdán. — Hcriberto A. de Seta. 

Sentencia de la Sala II re la Cámara de Apelaciones 

del Trabajo 

Bs. Aires, octubre 11 de 1948. 

Vistos y considerando: 

Se agravia el recurrente de la resolución del Instituto 
Nacional de Previsión Social de fs. 54 por cuanto sostiene que 
el reajuste practicado a su jubilación en cumplimiento del 
art. 2» de la ley 12.986 no se ajusta a derecho* 

Que el tribunal comparte el dictamen que antecede del Sr. 
Proe. General del Trabajo en cnanto a la inteligencia y alean- 
ce que debía asignarse al art. 2* de la citada ley para el rea- 
juste de la Jubilación al recurrente D. Juan Bergamino. 

Que apartarse de la letra clara de la ley so pretexto de 
pretender evitar injusticia que pueda traer aparejada SU api i- 
cación «aricta. como lo pretende el Instituto en la resolución 
recurrida de fs. 51 sería violar la ley y entrar en el terreno 
peligroso v vedado a todo juzgador tal como lo tiene sentado 
la S. C. N. (Palios, t. G8, píig. 295). Si los tribunales pudieran 
piüírar del mérito intrínseco de lns leyes y de su justicia en 
abstracto, saliendo de sus atribuciones que son pti dtcere non 
jm condere, juzgar las leyes, no juzgar de las leyes, quedaría 
sobrepuesto al Poder Legislativo cuyas resoluciones podría 
diariamente invalidar a pretexto de que no eran ellas confor- 
me a la justicia. De manera entonces, que si la ley es injusta 
en su contenido no le es dable al juzgador abrir juicio acerca 
de ello ni subsanar por vía de interpretación, siendo ello d» 
exclusivo resorte del Poder encargado de dictarla si así lo 
considera prudente proporcionando por loa medios a sn alean- 
ce la forma y modo de hacer efectivos los renovado» principios 
jurídicos de orden social que ha entendido tutelar. 
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Por ello y loa fundamentos del dictamen del Sr. Proc- 
General del Trabajo, ae resuelve revocar la resolución del Ins- 
tituto Nacional de Previsión Social debiéndose abonar a D. 
Juan Herpamino )w haberes de acuerdo a la escala de beneficio 
que prescribe el art. 2» de la ley 12.986 — Luü Cmrnlo Garda, 
— Electo Santos. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corto : 

I). Juan Mariano Carlos Bcrgamino es titular de 
una Jubilación ferroviaria desde 1933 (fs. 13). Al dic- 
tarse la ley 12.986, modificatoria de la 10.650, el monto 
de su haber jubilatorio era de $ 413,93 mensuales (fs» 
41); por aplicación de dicha ley 12.986, el mismo fué 
elevado a ♦ 500 mensuales, con lo que se mostró discon- 
forme Hergamino, sosteniendo que de acuerdo con lo 
dispuesto en el art. 2* de la ley tiene derecho a un haber 
de $ 305,32 (fs. 44). 

Desestimada tal pretensión por el Instituto Nacio- 
nal de Previsión Social (fs. 51), la Cámara del Trabajo 
hizo lugar a la misma, revocando así lo decidido por el 
Instituto (fs. 68), que trae el asunto a conocimiento de 
V. E. mediante el recurso extraordinario interpuesto a 
fs. 73 y concedido, a mi juicio correctamente, a fs. 
76 vta. 

El art. 2* de la ley 12.986 cuya interpretación mo- 
tiva el recurso, dice: 

"Las pensiones, así como las jubilaciones ordina- 
rias y por invalidez, cuyo monto no exceda de quinien- 
tos pesos moneda nacional, mensuales, serán aumenta- 
das conforme a la siguiente escala: 

Hasta ♦ 200, en un 30 por ciento; 

Si el haber fuese superior a $ 200 y no mayor de 
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$ 300, el aumento consistirá en $ 60 más el 20 ojo de la 
diferencia entro el haber y 4 200. 

Si el haber fuese superior a * 300 y no superior 
a $ 500, el aumento será de $ 50 más el 10 o|o de la 
diferencia, entre el halwr y ( 300. 

Exceptúanse de este aumento las jubilaciones y 
pensiones mínimas ya acordadas." 

Reglamentando esa disposición, el Instituto dispu- 
so que en los casos de prestaciones superiores a $ 300, 
el haber no puede exceder de ♦ 500 (fs. 48). 

A mi juicio, esa reglamentación se ajusta al espí- 
ritu con que fue dictada la ley, la que eligió como límite 
para la aplicación de la escala de aumentos, el de $ 500 
mensuales. No parece rezonable que un beneficio menor 
que esa suma —a partir de la cual la ley presume están 
suficientemente cubiertas las necesidades de la vida- 
la exceda, por aplicación de los aumentos. 

Tiene aclarado V. E. que no cabe presumir la con- 
tradicción o el absurdo en los términos de la ley o entre 
preceptos de leyes similares (190: 571), y tal es lo que 
ocurriría de aceptarse el criterio del tribunal a quo toda 
vez que además de contradecir el principio seguido en 
las demás leyes que establecen la aplicación de escalas 
progresivas, como lo recuerda el Instituto, se caería en 
el absurdo jurídico de que un beneficio menor superara 
a otro mayor, sin razón para ello. 

En efecto, una jubilación de $ 510 mensuales, por 
disposición de la ley permanece sin alteración, y en cam- 
bio otra de * 480, por ejemplo* de seguirse el criterio a 
que me vengo refiriendo, tendría que elevarse a $ 578. 

Sin duda, se consumaría de tal manera una patente 
violación al principio de igualdad ante la ley (art. 28 
de la Constitución Nacional), la que si bien no puede 
ser invocada por el Instituto, ya que no es a su respecto 
que la misma se produciría (209:71), ni por los demás 
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jubilados o pensionistas, por carecer de interés jurídico 
(doctrina de mi dictamen de fecha 24 del corriente en 
los autos "Castro Antonio c.¡ Prieto Guillermo R.*'), 
debe ser evitada por las autoridades llamadas a regla- 
mentar e interpretar la ley* 

A mérito de lo expuesto, soy de opinión que corres- 
ponde revocar el fallo apelado en cuanto pudo ser ma- 
teria de recurso. — Bs, Aires, marzo 30 de 1949. — Car- 
los G. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPKEMA 

Bs. Aires, 25 de abril de 1949. 

Vistos los autos 1 Pergamino Juan c./ Instituto 
Nacional de Previsión Social s./ Jubilación", en los 
que se ha concedido a fs. 76 el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que por Aplicación del art. 2* de la ley n* 12.986, la 
sentencia en recurso decide que la jubilación ferrovia- 
ria de Juan Bcrgamino debe ser aumentada de pesos 
413,13 m/n. a $ 50-VÍ2 m/n. 

Que fundándose en la inteligencia que corresponde 
atribuir ni mismo precepto legal, el Instituto Nacional 
de Previsión Social sostiene que el haber del beneficio 
no puede exceder la suma de $ 500 m/n. porque aquél 
sólo ha tratado do llevar las jubilaciones menores de 
quinientos pesos hasta un máximo de ese monto y por- 
que una interpretación contraria conduciría al absurdo 
de establecer un trato desigual con beneficiarios cuyo ha- 
ber básico comprendido entre $ 501 y $ 600 m/n. no 
sufre alteraciones. 
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Que a os te respecto cabe establecer que de los tér- 
minos expresos de ta ley no resulta que las jubilaciones 
menores de quinientos pesos moneda nacional deban ser 
elevadas basta un máximo de esa suma. Sólo se fija 
un aumento que para las menores es mayor y que de- 
crece proporciona Imente a medida que el monto básico 
del beneficio se eleva. 

Que cuando los términos de la ley son claros no co- 
rresponde a los jueces apartarse de sus propósitos so 
pretexto de evitar las deficiencias reales o presuntas que 
podrían resultar de su aplicación —Fallos 211, pág. 
1063—. 

Por ello y oído el Sr. Procurador General, se con- * 
firma la sentencia de fs. 68 en cuanto pudo ser materia 
de recurso. 

Felipe S. Pérez — Justo L. Al- 

VAREZ BODRÍQUEZ — RODOLFO 

O. Valrnzuela — Tomás D. 
Casares. 



Cía. DE LUZ Y FUERZA MOTRIZ DE CORDOBA v. PRO- 
VINCIA DE CORDOBA 

MANDATO. 

A efecto de la representación en juicio ante los tribunales 
de la Noción los apoderados y procuradores deben, con 
arreplo a lo dispuesto en el art. 5* de la ley 50, acreditar 
su calidad de tales con la pertinente escritura de poder, 
salvo que otra ley nacional los exima de esta exigencia. 
La ley 10.996 no influye en la solución del caso, porque 
no reglamenta la forma de los instrumentos necesarios 
para el apoderamiento judicial. 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Ba. Aires, 25 de abril de 1049. 

Vistos los autos: 11 Compañía de Luz y Fuerza Mo- 
triz de Córdoba c./ Gobierno de la Provincia s./ con- 
tencioso administrativo o ¡nconstitucionalidad", para 
decidir respecto de la revocatoria solicitada a fs, 256. 

Y consideríindo : 

Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 5 de la ley 
50, los apoderados y procuradores deben acreditar su 
calidad de tule-* con la pertinente escritura de poder, 
salvo que otra ley nacional los exima de esta exigen- 
cia, pues se trata de la representación en juicio ante los 
Tribunales de la Nación — Doct. Fallos: 20Í), 221—. 

Que la ley 10,9% no influye en la solución del caso 
porque no reglamenta la forma de los instrumentos ne- 
cesarios para el apoderamiento judicial. 

Que la jurisprudencia de esta Corte y su uniforme 
práctica coinciden en requerir de los apoderados pro- 
vinciales el cumplimiento del requisito expresado. — 
Fallos: 5(¡, 271 y 273; 57, 39; 65, 27 ¡ y doct. Fallos: 196, 
383 y otros—. 

En su mérito no lia lujfar a la revocatoria solicitada 
debiendo estarse a lo resuelto a fs. 253 vta. 

Felipe S. Pérez — Justo L. Al- 
varez Rodríguez — Rodolfo 
a. Valenzuela — Tomás D. 
Casares 
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ROMUALDO DANIEL ALFIERI 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia territorial. Ele- 
minios determinantes. Lugar del cumplimiento de la obligacidm. 

Es jiiez cliu pétente para conoeer del juicio en que se ejer- 
ce una acción, personal, el del lugar convenido expresa 
o implícitamente para A cumplimiento del contrato. 
A falta de prueba de !a que resulte haberse pactado ex- 
presamente acerca tic los tribunales competentes para de- 
cidir la» cuestiones judiciales emergentes de la relación 
jurídica existente entre las partes —ya sea sociedad de 
hecho o mera ad mi oist ración de una casa de comercio—, 
debe coneliiirse que aquéllas aceptaron implícitamente la 
de los jueces del lugar en que la gestión debía cumplirse. 



Dictamen del Procurador General 



Suprema Corte : 

Revelan las actuaciones remitidas, que D. Fernan- 
do Ruiz demandó ante la justicia en lo civil y comercial 
de la ciudad de Córdoba, a D. Romualdo D. Alfieri, do- 
miciliado en la Capital Federal, por disolución de la 
sociedad, que habrían constituido de hecho para explo- 
tar un negocio de confitería y bar en Capilla del Monte. 

1.a demandada niega haber formado con la aetora 
sociedad de ningún carácter, y dedujo por ello inhibito- 
ria ante el Juzgado de Comercio n' 4 de esta Capital. 

Los jueces de ambas jurisdicciones se han conside- 
do competentes para intervenir en el juicio, trabándose 
así el conflicto jurisdiccional que corresponde dirimir 
a V. E. (art. & de la ley 4.055). 

Siendo el fundamento básico de la neción instau- 
rada la existencia de una sociedad de hecho entre las 
partes, obvio es que corresponde decidir el punto al 
juez con jurisdicción en el lugar donde el negocio estaba 
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establecido, en el caso de autos el de la ciudad de Cór- 
doba, puesto que declarar a esta altura de la litis que 
estamos en presencia de una acción personal, tal como 
lo pretende la demandada, sería resolver sin sustancia- 
ción el pleito. 

Advierto además, que Alfieri se ha presentado en 
el juicio constituyendo domicilio, pidiendo ser tenido 
por parte, y tomando activa participación en diversas 
incidencias (fs. 5, 19, 23, 26, 40, 44, 46, 47 y 56), lo cual 
constituye prórroga tácita de la jurisdicción objetada, 
de acuerdo con reiterada doctrina de V, F. 

Por las razones expuestas, opino que la presente 
contienda debe ser dirimida en favor de la competencia 
de la justicia en lo civil y comercial de la ciudad de 
Córdoba. — Buenos Aires, abril 6 de 1949. — Carlos G. 
Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

t 

Bs, Aires, 25 de abril de 1949. 

Autos y vistos : Considerando : 

Que de acuerdo con la reiterada jurisprudencia de 
esta Corte Suprema, es juez competente para conocer 
del juicio en que se ejerce una acción personal, el del 
lugar convenido expresa o implícitamente para el cum- 
plimiento del contrato (Palios: 192, 76; 196, 186; 210, 
464 entre otros). 

Que sea que haya existido una sociedad de hecho, 
como pretende el actor en la demanda (fs. 1 del expe- 
diente B. 160) o que aquél sólo haya estado a cargo de 
la administración del negocio establecido en Capilla del 
Monte, Provincia de Córdoba, como afirma el deman- 
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dado (fs. 1 del expediente 44.695 sobre inhibitoria) es 
innegable que m gestión debía cumplirse en dícbo logar. 

Que a falta de prueba de la qne resulte haberse 
pactado expresamente acerca de los tribunales compe- 
tentes para decidir las cuestiones judiciales emergen- 
tes de la relación jurídica existente entre las partes debe 
concluirse, conforme a la jurisprudencia d* esta Corte 
Suprema, que ellas aceptaron implícitamente la de los 
jueces del lugar en qne la gestión debía cumplirse {Fa- 
llos: 175, 251; 199,35). 

Por tanto y fundamentos concordantes del dicta- 
men del Sr. Procurador General, declárase que el Sr. 
Juez de 1* Instancia y 4ta. Nominación en lo Civil y 
Comercial de Córdoba es el competente para conocer del 
juicio promovido por Ruiz Fernando contra Alfieri Ro- 
mualdo D. «obre disolución de sociedad. En consecuen- 
cia, remítanse los autos y hágase saber al Sr. Juez de 
Comercio de la Capital Federal en la forma de estilo. 

Felipe S. Pérez — Justo L. Al- 
vares Rodríguez — Rodolfo 
G. Valen zuela — Tomás D. 
Casares. 



JUAN SEGOVIA O LEZCANO Y OTROS 

PRUEBA : Prueba en materia penal. 

Aunque .id se haya pretendido probar que |4MÉ 
ante la policía se obtuviese mediante violencia o mtiw- 
dación -por lo cual no hay fundamento para dudar d» 
la veracidad con que se la prestó, como no sea el desmen- 
tido de los propio» autores ante el Juez— como para el 
valor probatorio de la confesión *e requiere que sea jjret- 
tada ante Juez competente, cuando en oportunidad de 
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esta última el procesado altera su anterior declaración 
ante la policía, el régimen legal no consiente que si otras 
pruebas de autos no dan pie para ello se opte por esta 
Ultima. Cuando las decisión^ de la Corte Suprema han 
hecho prevalecer la declaración prestada en la instrucción 
que las circunstancias obligaron a encomendar a la auto- 
ridad policial fué en vista de la existencia de la prueba 
corroborante, o a causa de la inverosimilitud o contradic- 
ción intrínseca de la confesión judicial en chic la rectifi- 
cación se hizo. 

HOMICIDIO: Homicidio simple 

'Resulta inadmisible la calificación de homicidio en riña, 
si de la confesión de los tres procesados se desprende que 
la víctima fué agredida con mi propio cuehillo —única 
arma de que disponía — y que las heridas que le cansaron 
la muerte le fueron inferidas por aquéllos cuntido se ha- 
llaba sin armas y en el suelo. A falta de prueba de que el 
hecho haya sido* cometido para robar a la víctima, debe 
calificárselo como homicidio simple en las circunstancias 
agravantes mencionadas y en concurso real con el delit» 
de hurto calificado, por lo cual corresponde aplicar 25 
años de prisión n los procesados mayores y mantener la 
de quince años impuesta al menor por no ser posible 
aumentarla en razón de la falta de recurso acusatorio. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs, Aires» 25 do abril de 1949. 

Vistos los ñutos: "Segovia o Lezcano Juan, Scgo- 
via o Lezenno Miguel, Candia Amarilla Amado Patro- 
cinio o Francisco Ruiz Díaz a./ homicidio y robo — víc- 
tima Dolores Herrera"» en los que se lia concedido a 
fs. 241 el recurso ordinario de apelación. 

Considerando : 

Que no hay en autos prueba alguna para resolver 
la discrepancia existente entre las declaraciones presta- 
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das por una parte ante la policía (fs. 40, 49 y 56 vía.), 
según las cuales los procesados mataron a Herrera coa 
el deliberado propósito de robarle sin que precediera 
disputa sobre el pago que este último debía hacer a 
Candia Amarilla según el testimonio del patrón No- 
güera a fs., 5, ratificado a fs. 109, y por otra las inda- 
gatorias ante el Juez (fs. 141, 143 vta. y 145) en las 
que todos los procesados atribuyen a esa disputa el 
comienzo de lo ocurrido. 

Que no se ha pretendido probar que la declaración 
ante la policía se obtuviese mediante ninguna clase de 
violencia o intimidación, por lo cual no hay fundamen- 
to para dudar de la veracidad con que se la prestó, co- 
mo no sea el desmentido de los propios autores ante el 
Juez. Poro si para el valor probatorio de la confesión 
se requiere que sea prestada ante Juez competente (C. 
de Ptos. en lo Crim. art. 316) cuando en oportunidad 
de esta última el procesado altera su anterior declara- 
ción ante la policía, el régimen legal de que se trata no 
consiente que si otras pruebas de autos no dan pie para 
ello se opte por esta última (Fallos. 168, 52 ; 185, 75). 

Que el hecho ocurrió sin testigos ; no hay más testi- 
monio que el de la víctima y tampoco existe indicio al- 
guno que contradiga esta parte de la confesión pues la 
disputa alegada es verosímil dado que Herrera debía 
efectivamente a Candia los jornales pagados por No- 
guera. 

Que cuando las decisiones de esta Corte han hecho 
prevalecer la declaración prestada en la instrucción 
que las circunstancias obligaron a encomendar a la au- 
toridad policial, fué en vista de la existencia de prueba 
corroborante, o a causa de la inverosimilitud o contra- 
dicción intrínseca de la confesión judicial en que la rec- 
tificación se hizo (Fallos: 210, 671). Pero cuando la 
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prueba se reduce exclusivamente a las dos declaracio- 
nes discrepantes aludidas, los principios legales en jue- 
go imponen la opción que se acaba de expresar. 

Que no es, sin embargo, admisible la calificación 
pretendida por la defensa de homicidio en riña. De la 
confestón de los tres procesados resulta que Herrera 
habría sido agredido con su propio cuchillo, única arma 
de que disponía, lo que quiere decir que fué objeto de 
la agresión mortal luego de quedar desarmado. Y no 
puede pretenderse tampoco que las cuchilladas que le 
infirieron los lie ríñanos Segovia fueran en alguna me- 
dida reacción justificada por un ataque inicial de He- 
rrera pues si ese ataque inicial existió, lo cierto es que 
dejó de representar un peligro para los procesados des- 
de que uno de ellos le aplicó con un palo un golpe en la 
cabeza volteándolo y haciéndole caer el cuchillo. Las 
heridas que causaron la muerte de Herrera le fueron 
pues, inferidas cuando sin armas y en el suelo los tres 
procesados le hicieron objeto de una agresión conjunta. 

Que si bien de lo precedentemente expuesto se si- 
gue que no puede tenerse por prohada la comisión del 
homicidio para robar (art. 80 inc. 3" del C. Penal) tam- 
bién resulta que se trató de un homicidio simple en las 
circunstancias agravantes que neaban de explicarse y 
en concurso real con el delito del art. 163, inc. 2° del 
C. Penal, por lo cual corresponde aplicar la pena máxi- 
ma del art. 79 a los procesados mayores y confirmar la 
que en la sentencia se impone al menor Candi a Ama- 
rilla por las atendibles razones que sobre el particular 
da el Señor Procurador General en su dictamen. 

Por tanto se reforma la sentencia apelada de fs. 
238 condenándose a Juan Segovia o Lezeano, Miguel 
Segovia o luzcan o a la pena de veinticinco años de pri- 
sión y a Amado Patrocinio Candía Amarilla a la de 
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quince años do la misma pena como autores responsa- 
bles de homicidio simple y hurto calificado (arts. 79 y 
163 inc. 2» del C. Penal), con accesorias legales y costas. 

Felipe S. Péhez — Justo Iu Al- 
vakez Rodríguez — Rodolfo 
G. Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



MARIA SUSANA INCHAUSPE DE SASTRE Y OTROS v. 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema. Causas en q«e e* parte una 
provincia. Causas civiUs. Distinta vecindad. 

La Corte Suprema carece de competencia para conocer 
ordinariamente de las causas entre una provincia y Jos 
vecinos de otra o de la Capital Federal, promovidas antea 
del 16 de marzo de 1949 y no radicada» ante aquélla en 
esa fecha, por demanda y contestación o por pronuncia- 
miento expreso por vía de articulo La provtdenca de 
trámite por la cual se tiene por acreditada la ^Pf*™'" 
de la Corte Suprema en cuanto hubiere lugar por derecho 
no importa dicho pronunciamiento. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 25 de abril de 1949. 

Autos y vistos; considerando i 

Que conforme a la doctrina del fallo de esta Corte 
de 31 de marzo ppdo. dictado en los autos "Buenos Ai- 
res, la Provincia contra Polledo, Casimiro S. A.", no 
incluyendo la Constitución Nacional —art 96— entre 
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las cansas de su jurisdicción originaría a aquéllas en 
que fueren partes una provincia y los vecinos de otra 
o de la Capital Federal» dicha disposición obsta al cono- 
cimiento por el Tribunal de los pleitos promovidos an- 
tes del 16 de marzo del corriente año» que no se bailaren 
a esa fecha radicados ante el Tribunal por demanda y 
contestación» o en que no existiere pronunciamiento ex- 
preso» por vía de artículo» respecto de la competencia 
de esta Corte. 

Que en autos la demanda lia sido contestada con 
fecha 24 de marzo ppdo., y la providencia de trámite de 
fs. 36 vta. que tiene por acreditada la competencia ori- 
ginaria del Tribunal en cuanto hubiere lugar por de- 
recho, no importa el pronuncia miento respecto de la ju- 
risdicción requerida por el precedente mencionado más 
arriba. 

En su mérito se declara qu^ esta Corte carece de 
jurisdicción originaria para entender en la precedente 
causa. 

Felipe S. Pérez — Justo L. Al- 
varez Rodríguez — Rodolfo 
G, Vale kz vela — Tomás D. 
Casares. 



AGENTES DEL VAPOR "CABO DE BUENA 
ESPERANZA" 

AfíUASA : Importación. En general. 

Las autoridades del buque no son responsables con res- 
pecto a ta entrepra en la Aduana de lo que no están obli- 
liado» a ineluir en la manifestación que se les exiffe, de 
lo cual están excluidos los equipajes. 
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CONSTITUCION NACIONAL: ConutitucionaUdad * inconatituciún*- 
lidad. Decretos nacionales. Aduana. 

El Art 22 del decreto níim. 15.085/945 —según el cual 
cuando se deje de entregar a la Aduana bultos de equipaje 
que figuren declarados en la relación o manifiesto de 
carga v no pudiera justificarse debidamente su Ta ta en 
el verdadero contenido de los mismos, el Administrador 
aplicará a la Empresa trun» portadora una multa de pe- 
sos *0 m/n. por cada-bulto faltantc— es inconstitucional 
porque extiende la responsabilidad de las autoridades o 
Lentes del buque más allá de los limites establecidos por 
los arts 31, 33, 838 y 845 de las Ordenanzas de Aduana. 



Sl'NTEKClA UVA. JUEZ FEDERAL 

Bs. Aires, setiembre D de 1947. 

Vistos y considerando : 

Que el art. 33 de las O. de Aduana establece que el capi- 
tán v el agente del buque no tienen la obligación de manifestar 
los equipajes de los peajeros, y el art. 630 de d.ehas Ordé- 
nanos agrega que en la relación de la carga no deberán com- 
prenderse los equipajes. . 

Que dadas estas terminantes disposiciones lépales, no ea 
posible sostener que el capitán o el agente del buque^eaft 
ponsablt-s de que no figure en la descarga del mismo los bulto* 
que los pasajeros hayan enumerado en la declaración de equi- 
pé r¡J e *¡, v *; rft tl eelaración de equipaje es tan sólo 
un documento personal del pasajero destinado a fácil, tnr a 
las autoridades aduaneras la revisae.ón del «J^TO^ 
la firma puesta en dicho documento por el Comisario del bu- 
Í Smenle para legalizar la identidad del V£***y 
autenticar su firma, no constatando ni verificando las auton- 
S«l of buque ai el número de bultos declarado es exacto, 
pudiendo así existir declaraciones erróneas que recién son i ad- 
vertidas cuando se desembarcan esos bultos; pero no «'*w™» 
motivo para suponer que los bultos faltantes han ■■*» intr^ 
cidos clandestinamente, no puede rcsponsabil.zarse a loa agentes 
del buque en la forma que, en la presente causa, lo hace la 

A %7e d en , eu C a a n?o al art. 22 del decreto del 10 do octubre de 
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1916 invocado para justificar la penalidad impuesta, tampoco 
puede ser tomado en cuenta, pues está en contradicción con lo 
dispuesto en los arla. 33 y 620 de las Ordenanzas de Aduana, 
ya que un decreto no puede dejar sin efecto lo establecido 
en una lev. 

Que tampoco puede decirse que la diferencia resultante 
se halla sujeta a la norma dispuesta por el art. 23 del decreto 
de fecha 24 de junio de 1931. ya que dicho artículo se refiere 
"al en so de qne existiera mayor número de bultos que los de- 
claradas'* ; no siendo así, en ninmtna forma, de aplicación lo 
dispuesto en los arts. 82 y 99 de la Ley de Aduana 

Por ello, y de acuerdo con lo resuelto por la Cámara Fe- 
deral de Apelación en los autos: "Afrente del vHpor "Cabo 
de Hornos" —Aduana 19-0-1944"— sentencia de fecha 23 de 
mavo de 1945 revócase la resolución administrativa de fs. 11 
v sé absuelve de culpa v cargo a la firma Ibarra y Cía. ( Arpen - 
tina) Soc. de Resp. Ltda. — 0*c«r í>. Palma lid irán. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Bs. Aires, 20 de diciembre de 1948. 

Considerando : 

Que la Aduana impuso a los Agentes del vapor "Cabo de 
Buena Esperanza" una multa de % 20 oro por cada uno de los 
dos bultos que la pasajera Da. Isabel Pinto de Bauza, en trán- 
sito a Bolivia, declaró como equipaje propio, sin que fueran 
entregados en el desembarcadero respectivo. 

En realidad la declaración de equipaje es un documento 
del pasajero y no del buque. El buque no tiene obligación de 
manifestar los equipajes de los pasajeros, como lo preceptúa 
el art. 33 de las Ordenanzas de Aduana. La declaración que al 
respecto formula el pasajero constituye un documento del que 
no puede derivar penalidad alguna para el Capitán ni para los 
Agentes del buque. 

Refirma la falta de responsabilidad de los prenombrados, 
el hecho de tratarse del equipaje de un pasajero en tránsito pa- 
ra Bolivia, que debió ser verificado por las autoridades res- 
pectivas en la estación de embarque, como también en la 
última estación de salida en la frontera. 

En tales condiciones la sentencia apelada que absuelve de 
culpa v cargo a la firma Ibarra y Cía. (Argentina) Soc. de 
Rcsp. Ltda. es justa, v está respaldada por ta jurisprudencia 
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sentada al respecto por este tribunal, en el fallo de fecha 23 
de mayo de lí>4f>, recaído en los autos: "Agentes del vapor 
Cabo de Hornos —Aduana 19-10-1944". 

En su mérito y por los fundamentos de la misma, confir- 
mase la sentencia de fs. 50 y vta. — Horacio Qarchi Rams. — 
Maximiliano Consoli, — José Jf. trasto Carnet. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Las razones dadas a fs. 62, que han sido aceptadas 
a fs. 64, justifican la intervención de V. E. en la instan- 
cia extraordinaria de apelación. 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional 
tiene constituido representante especial, el que ya ha 
asumido ante V. E. la intervención que le corresponde 
(fs. 68). — Bs. Aires, abril 8 de 1949. — Carlos Q. 
Del fino 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 28 de abril de 1949. 

Vistos los autos "Agentes del vapor "Cabo de 
Buena Esperanza" — Aduana 319-R-1946", en los que 
se ha concedido a fs. 64 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que la sanción impuesta a los Agentes del buque 
"Cabo de Buena Esperanza" se funda en el art, 22 del 
decreto 15.085 del 12 de julio de 1945, según el cual 
"cuando se deje de entregar a la Aduana bultos de equi- 
paje que figurón declarados en la relación o manifiesto 
de carga y no pudiera justificarse debidamente su falta 
en el verdadero contenido de los mismos, el Administra- 
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dor aplicara a la Empresa transportadora una multa 
de $ 20 por cada bulto faltunte conforme lo determinan 
loa nrts. 905 y 986 do las Ordenanzas para los correspon- 
dientes a las cargas". 

Que pov disposición expresa del art. 33 de las Orde- 
nanza de Aduana el capitán del buque* no tiene obliga- 
ción de manifestar los equipajes de los pasajeros. Por 
consiguiente la obligación a que se refieren los arts. 31, 
838 y 845 de las mismas Ordenanzas no puede interpre- 
tarse que comprende los equipajes, —que, por lo demás, 
no se mencionan en ninguno de los tres preceptos--, 
pues tal interpretación pone a la ley cu contradicción 
consigo misma. De lo establecido por el art. 33 se sigue 
que no puede liaber responsabilidad para las autori- 
dades del buque con respecto a la entrega en la Aduana 
de lo que no están obligados a incluir en la manifesta- 
ción que les es exigida. Es por esta manifestación y 
la que complementariamente impone el nrt. 31, — de la 
cual están excluidos los equipajes porque como quedó 
dicho, así lo dispone el art. 33 y además el 31 no los 
incluye—, que se rige la pertinente responsabilidad de 
las autoridades aludidas o de los Agentes del buque. 
Por consiguiente el art. 22 del decreto 15.085/45 no ha 
podido extenderla fuera de dichos límites sin violación 
de! inc. 2' del art. 86 de la Constitución vigente cuando 
se lo dició. 

Por tanto se confirma la sentencia apelada en 
cuanto ha sido materia del recurso. 

FEurE S. Péiiez — Luis R. Lon- 
gui — Justo L. Alvakez 
RodeÍouez — Rokolpo G. 
Valen z vela — Tomas D. 
Casabes. 
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MIGUEL CANTONE v. NACION ARGENTINA 

IMPUESTOS ISTERNOS: Vinos. 

Puesto que el vino destinado al uso personal de su fabri- 
cante está exento de impuestos internos solución que no se 
edifica aunque se trate de una bebida arhf.c.al M 
los análisis ofieiates, no procede apbear a que lo e abor* 
la sanción prevista por el art. 27 de la ley 37S4 (t pj 
para los actos u omisiones tendientes a defraudar el im- 
puesto, por la circunstancia de que baya omitido la auto- 
rización previa que exige el art. 69, me b) de la Regla- 
mentación General. 

Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, julio 16 de 1948. 

Vistos y considerando : 

Que la Cámara Federal de Apelación ha resucito reitera- 
damente que "el particular que accidentalmente elabora vino 
SSñS consumo exclusivo y sin propósito de lucro no esta 
Eado a inscribirse y a recabar la previa au Mor yte 
la Administración de Impuestos Internos s.e.ulo las dispon 
«>.,es al respecto de la Rcglamciitac.ón General, únicamente 

en ll autos caratulados: "Boranzelli José y García Jesús 
Imn. Int. 2:100-1-1942"). . 

Que de acuerdo eon esa ^P^^^^M ¿ 
bida V elaboró el recurrente ^fg^SSSdS as" 
forma alguna por la ley de Imp. internos, torre i 

resolución administrativa de H .19 
vta. £*d tic "impone una multa de i g 

Cantone y se absuelve a éste de culpa 
BU orden atenta la naturaleza de la cuestión debatida. - Osear 
D. Palma Beltrán. 
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Sentencia re la Cámara Federal 

Bs. Aires, 28 «lo diciembre (Je 1948. 

Considerando : 

Que en el domicilio del sumariarlo se encontró un pipón 
y un cáseo conteniendo con juntamente 500 litros de mosto en 
fermcntaeiún para elaboración de vino de consumo particular. 

A pesar de que la cantidad de vino a elaborar se hallaba 
dentro de la tolerancia del art. C9 del Decreto de 14 de enero 
de 19tf5, modificado por el de octubre 15 de 1940, la Direc- 
ción Genera! Impositiva, por no haber el sumariado solicitado 
la autorización previa, le impuso la <» ¡pación de abonar pe* 
sos 125 m/n. en concepto de impuesto interno y, adema*, una 
multa de $ 1 250,00 m/n. 

El Sr. Juez a qno, fundándose en la jurisprudencia de este 
tribunal — entre otros el fallo recaído en los antoH "Boranze- 
Ui José y García Jesús, Jmp. Internos 23004-1942"— resolvió 
que el particular que accidentalmente elabora vino para su 
consumo exclusivo y sin propósito de lucro no está obligados 
inscribirse y a recabar la previa autorización de la Adminis- 
tración de Imp. Internos, y en consecuencia, absuelve al su- 
mariado de culpa y carpo. 

En su mérito y por sus fundamentos, se cou r irma la sen- 
tencia de fs. 49 y vta. — Horacio García Rams. — Maximilia- 
no Consol L — José R. Irusta Comet. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Las razones dadas a fs, 58, que han sido aceptadas 
a fs. 60, justifican la intervención de V. E. en la instan- 
cia extraordinaria de apelación. 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional 
tiene constituido representante especial, el que ya ha 
asumido ante V. E. la intervención que le corresponde 
(fs. fi, - )). — Bs. Aires, abril 8 de 1949, — Carlos <3. Del- 
fino. 
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FALLO DE LA COIITE SUPREMA 

Bs. Aires» 28 de abril de 1949. 

Vistos los autos "Cantone Miguel c,/ Impuestos 
Internos 7579 -1-1946". en los que se ha concedido a 
fs. 60 el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que el recurso interpuesto se funda en que la revo- 
cación de lo resuelto por la Dirección de Impuestos 
Internos, pronunciada en la sentencia de que se apela 
(fs. 56) confirmatoria de la de fs. 49, interpreta y apli- 
ca erróneamente los arts. 27 y 106 de la ley de impues- 
tos internos (texto ordenado) y arts. 69 y 75 del decreto 
reglamentario del 14 de enero de 1935. Pero respecto 
al art. 69 del decreto sólo se hace cuestión de la parte 
de él en que se impone el requisito de la autorización 
previa para elaborar hasta 500 litros de vino para con- 
sumo propio sin tener que cumplir con las demás exi- 
gencias impuestas a quienes lo elaboran para el ex- 
pendio. (Conf. escrito de fs. 58). 

Que, por lo demás, es jurisprudencia reiterada de 
esta Corte que el vino destinado al uso personal de su 
fabricante está exento de impuestos internos (Fallos: 
180, 265; 181,409 i 198, 174). 

Que, en consecuencia, se ha hecho correcta aplica- 
ción de la ley respectiva en la sentencia apelada de fs. 
56 al decidir que el vino elaborado por el recurrente, 
que no excedió de 500 litroB, en cuanto destinado a su 
consumo personal no debía tributar el impuesto aludido. 

Que la circunstancia de tratarse de bebida artifi- 
cial se^ún los análisis oficiales no modifica la conclu- 
sión precedente, porque si bien el art. 106 de la ley 
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(texto ordenado) al fijar el monto del impuesto a esta 
clase de vinos no dice expresamente que sólo haya de 
cobrarse si están destinados al expendio» ocurre con 
esta disposición lo que en todas las que tienen como 
ella por objeto fijar el monto del gravamen, y es que 
se limitan a ese objeto y prescinden de toda referencia 
al alcance del impuesto en cuestión, que está determi- 
nado en las disposiciones generales pertinentes (arts. 
2 y 4 T. O,), 

Que no cabe decir lo mismo respecto a la aplica- 
ción que corresponde hacer, y que la sentencia en re- 
curso lia omitido, respecto al requisito de la autoriza- 
ción previa de la Administración, establecido en el inc. 
b del art. 09 del Reglamento General. 

Que de ello no se sigue, sin embargo, como pretende 
el recurrente que el incumplimiento del requisito men- 
cionado autorice la aplicación do la pena a que se re- 
fiere el art. 27 de la ley (T. O.), —que fué la impuesta 
en este caso— relativo a los actos u omisiones euya mira 
Be a defraudar los impuestos internos, dado que, como 
se expresó al principio, el vino elaborado por Cantone 
estaba exento del impuesto. 

Por tanto y con el alcance determinado en los con- 
siderandos se confirma la sentencia de fs. 56 en cuanto 
ha sido materia del recurso. 

Felipe S. Pérez — Tjüis R, Lon- 
ciii ^— Justo L, Alvarez 
Rodríguez — Rodolfo O. 
Valenzuela — Tomás B. 
Casabes. 
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LUIS TODESTA v. NACION ARGENTINA 

LEY i Principios generóle*. 

La circunstancia tic que una. norma legal haya sido com- 
prendida en una Sola Sanción, como parte integrante de 
la materia de una ley, no impide que pueda ser autónoma 
e independiente de las demás (pie ésta eon tiene. 
Sí bien lu inclusión <lo referencia hace presumir la existen- 
cia de relación entre los distintos textos de la Sanción le- 
gislativa, esa presunción cede ante la comprobación con 
respecto a alguno o algunos de ellos de una ratón de ser 
propia en virtud de lu cual su aplicación nn debe subor- 
dinarse a la de otras disposiciones, «alvo que el legislador 
le baya dado al todo, en este punto, unidad formal me- 
diante una norma expresa que fije fecha de vigencia para 
Ja totalidad de lo sancionado en el mismo acto. Mientras 
esto no suceda, las disposiciones de la ley que no conten- 
gan sobre el particular indicación especial distinta ten- 
drán fuerza legal, en la oportunidad establecida por el 
art. 2" del Oód. Civil, y se aplicarán o no a pnrtir de esa 
misma fecha, en tanto en cuanto ei objeto o finalidad de 
lo dispuesto en cada precepto lo exija o lo consienta. 

PRESUPUESTO. 

Si bien es obvio que el presupuesto sancionado para el 
año 1940 no se aplicaría hasta el 1" de enero del mismo, 
tuvo fuerza legal a partir del plazo establecido en el art. 2» 
del Cód. Civil, y con excepción de los preceptos que con- 
tienen disposición expresa distinta — arta. 9* y 10 — la 
ley 12.599 fué obligatoria en la Capital Federal al día 
siguiente de su publicación. Esa obligatoriedad debía pro- 
venir desde entonces en cuanto a las normas de aplicación 
inmediata, una de las cuales es la del art. *>'•' por el cual 
se derogo un precepto que no tenía vigencia anual. 



Sentencia del -Iueh Federal 

Bs. Aires, febrero 6 de 1947. 

Y vistos para sentenciar este juicio seguido por D. Luis 
Podestá contra la Nación sobre devolución de derechos de 
aduana» y 
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Resultando : 

t, Que el actor tlrnuindii a la Nación para que se la con- 
dene a devolverle la suma do $ 4.3Q2.89, con niás san intereses 
a partir desde la feoha l-ii que se hizo el pago bajo protesta 
y las costas del juicio, en concepto de devolución de derecho' 
aduaneros que le fueron indebidamente cobrados, 

Dicfi (pie por despacho núm. 101,382 introdujo al país 56 
tambores de hierro con 10.160 kilogramo» neto de resínalo de 
manganeso v plomo seeativo, pagando, en noviembre 20-930, 
dereehos por valor de $ 2.023.17 m/n ; por despacho ni 111.289 
también 56 tambores con 10.160 kilogramos de idéntica mer- 
cadería, pairando en diciembre 28-939 la simia de S 2.02:1,17 
moneda nacional; y por despacho núm. 116.798, 50 bolsas con 
peso bruto de 2.Í0O kilogramos, tierras en general para la 
fabricación de aceite de lino, pagando 8 256,55 m/n. 

Esos derechos fueron exigidos y cobrados indebidamente, 
pues las referidas mercaderías estaban, cu la fecha en que fue- 
ron introducidas, liberadas del pago de los mismos, en razón 
de que eran destinadas al establecimiento de su propiedad sito 
en la calle Cúnning núm. 3778, que elabora materias de pro- 
ducción nacional y de acuerdo al art. 33, ley 12.345. 

La Aduana, para ohrar así. estimó erróneamente que la 
ley 12.345 no se encontraba en vigor por haber sido derogada 
por la ley de presupuesto para el año 1940, sancionada en el 
año 1939^ poco antes de introducirse la merendé ría. 

Por tanto, c invocando en su apoyo distinta jurispruden- 
cia que cita, solicita se haga lugar a su demanda. 

II. (¿ue. el Sr. Pioe. Fiscal, al contestar la demanda, des- 
pués de negar todos los hechos que expresamente no reconozca, 
especialmente his protestas que se dice haberse hecho, sostiene 
que la ley 12.599, que fué promulgada con anterioridad al pago 
y retiro de las mercadería» por el actor, dejó sin efecto por «u 
art. 6» la franquicia otorgada por el art. 33 de la ley 12.345, 
precepto este que equivocadamente invoca el actor en su favor. 
Agrega que si bien es cierto que se trata de una disposi- 
ción incorporada a la ley de presupuesto dé 1940, de ello no 
delie concluirse que no rija desde la téchft de su sanción, pura 
no obstante revestir aquella ley carácter anual, existen cláu- 
sulas como las de que se trata, que son permanentes y se apli- 
ean desde la fecha de su promulgación. Tan es así que el 1*. E., 
por decreto de marzo 12-940, dejó aclarado en ese sentido el 
alcance del referido art. 6*. 
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Considerando : 

Que (oda la cuestión se reduce a determinar cuál era la 
ley que reiría en el momento en que se efectuaron las impor- 
taciones y se pagaron los derecho* (pío ahora se ivpiten, pues 
según se declare que la importación se efectuó bajo el régimen 
de la ley 12..'H5 o bajo el de la 12,599, será o no procedente la 
demanda. 

Que la ley 12,5*19 contiene disposiciones destinadas a re- 
gir sólo durante el uño 1940 y otras Je carácter permanente. 
De este último enrácter son bis arts. C, 10 y sigtes. Por estos 
últimos ne han modi ficado o aclarado diversas disposiciones 
legales anteriores y esas modificaciones, por su naturaleza, no 
estaban destinadas a regir sólo durante el año 1940 sino que 
tienen carácter definitivo y permanente y están en vigencia 
basta tanto sean modificadas o derogadas por otra ley. 

Que concretándose id arfe (* g , que es el que tiene relación 
con el pleito, de su texto resulta con tod¡i claridad, que tiene el 
alcance anteriormente expuesto. Dice así: Derógase el art. 
42 de la ley 11.672, complementaria permanente de presupues- 
to (ed. 1939), así como la cláusula del art. 3* de la ley 11.588 
que fué sil antecedente". 

. Su redacción no deja lugnr a dudas. Allí se derogan ex- 
presamente disposiciones legales anteriores. No se suspende su 
vigencia durante un determinado plazo, sino que, simplemente, 
se las hace d esaparecer. 

Que siendo ese el alcance inequívoco del mencionado art. fi* 
es indudable (pie una ve/ promulgada y publicada la ley ese 
precepto entró a regir en la forma que establece el art. 2* del 
(Vid. Civil, Si bien las disposiciones de la ley 12,599 que se 
relacionaban con el presupuesto de gastos y cálculo de recur- 
sos para 1940 sólo empezaron a regir desde enero P de ese año, 
las otras, (pie tenían carácter definitivo y permanente, entra- 
ron en vigencia en seguida de la publicación de la lcy> desde 
el momento que ésta no fijaba fecha especial para ello. 

Que como en este caso esa publicación se hizo antes de 
que c| actor documentara sus mercaderías y pagara los dere- 
chos de importación, la Aduana obró bien al negarle la libe- 
ración de derechos que solicitaba amparándose cu una ley in- 
existente en esc momento. 

Por estos fundamentos, fallo: no haciendo lugar a la 
demanda entablada por Luis Podestá contra la Nación. Con 
costas. — Eduardo A. Orliz Rasualdo. 



434 



FALLOS PE LA CORTE SUPREMA 



Sentencia oe la C Amaba Federal 

Bs. Aires, octubre 14 de 1948. 

Vistos estos autos seguidos por "Luis Podestá contra la 
Nució» sobre devolución de derechos de aduana", venidos en 
apelación en virtud del recurso interpuesto a fs. 78 contra la 
nentencia de fs. 74. el tribunal planteó bis siguientes cuestio- 
nes a resolver: 

¿Es nubi lu sentencia apelada? 

En caso negativo : i Es «justada a derecho? 

Sobre la i>rinieru cuestión, el señor Juez Dr. Max Couso- 
1¡ dijo: 

Kl recurso de nulidad no lia «"do sustentado en esta ms- 
taneiii, ni *e advierte vicio atfíuno que pueda determinar su 
procedencia, pues ni en el procedimiento sesudo en el tramite 
de la cu usa "i en ta forma de la sentencia, se advierten viola- 
ciones u la Ley ni defectos susceptibles de anular uno u etra. 

Por ello, voto por la negativa sobre la cuestión propuesta. 

Los Sres. Jueces Carlos Herrera y Horacio García líams, 
adhirieron por sus fundamentos, al voto premíente. 

Sobre la 2* cuestión, el Sr. Juez Dr. Max Consol i dijo: 
Kl caso svh jtWiee se concreta en los siguientes términos: 
Luis Podcstá entabla juicio contra el «íobierno de la Na- 
ción por repetición de la suma de * 4.:J02„*Í> m/n. abonados 
en coneepto de dereebos aduaneras por distintas tne miden as 
une a la fecha de su introducción —noviembre y diciembre 
de iíí.tí)_ ¡í(< hallaban liberadas de dcreclps de importación 
por el art. 33 de la íey 12.345. I 

Kl recurrente en ti en ríe que tratando*' de un precepto 
contenido en una ley de presupuesto pura el año 1940. »« 
eaeión recién e< unen y.n ría el l 5 de enero d¿ e,se ano l.MI). por 
el eariícler anual que reviste dicha ley. 

La Nación demandada, por intermedio de su representan- 
te, recalcó que las leyes de presupuesto suelen contener dispo- 
siciones de índole permanente, las cuales tienen Tuerza de ley 
y se bucen efectivas de conformidad con lo dispuesto por el 
art. 2 del Código Civil, Refiriéndose, en particular, al art, ti, 
ley 12 ó¡>:> rec uerda que el I\ É. por decreto núm. 92, de 
feclia marzo 12/940, dejó estublerido: "Que las cláusula* in- 
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cluídas en las leyes de presupuesto vinculadas a Jas leyes* pre- 
existentes de carácter permanente, para modificarlas, ampliar- 
las o derogarlas, rimn desde la fecha de promulgación de 
dicha lt*h independientemente de] raimen anual de las dispo- 
siciones relativas al presupuesto general de pastos y calculo 
de recursos **. 

Para el a QHO toda la eucstión se reduce u determinar cual 
era la lev refría en el momento en que se efectuaron las 
importaciones v se pagaron los derechos que en nste juico se 
repiten; pues, según se declare que la importación se efectuó 
bajo el raimen de la ley 12.345 o bajo el de la 12.599, sera 
o no procedente la demanda. 

La sentencia se pronuncia por la vigencia en esa fecha de 
la ley 12.599. en lo que respecta a la no liberar-ion de los dere- 
chos aduaneros, en razón de que el ort. 6 de dicha ley tiene 
un carácter definitivo y permanente, que resulta en forma 
inequívoca de su propio texto, qim deroga expresamente el 
art. 42 de la ley 11.072, así como el nrt. !1 de la ley 11.a»». 
que fué su antecedente. 

Dado el carácter de permanente de la disposición conte- 
nida en el nrt. (i de la ley 12.509, ésta entró a regir en octu- 
bre 5/939, día siguiente al de su publicación. 

Carece mu*, de fundamento y legalmente es ¡mproceden- 
te la demanda de repetieión del importe de los derechos adua- 
in-ros abonad.*: por lo que soy de opinión corresponde la 
confirmación fie la sentencia, con costas. 

Por consiguiente, voto por la afirmativa sobre la cues- 
tión propuesta. 

Sobre la misma cuestión el Sr. -Inca Dr. Carlos Herrera 

Que en sucesivas leyes, entre otras la W 1109$ % la 
19¡]45 se estableció una cláusula que, « on mayor o menor line- 
raíida.l. exceptuaba de los derechos «V Aduana a las merca- 
derías mportadas con destino a establecimientos donde se ela- 
borara materia prima nacional. Dicha exención fue *ljKP#ft 
por el art. (i de la ley dMada en octubre de- im que 

íntre otras cosas contenía el presupuesto para 1940. Kn no- 
viembre v diciembre .le 1939 el actor introdujo al país tres 
partidas de artículos destinados a un establee. miento donde 
le elaboraba materia prima nacional y prcten. ,o acogerse al* 
franquicia. La Aduana y posteriormente et P E se a denc- 
¿aro,!, argumentando une la ley 12.599 contenía ám dase* de 
disposiciones; las referente» ak presupuesto para 1940 que co- 
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menzaron a regir en enero 1" fio ese año, y las de carácter per- 
manente, entre las cuales estaba la del art. 6, que no tuvieron 
por qué esperar a esa fecha pura entrar en vigor y que lo esta- 
ban desde el día siguiente al de la publicación de la ley, octu- 
bre fi/939, es decir, con anterioridad al pedido de liberación 
de derecho* formulado por Ta nctora. 

Que en el juicio Frigorífico ¡áwift de la IMala (S. A.) 
v. Gobierno Nacional, en sentencia de nov. 15/944, la Cám. 
Fed. resolvió idéntica cuestión en el sentido expuesto por el 
P. E.; peni la Corte Suprema revocó en es-- aspecto el fallo 
en noviembre 19/945, estableciendo que tanto las disposiciones 
de carácter permanente como las de carácter periódico de la* 
leyes de presupuesto —como la 12.59!)— regían desde cuero 
1» del año para el cual habían sido éstas sancionadas, sin per- 
juicio <le que las permanentes siguieran en vigor, finalizado esc 
año, hasta que fuera o modificadas por otras. 

\>- no obstante esa decisión del superior y del respeto 
que deben merecerle sus pronunciamientos, este tribunal debe 
reiterar aquel fallo de la cámara. 

La norma genera! en materia de vigentía tíc las leyes de 
la Capital de la üepúbliea, según el art. 2 del Código Civil, 
M que ellas rigen desde la fecha QUe determinen; y si no lo 
hacen, desde el día siguiente de su publicación. La 12.599 no 
especifica ninguna fecha para entrar en vigoren su totalidad: 
y pft evidente iptr no podía determinarla por la distinta natu- 
raleza ríe sus preceptos. Así. el art. 1. que aprueba un reajus- 
te del presupuesto de 19119, empezó a regir de inmediato y seria 
absurdo sostener que recién entró en vigor en enero 1/940. En 
cambio, rigieron desde esa fecha, las disposiciones de las arts. 2 
a ó. que establecen el presupuesto para esc año; y las de los 
■ rts. 9 y 10. ap 2 V por establecerlo expresamente, que se refie- 
ren a modificaciones o aclaraeiones a la ley de impuesto a Un 
réditos, l'or lo contrario, no establecen .lía para, entrar en 
vigor los preceptos de Io.h arts. ti, Vi y U, que se refieren a 
derechos de Aduana; los de los arts, 11 y 12. sobre impuesto 
a los réditos; el del nrt. 15. referente ¡. la ley de precios , imixi- 
moa 12 591 y el del art, Iti. modificatorio del 11 de la ley 11..1H7, 
■obre registro electoral. No hay ninguna razón para suponer 
que el legislador baya querido postergar mista enero 1/940 
ta entrada en vigor de esos textos, que un tienen relación di- 
recta con el presupuesto para ese año; y la mejor demostración 
es que Rilando ha deseado que así lucra lo ha establecido ex- 
prenaineiite, como en los arts. 9 y 2« ap. del 10. 

lie tal modo es forzoso concluir que las normas conteni- 
da* en la ley 12.599, que no tienen fecha determinada para 
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entrar en vigencia, en la Capital de tu República, rigen desde 
el tlía siguiente al de mi pubheaeion, do acuerdo con la regla 
inora* indicada por el i!. C. El actor, en consecuencia no 
nuede obtener la restitución de los derechos de aduana que 
abonó mtu ta f ránqüieiá én <\\\v pretendió ampararse esta* 
t i; derogada por el art. léy 12 599, en la fecha en que 
introdujo al país las mercaderías d" que se trata. 

Por lo tanto considero qtté debe confirmarse la sentencia 
qne no hace lugar a la demanda; pero debo modificársela m 
e antn a laa costas, ya r|uc el actor pudo razonablemente creer- 
si Ton derecho a litigar, como lo demuestra el 
Corte Suprema bava decidido favorablemente el caso idéntico 
eitmlo. Deben paliarse aqu.'llns en el orden causado y las co- 

muñes pnr mitad. „ . .,. - „ 

El Sr Juez. Dr. Horacio García Rams adhirió por sus fun- 

düm C lo^r votación que instruye el acuerdo 
que antecede, se confirma la sentencia apelada en ciianta . no 
Saetear a la demanda entablada por Luis Podestá oon ra 
la Nació» a./ devolución de dercehos de aduana y se la i modifi- 
ca £ I cuanto a las costas, que deben pagarse en J****™ 
M do v las comunes por untad- - EfTfW (torcía Ram*. - 
Carlos Herrera. — Maximiliano Consoli (eon su voto). 

F A JULO DE LA CORTE SUPREMA 

lis. Aires, 28 tic abril de 1949. 

Vistos los autos "Podestá Luis c./ Gobierno de la 
Nación s/ repetición derechos de Aduana", en los qne 
sc lia concedido a fs. 05 el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que ai bien esta Corte se iia pronunciado sobre el 
punto que constituye ta materia del recurso <^*¡t 
tencia del 19 de noviembre de 1045 (Fallos: 203, 267) 
las particularidades de la ley en cuestión 
ponen un nuevo estudio de ¿1 en prcsoneia del fallo 
recurrido que se aparta de aquel pronunciamiento. 
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Que una saneión legislativa puede comprender nor- 
mas legales diversas e independientes entre sí, esen- 
cialmente autónomas. El heelio de estar comprendidas 
en una sola sanción, es decir, de ser todas y cada una 
de ellas partes integrantes de la materia de una ley no 
obsta a la autonomía aludida, pues se trata do nn re- 
curso técnico circunstancial — sobre cuya bondad o in- 
conveniencia no le incumbe pronunciarse a los jueces—, 
por completo ajeno a la substancia y finalidad propia 
de cada una dé las disposiciones independientes. 

Que el bocho hace presumir, siu duda, prima facie 
la existencia de relación entre los distintos testos de ta 
sanción de que se trate. Pero la presunción lia de ceder 
ante la comprobación con respecto a ais" no o algunos 
de ellos de una razón de ser propia en virtud de la cual 
su aplicación no debe subordinarse a la de otras dispo- 
siciones, —así se trate de las que constituyen motivo 
primordial do la sanción legislativa en tela de juicio—, 
salvo que el legislador le baya dado al todo, en esto 
punto, unidad formal mediante una disposición expresa 
que fije fecha de vigencia para la totalidad de lo san- 
cionado i'ti el mismo acto. 

Que mientras ello no suceda todas las disposiciones 
de la ley que no contengan sobre el particular indica- 
ción especial distinta, entrarán en vigencia en el sen- 
tido do que tendrán valor de ley, en la oportunidad esta- 
blecida du modo general por el art 2 del C. Civil. Pero 
la fuerza legal no supone necesariamente aplicación a 
partir de* esa misma fecha sino en tanto en cuanto el 
objeto o finalidad de lo dispuesto en cada precepto lo 
exija o !o consienta. Es obvio que el presupuesto san- 
cionado para el año 1940 no so aplicaría hasta el 1' do 
enera del mismo fuera cual fuese la fecha de la promul- 
gación de la ley respectiva y contuviera o no esta misma 
disposición expresa sobre el particular. Pero no es me- 
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nos cierto que el presupuesto aludido quedó sancionado 
con fuerza de ley, es decir que la ley respectiva se per- 
feccionó como tal, cumplido que fué el plazo establecido 
en el art. 2 del C. Civil. Y por consiguiente para aque- 
llas disposiciones de esta misma sanción legislativa que 
no eran parte formalmente integrante del presupuesto, 
sobre cuva vigencia nada especial se dice en la ley y do 
cuyo objeto o finalidad no se sigue un comienzo de su 
obligatoriedad en fecha distinta de la que impone en el 
caso el art. 2 del C. Civil, ha de estarse a esta última. 

Que, en consecuencia, con excepción de los pre- 
ceptos que contienen disposición expresa distinta, {arts. 
9 y 10), la ley 12.599 fué obligatoria en la Capital Fede- 
ral al din siguiente de su publicación (art. 2 del C. 
Civil). Obligatoriedad que, había de producir o no efec- 
tos según se tratara o no de disposiciones susceptibles 
de aplicarión inmediata. No lo eran los artículos rela- 
tivos al presupuesto de 1940, Lo era, en cambio, el art, 
6" que aquí se considera y por el cual se derogó un pro- 
cepto que no tenía la vigencia anual correspondiente 
al presupuesto de 1930, —en cuyo caso cabría dudar si 
la derogación se disponía como parte integrante del pre- 
supuesto de 1940—, pues había comenzado a regir de 
modo permanente con anterioridad al presupuesto men- 
cionado en primer término. 

Por tanto, y sus propios fundamentos se confirma 
la sentencia apelada en cuanto ha sido materia del re- 
curso. 

Felipe S. Péhez — Luis B. Lon- 
0T1I — Justo L. Alvakez 
Rodríguez — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 
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MARIA RENITEZ DE LAIíRAMENDY v. INSTITIÍTO 
NACIONAL I>E PREVISION SOCIAL 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rei¡uLi¡tos formales. Interposición 
del recurso. Termino. 

Wá improcedente el recurso extraordinario interpuesto en 
subsidio de una cuestión de nulidad planteada por el ape- 
lante en primer término y para el supuesto de que no se 
hiciera lupar a ella. 

flECt'RSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propias. CuestiAn fede- 
ral. Cuestione* federales simple», htlerpretarián de t(U leyes federales. 
Leyes federales de. carácter procesal. 

La interpretación del art. 5:t del decreto u* 211.1 76/44 
— sobre creación y organización del Instituto Nacional de 
Provisión Social — constituye una cuestión meramente pro- 
cesal insuficiente para fundar el recurso extraordinario, 
pues se trataría dé saher si la providencia de "autos" dic- 
tada por una Sala de la Cámara de Apelaciones de la Jus- 
ticia del Trabajo puede ser notificada por nota. 

REl'VRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di. 
recta- Norma» extrañas al juicio. Arts. ¡ti a íí de la Connt it uciún. 

No procede el recurso extraordinario fundado en la viola- 
ción de la defensa en juicio por no lialier notificado por 
cédula la providencia de "autos" dictada en secunda ins- 
tancia si et a pelan le. notificado de la concesión del recurso, 
omitió comparecer anle el tribunal do apelación. 



0ICTA*MEN DEL PROrL*lLAlH>H G ENE RAL 

Suprema Corte: 

Con motivo ilcl fallecí mié tito del obrero Urbano 
Alfredo Lanamendy, la entonces Gajo Racional de 
Jubilaciones y Pcinúones Civiles tuvo por beneficiaría 
de la mitad de la indemnización de la ley ÍL088, a au 
viuda I>* Concepción Scudipiove de Lurramendy, reser- 
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vanelo la otra mitad para sor adjudicado a la madre del 
accidentado, cu caso de que la abisma comprobase haber" ' 
estado a su cargo; de lo contrario también esa mitad 
correspondería a la viuda (fs. 22). 

La referida madre produjo información sumaria 
para acreditar el extremo que le exigía la Caja, pero el 
Instituto de Previsión Social, después de disponer otras 
diligencias complementarias y de oír a sus organismos 
técnicos y de asesorainionto, declaró no haberse com- 
probado dicho extremo, desestimando en consecuencia 
el podido de ta susodicha madre y adjudicando la totali- 
dad del beneficio a la viuda del causante (fs. 60 ¡Gl). 

Apelada dicha resolución, la Cámara del Trabajo, 
sin dar audiencia a la interesada ni al Instituto, la re- 
vocó, declarando que Da. María Benítoz de Larramendy 
es acredora al beneficio en la parte proporcional que le 
corresponde como madre legítima del accidentado (fs. 
70), 

Contra dicho fallo el Instituto de Previsión inter- 
puso recurso extraordinario a fs. 75, fundado en que la 
inobservancia de lo dispaesto en el art. 53 del decreto- 
ley N* 2ÍU 70)44 que, ni reglamentar el recurso de apela- 
ción que autoriza contra las resoluciones del Instituto 
dispone qne la ("amara dei Trabajo debe oír al apelante 
y al representante de dicho organismo, configura en su 
perjuicio una violación de la garantía de la defensa en 
juicio (art. 2!) de la Constitución vigente y 18 de la 
anterior). 

Si esa violación al procedimiento constituye o no 
restricción substancial de ta defensa, que autorice la pro- 
cedencia del recurso, es cuestión que depende de una 
apreciación de hecho ajena a mí dictamen y librada al 
prudente arbitrio de V. E. (doctrina concordante del 
dictamen de esta Procuración publicado en 196:604 y 
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los casos allí citados). -— Buenos Aires, abril 5 tle 1949. 
— Carlos G. Bitfina. 



FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de abril de 1949. 

Vistos los autos seguidos por Larratnendy María 
Benítez de c.| Instituto Nacional de Previsión Social, 
Caja de Accidentes del Trabajo, en los que se ha conce- 
dido a fs. 77 vta. el recurso extraordinario. 

Considerando: 

* Que el recurso extraordinaria fué deducido a fs. 75 
vta. por el representante del Instituto Nacional de Pre- 
visión Social en subsidio de la cuestión de nulidad que 
planteó en primer término y para el supuesto de que no 
se hiciera lugar a ella. 

Que la interposición subsidiaria del recurso extraor- 
dinario basta en el caso para determinar su improceden- 
cia, conforme a lo establecido por la jurisprudencia de 
esta Corte Suprema (Fallos: 211, 1534). 

Que, por otra parte, la interpretación del art. 53 
del decreto 29.176|44 en que se funda el recurrente cons- 
tituye una cuestión meramente procesal, puesto que se 
trataría de saber si la providencia de autos puede ser 
notificada por nota, como resultaría haberlo sido la dic- 
tada a fs. 69 por la Sala 2* de la Cámara de Apelaciones 
de la Justicia del Trabajo (Palios: 192, 104 y 237). 

Que, además, no obstante haber concedido a fs. 67 
el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 61, el 
Instituto Nacional de Previsión Social omitió compare- 
cer por medio de su representante ante el tribunal de 
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apelación, lo que importa negligencia de su parte que 
obsta a la procedencia del recurso extraordinario sobre 
la baso de la invocada violación de la defensa en juicio 

(Fallos; 192, 10*). 

En su mérito, declárase improcedente el recurso 

extraordinario concedido a fs. 77 vta. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
giii — Justo L. Alvahez 
Rodríguez — Rodolfo O, 
Valenztjbla — Tomás D. 
Casares. 



PEDRO BENVENUTO 

ABOGADO. 

Atenta lo dispuesta por el art. 2, inc. 5 de !a ley 13.031, 
no procede la inscripción en la matricula de abobados de 
la Corte Suprema anteriormente negada en virtud de o 
establecido en tas leyes 934 y K>97. a a^nrókMieaj titulo 
expedido por la Pacuítad de Derecho y Ciencias Sociales 
de la Universidad Católica de Buenos Aires. 
No obsta a dicha solución la invocación genérica de la 
Constitución Nacional vigente. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

De acuerdo con el apartado 5* artículo 2' de la ley 
13.031, es función exclusiva de las universidades oficia- 
Ies otorgar los lítulos habilitantes para ci ejercicio de 
las profesiones liberales. 

Dieba prescripción que encuadra perfectamente 
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dentro de la letra y el espíritu de la nueva Constitución 
como reglamentaria de los derechos que la misma con- 
sagra e invoca el recurrente, se opone, cu mi opinión, a 
que se acceda a su solicitud. Ksta debe, por tanto, ser 
desestimada, — Buenos Aires, abril de 1949. — Car- 
los O, Del f ino. 
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Buenos Aires, 28 de abril de 1949. 

Vistos los autos " Henvenuto, Pedro — Solicita ins* 
cripeión en la Matrícula de Abogados". 

Y considerando ; 

Que D, Pedro Benvcnuto solicita su inscripción en 
la matrícula de abogados, "para poder ejercer ante nues- 
tros tribunales'*. Expresa que ha obtenido "título de 
abogacía" expedido por la Facultad de Derecho y Cien- 
cias Sociales de la Universidad Católica de Buenos Ai- 
res, y añade que ya con anterioridad un pedido similar 
fué desechado por esta Corte, lo que entiende no ser 
óbice a su solicitud, ya que boy rige una nueva Consti- 
tución que entiende lo ampara. 

Que en la sentencia transcripta en Fallos: 154, 119, 
efectivamente esta Corte confirmó la resolución de la 
Cámara de Apelaciones en lo Civil de la Capital, que 
denegó la inscripción de D. Pedro I. Benvcnuto en la 
matrícula de abogados, fundada en lo dispuesto en las 
leyes 934 y 1597 y en la inteligencia de los preceptos 
constitucionales entonces atinentes al caso. Y es sin ale- 
gar otra circunstancia que la sanción de la nueva Cons- 
titución, y sobre la liase del error que se imputa a la 
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anterior sentencia de esta Corte» que se pide la revisión 
de ese pronunciamiento, 

Que entre tanto ha sido sancionada en 26 de sep- 
tiembre de 1947 la ley N* 13,031, cuyo art. 2, inc. 5, dis- 
pone que son funciones de las universidades : *' preparar 
para el ejercicio de las profesiones liberales, de acuerdo 
con las necesidades de la Nación, los adelantos técnicos 
mundiales y las transformaciones sociales, otorgando 
los títulos habilitantes con carácter exclusivo". 

Que ante ello la invocación genérica de la Constitu- 
ción Nacional vigente en nada apoya la solicitud del pe- 
ticionante, inconciliable con la ley citada. 

En su mérito y atento lo dictaminado por el Sr. 
Procurador General se deniega la inscripción pedida por 
D. Pedro Benvenuto, Y siendo manifiestamente incon- 
venientes los términos subrayados en azul de los memo- 
riales de fs. 1 y fs. 4, tésteselos por Prosecretaría, y 
apercíbase a su firmante. 

Felipe S. Pébez — Luis R. Lon- 
ohi — Justo L. Alvares 
Rodríguez — Rodolfo 0. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casabes. 




\ 
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F. a O. v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

JUICIO ORDINARIO. 

No puede imponerse u I.) provincia demandada 1» sus- 
pensión del juicio, solicitada por la aetora y no admitida 
por supii' Ha. sobre la sola base de la existencia de una 
resolución mfinistelrial relativa a la liquidación de los 
pleitos pendientes entre in Nación y las empresas ferro- 
viarias adquiridas por ésta, que, en todo caso, requiere 
el acuerdo de partes para la suspensión pedida. 

RESO L UCIOXES MIXISTERIA LES. 

Las resoluciones ministeriales no son obligatorias sino 
en los límites de lo dispuesto por el a tí. 8(¡ de la Constitu- 
ción Nacional, análogo a) art. K9 de la anterior Consti- 
tución. 

FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Bs. Aires, 3 de mayo de 1949, 

Vistos los ñutos: " Ferrocarril Oeste e/. Buenos 
Aires* la Provinein s/. cobro de pesos *% para decidir 
respecto fl lo pedido a fs. (i8. 

Y Considerando: 

Que la suspensión solicitada a fs. 68 y no admitida 
a fs. 71 —único punto sobre el eual se requiere decisión 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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de esta Corto—, no podría imponerse a la Provincia 
demandada sobre la sola base de la existencia de una 
resolución ministerial como la invocada a fs. 72. Las 
resoluciones ministeriales, en efecto, no son obligato- 
rias sino en los límites de lo dispuesto por el art. SO de 
la Constitución Nacional —análogo al art. 80 de la an- 
terior Constitución— y en todo caso, la que se trans- 
cribe n fs. 72 requiere el acuerdo de partes para la sus- 
pensión del juicio, que no media en la especie. 

En su mérito se decide no lincer kgar a la suspen- 
BiÓn pedida, d.-biemlo correr los autos setfui su estado. 

Felipe S. Pérez — Lurs E. Lon- 
oni — Tomás D. Casares. 



TEÜBALPO SABINO PODIN'Ü v. ORAFA S. A. 
nECVRSO DE CASACION. 



VA recurso de .-«Mi-iAn pal» ante la Corto Su prema « W 
fílente mientra* no se di-te 1" ta ir- amen tuna que 
pn-vr el ¡irt H-i <!c la fonstitm-iim Nncmnal 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Jís. Aires, 3 de mayo de 1ÍU0. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
la actora en los autos Fodhio Teobaldo Sabino o/. Gra- 
f« S. A.", para decidir sobre su procedencia. 

Y Considerando: 

One con arrr-lo a lo dispuesto por el art. 05 de la 

Constitución jfrarional esta Corte cotfoí&ra como En- 
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bunal de Casación, recurso enyo procedimiento regla- 
mentará una ley, "en la interpretación e inteligencia 
de los Códigos a que se refiere el inc. H del nrt. 68" 
y sus leyes complementarias. 

Que hasta tanto esa ley no sea dictada no existe 
no ruin uliíima que establezca respecto de qué resollé 
ciones y tribunales el recurso procede, ni la forma y 
término en que la apelación lia do ser deducirla. Es tam- 
bién claro que estas cuestiones no pueden decidirse pol- 
ín Corte Suprema, sin prescindir de la observación de 
un requisito impuesto por la misma Constitución, como 
es la sujeción a la ley reglamentaria del recurso. 

En su mérito se desestima la procedente queja. 

Felipe S. Pérez — Lns R. Lon- 
oiii — Tomás T>. Casa» es. 



y EI>EKI CO V ARO AS GALIXDTCZ 

BECURSO EXTrtAOtWlXARlO- ftequidip» comum*. Tribunal ¿c 
justh'Hi. 

Procede rl rceüíso extraordinario fundado en haberse vio- 
lado la defensa en juicio, contra ja resolución inapelable 
dé la Intendencia Municipal dt* una provincia que, sobre 
la sola base de las constancias cíe la boleta comprobatoria 
de la contravención y sin audiencia alguna del supuesto 
infnictiir. aplicó al recurrente una multa, por mal esta- 
cionamiento de su automóvil ('), 

COXSTITUrjÚX XACIOXAL: pméHtis y garantía*. PrfrHsa e« 
junio. I'rwrtHmitntú 1/ wnlniria. 

Por lo mismo (pie la faenllaq! de imponer maltas atribuida 
por algunas Inyes a entidades tiibuinish-íitivas sin recurso 



(i 5 ¡j e maja de ifrHK ¡falten U»¿ 2H. ?í*t í \9S0. 



ISO 
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a !n justicia importa el ejercicio de atribuciones analógi- 
camente judiciales, las actuaciones respectivas deben ase- 
gurar el derecho tic de tensa tle aquél ti sitien se imputa la 
infracción. Por ello, corresponde revocar la resolución mu- 
nicipal por la 411c se condena al recurrente a pafiar una 
multa por una supuesta infracción de tránsito, sin liaberto 
oído ni dad» posibilidad ¡iljxuna de invocar y probar los 
hechos conducente* a su defensa, debiendo volver los autos 
a la repartición de procedencia para <p)e se tramite el ex- 
pediente rtin arreglo a derecho. 



JOSE CESAR UH»EZ v. CIA. DE KEttCliOS NUEVA 

ZELANDIA 

JtECtfRSO KXTHAMtftlSMtiO: Requmtos formal™. Itücrposi- 
viún del raursa. Fundamento. 

Es improcedente el reuní-so extraordinario cuando en el 
escrito de ÍTite>rp€»sii-íiVii del mismo se lia omitido la perti- 
nente referencia a los liedlas de la causa y a la vinculación 
que los mismos v las cuestiones discutidas en m piel la guar- 
dan con la cuestión fcderul qtie se pretende someter a la 
deeisióii di' la Corte Suprema 

HECVRSO EXTftAORDtXAItIO; liftjumtos comunes, draramm. 

Si la resolución a peí tula 110 importa dejar al nclor sin 
¡tléees pues no le impide proseguir las nctuaciones sobre 
íiidciiini/aeión tle accidente del trabajo que anteriormente 
inició ante la respectiva Delegación Hcírituial de la Secre- 
taría de Trabajo v Previsión. pandi/julas por su |> «nía 
actitud y diva resolución fijpaj puede sor llevada en ape- 
lación anlc ¡os tribunales de justicia provinciales, es im- 
procedente el recurso extraordinario deducido por el re- 
eurreüte sobre la base de que ba mediado tlenefraciuu tic 
justicia ( 2 ). 



(i) ."i de nmv» úe llitf. Fallos: Sil, U58. 
(*) Fallir: blS, 59. 
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LA MARTOXA. S. A. 
JURISDICCION Y COMPETENCIA: Principio* afuérales. 

La circunstancia de que en la capital tic la República to- 
das las tribunales de justicia tengan carácter nacional, no 
obsta a la aplicación tic las normas lépales vigentes en 
materia de jurisdicción y competencia en tanto no se opon- 
gan n los preceptos constitucionales, como no se oponen 
las que la distribuyen por ra/.óu de la materia. 

CONSTITUCION NACIONAL; Derechos y garantí»». Defensa en 
juicio. Ley antrrior y jueee» na tárate*. 

La garantía constitucional de los jueces naturales que 
establece el art. 2Í) de la Constitución Nacional es ajena a la 
decisión de la cuestión de saber si ante to dispuesto por la 
lev 12.8H3 corresponde a los jueces federales o a los admi- 
nistrativos de la Capital conocer en las causas sobre in- 
fracciones a la ley 12.591, pues no se opone a que sea uno 
ti otro de los jueces permanentes el que intervenga en la 
causa, con arreglo a la competencia que establezcan las 
ley ps procesales. También es ajena al caso la cuestión re- 
ferente a la ley penal aplicable pues sólo se trata de resol- 
ver, por ahora* cual es el tribunal competente para conoeer 
de ia infracción imputada al procesado. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal Delitos 
en particular. Varias, 

Conforme a lo dispuesto por el art. 22 de la ley 12.833 y lo 
resuelto por la jurisprudencia de la Corte Suprema, co- 
rresiwnde a los tribunales de policía administrativa de 
la Capital Federal conocer de los sumarios en trámite ante 
la Secretaría de Industria y Comercio con motivo de las 
hif meciónos a la ley 12.501 y 12.830. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Prin- 
cipios tjenerah's. 

El art. 100 de la Constitución anterior —reformado por el 
art. Df> de la actual— no obsta a la exclusión de la com- 
petencia federal en casos determinados justificados por la 
índole de los asuntos. 
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Dictamen del Proccjiauob General 

Suprema Corte: 

Sostiene el recurrente que la decisión apelada de 
fs. IT) importa, por una parto, violación de la garantía 
de los jaeces naturales y, por otra, desconocimiento del 
principio constitucional conforme al cual corresponde 
a la justicia nacional entender de las causas que versan 
sobre i mulos regidos por leyes federales. 

Alega, en efecto, que el hecho imputado fué come- 
tido ha jo la vigencia de la ley 12.591 (el '20 de marzo 
de líUtí) y que, por lo tanto, el juzgamiento de la in- 
fracción compete a la jurisdicción federal y no a los tri- 
hunuk's administrativos de la Capital creados por la 
ley 12.83:? eme actualmente intervienen en el proceso. 

Por lo que hace a la primera de las violaciones ale- 
gadas, observo que la garantía invocada carece de re- 
lación directa e inmediata con la cuestión promovida. 
Resolviendo un caso análogo V. E. tuvo oportunidad 
de recordar que el art. 18 de la Constitución Nacional 
es ajeno a la decisión de esa cuestión pues, conformo a 
la reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema, el oh- 
jt to de aquél ha sido proscribir las leyes ex post fado 
y los juicios por jueces o comisiones accidentales o de 
circunstancias, especialmente designados para el caso, 
mas no se opone a que sea uno en vez de otro de los 
jueces |>ermaiieutes el que intervenga en la causa, con 
arreglo a la competencia que establezcan las leyes pro- 
CesalesJ' (208: 30). 

VA segundo de los agravios expuestos no subsiste 
en ta actualidad frente a lo establecido en los arts. í)4 
íii fíate y !>3 de la Constitución Nacional vigente. Por 
virtud de tales disposiciones, en la Capital de ta Kepti- 



DE JUSTICIA &B LA NACIÓN 



453 ■ 



blica todos los tribunales tienen el mismo carácter na- 
cional (art. 94) y son do jurisdicción federal las causas 
que se sustancien en la misma (art 95). De donde re- 
sulta que el recurrente goza en la actualidad del fuero 

que reclamaba. 

Por tanto, soy de opinión que debe declararse la 
improcedencia del recurso extraordinario deducido a 
f Si is, — Bs. /''-es, marzo 26 de 1949. — Carlos G. 
Del fino. 

, FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 5 de mayo de 1949. 

Vistos los autos "La Martona S. A. — Incidente de 
incompetencia", en los que se ha concedido a fs, 20 vta. 
el recurso extraordinario» 

Considerando: 

Que de acuerdo con lo resuelto en el día de la fecha 
en la causa "Amlerson Enrique N,, Montgomcry Re- 
herí o, Ardigo Dante A. t infracción a la ley 1.906" C), la 
circunstancia de que en la capital de la República todos 
ios tribunales de Justicia tengan carácter nacional en 
virtud de lo dispuesto por el art. 94 m fine de la Cons- 
titución Nacional, no obsta a la aplicación de las nor- 
mas legales vigentes en materia de jurisdicción y com- 
petencia en tanto no se opongan a los preceptos consti- 
tucionales, como no se oponen las que la distribuyen 
por razón de la materia. 

Que, como afirma el Sr. Procurador General de 
acuerdo con la reiterada jurisprudencia de esta Corte 
Suprema (Fallos: 208, 30; 210, 826 y los allí citados) 
la garantía constitucional de los jueces naturales que 
establece el art. 29 de la Constitución Nacional es ajena 

(l) Ver i>¡tg. 461 de este tomo. 
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ii la decisión de la cuestión tic competencia planteada, 
pues no so opone a que sea uno u otro de los jueces 
permanentes el que intervenga en la causa, con arreglo 
a la competencia que establezcan las leyes procesales. 

Que también es ajena al caso la cuestión referente 
a )a ley penal aplicable pues sólo se trata de resolver, 
por a lio ra, cual es el tribunal competente para conocer 
de ta infracción imputada al procesado (Fallos: 211, 
725). 

Que de acuerdo con lo dispuesto por el art. 22 de 
la ley 12.833 y lo resuelto por la jurisprudencia de esta 
Corte Suprema (Fallos: 208, 30; 209, (125) corresponde 
a los tribunales de policía administrativa de la Capital 
conocer de los sumarios en trámite ante la Secretaría 
de Industria y Comercio con motivo de las infracciones 
a la ley 12.591 y 12.830, estado en que se bnllaban las 
actuaciones cuando fueron remitidas al Sr. Juez Ad- 
ministrativo que interviene en el proceso (fs. 6 y 7 del 
expediente principal). 

Que para desestimar la objeción fundada en el art. 
100 de la Constitución anterior — reformado por el art. 
95 de la actual — basta tener presente que diclin norma 
no obsta a la exclusión de la competencia federal en 
casos determinados justificados por la índole de los 
asuntos, como lo lia reconocido la jurisprudencia de 
esta Corte Suprema en reiterados pronunciamientos 
(Fallos: 36, 394; 99, Í18;i; 190, 469; 210, 404 y 830). 

Por tanto, confírmase la sentencia apelada en lo 
que ha podido ser materia del recurso extraordinario. 

Feupe S. Pérez — Luis R. Lon- 
gui — Rodolfo G. Valbn- 
zuela — Tomás D. Casares. 
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TELEFONOS DEL ESTADO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: ( ucsiifuica de romprteuria. 
intervención fie la Corte Suprema. 

Si bien es cierto que lu Cámara tío Apelaciones en lo 
Criminal y Correccional, eomo los demás tribunales de 
justicia dé la Capital Federal, tienen carácter nacional, 
corresponde a la Corte Suprema decidir la contienda de 
competencia suscitada entre un juez federal y otro de 
instrucción en lu criminal de la Capital. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA ; Competencia federal Causas 
penales. Delitos en perjuicio ite Ion bienes ¡i rentan de ta Nación y 
de sm reparticiones autárqtdces. 

No corresponde a la justicia federal sino a la ordinaria, 
intervenir en los sumarios instruidos en los casos en que 
la Empresa de Teléfonos del Estado haya resultado per- 
judicada en forma incidental, eomo consecuencia de un 
hecho delictuoso. 



Sentencia del .Juez Federal 

lis. Aires, 11 de febrero de I0É9. 

Autos y vistos: 

Para resolver sobre la competencia del Juzgado en el pre- 
sente sumario caratulado: "Ntim. 1216/48 —Teléfonos del 
Estado— daño en su perjuicio"; y 

Considerando : 

Que si bien es cierto ijue la Justicia Federal es competente 
para entender en todos los heebos delictuosos en que la Empre- 
sa Teléfonos del Estado sea la damnificada directamente por 
el delito, ello no importa que la competencia se extienda a los 
hechos en que la misma resulte perjudicada en forma inci- 
dental. 

Que en el presente caso no surge indicio alguno que auto- 
rice a presumir que se ha dañado iutencionalmentc los cables 
telefónicos pertenecientes a dicha empresa, ni que se haya in- 
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tentado interrumpir las eomunkaeiones telefónicas mediante el 
deterioro de las líneas. ■ anf 

INvr ello, lo dispuesto en el nrt. 25, ine. 1* del Lod. de 
Procedimientos en materia penal y oído el Sr. P*p& * iseal a 
fs Ü vtn.. 

Resuelvo : Declarar la incompetencia de este Juzgado para 
entender en esta causa, la que se devolverá al Sr. -luez de Ins- 
trucrión en lo Criminal. Dr. Luis A. Bianehi, invitándole pu- 
ra que «'ti cuso de ¡asistir en su resnliurión de fs. líí, de por 
trabada lu cuestión de competencia y eleve los autos ^ a la 
Corte Suprema de Justicia de la Noción para que la dirima 
en definitiva. - Oscar D. Pítima Ifdtrún. 



PlCTAMEW DEL PltOCURAIlOH G EXERAL 



Suprema Cor tu: 

ESI presente caso pruard* mareada analogía cotí el 
qfcé motivó mi dictamen feel \ tí del corriente, in re: 
"Andorsoü Enrique N. y olrua ¡»/. infracción ley Í&9Ü6" 
(ExrJ, O; 7<iü, L. X) t actualmente a resolución de V. E. 

Por los fundamentos del aludido dictamen — que 
doy jifn- reproducidos— , opino que corresponde remi- 
1ir estos obrados a la Cámara do Apelaciones en lo Cri- 
minal y Citm-ccional en su -alidad de superior del Juca 
que previno en la causa, a loa efectos correspondientes. 
— Hs. Aires, ulnil í) de 194!». — Carlos O. Meífmo. 

VALIA) UV. ¿4 COliTK sri'líEMA 

lis. Ai ros, 5 de mayo de 194Í>. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que de acuerdo con lo resuelto en el día de la fe- 
cha en la causa que so citn en el precedente dictamen 
del Sr. Procurador General (')< incumlíc a esta Corte Su- 

(i) Vt>r pág- 461 de wte tomo. 
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prenia decidir la presente contienda de competencia 
con arreglo a la legislación vigente. 

Que la resolución dictuda a fs. 15 por ei Sr. Juez 
Federal de la Capital se ajusta a la jurisprudencia de 
m& forte Suprema, con arreglo a la cual la competen- 
cia de aquél no se extiende a los casos en que la Em- 
presa de Teléfonos del Estado haya resultado perju- 
dicada en forma incidental como consecuencia de un 
hedin delictuoso (Fallos: 210, 1042). 

Por tanto so declara que el Sr. Juez de Instrucción 
en lo Criminal a cargo del Juzgado n* 3 de la Capital 
es el competente para conocer en la presente causa "Te- 
léfonos del Estado, Infrac. arts. IMS y 197 del Código 
Penal". En consecuencia, remítansele los autos y há- 
gase saber al Sr. Juez Federal en la forma de estilo. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
giii — "Rodolfo G. Valen- 
zuela — Tomás D. Casares. 



1IUSNE JANNUN 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cttc*tiottc* de competencia. 

Intcrrt miim de ta Corte Suprema. 

Aunque todos los tribunales de jnaticia de la Capital Fe- 
deral tienen actualmente carácter nacional, incumbe a la 
Corte Suprema decidir la contienda de competencia sus- 
eitmla entre mi juez federal en lo criminal y correccional 
y otro de iiwtrueción en lo criminal de la Capital. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: CoMprtcneitt federal. Camai 
ptmlrs. Delitos qw obstruye» el tiormnl funeionamiettlo de las ms 
1 1 1 litio n es nació aa te». 

Corresponde a la justicia federal conocer en una causa 
sobre cohecho imputado a un comerciante de la Capital 
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con respecto a un auxiliar principnl del Ministerio de 
Obras Publicas que prestaba accidenta! mente servicios en 
la Dirección de Abastecimientos de la Policía Federal. 



Sentencia de la Cámara Ceíisiínal y Correccional 

Bs. Aires, aposto 3 de. 1948. 

Y vistos: Considerando: 

Que el delito dé culiecho que se imputa a Husne Jannun 
según resulta de lo actuado en el principal agregado por cuer- 
da, se había tenido como sujeto pasivo al auxiliar principal 
del Ministcri» de Obras Públicas de la Nación. Manuel Be- 
linky, adseripto a la Dirección de Abastecimientos de la Po- 
licía Federa!. 

Que por consiguiente, es indudable, que la conducta re- 
ferida tendía a corromper el buen servicio de un empleado de 
la Nación por cuya virtud, el conoeimieiHo del delito de co- 
hecho, investigado, corresponde a la Justicia Federa! con arre- 
jilo a lo preceptuado por el ihe, 3'. art. 23 del Cód. de Proe. 
en lo Criminal, y el art. 3* inc 3 V de la ley 48. 

Que mi es óbice para la recta aplicación en la especie de 
las disposiciones antecedentes, la circunstancia de carácter me- 
ramente accidental de que el auxiliar principal Belinky al 
ser cohechado estuviera accidentalmente prestando servicio en 
una repartición pública de carácter local, ya que esa presta- 
ción subsidiaria de funciones no sólo no le hace perder su con- 
dición de empleado nacional si m» que se le ha designado para 
desempeñarlas precisamente para revestir esa calidad. Dicho 
rasgo, se trata sin duda, de un empleado nacional al servicio 
de la Nación. 

Por ello, oído el Sr. Fiscal y conforme a lo decidido m re 
"Kaníorowiíí F. P., 31 ilc aguato' de 1945. Sala 3*. se declara la 
incompetencia de la justicia ordinaria del crimen para seguir 
entendiendo en este proceso, y en su mérito se revoca el auto 
apelado de IV. 3. debiendo pasar los autos al Sr. Juez Federal 

en lo Criminal. Dr. Palma Beltrán a sus efectos Ernesto 

Vrt. — florado Vera Ocampo, — Alberto Sptrom. — Fer- 
nando Otero. 
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Dictamen del Pkocuradoh General 




" Anclcraon Enrique X. y otros »/. infracción ley 12.906" 
(Exp. C. 765, L. X), actualmente n resolución tío V. E. 

Por fon fundamentos del aludido dictamen —que 
doy por reproducidos — ■ opino que corresponde remitir 
estos obrados a la Cámara de Apelaciones en lo Crimi- 
nal y Correccional en su calidad de superior del Juez 
que previno en la causa, a los efectos correspondientes. 
— Hs. Aires, abril í) de 1ÍU9. — Carlos O. IWfhm. 



Autos y vistos: Considerando: 

t 

Que ile acuerdo con lo resuelto en el día de la fecha 
011 la causa que se cita en el precedente dictamen del 
Rr. Procurador General incumbe a esta Corte Su- 
prema decidir la presente contienda de competencia con 
arreglo a la legislación vigente. 

Que hi circunstancia de hallarse prestando acciden- 
talmente servicios en la Dirección de Abastecimientos 
de la Policía Federal no modifica el carácter de em- 
pleado de la Nación correspondiente a D. Manuel He- 
lia ky por ser auxiliar principal del Ministerio de Obras 
Públicas. 

Que por ello y lo expuesto en la resolución dictada 
a l's. 13 del incidente sobro competencia por la Cámara 

(t) Wr | *ik. (til de vslt> lomo. 
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Bs. Airea, ó de mayo de líHÍ). 
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do A poluciones on lo Criminal y Correccional de la Ca- 
pital, y de acuerdo con lo resuelto por esta Corte Su- 
prema OH Fallos: -10, 830, corresponde, como lo reco- 
noció el Sr. Procurador Fiscal de la Cámara Federal 
a fs. T.'í de lo* autos principales, declarar la competen- 
cia del Sr, Juez de Sección. En consecuencia se resuelve 
que el conocimiento de la presente causa correspondo 
al Sr. Juez Federal en lo Criminal y Correccional de la 
Capital, Dr. Palma Beltrán, a quien se remitirán los 
uutos haciéndose saber a la Cámara de Apelaciones en 
lo Criminal y Correccional de la Capital en la forma 
de estilo. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
oui — RnnoLFo O. Valen- 
zuela — Tomás D. Casares. 



RANDOLFO LOPEZ líARllOSA v. SELECCION CONTA- 
BLE. S. A. EDITORIAL Y DE ENSEÑANZA 

JCfíISDIt ( JOS Y COMI'ETKXCIA: Cuestiones de eampetcneia. 
Intervent üm ,tr ta Corle Suprema. 

La círcimstoneia de qw en la Capital de la República 
todos las tribunales de juaticia tengan carácter nacional, 
no obsta a rpu* una contienda de competencia trabada en- 
tre un juex federal de una provincia y un juez de paz 
letrado de la Capital Federal, sea resuelta por la Corte 
Suprema, df conformidad Són lo establecido por el art. 9», 
i ni*, b) de la ley 4.Üá:» (' K 

J&m0lCGWy Y t'OMPETEXCiA: Competencia territorial. Ele- 
mentos foter minante*, lugar del eiimplitnh'Hto de ta obligación. 

A falta de prueba de la tpje resulte haberse pactado ex- 
presamente acerca de los tribunales competentes para de- 
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cid ir las cuestiones judiciales emergentes de la relación 
jurídica existente entre las partes, debe concluirse que 
¿sí as aceptaron implícitamente la de los jueces del lugar 
en que el actor debía cumplir sus tareas como represen- 
tante lie la demandada 



ENRIQUE N. ANDERSON Y OTROS 
CO.SSTlTlJCtOX XAVIOXAL: Principios yenerafes. 

La Constitución Nacional vigente no impone necesariamen- 
te la caducidad tic las disposiciones legales existentes en 
tanto no se opongan a las normas que aquélla establece, 

JUMSDICCIO-V Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. 
Intervención de ta Corte Suprema. 

Si bien es cierto que la Cámara de Apelaciones en lo Cri- 
minal v Correccional, como los demás tribunales de jus- 
ticia de la Capital Federal, tienen carácter nacional, co- 
rresponde a la Corte Suprema decidir, de acuerdo con lo 
dispuesto en el art. 9°, inc. b), de la ley 4055, ta contienda 
do competencia negativa trabada entre la Cámara de Ape- 
laciones antes mencionada y un juez federal en lo crimi- 
nal y correccional de la Capital. 

La decisión por la Corte Suprema de las contiendas de 
competencia entre los tribunales nacionales a que se re- 
fiere el art. 9» (inc. b), de la ley 4055 no es, en modo 
alguno, incompatible con lo dispuesto por los arts, 89 y 
siguientes de la Constitución Nacional y. por el contrario, 
concuerda con la facultad de superintendencia que le atri- 
buye el art. 94. . 
Tampoco son incongruentes con la Constitución las nor- 
mas lépales que distribuyen la competencia entre los tri- 
bunales de la Capital por rozón de la materia. 

JCRISDJCCIO.X Y COMPETENCIA: Competencia federal Cansa* 
pénale*. V ¡atavian de nvrma* fcdrridc*. 

Compete a la justicia federal entender en el proceso en el 
cual se imputa a los acusados ta comisión de los delitos 
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previstos por las arta. 1» 2*, ines. a), k) y 1) de la ley 
12.!KM¡ sobre represión de trusts, fundada en hechos que, 
prima facie, pueden hallarse comprendidos en las dispo- 
siciones legales de ret e rene ia tendientes, según el quere- 
llante, a suprimir la libre competencia en los transportes 
destinados al tráfico mercantil entre la Capital Federal 
y la c i miad de Chtvilcoy — Prov. de lis. Aire** — que afec- 
tarían el comercio bíter jurisdiccional a que se refiere el 
art. 18 de ta ley antes mencionada. 

JURISDICCION Y COMPKTESCIA : Competencia federal Pqt Ja 
mitcriu. í',mímí.s- i'jrvlutdas de la competencia federal. 

La última parte del art. 18 «le la ley 12.906 —sobre 
represión de los monopolios — en cuanto declara la com- 
peleiifia de los jueces del crimen de! fuero ordinario, 
sólo se re riere a los delitos cometidos cu el territorio de 
la Capital Federal sin afectar ni comercio ¡ntcrjnrwdic- 
eional y no excluye la competencia de los jueces federales 
de dicha ciudad respecto de los delitos (¡ne afecten a ese 
comercio. 

Sentencia de la Cámara Criminal v Correccional 

Bs. Aires, julio 16 de 1948. 

Y vistos; Considerando: 

Que prima farir los hechos investigados a raíz de la de- 
nuncia dé fs, 1 de la «ansa principal pueden tener subordina- 
i ilición a la f i pura de delito de monopolio ilícito prevista por 
los arts. 1" y 2* i ti es, a), k), y l) de la ley 12.fl0f¡ aplicable 
en la especie en razón de que bis maniobras monopolistas se 
habrían cometido con posterioridad a la sanción, promulgación 
y publicación de dicha ley — 30 de diciembre de líMli y 22 de 
febrero de IÍM7 — basta el día 7 de marzo del mismo año, se- 
gún en forma expresa lo imputa la querella. 

Que dichas maniobras tendientes a suprimir la libre com- 
petencia en los transportes destinados al tráfico mercantil en- 
tre la Capital Federal y la ciudad de Chivileoy de la Prov. 
de liuenos Aires y viceversa, afectan sin iluda alguna intere- 
ses económicos vinculadas directamente al comercio i ni er ju- 
risdiccional, es decir, que se trata de un delito de monopolio 
ilícito Federal, conforme al texto expreso del art. 18 de la cita- 
da ley 12.9W¡ que atribuye jurisdicción a dicho fuero "cuan- 
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do los hechos denunciados afecten o puedan afectar el comercio 
uiterjurisdieeional, siendo competente para entender en los 
mismos el Juez de Sección en cuyo distrito se haya cometido 
el hecho o se encuentre instalado el principal domicilio o asien- 
to de los negocios, etc.". Coinciden ton el criterio antedicho, 
tanto la interpretación pramatical directa como la ideológica 
de la ley, sobreentendiéndose, cpic la disposición especial que 
el segundo apartado del aludido art. 18 contiene para la jus- 
ticia ordinaria del crimen del distrito de la Capital Federal, 
se refiere, naturalmente, m51o a los delitos de monopolio ilícito 
cometidos dentro del límite territorial de la misma, que no 
tienen claro está, por la circunstancia enunciada, trascendencia 
ínter-jurisdiccional. 

Eu su mérito y atento al carácter improrrogable de la ju- 
risdicción cu materia criminal, art. lí> del Cód. de Proc. Cri- 
mínales, oído el Sr Fiscal, se declara la incompetencia de la 
justicia ordinaria del crimen para continuar entendiendo en 
este sumario que deberá ser remitido al Sr. Juez Federal en lo 
Criminal, Dr. Palma Beltrán y en su consecuencia declárase 
nulo el auto de prisión preventiva recurrido que su testimo- 
nio obra a fs. 1. — Ernesto Ure. — Horacio Vera O campo. 
— Albulo Sperom. 



Dictamen del Procurador General 
Su piorna Corte: 

La pn?sontc contienda negativa do eonipetoinoia, 
suscitada entro la Cámara ele Apelaciones en lo Crimi- 
nal y Correccional y uno do los Juzgados do Sección en 
la misma materia de esta Capital, se trabó durante la 
vigencia ele la antigua Constitución Nacional y por ello 
ha (legado a conocimiento do V. E.: "la Suprema Corte 
— dioo el art. !)<\ hio. h), de la ley 4055— dirima las 
cuestiones do competencia qno se susciten... entre un 
.Juez do Sección y un Juez o Tribunal Superior local 
<fe la ( ''afufar. . . " 

En la actualidad, sin embargo, esa situación lia va- 
riado fíaoslo que, a tonor dé lo dispuesto en el art. 9 9 
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¿m fine de la nueva Constitución, la Cámara de Apela- 
-ñones en lo Criminal y Correccional lia dejado de ser 
uu tribunal local para cobrar el carácter de nacional o 
federal. De modo que el conflicto aparece, ahora, plan- 
teado entre un Juez de Sección y una Cámara Federal; 
pero, esta hipótesis no está comprendida en ninguna de 
las que corresponde solucionar a la Corte Suprema con 
arreglo a lo dispuesto en el art. 9* do la ley 4055. 

Ahora bien, "en ausencia de un conflicto de compe- 
tencia entre dos Cámarus Federales de Apelación —lia 
dicho V. E. en caso análoffo-, ella se reduce a una cues- 
tión entre Jueces de Sección, que de acuerdo con lo 
dispuesto en el art, 19 de la ley 4055 y lo resuelto por 
este Tribunal en otras oportunidades (Fallos Corte 
Suprema, tomo 111, 284), debe ser dirimida por 
la Cámara de la jurisdicción del Jaez que primero hu- 
biera conocido en la causa* * (166 : 346). 

Tal debe ser, a mi juicio, la polución del caso de autos 
remitir estos obrados, a la Cámara de Apelaciones en 
lo Criminal y Correccional en su calidad de superior 
del Juez que previno en la investigación de la denuncia 
lie fs. 1, a los efectos correspondientes. — Bs. Aires, 
jibril 6 de 1949. — Carlos G, Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 5 de mayo de 1940. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y 
Correccional, como los demás tribunnles de justicia de 
la Capital Federal, tienen actualmente carácter nacio- 
nal, por resultar así de lo dispuesto en el art. 94 in fino 
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de la Constitución Nacional en forma que hasta por sí 
«ola para hacerlo efectivo. 

Que, ello no obstante, do acuerdo con el criterio 
adoptado por esta Corte Suprema en la acordada del 
31 tic marzo ppdo., las normas constitucionales vigentes 
no imponen necesariamente la caducidad de las dispo- 
siciones Legales existentes on tanto no se opongan a lo 
que establecen las primeras. 

Que la decisión por la Corte Suprema de las con- 
tiendas de competencia entre los tribunales nacionales 
a que se refiere el art. !>, ine. b), de la ley 4055 no cs t 
en modo alguno, incompatible con lo dispuesto por los 
arts. 89 y sigtes. de la Constitución Nacional y, por el 
contrario, concuerda con la facultad de superintenden- 
cia que le atribuye el art, ÍU. Tampoco son incongruen- 
tes con la Constitución las normas legales que distri- 
buyen la competencia entro los tribunales de la Capital 
por razón de la materia, como ocurre en el presente 
caso. 

Que, por otra parte, la solución aconsejada en el 
dictamen del Sr. Procurador General importaría, por 
una parte, apartarse del criterio establecido en la acor- 
dada de referencia —por aplicación del cual se decidió 
que los tribunales de la Capitnl continuarían ejerciendo 
la superintendencia directa hasta tanto sea reformada 
la legislación vigente, sin perjuicio de la facultad que 
el art. í>4 de la Constitución Nacional acuerda a esta 
Corte Suprema — y, por otra parte, restringir la dispo- 
sición de! art. í», ine. b, eliminnndo uno de los supuestos 
que previ' 1 , y extender la del art, líí de la ley 4055 a casos 
que exceden claramente los límites establecidos por 
esta ultima, con el inconveniente de aumentar más aun 
la dispersión de criterios que ya resulta de ella. 

Que, por consiguiente, incumbe a esta Corte Su- 
prema decidir, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 
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l», i tu-, h), el.- la ley 4055, la contienda de competencia 
negativa t ral nula entre la Cámara de Apelaciones en lo 
Criminal y Correccional de la Capital y el Sr. Juez Fe- 
deral de la misma Dr. Palma Beltrán. 

Que Ja querella de fs. l t ampliada a fs. 6, imputa 
a los acusados la comisión de los delitos previstos por 
los arts. 1, 'J iues. a >, k) y I) de la ley 12.900, fundada en 
hechos que, ctíMo dice la Cámara do Apelaciones en la 
sentencia de fs. 139, prima faciv pueden hallarse com- 
prendidos en las disposiciones legales do referencia, y, 
por tratarse de maniobras tendientes, según el quere,- 
¡Innto, a suprimir 1» libre competencia en los transpor- 
tes destinados al tráfico mercantil entre la Capital Fe- 
deral y la ciudad de Chivileoy —Provincia de Buenos 
Aires— afectarían el comercio intei jurisdiccional a que 
se refiere el nrt. 18 de la ley 12.D0G. 

(¿ue se un el texto preceden! emente citado, "los 
.jueces federales conocerán en todas las causas por vio- 
lación a la presente ley, cuando los lieclios denunciados 
afecten o puedan afectar el comercio interjurisdieeional, 
siendo competentes para entender en las mismas el juez 
tle sección en cuyo distrito se haya cometido el hecho, 
o se encuentre instalado el principal domicilio o asiento 
de los negocios o el domicilio real de cualquiera de las 
personas imputadas. Cuando el hecho corresponda a la 
jurisdicción de la Capital Federal, serán competentes 
ios Jueces del crimen del fuero ordinario' \ 

Qué la última parle del artículo transcripto sólo 
se refiere a los delitos cometidos en el territorio de la 
Capital Federal sin afectar el comercio intor jurisdiccio- 
nal. Así resulta de sus propios términos y de la finali- 
dad del nrt. 1S, claramente expresada en la primera 
parte de este en forma concordante con lo dispuesto 
por los arts. 12 y 13 de la ley. Por lo demás, el examen 
de los antecedentes de su sanción, demuestra que dicho 
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apartado quedó a.sí redactado como consecuencia de tas 
modificaciones introducidas en el proyecto origina ñá- 
menle aprobado por el II. Senado, sin otro objeto que el 
de excluir la intervención — dispuesta en este último — 
de los tribunales creados para la aplicación de la ley 
do abastecimiento, sin que en momento alguno baya 
sido sustentada la idea de excluir la competencia de ta 
justicia federal de la Capital sino todo lo contrario 
(Di sirio tle Sesiones del II. Senado, año 1940, 1. 1, págs. 
m y .-{15; t. III, pites. 579 y sigtes; ídem de la II. Cá- 
mara de Diputados, año lfl46\ t. V, págs, 449 y sigtcs., 
488, 511 y 524), 

Por estos funda ti icntos y los de la sentencia de la 
Cámara de Apelaciones en lo Criminal de fs. 139, se 
declara que el conocimiento de la presente causa segui- 
da contra Enrique N. Anderson, Roberto Montgomery 
y Dante A. A religo por infracción a la ley 12.906, co- 
rresponde al Si\ Juez Federal en lo Criminal y Corree- 
cional de la Capital Dr. Oscar D. Palma Beltnín, a quien 
se remitirán los autos, haciéndose saber a la Cámara 
de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Ca- 
pital en ía forma de estilo. 

Fixipe S. Péhkz — Litis R, Lok- 

011 1 — RnDP'.FO G. Valen- 
zvkl\ — Tomás D. Casahes. 



PltOVIXnA I)R ItrKXOS Al «ES y. CIA, UXION 
TELEFONICA 

JtEfritSO F.XTItAOfíMS.iRlO; RrqxmUos Sntinuia de- 

finitiru. lirmludnitrs mitrriftrru a la sentencia definitiva. Juicio* da 
apremio >f rji CUÍÍVQ8, 

Aunque íl los efectos di» la procedencia del recurso extra- 
ordinario tsñv&te d<* eficacia el monto de! litigio, corre*- 
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nonde admitir el que 0» la ejecución sobre cobro de im- 
puestos provincial™ ubicados con raotiv*. de sus activi- 
dades, lia interpuesto una empresa de servicios* públicos 
naeioiiales fundada en la inexistencia e inconstitucional! - 
dad del gravamen, en su cobro con una retroactmdad de 
diez anos, y en la paíi elevación de su monto —entre 12 y 
17 niHlptifei dé pesos—, ante el ries-ro patente de que la 
ejecución cause una perturbación del servicio público que 
constituiría un agravio irreparable. 

TELEFONOS. 

Los servicios telefónicos que ponen en comunicación una 
provincia con la rápita! Federal, otras provincias y paí- 
ses extranjeros, cstmi puestos por ta Constitución Nacional 
vi.-enle —\n mismo ( pie la anterior— bajo la jurisdicción 
del (¡obierno Nacional, como uno de los medios de 'cons- 
tituir la unión nacional". Si bien esa jurisdicción es com- 
patible con el ejercicio del poder de policía y de la 
potestad fiscal por parte de las provincias y de sus mu- 
' meipalidades. cuando respecto a esto ultimo la concesión 
naeional respectiva no contiene exención acordada en 
virtud de lo dispuesto en el art, 87 inc. 16 de ^ Consti- 
tución reformada concordante con el art. 8& me. Ib de m 
actual, uno v otro ejercicio no deben condicionar de tai 
modo la prestación del servicio que pueden obstruirlo o 
perturbarlo, directa o indirectamente. La determinación 
¡le esos modos no puede hacerse por vía de una enuncia- 
ción general sino en rada vaso concreto y dependerá de 
la forma y alcance eon que se hayan ejercido las P«««»- 
des aludidas de las características particulares del medio 
de comunieación y de la clase de incidencia que tengan el 
acto de policía o el tributo en cuestión. 

CONSTITUCION NACIONAL: Camiitucionalvltid e inconstitucio- 
naíidmt. Impuc/ttoí y contribncionrs provinciales. Varios. 

El impuesto establecido por el art. 4' de la ley 3211 de la 
Prov de Buenos Aires que recae de un modo directo sobre 
el servicio telefónico en cuanto tal impuesto que grava 
eon una cantidad mensual cada uno de los aparatos insta- 
Indos en dicho Estado, mediante los cuales el servicio se 
nresta, comporta una ingerencia en el ejercicio de la con- 
cesión y pnr ende en la prestación de aquél, patentemen- 
te capaz de destruirla o perturbarla y es violatorio de 
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los arts. 10, 11, 12, 67, incs. 12 y 13 y 108 tto la Constitución 
Nacional refurmada concordantes, en lo que se refiero al 
pleito, con los arts. 10, 11, 12, 68, mes. 12 y 13 y 101 de 
la Consttt lición Nacional vigente. La inconstitucional ¡dad 
no depende del moni o del tributo de referencia. 



¡SKNTENriA I>KL JuEK EX l/í ClVH. Y COMERCIAL 



Y vistos. estos autos para resolver sobre Ja admisibilidad 
de lA* excepciones opuestas a fs. 124 (art. 503 del Cód. de 
Procedimientos). 



Y considerando: 

Que el ejecutado opone Ja excepción de falsedad e inha- 
bilidad de título por tas formas extrínsecas e intrínsecas de) 
documento o título ejecutivo que sirve de base a la acción, 
y la fundamenta en la inconstitueionalidad de la ley 5005 por 
establecer un impuesto con efecto retroactivo a diez años atrás, 
o inconstítucionalidad por confiseatoriedad del impuesto en el 
supuesto de estar en vigor Ja ley 3211 (véase puntos, b, c, d, e, 
y f del Capítulo I del escrito de fs. 12). 

Acerca de tal impugnación sobre i nconstitucionalida'!. ta 
Suprema Corte de Buenos Aires tiene resuelto ta improceden- 
cia, declarando que dentro del juíeio de apremio no correspon- 
de tratar cuestiones de inconstítucionalidad del impuesto o 
gravamen por ser extrañas a los trámites sumarísimos de un 
juicio de apremio (Acuerdos y Sentencias, Serie 18, t 8, 
pág. 431). 

En mérito a el Jo, y consecuente el infrascripto con lo 
resuelto en casos análogos, en razón de que la ley 4876, no 
admite las defensas que afecten a la causa fuente de la obli- 
gación, se declara inadmisible dicha excepción, por ser cues- 
tiones en absoluto ajenas a la excepción de "falsedad del títu- 
lo por sus formas extrínsecas'* (art. 8', inc. c, de la ley 4876) 
a que alude el ejecutado, y que pueden ser útilmente debati- 
das en el juicio ordinario. 

En lo que respecta a la inconstítucionalidad de la misma 
ley de apremio 4876, en virtud de la cual se promueve esta 
acción en mérito a que la citada ley de apremio viola el art, 18 
de la Constitución Nacional, ya es cuestión definitivamente re- 
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suelta por (a Corte Suprema de la Nación, en el sentido que las 
Legislaturas locales pueden dictar leyes destinadas a conseguir 
una rápida percepción de los impuestos, ahorrándose el pro- 
cotí ¡miento judicial respectivo, limiUndo las excepciones que 
el uní) tribuyen te pueda oponer en el juicio de «premio, sin 
por ello violar la garantía de la defensa cu juicio siempre que 
el litigante haya sido oído y baya podido defenderse (véase 
también Acuerdos y Sentencias Serie 15 t. 3, p. 425). Por 
consiguiente tal impugnación de iueonstitueioiialidad debe des- 
entumirse y así se resuelve. 

LJue ful ta por último considerar lo relativo a lu excepción 
de falsedad de título, fu ndinla en que la ley 3211 en que se 
funda la ejecución es una ley que nunca estuvo en vigencia 
porque no fué publicada, y porque aunque se considere que 
tuvo publicidad habría caducado por su carácter anual. 

Tampoco tal defensa, a juicio del infrascripto, cae dentro 
del estrecho mareo de lu excepción de falsedad de título por 
sus Cormas extrínsecas (urt. 8, i.ic. e, de ta ley 4876). 

En efecto, si en el juicio de apremio uo caben las denun- 
cias o articulaciones de inconstitucional ¡dad de las* leyes que 
crean un gravamen por ser extrañas a los trámites siimnrios 
del juicio de apremio, con menos razón puede, articularse una 
defensa fundada en la supuesta falta de publicidad de la ley 
impositiva. Es cierto, que la Excma. Cámara 1» en lo Civil 
y Comercia! de La Plata, lia declarado que la defensa de falta 
¡le pub licué ion de la ley impositiva, encuadra dentro de la ex- 
cepción de falsedad admitida en el juicio de apremio, porque 
hj publicación es un requisito esencial para que la ley sea obli- 
gatoria (véase causa Fisco de la Provincia o./ Unión Telefó- 
nica del líío de la Plata i$. A. s./ cobro de pesos D. J. A. 
n* 2512). 

Pero si bien es verdad que fn Jaita de publicación de una 
ley es un requisito esencial paca su obligatoriedad, también 
jo es su eanxtiturittnnlhfnd, desde que por imperio de lo dis- 
puesto en el «rt. 21 del Código de Procedimientos, las prime- 
ras leyes que deben aplicar los jueces son I» Constitución Na- 
cional y la Provincial, sin embargo, y no obstante ello, dicho 
requisito f miffnttn nial y rsnicifit para la vida de una ley no 
puede articularse en el juicio de apremio, como también lo 
sostiene la citada Excma. Cámara, pero en cambio como se ha 
dicho admite la articulación del examen de su posihle falta 
de publicación. 

Considera, pues, el infrascripto, que las mismas razones 
que militan para no conocer de la incoñstitucionalidad del gra- 
vamen dentro de la ley dt aprenda, concurren para no exami- 
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nar la exigencia de su publicidad, míixime que esa falta de 
publicidad no es una cuestión — en el caso particular— que 
pueda probarse ift continente sino que está sujeta a una serie 
de hechos o pruebas, extrañas por consiguiente a la falsedad 
extrínseca del título que admite la ley de apremio. 

Estas consideraciones y las pertinentes del escrito de fs 
124, son suficientes para declarar inadmisibles Jas excepciones 
opuestas por el ejecutado e improcedente la inconstitucional!- 
dad de la ley de apremio 4876 (arts. 503 y 504 del Código de 
Procedimientos). Con costas (art. 71 del mismo Código). — 
¡tómalo J. Vcmengo, * 



Sentencia de la CXmaba de Apelaciones 

En la ciudad de La Plata a 27 de diciembre de 1946, 
reunidos en acuerdo ordinario los ¡tenores «íueces de la Exenta. 
Cámara Segunda de Apelación, Dr. Enrique H. Dellepiane 
de la Síiln Primera y Dr. Manuel Iháñez Froehiim de la Sala 
Segunda en virtud de lo resuelto a fs. 165 vta., e integrado el 
tribunal con el Sr. Presidente Dr. Cayetano Giardulli (hijo), 
de acuerdo con lo dispuesto en el art. 3» de la ley 4394, para 
pronunciar sentencia en los autos caratulados '* Pisco de la Pro- 
vincia contra Cía, Unión Telefónica sobre cobro", se procedió 
a practicar la desinsaculación proscripta por los arts, 156 de 
la Constitución de la Provincia y 300 del Código de Procedí- 
mientes, resultando de ella que en la votación debía observarse 
el orden siguiente Dres. Dellepiane — Ibáñez Procliam — Giar- 
dulli. 

La Excma. Cámara resolvió plantear los siguientes cues- 
tiones £ 

Previa) ¿Procede el recurso de nulidad f 
1») ¿Es admisible la defensa de inconstitucionaltdad det 
procedimiento de apremio; y en su caso es éste inconstitu- 
cional f 

2») |Es admisible la defensa de inconstitucionaltdad por 
conf iscatoriedad ? 

3*) ¿Es admisible la defensa de inconstitucional ¡dad de 
la ley n* 5005 por la ret reactividad del impuesto f 

4*) ¿Es admisible la defensa de inconstitucional idnd de 
Ins leyes Xos. .1211 y 5005 en relación con los arta. 10, ll t 31, 
67, 107, 108 Constitución Nacional y como contrarias ambas ^> 
a las leyes nacionales Nos. 750Vb y 4408! 

5*) ¿Es admisible la excepción de 44 falsedad" o ínhabi- 
lidiad por defectos en ta liquidación f 
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m ¿Es admisible la excepción de falsedad e inhabilidad 
de título fundada en la ¡naplieabilidad de la ley X" 3211 i 
7») ¿Qué pronunciamiento corresponde 'dictar . 

A la cuestión previa, el Dr. Dellepiaue dijo: 
El recurso de nulidad contra la sentencia no tiene exis- 
tencia legal entre nosotros (arís. 281 y 284, O. P. C.) ; por lo 
que deW declararse mal concedido el interpuesto a ts. 14-. 
Voto ñor la negativa. 

Los Ores, Giardulli (h.) e Ibáñez Froeham, por los mis- 
mos fundamentos, votaron en igual sentido, 

A la 1» cuestión, el Dr, Uellepiane dijo; 
* Se ejecutan, por vía de apremio, impuestos establecidos 
uur ¡us leves tumis. 3211 y 5005. cor res pon dientes al ano 193a. 
Al progreso de esta ejecución ha opuesto la presunta deudora 
numerosas defensas sustanciadas, resueltas en la sentencia del 
art. 500, €. Pr., une corre a fs. 133 apelada por la ejecutada 

(f¿ 142. 14!»). u„ 

Entre aquéllas, el a quo lia declarado admisible y ^suelto 
in eoniinenti. la defensa relativa a la iimonstitucionaltdad de 
la lev de apremio 4876 en cnanto limita las defensas oponíales 
en esta clase de ejecución; limitación que a jmeio del exeep- 
eionante vulneraria la garantía de la Const. Xac, art. 18. 

La solución negativa a (pie arriba el a quo sobre el fondo 
de la cuestión tiene una reiterada consagración jurispruden- 
cial a la cual basta remitirse en obsequio a la brevedad c inte- 
rés de las partea. Así se tiene resuelto que no afecta la paran- 
tía de la defensa en juicio la ley local que. destinada a conse- 
guir la pronta percepción de los impuestos abrevie el proce- 
dimiento judicial y limite las excepciones que el contribuyente 
pueda oponer en el juicio de apremio (Sup Corte Bs. As., 
Serie i:V\ 4. p. 81; S-rie W t. 3 p. 4i>; fon.. C,v 2 
La Plata. Sala 1» en "Boletín .Indicial ¡ mar. Wí»44, p. l-í» , 
ídem Sala 2*, en causa núm. 52156. seguida entre tas mismas 
piirtes de mitos; etc.); y que no se infringe la garantía an- 
dida .-liando el litigante lia sido oído y lia podido hacer valer 
sos derechos por los medios legales pertinentes (Corte Sup. t 
' * Ful los " : 1 27. 36 ; 137. 255 ; 14^. 415). 

Es justa pues, la sentencia al desestimar esta defensa. 

Débese advertir, finalmente, qué en el presente acuerdo 
se eliminarán las defensas opuestas por sns propios tundn- 
mentos. como es va de práctica, con los que aquellas habrán 
de ser dc-laradas -admisibles"* o «inadmisibles' con total pres- 
eawlcncia de la limitación de h ley provincial 4*iG, por lo 



qqe t de hecho y en ^fhíitíya, i*t "caso federttl" articulado 
carecerá de antecedente, y Mío planteará una cuestión abs- 
tracta. Me réíiero «1 "teasó" articulado con respecto a esta 
defensa concretamente, que lia debido declararse al mismo 
tiempo admisible y decidirse en su Fondo, por la naturaleza 
de Ja misma y la necesidad de proseguir el debate. 

No ps. pues, i inconstitucional la limitación de defensas de 
la ley 487(¡; y, de todos modos, las opuestas se examinarán 
con preseindencia de tal limitación. 

Voto por la negativa. 

Los Dres. Ibáñez Froclmin y Oiardulli (b.), por los mis- 
mos fundamentos, votaron en ipual «nítido. 

A la 2» cuestión el Dr. Dcllepiane dijo: 

En peñera! la defensa de iiiconstitueionalidad que. como 
se ha hecho notar no está enumerada en la ley de apremio 
ni entre las declaradas admisibles por la ley procesal, es ad- 
misible sólo exccpcioiialmente cuando se den las circunstancias 
señaladas por la jurisprudencia del tribunal que en el país 
ejerce la más alta casación constitucional (véase especialmente 
Iuánfjs Prociiam, nota en J, A-, sec, <1act„ p. 3), 

Se sostiene que el impuesto en ejecución rcsulta_coa/'.sea- 
toria y las leyes provinciales que lo fijan (3211 y 5005) re- 
pugnantes a las garantías de la Cmist. Nac. art. 17. 

De la liquidación de & 2 resulte cobrarse el impuesto 
sobre «0.506 aparatos a razón de * 12 —por aparato y por 
a f,o— lo une no revela prima faeie aquella anomalía de difícil 
reparabilidad posterior que se ba tenido peñera luiente en 
cuenta para admitir esta defensa excepcional mente en la eje- 
cución. Su debate dche reservarse para la oportunidad seña- 
lada por la ley (art. 511. C. Tr.). 

Voto por la negativa. 
* Los Dres. Ibáñez Frwliam y Oiardulli (b.). por los mis- 
mos fundamentos, votaron en igual sentido. 

A la 3» cuestión el Dr. Dcllepiane dijo : 

Se ba sostenido la ineonstitue tonalidad de la ley 5005 por 
establecer un impuesto —dice el excepcionante— con efecto 
retroactivo a 10 años atrás. 

Estimo inadmisible esta defensa (art. 503. C". Pr.) por 
no darse los circunstancias antes puntualizadas; toda vez 
que el impuesto resultaría de la ley 3211 que no se ataca por 
este motivo, y porn.ue. de todos (nodos, no cabe oponer al pro- 
preso de la éjecuriún por vía de apremio la inconstítucionali- 
dad de la ley creadora clfeí título con que se" cjeeufa (Corte 



474 FALLOS DB LA CORTE SUPREMA 

Sup., "Fallos" 25, 347; 56, 410; í. A., t 24. p. 666, citados 
por el Dr. IuAñez Frocham en la causa 52.156, Fisco v. Cía. 
Unión Telefónica del Río de ia Plata, apremio, resuelta por 
la sala 2» de esta cámara en noviembre 7 de 1944). 
Voto por )a negativa. 

Los Dres. lbáñez Froeham y Giardulli (h.), por los mis- 
mos fundamentos, votaron en igual sentido. 

A la 4* cuestión el Dr. Dellepiane dijo: 

Ha sostenido el exeepeionantc la inconstitucional ¡dad de 
la lev 32Ú como contraria a los arts. 10, 11, 31, 67, inca. 12 
y 13! 107 v 10H, Const. Nac, en cuanto conforme a estos textos 
la legislación sobre telefonos sería nacional y no provincial; 
el impuesto de $ 1 mensual por aparato sobre «na tarifa de 
pesos 7.50 por mes y aparato, grava el comercio ínter provincial 
v lo dificulta; como asimismo qu« las leyes nacionales 7oO^ 
y 4408 impicJen a las provincias crear el gravamen en cuestión. 

En mi concepto, tales alegaciones, de lato conocimiento y 
com piteada prueba, no caben en la sumar iedad de cualquier 

ejecución. , • . t . - 

Por ello y por los fundamentos aducidos por la safa WW* 
formo parte en la causa publicada en "La Ley", t. 42, p. 263, 
voto por la negativa, 

A la 4* cuestión el Dr. lbáñez Froeham dijo: 
En la causa a que alude el Sr. Juez Dr. Dellepiane (num. 
VM56) be considerado admisible la excepción opuesta en auto» 
v oue ge examina en la presente cuestión, en cuanto se sostiene 
¡pie el trravamen en ejecución entorpece el intercambio y tra- 
fico de comunicaciones inter provinciales y desconocería la ju- 
risdicción exclusiva que al (lobierno Federal acordarían en la 
materia los textos constitucionales legales que se invocan. En 
.•1 trabajo a oue tambión alude el Sr. Juez preopinante (pu- 
blicado en J. A,. 19464, sec. doet., p. 3), he tenido asimismo 
oportunidad de destacar que la defensa de in const itiicionaJi- 
dail como sustancial que es, procede en principio en la eje- 
cución malgrado el silencio de la ley procesal a su respeeto, 
pero que I.,. tribunales inferiores batí de armonizar sus pro- 
nunciamientos con la doctrina del tribunal de casación cons- 
titucional, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, in- 
tftMto máximo de la t'onsiitucióh. y que conforme a la noc- 
trina de sus fallos tal defensa es admisible excepcionalmeiite 
sumido eonciirran la* .■ireuuxtatieias que allí puntualicé, Y. 
bien: si bi ejecutada estuviera en realidad escep Juadidj a 
tributación creada por las leyes provmeiates 3211 y 50QS la 
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ejecución denunciaría una visible "anomalía 4 ' que haría ad- 
misible la defensa opuesta (art. 503, C. IV.) como en algún 
caso de cierta semejanza lo consagra la Corte Suprema (J. 
A., 1943-1, p. 717). Estimo, además, que siendo esta defensa 
de puro derecho, no requiere prueba, y habrá de ser resuelta 
en la sentencia del art. 509 O. P. Civil. 
Voto por la afirmativa. 

A la 4» cuestión ct Dr. Giarduüi (h.) dijo; 

La íneonstitucionalidad de la ley 3211 como contraria a 
loa arts. 10, f% 31, 67. ines. 12 y 13, 107 y 108, Const. Nac., 
en virtud que de acuerdo a dichas disposiciones, la legislación 
sobre teléfonos es nacional y no provincial ; y que el impuesto 
de un peso mcnsuul por aparato, grava el comercio ínter pro- 
vincíal y Jo dificulta, no puede prosperar; pues dicho impuesto 
no incide sobre tas comunicaciones telefónicas con otras pro- 
vincias; cu cuyo caso, es decir, si el impuesto fnese por cada 
comunicación, sí se podría considerar como que dificultaría o 
impediría el comercio interprovincial (Corte Sup. f "Fallos", 
150, 104). 

Discutir dicha excepción en un juicio de apremio es con- 
trario al espíritu de la ley 4876; como lo ha resuelto la Corte 
Suprema en el fallo dictado en junio 7/946 en los autos Fisco 
de la Prov. de Bs. As. v. Cía. Unión Telefónica del Río de ln 
Plata (8. A.), sobre cobro ejecutivo, en el que se sostiene: 
"Que el procedimiento sumario del apremio objetado en esta 
causa no es velatorio del derecho de defensa, porque si bien 
limita, como todos los de su especie, las que pueden hacerse 
valer en él. no se alega aquí excluya aquéllas rigurosamente 
esenciales que de ninguna clase de juicios pueden excluirse 
sin lesión de la justicia, y su sentencia no hace cosa juzgada 
quedando abierta la vía del juicio ordinario con toda la ampli- 
tud de la defensa que lo caracteriza. Por todo ello el procedi- 
miento atacado cumple los requisitos que esta Corte ha consi- 
derado indispensables para que el derecho de defensa no sufrí 
agravio ; que el litigante tenga la oportunidad de ser oído y se 
encuentre en condiciones de ejercer sus derechos en la forma 
que establecen las leyes respectivas". Este mismo principio, 
que no se encuentra afectada la garantía de la defensa en juicio, 
se sostiene en los fallos de la Sup Corte de la Prov. de Bs. 
As.: Serie 13\ t, 4. p. 81; Serie 15». t. 3, p. 425; Serie 18», 
t. 8, p, 431. El mismo tribunal (Serie 19*, t. 3, p. 256), ha 
sostenido "que los pronunciamientos recaídos en tales juicios 
no revisten el carácter de sentencias definitivas en los términos 
de los arts. 318, 319 y 382, inc. 3. C. Pr. f desde que, cuatesquie- 
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ra sean ^ i« fundamentos y la naturaleza de las cuestiones 
resueltas queda siempre, tanto al autor como al ejecutado, el 
dereeho de plantearlas o» el respectivo juicio ordinario (arta. 
320 y 511-, C. eit). 

"Kmi es la doctrina invariablemente aplicada en los últi- 
mos I0m del tribunal. Serie t. 10, ps. 476 y 400...". 

W o pibt la negativa. 

A la "»* cuestan el Dr. Dellcpiane dijo: 

Opuesta la excepción de "falsedad" o inhabilidad de tí- 
tulo que sirve de base a la acción "por hus formas extrín- 
secas e intrínsecas" (f*. 12 vía.) se ha sostenido queja eje- 
cución se inicia con una liquidación equivocada (fs. 2;») mas 
no se formula objeción a las forran extrínsecas de la liqui- 
dación {R 2), única que podría fundar la excepción de fal- 
sedad en cualquier ejecución, con prescindeneía de las limita- 
ciones de la lev 4S71i. "La falsedad consiste en la falsificación 
o adulteración material del documento, en sus furnias ester- 
nas" t FekxaNDHS, en su VonwuUirio, p. 416. sus citas, etc.; 
mi voto en la causa registrada en "La Ley", t. 42, p. 262 etc.). 

Voto por la negativa. 

Loa Dres. Tbáiiex Frnclinm y (¡iardulli (h.), por los mis- 
mos fundamentos, votaron en ifrnnt sentido. 

A la 6» cuestión el Dr. Dellcpiane dijo: 

Finalmente, se ha opuesto la excepción falsedad e inha- 
bilidad de título fundada en él hecho de que la ley 3211 
que sirve de base al título ejecutivo no fué publicada; que 
cb> haberlo sido habría caducado por ser anual ; y en todo caso, 
cataría derogada por La ley 3317. 

Estimo admisible esta excepción (art. ;>03, (. 1 r.). 

He tenido o|wrtunidad de decidir idéntica cuestión ante- 
riormente; ib- manera que por mi parte me limitaré u repetir 
conceptos va expuestos. Dijimos así en la causa publicada en 
"La Lev"", t. 42, p. Slft, que tal defensa importa negar cali- 
dad en "el actor {LrqUiwaUo o»/ <yhi«i»i). defensa admisible 
en toda das.- de juicios como que es un presupuesto mismo de 
la acción i voto del Dr. Acuña Anzoreiia cuyos fundamento» 
compartí). Asimismo la Cám. !• Gm y Gom, 
iWlaradn admisible la aitimlación (J. A„ lí»4;vl!l, p. 4W). 
Para evitar repeticiones innecesarias rae remito a los funda- 
mento» dados ín extenso en aquello» rallos, y tengo por admi- 
sible la d-feusa en estudio. La cual debe abrirse a prueba. 

Voto por la afirmativa. 
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A la 6» cuestión el Dr. Jbáñez Frocliam dijo: 
La admisibilidad de la excepción de inhabilidad de título 
fundada en la falta de publicación, caducidad y derogación 
de la ley 3211, ha sido consagrada por recientes pronuncia- 
mientos *dc ambas cámara» civiles de La Plata: así por esta 
támara 2*, sala 1* (Ores. Acuña Anzorena y Ríos), en fallo 
registrado en "La Ley'*, t 3:1, p. 53; así por la misma sala 
(l)res. Acuña Auzorena y Dellepíane), en fallo publicado en 
"La Ley", t. 42, p 261; así por la cámara 1* (Dres. Mena 
y Fernández; en disidencia el Dr. Safontás), en fallo publica- 
do cu J. A.. 1045-1 1 i, p. 413, etc. Por mi parte me he de 
pronunciar por primen vea en tan ardua cuestión. 

Las constancias de autos (fs. 2, 3, 12, 124, 133, 143, 149), 
relacionadas eon tales precedentes permiten un replanteo del 
problema que lleva a examinar : 

a) La ley de apremio 4R76 no autoriza la excepción de 
"inhabilidad de título", sino solamente la de "falsedad del tí- 
tulo por sus formas extrínseca»" (art. 8) ; mas, como lo ha 
puntualizado la doctrina, aquélla, la excepción de "inhabilidad* 1 
habría de ser no obstante admisible, en la ejecución acelerada 
por la vía de apremio, si el título no trae aparejada ejecución 
o le Falta alpina de las condiciones requeridas para queja 
acción ejecutiva sea viable (Alsixa, Tratado..., t. 3, p. 276. 
ote.) l>e modo que la limitación del art. 8, ley 4876, no es 
óbice par;! la admisibilidad de esta excepción. 

b) Mas la inhabilidad de título —y también la de 
falsedad— es una excepción procesal de limitados alcances <m£ 
nunca puede autorizar la discusión de la causa de la obligación.,: 
En el caso se exhibe un título ejecutivo administrativo, válido 
por sus formas, ipie tiene la presunción de su autenticidad, 
la amplia solvencia del Estado provincial que lo utiliza, que 
señala cantidad líquida, exigí ble en dinero (arts. 502, ins. 4», 
503, 478. 484 y eones., C. Pr. Civ.)> 

La excepción de inhabilidad le título es, por lo tanto, 
inadmisible (art. 503, ('. Pr.). Tanto más cuanto que no 
autorizada expresamente ella y apareciendo hábil el título por 
sus formas, la regla del derecho tributario concretada en el 
wlvfí ct re pete, refuerza la admisibilidad (Bielsa, Derecho ad- 
ministrativo, t 3, p. 501, 3' ed., y fallos de la Corte Suprema 
por él citados). 

c} i Cabría admitir que en el caso mra cura novu, no se 
trata propiamente de una excepción procesal sino de La de- 
fensa de fondo de falta de acción ! 
No cabría desconocer Ja amplia facultad del juez para apü- 
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car el derecho y calificar tas acciones y excepciones aun dentro 
de ente proceso provisorio que es el ejecutivo. Con todo, cabe 
preguntar: (Cuál sería el requisito de la acción que estaría 
ausente en el título ejecutivo exhibido a fs. 2 que constituye 
un instrumento público que trae aparejada ejecución, art. 979, 
C. C.f La relación fie derecho entre ejecutante y ejecutado 
surge de las leyes 3211 y 5005 invocadas en tal título. 

Puesta en duda la kgitimatio <td causam en las condicio- 
nas puntualizadas "en examen se reduce a lo que conste del 
título" (.Iofrí, t. 3, p. 30; Fernández» ». 417 y am citas, 
tío.). Por lo tanto, es aun desde este punto de vista, en mi 
concepto, inadmisible la excepción o la defensa que pretenda 
discutir en la ejecución la aplicabílidod o la vigencia de la ley 
que se invoca como antecedente, causa, o fuente del título eje- 
cutivo administrativo exigido. 

Agregare un tanto al margen de la cuestión que el ejecu- 
tado ha mantenido su apelación no obstante el convenio que 
en copia acompaña (fs. 174/212), suscrito .entre el Gobierno 
Nacional y la Internacional Telephone and Telefjraphe Corpo- 
ration por el que aquel se hace carpo de todas las reclamacio- 
nes por demandas en curso por concepto de impuesto, etc. 
(fs. 176; art. 1, ínc. 6), de donde aunque quedaren accionistas 
minoritarios excluidos de él, parece evidente que práctica- 
mente para el futuro el interés de esta ejecución afectará pri- 
mordial mente a dos entidades de derecho público argentino 
—el Bstado Nacional y ta Prov\ de Bs. As.— cuya ilimitada 
solvencia alejan cualquier preocupación y respaldan amplia- 
mente ¡as contingencias de un pago tan tesoneramente discu- 
tido y cuya repetición — si llegare a efectuarse — está sufi- 
cientemente garantizada (art. 511, (\ Pr.). 

La excepción en estudio no es legalmente admisible (art. 
509. C. Pr.), ni encuentro que al momento concurren aquellos 
motivos que a veces ha contemplado la jurisprudencia para 
darle curso por aplicación analógica de la ley y razones supe- 
riores de justicia y equidad. 

Voto por la negativa. 

A la 6* cuestión el Dr. Giardulli (h.). dijo 

La excepción de falsedad e inhabilidad de título opuesta 
por la demandada, fundada en el hecho que la ley 3211 no fué 
publicada, y en consecuencia no sirve como título ejecutivo, 
tampoco es admisible, pues dicho fundamento no se refiere a 
las formas "extrínsecas" del instrumento de fs. 2 con que se 
ejecuta (arta. 503 y 504, C. Pr., y 8, ley 4866). 

Esta ley sólo autoriza a oponer las excepciones indicadas 
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en su art. 8 y no otras cualesquiera sean las causas en que se 
funden, no permitiendo entrar a discutir hu origen, legalidad 
inconstitucionalidad, etcétera. 

Los fundamentos alegados en el escrito de f*. 149 en que 
se apoyan dichas defensas, son extrañas a tas previstas por 
la ley 4876 en la numeración taxativas y excluyentes que con- 
tiene su art. 8, y siendo constitucional esa limitación, Tas de- 
fensas opuesta* son inadmisibles como se declara en (a resolu- 
ción apelada. 

Si bien el monto que se ejecuta es elevado, no existe peli- 
gro que la ejecutada pueda sufrir daños irremediables al dife- 
nr al juicio ordinario (arta. 511, C. Pr.) el examen y escla- 
recimiento de las citadas defensas, máxime si se tiene en cuen- 
ta la solvencia de la parte actora, y que la parte ejecutada 
no ha hecho cuestión fundamental de que el pago ejecutado 
pueda causarle tal daño, no existiendo en autos elementos de 
juicio que demuestren el mismo, privando en materia fiscal 
impositiva el principio de solve ct repeie. 

Según Fernandez "la excepción de falsedad consiste en la 
falsificación o adulteración material del documento (título 
ejecutivo), en su totalidad o en parte, tomándose sólo en con- 
sideración "las formas externas del mismo; no puede fundar- 
se e nía ilegitimidad, falsedad o inexistencia de la causa, sien- 
do improcedente, por lo tanto, alegar que se trata de un 
documento simulado, que la deuda es ilegítima o no han me- 
diado las autorizaciones correspondientes o se han violado leyes 
para su otorgamiento, etc., si son suscritos por funcionarios 
públicos, y ello en razón de tratarse de un juicio de tramitación 
rápida, sumaria, en el cual se han limitado las defensas dejando 
siempre a salvo al deudor el derecho de iniciar juicio ordinario 
para tener reparación". 

La falsedad procede — enseña Alsina, t. 3, pág.,198 — 
cuando el documento que sirve de base a la ejecución es total o 
parcialmente falso, o cuando siendo verdadero se lo ha adul- 
terado en perjuicio de la ejecutada. La ley se refiere a la fal- 
sedad del título y no de la obligación que éste constata, pues 
como sabemos no puede discutirse en el juicio ejecutivo la 
validez de la relación sustancial y las únicas excepciones admi- 
sibles son las que se fundan en el título mismo. Así lo ha 
entendido la jurisprudencia al declarar que la excepción de 
falsedad sillo es procedente cuando se alega la falsedad mate- 
rial del documento. Unicamente por desconocimiento de Ja 
teoría de la acción ejecutiva y en base a un mal entendido 
principio de economía procesal, puede explicarse que en algu~ 
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nos casos sé haya permitido discutir la causa de la obligación 
desnaturalizando así los fines del juicio ejecutivo. Con esta 
doctrina están de acuerdo Calvento. pág. 223; Castro, t. 3, 
púg. 59; -JoKHft, t. 4, pág. G5 y [ÍÓDBÍGüÉZ, t. 2, pág. 252. 

La excepción de falsedad opuesta en juicio de apremio y 
que un se funda en la falta de autenticidad del título, amo en 
la ful ta de derecho para cobrar la suma reclamada, se lia decía- 
nido míe es improcedente (Corte Suprema, Palios: 190, 367; 
63, 84¡ 47, 237; 89, «1; 124, 250; J. A., t 43, pág. p. 211; La 
Ley, t. 17, pág. 5). 

Voto por la negativa. 

A la 7» cuestión el Dr. Dellepiane dijo: 

En mérito a* la forma en míe lian quedado resueltas las 
cuestiones que anteceden, corresponde desestimar el recurso de 
nulidad interpuesto, confirmar en todas sna partea la senten- 
cia en recurso de fs. 133, y, en consecuencia, decía r ir inadmi- 
sibles las excepciones opuestas por la ejecutada e improcedente 
la ineoiistitueionalidad alegada de la ley do apremio 4876; 
confirmar, asimismo, dicho pronunciamiento en cuanto impone 
costas a la demandada y regula honorarios. Las cortas de esta 
instancia también deberán ser satisfechas por la parte de- 
mandada. • 

Así lo voto. 

Los Dres. Ibañcz Prochmau y Giardulli (h.), por los 
miamos fundamentos, votaron en igual sentido. 



La Plata, diciembre 27 de 1946. 

Autos y vistiw; Considerando : Que en el precedente acuer- 
do ha quedado establecido: 

1" Que no procede el recurso de nulidad interpuesto 
(arts. 281 y 1?H4 del Cód. de Procedimientos), 

2» Que la Ley de Apremio 4676, no es inconstitucional 
en cuanto limita lus defensas opon i bles en el procedí miento ju- 
dicial por ella establecido (ver SCUA, Serie 13-1 V-81; 15-1 IL 
425; JioMin Judicial. Sala t», marzo 15-944. pág. 139; ídem, 
Kala 2\ causa uúm. 52.156; C. S. N\ Fallos: 127, pág. 36; 137, 
255; 143,' 115 L 

3» Que en el caso, es improcedente la inconatitucionalidad 
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alegada por eonfisentorícdad del impuesto cuya ejecución se 
porsipue y que su debate debe reservarse pura la oportunidad 
señalada en ta ley de la materia (art. ;>11 del Cód. de Proceda, j 
véase Jurisprudencia Argentina, 1946-1-3, secc. doctrina). 

4" Que es inadmisible la defensa de i nconstituc tonalidad 
de la ley 500"> por la rctroactividad del impuesto (C. S, X„ 25, 
347; 56; 41Ü; Jurisprudencia Argentina, 24, 6G6; causa nú- 
mero 52.1 fifi). 

■V' Que en el raso, la incnnstilueionalidnd alegada de la 
ley 3211, por contraría a los art». 10, 11, 31, 67, mes. 12 y 13; 
107 y 108 de la Constitución Nacional, no puede prosperar, todo 
vez que en ellas no si> coarta el derecho de defensa, consagrado 
en dicha Carta ni puede discutirse dicha excepción en un .ini- 
cio de apremio por ser contrario al espíritu de la ley 4876 
(eonf. líev, Im Ley t. 42, pág. 263; C. S. N., t, 150, pág. 104; 
Acuerdos y Sentencias, Serie 18, t. 10, píígs, 476 y 490). 

<S" Que no es admisible la excepción de falsedad o inha- 
bilidad de título opuesta, toda vez que no se ha formulado 
objeción a las formas extrínsecas del documento que contiene 
la liquidación impugnada (eonf. Rcv. Iai Ley, t. 42. pág. 262; 
11. L. Fernandez, Código de Procedimiento comentado, pági- 
na 416 y sus citas). 

7* Que tampoco es admisible la excepción de falsedad e 
inhabilidad de título opuesta por la demandada, fundada en 
el hecho de la falta de publicidad de la ley 3211, pues dicho 
fundamento no se refiere a las formas extrínsecas del i ostra- 
mentó con <jue se ejecuta (eonf. S, C. /V., t. 190, pág. 367; t. 63, 
pág. 84; t. 47, 237; t. 89, pág. 81; t. 124, pág. 250; Jurispru- 
dencia Argentina, t. 43, pág. 211; Rev. La ísey, t. 17, pág. 5; 
Albina, Tratado, t. III, pág, 198; Jofré, Manual, t. III, pá- 
ginu 30; R. L. Fernández, pág. 417; arts. 603 y 504 Cód. de 
Procods. y 8 de la ley 4866). 

Por ello y demás fundamentos consignados en ?\ acuerdo 
«pie precede se desestima el recurso de nulidad interpuesto; 
se confirma en todas sus partes la sentencia en recurso de 
fs. 133, y, en consecuencia, se declaran inadmisibles las exeep* 
ciones opuestas por la ejecutada e improcedente la inconstitu- 
cionalidad alegada de la ley de apremio 4876; se ■«infirma asi- 
mismo dicho pronunciamiento en cuanto impone las cestas a 
la demandada y regula honorarios. Las costas de esta instancia 
también deberán ser satisfechas por la parte demandada. — 
Cayetano fíiardulii (A.). — Mamut Iháñcz Frockam. — En- 
rique II. DcUepianc. 
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t fallos i)»: la corte suprema 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

De conformidad con lo resuelto por V. E. en causa 
análogo a i» presente ("Pisco de la Provincia de Bue- 
nos Aires contra Compañía Unión Telefónica del Río 
de la Piala — K.M.T.A.— recurso de hecho" —marzo 
lf> p|tdo.), opino que el recurso extraordinario inter- 
puesto a f*. 248 ha sido bien concedido a fs, 274 vta. 

Km materia de este juicio de apremio el cobro de 
un impuesto ( correspondiente, en este caso, al año 1935), 
i|uc c| Pigoo de la Provincia de Buenos Aires sostiene 
ie adeuda la Cía. Unión Telefónica del Río de la Plata 
(de ruyuH ohl i iliciones se hizo cargo la E M.T.A, y 
posteriormente el Gobiorno de la Nación — cláusula 1* 
del contrato de adquisición ratificado por la ley 12.864 
y art. 2', ínc. c) del decreto n? 8.104 de fecha marzo 18 
de 1ÍH8), en virtud de lo dispuesto por las leyes Nos. 
¡1.211 y íj.OOíV de dicho Kstndo, consistente en el pago 
de un peno moneda nacional mensual por cada aparato 
tele Cónico en uso en el territorio de la provincia (art. 
4 V ile la ley 3.211). 

Son varios los motivos en que se basa el recurso 
deducido contra la sentencia corriente a fs. 231 que 
desestimó las excepciones opuestas por la ejecutada, 
[tero de todos ellos se destaca como fundumentnl y de- 
eísivo el referente n la iuconstitucionalidad del impuesto 
cuyo cobro se persigue por ser contrario a los arts. 10, 
11, 31, «7, inca, 12 y 13, 107 y 108 dota Constitución Na- 
cional, mies, por guardar el mismo relación directa con 
Ja valide» intrínseca del gravamen, una solución favo- 
rahle a su procedencia tornaría innecesaria la conside- 
ración ile las restantes cuestiones planteadas. 
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No sería lícito dudar por múltiples razones — algu- 
nas de las cuales serán puntualizadas más adelante—, 
que la comunicación interprovincial o internacional es 
materia cuya su por visación y aseguramiento (o garan- 
tizactón) ha sido delegada por las provincias al Gobier- 
no de la Nación. 

Kn efecto, sea bajo la forma de transporte o libre 
circulación de personas y efectos (arts. 10, 11, 12 y 14) 
o bajo la de comunicación a distancia (art. 67, inc. 13), 
os evidente que la Constitución Nacional desconoce a 
las Provincias el derecho de oponerse o trabar, de cual- 
quier modo, el libre intercambio espiritual o material, 
acordando al mismo tiempo — como lógica consecuen- 
cia y puesto que no existen derechos absolutos — el po- 
der do reglar toda esta materia al Gobierno Central 
(arts. 67, iiics, 12, 13 y 16 y 108). 

Sentada esta premisa fundamental, es preciso acep- 
tar que toda forma de comunicación intorprovincial o 
internacional — aun aquéllas que no pudieron ser pre- 
vistas en el hecho por los constituyentes y que fueron 
y serán conquistas de tiempos posteriores — está ex- 
clusivamente sometida a la legislación y jurisdicción del 
Poder Central. Kn ese caso se hallan la comunicación 
telefónica, la telegráfica, la nidio tele fónica y toda otra 
que haga posible el futuro adelanto de la técnica. 

Este enfoque del problema complementa — como 16 
ha reconocido V. E. (Fallos : 154:104)— la adecuada in- 
terpretación de las cláusulas constitucionales relativas 
al comercio interprovincial e internacional (arts. 67, 
ines. 12 y 16 y 108), materia que por su naturaleza y en 
vistas del progreso de la Nación toda se ha considerado 
necesario reservar, en su reglamentación, al Gobierno 
Federal. La comunicación constituye, en efecto, aliado 
indispensable del comercio y t sobre todo, como es obvio 
del i nter provincial e internacional, de modo que no po- 
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drían imponerse trabas a aquétla sin que al mismo tiem 
po no se produjera mi necesario perjuicio para el último, 
redundante en posterior instancia sobre la vida econó- 
mica del país. 

Vista así la cuestión no podrá constitucional ni le- 
gítimamente negarse el derecho de legislación y jurisdic- 
ción exclusiva que ejerce el Poder Central sobre todo lo 
relativo a las comunicaciones interprovincialcs e inter- 
nacionales (derecho del que lia hecho uso a! sancionar 
las leyes 750 %¡ 4.408 y í>127, en lo relativo a las que se 
efectúan a distancia), ni tampoco que les está prohibido 
a las provincias establecer respecto de ella cualquier 
traba o gravamen que importe una regulación de las 
mismas (Palios: 154:104), 

Se trata, pues, ahora, de determinar —de acuerdo 
a tales principios— si el impuesto establecido en las 
leyes 3.J11 y íj.OO."* de la Provincia de Buenos Aires com- 
porta o no en sus fines o en su aplicación una regulación 
di los servicios de comunicación internacionales o in- 
terprovincinles, ya que de ocurrir lo primero nos ha- 
llaríamos frente a una verdadera invasión de atribu- 
ciones que originaria e inalienablemente pertenecen a 
los poderes federales de la Nación. 

Y bien, no se me aparece como dudoso que un im- 
plícito de un peso moneda nacional mensual por cada 
aparato telefónico "en uso*' en territorio de la Provin- 
cia* (nrt. 4*, ley ¡1211), constituye una verdadera regu- 
laeiím del servicio mismo de comunicación ; no consiste, 
en efecto, esc gravamen en un derecho establecido sobre 
la propiedad de la empresa concesionaria dentro de! 
estado —como ocurría en 154:104— ni aparece graduado 
de acuerdo con el valor de aquélla, sino que importa, 
KJ'giin s<* desprende del propio texto legal, un impuesto 
¡il "aso" esto os n la ntili'/ación y a la realización del 
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servicio, aplicado al instrumento mismo de la comuni- 
cación. 

Si V. E. pudo llega r a declarar en 192:330 que la 
exigencia de autorización previa de una autoridad local, 
para la publicación do un aviso en la guía telefónica de 
una empresa sujeta a la jurisdicción nacional interfiere, 
ohstaculiza y obstruye la facultad exclusiva del gobier- 
no nacional para reglar el comercio y las comunicacio- 
nes interprovinciales por la circunstancia de que 44 se 
crearía la necesidad de multiplicar las guías, con recar- 
gos de gastos que podrían repercutir en la marclia de 
las empresas y con perjuicio del servicio público..." 
(considerando !)*), con cuanta mayor razón no deberá 
afirmarse en este caso la invalidez de un gravamen, que 
sólo baila su razón de ser en el liecho del "uso" del ins- 
tirumcnto mismo de la comunicación. El caso no presen- 
ta, entonces, características de fondo diferentes a aqué- 
llas que decidieron a esta Corte a declarar, por una 
parte, la inconstitucionalidad de una patente de la Pro- 
vincia de Santa Pe impuesta a una estación radiodifuso- 
ra (188:247) y, por la otra, la de un gravamen análogo 
aplicado a una compañía de navegación con motivo de 
las actividades desarrolladas por sus agencias en el 
territorio de la Provincia de Buenos Aires (188: 48). 

Por ello, — sin pronuncia míe respecto a In alegada 
confiscatoriedad del impuesto, cuya apreciación dejo 
librada al prudente arbitrio de V. E.— , opino que co- 
rresponde revocar el fallo apelado y declarar la incons- 
titucionalidad del gravamen creado por las leyes 3.211 
(art 4*) y 5.00.", de la Provincia de Buenos Aires por 
violatorio de los arts. 10, 11, 31, 67, ines. 12 y 13, 107 
y 108 de la Constitución Nacional. — Bs. Aires, abril 
28 de 1948. — Carlos O. Velfiuo. 
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Bs. Aires, 5 de mayo de 1949. 

Vistos los untos 44 Pisco de la Provincia c. Cía. Unión 
Telefónica s.| cobro", en los que se ha concedido n fs. 
274 vta. el recurso extraordinario. 

Considerando: 

(¿uc el recurso concedido a fs. 274 vta. es proceden- 
te, eonforme a lo resuelto por esta Corte Suprema en 
ta í|ucjn que menciona el dictamen del Sr. Procurador 
General, actualmente agregada a fs. 276 y siguientes 
de los autos ,4 F. 351, libro X, año 1948, Pisco de la Pro- 
vincia de Buenos Aires contra Compañía Unión Tele- 
fónica del Hío de la Plata sobre apremio ". 

<¿uc en el art. 4* de ta ley 3211 de la Provincia de 
Buenos Aires se dispone textualmente que 41 las empre- 
sas telefónicas que explotan estos servicios dentro de 
la provincia abonarán desde la promulgación de la pre- 
sente ley un peso moneda nacional mensual por aparato 
en uso y su producto se llevará a una cuenta especial 
debiendo aplicarse su totalidad exclusivamente a mejo- 
rar los servicios de la red telegráfica de la provincia". 

Que el servicio telefónico de la empresa demandada 
pone en comunicación a los lugares de la provincia don- 
de existen instalaciones de ella con la Capital Federal, 
otras provincias y países extranjeros. 

Que esta clase de comunicaciones está puesta pol- 
la Constitución Nacional bajo la jurisdicción del Go- 
bierno Nacional (arta. 10, 11 y 12, 67 ines. 12 y 13, y 108 
de la Constitución Nacional reformada concordantes, 
en loque se refiere a este pleito, con los arts. 10, 11, 12, 
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68 ines. 12 y 13, y 101 de la actualmente vigente) como 
uno de los medios de "constituir la unión nacional". Y 
si bien es verdad que esta jurisdicción es compatible 
con el ejercicio del poder de policía y de la potestad 
fiscal por parte de las provincias y de sus municipali- 
dades, cuando respecto a este último la concesión na- 
cional respectiva no contiene exención acordada en 
virtud de lo dispuesto en el art. 67, ínc. 16, de la Cons- 
titución reformada, concordante con el art. 68, inc. 16, 
de la actual (Fallos: 154, 304; 179, 42¡ 188, 247, etc.), 
uno y otro ejercicio no deben condicionar de tal modo 
la prestación del servicio que puedan obstruirlo o per- 
turbarlo, directa o indirectamente. 

(¿ue cuáles sean esos modos no es posible determi- 
narlo en una enunciación general, la solución tiene que 
depender en cada caso de la forma y el alcance con que 
las potestades aludidas se han ejercido en él, de las ca- 
racterísticas particulares del medio de comunicación 
de que se trata y de la clase de incidencia que, dado lo 
uno y lo otro, tengan sobre ella el acto de policía o el 
tributo en cuestión. 

Que en este caso el impuesto recae de un modo di- 
recto sobre el servicio telefónico en cuanto tal, puesto 
que grava con una cantidad mensual cada uno de los 
aparatos instalados en la provincia mediante los cuales 
el servicio se presta. Y no por cierto a título de tasa en 
razón de alguna forma de inspección que pudiera estar 
local mente justificada, sino con el claro carácter de un 
impuesto como resulta del texto mismo del precepto que 
lo establece con la mención expresa del destino especial 
que tendrá su producido. Un gravamen de esta especie 
comporta una ingerencia en el ejercicio -de la concesión 
y por ende en la prestación del servicio a que la misma 
se refiera patentemente capaz de obstruirla o pertur- 
barla. SÍ puede bacerse una enunciación general respec- 
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lo al límite do la potestad do las provincias en este 
punto, es proel sámente lu de que no se la lia de ejercitar 
tomando como materia del tributo el servicio público 
nacional de que se trata, en lo que específicamente lo 
constituye, — que es lo que ocurre en este caso — , pues 
ello importa la lisa y llana subordinación de diclio ser- 
vicio —y con él de la libertad de comunicación que los 
preceptos constitucionales citados al principio se pro- 
ponen resguardar— a la autoridad de las provincias ; es 
decir a sn jurisdicción, que es a lo que el sistema de di- 
chos preceptos y el art. U de la ley 750 y aplicable 
en este caso por disposición del art. 1* de la ley 4408, 
la ba substraído. 

Que 1 ratándosc de un impuesto como el que se con- 
sidera, establecido no en general sobre las actividades 
comerciales de modo que comprenda n las que implica 
la explotación del servicio público por parte de la conce- 
sionaria demandada, sino especialmente sobre el fun- 
cionamiento del teléfono" ( dictamen del Sr. Procurador 
General, última parte, en Fallos: 154, 104) la inconstitu- 
cionalidad no dependo de su monto, pues proviene de 
que comporta de por sí una ext ral imitación de jurisdic- 
ción. Por lo demás, hacer depender a esta ext ralimitación 
del monto del tributo importaría no sólo desnaturalizar 
ta cuestión debatida sino también introducir en su juz- 
gamiento un factor cuya exacta determinación es prác- 
ticamente imposible, pues admitida en principio la vali- 
dez de estos gravámenes la influencia del que establezca 
una provincia no puede apreciarse sin relacionarla con 
la que tengan sobre el mismo servicio los que a favor 
de esta admisión fueron establecidos por todas las demás 
y aun por las municipalidades de cada una de ellas. Es, 
por tanto, innecesario considerar la alegación de eonfis- 
eatoriedad hecha por la recurrente. 

Que la precedente conclusión autoriza a prescindir 
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del examen de las doiniia cuestiones que constituyen lu 
materia del recurso. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr, Procurador General se declara que el impuesto es- 
tablecido por ct art. 4* de la ley 3*211 de la Provincia de 
Buenos Aires es violntorio de los arts. 10, 11, 12, 67 
inca» 12 y ]3 y 108 de la Constitución Nacional reforma- 
da concordantes, en lo que se refiere a este pleito, con los 
arts. 10, 11, 12, (38 íncs. Í2 y 13, y 101 de la Constitu- 
ción viente. En consecuencia, revocase la sentencia 
apelada en cuanto ha sido materia del recurso y déjase 
sin efecto la presente ejecución. 

Fklife S. Féhez. — Justo L. Al- 
vares Rodríguez — Rodolfo 
G. Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



NACION ARGENTINA v. LUIS ANTONI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Cuestiones 
no federales. Interpretación de normas jy actos comunes. 

Es improcedente el recurso extraordinario por el que no 
se cuestiona la constitucional idad de la ley N* 13.198 — so- 
bre suspensión de desalojos en casos de arrendamientos 
rurales — sino su inteligencia, pues aquélla es una ley 
complementaria del derecho común, carácter que no pier- 
de por ser de emergencia 0). 

ADALBERTO GUILLERMO WICHERT 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Cuestiones 
no federales. Interpretación de normas u acto* comunes. 

i 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
! interpretación del art. T96 del Cód. Penal, aplicado con 



(l) 9 de mayo de 1946. Falloi: 510, 401 y 729. 
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motivo de la varadura de un buque en un río interprovin- 
cial, pues trátase de una norma nacional de carácter co- 
ra úu, que no pierde ese carácter por la circunstancia de 
que Ib causa sea de competencia de la justicia federal. 

LEY: Interpretación >j aplicación, 

La sentencia que se limita a determinar los requisitos que, 
a juicio del tribunal de la causa, son exigidos por el ar- 
tículo lílfi del Cfid. Penal y por las disposiciones a que 
expresamente se refiere, pura la existencia de! delito que 
aquél prevé, no es víolatoria de la cláusula del art. 29 
de la Constitución Nacional que prohibe ampliar por ana- 
logía las incriminaciones legales o interpretar extensiva- 
mente la ley penal en contra del imputado. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución, Limites del pronm- 
t imnienta. 

La decisión del recurso extraordinario debe limitarse a 
las cuestiones oportunamente introducidas en la causa e 
incluidas en el escrito de interposición de aquél, por lo 
que no corresponde tomar en consideración el punto re- 
ferente a la interpretación del art. 2!) de la Constitución 
Nacional, planteado por primera vez en el memorial pre- 
sentado ante la Corte Suprema por el Defensor Oficial, 



Dictamen del pKocvtunon General 



Suprema, Corle: 

Dos son Los extremos que alega el recurrente pira 
fundar la procedencia del recurso extraordinario dedu- 
cido a fs. IOS; l v ) que el art. 10(í del Código Penal, cuya 
interpretación se cuestiona» revisto carácter federal, no 
obstante formar parte de un Código de derecho común, 
por t ral a r se de una norma relativa a las responsabili- 
dades penales que resultan de la navegación; 2") que, 
de todos modos, si no se aceptase en términos absolutos 
el referido carácter federal de la cláusula en cuestión, 
por lo menos hay que admitir que presenta el doble ca- 
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ráete r de federal y local o común, según que se aplique 
a personal afectado a la navegación interprovincial o in- 
ternacional o a la exclusivamente local; en cuyo caso 
jugaría, a los efectos del recurso extraordinario, el 
"principio de aplicación de la ley", conforme se resol- 
viera en 193:36. 

En lo que hace a la primera de estas argumenta- 
* ciones, opino que no puede prosperar la tesis del pre- 
sunto carácter federal del art. 196 del Código Penal 
La jurisprudencia sentada en 183:49, que cita el apelan- 
te, no es de aplicación al caso de autos. La norma del 
Código Penal que entonces se declaró federal — art. 
219 — , revestía indudablemente esa condición: así lo de- 
mostraban sus aiitcccdeutes (art. 7 V de la ley 49), su 
colocación en el título do los " Delitos contra la seguri- 
dad de la Nación 1 ' y el bien jurídico específicamente 
protegido por la norma: Jas relaciones internacionales, 
cuyo manejo, como bien se sabe, está indelegablemente 
confiado al Gobierno Central (arta. 68, ines. 19 y 21, 83, 
inc. 14 y 101 de la Constitución Nacional). Por ello, de 
ahí resultaba, como lógico corolario, que no se pudiese 
dar el supuesto de la reserva contenida en el art. 68, 
inc. 11, pues en ningún caso, por su trascendencia inter- 
nacional, la hipótesis del art. 2W del C. Penal podría 
caer bajo la jurisdicción de los tribunales provinciales 
so color de tratarse de una norma de derecho común. 

En cambio, no ocurro lo mismo con la previsión 
del art. 196 del C. Penal. Es cierto que la mayoría de los 
sucesos a encuadrarse en esta norma habrán de ser jua- 
gados por la justicia federal, sea en razón del lugar 
de su acaecimiento o por afectar el comercio interpro- 
vincial o internacional. Pero, ello no excluyo, de ningún 
modo, la posibilidad de hipótesis en que por razón de 
lugar y porque el hecho sólo afecte el comercio local, 
sean los tribunales de provincia los llamados a juzgar 
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el caso. Para tales «upáoslos, rige la reserva del art. 
68, ine. 11, y ello es la demos t ración evidente del carác- 
ter "común" y no federal de la norma en cuestión. En 
síntesis, la sola circunstancia de ser un tribunal nacio- 
nal quien ¡ii>lii|iie la norma no basta para conferir a ésta 
naturaleza federal, si su íntima contextura no demues- 
tra previamente que se trata de una de las leyes espe- 
ciales del Congreso distintas de aquellas a que se re- 
fiere la referida reserva del art. 68, inc. 11. El carácter 
común y no federal de las previsiones contenidas en el 
Capítulo II del Titulo VII, Libro II, del Cócligo Penal 
fué reconocido por V. E. al resolver en 104:337 que co- 
rrespondía a la justicia local y no a la nacional conocer 
en uti caso de infracción al art. 190 del Código Penal. 

Kn el análisis del segundo de los fundamentos in- 
vocados para fundar el remedio federal se observa una 
doble confusión. 

En primer termino, es erróneo vincular, como lo 
hace el apelante, los términos "local" y "común", al 
oponerlos al término federa!. No significan» en efecto, 
la misma cosa, pues mientras la expresión "derecho 
local" tiene un sentido de restricción perfectamente ex- 
plícito, "derecho común", por lo contrario, es aquel qúé 
se aplica en todo «l ámbito de la Nación, sin perjuicio 
de las respectivas jurisdicciones. Por ello, no es adecua- 
da al caso la cita del tomo 103:36. La doctrina que in- 
forma lo allí resuelto y conforme a la cual una misma 
norma puede ser federal o local según que trascienda 
o no los límites locales para regir instituciones nacio- 
nales (149:47; 169:219; 180:244; 183:230 y 249; 188: 
397), carece de aplicación aquí porque, justamente, la 
disposición del art. 196 del C. Penal no reviste carácter 
local sino de derecho común. No puede darse el supuesto 
de una disposición de derecho común que en determina- 
das situaciones se convierta en federal; podrán sí leyes 
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de derecho común revestir parcialmente en algunas de 
sus disposiciones carácter federal como ocurre con la 
ley de accidentes del trabajo o con el Código Penal (art, 
pero una verdadera disposición de derecho co- 
mún jamás podrá ser considerada de índole federal, se 
aplique donde se aplique, porque en ello va el acata- 
miento debido a ia reserva del art. 68, ine. 11. Una nor- 
ma o es de de rocho común o federal, mas nunca ambas 
cosas a la vez. Por ello, el " principio do aplicación de 
la ley'* nada tiene que hacer aquí. " 

La segunda fuente de error se vincula a la primera 
y radica en la confusión del uspeto jurisdiccional con 
el de la naturaleza de la norma. No basta, repito, que la 
aplicación de una norma corresponda a la justicia 
nacional por razón del lugar o de las personas para que 
automáticamente, esa disposición revista carácter fe- 
deral; ello dependerá, en todo caso, de su propia natu- 
raleza, y no de la condición del tribunal que la ponga 
en acto. 

Por todo ello, estimo que debo declararse mal con- 
cedido a fs. 110 vta. el recurso de fs, 108. — Bs. Aires, 
marzo 22 de 1949. — Carlos G. Delfino, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs, Aires, 9 de mayo de 1949. 

Vistos los autos "Wichert Adalberto Guillermo s.| 
varadura del buque a motor argentino "Betty Mará", 
en los que se ha concedido a fs. 110 vta. el recurso ex- 
traordinario. 

Considerando : 

Que el art. 196 del Código Penal, en cuya interpre- 
tación se fonda el recurso extraordinario interpuesto 
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por el Sr. Defensor Oficial, es una norma nacional de 
carácter común, establecida por el Congreso en ejercicio 
rio la facultad tle dictar el código mencionado que le 
atribuyen tanto el ort. 67, inc. li, de la Constitución 
anterior como el art. G8, inc. 11, de la actual, con la sal- 
vedad del respeto a las jurisdicciones locales. A dife- 
rencia de lo expuesto en el caso del t. 183, pág, 49, con 
respecto al art. 219 del Código Penal, el art. 196 de éste 
no se refiere a actividades atentatorias contra la Na- 
ción o su Gobierno, y, puesto que los heclios que prevé 
pueden ocurrir tanto en jurisdicción de aquélla como 
de las provincias, su aplicación corresponderá a los tri- 
bunales de una n otras según que las cosas o las perso- 
nas caigan en sus respectivas jurisdicciones, como lo es- 
tablece el precepto constitucional. 

<¿ue la circunstancia de que en el caso procediera 
la competencia de los tribunales federales porque el 
becbo concreto ocurrido haya dado origen a una causa 
de almirantazgo y jurisdicción marítima, no modifica 
la índole común del art. 196 del Código Penal, cuya in- 
terpretación no constituye, por lo mismo, cuestión fe- 
deral a los efectos del recurso extraordinario y se baila 
excluida del conocimiento de la Corte Suprema por dis- 
posición expresa del art. 15 do la ley 48 (Conf. Fallos: 
1*4, '200: 191. 89). 

Que la decisión del recurso extraordinario debe 
limitarse ¡i las cuestiones oportunamente introducidas 
en la causa o incluidas en el escrito de interposición do 
aquél, por lo que no corresponde tomar en consideración 
el punto referente a la interpretación de' art. 29 do la 
Constitución Km-ional planteado por primera vez en el 
memorial presentado ante esta Corte Suprema por el 
Sr. Defensor Oficial (Conf. sentencia del 7 de abril 
ppdo. en los autos * 'Corporación de Transportes de la 
Ciudad de Buenos Aires v. Cía. de Omnibus M^tropnl 
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s.| expropiación 1 '). Por lo demás, la sentencia apelada 
no amplía por analogía las incriminaciones legales ni 
interpreta extensivamente la ley en contra de! imputado, 
según loa propios términos en que el art. 29 de la Cons- 
titución Nacional establece la prohibición de hacerlo, 
sino que se limita a determinar los requisitos que, a 
juicio del tribunal de la causa, son exigidos por el art. 
196 y por las disposiciones a que expresamente se re- 
fiere, para la existencia del delito que aquél prevé j 
reprime. 

Por estos fundamentos y los concordantes del dic- 
tamen del Sr, Procurador General, declárase improce- 
dente el recurso extraordinario concedido a fs. 110. vta. 

Fflipk S. Pérez — Luis B. Low- 
ghi — Justo L. Alvabrz 
Rodríguez — Rodolfo (f. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



VICTOR FELIZTA 

JURISDICCiON Y COMPETESCIÁ: ComptltncU part. D*kk» 
en particular. Defraudación. 

El juez det lugar en que el procesad' se apropió del dine- 
ro que le entregó el denunciante para que le obtuviera un 
automóvil, es el competente para conocer en la causa ins- 
truida por el delito de defraudación. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

So acusa a Oscar Bautista Roubio, de haber obte- 
nido en la Capital Federal, mediante promesa de adqui- 
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rir un automóvil para José Víctor Felizia, vecino de 
Tres Arroyos (Provincia de Buenos Aires), la suma 
de diez mil quinientos pesos, según se pretende acreditar 
con los recibos de fs. 4 y 14. 

Al formular la denuncia de fs. 1, el damnificado ex- 
presó que se consideraba defraudado, por cuanto Roubio 
no le hizo entrega del vehículo ni le devolvió el dinero 
a pesar de las múltiples gestiones que en tal sentido 
realizara. 

Tanto el Juez del Crimen de Bahía Blanca, —a 
quien se elevaron las actuaciones policiales—, como el 
de Instrucción de la Capital Federal, se han declarado 
incompetentes para intervenir en el proceso (fs. 20, 24 
y 27), con lo cual ha quedado trabada la cuestión de com- 
petencia, negativa que corresponde dirimir a V. E. (art. 

9», lev 4.055). 

Én casos que guardan marcada analogía con el pre- 
sente, tiene decidido V. E-, que corresponde intervenir 
en el juicio al juez con jurisdicción en el lugar donde se 
produjo el npoderamiento ilegítimo (203:69, entre 
otros) En consecuencia, y de acuerdo con dicha doctri- 
na debe concluirse que la justicia del crimen de la ciu- 
dad de Buenos Aires es la competente para intervenir 
en la presente causa. . 

En tal sentido debe ser derimida, en mi opinión, 
la presente contienda. — Bs. Aires, abril 30 de 1949. — 
Carlos O. Del fino. 

FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Bs. Aires, 9 de mayo de 1949 

Autos y vistos: De acuerdo con lo dictaminado a 
fs 8 por el Sr. Procurador General concordantemente 
con la jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fallos: 
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20.% 69; 211, 80ü y otros), se declara que el conocimiento 
del proceso sobre defraudación promovido contra Oscar 
Bautista Boubio por denuncia de José Víctor Felizia, 
corresponde al Sr. Juez de Instrucción del Crimen N* 2 
de la Capitul Federal, a quien se remitirán los autos 
haciéndose salier al Sr. Juez en lo Criminal y Correccio- 
nal de Bahía Blanca en la forma de estilo. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Justo L. Alvares: 
Rodríguez — Rodolfo Q. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



GUILLERMO MAZZA 
SUPEItIN TENDENCIA, 

El ejercicio de la superintendencia correspondiente a la 
Corte Suprema no comprende la revisión de resoluciones 
judiciales. El conocimiento de los casos particulares y 
concretos de superintendencia incumbe & las Cámaras Fe- 
derales de Apelación y no a la Corte Suprema. 
Corresponde a la Cámara Federal de Apelación de la Ca- 
pital decidir la cuestión sobre turno trabada entre los 
jueces federales en lo Criminal y Correccional de dicha 
ciudad en virtud de la distinta interpretación que atribu- 
yen a una acordada de la Corte Suprema. 



Dictamen del Procurador General 

* 

Suprema Corte: 

Los titulares de los Juzgados Federales eu lo Cri- 
minal y Correccional Nos. 1 y 2 do la Capital Federal 

se decía ra n incompetentes pura entender on estas ac- 
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tuaciones en virtud de la distinta interpretación que 
asignan ut punto 2* de la Acordada de la Suprema Cor- 
te, del 27 de diciembre de 1948 (fs, 51 vta. y 53). 

Correspondiendo a las Cámaras Federales enten- 
der m las cuestiones de competencia que se susciten 
entre los jueces de sección, según lo establece el art. 19 
de la ley 4055 (fallo del 21 de febrero ppdo. inre "Mas- 
trovalerttf Alfredo s/. infracción al servicio militar" y 
M allí citados), entiendo que en el presente caso, aunque 
se trata de una cuestión de Superintendencia, debe pre- 
cederse, por analogía, de conformidad con lo dispuesto 
en el mencionado art. lí> de la citada ley, y remitir es- 
tos actuados a la Cámara Federal de la Capital a fin 
de que resuelva la cuestión planteada. — Bs. Airea, 
abril 26 de 1949. — Carlos G. Dclfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 9 de mayo de 1949. 
Autos y vistos: Considerando: 

Que do acuerdo con lo decidido en Fallos: 132, 272. 
el ejercicio de la superintendencia correspondiente a la 
Corte Suprema no comprende la revisión de resolucio- 
nes .indicíales. 

Que, por otra parte, el conocimiento de los casos 
particulares y concretos de superintendencia incumbe 
a las Cámaras Adérales de Apelación (Fallos: 141, 

17; 189, 42), ¿. _ _ 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General, declárase que corresponde a la Cámara Fede- 
ral de Apelación de la Capital decidir la cuestión tra- 
bada .^n los untos *ÓBÉm Guillermo, falso testimonio 
entre los Srw. Jueces Federales en lo Criminal y Co- 
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rreccional de la Capital, Dres. D. Oscar D. Palma Bel- 
tnín y D. Miguel J. Rivas Arguello. En consecuencia, 
remítanse los autos a la Cámara mencionada a fin de 
que resuelva la cuestión de referencia. 

Felipe S. Pérez — Luis B. Lon- 
ghi — Justo L. Alvakez 
Rodríguez — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



PROVINC.A DE BUENOS AIRES v. "COMEGA" CIA. 
MERCANTIL GANADERA, S. A, 

LITISCONTESTA CION. 

En los juicios sobre expropiación, la litis contratación se 
concreta en la audiencia del art. 14 de la ley 13.264 (*)- 



JURISDICCION Y COMPETENCIA : Comprttncia federal Compe- 
tmeia originaria de la Corte Suprema. Causas en que es parte una 
provincia. Camu.* civiles. Distinta vecindad. 

El art. 96 de ta Constitución Nacional no incluye entre las 
causa» de la jurisdicción originaria de la Corte Suprema a 
aquéllas en que fuesen partes una provincia y los vecinos 
de otrn o de la Capital Federal, pero no excluye del 
conocimiento del tribunal a los pleitos radicados en él 
con anterioridad a la vigencia de la nueva constitución — 
16 de marzo rit 1949 — por haberse declarado su compe- 
tencia por vía de artículo o por haber quedado trabada 
la litis jior demanda y contestación. Esto no ocurre en el 
juicio de expropiación en el que no ha tenido lugar la 



(i) 9 de maro de 1049. 
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Audiencia del nrt. 14 de la ley 13.264 aunque haya me- 
diado respuesta condicionada y subsidiaria de la deman- 
da (')• 



PROVINCIA DE ENTRE RIOS v. CIA. DE ELECTRICI- 
DAD DEL ESTE ARGENTINO, & A. 

EXPROPIACION: Imdemnizacióm. Determinación del valar reai. 

En el caso de expropiación de la totalidad de tos bienes 
que integran una empresa de servicios públicos, no cabe 
prescindir de la intervención dispuesta en la causa del 
Tribunal de Tasaciones, conforme a lo establecido por el 
nrt. 31 de la ley 13.264. El dictamen respectivo debe re- 
ferirse "al valor de afectación que representaba para el 
titular anterior" el conjunto de los bienes expropiados (*). 

EXPROPIACION: I*rocedimiento. Procedimiento judicial. 

La naturaleza del juicio de expropiación no admite el plan- 
teo de incidencias en el curso del mismo, ni menos el de 
cuestiones de derecho susceptibles de proponerse en opor- 
tunidad procesal. 



NACION ARGENTINA v. UNION TEXTIL, S. R. L. 
BECURSO EX THA O RUIS A ítl O : Resumios comunes. Gravamen. 

Ks improcedente el recurso extraordinario deducido en el 
procedimiento de ejecución de sentencia y fundado en las 
violaciones constitucionales que, según el recurrente, se ha- 
brían cometido en las actuaciones en las que se le impuso 
una multa firme por transgresión a las leyes sobre represión 
del affio. 



(i) Folio* : 213, 2ÍH>. 

(M) !l de uiayo th> 1049, Kallos: 212, 900. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propias. Cuestione* no 

fedérale*. Interpretación de normas locales de procedimientos. 

La cuestión relativa a saber ai han sido o na cumplida* las 
normas procesales sobre recepción de la prueba no revis- 
te carácter federal. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* propio». Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Arte. 16 a 19 d* la Constitución. 

No procede el recurso extraordinario fundado en la viola- 
ción del derecho de defensa por no haberse dado al recu- 
rrente oportunidad de comprobar si fueron agregadas al 
expediente todas las pruebas que produjo, si el mismo no 
pretende que se haya omitido ta agregación de alguna da 
las que ofreció. 



Díctame* del Procurador General 
Suprema Corte: 

Dos son tos motivos alegados como fundamento del 
recurso extraordinario deducido a fs. 313; a) descono- 
cimiento de la garantía de defensa en juicio por haber 
carecido el demandado de tiempo suficiente para con- 
trolar la prueba por él ofrecida en oportunidad de dic- 
tarse el auto corriente a fs. 138; b) la existencia de 
diversas violaciones constitucionales en el procedimien- 
to observado en tas actuaciones en que se dictó el fallo 
condenatorio que sirve de título a esta ejecución. 

En cuanto a la primera de estas cuestiones, el ape- 
lante no ha concretado en qué medida la omisión que 
alega pudo modificar su situación en el proceso, requi- 
sito éste indispensable para fundamentar la supuesta 
violación de la defensa \ y además, el fallo apelado reúne 
en este punto suficientes motivaciones de hecho y de 
derecho común como para sustentarlo. 

Hn to que liace a la segunda de las cuestiones plan- 
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toadas el remedio federal es, también, improcedente por 
extemporáneo. No era en este juicio sino en aquél donde 
se dictó la sentencia que ahora se ejecuta, en que de- 
bieron plantearse tales agravios constitucionales; lo 
contrario llevaría a enervar los efectos de la cosa juz- 
gada. V. E. tuvo oportunidad, por otra parte, de deses- 
timar el recurso de queja intentado por la misma so- 
ciedad recurrente, en los autos principales, el 29 de di- 
ciembre ppdo. 

En consecuencia, estimo que debe declararse mal 
concedido a fs. 321 vta. el recurso extraordinario de 
fs. 313. 

Para el supuesto de que V. E. no comparta este cri- 
terio, hago notar que en cuanto al fondo del asunto, el 
Gobierno de la Nación tiene constituido, por intermedio 
del Sr. Procurador del Tesoro, representante especial, 
el que ante V. E. ha hecho ya la defensa de sus dere- 
chos. — Bs. Aires, abril 9 de 1949. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 12 de mayo de 1949. 

Vistos los autos "Gobierno de la Nación c/. Unión 
Textil S. R. Ij. s/ ejecución de sentencia", en los que 
se ha concedido a fs. 321 vta. el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario comprende dos ca- 
pítulos de cuestiones federales: las que se refieren a 
la ejecución en que se lo ha deducido y las que concier- 
nen a las normas legales aplicadas en el expediente ad- 
ministrativo y a los procedimientos de este último. 
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<Juc corresponde excluir, ante todo, las cuestiones 
del segundo capítulo pues debieron ventilarse en las 
actunciones donde las multas fueron aplicadas y dedu 1 
cir luego en forma el pertinente recurso extraordinario 
si era adversa la respectiva decisión final, Pero si bien 
es cierto que se lo interpuso entonces con respecto a 
la denegación de la apelación deducida según lo dis- 
puesto en ol art. 3* de la ley 12.833, esta Corte lo de- 
claró improcedente en sentencia del 29 de diciembre 
de 1048, por lo cual la imposición de las multas quedó 
firme y no cabe reabrir debate sobre el particular en 
oportunidad de su ejecución. 

Que respecto a esta última la única cuestión fede- 
ral planteada es la de violación del derecho de defensa 
por no hal)orsc dado a la recurrente la oportunidad pro- 
cesal de examinar la prueba y comprobar ai se había 
producido toda la que se ofreció. Con este alcance apa- 
rece formulada en el escrito de fs. 136. 

Que se trata de una cuestióu procesal, insusceptibie 
de recurso extraordinario, y que, por lo demás, fué ob- 
jeto del recurso deducido ante el Juez del Crimen (arts. 
7 y 'JO de Ja ley 12.833) quien se pronunció sobre ella 
expresamente? Por otra parte, como lo observa el Sr. 
Procurador General, la recurrente no ha puntualizado 
el agravio que el supuesto defecto procesal le habría 
causado, pues no pretende que, como lo previno a fs. 
136, se haya omitido la agregación de alguna de las prue- 
bas propuestas por ella en la estación oportuna. Bien 
entendido que liv cuestión federal que se está conside- 
rando se refiere sólo a esto y no, como se pretende a 
fs. 32Í) vta. y 330 del escrito de interposición del recurso, 
n deficiencias del procedimiento en el expediente ad- 
ministrativo ofreoido como prueba, pues ello debió ven- 
tilarse en este último, cuya decisión se dijo preceden- 
temente que había quedado firme. 
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Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General se declara improcedente el re- 
curso extraordinario concedido a fs. 321 vta, 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
oki — Justo L. Alvarez Ro- 
dríguez — Rodolfo G. Va- 

LENZUELA 



FERNANDO BENEDETTT 

HOMICIDIO: Homicidio fimpte. 

Para quo encuadre la calificación del delito en lo dis- 
puesto por el art. 80, ine. 1» tlcl Código Penal, no basta 
la confesión del reo y lo declaración de testigos, sino que 
es necesario probar el vínculo de parentesco de conformi- 
dad con lo estatuido al respecto por el Código Civil. 
Corresponde graduar en quince años de prisión la pena 
aplicable al autor de los delitos de homicidio simple y 
lesiones graves — arts. 79 y 90 del Código Penal— tenien- 
do en cuenta los buenos antecedentes, los hábitos de tra- 
bajo del procesado y que la ie*"ón inferida a una de la» 
víctimas puso en peligro la vida de ésta (')- 



ESTEBAN ILDEFONSO BERKIER v. LAJOUANE LIBRE- 
HIA EDITORIAL S. R. L, 

PAGO: J'rim-ijiinn venérale*. 

El cumplimiento tic la obligación conforme a la ley y a 
la jurisprudencia vigentes en esa oportunidad libera defi- 
nitivamente al deudor de aquél !a y de las ulteriores mo- 
dificaciones de la interpretación judicial. El patrón que 



(1) ¿2 de maye ¿* W*- ^oa: 172, 374; 203, 421; 212, 19U. 
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pagó a^su empleado la indemnización establecida por la 
ley 11.729, con el alcance que correspondía atribuírsele 
seRÍm la jurisprudencia de la Corte Suprema entonces vi- 
gente, no puede ser obligado a abonar una cantidad adi- 
cional, aunque la justicia del trabajo se orientara en sen- 
tido opuesto y aquel Tribunal lo haya hecho también con 
posterioridad. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario resulta procedente en 
esta causa, por liaber sido puesta en tela de juicio la 
constitucional ¡dad del art. 2* de la ley 11.729, y ser la 
sentencia definitiva obrante a fs. 34 favorable a la va- 
lidez de dicha ley. 

En 211 r 1278, V. E. declaró que el derecho adquirido 
mediante el pago hecho con sujeción a lo que en ese 
tiempo disponía la ley 11.729, tal como era interpreta- 
da por los tribunales, se encuentra protegido por el art. 
17 de la Constitución Nacional entonces vigente. 

El tribunal a quo, sin desconocer esa doctrina de 
V, E., ba resuelto que como al tiempo en que ocurrió 
el despido del actor —julio 31 de 1947— los tribunales 
del trubajo habían declarado la constitucionalidad del 
referido art. 2* de la ley 11.729, el pago quo prescindió 
de esa disposición no tiene el alcance liberatorio a que 
se refirió V. E. en el caso citado en el párrafo anterior. 

En mi opinión, el recurrente está en lo cierto cuan- 
do sostiene que, en ese fallo, V. E. quiso referirse a la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, que era la que había declarado la iuconstitucio- 
nalidad del art. 2* y constitnía, en la materia, la auto- 
ridad judicial más alta. 

De lo contrario, sería muy difícil, si no imposible, 
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determinar en un momento dado cuál e* ta interpreta- 
ción judicial do una ley, si para ello hubiese que 'tomar 
cu cuenta las decisiones de todos los tribunales existen- 
tes en la jurisdicción, cuyas opiniones pueden no ser, 
y a menudo no son, coincidentes. 

En consecuencia, siendo el pago de fecha anterior 
al cambio de jurisprudencia de la Corte Suprema, co- 
rresponde revocar el fallo apelado en cuanto pudo ser 
materia de recurso. — Bs. Aires, abril 5 de 1949. — 
Carlos O. Ih'lfino. 

FAIXO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 18 de mayo de 1949. 

Vistos los autos "Berricr Esteban Ildefonso c/ 
Lajouane Librería Editorial S, B. L. s./ despido", en 
los que se ha concedido a fs. 41 el recurso extraordi- 
nario. 

Considerando : 

* 

Que ambas partes están de acuerdo en que, con 
motivo de su despido, el actor recibió en pago el impor- 
te de ta indemnización establecida por la ley 11.729 con 
el alcance que correspondía atribuírsele según la juris- 
prudencia de In Corte Suprema entonces vigente. 

Que en esas condiciones, conforme a la doctrina de 
Fallos: 211, 1278 y de la sentencia pronunciada el 7 de 
febrero ppdo. en los autos "Pesci Luis v. The Patent 
Enitting Vo, S. A.", el pago produjo un efecto libera- 
torio en favor del acreedor, que no puede ser alterado 
por el cambio posterior de la jurisprudencia de esta 
Corte Suprema. 
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Por tan lo y lo dictaminado por el Sr, Procurado i 
General revócase la sentencia apelada en lo que ha si- 
do materia de recurso extraordinario. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Low- 
ghi — Justo L. Alvares 
Rodríguez — Rodolfo G. 
Valkkzuela — Tomás D. 
Casares. 



INES MACCH1 COBO DE CAM PELLO v. PROVINCIA 

DE CORDOBA 

TERMINO. 

Siendo días feriados los tic Semana Santa no procede 
eoni putar los pura establecer si ha sido formulada en tér- 
mino la oposición a la prueba ofrecida por la parte con- 
traria, 

PRUEBA: Apreciación. 

Por refila general, la pertinencia y eficacia de la prueba 
debe apreciarse al dictar sentencia, por lo que procede 
recibir la que versa sobre cuestiones que príni« facie no 
pueden ser consideradas ajenas al debate, aún cuando la 
contraparte la tache de inútil por referirse a hechos inob- 
jetables. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 18 de mayo de 1949. 

Autos y vistos: 

Que siendo días feriados los de Semana Santa 
— nrt. p del Reglamento para la Justicia Federal — 
la oposición formulada a fs. 7 lo ha sido en término. 
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Que esia Corte lia declarado que por regla gene- 
ral la pertinencia y eficacia de la prueba debe apre- 
ciarse al dictar sentencia —Palios: 184, 272; 190, 192— 
y, asimismo, que es procedente la prueba de una parte 
que versa sobre cuestiones que prima facie no pueden 
ser consideradas ajenas al debate aún euando la con- 
traparte la tache de inútil por referirse a hechos in- 
objetables —Fallos : líKi, 170—. 

En su mérito no ha lugar a la oposición formulada 
i fs. 7. Sin costas por no encontrar mérito el Tribunal 
para imponerlas. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
gui — Justo L. Alvarez 
Rodríguez — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



GUERRERO Y CÍA. S, R. L. 

JVTiíLAClOS DEL PEfíSONAL DEL COMERCIO, ACTIVIDA- 
DES AFIXES Y CIVILES: Personas comprendida». 

Conforme a los arts. f>« y 67 del decreto-ley n* 31.665/44, 
loa socios do una sociedad de responsabilidad limitada que 
desempeñan simultáneamente carpos administrativos ren- 
tados en la misma, son por esta última circunstancia em- 
pleados do clin, con la consiguiente obligación de efectuar 
aportes al Instituto Nacional de Previsión Social. 

Dictamen* del Procurador General 

Suprema Corte: 

En un caso que guarda ceñida analogía con el pre- 
sente, V. E. tiene resuelto (juo la circunstancia de que 
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los directores ue un banco tuvieran que ser necesaria- 
mente accionistas del mismo, no obstaba para que es- 
tuviesen obligados a hacer los aportes fijados por la 
ley 11.575, pues no es en calidad de tales accionistas 
que los contempla la ley, sino en consideración al ca- 
rácter de personas que prestan servicios a la empresa 
bancaria, sometidos bajo esc aspecto al Consejo de Ad- 
ministración y a la Asamblea, que constituyen el supe- 
rior gobierno de la institución (186: 465). 

Lo mismo cabe declarar en las presentes actuacio- 
nes: no es en su calidad de "empleadores" que los so- 
cios gerentes de una sociedad de responsabilidad limi- 
tada tienen que hacer aportes, en la actualidad, a la 
sección del decreto-ley 31.665/44, sino en su carácter 
de personas que prestan servicios a esa sociedad, me- 
diante el pago de uu sueldo. 

Corresponde, pues, revocar el fallo apelado obrante 
a fs. 67 que decide el punto en sentido contrario al que 
dejo expuesto. — Bs. Aires, mayo 6 de 1949. — Carlos 
O. Delfmo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 19 de mayo de 1949. 

Vistos los autos "Guerrero y Cía. S. R. L.» solici- 
tan informes s./ Decreto Ley 31.665/44", en los que se 
ha concedido a fs. 77 vta. el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que se trata de establecer en el presente, si los so- 
cios de una sociedad de responsabilidad limitada que 
desempeñan simultáneamente cargos administrativos 
rentados en la misma, deben efectuar aportes en cali- 
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dad do empicados al Instituto Nacional de Previsión 
Social (Jubilaciones y Pensiones de Empleados de Co- 
mercio) en presencia de lo dispuesto por loa arts. 6* y 
tí7 del decreto ley n* 31.6(15 año 1ÍM4. 

Que estu Corte Suprema en easos que ofrecen ana- 
logía con el planteado en los autos ha establecido que 
los miembros del Directorio de los Bancos afiliados a 
la ley U.'il') son empleados (Fallos 16P, t>4), y que la 
circunstancia de que en esas instituciones, aquellos de- 
ban ser necesariamente accionistas, no cambia la natu- 
raleza del caso, pues no es en calidad de tales accio- 
nistas que los contempla y afilia la ley, sino en conside- 
ración al carácter de personas que prestan servicios a 
la empresa banca ria, servicios no obligatorios, que es- 
tán sometidos al Consejo de Administración y a la Asam- 
blea. Son pues los Directores, dependientes del supe- 
rior gobierno de la institución. Y que si bien es exacto 
que la ley de Jubilaciones y Pensiones de Banca rioa, 
como las similares de ferroviarios, empresas particu- 
lares y civiles de la Nación, lian sido inspiradas en el 
propósito de amparo a los empleados dependientes de 
las empresas o del Estado, también es cierto que nin- 
guna ley lm excluido al maquinista o inspector ferro* 
vi a rio que tiene acciones de la empresa en que presta 
servicios; que el Gerente o Contador o Presidente del 
Banco Hipotecario puede tener cédulas del mismo. Co- 
mo ya se lia dicho, no es al accionista, al capitalista a 
quien contempla la ley, es al que dependiente de la su- 
perior autoridad que gobierna la institución, y cual- 
quiera sea su jerarquía, presta servicios que tienen 
carácter de permanencia y percibe por ello una remu- 
neración periódica en dinero al margen del interés do 
sus acciones o de sus cédulas — Fallos 0. S. : 186-465 — . 

(¿ue tales antecedentes y fundamentos encuentran 
perfecta aplicación en el presente cnso como lo expresa 
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el Sr. Procurador General, para concluir que en pre- 
sencia de las disposiciones contenidas en el decreto-ley 
31.665 uño 1944 los socios de una sociedad de respon- 
sabilidad limitada que desempeñan simultáneamente 
cargos administrativos rentados, son por esta última 
circunstancia empleados de la misma, con la consiguien- 
te obligación de contribuir a la Caja, 

Por ello se revoca la sentencia de fs. 67 en cuanto 
pudo ser materia de recurso. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ghi — Justo I¿. Alvabez 
Rodríguez — Rodolfo O. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



SATjVADOII VIRGILIO PAGANO v. INSTITUTO NACIO- 
NAL DE PREVISION SOCIAL 

JtECURSO EXTRA ORDINA RIO: Requisitos propia*. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simples. Interpretación de las htfes fede- 
rales. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que, 
fundada en la inteligencia y alcance de disposiciones con- 
tenidas en el decreto-ley n v ¡U.G6f>/44, soluciona el caso en 
forma contraria a las pretensiones del recurrente, basadas 
en aquéllas (*). 

JV fíl LACIOS DEL PERSOXAL DEL COMERCIO, ACTIVIDA- 
DES CIVILES Y AFINES: Personas comprendidas. 

Conforme a los arts. 6' y G7 del decreto-ley n° 31.(1(15/44, 
los servil- ios prestados por el afiliado en su condición de 



(i) W tic muya de l£)40. 
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director y profesor do la academia mercantil de la que era 
co propietario, son (-(imputables u Icm fines de la jubilación 
dentro del régimen del decreto-ley «f 31.Cb'í)/44 T con la 
obligación de efectuar aportes al Instituto Nacional de Pre- 
visión Social CA- 



CARLOS LANZANO POR LA RAZON SOCIAL CARLOS 

LANZANO Y Cía. 

JURISDICCION y COMPETENCIA: Competencia f e<trral. Causa* 
¡•íftalrs, Casot vario*. 

No corresponde a la justicia federal sino a la provincial la 
causa seguida por infracción ni art. 4 V del decreto-ley 1740 
de ta Provincia de TuetimáiL todo vez que la circunstancia 
de (lüe la resolución que impone multa por infracción a las 
leyes del trabajo emane de la Delegación Regional de la 
Secretaría de Trabajo y Previsión, nn impide que, confor- 
me a la legislación respectiva, sen recurrible ante los jue- 
ces de la provincia en que aquélla actúa ( = ). 



PROVINCIA DE BUENOS AIRES v. CASIMIRO FOLLE- 
DO S. A. COMERCIAL Y O A NADÉ RA 

RECURSO DE REVISION, 

Es improcedente el recurso de revisión contra la resolución 
de la Corte Suprema que, — ajustándose a lo dispuesto por 
ta ley n» 13.264— autoriza en el juicio de expropiación la 
prueba de oficios y no liaee lugar a la designación de peritos 
pedida por la recurrente. 



(i) Knllni, «4: 186, 64í¡; 213, HOfi. 

(i) 23 de nmyn Ú 1H4&. Fallo*: -0!i, 410; 206, 301. 
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EXPROPIACION: Procedimiento. Procedimiento judicial. 

La ley 13.264 excluye la prueba de peritos respecto de las 
expropiaciones de bienes raíces, nías no ta de oficios, euyo 
valor probatorio debe ser oportunamente apreciado. 
La indemnización <pic los jueces deben fijar sobre la base 
de !us actuaciones y del dictamen que elabore el Tribunal 
de Tasaciones creado por la ley 13.204. comprende el valor 
objetivo del bien y los daños que sean consecuencia directa 
c inmediata dé la expropiación. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. A í ros, 23 de mayo de 1Í)4Í>. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que el recurso do revisión que se intenta os mani- 
fiestamente improcedente por no bailarse comprendi- 
do en ninguno de los supuestos qtic contempla el urt. 
241 de la ley n» 50. 

Que, por otra parte, la resolución de fs. 44, se ajus- 
ta a lo dispuesto por la ley 13,204, desde que según 
estatuye la misma, la indemnización a fijarse por los 
jueces, lo ha de ser en base a las actuaciones y dictá- 
menes que elabore el Tribunal de Tasaciones — art. 
14 — ; indemnización que según dispone el art 11 com- 
prende el valor objetivo del bien y los daños que sean 
una consecuencia directa e inmediata de la expropiación. 

Que el Tribunal ha autorizado la prueba de oficios 
y no la pericial, en razón de que esta última ha sido pros- 
cripta por ta ley, en las expropiaciones de bienes raí- 
ces, como se dejó establecido en la resolución de fs, 44. 
Ello por lo domas, no importa decisión respecto del 
valor probatorio de las medidas acordadas. 

En su mérito se declara improcedente el recurso 
intentado, e importando una falta de consideración al 
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Tribuna] los términos del procedente escrito que se 
subrayan con lápiz rojo, tésteselos por Secretaría* y 
llámase la atención a los firmantes del mismo. 

* 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
«m — Justo L. Alvarez 
Rodríguez — Rodolfo G. 
Valenzueia — Tomás D. 
Casares. 



PHOVrxriA PE SAN M'IS v. Cía. DE ELECTRICIDAD 

DE LOS ANDES S. A. 

EXPROPIACIOX: Procedimiento, provedimicntú judicial 

Toda vez que el nrt. 14 de la ley- n* 13 264 inte<íra el Tri- 
hiniíil ile Tiisai' iones, emulo por decreto 33.405 >44 —ley 
1*2.022 — eon un representante del Ministerio ñe Obras Pú- 
blica! de la Nación y otro del expropiado, y atribuye al 
perito del mencionado Ministerio la representación dr' ex- 
propiados no correspondí' hacer huíar u la draipnaeión pe- 
itida por et apoderado provincial qne, aparte de no estar 
h ni din la en (a letra de la ley, alteraría la constitución del 
referido Tribunal, ron otro representante del ex propiador, 
rompiendo el <-c|ii il ilirin que fon la com posición *tc aquél se 
ha querido establecer (')■ 

EXPROPIACIOX; Procedimiento. Procedimiento judicial. 

II til laudóse expropiante y expropiado representados ante el 
Tribunal de Tasaciones establecido por el art. 14 de la ley 
n* 13.2(54 y debiendo referirse el dictamen qvie se reque- 
rirá del mismo "al valor de afectación une representaba 
para el titular anterior'* el conjunto de los bienes expro- 
piados, no cabe hacer lugar a la formulación de cuestiona- 



fu :>:i de nwvn ilí* I94P. Fnllos: 213, 74. 
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ríos a tenor de los cuales ha de expedirse el mencionado 
Tribunal, solicitada por la demandada (*). 



LEACH'S A RG ENTINE ESTATES LIMITED v. DIREC- 
CION GENERAL DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

PRUEBA: Peritos. 

Carree de valor, a efecto de probar que el producto de ta 
emisión de deben tu res fué incorporado al giro comercial 
de la empresa, el informe del contador que, ante la falta 
de contabilidad del contribuyente cuyo» libros son llevados 
fuera del país, se funda tan soto en el criterio técnico 
contable del perito. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Deducciones. Comercio e imlnstria. 

Si el contribuyente omitió probar que el producto de la 
emisión de debentnres que realizó fué incorporado al giro 
comercial de su negocio y reconoció no haber demostrado 
en forma fehaciente que la totalidad del importe de ese 
prest amo se destinó a la compra de bienes — lo que impli- 
ca admitir que ésta y aq'íél estuvieron relacionados— y 
sí, además, ambas operaciones fueron simultáneas, lo que 
permite afirmar que la emisión de debentnres respondió 
a la financiación de la compra de los bienes, corresponde 
aplicar el art. 327 de la ley 11.682 y rechazar la demanda 
tendiente a la devolución del impuesto a los réditos pa- 
gado como consecuencia de no haber admitido la deducción 
de las diferencias de cambio soportadas con motivo del 
rescate de los debentnres, 

LEY: Interpretativa h aplicación. 

Las normas del derecho fiscal no deheii ostnr necesaria- 
íiirntp sometidas a b>s preceptos del derecho privado pues, 
mientras éstos se aplican a las relaciones de personas de. 
existencia iileal o visible, entre sí o con terceros, aquél 
rige solamente en orden al propósito impositivo del Esta* 



(2) Fallos: 213, 500. 
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do y fija sus rcplas, teniendo sólo en cuenta la mejor re- 
caudación de sus recurso» y la mayor justicia en la dis- 
trib lición Je las cargas que impone. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Réditos drl comercio, de la indus- 
tria* profesiones, etc, 

A -efecto del cobro del impuesto a los red i tos, la ley 
n ,} 11.682 (t. o.) no torna en cuenta la forma de. contabi- 
lizar las ^anuncias y pérdidas que usen los contribuyentes, 
sino los resultadas del año fiscal. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Exenciones. 

A los efecto» del impuesto a los réditos, no cabe excluir 
de Jos balance» fiscales presentados por la uctora las su- . 
mas que. después de establecido el impuesto a los réditos, 
cobró por haberse hecho carpo de la administración de la 
empresa de sn deudor e imputó al pago de intereses de su 
crédito con anterioridad a la videncia de la ley de réditos. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Exenciones. 

No cor responde abonar impuesto a los réditos sobre los 
interese» devengados por el empréstito autorizado por la 
ley n* 615 de la Provincia de Jujuy, del año 1A24, toda 
vez que la frase del art, V "quedando esta operación (el 
contrato de empréstito) eximida de todo impuesto pro- 
vincial" debe interpretarse como relativa a los impuestos 
ipie pudieran recaer sobre todo cuando es porte intepran- 
te de la operación, con la única excepción del de sellos 
aludido en el art. 2", y es incuestionable que los intereses 
pactados integran la operación de que se trata. 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, marzo 2Í> de 1947. 

Y vistos pora sentenciar estos autos seguidos por Leñen 's 
Arírcntine Estoles Limited contra el Fisco Nacional sobre re- 
petición de los que resulta: 

a) Se presenta Leach's Argentino Esta tes Ltd. por me- 
dio de apoderado y expresa que. como consecuencia de la liqui- 
dación (pie efectuaron oportunamente los inspectores de la 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



l)ir. Oral, del Impuesto a los Réditos, ha sido obligada a pagar 
la suma de & 31.507.8!). pago que considera indebido por ser 
erróneo el criterio eon que en la referida liquidación se tratan 
los siguientes rubros: 1) Diferencian de cambio: Estas consti- 
tuyen un gasto relacionado con el préstamo contraído en Lon- 
dres en 1912 mediante emisión de debentures. La Dir. Oral, del 
I ni puesto i! los Id' di tos no admitió su deducción como aumento 
en el costo de los bienes adquirí" ios con el dinero obtenido 
mediante el referido préstamo. Tal criterio es falso ponjue 
i ni pitea un concepto equivocado de la operación que significó 
la emisión de los debent tires y además porque la resolución 
dictada por la aludida repartición lo es en base a Lis disposi- 
ciones reglamentarias del año 1939, es decir, posteriores a la 
época en que se produjeron las diferencias de cambio referidas, 
lo que resulta contradictorio con lo dispuesto en el art. ll>2 de 
esc mismo decreto reglamentario de 1939. 2) Recupero de la 
deuda de Cavalto u Cía.-. La referida razón social contrajo un» 
deuda con la aetora y ésta, debido a la mora en el pago de 
los servicios tomó la administración de la empresa con cargo 
de aplicar las entradas al pago de dichos servicios. Los su- 
perávits habidos en los ejercicios 1934-1937 no alca tizaron a 
cubrir los intereses que se habían devengado con anterioridad 
al 1» de enero de 1932 y, por lo tanto, lo percibido en ese 
concepto no es susceptible de gravamen impositivo. 3) Intere- 
ses del empréstito ley provincial de Jnjuy- De acuerdo con lo 
dispuesto en la ley provincial respectiva, se trata en el caso de 
títulos exentos del pago de impuesto, no compartiendo la aeto- 
ra la opinión de la Dir. Oral, del Impuesto a los Réditos, quien 
sostiene que lu exención de que habla la ley, sólo se refiere 
a Ja forma de emisión y no a los intereses que se devenguen. 

En definitiva y por las razones expuestas pide la actora 
se haga lugar a la demanda, eon intereses y costas. 

b) Asumiendo la representación de la Nación, contesta 
a fs. IR el procurador fiscal, haciendo suyos ¡os argumentos 
que informan la resolución denegatoria dictada por la Dir. 
Gral. del Impuesto a los Réditos y oponiendo, sin perjuicio de 
ello, la defensa de prescripción del art. 24 de ta ley 11.683. 
Por todo lo cual, solícita el rechazo de la demanda, con costas. 

Considerando : 

1* Que como se ha resuelto ya en forma reiterada y cons- 
tante, en casos como el sub júdice, en que no se persigue la 
devolución de un impuesto pagado por error de cálculo o de 
concepto cometido por el contribuyente en sus propias deela- 
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raciones, el termino de prescripción aplicable es el de 10 años. 
Corresponde por lo tanto el rechazo de la defensa opuesta en 
ese sentido por la demandada. 

2* Que ello así resuelto, corresponde el estudio por sepa- 
rado de las tres cuestiones que integran e) fondo del asunto. 

Diferencias de cambio. Que. como lo reconoce la misma 
Dir, del Impuesto a los Réditos, La compra de la empresa de 
Leach's linos., y la emisión de dcbenturcs efectuada por la 
aetora. son operaciones jurídicamente distintas (ver fs. 151, 
tn fine, esp. administrativo). 

La emisión de los deben tures configura, en efecto, un prés- 
tamo de dinero y los fondos obtenidos se incorporan lisa y lla- 
namente al gtro comercial de la empresa. Como consecuencia, 
no se podrá luego diferenciar si la compra de una lapicera, 
por ejemplo, se lia hecho con dinero obtenido por aporte de 
capital o con dinero conseguido cu préstamo y resulta por lo 
tanto ¡disurdo pretender lo uno o lo otro. 

Que en el caso sub júdicc, debe tenerse presente además, 
(pie la compra de los bienes que se pretende efectuar con el 
importe de los debentures fué hecha en moneda nacional (ver 
fs. 81 vta., cxp. administrativo) y existe de tal modo una ma- 
yor razón para desvincular de dicha compra toda cuestión 
referente a diferencias de cambio, ya que éstas únicamente 
pueden suscitarse con motivo de operaciones hechas en moneda 
extranjera. 

Resulta pues indiscutible, a juicio dej suscripto, que la 
actor» , ha podido con derecho sostener que correspondo la de- 
ducción pertinente a los fines impositivas y así se declara. 

3° líwnpero de deuda. Que la circunstancia de que con 
mucha anterioridad a la vigencia de Ift ley tle réditos, la actorn 
efectuara amortizaciones del capital prestado a F. Ca vallo y 
Cía,, demuestra que desde largo tiempo atrás el préstamo ori- 
ginario mereció el concepto de incobrable, extremo que admi- 
ten los inspectores de la Dir. Oral, del Impuesto a los Réditos 
(a fs. 85 vta.). Como consecuencia, igualmente deben tenerse 
como incobrables los Intereses que siguieron debitándose "p*o 
forma", según la acertada px presión usada por la actora (ver 
fs. 125, exp. administrativo). Por lo demás, corrobora esta 
conclusión el hecho de que dichos intereses no fuemn acredi- 
tados a ganancias y perdidas, sino a una cuentu en suspenso 
ha^ta el momento en que la a el ora se hizo cargo de la explo- 
tación de la firma Ca vallo y Cía. 

Que siendo así y aun cuando con posterioridad, por razo- 
nes que no es del ca*" ::"<>nguar porque no pueden afretar el 
verdadero concepto de la operación, se haya seguido el método 
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do percibirlo (ver pericia fs. 78 vta.) e imputado el excedente 
de la explotación de la empresa Cava) lo y Cía., al rubro inte- 
reses, resulta lógico y justo que dados los antecedentes rela- 
cionados, se considere a las sumas así obtenidas como propias 
de un recupero de la deuda originaria y por lo tanto exentas 
de gravamen impositiva. 

4* Intereses del empréstito ley provincial de Jvjuy nú- 
mero 615. Que- la redacción del art. 2» de esta ley no permite 
la deducción a que se llcpa en la resolución administrativa, 
respecto a que la exención de todo impuesto provincial sólo 
esté relacionada con la forma de emisión del empréstito. Por 
el contrario, la forma allí convenida ha sido el otorgamiento 
de pagarés extendidos a la orden de los ingenios prestamistas 
y expresamente se dispone que el sellado correspondiente a 
esos pagarés quedaba a cargo de la provincia, siendo a cargo de 
los ingenios el sellado correspondiente a cada renovación. 

Así pues, la forma de emisión o título» del empréstito, 
que eran los pagarés, no estaban exentos de sellado, es decir* de 
impuesto y sólo se establecía en la ley, a cargo de quién estaba 
su pujío cu cada casu. lie tal manera que, cuando, a renglón 
seguido, dice el artículo que se analiza "y quedando esta ope- 
ración eximida de todo impuesto provincial es indudable 
que la exención no se refiere a la forma de emisión sino a los 
intereses que corresponda percibir a los prestamistas, en re- 
tribución del uso que la provincia hiciere del capital prestado. 

Por otra parte, esa exención resulta muy explicable en 
el cuso, dadas las características y condiciones muy especiales 
del contrato de empréstito que autoriza a celebrar la citada 
ley 615. 

Siendo así, es indudable que los réditos percibidos por la 
aotora por esa operación, estíin comprendidos en la exención 
que acuerda el art. 5» inc. b) de la ley 11.682. 

Por las consideraciones que anteceden, fallo: haciendo 
lugar a la demanda entablada por Leach's Argentina Estates 
Ltda. contra Fisco Nacional y declarando que éste debe abonar 
a la actora el importe de la liquidación a practicarse de acuer- 
do con tos resultados de este pronunciamiento. Sin costas, por 
no encontrar mérito para imponerlas, dado que por la índole 
de las cuestiones debatidas pudo creerse el demandado con 
derecho a litigar. — Eduardo A. Ortiz liaxmldo. 
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Sentencia pe la Cámara Federal 

Bs. Aires, diciembre 22 de 1948. 

Vistos estos aillos seguidos por "Leach's Argentino Esta- 
te» Limited" contra el Fisco Nacional sobre repetición' \ ve- 
nidos en apelación en virtud de los recurso* interpuestos a 
fs. 112 y 1 1:1 contra ia sentencia de fs. 109, el tribunal plan- 
teó la siguiente cuestión a resolver r 

¡Es arreglada a derecho y a las constancias de autos la 
sentencia apelada? 

El Dr. García Rama dijo: 

LrachV Argentine Estates Ltd. demanda a la I>ir. Oral, 
del Impuesto a los Réditos por un total de $ 31.507,89, suma 
cu (jiif, a fs, 14 rectifica el importe inicial de la demanda. 

Puntualiza en el cap. 5?, Jos rubros a que limita su acción, 
pues los otros que detalla, fueron motivo de avenimiento con 
la demandada, a raíz del reclamo contencioso que relaciona. 

a) Diferencia de cambio; b) Recupero de deuda de F. 
Cavallo y Cía.; ir) Exención de impuestos, títulos de »lujuy 
(ley 015). 

En cnanto at punto a) relaciona, de que provienen Jas 
diferencias, en los párrafos 6. 7, 8, 9 y 10, estableciendo en el 
punto 11, la suma de $ 27.546,87, como rédito pagado por tal 

concepto. 

En tos puntos 12 a 16 fundamenta especialmente su dere- 
cho sobre esta diferencia, fundando en los restantes la revo- 
cación de la resolución de la Dir. de Réditos, a lo que hace 
lugíir el juez a </uo en la sentencia de fs. 109. 

Contestada la demanda a fe. 18 por el Sr. Proe. Fiscal, éste 
sostiene en todas sus partes, la resolución de la Dir. Gral. de 
Impuesto a los Réditos de fs. 149 del expediente administrati- 
vo v que lleva fecha 19 de agosto de 1942. 

' La expresión de agravios de fs. 117 sostiene, que la dife- 
rencia por las pérdidas de cambio siguen el régimen de las 
operaciones con motivo de las cuales se producen y que las 
"pérdidas a que «das actuaciones se refieren, «e han produci- 
do por el resentí periódico de la deuda en debentures emitidos 
por la aetora en el año 1912 (fe. 117). y que en manera alguna 
son deducibles en el balance anual de la renta como im que- 
branto o gasto de explotación". Agrega que la emisión de de- 
bentures ha sido una operación realizada con el fin de adquirir 
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el patrimonio de la empresa antecesora y que sólo mediante la 
emisión de éstos, la aetora piulo adquirir el patrimonio de 
aquélla; y que, eon el transcurso del tiempo y en la medida 
en que se iba amortizando periódicamente la deuda originaria 
por debentures el valor de la moneda extranjera fué ascen- 
diendo desde su cotización inicia! de 11,46 oro por £. 

Por todo ello, sostiene, que esas perdidas por diferencias 
de cambio deben gravitar sobre ei activo fijo. 

No ha probado la aetora que el producido del préstamo 
Re incorporó a su giro comercial en el sentido que esta palabra 
tiene en el comercio o sea en la circulación. 

El perito designado a fs. 67 vta.. expresa que para con- 
testar a la pregunta tercera que se refiere a dicho aspecto, 
sobre la base de constancias de contabilidad, hubiera sido pre- 
ciso compulsar los libros de la aetora. llevados en Londres, en 
los que se contabilizó el activo fijo hasta el ejercicio de 1ÍÍÍ15. 

Es innegable que si emitieron debentures, recibieron el 
dinero que éstos representaban; pero no puede afirmarse que 
entró al giro del negocio con el alcance de esta palahra. si su 
destino era adquirir inmuebles mediante los debentures ga- 
rantizados con hipoteca de éstos {fs. 10). 

El criterio técnico del perito no puede suplir los hechos 
en un punto capital para la resolución del diferendo legal de 
la Dir. Oral, del Impuesto a los Réditos con la aetora, la que 
ha debido probar la incorporación del dinero al giro comercial» 
es decir, si este dinero entró en circulación para movilizar las 
opera "iones comerciales de la aetora o se inmovilizó en la com- 
pra de los inmuebles para cuya adquisición se emitieron los 
debentures. 

La afirmación al respecto de los contadores, que suscri- 
ben et informe de fs. 60 del expediente administrativo, no ha 
sido destruida por la aetora. 

El fundamento de la resolución de fs. 14Í) del expediente 
administrativo, en el punto VI I, insiste que la emisión de de- 
bentures se ha destinado a la compra del ingenio y que, por 
ello, ta diferencia de cambio debe imputarse al valor de Ins 
bienes adquiridos (cita en su apoyo los arts. 10D, 124 y 127 del 
decreto reglamentario de enpro 2 de 1039). 

La aetora sostuvo en el recurso de fs. ÍÍ4 del expediente 
administrativo, lo que mantiene en su demanda: que todo gas- 
to relacionado con dicho préstamo (emisión de debentures) 
constituye una erogación necesaria en los términos de los ar- 
tículos 2» y 20. i nc. c), de la ley 11.682 (t. o.). 

Sobre este aspecto la demandada finca su oposición a la 
sentencia ch la opresión de agravios de fs. 117. 
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Del testo de la ley no surge que admita en el caso deduc- 
ciones por diferencia de cambio (art. 22, inc. j). Tampoco 
puede inferirse que las pérdidas de cambio producidas, lo lian 
sido para mantener y conservar los réditos de fuente argentina 
por oslar amparada por el art. 20, inc. e). 

El punto básico a decidir es. si esa diferencia debe inci- 
dir o no en los bienes que garantizan los debentures emitidos. 

Es indudable que. probado que el valor de la moneda con 
que debía rescatarse los debentures aumentó, ese aumento debe 
correr paralelo al de costo de adquisición de los inmuebles cuyo 
monto se eleva al rescatar l«s debentures pur un mayor valor 
que el de su emisión. 

En otros términos; si el monto necesario en moneda na- 
cional para rescatarlos superó al precio a que se emitieron con 
hipoteca, ese aumento de su valor equivale a un aumento del 
precio de adquisición y por tanto, debe incidir sobre el valor 
de lm bienes. Ks lo mismo que se comprara en Londres una 
cosa que vale S ¿ al cambio de 11.46 y 0.44 lo que representa 
S 130 y para lograr esas ó £, por diferencias de cambio se 
paliarán $ 20(1. La diferencia entre esos importes no es una 
I ni ida. sino un aumento en el valor de la cosa cuyo costo 
serio no $ 1:10. sino $ 200. 

Con respecto a la aplicación del decreto de 2 de enero de 
lHÜEí, el tribunal considera no «abe su aplicación al caso 
desde que el mismo expresa categóricamente que la liquidación 
del impuesto por los ejercicios fiscales vencidos con anteriori- 
.lad ni 1' de enero de 1939, se practicará de conformidad con 
las disposiciones del decreto de V> de junio de 1933, decretos 
complementario*, resoluciones del Consejo de la Dirección, in- 
terpretaciones de la gerencia, etc. 

Este Último decreto se aclaró en 23 de noviembre de 1933, 
disponiendo en e] inc. e) agregar al art. 16. el siguiente apar- 
tndo; "entiéndese como {fastos necesarios para obtener, man- 
tener y conservar los réditos de fuente argentina (arts. p y 
20 de "la ley 11. (¡821 únicamente los originados en la misma 

f iie. | ludiendo ta Dirección admitir excepeionnlmente gastos 

remfaadm efi e) extranjero, cuando a su juicio sean con las 
disposiciones del decreto de V de junto de 1933". 

Prescindiendo de los decretos que no son ley, y atenién- 
dose estrictamente a ésta, no cabe cambiar el criterio expuesto 
ú sea que las diferencias de cambio no deben deducirse como 
pérdida sin» que deben considerarse como aumento de costo 
tle los bienes y en tal concepto entran en la liquidación del 
impuesto. 
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Por estas consideraciones, se revoca la sentencia de fs 109 
en este punto. 

En cuanto a! punto b) recupero de deuda de P. Cavallo 
y Ua, esta acreditado en autos con la pericia de fs, 65 fpunto 
II) que la deuda por intereses desde la contratación del Prés- 
tamo hasta ei 31 de marzo de 1931, son $ 334.016,75, 

La demandada invoca para oponerse, el art. 777 del Cód 
Uvil que no riRe en el caso, por estar convenido entre deudor 
y acreedor el pago de capital por amortizaciones 

Ls de advertir que | a suma de $ 37,002.93 es inferior a la 

StefV 1 ..* 1 íh \ n,ars! ° de 1931 y de ««ienio al art. 77- del 
Lod Livil puede imputarse a lo más oneroso al deudor 

1 or el Jo y atento lo expresado por el perito v los funda- 
mentos de a sentencia de fs. 109, soy de opmife que debe 
confirmársela en cuanto a este punto. 

Respecto al punto c) que trata de los intereses del em- 
préstito, comparto el criterio de! juez a quo en todo lo aducido 
en el considerando 4'. 

En consecuencia, voto porque se revoque la sentencia ape- 
lada en el punto a) y S( . l„ confirme en los siguientes b) v c) 
Costas en el orden causado en ambas instancias. 

El Dr. Consol i dijo: 

»r t Jl J on ae í ora íl<ima » fl " 'a devolución de la suma de ne- 
m |9 -807,89 abonada a la I>ir. Ora!, del Impuesto a loa Recles 

El iJL ii .° . l ' n . dR r l,cc ' I,tos: W^neia de cambio; 
b) Recupero de deuda de P. Cavallo > Cía., v c) Exención 
de impuesto a los títulos de Jujuy, ley*GI5. 

La sentencia recurrida hizo lugar a la demanda en todo* 
sus extremos, basándose en lab siguientes razones: a) Que es 
imposible establecer si el importe de los debentmes fué desti- 
nado a la compra de los bienes de la actora. debiendo tenerse 
en cuenta que ésta fue becha en moneda nacional por cu va 
razón es necesario desvincular de dicha compra, toda cuestión 
referente a diferencias de cambio. 

[>) (¿ue con mucha anterioridad a la vípeneia de la lev 
de réditos, Ir actora efectuó amortizaciones del capital pres- 
tado a * . Cavallo y Cía., mereciendo el préstamo oripinario 
romo los intereses debitados pro forma el concepto de inco- 
brables; es por ello tjue, su percepción, imputada al excedente 
de la explotaron de la empresa Cavallo y Cía., deben conside- 
rarse como propia de un recupero de la deuda originaría 
exenta de todo gravamen impositivo. 

¡ó). Que la eximición de todo impuesto provincial a que 
alude el art. 2* de la Jey de Jujuy núm. 615, no se refiere a la 
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forma de emisión, sino a los intereses <|iio corresponda percibir 
a lo* prestamistas, en retribución del uso que la provincia W- 
t ÍHi» i leí capital prestado. 

La Dir. Oral. Impositiva no hizo Injrar al reclamo de 
la iictara por diferencias de cambio producidas por el rescate 
de debentnres, en razón de considerar que du-has diferencias, 
deben imputase al valor del activo fijo, que liaran tiza co 
forma especial a los debentures colocados en el extranjero. 

Ks evidente que, las diferencias de cambio que se produz- 
can por operaciones (pie constituyan inversiones de "Hpital, 
deben afectarse al costo de los bienes adquiridos, 

\u es exacto el Hrfíinueiito de la sentencia de que. una 
ve/ incorporados al trico comercial, de la empresa, los fondos 
provenientes dé la emisión de los debenlures, no se podra 
¡um díferenehir. si las adquisíe iones realizadas «orresponden 
al dinero obtenido por aporte del capital, o al dinero conse- 
guido en pn'st amo. 

Kn efecto, en autos existen elementos probatorios ¡pie per- 
miten establecer cuáles .son los fondos, «pie integra» el capital 
de Ta actora, y cuál es el origen «le «i i dios fondos, 

1 ,>s debéntures provienen de una obligación hipotecaria 
constituida id ««.mprarse el inpenio de Leaclis ll.ios.. por valor 
«le lOOO.Udil de libras esterlinas, La compra del ingenuo se 
efectuó en el año Í9Í2 en moneda nacional, estimada en libras 
. nl ril!M t,M, p lir . es decir, un promedio oficial de cambio en esc 
•ifm de * 11.42. He «•«mMiruienle. nl ¡nndtteirse imstcnarmcntc 
thdrtnvm* de cawhiu ¡mr rl remite de drbruitnrs, esas thfr- 
rmeias men incidir en hs bienes < { uc non {f ,iraiittas eapcnft- 
roí d, \m mismos. dmlo </»r aumentan o dimmwm W cosió. 

Kn las actuaciones administrativas se clasifican en tres 
.,mpos. h s bienes sobre íoa CliaTes deben gravitar dichas i ile- 
^nelas dé cambín; a saber; ttj tierras representando el 80£S 
por t .i,.im. (?e las diferencias «le cambio. DO tomau«loH> en cuen- 
ta hupi «itivaíneiité el aumento por tratarse de mi bien no 
•miorilxahle": 6) eiaio nitor Ofigml M Mm '*'« r 

ánxurtimdo Mies dr ta vit/encta dv ta Ity *& rcptv.en- 
^udü el ll.S"»ii de las diferencias «le cambio impusit mímen- 
te aplicada en los ejercicins fiscales en que se producen; c) 
hiénm tthwrtkmts durante tos periodos impmihi***: a edil.- 
,i,.s de material «I .V>47 $S ¡ a canales el <>m % ; a edilidos 
de adobes «■! H77!) ' ; de las diferencias de camino. 

ha *¡ 1 ha puní nal izado con ajustada razón que. u ? cs 
aeduclblo un quebranto de cambios por remesar al extranjero 
ritiJidftdes eapitaíes, Solamente se toman en cmisideraeum, 
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aquellos que se producen con motivo de los operaciones pro- 
pius de la entidad 

La sociedad debe incorporar a los bienes adquiridos, la 
variación del capital que, se produce por una diferencia de 
cotización con el valor nominal en el momento de su colocación. 
La diferencia de cambio en la remesa, es lo que provoca la re- 
valuación del capital préstamo, la cual no es computablc en 
razón de lo dispuesto por los arts. 24, inc. i) y 25, inc. e) del 
(t. o.), igualmente, se halla sometido al impuesto todo bene- 
ficio que se destine a conciliar nn capital ajeno, recibido en 
presta inn. porque en definitiva se transforma en un aumento 
de capital propio. 

Originarias las perdidas, por diferencias de cambio, por el 
rescate periódico de la deuda en riebentures emitida en Lon- 
dres cu el año 1912 por valor fie un millón de libras esterlinas, 
con que se constituía el capital de la nueva empresa; y no 
siendo esta emisión de riebentures, un acto habitual al piro 
riel negocio de la actora. el impuesto exigido por la Dir. Gral, 
Impositiva es legal y procedente. 

3* Con el propósito de proceder a la ejecución de la 
lleuda, que la razón social ('avallo y Cía., había contraído con 
la achira, ésta se hizo cargo de la administración de aquélla. 

Dicha admití ist ración urrojó en los anos 1934 a 1937 gn- 
na netas que la firma interventor» imputó al pago de intereses 
devengados, en razón de dicha ri curia, con anterioridad a la 
vigencia de la ley de réditos. 

!>c acuerdo con la contabí libación efectuada respecto de 
Ids intereses devengados, a los que la actor» aplicó el sistema 
de "lo percibido", que da pnr adquiridos y (fañados los inte- 
reses en el momento., de su efectiva obtención, I» Dir, Gral. 
Impositiva, hizo efectivo en ellos el impuesto a los réditos. 

Ks lo qué preceptúa el art. 22 de la ley 11JIS2 (t. o.) al 
expresar (pie "las cantidades a que ascienden las diversas en- 
tradas o haberes, serán incluidas en jas ganancias brutas del 
año en ijiie ellas .sean percibidas o devengadas a favor del 
contribuyente"*. 

lie manera qtíe, no depemle de la voluntad del acreedor, 
la imputación de las cantidades obtenidas al resarcimiento de la 
deuda originaria, como pretende hacerlo en el easo snb examen. 

Tales ingresos han sido percibidos y contabilizados cu for- 
ma qne determinan la existencia de 1» renta que hace viable 
el fíravamen impositivo. 

4* El art. a", ine, b) de la ley 11.082 (t. o.) establece 
qiie esenéíuii del impúesto alcanzará a los ríditos de los títu- 
los emitidos por tas provitteia.s o municipalidades siempre que 
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" estuviesen exentos de impuestos provinciales por ser leyes de 
embrión o por deí 'retos de los Poderes ejecutivos provinciales, 
o para con los cuales las provincias o municipalidades se hayan 
obligado a cargar con todos los impuestos nacionales, presentes 
o futuros". 

La ley provincial 61f> de Jujuy exime de todo impuesto 
provincial la operación relativa a la emisión del impuesto; pero 
en cambio, no se obliga a ln exención que pretende la aetora 
respecto a los intereses que devengará el empréstito. 

Al respecto cabe recordar la norma de interpretación 
consagrada por la Corte Suprema (t. Hit, pág. 218) que en 
materia de frami nielas y concesión de privilegios por el Es- 
tado, m caso de duda, la interpretación debe ser en contra de 
los concesionarios, porque la presunción huís aproximada a 
la verdad es que el Estado ha acordado sólo lo que en términos 
expresos resulte de ellos. 

No habiendo la ley liberado expresamente de impuesto los 
intereses del empréstito, de acuerdo con ln norma precitada 
de interpretar restrictivamente 1¡is exenciones fiscales, el cobro 
del impuesto verificado por la Dir. Oral. Impositiva se ajusta 
al espíritu de la ley que rige en esta materia. 

En su mérito, voto por que se revoque la sentencia apela* 
da, rechazándose T¡i demanda, con costas. 

El Iir. frusta Cornet adhirió por sus fundamentos al voto 
precedente. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el acuerdo 
que antecede, se revoca la sentencia apelada (lOí) y sigtes.) y 
por tanto se rechaza en consecuencia la demanda entablada 
por Lcnrh's Argén tiue Estates Ltd. contra el Fisco Nacional, 
don costas. — Joxr /{. Irujtta Ü&ñut, — MarimUiann Comol i 
— (En disidencia parcial) i Horacio García Itam.*. 
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Bs. Aires. ¡10 de mayo do 1040. 

Vistos los nulos: "Loaeh's Argentino Es ta tes Li- 
mited i*./ Fisco Nacimml U>. <¡- del Intp. n los Réditos) 
«./ repetición — Kéditos $ 12ó.77á 43/100", im los que 
se lia concedido u fa. 140 el recurso ordinario de apo- 
lación. 
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Considerando : 

1. Que la parte actor a trae esta en usa en apela- 
ción considerándose agraviada en las tros partes que 
contiene la sentencia recurrida: 1* Sobre una diferencia 
de cambios en» motivo del rescate periódico de una deu- 
da en deben tures que produjo aumento do costos a la 
sociedad "LeacJi's Argentino Estate» Cíompuny" y que 
ésta pretende deducir de sus liquidaciones anuales de 
réditos alegando que todo gasto relacionado con diebo 
préstamo constituye una erogación necesaria para ob- 
tener, n mu tener y conservar réditos de fuente argen- 
tina; '2* Respecto a intereses que no llegaron a únin- 
lar tas pérdidas originadas por un capital colocado en 
préstamo y que la aetora sostiene no deben ser incluí- 
dos en los balances fiscales basta que no se consiga 
extinguir los intereses adeudados por años anteriores 
a la vigencia del impuesto a los réditos; :í* Referente a 
la exención impositiva de una renta que proviene de 
títulos provinciales emitidos mediante una expresa dis- 
posición legal que exime a la operación de todo im- 
puesto. 

IT. Que a fs. 1¿ cuerpo ti» 1, del expediente admi- 
nistrativo agregado a los autos, se encuentran los "Es- 
tatutos do la Sociedad Anónima Leach's Argentino 
Estafes Limited", constituida en la ciudad de Londres 
el 25 de marzo de 1912 y en cuya * ' Acta de Asociación" 
figuran entre los objetivos de la misma, artículo ,r, í4 la 
adquisición del negocio de cultivadores, refinadores y 
fabricantes de azúcar en que ahora giran los Srcs. 
Loaeli linos, y Cía. Ltd., en la Tí 'pública Argentina, 
junto con las haciendas y todo o cualquier parto del cul- 
tivo que les pertenece. . . " etc. En el escrito de deman- 
do se expresa que, conforme con los Estatutos y con la 
ley SSTo la Sociedad! celebró en Londres, con f celia 10 
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de junio de VM 2, un contrato dé fideicomiso con el en- 
tonecs Banco Anglo-Sud Americano y de acuerdo con 
el cual se emitieron deben tu res |>or un millón de libras 
esterlinas con garantía real de [ir i me ra hipoteca sobre 
íos bienes que la compañía posee en este país, deuda 
que víi Me redujo a 218.400 libras al 1" tle enero de 1A32. 
.Sostiene la arto ra que el dinero proveniente del prés- 
tamo se incorporó al ¿rifo comercial de la empresa y 
que, eu consecuencia, todo gasto relacionado con dicho 
préstamo constituye una erogación necesaria para obte- 
ner, mantener y conservar réditos de fuente argentina. 
Kl aumento de frustos para adquirir libras esterlinas a 
fin de rescatar la deuda es denominado por la accionan- 
te "pérdida en concepto de cambio" y conceptúa que 
debe ser deducida en el balance fiscal, mientras que para 
C] fisco ese mayor precio importa un aumento en el 
costo tic |o> bienes adquiridos mediante el producto de 
la omisión de debentures y con lo cual han sabido de 
valor, La sociedad sostiene que el dinero del préstamo 
se incorporó al giro comercial de ta empresa y que, eu 
consecuencia, no puede establecerse ninguna relación 
entre los deleátures y el costo mV lo* bienes adquiridos 
por tratarse de situación*-; jurídicamente distintas. 

<¿ue la única prueba del actor, tratando de demos- 
trar que ©1 producido de la emisión de debentures fué 
incorporado al giro comercial do la empresa, consiste 
en la pericia contable n ¿rrc^ada a fs, 65. Kl contado* 
público suscribe esc informe comicir/n declarando 
que ante la falla de contabilidad* dado qnc los libros 
de la Sociedad son llevados en Londres, la premunía 
referente a este punto puede ser evacuada con el cri- 
terio técnico-contable del perito. Hasta esta manifes- 
tación para estimar carentes de valor probatorio sus 
nfirna* 'nnirs, pues su conietidii consistía expresamente 
en el.rluar una pericia en los libros de comercio (con- 
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frontal- escrito do ofrecimiento de prueba de fs. 55). 
Ante la carencia de información fidedigna por parte de 
la Sociedad, cobran singular relieve las constancias de 
los expedientes administrativos, que no se encuentran 
docunientalmcnle contradichas en autos, pues estaba a 
cargo de aquella la prueba de su afirmación en el carác- 
ter de actora. La resolución administrativa de fs, 149 
(cuerpo ir 7 1), fundada en las inspecciones realizadas 
por los técnicos de la Dirección General del Impuesto a 
les Réditos, establece que conforme con las normas en 
rigor el tratamiento impositivo a dispensar a las dife- 
rencias de cambio está dado por la inversión efectuada 
del capital recibido en préstamo. Y, ante la completa 
falta de prueba en sentido contrario, adquiere verosi- 
militud la relación directa que el Pisco encuentra entre 
la emisión de deben tu res y la compra de bienes afec- 
tados inmediatamente como garantía a ese préstamo. 
Ks ciCrtq que so trata de operaciones jurídicamente dis- 
tintas —una es compra y la otra es hipoteca— pero fi- 
nancieramente resultan complementarias; razón por la 
cual las diferencias de cambio en el rescate do los de- 
ben! uros deben incidir sobro los bienes que se han dado 
en garantía cuando resulta seriamente fundada la pre- 
sunción do que esos bienes han sido adquiridos con el 
dinero recibido en préstamo, pues la actora omitió la 
prueba, que tenía en sus manos producir, si es que 
existía, de que eso dinero haya tenido otro destino, ICn 
el memorial presentado en esta instancia la actora dice 
un ¡iftht tsr proluitío rn formo frhar'mttr our ¡o lulttH* 
dad del hiiporte dd préstamo ftv destiné a h compro de 
biiivs (fs. 14"> vta.J, lo que — o contrarío SCWU — ím- 
porla reconocer que el prest amen y la compra estuvieron 
relacionados entre sí, correspondiendo a la actora do- 
mostrnr que la totalidad do su monto no fué invertido 
en la compra. La facultad otorgada por los Kstatntos 
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para realizar negocios en cualquier país y en las más 
variadas empresas mi os suficiente para llegara la con- 
clusión do que pudieron adquirirse bienes en el extran- 
jero que fueron pagados con el producido del ingenió 
azucarero y demás explotaciones existentes en la P»o- 
vi m ía de .1 tijuy, pues ni se lia intentado formular esa 
afirmación. Ante la ausencia de prueba aetora sobre el 
particular, la simultaneidad de las operaciones permite 
afirmar que la emisión ríe debenturos respondió a la 
financiación de la compra de la fábrica de azúcar y sus 
plantaciones. Por consiguiente, tiene fundamentos so- 
lios h> afirmado por el Fisco sobre que se creó una es- 
trecha vinculación entre esos bienes y el empréstito 
puesto tpie este sólo fué factible mediante la garantía 
de aquellos. Consecuencia de lo expuesto es que no es. 
de aplicación al caso v\ art. 124 de la ley 11.682 T. O. 
sino ej 1 -7 según él cual las diferencias de cambios que 
se produzcan por operaciones que constituyan inver- 
siones de capital, afectarán el costo de los bienes res- 
peetivos, por lo que corresponde confirmar la sentencia 
en este punto. 

111. Que en cnanto a la recuperación de la deuda 
proveniente del contrato celebrado entre la aetora y 
Fausto Cavallo y Cía., el 11 de febrero de 1010* para 
¡astillar las aguas corrientes en la población de San Pe- 
dro. Jnjuy, obras de las que eran concesionarios estos 
últimos y para cuya realización la accionante adelantara 
— según afirma m$n, lU"i,8:íí>,17— , sostiene en el mo- 
morial de agravios que, no habiéndose abonado cuota 
alguna por los deudores, quienes se habían obligado 
a devolver el importe en anualidades del 10 ?r do amor- 
tización con más el 7 r í de interés, la aetora usó del 
derecho que se había reservado de tomar a su cargo 
la administración de las aguas corrientes, por cuenta 
de los concesionarios, a fin de aplicar las entradas al 
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paso do la deuda, y la hizo efectivo el 31 de marzo de 
1931. Agrega que los resudados de ejercicios posterio- 
res se cuín puta ron como pago de parte de lo adeudado 
por no alcanzar el monto de los primeros a cubrir el 
importe de los segundos, razón que, a su juicio, hace que 
las cantidades cobradas durante su administración no 
constituyan un rédito propiamente dicho por lo que no 
correspondería aplicarles el impuesto, pues esas sumas 
constituyen la diferencia entre las entradas y salidas 
de la cuenta administración y se imputaron a la deuda 
anterior al año 1ÍV12 haciendo uso del derecho recono- 
cido cu ios arls. 778 y 1197 del Código Civil. 

Que esta Corto Suprema ha tenido ya oportunidad 
de dejar establecido qué las normas del derecho fiscal 
no deben estar necesariamente sometidas a los precep- 
tos del derecho privado, pues, mientras estos se apli- 
can a Jas relaciones de personas de existencia ideal o 
visible, cutre sí o con terceros, aquél rige solamente en 
orden al propósito impositivo del Estado y fija sus 
reglas, teniendo sólo en cuenta la mejor recaudación 
de sus recursos y la mayor justicia en la distribución 
de las cargas que impone (Faltos: 211, 1254; causa 
"Diílialde v. Nación Argentina"). • 

t¿iic, en consecuencia de lo expuesto, la manera 
como pretende condicionar la adora los intereses per- 
cibidos no puede modificar el trato fiscal que a los mis- 
mos corresponde conforme con la ley sobre impuesto 
a los réditos. La norma establecida en el nrt. 'J2 do la 
ley n v ÍÍ.682 T. O. dispono (pie las cantidades a que as- 
eiendon loa di versas entradas ó batieres serán incluidas 
en las ganancias brutas del ano en que ellas sean perci- 
bidas o devengadas a favor del contribuyente. Son, 
pues, los resultados del año fiscal los que tiene en cuen- 
ta la ley y no la forma do contabilizar las ganancias y 
pérdidas que asen los eo?:trihuyentes. Fronte a esta 
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no mi a lega] resulta inoperante el argumento de qtté 
habiendo comenzado a regir la ley sobre impuesto a 
los réditos el r de enero de lí>32 no es posible hacer in- 
tíjdir el gravamen sino en la forma en que ya venían 
imputadas las operaciones, pues dé aceptársele resul- 
taría (pie la sociedad Fausto ('avallo y Cía. tiene dere- 
cho a deducir en su balance los intereses pagados a su 
acreedor y éste a "hacer figurar la misma suma como 
recuperación de capital con lo que se llega al resultado 
de una total evasión del impuesto en plena vigencia de 
la ley. Por tanto corresponde confirmar igual mente 
esta parte de la sentencia. 

IV. Que en el año 1Ü24 la II. Legislatura de la 
Tro vi mi a «le -hijuy dictó la ley n v (il-"i autorizando en 
su art. í« a! Poder Ejecutivo a suscribir con los inge- 
nios a /.tica re ros de la Provincia Leach's Argentine Ks- 
tates C0i, Lcdesma Sugar States and Rcl'ing Co. y La 
M elidida S, A. un contrato de empréstito por la suma 
de dos millones quinientos mil pesos con el 1 '2 % de 
inferes :inu;]l, debiendo los prest amistas depositar en 
uno o más bancos de la Capital rVderal — que ellos in- 
dicarían— un millón de pesos basta los quince días 
después de suscripto el contrato respectivo, conforme 
con la ley. VA saldo de un millón quinientos mil pesos 
sería depositado en igual forma ¡i medida que el P. R. 
leí indicara, mediante aviso con quince días de anticipa- 
ción. Ksns depósitos serían efectuados conforme con el 
art. -\ contra entrega, por parte del P. K. de pagarés 
por igual sn ,a extendidos a la orden de los ingenios a 
ISO días de plazo, renovables cada seis meses, corriendo 
;i cargo de los acreedores en cada renovación, e] ¡Mporto 
del sellado corres|)findientc y por cuenta de la Provin- 
cia el de los doeumcutos (pie se suscriban por la misma 
por primera vez; se a ir re ¡ra en este artículo lo siguiente: 
í*q«od«ndri esta operación eximida de todo impuesto 
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provincial". La demanda reclama los réditos pagados 
sobre los i ii torosos qnc devenga el empréstito, por con- 
ceptuarlos liberados de toda imposición fiscal, mien- 
tras Réditos sostiene que ta exención sólo alcanza a los 
1 íiulos emitidos pero no a los intereses, puesto que al 
ser tratados éstos en los artículos subsiguientes nada se 
expresa sobre el particular. 

Que no es exacto, según resulta de lo expuesto, 
que, romo se exprosa en la resolución de fs. 141Í del 
expediente agregado, la ley exima de impuesto a 'Mas 
operaciones materiales relacionadas con la forma de 
omisión del impuesto" pues no se lia mencionado siquie- 
ra la existencia de otro gravamen respecto a dichas ope- 
raciones que el de la ley de sellos, de euyo pago se buce 
mención expresa en el citado art. 2*. En consecuencia 
la frase "quedando esta operación (el contrato de em- 
préstito) eximida de todo impuesto provincial" debe 
interpretarse como relativa a tos impuestos que pu- 
dieran recaer sobre todo cnanto es parle integrante de 
la operación con la única excepción del de sellos aludido 
en el art. 2* Y es incuestionable que los intereses pacta- 
dos integran la operación do que se trata, puesto que 
son como el precie» del préstamo que constituye el ob- 
jeto propio del contrato formalizado en esta ley. 

Por lauto, se confirma la sentencia apelada en sus 
ilos pri meras partes o sea coi no se dispone en los pun- 
tos 11 y 111 de este pronunciamiento y se la revoca en 
la tercera parte, conforme con lo expuesto en el pun- 
to IV de este fallo, sin costas atenta la naturaleza de 
las cuestiones debatidas. 

Pki.ii'e S. Pérez — Luis lí. Lon- 

(1111 — Jcsto Tj. Ai-vakez 

RoDHÍOtTEü — Rodolfo fl. 

Valen sítela — Tomás D. 

Casa h ks. 
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ANTONIO PRINI 

imVTAMUDAD. 

Corresponde declarar compren* lid o en 1» eximente que 
prevé el art. '.U, ine. 1» del Cocí. Penal y por ello absolver 
e internar al autor del delito de homicidio calificado res- 
pecto de quién, si bien los médicos que lo examinaron no 
*e han expedido concretamente areree de su estado mental 
y capacidad pura delinquir en el momento del hecho, está 
comprobado que : 1* carece de antecedentes judiciales; 2* 
estuvo internado varios meses en et Hospicio de las Merco* 
des. del cual Fue dado de alta dos meses y medio antes del 
hecho, ante los insistentes pedidos de sus parientes sin ha- 
ber en nido totalmente de su episodio alcohólico, pues bis 
uHcrtórtrtades de su dolencia dependerían del régimen de 
vida que realizara; 'l 1 - 1 no obró como persona normal en 
los ni tunen tos inmediatamente anteriores y posteriores al 
hecho; 4" dos meses después de cometido el delito fué in- 
" lermulo nuevamente por presentar síntomas de enajena- 
ción mental, respecto de la cual los médicos determinaron 
casi un año después que había vuelto a Ta normalidad por 
haber pasado el acceso snba^udo (pie podría reproducir- 
ía': .")" examinarlo nuevamente a raíz de una medida para 
mejor proveer dictada tiempo después, previo un largo 
periodo de observación, los médicos de los tribunales afir- 
man que continúa siendo un alienado. Todo ello. las eir- 
eunstaneÍHS anteriores al hecho y la reacción posterior e 
inmediata n él demuestran que el mismo fué consecuencia 
del delirio persecutorio y eclottpico que actualmente — a 
m;"is íle cinco arios del delito— acusa c! procesado. 



Sentencia i>i:i, Awa Xjemkpú 

Kormosa. abril 22 de lít4fi. 

Antón y vistos; esta causa criminal núni. niÜl/ÍMIÍ, venida 
a sentencia, scjíuida por homicidio calificado e. Antonio Prini. 
argentino, de Mí años, viudo ron instrucción, de profesión he- 
rrero domiciliado en Las T .o mi tas de este territorio; can* i de 
la que resulta: 

Que con la diligencia dfi ts, 1. informes médi'-os lesraW 

de fs. i; y 41 I. declarad d ■ Fa 2 Ma.. y 1*2. test ífivfiles de 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



fs. 8, 13 y 14. partida, de defunción de fs. 15, testimonio de 
fs. lf¡. indagatorias de fs, 9 y 2:J, y demás elementos de juicio 
obrantes en autos, — se imputa al acusado ser autor respon- 
sable del delito de homicidio calificado en la persona de su 
esposa Da. Virginia Homero de Trini (art. 80. inc. 1' Código 
Penal) : 

Y considerando: 

Que cu la indagatoria prestada ante estos Estrados, el acu- 
sado se confiesa, lisa y llanamente, ser autor del crimen, de- 
tallando con minuciosidad la forma en que el mismo aconte- 
ciera; 

Que de esa confesión, resulta que, regresado de Buenos 
Aires donde estuviera internado en éJ Hospicio de las Merce- 
des, halló el procesado en su esposa propósitos de separación; 
situación esta, a la que agregó los anónimos recibidos referen- 
tes a la infidelidad de la misma, todo lo que provocó en el un 
estado de recelo; 

Que esa situación de estndo de ánimo, llevó al acusado a 
continuas desinteligencias con su esposa, las que fulminaron el 
día del hecho atacando a ésta armado de un cuchillo con el 
que te ocasionó la muerte ; 

Que esa confesión, lisa y llana, del acensado* se halla corro- 
borada por las demás constancia:; de la causa, constituyendo, en 
consecuencia prueba plena de su rehponsabíl idad criminal 
(arts. 31íi y 321 Cód. Proe. Crím.) ; 

Que el estado de "débil mental" que invoca la Defensa 
como exención de responsabilidad del procesado, se desvir- 
tuaría, no sólo por el relato frío, minucioso y detallado, de 
plena exactitud, sino, también, y en forma fehaciente, por la 
conclusión médico pericial a que se llega en el dictamen de 
fs. 41/4; 

Que él hecho anterior de que eí acusado haya estado in- 
ternado en un hospicio afectado de "episodio psicopático alco- 
hólico siihngurío en debilidad mentar', no -ontradice la poste- 
rior normalidad del mismo; ya que al abandonar su interna- 
ción fué dado de alta por estar curado de ese episodio alcohó- 
lico, curación que, posteriormente, ratifica el peritaje médico 
de fs. 41/4; 

Que un permanente estado de recelo, de dndn. ríe celo 
hacia su esposa por parte del acusado, no constituiría el "rap- 
tus" emociona! transitorio provocado en forma súbita, el que 
actuando sorpresivamente sobre el sujeto lo hace perder el 
control sobre !ns freno inhibitorios de la voluntad, cbftraovicn- 
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do su personalidad hasta el extremo de confundir o horrar el 
recuerdo cíe. las acciones ejecutadas bajo csp estado; 

Que tal concepto de la emoción violenta, que podría ha- 
berse, proliicido por la sugestión nervioso mental del procesa- 
do — no está acreditado que lo halla sufrido Prini en el ins- 
truí te del hecho — ya que, por el contrario, la propia Defensa sos- 
tiene que era, ese estado de recelo, una situación permanente 
en él ; 

Que, en esas condiciones, no existe emoción violenta, ni 
alteración nervioso mental, cuando la agresión ha sido llevada 
contra la esposa con la que se cambia injurias y se m anticue 
incidencias que se está acostumbrado a tolerar o a sufrir; 

Que tal. es el concepto dominante en la doctrina y la ju- 
risprudencia {Cám. Crim. Cap. Fed.: "Jur. Arg.", huno 
XXIII. páflf. 1120 v 111»; Cátn. Crim. La Plata: "Jur. Arg.". 
tomo XXXII r. pág. 67(¡: Sup. Corte Nacional, ".Tur. Arg." 
toan» Xh pág. 23, v tomo XXVII. púg. 158; v Cam. Crim. 
Cap. Fed.: "Jur. Arg.", tomo XXVIII, pág, 477) ; 

Que, finalmente, en cuanto al hecho en sí, la prolija des- 
cripción de los antecedentes, hechos y actos referentes al ho- 
micidio que formula el acusado, demuestran precisamente la 
ausencia del "raptus" emocional (Cam. Crim. Cap. Fed., 
"Fallos", t. I. pág. 512 y "Jur. Arg", tomo XLVII, pág. 
70íi ■ v Cám. de Apel. de Azul, "Jur. Arg.'\ tomo XXIV, 
pág. 328) ; 

Que. sentado todo ello, y establecida, así. la responsabili- 
dad del ai-usado, constando de autos (fs. 1(>) como de las 
propias manifestaciones de aquél, que la víctima era su esposa, 
el hecho se hallaría encuadrado dentro de la calificación que 
establece el art. 80 inc. 1» Cód, Penal ¡ 

Que, a los fines de individualizar la especie de la pena 
a establecerse, prisión o reefusión, cabe señalar las buenas in- 
formaciones de vida y costumbres, la falta de antecedentes 
polii-ialrs. el móvil que guió en el crimen al acusado y sus 
mod al idad es pSÍqu ieas ; 

Por todo ello, cumplimentados en autos los requisitos i!o 
ley, v oítlo el Ministerio Fiscal con audiencia de la Defensa, 
definitivamente juzgando, 

Fallo. 

Condenando a Antonio Prini, de las eircunslancias perso- 
mdcs señaladas "nt supra", a la pena de prisión perpetun 
con accesorias y costas, como autor résjH>i)sable del delito de 

lioniii-idto calificado en la perdona de su esposa (art. 80. ine. 
1" del Cód Penall. — 4wm Sí. -4. rhinnr Virara. 
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Skntkm ia de la Cámara Pkdebaj 

Paraná, 'A do i layo do Ü'47. 

Y vistas: 

Esta causa criminal seguida por homicidio contra Antonio 
Prini venid» por apelación interpuesta por el prevenido contra 
la sentencia de í's. ;>5 a 57. que lo condona a sufrir Ja pena 
de prisión perpetua con accesorias ícenles como autor respon- 
sable del nombrado delito; y 

Considerando ; 

Que el art. 80 incuso 1» del Código Penal dice que: "Se 
aplicará reclusión perpetua al que matare a su cónyuge sa- 
biendo que lo es". 

Que de esta disposición resulta condición sinc qua nan 
para darse por comprobada la existencia del delito, que exista 
la plena comprobación de que la vi* tima fué muerta por el 
acusado y que aquélla fuera su esposa. 

Del testimonio del acta de matrimonio obrante do fs. 16 
a 10 yta. surge que Antonio Prini fué casado con Virginia 
Romero. 

El procesado Antonio Prini presta declaración a fs. 9 y 
dice: "que es casado; que es el autor de la muerto de su espo- 
ra, (¿uc ta mató do una puñalada sin que mediara ataque de 
ninguna otase do parte do la víctima. 

Que nunca había usado armas pero que, vista la mala con- 
duela de su esposa hace quince días compró el cuchillo con que 
te dió muerte". 

Da confesión del procesado, unida a las demás constancias 
de autos forman la prueba plena de su responsabilidad crimi- 
nal, conforme con lo que preceptúan los arts. 316 y 321 del 
Cód. de Procedimientos Criminales. 

En contra de los recursos de que se vale ta defensa para 
demostrar que Prini es un alienado está el informe de los mé- 
dicos que lo lian observado y que obra de fs, 41 a 44 que llega 
u esta conclusión : 

"Consideramos por todo lo expuesto que, Antonio Prini, 
no padece en los momentos actuales fíe alienación mental". 

AgiVL'uese a lo (pie antecede (pie et procesado que con 
anterioridad había eslndn internado en el Hospicio de ho: Mer- 
cedes, había sitio dado de alta por encontrarse curado. 
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La Defensa en esta instancia, dice que Prini no !ia sido 
revisado por los especialistas desput's del suceso. Esto que no 
ha sido pedido durante fl término de prueba, * innecesario 
después del informe de fs. 41 a 44. „ . 

De todo lo expuesto queda evidenciado que 1 nni mato a 
«u esposa y en BOlásecueneia el he«ho se halla encuadrado, en 
lo que preceptúa el art, SO inciso V del Código Penal. 

Por ello, se resuelve: 

Confirmar en. todas sus partes la sentencia apelada de 
fs. 55 a 57. — t\ Varbó Fxtncs. — Julh A. Benitez. — Aba 
Madariaya. 



FALLO DE LA CORTE Sl'PREMA 

Bs. Aires, 30 de mayo de 1949. 

Vistos los autos ''Prini Antonio s./ homicidio", 
en los eme se ha concedido a fs. 05 el recurso ordinario 
líe apelación. 



Considerando; 

Que de autos resulta que el acusado Antonio Prini 
diú muerte a su esposa Virginia Romero de Prini; el 
problema a resolver y que ha planteado la defensa es 
el de saber si se encuentra el acusado dentro de la exi- 
mente que establece el art. 34, inc. 1», del Código Penal. 

Que no habían transcurrido dos meses de ocurrido 
el hecho, cuando el Jefe del Servicio Médico de la Cár- 
cel do Pormosa dispone se interne al proeesado Prini 
en la Enfermería y se ponga al mismo en observación 
por presenta* síntomas de enagennción mental (fs. 32), 
y pocos días después {fs. 33) aconseja su traslado al 
"instituto de Psiquiatría "para su debida observación 
> tratamiento", "por haber constatado un cuadro de 
debilidad mental con episodios demencialcs n interva- 
|,.s". Cusí un ¡ifio después se expiden los peritos mé- 
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di eos designados por el Juez (fs. 41/44), quienes deben 
Imite r examinado a Prini en el lapso comprendido entre 
]a aceptación del caigo (10 de julio de 1944) y la pre- 
sentación del informe (*J8 del mismo mes), llegando a 
la conclusión de que el nombrado "no padece en los 
momentos actuales de alienación mental", pero admiten 
que podría ser incluido "en el cuadro de síndromes 
mentales con pérdida completa y temporánea de la au- 
tonomía psíquica" y dentro de este grupo "en el de 
estados psicopáticos relacionados en forma estrecha 
con intoxicaciones, que alteran profundamente y du- 
rante largo tiempo el equilibrio mental" y agregan que 
Prini se encuentra en una época de completa calma y 
vuelto a la normalidad, pasado nn acceso snb-agado, 
el que podrá volver a producirse. 

En marzo 6 de 1948 informan los peritos médicos, 
designados u raíz de la medida para mejor proveer 
dispuesta por esta Corte, haciendo presento "que para 
opinar en definitiva sería conveniente internar a Prini 
en un establecimiento, para su estudio por técnicos en 
la especialidad" (fs. 77 y 78). 

Los médicos de estos Tribunales en su informe 
de fs. í»0 a 92 de fecha 18 de febrero ppdo. afirman que 
Trini " . . .continúa siendo un alienado. . .". 

Ninguno de los médicos, no obstante habérseles so- 
licitado y ser de vital importancia pnra el caso, se ha 
expedido concretamente acerca del estado mental y de 
la capacidad para delinquir del acusado en el momento 
del hecho que se le imputa en esta causa, pero en todos 
los informes se indican síntomas — a través do casi cin- 
co años — según los cuales Prini es en realidad un en- 
fermo mental, que sufre durante algunos períodos cri- 
sis en los que la enfermedad es más evidente. 

Los demás antecedentes del caso contribuyen a con- 
firmar esa tesis; Prini carece de antecedentes judicia- 
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los (fs, 21-22-;í5) no so trota pues de un delincuente 
román; estuvo internado on ol Hospicio de las Merce- 
des durante más de ocho meses (fs. 31) habiendo sido 
dudo de alto líproxiniadaniente dos nieses y medio del 
hecho, lo que hace inverosímil !a simulación como recurso 
defensivo; del informe de fs. 31 del Hospital nombrado, 
resulta que l'rini fué dado de alta a insistentes pedidos 
de sus familiares y por haber curado de su episodio 
alcohólico, pero sin haber curad») totalmente ya ipie "las 
ulterioridftdes de su dolencia, dependen del régimen de 
vida que realice". 

Debe también hacerse notar, que ni ser indagado 
Prini, el Juzgado ha de judo expresa constancia de 
*-*... que el declarante aparenta en partes de sus de- 
claraciones no comprender perfectamente el sentido de 
lo que se le pregunta, contestando a veces con sentido 
equivoca do 1 ' <fs. 23) y que el acusado a fs. 26 manifies- 
ta "que no sabe por qué Jo llevaron al Hospicio de las 
Mercedes...*', lo que da una idea de su interpretación 
deliniute y falta de memoria, síntomas propios de la 
enfermedad que padece, 

Kl comportamiento del procesado en los momentos 
inmediatamente anteriores y posteriores al hecho tam- 
bién confirman que no obró como una persona normal; 
el episodio referente a la valija no explica su reacción 
posterior; no hay indicios siquiera de la infidelidad de 
la mujer, (pie Priní por otra parte, en ningún momento 
trató de comprobar; tampoco se ha conducido como una 
persona celosa, no existen altercados entre los cónyu- 
ges ni aún en el instante del hecho. Debe entonces te- 
nerse por cierto, que todo ello ha sido producto del de- 
lirio persecutorio y celotípieo que actualmente acusa el 
causante —a unís de cinco anos del hecho — y a que se 
refiere el peritaje médico do fs. 90. 

Y para ¡pie no quepa duda sobre ol estado de Prini 
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en oí momento en que cometió el hecho, debe conside- 
rarse su reacción posterior o inmediata al mismo. 

Menciona el psiquiatra Tanzi, en un pasaje citado 
por esta Corto en Fallos: 172, pág. 383, considerando 
un homicidio de cuyo autor se sostenía que era, como 
Prini (ver informe de fs. 31) un débil mental, la posi- 
bilidad de que quienes padecen esta anomalía bajo la 
influencia de un ataque se entreguen a toda suerte de 
violencias, y agrega que "en el período de depresión 
post aceesual, al contrario, reina una apatía que sus- 
pendí- muchas de sus reacciones ordinarias; la capaci- 
dad de resistencia y de defensa, la de consenso y de 
ofensa, por lo mismo que débiles, sufren una depresión 
ulterior de lii que se debo tener cuenta exacta" (Conf. 
Tanzi, "Psichiatria forense*' edic. Vallardi, pág. 343). 
En el hecho de la causa el agente obra precisamente del 
modo señalado por Tanzi (ver fs. 2 vta, y 3). 

En su mérito, se revoca la sentencia recurrida, ab- 
solviéndose a Antonio Prini de culpa y cargo, por en- 
contrarse comprendido en la eximente que establece el 
artículo 34 inciso 1' del Código Penal; y resultando del 
informe médico de fs. 90 que el nombrado Prini continúa 
siendo un alienado, deberá decretarse la internación a 
que se refiere el segundo apartado del mismo inciso, de- 
vuelta que sea esta causa al Juzgado de origen. 

Felipe S. Pérez - Luis R. Lon- 
ghi — Justo L. Alvarbz 
Rodríguez — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 
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GENAIK» fiAlíCIA v. AIH'ANA DE ROSARIO 

ADVAXA: Recursos. 

El reeurso del art. lOfiíí de las nrd<-nam!as de Aduana 
enmpreiule las resolueiours administrativas que impnnen 
sanciones punitorias, mas «o las que deciden haher lugar 
al pa«rn de impuestos, E», as!, improbe do ti te el recurso 
ordinario de apelación para ante la Corte Suprema contra 
lu sentencia de una < rimara federal que Re limita a impo- 
ner al recurrente una multa de * ¡1.000, sin perjuicio del 
Mfro de los derechos do aduana cuyo monto sumado al de 
aquélla, exi-rde de cinc" mil pesos ni/n. 

I 

SfcXTi;NrtA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Rosario, 2 de noviembre de 1!H8. 

Vistos, cu acuerdo, los autos "Harda (¡etmro contra Ad ua- 
ná fie [insano — recurso contencioso" (oxpt. H* líl.HtiS de en- 
trada), fiara resolver acerca del recurso ordinario de apelación 
deducido a rV ."H. 

Y considerando que; 

I. La wntenein recurrida reduce la multa —único aspec- 
to que l»a sitio materia de exta contienda — (pie debe abonar el 
actor, a la suma de tres mil pesos moneda nacional de curso 
legal. 

II. ICn tules condiciones, no procede abrir la tercera i lis- 
tan, -ia porque el monto del agravio no excede del límite míni- 
mo lijado por el art. :t°, im\ de la ley 4055, 

l'or clin, se resuelve : 

No hacer hipar al recurso ordinario de apelación inter- 
puesto en el escrito carpo n» 1Í7Í»4. — Santos J. Saccnne. — 
/irán Va ríos hub»r*j. — Manuel (í ra nados. 



Dktamkn i>f.l pRorntAüon General 

Suprema Corte: 

V. E. tiene resuelto (Fallos: 184:465, considerando 
19) qu*' "en materia de aduana existe una responsabilí- 
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dad penal aui géneris que se funda en el carácter espe- 
cial de sus infracciones y en el propósito fiscal que las 
origina, y las penas pecuniarias tienen un carácter par- 
ticular que, aún conservando su calidad de penas, les 
da un cierto carácter de indemnización de daño y las 
somete a reglas que no tienen aplicación penal estricta". 

En mérito a estas consideraciones el Tribunal se 
ha pronunciado por la procedencia del recurso ordinario 
de apelación, (art. 3% inc. 2», ley 4.055) cuando en ma- 
teria aduanera el Fisco reclama, un concepto de im- 
puesto y sanción penal, una suma que exceda de $ 5.000 
m|n, c}l> (184:487, considerando 2'). 

De lo expuesto se desprende que el recurso dedu- 
cido a fs. 54 de lo* autos principales ha sido mal dene- 
gado a fs. 55, y así corresponde declararlo, haciendo 
lugar a la presente queja. — Buenos Aires, mayo 13 de 
tíHÍ», — Curtos O. frrffitio. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de mayo de 1949. 

Vistos los autos: "Recurso de lieclio deducido por 
la actora en los autos Ourcía Genaro e.| Aduana de Ro- 
sario", para decidir sohre su procedencia. 

Y considerando: 

Que la denegación del recurso deducido a fs. 54 
del principal por el auto de fs. 55 se ajusta a la doctrina 
de esta Corte —Fallos : 204, 002 ; 205, 02 y 87 ; 209, 90— 
con arreglo a la cual el recurso del art. 1063 de las Or- 
denanzas de Aduana no comprende sino las resolucio- 
nes administrativas que imponen sanciones punitorias, 
que en la especie no alcanza a m$u. 5.000, y no las que 
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deciden liabcr lugar al pago de impuestos, en particu- 
lar, de los correspondientes a productos introducidos 

con franquicia. 

El) BU mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General se desestima la precedente queja. 

Felipe S. Pérez — Luis R Lon- 
ohi — Justo L. Alvares 
Rodríguez — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 



VICTOR JOUBA PARIAS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio,. Sentencia de- 
finitiva. Revolucione* anteriores a ta sentencia defimtixa. lanas. 
La immMn de la garantía de la inviolabilidad de la 
defensa en juicio no autoriza la concesión del reeurso ex- 
traonlinariü en cualquier etapa del proceso, ni escusa la 
inexistencia de sentencia definitiva. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: RtqUMtOB propios. Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones anteriores a ta sentencia definitiva. Vanas. 
En principio no procede el recurso extraordinario contra 
,1 auto de prisión preventiva, pues no ca sentencia def.ni- 
tiva No habiéndose fundado deb 1 damente el reeurso extra* 
ordinario al interponerlo, no corresponde examinar si el 
efr . de autos constituye uim excepción al pnncipio men- 
cionado. 

Dictamen del Procurador. General 

Suprema Corte: 

Tanto la presente queja, como el reeurso extraor- 
dinario corriente a fs. 36 de los autos principales cuya 
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denegatoria la motiva, omiten la pertinente referencia 
a tos hechos de la causa. 

En consecuencia, de conformidad con la interpre- 
tación que V. E. ha dado al artículo 15 de la ley 48, co- 
rresponde sin abundar en más consideraciones, decla- 
rar bien denegada la apelación y desestimar el recurso 
directo. — Buenos Aires, mayo 21 de 1949. — Cartas 
G. Delf ino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de mayo de 1949. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
el procesado en los autos Jorba Parías Víctor s.| infrac- 
ción a los arts. 1* y 2* del Decreto 536 ¡45", para decidir 
Bob'-e su procedencia. 

Y considerando: 

Que contrariamente a lo sostenido por el apelante 
la jurisprudencia de esta Corte tiene establecido que 
la invocación de la garantía de la inviolabilidad de la 
defensa en juicio no autoriza la concesión del recurso 
extraordinario en cualquier etapa del procoso — Fallos : 
210, 342; 211, 154 y otros. 

Que por consiguiente la alegación referida no ex- 
cusa la inexistencia de sentencia definitiva a los efec- 
tos de la concesión del recurso. Y desde luego no es tal, 
al menos en principio, el auto de prisión preventiva, 
por no tratar el mismo sino sobro los extremos del art. 
366 del C, do Proced. en lo Criminal. — Conf, Fallos: 
212, 104 y 340, último considerando — . 

(¿ne no es el raso de considerar si el supuesto de 
autos hace excepción al principio señalado, en presen- 
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cía de la omisión de fundamenta. W dc8ta .™ el . ^ 
mea del Sr. Procurador Oeae.nl eoa arreglo a la doc 
aa le Fallos : 311. 463, 639 y 1247 entre otros. 
Bu su mérito v de aeaerdo eoa lo dictannnado por 
d S^ProeavadorOeneral se desestima la preeedente 

queja. 

Felipe S. Pékkí — Luis R. Lon- 
0H , — .llSTO I*. A;."**e2 
KoimíiiiEZ — TíonoLFo tt. 
Valeszuela — Tomás P. 
Casabes, 



..1,08 MERINOS" * A.. LAIU'SEN V CU. Y OTROS 

BMVnSO KSTBAOHOIXARIO: «"»»«« * 

justicia. 

m r „,„ r ,, «.^¡«.ri. j^z^'^"^ 

«.Inriones .|n>- mi* i au « " '"T"' tnVía de Trabajo 
laudo del Delegado U.S. ««» ¿' '» beneficios y 

v Previsión por el cual «^'^X t'S en los esta- 

generales para B#> supuesta, no htijiados. 
■ Dictamen i*x Procura.™ General 

Suprema rorte: 

U resolución de <p.e se reenrro en queja, atenta 
,, ,, U.orin del reearso extraordinano es un .laudo 
I , , ^1 ie.n«lo per el Delegado Regional del Múñate- 
I di Trabajo y Provisión en Bahía Blaaea, ea v.rtud 
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del cual se fijan los salarios, beneficios sociales, condi- 
ciones de trabajo, etc.. . . que lian de regir la labor de 
los obreros textiles en los establecimientos laneros, ba- 
rracas, acopios y mercado de frutos de dicha ciudad 
(fs. 57 15!) del expíe, agregado sin acumular). 

V. E. ha establecido que nn pronunciamiento de 
esta naturaleza reviste carácter normativo y no es sus- 
ceptible de equiparación a sentencia judicial, en cuanto 
precisamente no es propio de éstas el establecer reglas 
generales para regir supuestos no litigados (202:14 y 
30ÍJ; "Cía. Argentina de Obras Sanitarias del Muni- 
cipio de Quilines y Extensiones S. A., Becurso de hecho", 
fallo de diciembre 20 ppdo.). 

En consecuencia, no habiéndose resuelto en autos 
una cuestión .justiciable, procede el rechazo de la pre- 
sente queja. — Buenos Aires, mayo 13 de lí)4fl. — Car- 
los C Drlfhio. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de mayo de 1949. 

Vistos los autos: "Kecurso de hecho deducido por 
los recurrentes en los autos "Los Merinos" S. A.; 
Lahusen y Cía. y otros. Apel, Res. Secretaría de Tra- 
bajo y Previsión Bahía Blanca", para decidir sobre su 
procedencia. 

Y considerando: 

Que según es jurisprudencia de esta Corte —Fallos: 
212, 473 y los allí citados— el recurso extraordinario 
es improcedente respecto de resoluciones que revisten 
carácter normativo —como lo es la de fs. 57 y sigtes. 
del principal— porque no es propio de sentencias» ju- 
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di cíales ol esta Mee i miento de realas generales para re- 
íd r supuestos no litigados. El pronunciamiento apelado 
no es así equiparable a un fallo judicial» ni es por tanto 
susceptible de apelación ante esta Corte. 

En su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General se desestima la precedente 
queja. 

Felipe S. Pérez — Luis R. Lon- 
ohi — Justo L. Alvares! 
Rodríguez — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomas D. 
Casares. ' 



"LA BELGICA" Cía. ENFARDADORA, LOS MERINOS 
9, A., LAIIUSEN Y Cía. Y OTROS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comune*. Tribunal de 

El recurso extraordinario es improcedente respecto de la re- 
sn Ilición flue eonsagra la facultad del Delegado Regional 
do lu Secretaría de Trabajn y Previsión pnra expedir et 
huida final en un expediento administrativo, referente a la 
determinación ríe los salaria, beneficios y condiciones de 
trabajo de los obreros textiles de los establecimientos de 
una ciudad. Las cuestiones a que dicho recurso se refiere, 
lo mismo que las invocadas respecto del lando, pueden plan- 
teante en los procedimientos judiciales a que pudiera dar 
lugar lo resuelto en la causa. 



Dictamen del Procuhadou General 

Suprema Corte: 

No revistiendo carácter judicial, por ser de natura- 
leza normativa, la resolución que ha sido objeto del 
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trámite de las actuaciones agregadas sin acumular, se- 
gún lo expreso al dictaminar en el día de la fecha en 
la queja letra K n» 1, Libro XI», del año 1949, es evi- 
dente la falta de relación existente entre los arts. 18 y 
95 de ta antigua Constitución (respectivamente 29 y 
90 de la nueva) y la decisión de someter a las partes a 
arbitraje obligatorio (fs. 38 y 41 del cxpte. agregado) 
que se recurre por la presente vía. 

Dichas disposiciones constitucionales presuponen, 
en efecto, la existencia de un procedimiento cuya fina- 
lidad sea la de resolver una cuestión justiciable, supues- 
to que no concurre en autos dado el referido carácter 
normativo del laudo a que tendió todo lo actuado. 

Procede, en consecuencia, desestimar también la 
presente queja. — Buenos Aires, mayo 13 de 1949. — 
Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de mayo de 1949. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
los recurrentes en los autos "La Bélgica" Cía. Enfar- 
dadora, Los Merinos S. A., Lahuscn & Cía. y otros s.| 
ap. Resol. Delegado de Trabajo y Previsión de Bahía 
Blanca (Exp. U. 3650-48 "Unión Obreros Textiles — 
Sección Barracas de Lanas — Presenta convenio de 
trabajo)", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que por resolución dictada en la fecha en la queja 
traída respecto del laudo final dado en el expediento 
administrativo agregado — Letra L, Núm. 1, Libro XI* — 
se declaró improcedente el recurso extraordinario res- 
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pceto del último por no ser el mismo equiparable a una 
deeisión judicial. 

Que la deeisión respecto do la que se dedujo el re- 
curso extraordinario a f». 48 del principal —auto de 
f s . 38 — en cuanto consagra la facultad del Delegado 
Regional de la Secretaría de Trabajo y Previsión para 
expedir el laudo referido, es parte del procedimiento 
conducente para el ejercicio de la cuestionada atribu- 
ción, íntegra por tanto un trámite que no tiene carácter 
judicial y no admite revisión por vía del recurso ex- 
traordinario en el curso del mismo. 

Que por otra parte tanto las cuestiones a que el 
recurso se refiere como las invocadas respecto del laudo 
final pueden plantearse en los procedimientos judicia- 
les a que pudiera dar lugar lo resuelto en la causa como 
también lo tiene establecido la jurisprudencia de esta 
Corte —Fallos: 212, 479—. 

Eii su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Rr. Procurador General se desestima la precedente 
queja. 

FELir-E S. Péhez — Luis R. Los- 
an i — Justo L. Alvarez 
Rodríguez — Rodolfo G. 
Valenzuela — Tomás D. 
Casares. 
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VENANCIA E. O. Vda. !>E FLEYTEL v. FERROCARRIL 
DE BUENOS AIRES AL PACIFICO 

RECORSO EX TRA QRDíXA RIO : Rcoithitos fórmate*. Interposi- 
ción del recurso. Fundamento. 

Es improcedente el recurso extraordinario cuándo en el es- 
crito cíe interposición del mismo se lia omitido la pertinente 
referencia a los hechos de la causa y a la vinculación que 
](« mismos y las cuestiones discutidas en aquélla guardan 
con la cuestión federal ijiie se pretende someter a la deci- 
sión de la Corte Suprema ('). 

RECURSO EXTRA ORO/ XA RIO ; Requisitos propios. Resolución 
contraria. 

l*ar falta de resolución contraria, no procede el recurso ex- 
traordinario respecto de sentencias que otorgan el fuero 
federal desechando la competencia administrativa origina- 
ria, lo que también basta para la improcedencia de la apela- 
ción en cuanto el art. 18 de la anterior Constitución Na- 
cional carece de relación directa eou la materia del pronun- 
ciamiento ( 2 ). 



ANGEL MORA Y NAZARRE 

NOTIFICACION. 

Corresponde notificar en el asilo en que el interesado cons- 
tituyó domicilio legal en el escrito de presentación ante la 
Corte Suprema, la providencia referente a la reposición del 
sellado pendiente, aunque el ujier informe que el recurren- 
te ya no vive en dicho lugar ( 3 ). 



(i) 30 <le mavo de 1040. Fdllo»; 211, 462, 639 y 1247. 
(i¡> Kiillo»: 209, «00. 

(3) ;t0 do moyo «Je 1949. Fallos: 312, 14. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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